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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña. 
Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows Oyarzún; su asesora, señora Andrea Martones Reyes, y diversos asesores de Comités. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 69ª y 70ª, ordinarias, en 5 y 6 de diciembre de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (boletín Nº 10.665-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece normas que incentivan mejoras en las condiciones de remuneraciones y empleo de los trabajadores que se desempeñan en empresas que prestan servicios externalizados a las municipalidades en recolección, en transporte o en disposición final de residuos sólidos domiciliarios (boletín N° 11.012-13).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.



Con el segundo comunica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República, para los efectos de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental.



Con el tercero señala que aprobó, con la excepción que indica, las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y que realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”). Además, comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto (Véase en los Anexos, documento 1). 



--Se toma conocimiento, y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, para integrar la referida Comisión Mixta.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copias de las sentencias definitivas pronunciadas en el control de constitucionalidad de los siguientes proyectos de ley:



-El que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín N° 9.245-07).



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



-El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín N° 10.995-08).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Adjunta resoluciones dictadas en diversos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículo 458 del Código Penal.



-Artículo 360 del Código del Trabajo.



-Incisos tercero y cuarto, en lo pertinente, del artículo 71 de la ley N° 20.720, sobre reorganización y liquidación de empresas y personas.



-Artículos 205, inciso primero, y 208, inciso primero, del Código Civil.



-Artículos 78, inciso primero, 298, 299, 300, 303, 318, 319, 320, 321, 322, 323, 324, 325, 326, 327 y 328 del Código de Procedimiento Penal.



-Artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, que fija normas comunes para los subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Adjunta respuesta, enviada a solicitud del Senador señor Navarro, sobre la denuncia presentada por vecinos y dirigentes sociales de Puerto Varas ante la contaminación del Lago Llanquihue.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Remite respuestas a solicitudes, formuladas en nombre del Senador señor Navarro, para informar sobre los siguientes asuntos concernientes a la Región del Biobío:



-Obras de reposición de la cárcel El Manzano I de Concepción.



-Construcción de puentes Industrial y Bicentenario.



-Proyecto de demolición de la ex fábrica Paños Biobío de Concepción y futuros proyectos asociados.



-Fecha de la ceremonia de entrega del puente mecano individualizado, por parte del Ministerio de Defensa Nacional.



Da respuesta a requerimientos, formulados en nombre del Honorable señor García, relativos a las siguientes situaciones en la Región de la Araucanía:



-Estado de carpeta asfáltica desde Los Sauces a Traiguén y Angol.



-Estado del proyecto de asfaltado en la Ruta D-337.



-Licitación del proyecto de conservación global mixto y de bacheo de caminos en la provincia de Cautín.



Informa solicitudes, expedidas en nombre del Senador señor Horvath, acerca de los siguientes asuntos:



-Puente Ventisquero y servicios de barcaza en la Región de Aisén.


-Ocupación de terrenos fiscales que se incorporarán a la red de parques de la Patagonia.



Envía respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Quinteros, relativa a la consolidación del área metropolitana de Puerto Montt-Puerto Varas.



Responde petición, expedida en nombre del Senador señor De Urresti, acerca del estado de los proyectos de asfaltado de los sectores Los Esteros, Rofuco Alto y Auquinco, de la comuna de La Unión, Región de Los Ríos.



De la señora Ministra de Salud:


Anexa antecedentes sobre el proceso de encasillamiento de los funcionarios del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio; consultas realizadas en nombre de los Senadores señora Allende y señor Lagos.



Atiende solicitud, expresada en nombre del Senador señor Bianchi, acerca del requerimiento del Presidente del Comité de Defensa de Porvenir relativo al número de especialistas extranjeros en zonas aisladas.



Adjunta datos en cuanto a la certificación de calidad de los pacientes electrodependientes; materia consultada en nombre del Senador señor De Urresti.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:


Contesta requerimiento, expresado en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la regularización de terrenos para las familias de la localidad de La Tapera, comuna de Lago Verde, Región de Aisén.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:


Responde consultas, efectuadas en nombre del Senador señor Chahuán, sobre lo siguiente:



-Situación previsional de la persona individualizada.



-Derecho de una pensionada al bono por hijo.



De la señora Secretaria Ministerial del Medio Ambiente de la Región de Valparaíso:


Expide respuesta a requerimiento, manifestado en nombre de la Senadora señora Allende, con relación al derrame de combustible en la bahía de San Antonio que afectó al Santuario de la Naturaleza Islote Pájaros Niños.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, y que tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y los delitos de cohecho que indica (boletín Nº 10.739-07) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 2).



Segundo informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (boletín N° 11.101-19) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4).



De la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Educación Superior (boletín N° 10.783-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio del señor Contralor General de la República con el que promueve una contienda de competencia, al tenor de lo dispuesto en el artículo 53, Nº 3, de la Carta Fundamental, en relación con el recurso de casación en el fondo deducido ante la Excelentísima Corte Suprema en los autos rol N° 76325-2016, caratulados “Rodríguez Mendoza Héctor Eduardo con Dirección General de Aeronáutica, Fisco de Chile”, radicados en la Cuarta Sala de esa Excelentísima Corte (boletín Nº S 1.913-03) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señores Bianchi y Guillier, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Penal para sancionar la figura de la asociación ilícita constituida para abusar de la credulidad de las personas (boletín Nº 11.531-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



De los Senadores señores Bianchi y Guillier, con la que comienzan un proyecto de ley para introducir un artículo nuevo en el Código Civil a fin de regular la imprevisión contractual (boletín Nº 11.532-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley para derogar el artículo 394 del Código Penal que tipifica el delito de infanticidio (boletín Nº 11.533-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Bianchi y Guillier, con la que dan comienzo a un proyecto que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para consagrar como un derecho humano el acceso al agua y regular la suspensión de su suministro (boletín Nº 11.535-09) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor De Urresti, para ausentarse del país a contar del día 10 del presente mes.



--Se accede a lo solicitado.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Informes



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta disponer el ascenso extraordinario del personal de la Policía de Investigaciones de Chile por excepcional abnegación en el cumplimiento de su deber o como reconocimiento póstumo (boletín N° 11.277-25) (Véanse en los Anexos, documentos 12 y 13).



--Quedan para tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.
)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero saludar a la delegación del Colegio Los Bosquinos, Taller de Ciudadanía, de Maipú, que nos acompaña hoy día en la Sala.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Tratar como si fueran de Fácil Despacho, en esta sesión ordinaria, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley, iniciado en moción de la ex Senadora señora Soledad Alvear y del Senador señor Larraín, en primer trámite constitucional, que instaura el 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (boletín N° 8.875-13). 



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Leopoldo López Mañez (boletín N° 10.589-06). 



2.- Analizar en el segundo lugar de la sesión ordinaria de hoy, el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín Nº 10.584-07).



3.- Celebrar la sesión ordinaria del día miércoles 13 del presente, de 11 a 14 horas, y tratar en primer lugar el proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09), y, en segundo lugar, la iniciativa, en segundo trámite constitucional, sobre Educación Superior (boletín Nº 10.783-04), hasta su total despacho, dejando sin efecto la hora de Incidentes.


4.- Tratar en la sesión ordinaria del martes 19 del presente, en primer, segundo y tercer lugar, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y que modifica el Código del Trabajo para estos efectos (boletín N° 11.281-13).



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14). 



-Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (boletín N° 11.101-19).



5.- Considerar en el primer y segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del miércoles 20 del presente, los siguientes asuntos:



-Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, desde el 1 de enero hasta el 31 de diciembre de 2018, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Bosnia y Herzegovina (boletín Nº S 1.957-05).



-Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (boletín N° 6.106-10).



Nada más, señor Presidente.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, como reemplazante del Senador Chahuán en la Comisión de Salud, solicito que se recabe la anuencia del Senado para que dicho órgano especializado pueda debatir en general y en particular, en su primer informe, el proyecto de ley (boletín N° 10.198-11), y otros refundidos, que modifican el Código Sanitario en materia de disposición de alimentos para evitar su desperdicio, como acordó unánimemente hoy día la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en la Sala?



--Así se acuerda.

)--------------(

V. ORDEN DEL DÍA

INSTAURACIÓN DE DÍA NACIONAL DEL TRABAJADOR PAPELERO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De conformidad con lo acordado por los Comités, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de la ex Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela y del Senador señor Hernán Larraín Fernández, que instaura el 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8.875-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador Larraín y de la ex Senadora señora Alvear):


En primer trámite: sesión 9ª, en 9 de abril de 2013 (se da cuenta).


Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 69ª, en 5 de diciembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es declarar el 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero, en reconocimiento a la industria y a sus trabajadores.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Goic y señores Allamand, Hernán Larraín y Letelier.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 3 del referido informe.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión general y particular a la vez, tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, intervengo sobre todo para mencionar que la autora del proyecto en debate es la ex Senadora Soledad Alvear, quien me invitó a suscribirlo también. Y quiero reconocerlo, especialmente, porque constituye un anhelo de la ex parlamentaria, cuya familia estaba muy ligada a esta empresa.



La Compañía Manufacturera de Papeles y Cartones fue fundada mediante decreto el 12 de marzo de 1920. Por eso se pide recordar al trabajador papelero en esa fecha.



Esta empresa transformó el sector de manera muy impresionante, gracias a la iniciativa del destacado emprendedor don Luis Matte Larraín, quien junto con un famoso maestro del fundo de su padre, don Juan Guillén, conocido como “El Palomo”, y con el apoyo de Arturo Matte, Manuel Garrido y Eduardo Morel, hicieron realidad la empresa.



Esta situación no solo implicó el desarrollo de la industria papelera en Chile, sino que también impactó muy significativamente a la comuna de Puente Alto -de lo que su ex Alcalde y actual Senador puede dar cuenta-, y ha ocupado un lugar muy destacado en nuestra historia.



Debo destacar que uno de los aspectos más significativos de esta empresa fue la preocupación de sus creadores por impulsar rápidamente el establecimiento del sindicato de obreros de esa industria. Y fue así como el 27 de septiembre de 1927 los operarios de las fábricas Esperanza, Victoria y Construcción se juntaron para constituir el Sindicato Industrial de Papeleros, que se constituyó a partir de 1927 y que fue presidido por don Nolasco Cabello.



Hoy día, quienes dirigen este sindicato, presidido por Carlos Flores, quien probablemente ha estado a su cabeza durante los últimos 30 o 40 años, consideran que esta ha sido una de las contribuciones más significativas al movimiento sindical chileno. De hecho, este sindicato es uno de los más antiguos del país: tal vez, el segundo o el tercero. Es decir tiene una larga trayectoria. Por lo tanto, sus trabajadores son pioneros en el sindicalismo chileno, y han estado detrás de esta iniciativa en forma muy importante.



Avisamos con la debida anticipación a sus dirigentes de la celebración de esta sesión; pero, lamentablemente, no pudieron hacerse presentes. Y debo destacar que son los trabajadores, encabezados por Carlos Flores, del sindicato de la papelera, quienes nos han hecho ver que esta empresa pionera, surgida gracias a un grupo de emprendedores y también a un grupo de trabajadores, que laborando en forma muy unida la han logrado mantener, es una de las compañías más significativas de Chile y señera en la región.



Por eso, junto con la ex Senadora Alvear, quien inspiró esta iniciativa, estamos pidiendo que el 12 de marzo de cada año sea el Día Nacional del Trabajador Papelero, en homenaje a quienes hacen patria desde esta industria, que ha ayudado a transformar en buena medida la fisonomía económica de Chile.



He dicho.

El señor WALKER (don Ignacio).- “Si le parece”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en nombre de mi bancada va a hablar el Senador Montes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero sumarme al apoyo a este proyecto y señalar también que el Diputado Osvaldo Andrade ha sido uno de los impulsores más activos para que la iniciativa salga adelante.



Los trabajadores papeleros han sido importantes en Puente Alto y en distintos lugares de Chile.



Creo que instaurar el Día Nacional del Trabajador Papelero -se refiere a todos los que laboran en el rubro, pero a partir de la realidad de Puente Alto- es algo muy significativo, pues permite reconocer y valorar lo que ellos han hecho en la historia.



Definitivamente, quiero decirle a quien informó el proyecto que este no es un homenaje a la Papelera, sino al trabajador papelero.



Estos trabajadores han pasado por distintos momentos: unos en que se han reconocido sus derechos y otros en que no ha existido tal reconocimiento. Se ha valorado su organización sindical y, también, ha habido harta dificultad para mantenerla.



A mí me tocó trabajar muy directamente con dicho sector laboral en el tiempo de la dictadura. Fue a partir del hecho de que una máquina se comió a un trabajador, a un muchacho bastante joven. ¡Se lo comió!



Entonces había cierta forma de distribución de los empleados: existía un maestro de primera y un maestro suplente, pero este último era alguien inexperto, que no sabía mucho y que carecía de elementos tecnológicos. La seguridad en el trabajo en ese momento era baja. Ahora ha aumentado. Muchas empresas, sobre todo las grandes, han hecho cambios.



En cuanto a la empresa, yo conozco a Eliodoro Matte, porque fuimos compañeros de curso…

El señor PIZARRO.- ¿En serio…?

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Sí?

La señora MUÑOZ.- ¡Se supo todo…!

El señor PROKURICA.- ¿Compañeros…?

El señor MONTES.- ¡Era un curso de baile…!



Perdón, señor Presidente, ¡pero el Senador Prokurica está provocando…!



Quiero destacar que los trabajadores papeleros merecen este reconocimiento.



En Puente Alto -y esto lo sabe mejor que yo el Senador Ossandón-…

El señor OSSANDÓN.- Por cierto.

El señor MONTES.-… el Teatro Palermo es el centro de las actividades sociales, políticas y culturales. Los trabajadores papeleros son de una tremenda generosidad al buscar integrar a la comunidad. En ese espacio han celebrado actividades los bomberos, las cámaras de comercio. Ahí todo tiende a reflejarse frente a la ciudad y al país.



Ellos tienen un estilo, una forma de ser. Yo conozco bastante bien a Carlos Flores y sé que, como Presidente del Sindicato Nº 1, él sabe lo que es ser parte de un pueblo y proyectar a una ciudad, como es Puente Alto, para darle todo el sentido que se requiere.



Valoro la iniciativa en estudio y reconozco a quienes la llevaron adelante: a la Senadora Soledad Alvear, quien vivió en Puente Alto y cuyo padre fue parte de la CMPC; al Senador Hernán Larraín; al Diputado Osvaldo Andrade; a Carlos Flores, y a toda la directiva del sindicato, por su generosidad con su lugar y por su capacidad de identificarse, en general, con los trabajadores.



¡Ojalá sigan siendo lo que han sido hasta ahora!



Nos sumamos como bancada a la idea de instaurar el Día Nacional del Trabajador Papelero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Hay acuerdo en la Sala para aprobar el proyecto?

El señor PIZARRO.- Sí.

El señor BIANCHI.- Claro.

El señor WALKER (don Ignacio).- Respaldémoslo.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
CONCESIÓN DE NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, A DON LEOPOLDO LÓPEZ MAÑEZ
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Leopoldo López Mañez, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.589-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 55ª, en 12 de octubre de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía: sesión 70ª, en 6 de diciembre de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al ciudadano español señor Leopoldo López Mañez.



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Van Rysselberghe y señores Araya y Ossandón).



El órgano técnico deja constancia de que, después de analizar la iniciativa y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio de la comunidad nacional, se formó la convicción de que el ciudadano español señor Leopoldo López Mañez, por su destacado aporte y entrega a nuestro país, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4º del artículo 10 de la Constitución Política de la República.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo de la Sala para aprobar el proyecto?



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido la unanimidad de los presentes para modificar la tabla del Orden del Día.



Sugiero ver primero el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez. Es solo una votación. Y luego seguimos con el proyecto -ya más complejo- relativo a los medicamentos bioequivalentes genéricos.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

CREACIÓN DE DEFENSORÍA DE DERECHOS DE LA NIÑEZ. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo resuelto, corresponde tratar el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez, con urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.584-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite: sesión 3ª, en 22 de marzo de 2016 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.



Comisión Mixta: sesión 61ª, en 21 de noviembre de 2017.



Informes de Comisión:



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes: sesión 43ª, en 30 de agosto de 2016.



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes (segundo): sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.



Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes: sesión 61ª, en 21 de noviembre de 2017.



Hacienda: sesión 11ª, en 2 de mayo de 2017.



Mixta: sesión 71ª, en 12 de diciembre de 2017. 



Discusión:



Sesiones 44ª, en 31 de agosto de 2016 (se aprueba en general); 12ª, en 3 de mayo de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 13ª, en 9 de mayo de 2017 (se aprueba en particular); 61ª, en 21 de noviembre de 2017 (se rechazan las modificaciones de la Cámara de Diputados y el proyecto pasa a Comisión Mixta).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte del Senado, en tercer trámite constitucional, de numerosas enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados.



La Comisión Mixta, como forma de resolver tales divergencias, efectúa una proposición que comprende las normas en controversia, así como las adecuaciones correspondientes a los ajustes formales y de referencia pertinentes.



Dicho órgano acordó la proposición con las votaciones que consigna en cada caso en su informe.



Cabe hacer presente que los incisos primero y sexto del artículo 13 contenidos en la proposición tienen carácter orgánico constitucional, por lo que requieren 21 votos favorables para su aprobación.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición figuran, en la tercera y cuarta columnas, respectivamente, la proposición de la Comisión Mixta y el texto que quedaría de aprobarse el informe referido.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, tal vez sea mejor que intervenga primero el Presidente de la Comisión Mixta. Después lo haría yo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De acuerdo con la norma, tendría que darle privilegio a usted. Pero, si lo solicita, le otorgaremos la palabra primero al Senador señor Patricio Walker.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- ¡Renuncio a ese privilegio, señor Presidente…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me parece bien.



Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Gracias a usted, señor Presidente, y al señor Ministro, por la deferencia.



En mi calidad de Presidente de la Comisión Mixta encargada de resolver las divergencias suscitadas entre la Cámara de Diputados y el Senado durante la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez, paso a informar a la Sala los principales elementos de la proposición que acordó dicho órgano.



En primer lugar, en el artículo 2º del proyecto de ley, se definieron los destinatarios de las labores de la Defensoría, acogiéndose el texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, por estimarse que comprende a todos los sujetos que, eventualmente, pudiesen vulnerar los derechos de los niños. A tales efectos, se fija un amplio objeto para las acciones que despliegue el citado organismo.



A su vez, en lo concerniente a ciertas atribuciones con las que contará el Defensor, se subraya la posibilidad de que este último pueda interponer acciones y deducir querellas respecto de hechos que involucren a niños y que revistan caracteres de gravedad, relevancia, o comprometan el interés social, relativos a ciertos ilícitos penales de especial gravedad. En el mismo sentido, se permite que dicha magistratura presente las acciones constitucionales de protección y amparo en las diversas materias de su competencia.



De igual modo, se faculta al Defensor para visitar centros, instituciones o medios de transporte en que un niño permanezca privado de libertad, siempre que lo haga en los términos de lo dispuesto en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, esto es, cuando el menor se encuentre en tal condición por la decisión de una autoridad pública o de una orden judicial.



Por otra parte, en lo relativo al procedimiento de nombramiento del Defensor, se acordó mantener, en lo sustantivo, el texto aprobado por el Senado.



Sin perjuicio de lo anterior, se estableció que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de esta Corporación debe proponer solo un candidato a la Sala, y no tres como originalmente se fijaba. Para tal propósito, se determina que tal Comisión disponga de un proceso que asegure la observancia de los principios de publicidad, transparencia, idoneidad y no discriminación arbitraria, debiendo oír a todos los postulantes que cumplan con los requisitos para acceder al cargo de Defensor.



Por otro lado, en lo referente a las exigencias legales para ser nombrado Defensor, se estableció que la persona en cuestión debe contar con al menos cinco años de experiencia profesional y un mínimo de diez de reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o la defensa de los derechos de los niños.



A su turno, y en virtud de la naturaleza de las labores que llevará a cabo la Defensoría, se establece una regla de inmunidad procesal al titular de esta entidad, fijándose que durante el ejercicio de sus funciones el Defensor no podrá ser acusado o privado de su libertad si la Corte de Apelaciones de Santiago, en pleno, no declara previamente haber lugar a formación de causa. En caso de flagrancia, se subraya que aquel se rige por el estatuto general aplicable en estos casos.



Asimismo, se dispuso que una vez cesado en el cargo, por cualquier causa, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular ni a otros de carácter directivo o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, en todos los ámbitos en materia de infancia, ni a organismos colaboradores acreditados, exceptuándose, por cierto, las actividades académicas o docentes.



Por último, se hace presente que se efectuaron precisiones tanto a los contenidos del informe anual que debe elaborar y presentar el Defensor en su cuenta pública como a las reglas de vacancia legal bajo las cuales comenzará la operatividad institucional de la Defensoría.



Señor Presidente, este es un proyecto importante.



Quiero recordar que el Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas cada cinco años le ha representado a Chile ser uno de los pocos países de América Latina que no tienen Defensor de la Infancia.



A partir de ahora, vamos a contar con un órgano autónomo de los gobiernos de turno.



¿Qué significa eso? Que van a tener la libertad suficiente para proponer cambios reglamentarios, legales; para denunciar vulneraciones de los derechos de los niños; para presentar acciones judiciales en delitos graves; para presentar acciones constitucionales de amparo, de protección sin tener que depender o darle cuenta al gobierno de turno, porque van a tener la autonomía suficiente -perdóneme la expresión, señor Presidente- para poner el dedo en la llaga, para señalar aquellos casos de graves vulneraciones a los derechos de los menores -reitero-, no solo en la denuncia y en la protección, sino también en la propuesta de modificaciones legales que se requieran.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con el acuerdo de la Sala, tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, seré muy breve.



Quiero destacar los amplios consensos que se alcanzaron en la Comisión Mixta y valorar el aporte de cada Senador, Senadora, Diputado y Diputada que trabajó en ella, bajo la Presidencia del Senador señor Patricio Walker.



Junto con ello, deseo relevar que el proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez permite a nuestro país avanzar en el cumplimiento de las obligaciones internacionales adquiridas desde la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño.



La iniciativa crea, como ha mencionado el Presidente de la Comisión Mixta, una institución nacional de derechos humanos autónoma y especializada que actuará como órgano vigilante de la situación general de los niños y las niñas.



En consecuencia, señor Presidente, solicitamos a los Senadores y a las Senadoras aprobar en el presente trámite este proyecto, que permite a nuestro país dar otro decidido paso en la protección plena de los derechos de nuestros menores.



El Gobierno de la Presidenta Bachelet tiene la convicción de que con la aprobación del proyecto y la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez Chile da un gran paso a favor de la protección de los niños y las niñas en todo nuestro territorio.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, estamos aprobando hoy la propuesta legislativa que crea el Defensor del Niño, que tiene varias tareas muy relevantes.



Entre ellas, podemos nombrar las siguientes.



Difundir, promover y proteger los derechos de los niños en el marco de la actuación de los órganos del Estado y de los órganos privados.



Interponer acciones y deducir querellas en las causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos del niño.



Recibir peticiones sobre asuntos que se le formulen y derivarlas al órgano competente.



Visitar los centros de privación de libertad, los centros residenciales de protección o cualquier otra institución en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos del Estado.



Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños ante el órgano administrativo o judicial competente.



Velar por la participación de los niños para que puedan expresar su opinión y ser oídos en asuntos que les conciernan.



Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño.



Colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos en la elaboración de informes respecto a los derechos del niño.



Señor Presidente, se está generando una estructura que nos parece muy relevante para cuidar el interés superior del niño y los derechos de la niñez.



Una de las discusiones más importante que se dieron en el contexto de la Comisión Mixta giró en torno a cómo se iba a nombrar al Defensor de los Derechos de la Niñez. Un aspecto muy relevante era que se necesitaba generar una figura que fuese realmente independiente.



Los organismos internacionales plantean que el Defensor debe ser absolutamente independiente, tanto del Estado como de los otros órganos que se relacionan con el cuidado de los derechos directos del niño.



En tal sentido, se produjo un debate bastante interesante acerca de cómo lograr de manera efectiva que el Defensor sea totalmente independiente.



Por una parte, se planteó que, una vez designado el Defensor de los Derechos de la Niñez, no puede existir, por ejemplo, la llamada “promesa de un nombramiento”, tanto del sector público como del privado. ¿Por qué? Porque si la promesa de nombramiento se hace desde el sector público, podría existir el peligro de que el Defensor no fuera realmente independiente respecto del gobierno de turno o del Estado. Y si la promesa de nombramiento surge del sector privado, el Defensor también podría perder su independencia con relación a los juicios que debe emitir.



Por otra parte, también discutimos al interior de la Comisión Mixta acerca de cómo se genera el nombramiento del Defensor. Porque si lo nombra el Ejecutivo, directa o indirectamente, no va a ser independiente. Y tampoco lo será necesariamente  si lo nombra el Instituto de Derechos Humanos.



Finalmente, se llegó a un mecanismo que quizá no se utiliza mucho pero nos pareció que podía garantizar la total independencia del Defensor de la Niñez: como ya dijo el Presidente de la Comisión Especial de Infancia: el nombre se generará en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado y será ratificado por esta Sala.



Con el nombramiento efectuado de ese modo -no es el único que se hace a partir de la propuesta de una Comisión de la Cámara Alta- se busca la absoluta independencia del Defensor de la Niñez. 



De aquella manera creemos haber hallado  solución a las distintas problemáticas…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.

El señor MONTES.- ¡Dele más, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional.

La señora VON BAER.- Muchas gracias



Señor Presidente, decía que de aquella forma creemos haber encontrado solución a las distintas problemáticas suscitadas entre la Cámara Baja y el Senado.



Además, me parece que se ha reforzado un aspecto especialmente significativo en el caso del Defensor de la Niñez: su independencia con respecto a los órganos, tanto públicos cuanto privados, a los que deberá supervigilar.



Por lo expuesto, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este anhelado proyecto forma parte de los compromisos que asumió la Presidenta Bachelet después de lo que hemos conocido como “crisis terminal del SENAME”; es decir, el fracaso de las políticas públicas de apoyo a los niños vulnerables, abandonados, de quienes el Estado es el principal responsable.



Suman miles y miles los niños que pasan por el Servicio Nacional de Menores. Y, como señalan las estadísticas -resulta duro decirlo, pero es la cruda realidad-, ¡más del 50 por ciento de los reos que hoy día pagan en las cárceles por sus delitos estuvieron en el SENAME!



Eso no es sino la ratificación del profundo fracaso de las políticas de Estado de todos los gobiernos. 



El Defensor de la Niñez forma parte de una serie de políticas tramitadas por todos los gobiernos y que se concretan en el actual.



Cuanto se plantea es oportuno, suma. Pero ¡no es suficiente!



El Defensor va a ser designado de la forma más objetiva posible. Empero, si no hay un cambio en la cultura, en el comportamiento de nuestra sociedad, la protección de los niños en condición de vulnerabilidad va a ser siempre algo marginal, tal como ocurre con la situación de los menores en situación de discapacidad atendidos gracias a la acción solidaria -algunos la consideran caritativa- de una institución privada, la Teletón, debido a que no existe una política de Estado que les brinde ayuda.



El Defensor de la Niñez será una figura pública que espero sea respetada, pero principalmente por el propio Estado.



Más allá de lo que se ha señalado en cuanto a las facultades que se le confieren, uno de los principales conflictos que deberá dirimir dicha autoridad es el generado cuando el Estado vulnera los derechos de los niños, caso en el cual el Consejo de Defensa del Estado actúa en defensa de los órganos públicos infractores. Tal como ha sucedido con la Defensoría de los Derechos Humanos, esa será una prueba crucial para saber qué va a primar.



Por eso la autonomía en el nombramiento es tan relevante.



La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá numerosas facultades. Entre otras cosas, podrá asumir la defensa de los derechos de los numerosos niños sacados del país de manera irregular y sin el consentimiento de sus padres; de aquellos que son dados en adopción sin el conocimiento de sus progenitores o de forma irregular.



El Defensor estará facultado para presentar querellas de interés social.



Yo solo espero que la persona que elijamos a propuesta de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado sea un hombre o una mujer que asuma el cargo considerando la enorme importancia que reviste, pero sobre todo su carga histórica, pues partirá con una pesada mochila heredada por todos los gobiernos.



Voy a votar a favor del informe de la Comisión Mixta. El Defensor de la Niñez, como se ha señalado acá, es una autoridad muy importante. Chile figura entre los pocos países de América Latina que no cuentan con esa institución.



Insisto; se trata de un paso más, aunque insuficiente. Nos queda muchísimo por hacer en materia de defensa de los derechos de los niños, particularmente en el caso de aquellos que se hallan en condición de vulnerabilidad y que son responsabilidad del Estado de Chile.



Existe una Declaración Universal de los Derechos del Niño. Yo aspiro a que en algún minuto -y espero que sea pronto- haya una declaración universal de los derechos de la tercera edad, de los adultos mayores, de tal manera que los dos extremos en la escala etaria tengan la protección necesaria del Estado. Porque este es un Estado que no respeta los derechos de los niños o hace muy poco para defenderlos, pero tampoco está respetando los derechos de los adultos mayores al construir una sociedad  con una infraestructura que atenta contra sus derechos.



Hemos propiciado una declaración universal de los derechos de los adultos mayores por parte de las Naciones Unidas. Seguiremos trabajando en ello. 



Hoy día saldamos parte de una deuda con los niños de Chile, quienes van a tener un Defensor.



Espero que esa figura cumpla con su objetivo y cuente con el apoyo del Senado y de la ciudadanía cuando se logre comprender su rol. 



Hay que hacer pedagogía; hay que educar; hay que informar en los liceos y colegios de todo Chile, a nuestro profesorado, para que se entienda el papel que tendrá el Defensor de la Niñez.



Voto a favor.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, quiero destacar que la Defensoría de los Derechos de la Niñez se crea como una institución autónoma, no supeditada a la autoridad o jerarquía de otros Poderes del Estado.



Se enmarca en la ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño por nuestro país, que adquirió el compromiso de adoptar una normativa y medidas administrativas destinadas a proteger y promover los derechos de los menores.



En tal sentido, se crea una institucionalidad nacional de derechos humanos autónoma y especializada, que velará fundamentalmente por la protección, promoción y difusión de los derechos de los niños.



Ahora, esa institucionalidad no remplaza a la vigente, sino que la refuerza, supervisando el cumplimiento de sus funciones, y asimismo asegura el respeto a los tratados internacionales que definen el estándar con el cual se ejercen las facultades.



En esa línea, este proyecto crea la Defensoría de los Derechos de  la Niñez, entendida como una corporación de derecho público autónoma de otros órganos del Estado.



A la vez, no tiene que ver con la representación judicial de los niños, pero sí será un ente colaborador.



El Defensor tiene una facultad de intermediación o facilitación ex ante, que se activa cuando la Defensoría tome conocimiento de actos u omisiones que pudieran vulnerar derechos de niñas o niños. Y en ciertos casos podrá querellarse o presentar acciones constitucionales de protección y amparo. Por lo tanto, su función es más bien de carácter persuasivo, y, de ser requerido, podrá entregar su opinión especializada en causas judiciales. 



Del mismo modo, estará facultado para solicitar la colaboración de distintos órganos del Estado a fin de coordinar acciones y obtener informaciones y recomendaciones para examinar situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia. 



El proyecto prevé los requisitos para ser Defensor. Se habla de tener experiencia profesional comprobada, con trayectoria de a lo menos diez años en el campo de los derechos humanos o en el de la defensoría de los derechos de los niños.



El Defensor será elegido por el Senado, con un quorum de dos tercios de sus miembros en ejercicio, y podrá ser removido por la Corte Suprema a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por distintas causales, entre las que se encuentra la negligencia manifiesta o inexcusable en el ejercicio de sus funciones.



Por esas razones, esta iniciativa me parece un avance significativo en materias ya trabajadas por el actual Gobierno y por administraciones anteriores. De modo que tiene coherencia con la labor de defensa institucional de los derechos de la niñez.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (30 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional exigido.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

)---------(
El señor MONTES.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor MONTES.- Señor Presidente, las Comisiones de Gobierno y de Hacienda despacharon unánimemente el proyecto que le otorga al Director de Investigaciones una facultad especial vinculada con el ascenso de funcionarios de esa institución, entre otros motivos,  como reconocimiento póstumo.



¿Será posible que lo despachemos de inmediato, tras un informe breve de mi parte?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me parece factible, Su Señoría, siempre que no haya discusión.



Está en seguida la iniciativa sobre regulación de los medicamentos bioequivalentes genéricos, pero si abrimos debate y fundamentación de voto en el otro proyecto ello ocupará gran parte de la sesión.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo estoy de acuerdo con lo planteado por el colega Montes. Hoy vimos el mencionado proyecto en la Comisión de Hacienda. Entonces, Su Señoría, como titular de este órgano técnico, puede rendir un informe escueto, para luego votar sin debate alguno.



Entiendo que hay problema con una fecha de celebración de Investigaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Se requiere quorum especial?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Presidente: quorum calificado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le propongo a la Sala tratar sin debate la iniciativa sobre la Policía de Investigaciones.



Acordado.
ASCENSOS EN INVESTIGACIONES POR EXCEPCIONAL ABNEGACION EN CUMPLIMIENTO DEL DEBER O COMO RECONOCIMIENTO PÓSTUMO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo recién acordado por la Sala, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, iniciado en mensaje de la Presidenta de la República, en segundo trámite constitucional, que faculta para disponer el ascenso extraordinario del personal de la Policía de Investigaciones de Chile por excepcional abnegación en el cumplimiento de su deber o como reconocimiento póstumo, con informes de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.277-25) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 41ª, en 23 de agosto de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 71ª, en 12 de diciembre de 2017.



Hacienda: sesión 71ª, en 12 de diciembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa tiene como objetivo principal establecer la facultad del Director General de la Policía de Investigaciones para otorgar o proponer el ascenso extraordinario ya señalado por el señor Presidente.



La Comisión de Gobierno la discutió en general y en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y la aprobó en general y en particular en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.



A su turno, la Comisión de Hacienda no introdujo enmiendas al texto despachado por la de Gobierno.



Cabe hacer presente que el artículo único y el artículo segundo transitorio inciden en normas de quorum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos favorables.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación general y particular.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, se trata de darle al Director de la Policía de Investigaciones una facultad vinculada con el ascenso extraordinario de funcionarios de esa institución fallecidos o que hayan quedado inválidos como consecuencia de actos de excepcional abnegación ejecutados en el cumplimiento de su deber.



Existen distintos ascensos -no voy a describirlos- para situaciones diversas. Lo importante es que la ley en proyecto tiene efectos retroactivo y futuro. Y el gasto se cubre con el presupuesto de la propia PDI.



Eso es todo, señor Presidente.



Proponemos aprobar la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general y en particular el proyecto (26 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Ossandón. 
REGULACIÓN DE MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS E IMPEDIMENTO DE INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde proseguir la discusión particular del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.914-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar):



En primer trámite: sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 14 de abril de 2015.



Salud (segundo): sesión 80ª, en 11 de enero de 2017. 



Salud (nuevo segundo informe): sesión 32ª, en 18 de julio de 2017.



Discusión:



Sesiones 10ª, en 15 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 68ª, en 10 de noviembre de 2015 (se aprueba en general); 88ª, en 8 de marzo de 2017 (el proyecto vuelve a la Comisión de Salud); 49ª, en 3 de octubre de 2017 (queda para segunda discusión en particular); 52ª, en 10 de octubre de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 57ª, en 24 de octubre de 2017 (queda aplazada la votación en particular).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala el Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows, y la asesora señora Andrea Martones.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de 24 de octubre se solicitó aplazamiento de la votación.



Prosiguiendo con las peticiones de votación separada y con las votaciones de mayoría, les ruego a Sus Señorías dirigirse a la página 49 del boletín comparado. Aquí se pidió votación separada y hay aprobación de mayoría. Se trata del artículo 128 bis, que dice:



“El envase de los medicamentos deberá incluir el nombre del producto de que se trate, según su denominación común internacional, en formato y letras claras, legibles y de un tamaño que, en conjunto, utilice al menos un tercio de una de sus caras principales.



“Los medicamentos que cuenten con una denominación de fantasía, podrán incluirla en el envase, en un tamaño que, en conjunto, no supere de un quinto del empleado para la denominación común internacional del mismo, según se indica en el inciso anterior.



“Un reglamento, suscrito por el Ministerio de Salud, establecerá las condiciones sobre rotulación de medicamentos, sea que cuenten o no con denominación de fantasía, el que además deberá recoger las disposiciones contenidas en la ley N° 20.422.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Yo votaré a favor de este artículo, señor Presidente, por las siguientes razones.



Primero, porque estimo que favorece la seguridad del usuario al evitar el riesgo de equivocación en el medicamento adquirido.



Debo recordar el lamentable caso, sucedido hace algunos meses, de la madre que por error, en vez de paracetamol, le suministró tramadol a su guagüita, la que perdió la vida.



No cabe duda de que la modificación propuesta va a impedir la ocurrencia de situaciones como esa, ya que se dispone que en el envase deberá figurar en tamaño adecuado el nombre genérico del medicamento.



En seguida, dicho precepto es positivo en cuanto minimiza el riesgo de error en la dispensación.



La medida planteada es concordante con la  política sobre genéricos contenida en este proyecto.



Además, no es atentatoria contra el derecho marcario, en tanto permite el uso de la marca del producto.



Por eso, votaré a favor de este artículo, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay más inscritos.



En votación el artículo 128 bis.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con autorización de la Sala, tiene la palabra el señor Subsecretario.
El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, reafirmando el carácter de esta norma, debo decir que este es uno de los puntos claves del proyecto que se está votando.



Quiero dejar bien establecida la importancia que reviste para la seguridad de los pacientes el hecho de que puedan identificar con claridad el principio activo o la denominación común internacional de los remedios.



Se trata de una recomendación de la Organización Mundial de la Salud que, además, le permite al usuario comparar las alternativas que ofrecen las distintas marcas.



Por último, la norma es muy relevante en el ámbito de la inclusividad en la medida que mediante las letras solevantadas posibilita que las personas no videntes identifiquen el contenido de los medicamentos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, este artículo adolece de inconstitucionalidad.



Para los efectos de establecer una condición distinta del empaquetado, dispone que 75 por ciento del envase debe llevar el nombre genérico, versus el de fantasía.



Eso podría ser razonable en los términos planteados por el Senador señor Quinteros; pero nuestro país no cuenta hoy día con una certificación igual por parte de los laboratorios, y, en consecuencia, los estándares son bastante disímiles. No solo se está afectando, debido claramente a esa razón, la seguridad sanitaria de quien consume un medicamento, sino, además, un principio de derecho constitucional que es el de la libertad económica.



Por eso es que no voto únicamente en contra del artículo, sino que también formulo expresa reserva de constitucionalidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la discusión es muy interesante, porque ayer escuché al ex Primer Mandatario Piñera plantear justamente bastantes aspectos considerados en el proyecto. Lamentablemente, muchos Senadores de la Oposición han votado en contra de lo que expuso. Y acaba de reafirmarlo quien me antecedió en el uso de la palabra.



Quiero leer lo que el expresidente manifestó:



“Muy simple si usted compara los precios de los medicamentos en Chile con los precios en Argentina, Perú acá son muchos más altos. Y no es por diferencia de tarifas o aranceles, hay un problema de competencia en el mercado de los medicamentos”.



Pregunta: “¿qué significa eso? Que tienen exactamente el mismo efecto terapéutico”, lo que rebate lo expresado por el colega que me precedió.



Justamente, la bioequivalencia permite a las personas comprar un medicamento barato, que vale mil pesos -por ejemplo, Omeprazol-, y no tener que adquirir el de treinta mil, que es el original.



El expresidente toma lo mismo que nosotros hemos dicho: “Que tienen exactamente el mismo efecto terapéutico y valen la décima parte.” -se equivoca: es un treintavo- “Sin embargo, al ir a una farmacia el remedio de marca se lo ponen ahí.”. Claro, el establecimiento no quiere vender el que vale mil, sino el de treinta mil.



Agrega: “el remedio bioequivalente genérico generalmente no está”. ¡Obvio! ¡Eso pasa siempre! ¡Porque no interesa venderlo!



A la interrogante de si es necesario intervenir el mercado, responde: “vamos a hacer una cosa mucho más inteligente: importar medicamentos a precios baratos”. Eso es precisamente lo que considera el articulado en examen.



Entonces, existe una incongruencia: un candidato presidencial asume, como parte de su discurso -ello lo valoro-, lo expuesto en el texto que nos ocupa y una bancada de colegas vota en contra. Entonces, la opinión pública tiene que decidir.



El Senador que habla hace un llamado -estoy pensando en el bien del país, no en determinado candidato- a apoyar el proyecto.



¿Qué se plantea? Hoy día, cuando los médicos recetan Lipitor, que vale 55 mil pesos, por ejemplo, la gente no tiene idea de que ese medicamento es la Atorvastatina, que es la denominación común internacional. El otro es un nombre de fantasía. El precio del genérico es de mil novecientos pesos, contra 55 mil. Pero se va a la farmacia y se ignora cuál es el principio activo, porque solo aparece la palabra “Lipitor”.



Entonces, obligamos a los médicos a recetar el genérico, a lo que aquí también hubo oposición. Como lo expresó el expresidente Piñera, es preciso recetar este último, que es el barato, pues además es bioequivalente.



Pero estamos haciendo otra modificación. La caja del medicamento dice “Lipitor” y, chiquitito, “Atorvastatina”. Eso lo estamos invirtiendo. Y no se incurre en ninguna violación constitucional ni de la marca. En vez de destacarlo, el nombre “Lipitor” se encontraría chiquitito y “Atorvastatina” en grande.



En efecto, queremos que la gente conozca el genérico no solo por razones de seguridad, sino también porque no tiene por qué comprar un medicamento como Losec -que es el Omeprazol- en treinta mil pesos, cuando otro vale mil.



Entonces, el expresidente tiene razón en lo que afirma, pero los votos de quienes quieren formar parte de su Gobierno resultan totalmente contradictorios. ¡Se escribe algo con la mano y se borra con el codo!



Hubo un acuerdo con el Ejecutivo. Algunos queríamos eliminar la marca propia. ¿Ello qué quiere decir? Por ejemplo, Laboratorio Chile fabrica Atorvastatina genérica y cambia la caja del mismo producto y lo llama “Lipox”, que vende en 13 mil pesos. O sea, las mismas pastillas que valen mil pesos las expende en 13 mil. Porque la gente no tiene idea de que eso es “Atorvastatina”.


Es evidente que una farmacia quiere vender un artículo de su marca, elaborado, muchas veces, en su propio laboratorio. Si una persona desea comprar en un supermercado una Coca Cola marca Líder, es ella la que elige, por último; pero en un mesón no elige nada: le meterán justamente la marca propia, porque no tienen ningún interés en vender el genérico.



Aquí se abre la oportunidad de pensar en el país y de solucionar cuestiones fundamentales no resueltas.



Lamento que se vote en contra de propuestas que incluso se dan a conocer a través de los medios de comunicación y se incluyen en los programas, las cuales quedan sin sustento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, me gustaría hacerles al Ejecutivo y a los miembros de la Comisión una de las consultas que realizamos cuando se votó la idea de legislar, relativa a la seguridad infantil, como lo manifestó el Senador señor Quinteros.



Hasta el momento no observo que en el proyecto se consideren envases que contribuyan a ese objetivo. Vamos a seguir exactamente igual. Hay algunos absolutamente seguros, a prueba de que los niños puedan abrirlos, en bastantes países de Europa y en Estados Unidos.


Quisiera que el Ejecutivo aclarase si el punto será incluido en el reglamento, porque creemos que es una de las maneras de colaborar justamente a la protección de la vida de los pequeños, que confunden medicamentos con caramelos, con dulces, lo que puede afectarlos. Sus Señorías han visto la cantidad de ellos intoxicados por tal razón que llegan a consultorios y hospitales. Ojalá el señor Subsecretario pueda precisar si el punto será contemplado en el reglamento que se autorizaría en el proyecto.



Si no, cabe pedir unanimidad en la materia, para que sea posible contar con un grado de seguridad. Un medicamento queda siempre en manos de los padres, quienes no se dan cuenta, muchas veces, de que lo toman los niños.



En segundo término, entiendo que lo manifestado por el Honorable señor Girardi está aprobado en el texto.
El señor CHAHUÁN.- Así es.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Aquí se hace referencia a otro aspecto.



Por lo tanto, me gustaría que el Senador señor Chahuán complementara su explicación, ya que a mí no me convence todavía lo relativo a la inconstitucionalidad.



Creo que lo expuesto por el Honorable señor Girardi, igual que lo expresado por el expresidente Piñera, va en la línea correcta de lo que quiere todo el país.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me puede dar una interrupción, Su Señoría?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Se la concedo sin ningún problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El debate lo dirige el Presidente, no la Sala.



El Senador señor García-Huidobro puede terminar su intervención.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Estimo muy importante clarificar el asunto con el Ejecutivo -con su anuencia, señor Presidente-, para que no haya confusión respecto de lo que se apruebe.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a la Escuela G 1009, El Nogal, de Los Ángeles, cuya delegación nos acompaña.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ello lo hago extensivo a la Escuela Cardenal José María Caro, de Longaví, cuya representación también se encuentra en las tribunas.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)------------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, escuché a mi Honorable colega Girardi, quien intervino con mucho énfasis, como lo hace siempre, para sostener que existiría una duda en cuanto a lo aseverado por el candidato presidencial y expresidente Piñera respecto de lo que vamos a votar.



No sé si el señor Senador se adelanta en el tiempo y puede ver el futuro, pero quiero asegurarle que no media ninguna diferencia. El exmandatario se halla muy interesado en el asunto. Y a mí me hubiera gustado que Su Señoría, que es miembro de la Comisión de Salud -y médico, además-, se hubiese preocupado de resolver estos aspectos.



Deseo hacerle presente otra cosa: podemos elaborar cualquier ley,…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Diríjase a la Mesa, señor Senador.

El señor PROKURICA.- Lo haré.



Decía que podemos elaborar cualquier ley, pero que nuestro colega debiera preocuparse de su gremio -por su intermedio, señor Presidente-, que influye en estos errores. Conozco a facultativos que son gente decente y que le dicen a uno: “El remedio de este nombre tiene un valor muy alto. No lo compre. Recurra a este otro”. Pero muchos inducen a comprar medicamentos caros. Cualquiera que sea la ley que dictemos, siempre mediará la mano de los que actúan incentivados por viajes y regalos que les hacen laboratorios y farmacias.



Por eso mismo quiero consignar que voy a votar a favor. Creo que, como lo ha planteado con claridad el expresidente Piñera, el valor de los remedios en el país es un escándalo. A pesar de todas las normas despachadas -se han aprobado muchos proyectos mencionados por mi Honorable colega, y no dudo de su buena voluntad-, eso no ha cambiado.



En la Cámara de Diputados se constituyó una Comisión investigadora y se determinaron todas las influencias, tanto de cadenas como de laboratorios, para subir artificialmente los precios. ¿Y qué tenemos hoy día? Su Señoría puede revisar la lista de precios: están igual. ¿Por qué? Porque hay una cadena de quienes se prestan para ello.



Los que dan una orden no son todos, por supuesto. En el gremio hay gente muy honorable. Pero debiéramos preocuparnos de que no hubiese médicos coludidos para recetar los medicamentos más caros.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, me parece que el debate se ha tornado un poco confuso.



De la lectura del artículo 128 se desprende claramente que no nos estamos pronunciando sobre la bioequivalencia, y menos acerca del precio de los remedios.

El señor CHAHUÁN.- ¡Así es!

La señora VON BAER.- Se apunta a resolver cómo se diseña el envase. ¡Eso estamos votando, no la bioequivalencia, que nosotros aprobamos!



No comprendo la intervención -por su intermedio, señor Presidente- del Honorable señor Girardi. En verdad, me costó mucho captar hacia dónde iba, pues no tiene absolutamente nada que ver con aquello sobre lo cual nos pronunciamos. Una cosa son los precios; otra, los bioequivalentes. Por nuestra parte, acogimos todo lo que tiene que ver con estos últimos. No advierto el sentido del planteamiento de Su Señoría.



Tenemos que ser rigurosos en la discusión y ceñirnos a lo que nos ocupa: el artículo 128, relacionado con el envase, con la etiqueta, no con el precio ni con los bioequivalentes. Repito que estamos a favor de estos últimos, para que no se confunda el debate.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, estas son normas de aplicación práctica y que pueden afectar diariamente a las personas, en particular a aquellas que toman algún medicamento de manera permanente por enfermedades crónicas.



Alguien dijo por ahí: “Se trata solo del diseño del envase”. Es cierto. Pero ello resulta muy importante.

El señor PROKURICA.- Permite decidir la compra.

El señor HARBOE.- Por ejemplo, si tiene que viajar fuera del país alguien a quien se le ha recetado un medicamento diario que se le pierde o se le acaba, a un médico extranjero le resulta tremendamente difícil saber cuál es el componente activo del producto chileno. En efecto, estamos acostumbrados a que las cajas incluyan nombres de fantasía y, en letras muy pequeñas, la composición. Entonces, la determinación de este antecedente en el envase constituye un tremendo avance. Es fundamental.



En seguida, lo anterior permite una comparación, para lo cual el consumidor dispone hoy día, en la práctica, de un escaso margen. Al presentar nombres de fantasía una, dos, tres, diez o veinte marcas comerciales, el paciente no sabe si el componente y la calidad son o no los mismos, si existe o no bioequivalencia, y si el historial es de un buen o mal resultado en la aplicación del fármaco.



Por eso es tan importante que el envase contenga, en términos generales y muy destacados, el componente activo. Después podrá incluir la identificación del laboratorio o el nombre de fantasía, más pequeño, y el gramaje. Eso le hará posible al consumidor disponer de más información, comparar y, además, contar con un remedio alternativo al viajar al extranjero.



En el caso del mercado español, el envase contiene el nombre del componente y el del laboratorio, así como el gramaje. A ello se suma una señal en braille, para todos los afectados por discapacidad visual.



En consecuencia, el objetivo es informar de buena forma qué contiene la caja de medicamentos.



Una persona consignó: “Hemos invertido mucho en marcas”. ¡Estupendo! ¡Puede seguir invirtiendo, pero el componente activo se tiene que destacar! Si quiere la marca, aparecerá más chiquitita.



Un tercer elemento dice relación con el asunto más de fondo. Es preciso llegar a la medida de que se trata, porque, lamentablemente, no ha habido autorregulación. La propia industria debió aplicar esta última y los laboratorios emular en la materia a los mercados desarrollados. Como no fue así, se requiere una ley.



Voy a votar a favor de la norma, pero adelanto que es muy importante comenzar a mirar.



Se hizo referencia al precio de los medicamentos. ¡Claro! En Chile es extremadamente alto, en comparación con los mercados de países vecinos. ¿Cuál es la solución? Lamentablemente, como son productos de primera necesidad, esta pasa por hacer de ellos un mercado regulado y por fijar una banda de precios máxima, para evitar lo que sucede hoy: en la práctica, existe una especie de derecho censitario, en virtud del cual solo puede adquirirlos quien cuenta con una gran capacidad económica. Eso no es adecuado. Lo que corresponde es que no sean objeto de un lucro tremendo.



A mi juicio, la clave no se halla en las farmacias populares, que son solo un mecanismo, un paliativo. En el hecho, este es solo un subsidio de parte de ciertos municipios para poder ahorrar el costo de la distribución.



Repito que se requiere un mercado regulado, que fije bandas de precios, como en Alemania y otros países.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, no estamos votando el artículo 128, sino el 128 bis, relativo al envase de los fármacos.



Sobre la base de la máxima “Si quieres conocer al país, observa lo que hay en sus esquinas”, se debería consignar que en las de todas las plazas de Chile hay farmacias y que han sido tomadas por las tres cadenas que administran y controlan más del noventa por ciento del mercado farmacéutico.



Entonces, no se trata de una competencia genuina. Los establecimientos independientes han sido “asesinados”, sometidos a un régimen que les impide competir.



Si discutimos acerca del envase, entraremos al mismo debate que sostuvimos en la Sala respecto del envoltorio de los cigarrillos: no es menor lo que cabe destacar en función del objetivo perseguido, para dejar en claro los efectos cancerígenos.



Sobre el particular, estamos determinando un promedio de visualización que permita la adecuada información de quienes consultan y de quienes adquieren los medicamentos.



Se da el caso de que en muchos productos la letra es tan pequeña que ni con lupa se puede leer. O sea, existe una contradicción vital respecto del concepto de información.



Por tanto, si no hay una determinación del tamaño de la letra, y particularmente del principal componente, esto se puede prestar para situaciones que vulneren el espíritu de la ley. 



El mismo artículo señala que habrá un reglamento del Ministerio de Salud que determinará cómo estará compuesto el envase. Yo espero que ese reglamento dé cuenta del respeto genuino a las marcas, pero también del respeto genuino al derecho a información de los consumidores, de los usuarios.



En ese sentido, creo que hacer el debate de fondo sobre el tema del envase es coherente y pertinente, porque es a través de este que se toma la decisión de adquirir o no el medicamento, ya sea porque hay una marca de fantasía muy conocida o porque se trata de un envase destacado.



Quiero llamar la atención sobre el hecho de que en ninguna parte del articulado se establece la obligatoriedad de visualizar los precios de los remedios. Les pregunto a los colegas, en caso de que hayan entrado a una farmacia -yo creo que sí-: ¿en cuántas farmacias está el listado de precios a la vista de los usuarios, de los consumidores, en un lugar destacado, para que puedan hacer análisis comparativos? En muy pocas.



Eso es vulneración de la ley y es un tema del Instituto de Salud Pública.



¿Quién fiscaliza que los precios de los medicamentos estén a la vista para que el usuario haga lo que más necesita: comparar? Porque si les hablamos de “bioequivalentes” y de “elementos esenciales”, no van a tener mucha idea. ¡El precio va a ser determinante! ¡La única posibilidad de comparación es el precio!



Entonces, no creo que el tema sea desviar el debate al envase o echarle la culpa al Colegio Médico. Yo he sido bastante crítico del Colegio Médico por la defensa corporativa acérrima que ha hecho muchas veces, incluso en contra de los intereses de pacientes. 



Señor Presidente, considero que debe haber transparencia respecto del lobby que hacen los laboratorios, no solo con los médicos, sino también con los odontólogos. En numerosas oportunidades, los laboratorios tienen como objetivo poner en la receta el medicamento que a ellos les interesa, ya que la gente tiende a cumplir a pie juntillas lo que el médico les prescribe. Porque les dicen: “No le cambie ni una coma, porque si lo hace, ya no es la receta. Yo no me responsabilizo si usted cambió el medicamento”.



En consecuencia, hay una responsabilidad esencial, ética, profesional, del médico, quien, cuando extiende la receta, tiene que asumir que con el bioequivalente no está alterando la posibilidad de sanar a su paciente, sino que le está ofreciendo una alternativa al alcance de su bolsillo, ya que lo peor que le puede pasar a una persona que está enferma es que vaya a la farmacia y no pueda comprar los remedios. Porque eso sí que es una amenaza hacia un elemento vital: el derecho a la salud.



Por tanto, señor Presidente, voy a votar a favor de este artículo. 



Confío en que el Ministerio de Salud confeccionará un buen reglamento, puesto que muchas veces los reglamentos terminan siendo más importantes que la ley. Y aquí estamos delegando todo en el Ministerio de Salud. 



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero comenzar mi intervención felicitando a los autores de esta moción. Pienso que se hacen cargo quizás de uno de los temas más sensibles y, por decirlo de alguna manera, más dramáticos que afectan a nuestra población. 



Es obvio que a partir de cierta edad vamos requiriendo más y más medicamentos. Desgraciadamente, con las pensiones bajísimas que tenemos en este país, la gente se ve realmente en la disyuntiva de no poder salir adelante al no poder solventar la compra de sus remedios.



Por consiguiente, debemos reconocer que nos estamos haciendo cargo de uno de los problemas más sensibles e importantes.



En este país ha habido un abuso permanente de las farmacias y los laboratorios. ¡Para qué hablar del monopolio que significan las tres grandes cadenas! Simplemente uno no tiene más opción que recurrir a ellas. La única alternativa que se ha levantado -hay que reconocerlo- se debe al alcalde Daniel Jadue, quien instaló la primera farmacia popular, en Recoleta. Gracias a eso, la gente hoy día tiene opciones que han sido tremendamente importantes, que han significado que muchas personas, sobre todo de la tercera edad, puedan comprar medicamentos a precios muy distintos de los que se ven en las cadenas de farmacias, las cuales además están masivamente ubicadas en el sector oriente de la Capital. ¡Vaya alguien a una comuna popular -La Pintana u otra- a ver si encuentra una farmacia! ¡Para qué decir si hay una de turno en la noche! 



¡Esas son las dificultades que vive nuestra gente! Y son cosas absurdas. Estamos de espaldas a los sentimientos, a la calidad de vida en lo que puede ser la provisión de un servicio tan esencial como el que brindan las farmacias.



Como Estado, hemos dejado el espacio para que un derecho básico como la salud sea solo regulado por las reglas del mercado, con las consecuencias que estamos viendo.



Hoy día podemos decir que el SERNAC ha detectado diferencias de hasta 3 mil por ciento entre fármacos, bioequivalentes y originales. ¡De hasta 3 mil por ciento!



Por ejemplo -lo señalaba el colega Guido Girardi, autor de esta moción-, el omeprazol tiene una diferencia de 2 mil 987 por ciento entre el original y el bioequivalente. Eso es tremendamente preocupante, porque todos sabemos que el sueldo promedio en Chile no va más allá de los 550 mil pesos. Y, como dije, el consumo de medicamentos va siendo más intensivo en la medida en que las personas avanzan en edad.



Cuando uno piensa en las pensiones, cuando piensa en los recursos escasísimos que tiene nuestra gente, entiende el drama que significa este abuso, este monopolio, por haber entregado esto simplemente a reglas de mercado muy injustas.



La moción señala que un estudio comparativo de precios de productos farmacéuticos bioequivalentes realizado por el SERNAC llegó a la conclusión de que un consumidor podría comprar desde 2 hasta 39 unidades del producto bioequivalente genérico por el precio del producto de referencia. 



Además, sabemos -y esto lo hemos hablado aquí- de la presión que hacen las farmacias, las cuales instan a sus dependientes, a sus empleados a vender los productos originales, que evidentemente son más caros, maximizando sus ganancias. De ese modo, una vez más se ven perjudicados los ciudadanos de menores recursos.



Por eso es importante esta ley: para que se obligue a los médicos, ¡a los médicos!, a indicar en la prescripción de la receta el nombre genérico del medicamento, a objeto de que el consumidor tenga una gama mayor de oferta para elegir mejor. 



En las dependencias farmacéuticas se deben ofrecer sobre el mesón los diversos medicamentos bioequivalentes.



Por otra parte, obviamente, tenemos que seguir en la línea de prohibir la integración vertical entre los laboratorios y las farmacias. Sabemos que algunas de ellas, a través de sus laboratorios, fabrican medicamentos propios. Y, por supuesto, tratan siempre de vender aquellos que les van a reportar buenas ganancias.



Señor Presidente, creo que es muy importante respaldar este proyecto y avanzar hacia una salida alternativa que no solo sea la farmacia popular, aunque ella, en gran medida, ha significado una respuesta. Como país, debemos hacernos cargo de uno de los problemas más sentidos de la salud de nuestra población, como es el precio de los medicamentos.



Por lo anterior, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.
El señor COLOMA.- Señor Presidente, yo invito a hacer una reflexión respecto del sentido de la discusión relativa a este artículo. Porque, cuando uno oye a algunos Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, se queda con la impresión de que aquí hay un tema sanitario de por medio, en circunstancias de que no es así. Los temas sanitarios están resueltos en otra parte, con otras lógicas, con otras mayorías. 



A uno le podrá parecer bien o mal; no obstante, es otra la arquitectura que se instaló en ese debate, en el que cada uno tendrá su posición.  



Tampoco es un problema de publicidad, porque da la sensación aquí de que se asume que es legítima la publicidad de un medicamento que sea recetable. Sin embargo, no es legítima, es ilegal. 



Digo estas cosas para tratar de darle un poco de sentido común a lo que estamos votando. Cada uno verá lo que le parece. Este es un aspecto más bien económico; no es sanitario. No tiene que ver con el precio de un  medicamento, sino con la forma en que, según uno entiende, él puede operar, sea la marca propia o sea un producto de un desarrollo distinto.



¡Eso es lo que está en juego!



La pregunta de fondo es si resulta razonable que al final todo vaya derivando en algo parecido a lo que ocurrió con el alcohol, lo que demuestra que el Senador Girardi es reiterativo en distintas materias… Al final, está buscando que haya el menor espacio posible para cualquier diferenciación, sea de marcas propias o no.



Alguien me puede decir que eso está bien, pero yo tengo una visión más bien reluctante respecto de esa forma de enfrentar los problemas, pues ellos tienen que verse en su causalidad, en sus efectos. 



A mi juicio, es perfectamente razonable afrontarlo de esa manera. Sin embargo, debe hacerse en su mérito, no estableciendo una especie de etiquetado único, de consumidor único, de creatividad única, de todo único, como si el Gran Hermano estuviera mirando desde arriba la forma en que se van desarrollando cada una de estas actividades.



No considero pertinente una fórmula donde se diga: “un quinto”, que es lo mismo que se planteó respecto de los alcoholes. ¡Si aquí no hay nada muy distinto! Es una lógica reiterativa, que se aplica ahora a otro mercado.



Entonces, señor Presidente, cada uno vota conforme a lo que cree. Eso es razonable. Lo que no me parece razonable es que los temas se planteen con una óptica distinta a la que se está discutiendo. 



Con mucha preclaridad lo dijo el Senador Navarro: estamos votando el artículo 128 bis, no otro. No estamos hablando de la receta. No estamos hablando del genérico. Si ustedes miran, aquí no aparece ni la palabra “genérico” ni la palabra “receta”, porque no tienen nada que ver. Aparece solo la palabra “envase”. 



¡Y ahora se dice que el envase es un tema!



Frente a eso, tiene toda la razón el Senador García-Huidobro. Si hay algo que debiera considerarse en el envase -no se aborda aquí- es mejorar la seguridad respecto de los niños. Eso sería propio de un articulado que se va a ocupar del envase, ya que ese sí es un aspecto complejo. Pero plantear aquí que debe haber una especie de giro copernicano respecto de la forma de enfrentar esta materia, no me parece. 



Existe una serie de complicaciones. Leyendo y oyendo el debate, me surgen dudas. 



Por ejemplo, ¿qué pasa con los remedios internacionales? ¡Si nosotros somos bastante precarios en la producción de medicamentos! Son otros los países que llevan la delantera en esa actividad. Quizá se han preocupado más de la investigación científica; han tenido más medios. Yo no voy a discutir por qué un país produce más patentes farmacéuticas que otros, pero sí digo que me consta que hay muchos productos que no necesariamente aplican la misma lógica que se quiere implementar en relación con el etiquetado.



Entonces, yo quiero intentar poner una reflexión sobre lo que estamos discutiendo.



Insisto: cada uno vota según lo que cree. Sin embargo, a mí no me parece que todos los temas que se relacionan con la sociedad deban abordarse desde una perspectiva reduccionista, en donde lo más deseable sea tener menos opciones.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en el año 1994, siendo Diputado, junto con otros parlamentarios presentamos un proyecto de similares características con el objeto de rotular en un tamaño mayor el nombre genérico de los medicamentos. Pero nos encontramos con la dificultad de que no había recursos ni mecanismos para lograr el estudio de bioequivalencia, por lo que no pudimos avanzar. No se contaba con el respaldo de homologación para establecer qué contenidos y qué propiedades tenía un medicamento respecto de otros que aparecían con un nombre distinto.



Yo me alegro mucho de que hayamos avanzado en estos años, de que exista ahora la voluntad del Ejecutivo para abordar esta materia. 



Felicito a los autores del proyecto por haber logrado llegar a este nivel de aprobación de una legislación que ha sido anhelada durante tantos años por los usuarios, los pacientes y los consumidores, quienes por fin sabrán qué están comprando. Y, si hay otro producto exactamente igual al que se le ha puesto un nombre distinto, debemos ver cómo lo regulamos.



El Senador que me antecedió en el uso de la palabra señaló que este artículo no tenía nada que ver con la equivalencia del nombre genérico. Exactamente de eso se trata, cuando se dice: “Mire, coloque destacado el nombre del genérico”. El objetivo es cerrar el espacio a la especulación y al mal uso de una marca comercial.



Yo creo que es una falta a la ética que tengamos un modelo de sociedad donde se permite jugar con la salud de las personas y con el bolsillo de los pensionados, de los adultos mayores y de los enfermos, a quienes les hacemos creer que están comprando un medicamento mejor, en circunstancias de que es exactamente igual que otro que es más barato.



No queremos hacer la distinción solamente en la receta. También la queremos hacer en el gráfico del contenido del medicamento, donde el nombre genérico se destaque por su tamaño y no predomine el nombre de fantasía, que es el que induce a error y a que determinados laboratorios trabajen más por lograr mayores utilidades en este negocio de primera necesidad, aprovechándose de los enfermos que tienen la obligación de adquirirlo. 



Porque esto no es lo mismo que comprar cualquier otro producto o un helado. Se trata de un medicamento obligatorio. Por tanto, si su uso es ineludible, no le cerraremos el paso al consumidor a través de la receta, sino que le clarificaremos cuál es el nombre del compuesto que está comprando. 



Es importante destacar el tamaño del nombre genérico, porque ponerles nombres de fantasía a medicamentos que la gente necesita persigue una mayor rentabilidad. Por eso hoy día estamos en condiciones, haciendo los estudios de bioequivalencia, de decir: “Mire, este medicamento que vale mil pesos es exactamente igual a este otro que vale 30 mil o 40 mil”. Por tanto, no solamente obligamos al médico a ser fiel a lo que está recomendando al paciente en la receta, sino que también obligamos a la farmacia y  a quienes hacen el rotulado.



En consecuencia, creo que esto es indispensable para lograr un objetivo tan loable y tan transparente como decirles a los pacientes qué es lo que van a comprar, cuánto van a pagar y por qué, así como qué diferencias tiene ese producto respecto del medicamento genérico que ha establecido el médico.



Señor Presidente, me parece que esta norma va en la dirección correcta, por lo que la votaré favorablemente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ayer en el debate presidencial uno de los periodistas preguntó si se debe regular el mercado de medicamentos.



Yo soy un convencido de que eso es lo que hay que hacer. Tengo la absoluta convicción de que hasta que no lo logremos no vamos a proteger la salud pública ni el bolsillo de las familias de trabajo y de esfuerzo de Chile, porque la industria farmacéutica y las farmacias están coludidas y concertadas para abusar en la fijación de precios, en perjuicio de los intereses de las grandes mayorías.



Ese no es el debate de este momento, pero sí soy partidario de que regulemos el mercado de los medicamentos, como se ha hecho en muchos países de occidente, pues ha demostrado ser un excelente camino para fortalecer la salud pública.



Hoy día no estamos regulando el mercado. Lo único que estamos haciendo es transparentar información y obligar a todos a facilitar el acceso a los medicamentos a las personas de trabajo y de esfuerzo.



En este Hemiciclo todos han manifestado que las pensiones de las AFP para la gran mayoría son miserables. Bueno, esas pensiones miserables que reciben los adultos mayores -son de apenas 115 mil o 120 mil pesos- las gastan íntegramente en medicamentos. Y muchas veces podrían gastar bastante menos, y lo van a hacer después de que con esta ley se logre transparentar el acceso a ciertos medicamentos mediante un simple procedimiento: identificar correctamente los genéricos y su bioequivalencia.



Señor Presidente, algunos dirán que el mercado tiene sus virtudes -sin duda-, pero en el ámbito de la salud, de los medicamentos, hay que restringirlo y poner, por encima de los intereses legítimos de lucro en algunos emprendimientos, el bien común y el acceso a la salud y a los medicamentos.


Por eso vamos a votar a favor.



Estoy seguro de que para muchas familias esta normativa es una excelente noticia, porque la van a sentir en el bolsillo, la van a sentir al momento de comprar sus medicamentos.



Eso es lo que importa, señor Presidente.



Esto contrasta en demasía con la tragedia que vivimos cuando el Tribunal Constitucional le quitó los dientes al SERNAC, cuando dejó a una institución del Estado tan importante sin la capacidad de defender a los consumidores, porque los integrantes más bien de Derecha de dicho órgano jurisdiccional hicieron todo lo posible para echar abajo una ley que defendía a personas de trabajo, a gente sencilla.



Lo que hay detrás de esta iniciativa es la defensa de la gente de trabajo, de la gente sencilla, de la gente de esfuerzo.



Por eso vamos a votar a favor.



Todos los otros argumentos suenan bonito, pero, para la gran mayoría, lo que está en juego es el acceso a medicamentos que tengan bioequivalencia a precios razonables. Y a eso va a contribuir este proyecto de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, muy corto.



Yo estoy a favor de esta iniciativa, pero me parece muy importante todo el proceso de modernización y lo que haga el Ministerio de Salud en el futuro para que los genéricos sean cien por ciento bioequivalentes. De lo contrario, vamos a estar a engañando a esos pobres a los que quiere representar mi colega Juan Pablo Letelier.



El que un medicamento sea genérico no significa que actúe idénticamente en el cuerpo humano que un bioequivalente. En Europa no se puede vender un genérico que no sea bioequivalente,…

El señor LETELIER.- Así es.

El señor OSSANDÓN.-… mientras que en Chile sí se venden genéricos que no son bioequivalentes. Hay farmacias, como una muy barata que conocemos por ahí, que venden altas toneladas de tiza en sus medicamentos.



En el caso de la atorvastatina, que se usa para disminuir el colesterol, hay productos cuyos efectos duran apenas 3 a 4 horas, mientras que otros duran 17. En consecuencia, el ingrediente activo no tiene el mismo efecto si no es bioequivalente.



Entonces, ojalá avancemos en esa forma para que nuestra gente no solo pueda comprar remedios baratos, sino además buenos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Honorable señor Chahuán ha pedido la palabra, pero se requiere la unanimidad de la Sala para que intervenga porque ya lo hizo una vez.



No la hay.



Entonces, le pido al señor Secretario que consulte a la Sala.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 128 bis, nuevo (26 votos a favor y 3 en contra).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán y Coloma.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha pedido la palabra el señor Subsecretario, a quien se la cedo.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Muchas gracias, señor Presidente.



Solo quiero responder una consulta que, por intermedio de la Mesa, nos hizo el Senador señor García-Huidobro con relación a la protección y seguridad de los pacientes pediátricos en los envases.



Debo puntualizar que ese aspecto se halla regulado en el decreto N° 3, que reglamenta esta materia y al cual ya le hemos hecho algunos cambios. Efectivamente, hemos puesto sabores repulsivos para los niños en los medicamentos, e incluso los jarabes no pueden utilizar sabores que sean atractivos para su consumo.



En términos de formato, las presentaciones tampoco pueden ser atractivas para los niños y existe la obligación de utilizar sellos. Además, queremos introducir algunas modificaciones -y a eso nos hemos comprometido con el Senador señor García-Huidobro- para exigir que los envases de ciertos productos tengan tapa segura.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Ya le hice mi consulta directamente al Subsecretario, señor Presidente.



Gracias.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Mensaje


De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley sobre Educación Superior (boletín N° 10.783-04)



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que este proyecto se verá mañana.

)------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuamos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde dirigirse ahora a las páginas 55 y 56 del comparado.



En el numeral 18, letra a), se ha pedido votación separada respecto de la modificación introducida en el artículo 129 A -además esta solo fue aprobada por mayoría-, cuyo texto figura en la última columna del comparado y tiene por objeto sustituir el inciso segundo por los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:



“Corresponderá a estos profesionales” -se refiere a los químicos farmacéuticos- “realizar o supervisar la dispensación adecuada de los productos farmacéuticos, conforme a los términos dispuestos en la receta.  En el cumplimiento de esta función de dispensación de productos, el químico farmacéutico deberá velar para que en el establecimiento, siempre que se solicite el intercambio de un medicamento, se dispense el producto registrado bajo denominación común internacional, además de informar personalmente y propender a su uso racional, absolviendo las consultas que le formulen los usuarios. Esta obligación deberá ser considerada como parte integrante y esencial de su contrato de trabajo, para todos los efectos legales”.



La norma continúa en la página 56.


Reitero que se pidió votación separada y además fue aprobada por mayoría.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Retiramos la petición de votación separada, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Senador señor  Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este artículo es muy importante porque establece una clarificación.



Cuando las personas quieren intercambiar un medicamento en la farmacia la idea es que lo hagan por uno más barato y no por uno más caro.



Por eso el artículo dispone que el químico farmacéutico debe asesorar al paciente para que, si va a intercambiar un medicamento, lo haga por el denominado “producto registrado bajo denominación común internacional”, es decir, el genérico, tal como lo estamos planteando.



Lo que hacen las farmacias en nuestro país es esconder los genéricos -lo dice el propio ex Presidente Piñera- y solo les interesa comercializar los medicamentos de marca, de fantasía.



Quiero recordar que el medicamento de fantasía es el mismo genérico al cual solo se le ha cambiado el envase y vale mil por ciento más caro.



Asimismo, Sus Señorías entienden que las farmacias además son dueñas de las marcas propias, o sea, ellas mismas fabrican sus genéricos. Es el caso del Fasamol, un paracetamol al cual se le cambia el envase y vale un 600 por ciento más caro que el genérico.



Entonces, lo que establece este artículo es que el químico farmacéutico tiene la obligación de supervisar que al paciente siempre se le informe la existencia del genérico. 



Por ejemplo, cuando el dependiente busque atorvastatina y le aparezcan diez nombres alternativos de fantasía, tendrá que indicarle al comprador que hay una atorvastatina genérica y que, si este va a hacer un intercambio, no debe elegirle el medicamento más caro, sino el más barato.



A mí me parece que esta enmienda constituye una clarificación.



Pero lo importante es lo que ya se ha señalado en el sentido de que aquí no hay un mercado. Algunos dicen que lo defienden. Yo también. Sin embargo, ¡cómo va a haber mercado en materia de medicamentos cuando existe una asimetría tan grande como la que vemos hoy día!



Cuando una persona efectúa una consulta, no tiene posibilidad alguna de incidir en la decisión del médico. Por eso comparto totalmente las afirmaciones del Senador Prokurica y valoro que Su Señoría apoye este proyecto de ley. ¿Por qué? Porque también pretendemos establecer el término de los incentivos a los médicos. 



El facultativo ya no podrá recetar el medicamento de marca, sino el producto de denominación común internacional. Ahora los laboratorios le dicen “Lo vamos a invitar a un congreso en Europa y le vamos a financiar su participación”, para incentivarlo a que recete el medicamento que les interesa a ellos. Ahora el médico ya no podrá recetar el medicamento de marca que le interese al laboratorio, sino solo el genérico, es decir, la denominación común internacional, que pueden tener distintos laboratorios.



Este cuerpo legal prohíbe, de manera radical, todo tipo de incentivo al médico: viajes, fiestas, financiamiento para asistir a congresos. Se acaba todo eso, lo cual, evidentemente, ayuda a terminar con la posibilidad de incidir para que a una persona se le prescriba un remedio, no por su calidad, sino por existir un interés comercial de por medio.



El Senador Prokurica preguntaba qué más hemos hecho. Bueno, esta normativa permitirá avanzar en distintos aspectos. Hoy día, las farmacias populares son una ayuda pero, en mi opinión, no debieran existir. Existen como un mal para compensar otro mal social. Lo que debiera haber en Chile es devolución del gasto, dado que el medicamento no es un bien de consumo: forma parte del proceso de salud. 



El medicamento cuesta el 15 por ciento del proceso de salud. Cuando las personas no acceden a él, se pierde el 75 por ciento anterior: las esperas que el paciente tuvo que hacer al visitar al especialista, los exámenes médicos. Al final, la situación se resuelve muchas veces con un medicamento. Y si las personas no tienen acceso a él, todo lo demás se pierde.



Por lo tanto, es muy importante que en Chile tengamos una política de medicamentos de calidad (bioequivalencia) y una política de medicamentos baratos (genéricos).


Nosotros somos partidarios de prohibir la integración vertical, de que la misma pastilla genérica, cambiándole solo el envase, valga un mil por ciento más. Es lo que ocurre hoy día con los medicamentos de marca. A un genérico como el omeprazol le cambio el envase y lo vendo, con un nombre de fantasía, un 600 por ciento más caro. A la atorvastatina le pongo “Lipox” y cuesta un 800 por ciento más. Es lo que queremos evitar.



Ahora, sin ánimo de entrar en polémica, acá tengo todas las votaciones anteriores, que son públicas, y en la mayoría -se lo digo a la Senadora Von Baer-, o se han abstenido o han votado en contra.



Está bien, son las reglas del juego. Lo único que planteo es que aquí estamos ante una política necesaria para Chile, que incluso apoya el candidato presidencial que representa a muchos de los colegas de enfrente, a quienes les pido aprobar esta normativa, porque es muy importante.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito al Senador señor Girardi que pase a presidir porque debo ausentarme.



¿Habría acuerdo para abrir la votación, sin perjuicio del fundamento de voto?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en cada norma hemos estado haciendo el debate de fondo del tema.



Nosotros aprobamos y somos partidarios de una política nacional de genéricos bioequivalentes.



Todas las observaciones que plantea, una y otra vez, el Senador Girardi están resueltas en distintas normas.



Acá simplemente estamos hablando de los OTC. ¿Qué quiere decir esto? Que los medicamentos pueden estar en góndolas. ¿Qué indica la experiencia internacional? Que ya viene de vuelta en esta materia. ¿Por qué? Porque, efectivamente, los OTC han provocado intoxicación y muerte por intoxicación.



Se trata de un tema técnico, sanitario.



Entonces, a uno se le están suponiendo argumentaciones distintas en una cuestión eventualmente sanitaria.



¿Qué pasaba en Argentina? En Argentina existían los OTC. ¿Qué ocurría? Cuando una persona iba…

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero usted se está refiriendo a un asunto que aborda el artículo siguiente. Acá no se está hablando de las góndolas.

El señor CHAHUÁN.- Pero nosotros retiramos la petición de votación separada respecto del 129 A.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se debe votar igual, por haber sido aprobado solo por mayoría.

El señor CHAHUÁN.- Perfecto.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Por lo tanto, le pido que vote y después le ofreceré nuevamente la palabra para la materia a la cual se estaba refiriendo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación al artículo 129 A contemplada en el N° 18, letra a) (21 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Además, se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Coloma y Ossandón.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, ruego dirigirse a la página 57 del boletín comparado.



Ahí se pidió votación separada y además se aprobó solo por mayoría la modificación al artículo 129 B, que consiste en reemplazar, en su inciso primero, la oración “Los medicamentos de venta directa podrán estar disponibles en farmacias y almacenes farmacéuticos en repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos similares que permitan el acceso directo al público”, por la siguiente: “En aquellas farmacias y almacenes farmacéuticos que cuenten con repisas, estanterías, góndolas, anaqueles, dispensadores u otros dispositivos similares que permitan el acceso directo al público, los medicamentos de venta directa deberán estar disponibles en ellos”.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que pase a presidir por un momento el Senador señor Tuma.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.
El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, hemos pedido votación separada de esta norma, porque la experiencia internacional en materia de OTC va en la dirección contraria, por un asunto de seguridad sanitaria.



Un informe expreso de la Biblioteca, de más de cien páginas, indica que países que han aplicado los OTC, incluida Argentina, hoy vienen de vuelta en este ámbito debido a que aumentaron significativamente las muertes por intoxicación. Una persona compraba un frasco de paracetamol, ingería todo su contenido y cometía suicidio.



¿Qué les quiero transmitir con esto? Que, en definitiva, es muy relevante que la adquisición de medicamentos se haga bajo la supervigilancia de un químico-farmacéutico y se indiquen efectivamente los riesgos de la ingesta de cada uno de los fármacos. Establecer su venta a través de OTC implica un riesgo de carácter sanitario.



En algún momento, durante el Gobierno del Presidente Piñera, se intentó incluso generar OTC en los supermercados. Esto, desde el punto de vista sanitario, es un crimen.



Por eso los fármacos deben ser expendidos en las farmacias. Y segundo, deben darse todas y cada una de las condiciones que permitan que la ingesta sea medicada.



En países como el nuestro, donde hay alta automedicación, y en los cuales existe OTC han aumentado significativamente las cantidades de muertes por intoxicación, justamente debido a la automedicación.



Por tal motivo, nosotros hemos pedido votación separada de esta norma. Más aún, creemos que es inconstitucional, puesto que atenta contra el principio de la no discriminación arbitraria en materia económica, consagrado en el artículo 19, número 22°, de la Constitución Política.



Acá no estamos defendiendo ningún tipo de interés. Simplemente, estamos defendiendo un asunto de carácter sanitario. En todo lo demás en que el Senador Girardi ha levantado su voz estamos de acuerdo. De hecho, hemos votado favorablemente las materias relacionadas con la intercambiabilidad, con la política nacional de genéricos bioequivalentes, con la necesidad de ir avanzando en mejorar el acceso a los medicamentos. Esto nada tiene que ver con la argumentación permanente que mi colega hace en la Sala, sino con un asunto de carácter estrictamente sanitario.



Nosotros sostenemos que los OTC implican un peligro. Más aún, me gustaría dar a conocer el informe de la Biblioteca del Congreso Nacional que muestra la experiencia internacional en la materia (contiene más de 100 páginas), en el cual se observa que todos los países que avanzaron en esa dirección vienen de vuelta.



Por consiguiente, hacemos la advertencia a fin de que no se cometa un error que pueda costar caro a la salud de la población de Chile.



Por lo tanto, voto en contra.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, no comparto para nada lo anterior, pues, a mi juicio, las únicas que pierden son las cadenas de farmacias.



¿Por qué lo digo? Porque se quita el monopolio del producto en el mostrador.



En primer lugar, ¿por qué una persona debe acudir a una farmacia para comprar un medicamento OTC -por ejemplo, paracetamol-, que no requiere receta?



Si lo que busca está en la góndola, por último, tiene derecho a elegir sobre la base del precio. El comprador decide.



En cambio, si se halla en el mostrador, quien decide es el dependiente, al cual le pagan “canela” por vender el producto que la farmacia quiere.



Si van a cualquier país civilizado del planeta se darán cuenta de que los medicamentos sin receta -el paracetamol y otros- incluso se venden en supermercados. Es cierto.



El Presidente Piñera presentó un proyecto de ley para que estos medicamentos pudieran comprarse en supermercados, lo cual no tiene nada de inconstitucional y se realiza en muchas naciones. Se trata de que la gente decida respecto de medicamentos que no necesitan receta.



¿A quién favorece poner estos productos en el mostrador? A la cadena de farmacias, que vende el OTC de su interés y no el más barato o el que la gente prefiere.



Me parece que esta norma es de la esencia de la competencia. En Chile existe un monopolio en el sector. No lo digo yo, sino la Fiscalía Nacional Económica. Nosotros recurrimos a esta y ciertas cadenas fueron sancionadas por colusión y monopolio. Incluso, hubo acusaciones por parte del Ministerio Público.



¿Vamos a dejar en manos de aquellas la decisión sobre medicamentos que no requieren receta?



¿Qué señala lo que se propone? Que cuando los locales cuenten con un lugar para instalar góndolas -se trata de ayudar a las pequeñas farmacias, cuyos espacios son tan reducidos que no pueden colocar góndolas- hay que sacar del mostrador medicamentos como el paracetamol y otros, que no tienen por qué estar allí, pues, si permanecen en ese lugar, se vuelven rehenes y prisioneros de las malas políticas de las cadenas de farmacias.



Es evidente.



Quiero manifestar que, justamente para eliminar el monopolio, cuando el Presidente Piñera presentó la iniciativa que permitía vender estos remedios en supermercados voté a favor, pero perdimos. 



¿Por qué lo hice? Prefiero mil veces que un medicamento OTC se venda en un supermercado a que la gente deba comprarlo mucho más caro en la farmacia, ya que allí existe “un peaje” para adquirir el que ellos desean.



¡Eso es de la esencia!



Lo que digo -y no quiero polemizar- es que lo único que esta norma pretende es favorecer a las personas, a los pacientes, que no son consumidores. La gente acude a la farmacia en forma obligada: nadie va allí porque quiere, sino porque tiene un problema médico.



¡Más encima esas cadenas constituyen un monopolio que reúne el 90 por ciento de los puntos de venta!



¡Más encima venden los medicamentos que ellos quieren!



¡Más encima aumentan el precio hasta mil por ciento!



En verdad: ¡Un poco de libertad!



La paradoja está en que nosotros reclamamos libertad, porque existe una asimetría: los pacientes no tienen ninguna posibilidad de obtener información sobre los medicamentos ni de saber por qué el médico les recetó este u otro.



Por eso, es muy importante para la transparencia que se establezca la denominación común internacional. 



Por ejemplo, la persona no sabe que el paracetamol tiene 20 nombres de fantasía. Si yo le digo “tome winasorb”, a lo mejor la gente no tiene idea de que se trata de paracetamol.



En cambio, si la receta dice “paracetamol”, el paciente dice: “Me dieron paracetamol”. Y sabe que existen alternativas con nombres de fantasía. Pero, como conoce la denominación común internacional, elegirá el medicamento, a pesar de los nombres distintos con que se lo denomina, sobre la base del precio y la calidad.



Me parece que este inciso se encuentra perfecto y es lo que corresponde.



Soy partidario de que a futuro, si se mantiene este monopolio -insisto-, los medicamentos OTC -como ocurre en Estados Unidos o Europa- se puedan vender fuera de la farmacia, pues no requieren estar exclusivamente en ellas, sino en un lugar habilitado para estos productos.



¡Para qué tenerlos en el mostrador!



Si permanecen allí, nuevamente se darán prácticas de colusión, de integración vertical, de “canela” para vender lo que desea la cadena y no el paciente.



Dejemos que cuando no se requiera receta, cuando el médico no indica un medicamento específico, si alguien tiene un dolor de cabeza y decide comprar un remedio, que decida al menos por precio.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Sin perjuicio de hacer uso de la palabra para fundamentar el voto, solicito el acuerdo de la Sala para abrir la votación de esta disposición.

El señor LARRAÍN.- Sí.

La señora ALLENDE.- Por supuesto.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Acordado.



En votación el numeral 19 del proyecto, que propone remplazar una oración del inciso primero del artículo 129 B.



--(Durante la votación).
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este debate sobre si deben ir o no estos medicamentos en las góndolas ya lo dimos hace un tiempo durante el Gobierno del Presidente Piñera.



Lo mismo ocurrió en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet -el Ministro de Salud era Álvaro Erazo-, ocasión en que hubo opiniones encontradas en el Ejecutivo.



No existía unanimidad durante esa Administración respecto de que estos medicamentos estuvieran al alcance de las personas por un loable objetivo económico.



En cuanto al informe que nombró el Senador Chahuán, no he tenido la posibilidad de verlo.

El señor CHAHUÁN.- ¡Lo voy a pedir!

El señor NAVARRO.- Sería muy importante que cuando la Biblioteca del Congreso elaborara informes oficiales estos documentos se entregaran a todos los Senadores a fin de acceder a la información.



Con el Senador Chahuán solicitamos en forma asidua documentos a ese estamento del Congreso. Y como no se trata de información restringida u oficial, ojalá estuviera siempre al alcance de todos.



Esa responsabilidad no recae en la Biblioteca del Congreso, que por lo demás lleva a cabo un magnífico trabajo siempre que le solicitamos información sobre un tema.



Quiero señalar lo siguiente.



Cuando uno va a pagar a la caja en las farmacias no hay espacio para entregar la plata ni operar una tarjeta porque el mesón está lleno de medicamentos en oferta: paracetamol u otros.



O sea, el que va a pagar cuando compra en una farmacia se encuentra con todas esas ofertas, no en la góndola, sino en el mesón al lado de la caja. No queda espacio ni siquiera para realizar el trámite de cobro.



Lo más relevante para mí es que las cajas en que vienen los medicamentos el precio esté a la vista del usuario, del consumidor; y que el ISP, como dice la ley -está presente el Subsecretario-, haga su trabajo: que efectivamente se cautele que los precios estén a la vista, pues con eso se determina una opción real para el consumidor, el usuario, el paciente.



Por tanto, que se encuentren en las góndolas es un dato.



¿Se podrá comparar precios? 



¿Van a estar los medicamentos en las góndolas sin sus valores marcados? 



¡Lo anterior no tendría sentido! Deben llevar el precio adjunto.



Yo diría que cuando esta legislación funcionó fue terrible, ya que se formaba una capa con el remarcaje del precio, que al parecer se realizaba todos los días.



En tal sentido, si surgieron dudas a nivel internacional, el asunto debió verse en la Comisión. No sé, me gustaría saber la opinión del señor Subsecretario, porque aquí están en juego dos cosas: la seguridad del paciente en cuanto a la automedicación y el tema de los precios. Porque, si están en las góndolas, deben tener precio, lo cual ocurre hoy día, pero en el mesón.



Por tanto, soy partidario de que exista accesibilidad. Y, ¡ojo!, no se le va a vender a un niño, pues quien paga en caja es un adulto.



Tampoco se podrán adquirir 10 cajas, sino solo una o dos.



La norma en discusión expresa que deberán estar disponibles.



Sobre el particular, quisiera conocer la opinión formal del Ministerio de Salud, porque este asunto es discutible: tiene tanto beneficios como riesgos.



Si en algo podemos coincidir con la Oposición, ¡bien!



Se tiene que considerar el bien superior del paciente, del consumidor; hay que hacer lo mejor para que la ley funcione, para que exista accesibilidad a los medicamentos; se debe evitar todo riesgo, y establecer que efectivamente exista una oferta que discrimine entre el genérico y el original.



Esta disposición está diseñada -se lo escuché al Senador Girardi- para facilitar el acceso a los genéricos, es decir, para tener llegada directa a los medicamentos.



Porque, si se van a ubicar en la góndola, deberán estar, por ejemplo, la caja que diga paracetamol y la que contiene paracetamol de la marca Fasa, de manera que no solo hallemos este último medicamento y así garantizar una oferta amplia.



Si solo encontramos una de las variedades del medicamento no servirá de nada y se agudizará el conflicto. Es decir, se venderá solo el que se encuentre en la góndola.



Por tanto, tiene que regularse en cuanto a esta última pues, de lo contrario, pondrán solo el medicamento que quieran vender.



De ocurrir eso: una oferta amplia, un precio muy claro y la restricción para la venta de la marca propia, estoy por aprobar la modificación.



Me inclino por votar a favor, aunque sería deseable que el Subsecretario nos ilustrara sobre la opinión oficial del Ministerio de Salud; ya que existen dos opiniones, y ambas parecen ser coherentes.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito la autorización de la Sala para dar la palabra al señor Subsecretario.

El señor NAVARRO.- ¡Que nos ilumine…!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Acordado.



Puede hacer uso de ella.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, en verdad, esta disposición constituye un avance más respecto de lo que aprobó el Congreso cuando se tramitó la Ley de Fármacos 1, que establecía la facultad de las farmacias para disponer los fármacos en góndolas.



Esa norma tiene carácter voluntario. Y nosotros, como Ministerio, reglamentamos los casos en que las farmacias opten por ofrecer medicamentos en góndolas. Parte de lo señalado por el Senador Navarro está contenido en esa reglamentación. Por ejemplo, en cuanto al orden en que los medicamentos se deben presentar, los de la misma denominación común internacional tienen que estar en la misma sección y deben ubicarse sobre un metro de altura para evitar que se encuentren al alcance de los niños. Además, debe haber claridad en la disposición de los precios, y estos han de estar actualizados, etcétera.



Sin embargo, la verdad es que lo anterior no se da en la práctica, al ser la norma facultativa. Y se ha querido avanzar -esto fue aprobado en la Comisión de Salud y nosotros estamos de acuerdo con ello- haciéndolo obligatorio para las farmacias que ya cuentan con góndolas (donde exhiben perfumes y otro tipo de productos) y que, tal como se ha señalado acá, colocan sobre el mesón los medicamentos OTC, que no requieren receta médica, posibilitando que alguien ejerza influencia para comprar determinada marca.



Entonces, este artículo permite que el medicamento se aleje del mesón, se ponga en la góndola, y que las personas tengan mayor libertad para decidir cuál compran.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, estamos hablando de medicamentos que se venden sin receta. Y, a mi juicio, es preferible que las personas que quieran comprarlos tengan acceso directo a ellos, sin tener que pasar por el mesón. De hecho, me parece que mientras más directo sea, mejor.



Si pudiésemos avanzar un poco más en esto sería superbueno para las localidades rurales donde no hay farmacias, por lo que el acceso a los medicamentos es supercomplejo.



En tal sentido, señor Presidente, el hecho de que se pueda acceder de manera mucho más directa a los medicamentos, comparar los precios sin tener que pasar por el mesón, lo considero muy bueno, y creo que va en beneficio de los consumidores, tal como se propuso en su momento en la ley presentada por el Presidente Piñera. 



Nosotros vamos a aprobar esta iniciativa.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve, señor Presidente. Las últimas intervenciones ahorran los comentarios que quería hacer.



Me parece que exponer los remedios en góndolas en las farmacias ciertamente ayuda a facilitar que los consumidores tengan acceso libre a ellos.



Lo que todavía me duele -y usted, señor Presidente, lo mencionó en su intervención a propósito del proyecto que se presentó en el Gobierno del Presidente Piñera- es que se restrinja la venta solo a las farmacias.



Si se trata de productos que no corresponden a remedios no entiendo por qué se limita su venta en otros lugares. Eso simplemente dificulta el acceso a los remedios -como bien señalaba la Senadora Von Baer- en sectores rurales que no tienen farmacias. Probablemente, quienes viven en la ciudad y solamente ven en su vida el mundo urbano creen que en todas partes hay tres farmacias en una cuadra. Pero no es así en los sectores rurales, en donde, por mucho que existan algunos almacenes farmacéuticos, las dificultades para acceder a los medicamentos son muy grandes.



¿Qué ocurre en la práctica? Que aquellos se venden de manera informal. Quienes hemos podido asistir a las ferias permanentemente en las últimas décadas -¡me he dado cuenta de que ahora último hay numerosa gente que va a la feria…!-, sabemos que ahí se venden estos remedios, incluso los que requieren receta.



Es mucho mejor, señor Presidente, abrir la venta de medicamentos sin receta a distintos puntos de mercado, debidamente regulados para evitar los abusos que se pudieran cometer, y de esa manera asegurar el acceso de la gente a los remedios.



Además, estoy cierto de que medidas de esta naturaleza bajan el costo de los fármacos. La competencia ayuda a la gente, no solamente en cuanto al acceso, sino a tener precios más razonables en una materia tan sensible.



Espero que en el próximo Gobierno del Presidente Piñera repongamos la iniciativa a que me referí. Pero, por ahora, nos contentamos con incorporarlos a las góndolas de las farmacias.



He dicho.

El señor MONTES.- ¡En qué nuevo Gobierno…!

El señor LARRAÍN.- ¡No entiende, Senador, me he dado cuenta que últimamente no entiende…!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el numeral 19 del proyecto, que reemplaza una oración del inciso primero del artículo 129 B (26 votos a favor y uno en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma e Ignacio Walker.



Votó por la negativa el señor Chahuán.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, se ha pedido votación separada del número 20, que dice: “Intercálase en el inciso primero del artículo 129 D, a continuación de la palabra ‘botiquines’, la siguiente frase, entre comas: ‘autorizados por la correspondiente Secretaría Regional Ministerial de Salud’.”.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Está retirada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 62, se ha pedido votación separada de todo el artículo 129 F, nuevo. Pero, además, el inciso tercero, que figura en la página 63, solo se aprobó por mayoría.



El inciso tercero señala: “Con todo, la Secretaría Regional Ministerial de Salud respectiva podrá eximir transitoriamente de alguna de las obligaciones señaladas en el inciso primero que requieran de sistemas de información, a aquellos establecimientos que por su ubicación o recursos disponibles no puedan acceder a dicha tecnología. En tales casos, los establecimientos deberán cumplir igualmente las disposiciones antes señaladas, mediante soportes de papel.”.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- ¿Se mantiene la petición de votación separada?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Quién la pidió, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, la verdad es que este artículo es bastante concordante con algunas de las argumentaciones que se han expuesto respecto de facilitar el establecimiento de nuevas farmacias en lugares más apartados y de darles facultades a las seremías, en los períodos de transición, para poder autorizar temporalmente la exención de algunas de las exigencias, mientras esos establecimientos se instalan, por ejemplo, en zonas rurales.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Para clarificar la situación, la votación separada fue pedida por los Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.



Se trata del artículo 129 F, que se encuentra entre las páginas 62 y 64 del comparado.



Como ya mencioné, el inciso tercero fue aprobado solo por mayoría en la Comisión. Se abstuvieron los Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación el artículo 129 F, contenido en el numeral 22 del artículo 1º del proyecto.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, estamos votando el artículo 129 F, cuya letra c) dispone claramente: “Contar con un sistema informático que permita al público acceder, de forma simultánea al personal, al momento del expendio y en forma directa, a la información de precios y stock disponible por principio activo, del medicamento requerido.”.



Hemos venido señalando que la mejor manera de proteger al usuario, al consumidor, es teniendo claridad en los precios de los medicamentos. Y esta letra c) establece la exigencia de un sistema informático en las farmacias. Pero no todas ellas son iguales. Y legislar como si todas fueran cadenas provoca una distorsión.



Lo que sostenemos es simple: el público debe tener acceso a los precios de los remedios. Si es a través de un sistema informático, bien. Y si es mediante un sistema directo, bien también.



Lo que sucede es que la letra c) habla de “sistema informático”. Y está claro que en las farmacias pequeñas no podrán implementarlo, porque cuesta caro y sus ventas son menores.



Pero el espíritu de la norma es que el público tenga acceso simultáneo a la información con quien ofrece el medicamento, para que sepa si le ofrecen el de menor o mayor precio. Este es un principio sano que hay que cautelar. También se hace referencia a “la información de precios y stock disponible por principio activo, del medicamento requerido”.



Por tanto, estoy por votar a favor de todo el artículo. Pero advierto -y aquí está el Subsecretario- que no se puede exigir un sistema informático a una farmacia pequeña, que cuenta con un pequeño stock. En esos casos debe haber un sistema informativo al que tengan acceso el usuario y el consumidor.



Ese es el sentido de la letra c), y lo planteo para dejar constancia de ello en la historia fidedigna de la ley.



Espero que cuando el ISP fiscalice este sistema aplique el criterio, en el sentido de que la norma quiere dar transparencia a los precios y fácil acceso a ellos para el consumidor.



Voto a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito autorización de la Sala para que me remplace en la testera el Senador señor Quintana y, posteriormente, el Senador señor Tuma.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este artículo es muy importante.



¿Qué ocurre hoy día cuando alguien va a una farmacia que pertenece a una cadena? No hay lista de precios. Si llega al punto de venta y pide un medicamento con una receta en la que aparece el nombre del remedio, en el mostrador se ve solo el precio del medicamento que está solicitando. Por ejemplo, si pide Losec, solo le informan el valor de Losec. Pero no le muestran las alternativas existentes de omeprazol, llámense “Losec” o con otro nombre de fantasía, para que pueda comparar los precios.



El sistema de farmacias es el único que viola la ley todos los días. Porque es la única actividad económica que no tiene lista de precios a la vista. A pesar de que la Ley de Fármacos I la obliga, es totalmente refractaria a esa norma.



Entonces, ¿qué se hizo ahora? Se estableció un mecanismo según el cual cada vez que una persona va a comprar un medicamento debe aparecer en el post, en la pantalla que está para el lado del paciente, el listado completo de las alternativas. Por ejemplo, si va a comprar omeprazol, tienen que indicarse todos los omeprazol con sus precios y con sus denominaciones de fantasía. Esto hoy día no existe. Esa información es vital, porque es lo único que permite a las personas tomar decisiones informadamente.



Hoy día les venden lo que quieren a los pacientes porque no existe acceso a la lista de precios. Claro, pueden tomar un libro que está ordenado alfabéticamente. Pero para usarlo tendrían que conocer las denominaciones de fantasía de todos los medicamentos, porque ni siquiera se colocan por compuesto activo. Entonces, aparece paracetamol, Winasorb, y así sucesivamente. Entonces, tendrían que conocer todas las denominaciones del paracetamol; es decir, habría que ser un verdadero vademécum.



Por lo tanto, la idea es que cuando la persona vaya a comprar vea inmediatamente, de manera simultánea, el producto que necesita, elija según el precio y que sea ella quien defina cuál producto adquiere y no que se lleve lo que quiere el vendedor.



Ahora bien, hay una excepción transitoria, que es excepcionalísima.



En el caso de una pequeña farmacia rural, lo más probable es que ni siquiera cuente con sistema digital. Entonces, evidentemente, en forma transitoria se establece la salvaguardia de que no esté obligada a tener este sistema en línea, simultáneo, que permite al paciente ver el listado completo, con los precios, con el compuesto activo y todas sus denominaciones de fantasía. Como ya mencioné, el sistema en línea le permite al paciente elegir por precio. Con ello se bloquea de cierta manera el uso de incentivos que utilizan las farmacias para que los dependientes vendan los medicamentos más caros, ya que la persona estará viendo el listado completo. En consecuencia, será mucho más difícil decirle al consumidor: “No compre omeprazol; compre Losec”; “No compre atorvastatina; compre Lipox” (este último vale 13 mil pesos, mientras el primero cuesta mil 500 pesos). La persona va a estar mirando, con lo que podrá decidir si compra el bioequivalente y, evidentemente, elegir el más barato.



Entonces, finalmente se establece una norma que dispone que cuando las farmacias no cuenten con sistemas digitales, transitoriamente podrán usar el soporte de papel.



Nos parece que esta norma es muy muy relevante, ya que es la que permitirá que no escondan los medicamentos genéricos. Hoy día los esconden, dicen que no los tienen. Y utilizan como argumento que se descontinuaron los genéricos y decenas de otros argumentos falsos, en la idea de vender los medicamentos caros y no los baratos.



Ahora las personas tendrán la información a la vista. Y eso es lo importante de esta disposición.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, solo quiero aclarar que en el caso de farmacias pequeñas o rurales que no cuentan con la tecnología para mostrar la lista de precios, la Secretaría Regional Ministerial de Salud pertinente podrá permitir la utilización de otro tipo de listado de precios en sus anaqueles.



Agrego esto a raíz de que se quejan mucho de que hay farmacias pequeñas que no tienen la tecnología exigida. Y, precisamente, se hace la salvedad en la ley en proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra, señor Presidente, antes de que dé por terminada la votación.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, nosotros pedimos votación separada simplemente para saber qué pasa con las pequeñas farmacias.



Tiene razón el Senador Quinteros. Una cosa son las grandes cadenas farmacéuticas y otra distinta, las pequeñas farmacias. Y cuando uno intenta generar normas obligatorias para el sector, para las pequeñas farmacias implica un costo con el cual les resulta cada vez más difícil competir.



Estoy hablando, por ejemplo, de un tema distinto -para no usar el mismo tipo de argumentación que empleó el Senador Girardi-, que se halla en otro artículo y que dice relación con el fraccionamiento.



Obligar a las pequeñas farmacias a establecer procedimientos de fraccionamiento implica contratar a un profesional para tal efecto, disponer de un sistema adecuado a fin de dar seguridad sanitaria y no contaminar el producto.



Establecer una norma de esta naturaleza para las pequeñas farmacias involucra, efectivamente, una complejidad desde el punto de vista de la competencia con las grandes cadenas.



Simplemente deseábamos llamar la atención respecto de ese punto.



Se habla de “Informar y poner a disposición del público los precios de los productos farmacéuticos disponibles para su expendio o administración, según corresponda, de manera permanente, clara, oportuna, veraz y susceptible de ser comprobada y comparada” y de “Contar con un sistema informático que permita al público acceder, de forma simultánea al personal, al momento del expendio y en forma directa, a la información de precios y stock disponible por principio activo, del medicamento requerido”.



El temor que veo en normas de esa naturaleza es que finalmente estemos legislando para las grandes cadenas.



¡Todo lo contrario!



Pedí votación separada para hacer la aclaración acerca de esa materia.



No sé, señor Presidente, si el Subsecretario quiere añadir algún elemento.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, encuentro razonable la inquietud formulada por los Senadores Chahuán y Quinteros. Pero eso se resuelve en el inciso tercero, que dice: “la Secretaría Regional Ministerial de Salud respectiva podrá eximir transitoriamente de alguna de las obligaciones señaladas en el inciso primero que requieran de sistemas de información, a aquellos establecimientos que por su ubicación o recursos disponibles no puedan acceder a dicha tecnología.”.



Por lo tanto, creo que el problema planteado está solucionado. Obviamente, el seremi respectivo tendrá que resolver el asunto puntual.



El texto propuesto contempla una salida para lo que han expuesto los señores Senadores.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 129 F, nuevo, contenido en el número 22 del artículo 1º del proyecto (24 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Se abstuvo el señor Chahuán.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde ahora tratar el artículo 129 G, nuevo, ubicado en las páginas 64 a 66 del comparado.



La Senadora Van Rysselberghe y el Senador Chahuán pidieron votación separada de dicho artículo, que en la Comisión fue aprobado por mayoría (4 votos contra uno).



Asimismo, hago presente que esa norma es de quorum calificado.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, efectivamente, el artículo en análisis es de quorum especial.



El problema es que contiene algunas disposiciones que, a mi juicio, son muy discutibles desde el punto de vista constitucional.



¿Por qué? Porque están restringiendo la libertad económica en forma extrema.



En algunos casos, uno puede pensar que tal limitación se justifica en pos de la seguridad o beneficio del consumidor. ¡Pero aquí no! Se trata simplemente de una regulación que fija requisitos para la celebración de contratos que no proceden en los términos que establece la Constitución con relación a la libertad de emprendimiento.



El tercer inciso del artículo 129 G, nuevo, contenido en el número 23 del artículo 1º de la iniciativa (página 65), dice: “Se prohíben, para los efectos de la determinación de las políticas de precio, consideraciones que tengan relación con volúmenes, precios o márgenes de utilidad de medicamentos producidos por la farmacia o mandados a producir por ella.”.



Me parece que ese inciso es completamente improcedente. La determinación de los precios es parte esencial de la actividad económica. Aspectos como los volúmenes, las utilidades, etcétera, son consideraciones a tomarse en cuenta para poder cumplir el objetivo.



Luego, el inciso quinto, a mi juicio, agrava la situación. Establece: “Los contratos y sus modificaciones, así como toda otra convención, celebrados entre dichas partes, deberán ser remitidos, para su validez, al Instituto de Salud Pública de Chile,” -es decir, los contratos no serán válidos, aunque ambas partes estén en concordancia, si no son remitidos al ISP- “información que tendrá el carácter de reservada”.



Se trata de una solemnidad, en mi opinión, completamente improcedente. No puede ser que la validez de un contrato dependa de su envío a determinada institución pública.



Creo que ello no es aceptable desde el punto de vista de la forma en que operan los contratos en nuestra legislación y de cómo la Constitución respeta tales instrumentos para permitir el libre flujo e intercambio entre las partes.



Debería haber una explicación superior para justificar lo propuesto. Pero, a mi modo de ver, solamente con la argumentación que acabo de entregar, los dos incisos que he leído no son razonables ni aceptables desde la perspectiva constitucional.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, esta es una materia bastante compleja. A primera vista, es posible encontrarse con algunas cosas que parecieran ser obstáculos. Pero la verdad es que las normas propuestas están pensadas como mecanismos para darle mayor transparencia y facilidad al mercado.



En relación con el inciso tercero, el problema que se verifica en el mercado de los medicamentos es que las farmacias utilizan la integración vertical -este proyecto todavía permite que ella exista respecto a la producción de medicamentos- para, a través de contratos de manejo de volúmenes, bloquear o subir artificialmente los precios que negocian con otros laboratorios.



La Fiscalía Nacional Económica identificó esa práctica, que describió en un informe. Nosotros lo recogimos y estudiamos los mecanismos a través de los cuales podríamos romper de alguna manera esa posición favorable que tienen las farmacias al momento de negociar los precios.



En cuanto al otro punto, al de la validez, es necesario clarificar que el texto planteado busca que efectivamente el ISP y las Seremías de Salud, supletoriamente, puedan hacer la fiscalización respecto de temas como la denominada “canela” al tener acceso al contrato entre el laboratorio y la farmacia.



En este artículo no se establece que el ISP deba aprobar el contrato. Simplemente se dispone que, para que este tenga validez, hay que efectuar el trámite de enviarlo a dicha institución.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, pedimos votación separada de este artículo porque creemos que se está vulnerando derechamente la garantía constitucional de la libertad económica, al prohibir ciertas variables para el manejo de descuentos entre productores y farmacias.



Además, se obliga a que todos los contratos entre compradores y vendedores, para su validez, se informen al ISP.



Ciertamente, el establecimiento de determinados requisitos para la suscripción de contratos, a nuestro juicio, vulnera el principio de la libertad económica, establecido en el artículo 19, Nº 21º, de nuestra Constitución Política.



Un asunto que nos parece relevante dice relación con cómo generamos transparencia en el mercado de los medicamentos y en lo relativo a la venta por volumen, pero sin afectar el principio de la libertad económica.



Por lo mismo, hago expresa reserva de constitucionalidad respecto del artículo 129 G, nuevo. Yo lo votaré en contra, pues su redacción es poco feliz. En él, efectivamente, se estarían fijando condiciones excepcionales para la celebración de contratos con terceros.



He dicho.



--Conforme a lo acordado previamente, pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Tuma.
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, aquí no estamos hablando de un actor con un comportamiento respecto del cual pueda predecirse una cautela sobre los principios básicos que deben animar a un mercado que no es de camisas, que no es de frutas, que no es de repuestos, sino de medicamentos, los que guardan relación con un derecho esencial: el derecho a la vida (artículo 19, número 1°, de la Constitución).



¿Alguien podrá decirme que el mercado farmacéutico es similar a los demás mercados?



Acá se ha alegado la existencia de un vicio de inconstitucionalidad.



El artículo 19, número 21°, de la Carta Fundamental establece “El derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral...”. Y dice: “... esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca la ley...”.



Aquí estamos haciendo una excepción. Se está regulando un mercado con características especialísimas -¡eso es total y absolutamente constitucional!-: tiene que ver con la vida, con la salud, con el bienestar de las personas.



Las farmacias se coludieron; durante más de diez años pactaron precios entre sí. Y el Gobierno está generando una normativa destinada a evitar que esa colusión se repita.



La Fiscalía Nacional Económica logró establecer un monto de ¡223 mil millones de pesos!, durante diez años: medicamentos para enfermos crónicos, en fin. 



Estamos hablando de una industria que no cumplió las reglas del mercado. Estamos hablando de empresarios que violaron su principio ético, pero también la ley, por lo cual fueron sancionados.



Entonces, yo les pido a las bancadas de enfrente que consideren que esta no es una innovación caprichosa: se trata de una alteración necesaria para asegurar los principios de protección de la vida, de equidad y de libre mercado.



Las farmacias se coludieron; hay un informe de la Fiscalía Nacional Económica, y el Ministerio tomó nota y estableció restricciones a la libertad de mercado en dicho sector.



Señor Presidente, cuando escucho hablar de las reglas del mercado y afirmar que el establecimiento de una prohibición respecto de los volúmenes pueda constituir una restricción inconstitucional, yo pregunto con qué capacidad negociadora una pequeña farmacia rural -y aquí hay Senadores que representan a muchas comunas rurales- va a ir a comprar medicamentos a un laboratorio si las tres grandes cadenas nacionales los adquieren a precios muy rebajados para luego venderlos a valores elevadísimos que atentan contra la accesibilidad a ellos por parte de los pacientes.



Entonces, aquí hay protección sobre todo a la accesibilidad. El precio no va a estar fijado por ley, sino regulado mediante mecanismos que permitan transparencia en cuanto a los volúmenes, a los márgenes de utilidad.



¡La gente tiene derecho a saber cuánto cuestan realmente los remedios y cuál es el margen de utilidad!



Al menos en el mercado de los medicamentos, habiéndose comprobado que las empresas involucradas violaron la ley, creo que aquello vale la pena.



Yo felicito al Gobierno por atreverse a proponer una normativa como esta.



En el caso de los contratos (inciso quinto del artículo 129 G, nuevo), solo cabe decir que quien nada hace nada teme.



Se debe ir al ISP porque es necesario certificar que los contratos cumplen con la reglamentación.



Para eso se hacen las leyes: para regular las condiciones de mercado cuando sus actores se desvían. Porque a los libremercadistas ya los conocemos. Entonces, si son libremercadistas, hagamos que el mercado funcione. Y aquí el Estado está regulando para que el mercado funcione, no para remplazarlo.



Por eso, yo digo que los contratos de las farmacias no debieran estar visados por el ISP, pues este ente no tiene facultad al respecto.



Este precepto va a provocar mayor transparencia de los mercados en lo concerniente a volúmenes y márgenes de utilidad.



Aquello me parece necesario. No hay otra forma de garantizar que todas las personas accedan a precios de mercado a los medicamentos indispensables para su vida.



Por tanto, voy a votar a favor.



Si las bancadas de la UDI y de Renovación Nacional estiman que esa norma vulnera la Carta Fundamental, podrán ir al Tribunal Constitucional, donde haremos frente a la ciudadanía el debate en torno al planteamiento de un Gobierno que quiere legislar para poner término al abuso que las farmacias y los laboratorios cometen contra los usuarios.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor MONTES.- ¡Abramos la votación!

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Hay acuerdo para abrir la votación?

El señor PIZARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor QUINTEROS.- Por supuesto.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Acordado.



En votación el artículo 129 G, nuevo.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, tengo entendido que la obligación de los laboratorios de informar precios y descuentos ya existía desde la “Ley de Fármacos I”. Pero como ella no se encontraba agregada al Código Sanitario, su incumplimiento no podía sancionarse mediante sumario sanitario.



A través del artículo que estamos votando se propone la incorporación de dicha ley al referido Código para facilitar la fiscalización de su cumplimiento.



En lo que respecta a la regulación de contratos entre laboratorios y farmacias, la medida tiene por finalidad velar por el libre acceso de los laboratorios a las cadenas de distribución, evitando así prácticas que limiten la entrada de productos genéricos al mercado.



Yo creo que este artículo le pone coto a todo lo que se obviaba en la “Ley de Fármacos I”.



Por eso, creo que el artículo 129 G, nuevo, es pertinente a la ley en proyecto.



Voto que sí.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta norma es muy importante. Como decía el Subsecretario, nace de conclusiones de la Fiscalía Nacional Económica, pues los laboratorios y las farmacias, usando los contratos, generaron instrumentos para coludirse y, entre otras cosas, bloquear medicamentos no provenientes de las cadenas.



Por ejemplo, el laboratorio internacional equis quiere traer genéricos baratos a Chile. ¿Qué hace la cadena? Construye o contratos por volumen o por cualquier otro concepto que bloquean la entrada de medicamentos de menor precio.



Si no existe la transparencia que se plantea, los más pobres de nuestra  sociedad seguirán siendo rehenes de esas malas prácticas.



Además, hay en el artículo 129 G, nuevo, una norma que me parece muy interesante, pues les impide a los laboratorios discriminar a las farmacias pequeñas, a la farmacia de pueblo, a los almacenes farmacéuticos. Se trata del inciso segundo, que dice que “los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, no podrán discriminar arbitrariamente a las farmacias o almacenes farmacéuticos en razón de su tamaño o por no pertenecer a una cadena de farmacias...”.


Hoy día, para una farmacia pequeña resulta del todo imposible competir con las grandes cadenas justamente por la discriminación existente en materia de precios.



Esta es una norma que propuso el Ejecutivo -no venía en el proyecto original- sobre la base de las resoluciones de la Fiscalía Nacional Económica, que planteó estas cuestiones.



Ahora, aquí habrá que decidir qué derechos son más importantes: si determinado derecho económico -entre comillas- o los derechos humanos, el derecho de las personas a la salud, que están siendo vulnerados sistemáticamente.



Lamentablemente, es así.



¡Sí existió una denuncia ante la Fiscalía Nacional Económica! ¡Hubo un proceso! ¡Fue esa Fiscalía quien entregó un conjunto de recomendaciones, las que se incluyeron en la propuesta del Gobierno!



Uno debe determinar qué valor quiere priorizar en esta materia. A mí me parece que, de todas maneras, debemos valorizar la transparencia en la información.



¿Qué se está haciendo aquí? No se prohíbe nada. Se está disponiendo que debe existir transparencia en la información y que los laboratorios y las farmacias tienen que entregar sus contratos, los que, por lo demás, serán confidenciales.



Es la única manera de resguardar los derechos de las personas. Porque acá no se están comprando zapatos o papel: se están adquiriendo medicamentos, los cuales son un bien público.



No es lo mismo que cuando uno compra zapatos: si no tiene dinero o los que hay no son de su gusto, no los adquiere. En materia de medicamentos la cuestión no funciona así.



Ahora, en Europa no solo existe esto: las farmacias son concesionadas y, además, tienen fijación de precios. En Italia, Francia y Alemania el valor de los medicamentos es exactamente el mismo en todas las farmacias.



¿Por qué aquello no se puede hacer en Chile? Porque fuimos el laboratorio del neoliberalismo extremo. Entonces, aquello sería casi un acto pecaminoso.



Se trata de estándares mínimos del mundo civilizado. Es nuestro país el que vive en una situación cavernaria en esta materia. Son los ciudadanos quienes están siendo vulnerados, despojados, agredidos en su derecho básico a la vida, pues se imponen lógicas comerciales que jamás debieran existir cuando se habla del bien público que es la salud.



Por eso los países desarrollados, que tienen cultura en esta materia, han establecido este tipo de regulaciones. Y por eso incluso disponen fijación de precios para los medicamentos. Pero nosotros estamos muy muy distantes de eso.



Ojalá pudiéramos ir avanzando en tal dirección.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solo quiero referirme a las expresiones del colega que me antecedió en el uso de la palabra. 



Aquí no se está contraponiendo un contrato a un derecho humano. No son cuestiones que se contrapongan.



Los contratos son en sí mismos instrumentos que tienen un sentido jurídico a través del cual funcionan las relaciones entre las personas en un Estado de Derecho.



Se sostenía aquí, por ejemplo, que se están imponiendo obligaciones solo para lograr transparencia.



¡No!



Si se quiere transparencia, basta con decir que el contrato deberá entregarse al Instituto de Salud Pública.



La norma pertinente expresa que el contrato, “para su validez”, deberá ser remitido al ISP. Desde el punto de vista jurídico, eso constituye un error muy profundo, porque altera el sentido natural de los contratos. 



Yo no estoy planteando que los contratos no se den a conocer al Instituto de Salud Pública. Lo que relevo es que el inciso quinto establece que, “para su validez”, ellos han de ser puestos en conocimiento de dicho ente. De manera que no existe una libre actuación de las partes como debe ocurrir en un orden jurídico normal.



En tal sentido, lo que se plantea atenta contra nuestro ordenamiento constitucional.



Ahora, si alguien quiere terminar con los contratos, está bien. Pero entonces entramos a la ley de la selva, lo que, en mi concepto, no le conviene a nuestro país.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Me pidió la palabra el señor Subsecretario.



Estamos en votación. Pero si hubiera unanimidad se la podríamos otorgar, pues nos hallamos ante un precepto complejo desde el punto de vista jurídico.

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Le parece a la Sala?



Acordado. 



Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, le pido que recabe el consenso de la Sala para que nuestra asesora explique la materia en términos más jurídicos.

El señor TUMA (Presidente accidental).- ¿Existe unanimidad para que intervenga la señora asesora?



Acordado.

La señora MARTONES (Asesora Jurídica de la Subsecretaría de Salud Pública).- Señor Presidente, solo quiero clarificar el sentido de la norma que se está votando.



Si bien el proyecto no avanzó en la eliminación de la integración vertical, sí se hace cargo de las malas prácticas que ella podría conllevar.



Entre ellas, la principal tiene que ver con las barreras a los laboratorios que compiten con las denominadas “marcas propias”, que son productos generados por las mismas cadenas de farmacias. Hay barreras como intangibles y cobros de peajes para que los laboratorios puedan entrar en los canales de distribución.



Por tanto, se repite la norma de la “Ley de Fármacos I” en cuanto a no provocar discriminación al momento de vender a través de distintos canales de distribución. Pero además se abunda, y solo para los efectos de los medicamentos de marca propia, en que no puede haber discriminaciones respecto a los márgenes de utilidad con que va a operar la cadena de farmacias con su marca propia versus otro laboratorio. 



A eso se refiere uno de los incisos que se han mencionado en esta Sala.



Ahora, la entrega de los contratos al Instituto de Salud Pública tiene que ver con la fiscalización de dos cosas.



Una, lo que el ISP ha llamado “canela 2.0”, práctica que ha sido muy difícil de fiscalizar. Se trata de incentivos para inducir la venta de determinados productos farmacéuticos provenientes desde los contratos y desde las facturaciones de laboratorios y farmacias.



Ha sido bastante difícil acceder a esa documentación. Por tanto, estamos poniendo un alto nivel de exigencias -bien lo dijeron Senadores que hablaron precedentemente- en el sentido de darles a los contratos un requisito de validez, de solemnidad, a los efectos de asegurar la adecuada fiscalización.



No se trata de que el ISP se pronuncie respecto de un contrato para que pueda surtir efecto: basta con su envío para que ello ocurra.



De ese modo podremos asegurarle a la población que estamos eliminando efectivamente la canela 2.0 y las infracciones a las normas y obligaciones sobre transparencia y libre concurrencia del mercado que estamos proponiendo en este proyecto de ley.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, siento que este artículo es contradictorio.



El inciso primero dice: “Los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, estarán obligados a publicar los precios de los productos que expenden y los descuentos por volumen que apliquen en sus ventas,…”. O sea, está permitiendo que se hagan descuentos por volumen.



Los incisos segundo y tercero los prohíben: “Sin perjuicio de las políticas de descuento que realicen, los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, no podrán discriminar arbitrariamente” -ese adverbio está mal puesto, porque “discriminación arbitraria” significa inexistencia de alguna razón que la justifique- “a las farmacias o almacenes farmacéuticos en razón de su tamaño o por no pertenecer a una cadena de farmacias o a una asociación o agrupación de compra.”. Es decir: compra por volúmenes.



El inciso tercero es más claro todavía: “Se prohíben, para los efectos de la determinación de las políticas de precio, consideraciones que tengan relación con volúmenes, precios o márgenes de utilidad de medicamentos producidos por la farmacia o mandados a producir por ella.”.



Yo estoy de acuerdo con el inciso primero, pero no con el segundo ni con el tercero, porque son manifiestamente contradictorios. 



Respecto de los incisos cuarto y quinto, no creo que eso de que el contrato quede nulo sea el propósito que busca la norma que estamos votando.



Señor Presidente, yo casi me atrevería a pedir votación separada de los incisos en comento. En todo caso, voy a votar en contra del artículo 129 G, nuevo, porque considero que en alguna instancia habrá que arreglarlo, pues tal como está es manifiestamente contradictorio.

El señor TUMA (Presidente accidental).- La votación separada no se pidió oportunamente, Su Señoría. Estamos pronunciándonos sobre el artículo completo.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, esta materia es muy central para toda la ley en proyecto. Por tanto, si no la resolvemos bien, lo demás quedará en buenas intenciones, ya que el mercado podrá pasar por encima de muchas de las demás normas que se aprueben.



¿Cuál es el problema real? 



Ante todo, debemos tener claro que una parte del total de los medicamentos es fundamental para la vida humana, para el bienestar de las personas, en fin.



Entonces, tenemos un enfoque de mercado que en muchos aspectos contradice ese objetivo: los precios se van a las nubes y se encuentran muy por encima de los de otros mercados; hay una competencia muy desigual entre las distintas cadenas y las farmacias; la oferta que le hacen a uno no tiene nada que ver con la que recibe otro.



Aquí se ha diseñado un conjunto de instrumentos para tratar de minimizar tales distorsiones.



Yo creo -y me van a perdonar por decir esta herejía en el contexto en que nos hallamos- que se requiere regular una canasta de medicamentos con precios que se le aseguren a la población. Pienso que no hay alternativa. Podemos probar otros modelos. Hay que volver a algo parecido a lo que era…

El señor PROKURICA.- ¡Eso es integración vertical!

El señor MONTES.- Entiendo que son veintitantos mil -no conozco la cifra exacta- los medicamentos que se transan. Quizás con cuatrocientos a seiscientos sometidos a algún sistema de regulación sería factible que los contratos fueran como se quisiera. Pero si no existe esa regulación, ¿qué ocurre con los contratos? Que se celebran en condiciones muy favorables para ciertas cadenas y no se incluye a competidores de regiones, por tamaño, etcétera, de modo que se registra un prejuicio muy fuerte.



¿Ello cómo se puede enfrentar?



Estoy de acuerdo con que, a lo mejor, si se va a lo estrictamente jurídico -sería un contrato genérico-, podría haber un viso de inconstitucionalidad; pero se intenta encontrar una solución al problema de fondo, que es asegurar a un conjunto de personas que requieren medicamentos la posibilidad de acceder a ellos a un precio razonable.



Tal vez lo expresado por el Senador señor García -el señor Presidente se ha ocupado en el asunto- permitiría darse un tiempo para mejorar el artículo. Porque el texto, si se observa, quedaría muy débil. Entonces, cabe buscar alguna alternativa.



En el pasado existió una lista de medicamentos: el formulario nacional. Había productos garantizados para todos, a ciertos precios. Los laboratorios y todo el mundo lo sabían. Y ese era un factor de regulación del mercado.



Los que han estudiado la cuestión probablemente se hallan enterados de que hay diferentes fórmulas en distintos lados.



Tiendo a pensar, por la experiencia que he conocido -especialmente de cooperativas de farmacias, entre otras-, que el modelo de oferta solo, esto es, de farmacias populares, no va a operar bien. Durará un rato, mientras haya un subsidio inmenso.



Creo que se requiere una solución más estructural. Como hereje, quiero decir que ello supone una forma de asegurar que los ciudadanos que lo necesiten accedan a medicamentos de calidad, en la oportunidad adecuada, a un precio que no será pasado a llevar. Eso dice relación, a mi juicio, con funciones públicas.



Otra cosa es exponer que el Estado compre y subsidie. Por eso, no estoy tan de acuerdo con regular por el gasto, ya que el precio sube, no más. O sea, sabemos lo que ocurre. Se trata de un mercado muy singular, dado el tipo de necesidad.



Entonces, pensemos en serio. Si se precisa un nuevo formulario nacional, se puede pactar. Busquemos una solución. Porque no nos podemos seguir haciendo los lesos.



Todos los adultos mayores en la Sala -veo varios- saben cuánto se gasta mensualmente en medicamentos. Y son fármacos que mejoran la calidad de vida. No son innecesarios. Entonces, la cuestión tiene que ver con ese sector etario, pero también con un conjunto de otras necesidades en medicina.



Podría acogerse lo propuesto y buscarse el perfeccionamiento del artículo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.-  Señor Presidente, en los años noventa, el Diputado Mario Hamuy, que en paz descanse, creó -y muchos lo recordarán- la que quizás fue la primera Comisión investigadora en la otra rama del Congreso al recuperarse la democracia. Algunos de los presentes participamos en ella. Y el tema central del debate fue el que nos ocupa. Precisamente se trataba de la forma de transparentar el mercado de productos farmacéuticos, en particular de los remedios. Transcurridos ya más de veinte años, se observa que volvemos al punto de inicio.



El motivo por el cual otros países han logrado resolver el asunto con una canasta básica es la producción de medicamentos por el Estado, capacidad que en Chile se privatizó. Este es un drama. El mercado presenta aquí incentivos perversos, porque el productor no tiene como única razón de ser la de sanar a las personas: es un negocio. Y venderle a un cliente volúmenes a precios diferenciados, con relación a otro, se vincula con la lógica del mercado.



Comprendo que lo óptimo sería el perfeccionamiento de la disposición. Pero, como estamos en el primer trámite, confío en que ello será posible en la Cámara de Diputados. Soy partidario de aprobarla.



Cabe sincerar el debate, sí, con las bancas de colegas que se han sumado a la votación. Si queremos avanzar en serio y luchar contra la integración vertical, asumamos también que la única forma de proceder, en el fondo, es constituir una canasta con un precio garantizado regulado por el Estado, que se fijará, y determinar algo básico: que el mercado no opere para ciertos fármacos y medie la lógica de la salud pública. Se pagará el precio justo, pero sin diferenciar entre los distribuidores, que es a lo que apunta el esfuerzo del texto.



Voy a votar a favor, esperando que en el segundo trámite sea posible -repito- un perfeccionamiento.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Hay una proposición del Senador señor Montes -el Honorable señor Larraín está de acuerdo, en principio- para solicitar al Ejecutivo una mejor redacción.



No sé cuál es el parecer de la Sala, pues el tema es muy importante.



Después se reabriría la discusión.



La norma no reunirá el quorum calificado y se va a votar igual. Si no se presenta un texto alternativo en el Senado, ello seguramente se hará en la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, me parece adecuado que se busque un perfeccionamiento.



Pido su autorización para que se incorporen en el debate los tres informes de la Biblioteca del Congreso Nacional acerca de los aspectos del OTC (over the counter): Venta directa de medicamentos: legislación comparada; Competitividad y precios en mercados farmacéuticos de venta libre, y Modelos de distribución y precios de medicamentos. Experiencia comparada. Creo que son importantes para ilustrar la discusión en el futuro.



Si Su Señoría no tiene inconveniente, solicito incluirlos en la Versión Oficial.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, así se hará.



Aprobado.

El señor LETELIER.- ¿Cómo se tomará el acuerdo, señor Presidente?



¿Por qué no se escucha al Honorable señor García? Quizás desea plantear una propuesta específica.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, estamos en votación, por lo que la Mesa tiene que dar a conocer el resultado.



Ahora, creo que podemos dar la unanimidad para que el artículo se vuelva a ver.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Esa era la propuesta.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Justamente, la situación reglamentaria es la de anunciar el resultado. Como la norma es de quorum calificado, en este minuto no se contaría con los votos suficientes para aprobarla.



Con la unanimidad que al parecer se registraría, se puede reabrir el debate sobre la norma y ocuparse en una nueva redacción cuando continúe la discusión del proyecto.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Comisión de Salud para insertar un número 24 en el artículo 1°, dejándose constancia, para el efecto del quorum constitucional exigido, de que se registran 16 votos a favor, 8 en contra y 2 abstenciones.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, Girardi, Guillier, Harboe, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma e Ignacio Walker.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín y Pérez Varela. 



Se abstuvieron los señores Ossandón y Prokurica.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se reabrirá el debate, entonces.



Puede intervenir el Honorable señor Letelier.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, el Senador señor García manifestó que existe la voluntad de revisar el artículo. Propongo acordar que se reabrirá la discusión al respecto, para que mañana -o cuando corresponda- podamos considerar un texto alternativo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Ello ya se determinó, y la responsabilidad es del Ejecutivo, que propuso la norma.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.
El señor GIRARDI (Presidente).- Terminado el Orden del Día.



Por haberse cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios llegadas a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, a fin de que se soliciten ANTECEDENTES CLÍNICOS DE SEÑOR PATRICIO ANDRÉS JORQUERA VÁSQUEZ A HOSPITAL DE ORURO, BOLIVIA.



Al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, con el objeto de consultar por FACTIBILIDAD DE REINCORPORACIÓN DE EXFUNCIONARIO MAURICIO ALBERTO ENCINA VALENZUELA.



Al señor Conservador de Bienes Raíces de Valparaíso, pidiéndole precisar si inscribe CESIONES DE DERECHOS INMOBILIARIOS CORRESPONDIENTES A SECTOR DE LAGUNA VERDE.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Director de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, requiriendo información acerca de ENTREGA DE LIBROS A BIBLIOTECA NACIONAL DE PERÚ.



Al señor Presidente del Directorio de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, solicitándole antecedentes en cuanto a PROYECTO DE MEJORAMIENTO DE CRUCE FERROVIARIO CAUPOLICÁN, COMUNA DE LA UNIÓN, Y PROCEDIMIENTO PARA SU REINGRESO Y REEVALUACIÓN.



Del señor GARCÍA:



Al señor Contralor Regional de La Araucanía, a fin de que informe sobre ESTADO DE PRESENTACIÓN DE SEÑORA DEISY VIVIANA VIVANCO CHAMORRO.



Del señor NAVARRO:



A los señores Contralor General de la República, Director Nacional del Servicio Civil y Director del Servicio de Salud de Arauco, pidiéndoles opinión en torno a DENUNCIA DE FENPRUSS POR EVENTUALES VICIOS EN CONCURSOS PÚBLICOS PARA JEFATURAS DE SERVICIO DE SALUD DE ARAUCO.



A las señoras Ministra de Vivienda y Urbanismo y Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización del Biobío, para consultar acerca de REUBICACIÓN DE FAMILIAS EN COMPLEJOS HABITACIONALES CNT ANGOL Y MANZANA M, CARACTERÍSTICAS TÉCNICAS Y COSTO DE VIVIENDAS, EXISTENCIA O NO DE COMPENSACIÓN, Y ENTREGA DE FAJA A SERVICIO NACIONAL DE VIALIDAD.


Al señor Subsecretario de Transportes, solicitándole COPIA DE ANTEPROYECTO DE CORREDOR EN RUTA 160.



Al señor Intendente de la Región del Biobío, para que se informe acerca de DESMALEZAMIENTO EN COMUNAS CON INCENDIOS FORESTALES EN VERANO PASADO.



Al señor Gobernador de Chiloé y al señor Alcalde de Quellón, a fin de consultar por ASEO Y ORNATO DE SECTOR DE MOLULCO, PRESUPUESTO RESPECTIVO, RECOLECCIÓN DE BASURA Y MANEJO DE RESIDUOS.



Al señor Alcalde de Talcahuano, con el objeto de conocer RESPUESTA MUNICIPAL A DENUNCIA POR MALEZA EN CALLE GUACOLDA Y AMENAZA DE INCENDIO.



Al señor Alcalde de San Pedro de la Paz, para que se informe acerca de FECHA DE CULMINACIÓN DE OBRAS EN VEREDAS DE SECTOR HUERTOS FAMILIARES.



Al señor Alcalde de Coronel, requiriéndole información sobre ASEO Y ORNATO DE SECTOR VILLA LOS JARDINES, PRESUPUESTO RESPECTIVO, RECOLECCIÓN DE BASURA Y MANEJO DE RESIDUOS.


A todos los alcaldes de la Región del Biobío, con el objeto de que den a conocer NÚMERO DE COMPAÑÍAS DE BOMBEROS CON SUBVENCIÓN MUNICIPAL PARA PAGO DE SEGUROS DE VIDA DE PERSONAL.


Al señor Superintendente del Medio Ambiente, al señor Jefe de la Oficina Regional del Biobío de la Superintendencia de Servicios Sanitarios y al señor Director del Servicio de Salud Concepción, pidiendo solución a DENUNCIA DE MAL OLOR Y BASURA EN CALLE ARTURO HUGHES POR VECINOS DE SECTOR VILLA LOS JARDINES, COMUNA DE CORONEL.


Al señor Director Nacional del Servicio Civil, solicitándole información sobre POSTULACIONES EN ÚLTIMOS CINCO CONCURSOS PÚBLICOS PARA CARGOS EN SERVICIO DE SALUD ARAUCO Y EXPEDIENTES DE CARRERA INTERNA.


Al señor Director Nacional del Servicio Civil, para que se remitan antecedentes de CONCURSOS PÚBLICOS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS Y CANTIDAD DE POSTULANTES, ASÍ COMO CONTRATACIÓN DE CONSULTORAS EXTERNAS POR ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA Y PAGO POR INFORMES.



Al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile y a la señora Directora del Servicio Nacional de Menores, para que indiquen MEDIDAS DE SEGURIDAD EN CENTROS DE SENAME EN REGIÓN DEL BIOBÍO E INVESTIGACIÓN ANTE DENUNCIAS DE AGRESIONES POR FUNCIONARIOS DEL CIP-CRC DE CORONEL.



Al señor Director del Instituto Nacional de Deportes y a todos los señores secretarios regionales ministeriales del Deporte, con el fin de que informen acerca de ENTREGA DE FONDOS ANUALES POR MINISTERIO DEL DEPORTE A CADA REGIÓN.
)--------------(
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:28.






Manuel Ocaña Vergara,
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE REGULA LA ELECCIÓN DE GOBERNADORES REGIONALES Y REALIZA ADECUACIONES A DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(11.200-06)
Oficio Nº 13.645

VALPARAÍSO, 12 de diciembre de 2017

La Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de hoy, aprobó las enmiendas introducidas por ese H. Senado al proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales, correspondiente al boletín N° 11.200-06, con excepción de la sustitución del artículo primero transitorio, que ha rechazado.

En razón de lo anterior, acordó que los diputados que se indican a continuación concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- don Germán Becker Alvear

- don Marcelo Chávez Velásquez

- don Rodrigo González Torres
- don Celso Morales Muñoz

- don Marcelo Schilling Rodríguez

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 247/SEC/17, de 5 de diciembre de 2017.

Devuelvo la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fıdel Espınoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN LO RELATIVO A LOS DELITOS DE COHECHO Y SOBORNO, AUMENTANDO LAS PENAS, TIPIFICA LOS DELITOS DE SOBORNO ENTRE PARTICULARES Y DE ADMINISTRACIÓN DESLEAL; Y LA LEY N° 20.393, QUE ESTABLECE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS EN LOS DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS, FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO Y DELITOS DE COHECHO QUE INDICA

(10.739-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto señalado en el epígrafe, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que se analizó este proyecto asistió el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo, acompañado de los abogados asesores señora Renata Sandrini y señor Ignacio Gaete.

Asimismo, concurrieron los asesores del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega y señor Javier Sánchez; el asesor del Honorable Senador Espina, señor Pablo Urquízar; el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Sergio Montes; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; los asesores del Comité UDI, señores Cristóbal Alzamora y Héctor Mery, y los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca.
- - -

CONSIDERACIONES PREVIAS 

Al darse inicio al debate de las enmiendas introducidas al proyecto de ley por la Cámara de Diputados, se recordó que esta iniciativa se inició en Moción de los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín. Ella tiene por objeto aumentar las sanciones que el Código Penal establece para los delitos de cohecho y soborno a funcionarios públicos nacionales o extranjeros, tipificar y castigar los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal, y elevar las penas de los delitos de cohecho y soborno considerados en la Ley que establece la Responsabilidad Penal de las Personas Jurídicas.

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó una serie de enmiendas al Código Penal y a la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica

A modo de síntesis, esta Corporación sustituyó los artículos 248, 248 bis, 249 y 250 que definen las figuras de cohecho y soborno y aumentó su penalidad. También reemplazó el artículo 251 bis que sanciona al que ofreciere, prometiere o diere a un funcionario público extranjero, un beneficio indebido, en provecho de éste o de un tercero, para que realice una acción o incurra en una omisión con miras a la obtención o mantención, para sí u otro, de cualquier ventaja indebida en el contexto de una relación económica internacional o de una actividad económica desempeñada en el extranjero.

Asimismo, precisó que los bienes recibidos, malversados o defraudados por el empleado público caerán siempre en comiso.

El proyecto aprobado por el Senado contempló, además, dos figuras típicas nuevas. En primer lugar el soborno entre particulares y la figura de administración desleal.

Finalmente, se modificó el artículo 15 de la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica, con el fin de precisar la pena aplicable a los delitos indicados.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados ha introducido diversas modificaciones al texto aprobado por el Senado.

En primer lugar, realizó cambios a artículos que no examinó el Senado.

Enseguida, aumentó las penas al delito de malversación de caudales o efectos públicos (artículo 233 y 235), a las figuras de fraudes y exacciones ilegales que pueden cometer los funcionarios públicos (artículo 239) y también respecto de la figura de negociación incompatible que establecen los artículos 240 y 241.

En segundo lugar, modificó la conducta que configura el delito de cohecho y la pena que se aplica a los funcionarios públicos que incurren en ella. Adicionalmente, cambió las sanciones que se aplican al soborno de funcionario internacional.

Por otra parte, la Cámara Diputados consideró un nuevo artículo 251 quáter que impone a quienes cometen los delitos de cohecho y soborno la pena accesoria de inhabilitación absoluta para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en empresas que participen como proveedores de bienes y servicios de los órganos de la administración del Estado o cuyo objeto sea la provisión de bienes o servicios de utilidad pública.

Asimismo, estableció una regla especial en materia de suspensión de la prescripción de los delitos ya indicados (artículo 260 bis).

También modificó la figura de soborno entre particulares y administración desleal y se introducen diversos cambios a la ley que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho, con el fin de incorporar más figuras típicas, aumentar las multas a beneficio fiscal y regular la figura del comiso.

Finalmente, introdujo una enmienda a la ley N° 19.913 que crea la unidad de análisis financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos, para incorporar nuevas figuras penales y modificó la regla establecida en el Senado para sancionar los delitos perpetrados con anterioridad a la entrada en vigencia de las normas contenidas en este proyecto de ley.
-.-.-.-

A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, así como de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión. 

Artículo 1°


En primer trámite constitucional, el Senado introdujo, mediante diversos números, modificaciones a los artículos 248, 248 bis, 249, 250, 251 bis al Código Penal.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados incorporó en este artículo los siguientes números nuevos:

1)

De la Cámara de Diputados


En él se modifica el artículo 233 del Código Penal. 


Este precepto sanciona al empleado público que, teniendo a su cargo caudales o efectos públicos o de particulares en depósito, consignación o secuestro, los substrajere o consintiere que otro los substraiga. Las penas que prevé este precepto son las siguientes: 


1.º Con presidio menor en su grado medio y multa de cinco unidades tributarias mensuales, si la substracción excediere de una unidad tributaria mensual y no pasare de cuatro unidades tributarias mensuales.


2.º Con presidio menor en su grado máximo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales, si excediere de cuatro unidades tributarias mensuales y no pasare de cuarenta unidades tributarias mensuales.


3.º Con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de once a quince unidades tributarias mensuales, si excediere de cuarenta unidades tributarias mensuales.


En todos los casos, con la pena de inhabilitación absoluta temporal en su grado mínimo a inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos.

El texto aprobado por la Cámara de Diputados introduce las siguientes enmiendas a este precepto:


a) Sustituye en el numeral 1° la expresión “presidio menor en su grado medio y multa de cinco unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en sus grados medio a máximo”.


b) Reemplaza en el numeral 2° la expresión “presidio menor en su grado máximo y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales” por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.


c) Suprime en el numeral 3° la expresión “y multa de once a quince unidades tributarias mensuales”.


d) En el inciso final:


i. Sustituye la expresión “la pena” por “las penas de multa del doble de lo substraído y”.


ii. Reemplaza la palabra “mínimo” por “medio”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta modificación.
2) 

De la Cámara de Diputados


Este número modifica el artículo 235 del Código Penal.

Este precepto sanciona al empleado que, con daño o entorpecimiento del servicio público, aplicare a usos propios o ajenos los caudales o efectos puestos a su cargo, sufrirá las penas de inhabilitación especial temporal para el cargo u oficio en su grado medio y multa de diez al cincuenta por ciento de la cantidad que hubiere sustraído. No verificado el reintegro, se le aplicarán las penas señaladas en el art. 233.


Agrega que si el uso indebido de los fondos fuere sin daño ni entorpecimiento del servicio público, las penas serán suspensión del empleo en su grado medio y multa del cinco al veinticinco por ciento de la cantidad sustraída, sin perjuicio del reintegro.

En segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas a este precepto.


En primer lugar, sustituyó en el inciso primero de este precepto la expresión “diez al cincuenta por ciento” por “la mitad al tanto”.


En segundo lugar, reemplazó en el inciso final la expresión “del cinco al veinticinco por ciento” por “de la mitad”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta modificación.

3) 

De la Cámara de Diputados


Este número modifica el artículo 239 del Código Penal.

Este precepto sanciona al empleado público que en las operaciones en que interviniere por razón de su cargo, defraudare o consintiere que se defraude al Estado, a las municipalidades o a los establecimientos públicos de instrucción o de beneficencia, sea originándoles pérdida o privándoles de un lucro legítimo, incurrirá en la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo. 


Agrega que en aquellos casos en que el monto de lo defraudado excediere de cuarenta unidades tributarias mensuales, el juez podrá aumentar en un grado la pena señalada en el inciso anterior.


Si la defraudación excediere de cuatrocientas unidades tributarias mensuales se aplicará la pena de presidio mayor en su grado mínimo.


En todo caso, precisa que se aplicarán las penas de multa del diez al cincuenta por ciento del perjuicio causado e inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos u oficios públicos en sus grados medio a máximo.

En relación a este precepto la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas:


a) En primer lugar, sustituyó en el inciso primero la expresión “sus grados medio a máximo” por “su grado máximo”.


b) En segundo lugar, reemplazó en el inciso segundo la oración “el juez podrá aumentar en un grado la pena señalada en el inciso anterior” por “se impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.


c) En tercer lugar, cambió, en el inciso tercero la frase “su grado mínimo” por “sus grados mínimo a medio”.


d) Finalmente, sustituyó, en el inciso final, la expresión “del diez al cincuenta por ciento” por “de la mitad al tanto”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta modificación.

4) 

De la Cámara de Diputados


Este número reemplaza el artículo 240 del Código Penal.


La actual norma dispone que el empleado público que directa o indirectamente se interesare en cualquiera clase de contrato u operación en que debe intervenir por razón de su cargo, será castigado con las penas de reclusión menor en su grado medio, inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos u oficios públicos en sus grados medio a máximo y multa del diez al cincuenta por ciento del valor del interés que hubiere tomado en el negocio.

El texto sustitutivo aprobado por la Cámara de Diputados establece lo siguiente:

“Artículo 240.- Será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación absoluta temporal para cargos, empleos u oficios públicos en sus grados medio a máximo y multa de la mitad al tanto del valor del interés que hubiere tomado en el negocio:


1° El empleado público que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en razón de su cargo.


2° El árbitro o el liquidador comercial que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes, cosas o intereses patrimoniales cuya adjudicación, partición o administración estuviere a su cargo.

3° El veedor o liquidador en un procedimiento concursal que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes o intereses patrimoniales cuya salvaguardia o promoción le corresponda.


4° El perito que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con los bienes o cosas cuya tasación le corresponda.


5° El guardador o albacea que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con el patrimonio de los pupilos y las testamentarías a su cargo.


6° El administrador del patrimonio de una persona afectada por un impedimento para controlar los actos de aquél, que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión en la cual hubiere de intervenir en relación con ese patrimonio.


7° El director o gerente de una sociedad anónima que directa o indirectamente se interesare en cualquier negociación, actuación, contrato, operación o gestión que involucre a la sociedad, incumpliendo las condiciones establecidas por la ley, así como toda persona a quien le sean aplicables las normas que en materia de deberes se establecen para los directores o gerentes de estas sociedades.


La misma pena se impondrá si, en cualquiera de las situaciones enumeradas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.

Lo mismo valdrá en caso de que el que hubiere incurrido en alguna de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del inciso primero diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que él mismo, dichos terceros o esas personas ejerzan su administración en cualquier forma o tengan interés social, el cual deberá ser superior al diez por ciento si la sociedad fuere anónima.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta modificación.

5) 

De la Cámara de Diputados


Este número modifica el artículo 240 bis del Código Penal.


Este precepto prescribe que las penas establecidas en el artículo precedente serán también aplicadas al empleado público que, interesándose directa o indirectamente en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir otro empleado público, ejerciere influencia en éste para obtener una decisión favorable a sus intereses.


Agrega en el inciso segundo que las mismas penas se impondrán al empleado público que, para dar interés a cualquiera de las personas expresadas en los incisos tercero y final del artículo precedente en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir otro empleado público, ejerciere influencia en él para obtener una decisión favorable a esos intereses.


En el inciso tercero establece que en los casos a que se refiere este artículo el juez podrá imponer la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó, en el inciso segundo, la palabra “tercero” por “segundo”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta enmienda.
6) 
De la Cámara de Diputados


Este número modifica el artículo 241 del Código Penal.

Este precepto sanciona al empleado público que directa o indirectamente exigiere mayores derechos de los que le están señalados por razón de su cargo, o un beneficio económico para sí o un tercero para ejecutar o por haber ejecutado un acto propio de su cargo en razón del cual no le están señalados derechos, será sancionado con inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido.
El empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial relevante e injustificado, será sancionado con multa equivalente al monto del incremento patrimonial indebido y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en sus grados mínimo a medio.

Lo dispuesto en el inciso precedente no se aplicará si la conducta que dio origen al incremento patrimonial indebido constituye por sí misma alguno de los delitos descritos en el presente Título, caso en el cual se impondrán las penas asignadas al respectivo delito.
La prueba del enriquecimiento injustificado a que se refiere este artículo será siempre de cargo del Ministerio Público.

Si el proceso penal se inicia por denuncia o querella y el empleado público es absuelto del delito establecido en este artículo o se dicta en su favor sobreseimiento definitivo por alguna de las causales establecidas en las letras a) o b) del artículo 250 del Código Procesal Penal, tendrá derecho a obtener del querellante o denunciante la indemnización de los perjuicios por los daños materiales y morales que haya sufrido, sin perjuicio de la responsabilidad criminal de estos últimos por el delito del artículo 211 de este Código


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó en el inciso primero de este precepto la oración “inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido” por la siguiente: “reclusión menor en su grado máximo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito que merezca mayor pena, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste. En todo caso se impondrán, además, las penas de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en sus grados medio a máximo y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta modificación.
1)

Del Senado

7)

De la Cámara de Diputados


Este número, aprobado por el Senado, modifica los artículos 248, 248 bis, 249 y 250 del Código Penal.


En primer lugar, sustituye el artículo 248 del Código Penal, disposición sanciona al empleado público que solicitare o aceptare recibir mayores derechos de los que le están señalados por razón de su cargo, o un beneficio económico para sí o un tercero para ejecutar o por haber ejecutado un acto propio de su cargo en razón del cual no le están señalados derechos, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo, suspensión en cualquiera de sus grados y multa de la mitad al tanto de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados. 


El Senado reemplaza este precepto por otro que sanciona al empleado público que solicitare o aceptare recibir mayores derechos de los que le están señalados por razón de su cargo, o un beneficio indebido, para sí o un tercero, para ejecutar o por haber ejecutado un acto propio de su cargo en razón del cual no le están señalados derechos, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta a la económica, la multa será de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.

En segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados introdujo dos enmiendas al texto aprobado por el Senado.


En primer lugar, sustituyó el vocablo “indebido” por la expresión “económico o de otra naturaleza”.


En segundo lugar, reemplazó la frase “reclusión menor en sus grados medio a máximo, inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados” por “reclusión menor en su grado medio, inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado mínimo y multa del tanto al duplo de los derechos o del beneficio solicitados o aceptados”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó la enmienda de la Cámara de Diputados.

A continuación, la Comisión examinó la enmienda que el Senado propuso al artículo 248 bis del Código Penal. Este precepto establece que el empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico para sí o un tercero para omitir o por haber omitido un acto debido propio de su cargo, o para ejecutar o por haber ejecutado un acto con infracción a los deberes de su cargo, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio, y además, con la pena de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos temporal en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo del provecho solicitado o aceptado.
Si la infracción al deber del cargo consistiere en ejercer influencia en otro empleado público con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado, se impondrá la pena de inhabilitación absoluta para cargo u oficio público, perpetua, además de las penas de reclusión y multa establecidas en el inciso precedente.


En primer trámite constitucional, el Senado reemplazó este precepto por el siguiente:


Artículo 248 bis.- El empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio indebido, para sí o un tercero, para omitir o por haber omitido un acto debido propio de su cargo, o para ejecutar o por haber ejecutado un acto con infracción a los deberes de su cargo, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo y, además, con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos y multa del duplo al cuádruple del provecho solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta a la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales.

Con las mismas penas señaladas en el inciso anterior se sancionará al funcionario público que, con infracción a los deberes del cargo, ejerza influencia en otro empleado público con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados introdujo las siguientes enmiendas al texto aprobado por esta Corporación:


a) Sustituyó la palabra “indebido” por la expresión “económico o de otra naturaleza”.


b) Reemplazó la frase “reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo y, además, con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos y multa del duplo al cuádruple del provecho solicitado o aceptado” por “reclusión menor en su grado máximo, y además, con las penas de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado medio a máximo y multa del duplo al cuádruplo del provecho solicitado o aceptado.”.


c) Cambió su inciso segundo por el siguiente:


“Si la infracción al deber del cargo consistiere en ejercer influencia en otro empleado público con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado, se impondrá la pena de inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos, perpetua, además de las penas de reclusión y multa establecidas en el inciso precedente.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó las modificaciones aprobadas por la Cámara de Diputados.

A continuación, la Comisión examinó la enmienda al artículo 249 del Código Penal.


Este precepto establece que  el empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico para sí o para un tercero para cometer alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este Título, o en el párrafo 4 del Título III, será sancionado con la pena de inhabilitación  absoluta, temporal o perpetua, para cargos u oficios públicos, y multa del tanto al triplo del provecho solicitado o aceptado.


Añade que lo establecido en el inciso anterior se entiende sin perjuicio de la pena aplicable al delito cometido por el empleado público, la que no será inferior, en todo caso, a la de reclusión menor en su grado medio.

En primer trámite constitucional, el Senado sustituyó este precepto por el siguiente:


“Artículo 249.- El empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio indebido, para sí o para un tercero, para cometer o por haber cometido alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este Título, o en el Párrafo 4 del Título III, será sancionado con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio, inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos y multa del duplo al cuádruple del provecho solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta a la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Lo establecido en el inciso anterior se entiende sin perjuicio de la pena aplicable al delito cometido por el empleado público y a las reglas concursales de aplicación general.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó esta disposición por la siguiente:


“Artículo 249.- El empleado público que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o para un tercero para cometer o por haber cometido alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este Título, o en el párrafo 4 del Título III, será sancionado con las penas de reclusión menor en su grado máximo, aplicada en su máximum, de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en su grado máximo y multa del cuádruplo del provecho solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de ciento cincuenta a mil quinientas unidades tributarias mensuales.


Las penas previstas en el inciso anterior se aplicarán sin perjuicio de las que además corresponda imponer por la comisión del crimen o simple delito de que se trate.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó la sustitución acordada por la Cámara de Diputados.

Seguidamente, la Comisión examinó la modificación al artículo 250 del Código Penal.


Este precepto dispone que el que ofreciere o consintiere en dar a un empleado público un beneficio económico, en provecho de éste o de un tercero, para que realice las acciones o incurra en las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 bis y 249, o por haberla realizado o haber incurrido en ellas, será castigado con las mismas penas de multa e inhabilitación establecidas en dichas disposiciones.


Tratándose del beneficio ofrecido en relación con las acciones u omisiones del artículo 248, el sobornante será sancionado, además, con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.


Agrega que, tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con las acciones u omisiones señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo a medio, en el caso del beneficio consentido.


Finalmente, añade que tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con los crímenes o simples delitos señalados en el artículo 249, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio ofrecido, o de reclusión menor en sus grados mínimo a medio, en el caso del beneficio consentido. En estos casos, si al sobornante le correspondiere una pena superior por el crimen o simple delito de que se trate, se estará a esta última.

En primer trámite constitucional, el Senado reemplazó este precepto por el siguiente:


“Artículo 250.- El que ofreciere o consintiere en dar a un empleado público un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho de éste o de un tercero, para que realice las acciones o incurra en las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 bis y 249, o por haberlas realizado o haber incurrido en ellas, será castigado con las mismas penas de multa e inhabilitación establecidas en dichas disposiciones.


Tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con las acciones u omisiones del artículo 248, el sobornante será sancionado, además, con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo.


Tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con las acciones u omisiones señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado máximo a reclusión mayor en su grado mínimo. 


Tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con los crímenes o simples delitos señalados en el artículo 249, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio. En estos casos, si al sobornante le correspondiere una pena superior por el crimen o simple delito de que se trate, se estará a esta última.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó sustituir esta disposición por la siguiente:


“Artículo 250.- El que diere, ofreciere o consintiere en dar a un empleado público un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho de éste o de un tercero, para que realice las acciones o incurra en las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 bis y 249, o por haberla realizado o haber incurrido en ellas, será castigado con las mismas penas de multa e inhabilitación establecidas en dichas disposiciones.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con las acciones u omisiones del artículo 248, el sobornante será sancionado, además, con la pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo, en el caso del beneficio consentido.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con las acciones u omisiones señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado máximo, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio consentido.


Tratándose del beneficio dado, ofrecido o consentido en relación con los crímenes o simples delitos señalados en el artículo 249, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado máximo, aplicada en su máximum, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o con reclusión menor en su grado medio, aplicada en su máximum, en el caso del beneficio consentido. Las penas previstas en este inciso se aplicarán sin perjuicio de las que además corresponda imponer por la comisión del crimen o simple delito de que se trate.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó la sustitución acordada por la Cámara de Diputados.
8)

De la Cámara de Diputados


Mediante este número la Cámara de Diputados propone introducir un cambio en el artículo 250 bis del Código Penal. 


Esta disposición establece que en los casos en que el delito previsto en el artículo anterior tuviere por objeto la realización u omisión de una actuación de las señaladas en los artículos 248 ó 248 bis que mediare en causa criminal a favor del procesado, y fuere cometido por su cónyuge, por alguno de sus ascendientes o descendientes consanguíneos o afines, por un colateral consanguíneo o afín hasta el segundo grado inclusive, o por persona ligada a él por adopción, sólo se impondrá al responsable la multa que corresponda conforme las disposiciones antes mencionadas.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó la palabra “procesado” por “imputado”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta enmienda.
2)

Del Senado

9)

De la Cámara de Diputados


En este número se modifica el artículo el artículo 251 bis que sanciona el cohecho a funcionario público internacional.


Esta disposición prescribe que el que ofreciere, prometiere o diere a un funcionario público extranjero, un beneficio económico o de otra naturaleza, en provecho de éste o de un tercero, para que realice una acción o incurra en una omisión con miras a la obtención o mantención, para sí u otro, de cualquier negocio o ventaja indebidos en el ámbito de cualesquiera transacciones internacionales, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo y, además, con las de multa e inhabilitación establecidas en el inciso primero del artículo 248 bis. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta a la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales. De igual forma será castigado el que ofreciere, prometiere o diere el aludido beneficio a un funcionario público extranjero por haber realizado o haber incurrido en las acciones u omisiones señaladas.


El que, en iguales situaciones a las descritas en el inciso anterior, consintiere en dar el referido beneficio, será sancionado con pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio, además de las mismas penas de multa e inhabilitación señaladas.


En primer trámite constitucional, el Senado sustituyó este precepto por otro que dispone que el que ofreciere, prometiere o diere a un funcionario público extranjero, un beneficio indebido, en provecho de éste o de un tercero, para que realice una acción o incurra en una omisión con miras a la obtención o mantención, para sí u otro, de cualquier ventaja indebida en el contexto de una relación económica internacional o de una actividad económica desempeñada en el extranjero, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio a reclusión mayor en su grado mínimo y, además, con las de multa e inhabilitación establecidas en el artículo 248 bis. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta a la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales. De igual forma será castigado el que ofreciere, prometiere o diere el aludido beneficio a un funcionario público extranjero por haber realizado o haber incurrido en las acciones u omisiones señaladas, y el que consintiere en dar el referido beneficio.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados modificó este precepto por otro que dispone lo siguiente:


“Artículo 251 bis.- El que, con el propósito de obtener o mantener para sí o para un tercero cualquier negocio o ventaja en el ámbito de cualesquiera transacciones internacionales o de una actividad económica desempeñada en el extranjero, ofreciere, prometiere, diere o consintiere en dar a un funcionario público extranjero un beneficio económico o de otra naturaleza en provecho de éste o de un tercero, para que omita o ejecute, o por haber omitido o ejecutado, una acción en el ejercicio de sus funciones, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado máximo y, además, multa del duplo al cuádruplo del beneficio ofrecido, prometido, dado o solicitado, e inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en sus grados medio a máximo. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de cien a mil unidades tributarias mensuales.”.


Los bienes recibidos por el funcionario público caerán siempre en comiso.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó la sustitución aprobada por la Cámara de Diputados.

3)

Del Senado

10)

De la Cámara de Diputados


En primer trámite constitucional, el Senado aprobó la idea de incorporar en el Título V del Libro II, un Párrafo § 9 ter, denominado “Normas comunes a los Párrafos anteriores”, y un artículo 251 quáter, nuevo, que establece que los bienes recibidos, malversados o defraudados  por el empleado público caerán siempre en comiso. Será aplicable, en este caso, lo dispuesto en el artículo 37 de la ley N° 19.913.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó este número por otro que sustituye la norma aprobada por otra que incorporar, en el Título Quinto del Libro Segundo, a continuación del artículo 251 ter, el párrafo §IX ter, denominado “§IX ter. Normas comunes a los párrafos anteriores”, y el siguiente artículo 251 quáter:

“Artículo 251 quáter.- El que cometiere cualquiera de los delitos previstos en los dos párrafos anteriores será condenado, además, a la pena de inhabilitación absoluta, temporal o perpetua, para ejercer cargos, empleos, oficios o profesiones en empresas que participen como proveedoras de bienes y servicios de los órganos de la administración del Estado o cuyo objeto sea la provisión de bienes o servicios de utilidad pública, en cualquiera de sus grados.”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta enmienda aprobada.

-.-.-

11)

De la Cámara de Diputados


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados propone agregar un número nuevo, mediante el cual agrega al Código Penal el siguiente artículo 260 bis, nuevo. Su texto es el siguiente:

“Artículo 260 bis.- La prescripción en el caso de los delitos dispuestos en los párrafos V, VI, IX y IX bis de este título se suspende respecto de sus autores, cómplices y encubridores, mientras el empleado público que intervino en ellos se encuentre desempeñando el cargo o función pública o un cargo con dependencia, supervigilancia, control o jerarquía, sobre el anteriormente desempeñado.”.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó este número aprobado por la Cámara de Diputados.

4)

Del Senado

12)

De la Cámara de Diputados


En primer trámite constitucional, el Senado acordó agregar, a continuación del artículo 287, los siguientes artículos 287 bis y 287 ter al Código Penal, que sansionan el soborno entre particulares y la administración desleal. Su texto es el siguiente:


“Artículo 287 bis.- El que prometa, ofrezca o diere, en forma directa o indirecta, un beneficio indebido en su propio provecho o en el de un tercero, a una persona que dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier función de dirección o supervisión en ella, a fin que actúe o se abstenga de actuar, con infracción a los deberes inherentes a sus funciones, será sancionado con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa del tanto al cuádruple del beneficio prometido, ofrecido o dado. Asimismo, la persona que dirija una entidad del sector privado o cumpla cualquier función de dirección o supervisión en ella, que solicite o consienta en recibir de cualquier persona, en forma directa o indirecta, un beneficio indebido que redunde en su propio provecho o en favor de un tercero, a fin que actúe o se abstenga de actuar, con infracción a los deberes inherente a sus funciones, será castigado con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa del tanto al cuádruple del beneficio solicitado o consentido.


Artículo 287 ter.- El que, teniendo a su cargo el cuidado, la custodia o la gestión del patrimonio de otra persona, o de alguna parte de éste, en virtud de la ley, de una orden de la autoridad o de un acto o contrato, le causare un perjuicio, sea ejerciendo abusivamente las facultades para disponer por cuenta de este patrimonio, sea ejecutando u omitiendo cualquier otra acción de modo manifiestamente contrario a los intereses del titular del patrimonio afectado, será castigado con presidio menor en su grado máximo, y multa del diez al cien por ciento del perjuicio causado.


Si el hecho recayere sobre el patrimonio de una persona en relación con la cual el sujeto fuere guardador, tutor o curador, o de una persona incapaz que el sujeto tuviere a su cargo en alguna otra calidad, las penas se impondrán en su máximum.”.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó estos preceptos por los siguientes:


“Artículo 287 bis.- El empleado o mandatario que solicitare o aceptare recibir un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o un tercero, para favorecer o por haber favorecido en el ejercicio de sus labores la contratación con un oferente sobre otro, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado medio y multa del tanto al duplo del beneficio solicitado o aceptado. Si el beneficio fuere de naturaleza distinta de la económica, la multa será de cincuenta a quinientas unidades tributarias mensuales.


Artículo 287 ter.- El que diere, ofreciere o consintiere en dar a un empleado o mandatario un beneficio económico o de otra naturaleza, para sí o un tercero, para que favorezca o por haber favorecido la contratación con un oferente por sobre otro será castigado con la pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio dado u ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo, en el caso del beneficio consentido. Además se le sancionará con las penas de multa señaladas en el artículo precedente.”.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó la enmienda aprobada por la Cámara de Diputados.

13)

De la Cámara de Diputados

En este número, la Cámara de Diputados propone  agregar un número 11º, nuevo, al artículo 470 del Código Penal. 


Dicho precepto hace aplicable las penas establecidas en el artículo 467 (Estafas y otros engaños) a un conjunto de conductas descritas en el artículo  470.


La Cámara de Diputados propone agregar, a las diferentes figuras de fraudes o mal uso de recursos que establece dicho precepto, la siguiente conducta:

“11° Al que teniendo a su cargo la salvaguardia o la gestión del patrimonio de otra persona, o de alguna parte de éste, en virtud de la ley, de una orden de la autoridad o de un acto o contrato, le irrogare perjuicio, sea ejerciendo abusivamente facultades para disponer por cuenta de ella u obligarla, sea ejecutando u omitiendo cualquier otra acción de modo manifiestamente contrario al interés del titular del patrimonio afectado.


Si el hecho recayere sobre el patrimonio de una persona en relación con la cual el sujeto fuere guardador, tutor o curador, o de una persona incapaz que el sujeto tuviere a su cargo en alguna otra calidad, se impondrá, según sea el caso, el máximum o el grado máximo de las penas señaladas en el artículo 467.


En caso de que el patrimonio encomendado fuere el de una sociedad anónima abierta o especial, el administrador que realizare alguna de las conductas descritas en el inciso primero, ocasionando perjuicio al patrimonio social será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, además de las penas de inhabilitación especial de tres a cinco años para desempeñarse como gerente, director, liquidador o administrador a cualquier título de una sociedad o entidad sometida a fiscalización de la Superintendencia respectiva, y multa del diez al cien por ciento del perjuicio causado.”.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta modificación al artículo 470 del Código Penal.

Artículo 2º 

Del Senado
Artículo 2º

De la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, el Senado aprobó un artículo 2º que modifica los incisos primero y segundo del artículo 15 de la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica.


El referido artículo 15 determina, en su inciso primero, la pena aplicable a determinados delitos. Al respecto señala que los delitos sancionados en los artículos 250 y 251 bis del Código Penal, y en el artículo 8° de la ley Nº 18.314, se les aplicarán las penas previstas en esta ley para los simples delitos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior.


En su inciso segundo precisa que al delito contemplado en el artículo 27 de la ley Nº 19.913 le serán aplicables las penas de crímenes, según lo dispuesto en el artículo precedente.


Finalmente, señala que tratándose del delito contemplado en el artículo 456 bis A del Código Penal, le serán aplicables las penas previstas en esta ley para los simples delitos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior. En caso de reincidencia configurada en los términos del artículo 7º, se podrá imponer, además, la pena de disolución de la persona jurídica, regulada en el artículo 9º. 

La enmienda aprobada por el Senado consiste en reemplazar los mencionados incisos por el siguiente:


“A los delitos sancionados en el inciso segundo del artículo 250 del Código Penal y en el artículo 8° de la ley Nº 18.314, se les aplicarán las penas previstas en esta ley para los simples delitos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo anterior. A los delitos contemplados en los incisos tercero y cuarto del artículo 250 y en el artículo 251 bis, ambos del Código Penal, y en el artículo 27 de la ley Nº 19.913, les serán aplicables las penas de crímenes, según lo dispuesto en el artículo precedente.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados reemplazó este artículo por otro que modifica diversos preceptos de la ley Nº 20.393.

Dichas enmiendas recaen en los artículos 1º, 9º, 12,  número 2 del artículo 13 y 15 de la mencionada ley.


Ellas son las siguientes:


“1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1, la expresión “artículos 250, 251 bis y 456 bis A” por “artículos 240, 250, 251 bis, 287 bis, 287 ter, 456 bis A y 470, numeral 11°,”.

2) Intercálase en el inciso final del artículo 9, entre las expresiones “los casos de crímenes” y “en que concurra” la frase “y simples delitos”.

3) En el artículo 12:


a) Reemplázase en el numeral 1) la frase “desde doscientas a dos mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuatrocientas a cuatro mil unidades tributarias mensuales”.


b) Reemplázase en el numeral 2) la frase “desde dos mil una a diez mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuatro mil una a cuarenta mil unidades tributarias mensuales”.


c) Reemplázase en el numeral 3) la frase “desde diez mil una a veinte mil unidades tributarias mensuales” por “desde cuarenta mil una a trescientas mil unidades tributarias mensuales.”.

4) Sustitúyese el numeral 2 del artículo 13 por el siguiente:


“2) Comiso. El producto del delito y demás bienes, efectos, objetos, documentos, instrumentos, dineros o valores del mismo serán decomisados. Cuando por cualquier circunstancia no sea posible decomisar estas especies, se podrá aplicar el comiso a una suma de dinero equivalente a su valor.


Asimismo, en todos los casos, se decomisarán los activos patrimoniales cuyo valor correspondiere a la cuantía de las ganancias obtenidas a través de la perpetración del delito.


Dichas ganancias comprenden los frutos obtenidos y las utilidades que se hubieren originado, cualquiera que sea su naturaleza jurídica.


Sin embargo, no podrá imponerse el comiso respecto de las ganancias obtenidas por o para una persona jurídica y que hubieren sido distribuidas entre sus socios, accionistas o beneficiarios que no hubieren tenido conocimiento de su procedencia ilícita al momento de su adquisición.”.


5) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- Determinación legal de la pena aplicable al delito. A los delitos sancionados en el inciso segundo del artículo 250 del Código Penal y en el artículo 8° de la ley Nº 18.314 se les aplicarán las penas previstas en esta ley para los simples delitos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior. A los delitos contemplados en los artículos 240, 250, 251 bis, 287 bis, 287 ter y 470, numeral 11°, del Código Penal, y en el artículo 27 de la ley Nº 19.913, les serán aplicables las penas de crímenes, según lo dispuesto en el artículo precedente.”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó las enmiendas que aprobó la Cámara de Diputados al artículo 2º. 
Artículo 3º

De la Cámara de Diputados


En seguida la Cámara de Diputados propone agregar un artículo 3º, nuevo, que modifica la letra a) del artículo 27 de la ley Nº 19.913, que crea la unidad de análisis financiero y modifica diversas disposiciones en materia de lavado y blanqueo de activos.


La referida letra a) del artículo 27 establece que será castigado con presidio mayor en sus grados mínimo a medio y multa de doscientas a mil unidades tributarias mensuales, quien (letra a)) de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, ley General de Bancos; en el artículo 168 en relación con el artículo 178, Nº 1, ambos del decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 213, del Ministerio de Hacienda, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas; en el inciso segundo del artículo 81 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile; en el párrafo tercero del número 4º del artículo 97 del Código Tributario; en los párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del Título VI, todos del Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 374 bis, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y los artículos 468 y 470, Nº 8, ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.


La modificación aprobada por la Cámara de Diputados supone reemplazar la frase subrayada, por la siguiente: “y los artículos 468 y 470, N° 8, ambos en relación con el inciso final del artículo 467 del Código Penal, y el artículo 470, N° 11, del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta enmienda. 

Artículo 1º transitorio


En primer trámite constitucional, el Senado aprobó una disposición transitoria que establece que esta ley sólo se aplicará a los hechos delictivos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia. La tipificación y sanción establecida en forma previa a esta modificación legal en los artículos 248, 248 bis, 249, 250 y 251 bis del Código Penal y en los incisos primero y segundo del artículo 15 de la ley Nº 20.393, continuarán vigentes para todos los efectos relativos a la persecución de los delitos contemplados en sus disposiciones y perpetrados con anterioridad a la publicación de la presente ley.


En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados sustituyó este precepto por otros que dispone que esta ley sólo se aplicará a los hechos cometidos con posterioridad a su entrada en vigencia. En consecuencia, aquellos hechos perpetrados con anterioridad se regirán por las disposiciones legales vigentes en el momento de su comisión para todos los efectos relativos a la persecución de los delitos, sin perjuicio de las normas relativas a la pena, en que regirá lo dispuesto en el artículo 18 del Código Penal.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro, rechazó esta sustitución. 

- - -


En mérito de las resoluciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer el rechazo de todas las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado.


Concurrieron a este acuerdo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Harboe, Larraín y Pizarro.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 6 de diciembre del año 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente); José García Ruminot (Alberto Espina Otero); (Hernán Larraín Fernández, y Jorge Pizarro Soto (Pedro Araya Guerrero).



Valparaíso, 6 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE DESAFÍOS DEL FUTURO, CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN

(11.101-19)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación tiene el honor de emitir el segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.
Concurrieron del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Gabriel De la Fuente; el Subsecretario, señor Víctor Maldonado, y los asesores, señores Pablo Jorquera, Vicente Aliaga, Ignacio Cárcamo, Christian Torres, y señora María José Solano. 

Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, la Jefa de la División Innovación, señora Paula González y el Asesor, señor David Henríquez.

De la Subsecretaría de Telecomunicaciones de Chile (SUBTEL), el Encargado del Área Espacial, señor Héctor Gutiérrez. 

De la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), el Presidente del Consejo, señor Mario Hamuy; el Consejero, señor Andrés Stutzin; la Jefa de Gabinete, señora Carola Muñoz, y el Asesor, señor Nelson Urrutia.

De la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), el Subgerente Legal, señor Pedro Mena, y la Gerente de Capacidades Tecnológicas, señora Marcela Angulo. 

Del Consejo del Futuro, la Secretaria Ejecutiva, señora Amélie Kim Cheang.

Los asesores del Honorable Senador Girardi, señores Víctor Quezada y Andrés Aguilera.

Del Comité Partido por la Democracia, el Periodista, señor Gabriel Muñoz. 

Del Comité Demócrata Cristiano, el Asesor, señor Aldo Rojas.

De la Pontificia Universidad Católica de Chile, la Directora de Investigación, señora María Elena Boisier; el Subdirector de Investigación, señor Rodrigo Cevallos, y el Profesor Titular y Asesor Científico, señor Alexis Karlegis.

De la Universidad de Chile, el Vicerrector, señor Flavio Salazar; la Directora de Investigación, señora Silvia Núñez; el Coordinador de Unidad de Redes Transdisciplinarias, señor Félix Liberona, y el Profesor de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas, señor Enrique Tirapegui.

De la Universidad Santo Tomás, la Académica, señora Soledad Quiroz.

De la Academia Chilena de Ciencias, la Vicepresidenta, señora Cecilia Hidalgo. 

De la Comisión Chilena de Energía Nuclear, el Coordinador Consejo CyT, señor Leopoldo Soto y el Investigador DCN, señor Gonzalo Avaria.

De la Asociación de Funcionarios de CONICYT (ASFUNCO), el Presidente, señor Arturo Pino; el Tesorero, señor Juan Carlos Ramírez, y la Relacionadora Pública, señora Bárbara Freire.

De la Clínica Alemana, el Coordinador de I+D en Oncología, señor Juan Guillermo Gormaz.

De Artes y Humanidades, la Directora, señora Carolina Gainza.

De Red G9 (Universidades Públicas no Estatales), la Encargada de Comunicaciones, señora Loreto León.

De la Fundación Jaime Guzmán, la Coordinadora Legislativa, señora Teresita Santa Cruz. 

Del Instituto Igualdad, el Asesor, señor José Becerra.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Analista, señor Raimundo Roberts.

De TV SENADO, el Periodista, señor Rodrigo Cruz.

De Cala Comunicaciones, la Periodista, señora Camila Ávalos.
- - -
Cabe hacer presente que la Sala del Senado, en sesión de 13 de septiembre de 2017, fijó plazo para presentar indicaciones hasta el día 28 de septiembre del mismo año. 

Posteriormente, un nuevo acuerdo de la Sala del Senado, de fecha 3 de octubre de 2017, fijó plazo para la presentación de indicaciones hasta el día 4 de octubre de 2017, el que fue ampliado con fecha 4 de octubre del mismo año, hasta el día 10 del mismo mes.

La misma Sala, en sesión de 10 de octubre de 2017, acordó ampliar el plazo de indicaciones hasta el día 11 de octubre y, finalmente, en sesión de 17 de octubre, hasta el 23 de octubre del 2017.
- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO
Crear el Ministerio de Ciencia y Tecnología como la Secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de políticas, planes y programas destinados a fortalecer la ciencia y tecnología como factores del desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país.
- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:
1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los artículos 9, 10, 12, 14, 15, 21, 22, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32 y 33 y artículos primero, segundo, tercero, cuarto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, decimoprimero, decimosegundo y decimotercero transitorios. 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 1 bis (a), 3 ter (c), 3 quáter (a), 5 quáter, 5 quinquies, letra k), 5 quinquies (a), 6 bis, 6 ter, 6 septies (a), 6 octies, 7 bis, 7 ter (a), 9 bis, 17, 20 bis y 28 bis.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: las signadas con los números 1 ter, 1 quáter, 2, 3 ter (a), 5 ter, 6 sexies, 7 ter, 7 quinquies, 9, 13 bis, 14, 29, 29 bis y 30.

4.- Indicaciones rechazadas: las números 3 (a), 3 ter (b), 4, 5 bis, 7, 7 quáter, 10 y 15. 

5.- Indicaciones retiradas: las números 1 bis, 2 bis, 3 bis, 3 ter, 3 quáter, 5 quinquies, letra l), 5 sexies, 6 quáter, 6 quinquies, 6 septies, 10 bis, 10 ter, 10 quáter, 10 quinquies, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: las signadas con los números 1, 3, 5, 6, 8, 11, 12 y 13. 
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Prevenimos que el inciso primero del artículo 20 del proyecto de ley permanente, de aprobarse, tiene el carácter de norma de rango orgánico constitucional, por incidir en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, a que se refiere el inciso primero del artículo 38 de la Constitución Política.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
A continuación se efectúa, en el orden de su articulado y en los términos en que fueron aprobadas en general por la Sala del Senado, una relación de las disposiciones del proyecto sobre las que fueron formuladas indicaciones. 
Artículo 1
Es del siguiente tenor:

“Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto establecer un marco general que estructure, impulse, coordine y promueva las actividades de ciencia, humanidades y desarrollo tecnológico en todas sus etapas, a fin de contribuir al desarrollo económico sustentable y al bienestar social del país.”.
La indicación número 1, del Honorable Senador señor Horvath, sugiere sustituir la oración “a fin de contribuir al desarrollo económico sustentable y al bienestar social del país”, por el siguiente texto: “considerando como pilares fundamentales el desarrollo sustentable del país en sus dimensiones Económica, Social y Ambiental,  de acuerdo a los convenios, tratados y protocolos firmados y ratificados por Chile, incorporando los valores de inclusión, diversidad, igualdad de género y descentralización regional en el ejercicio del quehacer científico”.

La indicación número 1 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Artículo 2
Literalmente, dispone:

“Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, se entenderá por Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”), al conjunto de personas e instituciones, públicas y privadas, que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con dichas materias, comprendiéndose entre ellas la formación de recursos humanos altamente calificados, la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber, el desarrollo y transferencia de tecnología, y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.”.
La indicación número 1 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas; que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados, la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber, el desarrollo y transferencia de tecnología, y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.

La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) de la ciencia, la tecnología e la innovación de base científico-tecnológica y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) del fomento productivo, del emprendimiento e innovación productiva o empresarial, y del  desarrollo tecnológico para fines productivos, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción; y c) de la formación de técnicos y profesionales y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación. Estos ministerios y servicios públicos deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.”.

La indicación número 1 bis fue retirada por el Ejecutivo.
La indicación número 1 bis (a), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas; que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados y técnicos especializados; la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber; el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología, y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.

La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, desarrollo tecnológico para fines productivos y fortalecimiento de recursos humanos para este ámbito, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción; y c) formación de técnicos y profesionales, y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación. 

Los organismos públicos señalados en el inciso anterior deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.”.

La indicación número 1 bis (a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
La indicación número 1 ter, del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar entre la frase “recursos humanos altamente calificados” y la expresión “, la investigación básica y aplicada”, lo siguiente: “y capital humano técnico especializado”.

La indicación número 1 quáter, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar la frase “transferencia de tecnología” por la siguiente: “transferencia y difusión de tecnología”.

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar la siguiente oración final: 

“El Sistema incluirá un diseño integrado de manejo de conocimiento a través de mecanismos de colaboración científica y normativa nacionales e internacionales que busquen legitimidad, competitividad y valor público.”.

Puestas en votación las indicaciones números 1 ter, 1 quáter y 2, fueron aprobadas con modificaciones subsumidas en la indicación número 1 bis (a), por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
La indicación número 2 bis, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 

“La institucionalidad pública del Sistema se compone de todos los órganos, servicios, institutos públicos, y Universidades estatales que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con Ciencia, Tecnología e Innovación. Sin perjuicio de lo anterior, estas materias se estructura principalmente en torno a cuatro ámbitos: a) Fomento de la ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica para la elaboración de políticas públicas y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo; c) formación de técnicos y profesionales y generación de conocimiento en todas las áreas del saber y la cultura en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación, y d) generación de información técnica y científica que sirvan de insumo al desarrollo de políticas públicas a cargo de los Institutos de Investigación del Estados dependientes de las respectivas carteras sectoriales.

Los ministerios, señalados en el inciso anterior, deberán coordinarse entre sí y con el resto de las carteras permanentemente, con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.”.
La indicación número 2 bis fue retirada por su autor.
Artículo 3
Su tenor textual es el siguiente:

“Artículo 3.- Del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también "el Ministerio") como la secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente o la Presidenta de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a fomentar y fortalecer la ciencia, la tecnología y la innovación derivada de la investigación científico-tecnológica (en adelante también “innovación de base científico-tecnológica”) con el propósito de contribuir al desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas que promuevan y orienten el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica tanto a nivel nacional como regional, considerando las características específicas de los territorios y sus estrategias y potencialidades de desarrollo.

En el ejercicio de sus funciones, el Ministerio promoverá que el conocimiento y la innovación de base científico-tecnológica enriquezcan los procesos de formulación e implementación de políticas públicas, fomentando la coordinación y colaboración interministerial, el desarrollo de iniciativas conjuntas dentro del sector público y la cooperación público-privada.”.
La indicación número 3, del Honorable Senador señor Horvath, propone agregar en su inciso primero la siguiente oración final: “El diseño del Ministerio incluirá un Sistema de Conocimiento con principios de Manejo Adaptativo y un espacio científico-normativo basado en la experimentación, el aprendizaje continuo y la colaboración nacional e internacional en materia de ciencia, tecnología y política pública, siguiendo mecanismos de retroalimentación y aprendizaje institucional de largo plazo.”.

Puesta en votación la indicación número 3, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Artículo 4
Es del siguiente tenor:

“Artículo 4.- Funciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio tendrá las siguientes funciones: 

a) Proponer al Presidente o Presidenta de la República políticas, normas, planes y programas en el ámbito de los sectores a su cargo.

b) Fomentar la investigación, básica y aplicada, y la generación de conocimiento en ciencias naturales, ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, ciencias agrícolas, ciencias sociales, y artes y humanidades. En el desarrollo de esta tarea, velará por un adecuado balance entre investigación inspirada por la curiosidad y aquella orientada por objetivos de desarrollo del país o sus regiones.
c) Fomentar, tanto en el ámbito público como privado, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica. Se entenderá por innovación de base científico-tecnológica el desarrollo experimental y las demás actividades científico-tecnológicas que pueden llevar a la generación de productos, procesos o servicios nuevos o sustancialmente mejorados, en las etapas previas a su comercialización. En el cumplimiento de esta función pondrá especial foco en los desafíos estratégicos del país y deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.
d) Fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades humanas, de infraestructura e institucionales para el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y, en especial, promover la instalación y consolidación de centros de investigación y desarrollo y centros tecnológicos de carácter regional o nacional, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.
e) Fomentar la formación de profesionales e investigadores altamente calificados y la inserción de recursos humanos altamente calificados en instituciones académicas, centros públicos y privados de investigación y desarrollo, así como otros organismos del Estado y el sector privado. En este ámbito deberá coordinarse con las Secretarías de Estado que corresponda.

f) Generar, en coordinación con otros organismos públicos del Sistema, y en función de los desafíos estratégicos del país y de las políticas públicas que lleve adelante, instancias de diálogo y coordinación con la comunidad científica, las universidades, las instituciones públicas o privadas que realizan investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica, y los demás actores del Sistema.

g) Fomentar la transferencia de resultados de investigación, conocimientos y tecnologías al sector público, los sectores productivos y la sociedad y, especialmente, promover y fortalecer la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos. En este ámbito deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y a través de éste con el Instituto Nacional de Propiedad Intelectual y la Corporación de Fomento de la Producción, en el ámbito de sus respectivas competencias.

h) Contribuir a la formación de una cultura científica y a la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, tecnología e innovación en el país, en todos los ámbitos.

i) Promover la inversión y participación, así como otros aportes, que puedan realizar personas y entidades privadas en el ámbito de la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica.

j) Velar por la protección y conservación del patrimonio científico y tecnológico nacional.

k) Velar por el desarrollo y promoción de la actividad espacial en el país. En este ámbito, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 

l) Fomentar la vinculación, la colaboración y la cooperación, a nivel nacional e internacional, en el ámbito de los sectores a su cargo.

m) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre ciencia y tecnología, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

n) Colaborar con otros organismos del sector público en el diseño y análisis de programas e iniciativas de investigación científica y desarrollo tecnológico asociadas a los ámbitos de acción de estos últimos y de acuerdo a las prioridades de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos competentes.
o) Las demás funciones que la ley le encomiende.”.
Letra b)

Se formuló la indicación número 3 (a), del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar la expresión “entre investigación inspirada por la curiosidad y aquella orientada por objetivos de desarrollo del país o sus regiones” por lo siguiente: “entre la investigación orientada por objetivos de desarrollo del país o sus regiones y aquella orientada o inspirada por otros objetivos”.

Puesta en votación la indicación número 3 (a) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
Letra c)
Se formularon las indicaciones números 3 bis y 3 ter.

La indicación número 3 bis, del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazarla por la siguiente: 

“c) Fomentar, tanto en el ámbito público como privado, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica. Se entenderá por innovación de base científico-tecnológica el desarrollo experimental y las demás actividades científico-tecnológicas que pueden llevar a la generación de productos, procesos o servicios nuevos o sustancialmente mejorados, en las etapas previas a su comercialización.”.

La indicación número 3 bis fue retirada por su autor.
La indicación número 3 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después del punto y aparte (.) que pasa a ser punto y seguido, la frase “En el cumplimiento de esta función deberá tener en consideración lo señalado en el inciso final del artículo 2.”.
La indicación número 3 ter fue retirada por el Ejecutivo.
La indicación número 3 ter (a), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, después de la expresión: “Fomento y Turismo” y antes del punto y aparte (.), la frase “, teniendo en consideración lo señalado en el inciso final del artículo 2”.

Puesta en votación la indicación número 3 ter (a) fue aprobada con una modificación consistente en eliminar la expresión “inciso final del”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
Sobre su letra d) recayó la indicación número 3 ter (b), del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar la expresión “armónico y equitativo” por lo siguiente: “armónico, equitativo y descentralizado”.

Puesta en votación la indicación número 3 ter (b) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
La indicación número 3 ter (c), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar después del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, la frase: “En el cumplimiento de esta función deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2.”.

Puesta en votación la indicación número 3 ter (c) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahúan, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 3 quáter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente literal j), nuevo, pasando el actual a ser k), y así sucesivamente:

“j) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos públicos de investigación. Se entenderá por institutos públicos de investigación a las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y a las personas jurídicas de derecho privado en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior estatales y privadas; cuyo objeto principal sea la realización de actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación o la generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.”.

La indicación número 3 quáter fue retirada por el Ejecutivo.
La indicación número 3 quáter (a), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente literal j), nuevo, pasando el actual a ser k), y así sucesivamente:
“j) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos. 

Se entenderá por institutos tecnológicos y de investigación públicos a las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y a las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior; que lleven a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.”.  

En relación a la indicación en estudio, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, explicó que muchos de los institutos tecnológicos y de investigación púbica realizan apoyo a la información de regulación de políticas públicas como el IFOR (Instituto Forestal) y el INFOP (Instituto de Fomento Pesquero) los que efectúan tanto investigación como apoyo a las políticas públicas que ejecutan sus propios ministerios. Precisó que se han incorporado diferentes institutos. Unos, forman parte de la administración del Estado como el Instituto Antártico y otros, son privados pero el Estado tiene participación en sus directorios. En cuanto a las universidades, añadió que ellas han sido excluidas porque no son institutos tecnológicos públicos.
El Honorable Senador señor De Urresti consultó si los centros regionales y los centros Milenio caben dentro de la denominación señalada en la indicación en debate. Señaló efectuar esta pregunta porque aspira a que, bajo esta figura, no se re centralicen los aportes. 
El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que según la definición señalada, ellos debieran considerarse como incorporados. Sin perjuicio de aquello, se comprometió a entregar un listado de todos los centros que se encuentran incluidos dentro de la definición entregada, es decir, aquellos que forman parte de la administración del Estado y personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en la que el Estado tiene participación o representación, excluidas las instituciones de educación superior.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que los institutos Milenio, que poseen personalidad jurídica propia, son corporaciones o fundaciones privadas sin fines de lucro y el Estado no tiene participación.  Por lo tanto, explicó que de acuerdo a esta definición, quedan excluidas y operan con la lógica de los financiamientos acotados en el tiempo y no califican para ser institutos tecnológicos de investigación.

Puesta en votación la indicación número 3 quáter (a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 4, de autoría del Honorable Senador señor Horvath, propone consultar un literal nuevo del siguiente tenor:
“…) Fomentar e incentivar el aporte y apoyo de científicos y académicos al desarrollo de políticas públicas en diversas áreas del quehacer nacional, incluyendo tanto aspectos asociados a cubrir vacíos de información que dificultan la toma de decisiones como el aporte en procesos de diseño de políticas públicas.”.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, señaló que lo prescrito en esta indicación se encuentra contenido, casi íntegramente, en el inciso tercero del artículo 3 del proyecto de ley que señala que en el ejercicio de sus funciones el Ministerio promoverá que el conocimiento y la innovación de base científico-tecnológica enriquezca los procesos de formulación e implementación de políticas públicas; fomentando la coordinación y colaboración interministerial y el desarrollo e iniciativas conjuntas dentro del sector público y la cooperación público privada, cumpliéndose, de esta manera, el objetivo planteado por el Honorable Senador señor Horvath.

Puesta en votación la indicación número 4 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación N° 5, del Honorable Senador señor Horvath, para introducir la siguiente letra nueva: 

“…) Velar por la incorporación de instrumentos que permitan la adaptación y aprendizaje institucional y de las políticas públicas que lleve adelante, continuo y de largo plazo, creando mecanismos de retroalimentación ad hoc.”.

Puesta en votación la indicación número 5 fue declarada inadmisible por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
°°°

La indicación número 5 bis, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar la siguiente nueva letra:

“...) Velar por el desarrollo y fomento de los Institutos de Públicos del Estado, tanto respecto de aquellos que desarrollen investigación para el desarrollo económico productivo como aquellos que propendan a la investigación para el desarrollo de políticas públicas nacionales.

Para ello deberá desarrollar programas específicos para la inserción de profesionales altamente calificados en las entidades, así como para el mejoramiento de las capacidades requeridas para el cumplimiento de sus objetivos.”.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, señaló que al aprobar el tema relacionado con las capacidades científicas se está incorporando la inserción de profesionales altamente calificados tal como se recomendó.

Puesta en votación la indicación número 5 bis fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi. 

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a presentar una proposición en la oportunidad en que el proyecto de ley sea analizado en la Comisión de Hacienda del Senado.

°°°

La indicación número 5 ter, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar el siguiente inciso final:

“En el ejercicio de las funciones señaladas precedentemente, y en especial las establecidas en los literales c), d) y e), se deberá tener en consideración lo dispuesto en el inciso final del artículo 2º y en particular la coordinación efectiva con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, y los desafíos estratégicos y de fomento productivo del país.”.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, explicó que el Ejecutivo presentó la indicación número 3 ter (c) que tiene por finalidad agregar en la letra d) del artículo 4, relativo a las funciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, una frase que señala que para su cumplimiento deberá coordinarse, especialmente, con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2 que se refiere al Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación.
Puesta en votación la indicación número 5 ter fue aprobada con modificaciones subsumida en la indicación número 3 ter (c) por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

Artículo 5
Literalmente, dispone:

“Artículo 5.- Atribuciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio tendrá, en especial, las siguientes atribuciones:

a) Diseñar programas o instrumentos para el otorgamiento de subvenciones, préstamos u otras ayudas para el desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, que serán ejecutados por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, pudiendo establecer objetivos, requisitos para la postulación y asignación, procesos y criterios de evaluación, condiciones bajo las que se asignarán los recursos y mecanismos de seguimiento y evaluación, entre otros elementos.

b) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, los que podrán considerar la transferencia de recursos, debiendo en dicho caso someterse a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. 

c) Realizar o encargar estudios e investigaciones y generar estadísticas, indicadores y evaluaciones que apoyen tanto la elaboración de políticas públicas como su seguimiento, medición y evaluación.

d) Establecer vínculos de colaboración y cooperación, así como participar en organismos internacionales en el ámbito de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos de la Administración del Estado.

e) Solicitar y recibir de los órganos de la Administración del Estado y de entidades o personas del sector privado, información y antecedentes respecto de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, debiendo coordinarse, en lo que corresponda, con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

f) Otorgar reconocimientos a personas e instituciones que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las ciencias, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.

g) Desarrollar actividades que promuevan la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica en la sociedad.

h) Mantener y gestionar, de manera coordinada con otros organismos públicos, información respecto de las capacidades y producción del país en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, así como estadísticas e información de interés público respecto de los recursos que los organismos de la Administración del Estado entregan a los sectores público y privado para el desarrollo de estas materias.
i) Solicitar al Instituto Nacional de Normalización la elaboración y homologación de normas técnicas sobre procesos y recintos de investigación científico-tecnológica, las que podrán ser declaradas como normas oficiales mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio.

j) Elaborar manuales de buenas prácticas en materia de actividades, procesos o instalaciones para la investigación científica, desarrollo experimental e innovación de base científico-tecnológica.

k) Las demás atribuciones que la ley le otorgue.”.
Sobre su letra c), recayó la indicación número 5 quáter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar luego de la frase “encargar estudios,” la expresión “análisis prospectivos”.
El Honorable Senador señor Girardi señaló que es de suma importancia que una política de futuro tenga posibilidad de generar prospectiva. Manifestó su voto favorable debido a que considera que la indicación es muy valiosa.
Puesta en votación la indicación número 5 quáter fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 5 quinquies, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar los siguientes literales k) y l), nuevos, pasando el actual literal k) a ser m):

“k) Realizar procesos de capacitación a los funcionarios y funcionarias públicas en materias relacionadas con las funciones del Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.

l) Solicitar la colaboración de las Universidades del Estado para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.”.
El Honorable Senador señor De Urresti señaló que en la letra l) de esta indicación ha habido una omisión por parte del Ejecutivo en lo relativo a la solicitud de colaboración de las universidades del Estado. Recordó que se produjo un largo debate al respecto. No se pueden excluir las universidades Santa María, Austral de Chile y Concepción.
El Honorable Senador señor Girardi expresó que esta situación implica, asimismo, una responsabilidad de esas instituciones ya que no sólo debe quedar expresada en la ley sino que también implica la voluntad de responder a los mandatos.
El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, señaló que el Ejecutivo se compromete a buscar una nueva redacción de manera de poder incluirlas.

Puesta en votación la letra k) de la indicación número 5 quinquies fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
La letra l) de la indicación número 5 quinquies fue retirada por el Ejecutivo.

Posteriormente, se formuló la indicación número 5 quinquies (a), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente literal l), nuevo, y reordenándose los siguientes: 

“l) Solicitar a las universidades, que se encuentren acreditadas en el área de investigación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.129, para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.”.
El Honorable Senador señor Girardi señaló que éste un tema muy relevante para todas aquellas universidades que no son estatales. Indicó que se debiera disponer de un marco que establezca una frontera, una clausura. Las universidades que están acreditadas en el ámbito científico son aquellas que, además de hacer docencia, efectúan investigación. Indicó ser partidario de que las universidades que no efectúan investigación no deben recibir fondos y las que sí la realizan los deben percibir, independientemente que sean estales o no estatales. 

Puesta en votación la indicación número 5 quinquies (a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.

°°°

La indicación número 5 sexies, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar las siguientes letras nuevas:

“...) Requerir a las Universidades del Estado para que, en conformidad a su misión, colaboren en la elaboración, desarrollo y ejecución de políticas, planes y programas en materia de desarrollo científico y tecnológico, a nivel nacional y regional. 

“…) Participar en la elaboración de los presupuestos de Ciencia, Tecnología e Innovación, esto es, en los presupuestos de investigación de los Ministerios sectoriales, promoviendo su coherencia con la Estrategia Nacional y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. En ejercicio de esta facultad, deberá fijar de común acuerdo con el ministerio sectorial, indicadores de gestión asociados a presupuestos. Con tal finalidad se deberá contar con la aprobación de la Dirección de Presupuestos.”.
La indicación número 5 sexies fue retirada por su autor.
°°°

Artículo 6
Textualmente, prescribe:

“Artículo 6.- De la organización del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio se organizará de la siguiente manera:

a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

b) El Subsecretario o Subsecretaria de Ciencia, Tecnología e Innovación.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales. 

Un reglamento expedido a través del Ministerio determinará su estructura interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. En dicha estructura se deberán considerar las unidades funcionales necesarias para el cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio, tales como: políticas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica; coordinación  intersectorial e interinstitucional; estudios, prospectiva, estadísticas e indicadores; y difusión y cultura de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

Adicionalmente, el Ministro o Ministra de Ciencia,  Tecnología e Innovación constituirá, mediante decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", un consejo asesor ministerial para el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. En su conformación deberá considerar personas de destacada labor provenientes de los campos de la investigación científica, el desarrollo tecnológico, la innovación y la academia; así como personas provenientes del sector empresarial o productivo. Su integración deberá propender al equilibrio de género y a una adecuada representación de las regiones, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias. “.

Sobre su inciso segundo, recayó la indicación número 6, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por los dos siguientes: 

“Para cumplir sus objetivos, el Ministerio se organizará como un sistema de conocimiento socio-técnico con mecanismos de retroalimentación, aprendizaje y adaptación. Contará con métodos de monitoreo y evaluación internos y externos en todos sus niveles, midiendo su progreso en base a los principios de eficiencia y eficacia. Desarrollará una institucionalidad dinámica, heterogénea, definida por la práctica adaptativa y la experimentación en la interfaz entre ciencia y política pública.

Adicionalmente, el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación constituirá, mediante decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", un consejo asesor ministerial para el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. En su conformación deberá considerar personas de destacada labor provenientes de los campos de la investigación científica, el desarrollo tecnológico, la innovación y la academia; así como personas provenientes del sector empresarial o productivo, y de la sociedad civil, pudiendo cualquiera de ellos desarrollar sus labores en el territorio nacional o extranjero. Para favorecer una mirada global en el Ministerio, se sugiere incluir en el consejo a lo menos un científico o académico chileno residente en el extranjero. Su integración deberá propender al equilibrio de género y a una adecuada representación de las regiones, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias.”.

Puesta en votación la indicación número 6 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Artículo 7
Es del siguiente tenor literal:
“Artículo 7.- De las Secretarías Regionales Ministeriales. El Ministerio se desconcentrará territorialmente en cuatro Secretarías Regionales Ministeriales, que estarán a cargo de un Secretario o Secretaria Regional Ministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación, y que representarán al Ministerio en una o más regiones.”.
Sobre este artículo recayeron las indicaciones números 6 bis, 6 ter, 6 quáter, 6 quinquies, 6 sexies y 6 septies.

La indicación número 6 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “cuatro” por la expresión “cinco”.
Puesta en votación la indicación número 6 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 6 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, del siguiente tenor:

“Mediante uno o más decretos supremos, expedidos a través del Ministerio, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada Secretario o Secretaria Regional Ministerial. Para efecto de estas definiciones se deberán considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, además de sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología.

Cada Secretaría Regional Ministerial dispondrá de una organización interna adecuada para relacionarse regularmente con las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación y con otros actores del Sistema.”.

Puesta en votación la indicación número 6 ter fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.

°°°

La indicación número 6 quáter, de los Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, Chahuán, De Urresti y Girardi, para eliminar la expresión “cuatro”.

La indicación número 6 quáter fue retirada por sus autores.

La indicación número 6 quinquies, de los Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, Chahuán, De Urresti y Girardi, para agregar a continuación de la expresión “representarán al Ministerio en una o más regiones”, la siguiente frase “, preferentemente en aquellas donde existan polos o desarrollos científicos consolidados o estratégicos”.
La indicación número 6 quinquies fue retirada por sus autores.
La indicación número 6 sexies, de los Honorables Senadores señora Goic y Senador señor De Urresti, para agregar a continuación del actual punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:

“La determinación de los territorios en que se instalará cada Seremi se realizará en un plazo no superior a tres meses desde la dictación de la presente ley.”.
Puesta en votación la indicación número 6 sexies fue aprobada con modificaciones subsumida en la indicación número 29 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 6 septies., del Honorable Senador señor Girardi, para agregar el siguiente inciso final:

“Sin perjuicio de lo anterior, cada región contará con un delegado regional, dependiente del Gobierno Regional, cuya función principal será la de coordinar con el Secretario Regional respectivo las acciones destinadas a la implementación y desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de su respectiva región.”.
La indicación número 6 septies fue retirada por su autor.
°°°

Artículo 8
Textualmente, dispone:

“Artículo 8.- Funciones y atribuciones de las Secretarias Regionales Ministeriales. Las Secretarías Regionales Ministeriales tendrán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Coordinar, los planes y programas de ciencia, tecnología e innovación de base científica tecnológica que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.

b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia en las respectivas regiones, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.

c) Apoyar técnicamente a los gobiernos de las respectivas regiones en la elaboración y revisión de sus políticas y estrategias de desarrollo en los ámbitos de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y en la definición de marcos estratégicos que orienten el gasto de los recursos regionales destinados a estas actividades, en el marco de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18.

d) Promover la coordinación y el desarrollo de iniciativas conjuntas entre las regiones sobre las que tenga competencia la respectiva Secretaría Regional Ministerial, en el marco de las políticas generales del Ministerio.

e) Participar en las instancias público-privadas que se establezcan en las respectivas regiones para la definición de estrategias relacionadas con el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación.

f) Promover la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos en las respectivas regiones y fomentar la vinculación público-privada para el desarrollo de iniciativas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica. En este ámbito, deberá coordinarse con todas las instituciones y, especialmente, con las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.
g) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.”. 

Sobre su letra b) recayó la indicación número 6 septies (a), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia o perspectiva regional, considerando para ello las estrategias de desarrollo y de ciencia, tecnología e innovación adoptadas por las regiones sobre las que tenga competencia, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.”.

Puesta en votación la indicación número 6 septies (a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
La indicación número 6 octies, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar en su letra d), la expresión “la coordinación y” por “instancias de coordinación entre los actores regionales del Sistema e impulsar”.

Puesta en votación la indicación número 6 octies fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.

Artículo 11
Es del siguiente tenor:

“Artículo 11.- Atribuciones de la Agencia. Para el cumplimiento de su objeto, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la generación de conocimiento en todos los campos de la ciencia y la tecnología; el desarrollo tecnológico; y la innovación de base científico-tecnológica.

b) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la generación, instalación o fortalecimiento de capacidades para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional y regional.

c) Ejecutar programas o instrumentos que permitan o hagan más eficiente el acceso a insumos, infraestructura y servicios para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional o regional.
d) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la investigación científica y tecnológica de manera asociativa. 

e) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la formación, en Chile o en el extranjero, de profesionales e investigadores altamente calificados.

f) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la inserción y atracción de recursos humanos altamente calificados, en instituciones académicas; centros de investigación científica y desarrollo tecnológico, públicos o privados; además del Estado, y el sector productivo.

g) Ejecutar programas o instrumentos que contribuyan a la generación o fortalecimiento de redes u otras instancias de cooperación nacional e internacional en investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica.
h) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la transferencia de conocimiento y tecnología a través de la colaboración y vinculación de las instituciones que realizan investigación y desarrollo, en especial las universidades y centros científico-tecnológicos, con los sectores productivos, las empresas y el sector público.

i) Gestionar y ejecutar programas que apoyen la difusión pública de resultados de investigación en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

j) Elaborar e implementar las bases de concursos, convocatorias y evacuar todo acto administrativo que sea necesario para la ejecución de los programas o instrumentos indicados precedentemente, de acuerdo a las definiciones establecidas por el Ministerio.

k) Gestionar y administrar sistemas de acceso a la información científica nacional e internacional para fines de investigación, educación e innovación.
l) Desarrollar y administrar sistemas de información que permitan el seguimiento de la gestión de los programas, instrumentos y recursos públicos que ejecuta.

m) Solicitar cauciones a los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta.

n) Coordinarse, en los niveles que corresponda, y en el marco de sus respectivas competencias, con los Ministerios de Educación, de Economía, Fomento y Turismo, y otras Secretarías de Estado; con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda; y con la Corporación de Fomento de la Producción y el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de la participación o colaboración de estos organismos o de la información que puedan proporcionar.

o) Integrar y participar en la formación y constitución de personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea la promoción, información, desarrollo y coordinación de iniciativas de investigación, transferencia y difusión de conocimientos científicos y tecnológicos e innovación de base científico-tecnológica. Del mismo modo, la Agencia está facultada para participar en la disolución y liquidación de las entidades de que forme parte, con arreglo a los estatutos de las mismas.

Esta atribución sólo podrá ejercerse por resolución, debiendo obtener previamente la autorización de los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Hacienda. 

En ningún caso la Agencia podrá caucionar compromisos u obligaciones contraídas por las entidades a cuya constitución o integración contribuya.

p) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a alcanzar los objetivos de la Agencia, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

q) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.”.

°°°

La indicación número 7, del Honorable Senador señor Horvath, sugiere incorporar una nueva letra del siguiente tenor: 

“…) Crear y gestionar una plataforma de libre acceso que recabe, aloje, organice, sistematice y difunda los datos e investigaciones acerca de Chile generados por proyectos de investigación chilenos desarrollados con fondos públicos, privados o por proyectos de cooperación internacional.”.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, señaló que esta materia ya está incorporada tanto en la letra i) como en la letra k) del artículo 11 del proyecto de ley aprobado en general. La Agencia, explicó, cuenta con diferentes atribuciones y una de ellas, según lo establece la letra i), es gestionar y ejecutar programas que apoyen la difusión pública de resultados de investigación de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica. Asimismo, la letra k), prosiguió, permite gestionar y administrar sistemas de acceso a la información científica nacional e internacional para fines de investigación, educación e innovación quedando, de esta manera, resguardado el objetivo buscado que es que los investigadores tengan acceso a las publicaciones y a los datos que se generan sin que por ello se produzca riesgo para que ellos puedan publicar en revistas científicas internacionales.

Puesta en votación la indicación número 7 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urreseti y Girardi.

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la posibilidad de ampliar la redacción de estas letras en sincronía con las indicaciones presentadas.
°°°

Artículo 13
Su contenido textual es el que sigue:

“Artículo 13.- Del Director o Directora Nacional. El Director o Directora Nacional tendrá las siguientes atribuciones:

a) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, administrar y supervigilar el funcionamiento de la Agencia y sus bienes.

b) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos institucionales, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

c) Informar al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación en los asuntos propios de la Agencia y asesorarlo respecto del diseño de programas e instrumentos que esta última deberá ejecutar.

d) Conformar comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, con el objeto de apoyar y asesorar al Director o Directora en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ejecute la Agencia. Una resolución definirá los procedimientos de conformación y el funcionamiento de estos comités. Dichos procedimientos deberán ser públicos y transparentes.
e) Adjudicar los concursos o convocatorias para la asignación de las subvenciones, préstamos o cualquier tipo de ayudas que otorgue la Agencia, previa propuesta de uno o más comités técnicos o de expertos, según lo establecido en el literal anterior.

f) Reprogramar, prorrogar u otorgar nuevos plazos respecto a obligaciones no monetarias de los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta la Agencia. Esta facultad sólo podrá ejercerla en casos calificados y de forma fundada, debiendo obtener previamente la autorización del Ministerio.

Un reglamento expedido a través del Ministerio regulará las condiciones para el ejercicio de esta facultad.

g) Encomendar la ejecución de acciones o servicios y entregar la administración de bienes o derechos de cualquier naturaleza de que sea titular la Agencia a personas o instituciones públicas o privadas, mediante la celebración de convenios, para el debido cumplimiento de los objetivos y funciones de la Agencia.

h) Requerir de otros organismos del Estado la información y antecedentes necesarios para el adecuado cumplimiento de los objetivos y atribuciones de la Agencia, así como de sus propias atribuciones.

i) Delegar las atribuciones propias y las de la Agencia en funcionarios de su dependencia, a excepción de la establecida en la letra f) de este artículo 

j) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.”.
Letra g)

Recayeron las indicaciones números 7 bis, 7 ter y 7 ter (a).

La indicación 7 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar luego de la expresión “Agencia”, la segunda vez que aparece, y antes del punto y aparte, la expresión “, a excepción de la definición de los programas e instrumentos que deba ejecutar”.

Puesta en votación la indicación número 7 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
La indicación número 7 ter, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar un párrafo segundo del siguiente tenor: 

“Esta facultad, en lo referido a la administración de bienes o derechos de cualquier naturaleza de que sea titular la Agencia destinado a personas o instituciones privadas, deberá aplicar a su respecto las normas del Título III del decreto ley Nº 1.939, de 1977.”

Puesta en votación la indicación número 7 ter fue aprobada con modificaciones, subsumida en la indicación número 7 ter (a) por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.

La indicación número 7 ter (a), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar, en su literal g), luego del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente: “Dichos convenios deberán contemplar cláusulas que permitan a la Agencia ponerles fin de forma anticipada por razones de interés general o en el evento que no se esté dando cumplimiento a los objetivos tenidos en cuenta para su celebración.”.

Puesta en votación la indicación número 7 ter (a) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 7 quáter, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un Titulo IV, nuevo denominado “De los Institutos de investigación del Estado.”, pasando el actual Título IV a ser V, y los siguientes en su orden correlativo.

Artículo XX.- Los Institutos de Investigación del Estado que cumplen funciones estratégicas para desarrollo nacional, tales como la Comisión Chilena de Energía Nuclear, el Instituto Geográfico Militar, el Instituto Antártico Chileno, el Instituto de Salud Pública de Chile, el Comité Oceanográfico Nacional, el Instituto Nacional de Hidráulica, el Servicio Nacional de Geología y Minería, Comisión Chilena del Cobre, se regirán por su legislación específica y por lo establecido en el presente Título.

Estos órganos deberán coordinarse, a través de sus Ministerios, con el Ministerio de Ciencia y Tecnología en lo referente a materias de carácter científico, en pos de desarrollar investigación de excelencia dentro de las misiones específicas que cada uno de ellos desarrolla.

Artículo XX.- Son funciones de los Institutos de Investigación del Estado las siguientes:

a) Contribuir a la definición de los objetivos de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación y del Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación cuando así se le requiera.

b) Asesorar en materia de investigación científica y técnica a los órganos que constituyen la institucionalidad pública del Sistema y a los Gobiernos Regionales cuando lo soliciten.

c) Gestionar y ejecutar los planes de acción nacionales y sectoriales que les sean asignados en el marco de la Política Nacional de Ciencia, tecnología e Innovación.

d) Informar anualmente al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, en lo referente al trabajo 

e) Cualquier otra que le sea encomendada por la Administración competente.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, indicó que, a juicio del Ejecutivo, los temas abordados en la indicación formulada por el Senador señor Girardi están tratados tanto en la indicación número 29, que incorpora un artículo decimotercero transitorio como, asimismo, en la indicación 28 bis que faculta al Presidente o Presidenta de la República para adecuar los reglamentos y decretos que regulan a los institutos tecnológicos y de investigación públicos, reflejándose, de esta manera, la preocupación y la coordinación en estas materias.
El Honorable Senador señor Girardi insistió que es necesario efectuar un estudio y análisis más profundo de las materias abordadas en esta indicación.

La indicación número 7 quáter fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi. 

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a presentar una proposición en la oportunidad en que el proyecto de ley sea analizado en la Comisión de Hacienda del Senado.
°°°

Artículo 16

Es del siguiente tenor:

“Artículo 16.- Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo. Existirá una Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo (en adelante también "la Estrategia"), la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos y oportunidades de desarrollo del país, generando un marco que oriente las políticas públicas y los instrumentos de apoyo a la formación de recursos humanos altamente calificados, la investigación y generación de conocimiento, el desarrollo y transferencia de tecnología, la innovación y el desarrollo de una cultura de ciencia, tecnología e innovación.

La Estrategia deberá contener, a lo menos, un diagnóstico de las tendencias globales y análisis prospectivos de las oportunidades y desafíos para el desarrollo integral, inclusivo y sostenible de Chile en el escenario mundial; propuestas para el desarrollo del país, a nivel nacional o regional, basadas en el fomento de la ciencia, tecnología e innovación; orientaciones sobre prioridades estratégicas para el gasto público en materias de ciencia, tecnología e innovación, y criterios, metas e indicadores para el seguimiento y evaluación del desempeño y desarrollo del Sistema en el mediano y largo plazo.

Una revisión de la Estrategia deberá ser presentada al Presidente o Presidenta de la República al inicio de su mandato, a más tardar en el mes de marzo. Esta servirá como orientación para la elaboración de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación a la que se refiere el Párrafo 2° del presente Título.

Para la elaboración o revisión de la Estrategia se deberán contemplar procedimientos de participación y de diálogo con los distintos agentes del Sistema, los gobiernos regionales, organizaciones de la sociedad civil y la ciudadanía.”.

Inciso segundo

Sobre este inciso recayó la indicación número 7 quinquies, del Honorable Senador señor Bianchi, para reemplazar la expresión “o” ubicada en entre las palabras “nacional” y “regional” por  “y”.

Puesta en votación la indicación número 7 quinquies fue aprobada con una modificación consistente en reemplazar la conjunción disyuntiva “o” por la expresión “y/o”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
Artículo 17

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 17.- Del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo. El Presidente o Presidenta de la República, mediante decreto supremo, creará un consejo asesor presidencial denominado "Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo" (en adelante también el "Consejo Nacional de CTI"). 

El Consejo Nacional de CTI tendrá como misión asesorar al Presidente o Presidenta de la República en el análisis prospectivo de las tendencias de desarrollo globales y nacionales; en la formulación de propuestas destinadas a fortalecer y desarrollar el Sistema; y en la elaboración y revisión, con mirada sistémica y de largo plazo, de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo.

El Consejo Nacional de CTI estará compuesto por su presidente o presidenta y por catorce consejeros o consejeras designados por el Presidente o Presidenta de la República, propendiendo a una adecuada representación de las regiones y equilibrio de género, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias. Para ello, se contemplará la participación de investigadores de reconocido desempeño en los campos de la ciencia y la tecnología, es decir las artes y las humanidades, las ciencias sociales, las ciencias agrícolas, médicas y de la salud, las ciencias naturales, y la ingeniería y tecnologías; profesionales de reconocida trayectoria en políticas de desarrollo y en ciencia, tecnología e innovación; personas de destacado desempeño y experiencia en los sectores de la gran, mediana y pequeña empresa y del emprendimiento; académicos o expertos en el ámbito de formación de profesionales y técnicos; y personas de destacada labor en el ámbito del desarrollo social o la innovación social.

El Consejo Nacional de CTI se renovará por parcialidades. Los consejeros o consejeras no percibirán dieta por el desempeño de sus funciones y durarán cuatro años en el ejercicio de las mismas. Un reglamento regulará la forma y modo para implementar lo señalado en este inciso y en el anterior.

En el desarrollo de sus tareas el Consejo Nacional de CTI deberá relacionarse y coordinarse especialmente con los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación, de Economía, Fomento y Turismo, de Educación, y con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda, así como con las principales entidades y servicios públicos del Sistema. Podrá también convocar a otros ministerios para analizar desafíos estratégicos sectoriales relacionados con ciencia, tecnología e innovación, y solicitar de ellos y de otras instituciones públicas que conformen el Sistema, a través de la contraparte técnica que estas determinen, información respecto de políticas, programas, iniciativas y demás materias relevantes para la elaboración, revisión o seguimiento de la Estrategia.

Las sesiones del Consejo se registrarán en actas, las cuales serán públicas una vez que sean aprobadas; y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los temas tratados y las conclusiones a las que se arribó.

La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá prestar apoyo administrativo y material al Consejo Nacional de CTI para el adecuado desempeño de sus tareas.”.

Inciso tercero

La indicación número 8, del Honorable Senador señor Horvath, para consultar una oración final del tenor siguiente: “Al menos uno de ellos debe ser parte de algún centro académico de excelencia en el extranjero.”.

Puesta en votación la indicación número 8 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Inciso cuarto
La indicación número 9, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación de la locución “sus funciones”, la expresión: “, pero percibirán el pago de los gastos de traslado y viáticos derivados de su concurrencia a las sesiones del Consejo,”.
Puesta en votación la indicación número 9 fue aprobada con modificaciones subsumida en la indicación número 9 bis por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi. 

La indicación número 9 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, después de la expresión “de las mismas.” y antes de “Un reglamento”, la frase “Los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones serán financiados según el presupuesto de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación.”.

Puesta en votación la indicación número 9 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
Inciso quinto

Sobre este inciso recayeron las indicaciones números 10, 10 bis, 10 ter, 10 quáter y 10 quinquies.

La indicación número 10, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación de la expresión “Educación,” la frase: “del Medio Ambiente”.

Puesta en votación la indicación número 10 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.

La indicación número 10 bis, del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar entre la frase “las principales entidades” y la frase: “y servicios públicos del Sistema” lo siguiente: “, institutos de investigación del Estado”.

La indicación número 10 bis fue retirada por su autor.
°°°

La indicación número 10 ter, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar el siguiente nuevo inciso sexto, pasando el actual a ser el noveno: 

“Además, para la elaboración de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, podrá requerir a todas las instituciones públicas que integren el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para que informen en el plazo de 30 días hábiles, la implementación y estado de ejecución de los planes, programas y lineamientos consagrados en la Estrategia y Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Información.”

La indicación número 10 ter fue retirada por su autor.

°°°

La indicación número 10 quáter, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar el siguiente nuevo inciso séptimo: 

“El presidente del Consejo Nacional de CTI tendrá la obligación de coordinarse con los demás Ministerios sectoriales, entidades y servicios públicos del Sistema, y representarlos en el Consejo, sin derecho a voto. Para ello cada Ministerios sectoriales, entidades y servicios públicos, deberá designar al dentro del primer mes del año a la contraparte técnica que se relacionará con el presidente del Consejo Nacional de CTI para éstos efectos.”

La indicación número 10 quáter fue retirada por su autor.

°°°

La indicación número 10 quinquies, del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir el inciso final por el siguiente:

“El Consejo Nacional de CTI contará con una Secretaría Técnica que le deberá prestar apoyo administrativo, material y técnico para el cumplimiento de los objetivos del Consejo.”

El Ministro del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente explicó que al agregarle una Secretaría Técnica al Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación lo que se está haciendo es sobre institucionalizarlo. Para los efectos de realizar seguimientos y prestar ayuda, explicó, se está generando una tarea en la Subsecretaría de Ciencia y Tecnología del nuevo Ministerio. 

La indicación número 10 quinquies fue retirada por su autor.
Artículo 18

Literalmente, dispone:
“Artículo 18.- Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Existirá una Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también "la Política"), la que establecerá los objetivos y lineamientos generales de las políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el período presidencial respectivo.

La Política será definida con mirada sistémica y de corto y mediano plazo y deberá contener al menos: los objetivos y lineamientos generales para el período presidencial en materias de desarrollo científico-tecnológico e innovación, y de recursos humanos altamente calificados; prioridades o énfasis basados en la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, en las estrategias regionales de desarrollo o en desafíos estratégicos sectoriales; ejes de acción, y metas de mediano plazo.

La Política será propuesta al Presidente o Presidenta de la República por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, dentro de los cuatro primeros meses del período presidencial, y se aprobará por decreto supremo expedido a través del Ministerio.”:
Inciso segundo

La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir la frase “de corto y mediano plazo” por la siguiente: “de corto, mediano y largo plazo”.

Puesta en votación la indicación número 11 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
La indicación número 12, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación de la frase “y metas de mediano plazo” la expresión: “; direccionamiento de instrumentos de política pública para su implementación, y mecanismos de control y evaluación que permitan el aprendizaje y adaptación institucional continua”. 

Puesta en votación la indicación número 12 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Inciso tercero

La indicación número 13, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por los incisos tercero y cuarto nuevos, del tenor siguiente: 

“El desarrollo de la política pública debe realizarse a través de un proceso participativo con los actores involucrados de la academia, sector público, sector privado y sociedad civil. De dicho proceso debe emanar una antepropuesta. 

La Política será propuesta al Presidente o Presidenta de la República por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, tomando en consideración los lineamientos contenidos en la antepropuesta señalada en el inciso precedente, dentro de los cuatro primeros meses del período presidencial, y se aprobará por decreto supremo expedido a través del Ministerio. Esta Política deberá ser revisada, a lo menos, cada seis años contados desde su implementación.”.

Puesta en votación la indicación número 13 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por referirse a materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Artículo 19

Es del siguiente tenor:
“Artículo 19.- Plan de Acción. La implementación de la Política se orientará a través de un Plan de Acción, el que será elaborado junto con la Política y revisado a más tardar en abril de cada año por el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación establecido en el artículo siguiente. Este plan deberá contener, a lo menos, los programas que lo integran, indicando el o los órganos públicos responsables; y la priorización de actividades, acciones y medidas específicas para el cumplimiento de dichos programas, los plazos de ejecución, las metas a alcanzar y los indicadores para su evaluación.

El Plan de Acción, así como su revisión, serán aprobados mediante resolución del Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.”.
Inciso primero

La indicación número 13 bis, del Honorable Senador señor Bianchi, para agregar después del punto (.) ubicado a continuación de la palabra “evaluación”, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el plan de acción deberá mencionar la forma en que será ejecutado en cada una de las regiones del país.”

Puesta en votación la indicación número 13 bis fue aprobada con una modificación consistente en incorporar, a continuación de la palabra “país”, la frase “, cuando corresponda”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.

Artículo 20

Textualmente, prescribe:

“Artículo 20.- Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación, cuya función será asesorar al Presidente o Presidenta de la República en la elaboración, implementación y seguimiento de la Política y del Plan de Acción, constituyendo una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo en materia de políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo, velando por su consistencia, coherencia y eficiencia.

El Comité Interministerial estará integrado por:

a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación quien lo presidirá.
b) El Ministro o Ministra de Hacienda.

c) El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.

d) El Ministro o Ministra de Educación. 

Los Ministros o Ministras podrán ser reemplazados en las labores que les correspondan en el Comité por los Subsecretarios o Subsecretarias que ellos determinen, o por quien según la ley deba subrogarlos.

El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación podrá invitar a otros Ministros o Ministras de Estado para analizar desafíos estratégicos sectoriales de ciencia, tecnología e innovación; así como para abordar materias, iniciativas, programas o planes en función de contenidos o requerimientos específicos de la Política que estén relacionados con las materias propias del Ministerio sectorial.

Mediante acuerdo del propio Comité Interministerial se establecerán las demás normas necesarias para su funcionamiento y para el adecuado cumplimiento de las funciones que le son encomendadas.

La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación prestará al Comité Interministerial el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento, y el Subsecretario o Subsecretaria será su Secretario o Secretaria Técnica.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la Secretaría Técnica del Comité Interministerial también se conformará por un equipo de apoyo técnico compuesto por representantes de los Ministerios que lo conforman, pudiendo invitar a representantes de otros Ministerios, así como a representantes de servicios públicos tales como la Agencia y la Corporación de Fomento de la Producción, para abordar materias determinadas.

Los Ministerios que no conforman el Comité podrán presentar desafíos estratégicos específicos de su sector a la Secretaría Técnica, con el fin de que estos sean estudiados por el Comité Interministerial.”.
Inciso primero

La indicación número 14, del Honorable Senador señor Horvath, para consultar a continuación de la expresión “coherencia y eficiencia” la frase: “, y considerando las necesidades concretas del país”.
El Honorable Senador señor Girardi precisó que sería más adecuado eliminar la palabra “concretas” debido a que, finalmente, lo que se está transmitiendo es que el gran desafío del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación es implementar una política que le sirva al país y que resuelva sus problemas.

La Comisión estuvo de acuerdo con la sugerencia efectuada por el Senador señor Girardi. En consecuencia, la indicación número 14 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi. 

Inciso segundo

La indicación número 15, del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar las siguientes letras nuevas: 

°°°

“e) El Ministro o Ministra de Salud.

f) El Ministro o Ministra del Medio Ambiente.

g) El Ministro o Ministra de Vivienda y Urbanismo.”.
Puesta en votación la indicación número 15 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 16, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar las siguientes nuevas letras: 

e) El Ministro o Ministra de Agricultura;

f) El Ministro o Ministra de Energía;

g) El Ministro o Ministra de Transportes y Telecomunicaciones;

h) El Ministro o Ministra de Salud;

i) El Ministro de Medio Ambiente;

j) El Ministro o Ministra de Minería;

k) El Ministro de Defensa;

l) El Presidente del Consejo de la Cultura y de las Artes;

m) El Presidente del Consejo Nacional de CTI.
La indicación número 16 fue retirada por su autor.
°°°

Inciso cuarto

La indicación número 17, del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar entre la frase: “El Ministro o Ministra de Ciencia y Tecnología” y la frase: “invitar a otros Ministros o Ministras de Estado” lo siguiente: “deberá”. 
Puesta en votación la indicación número 17 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
Artículo 23

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica, de la siguiente manera:
Número 4)
Elimina los artículos 4, 5, 6, 7 y 8.

Sobre este número recayó la indicación número 18, del Honorable Senador señor Girardi, para modificarlo de la siguiente manera:
1) Sustitúyase el artículo 4º del decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica por el siguiente: 

“Artículo 4.- Las personas naturales o jurídicas, de derecho público o privado, a las que se les transfieran recursos, deberán entregar garantías de fiel cumplimiento de los compromisos contraídos y del correcto uso de los fondos anticipados cuando las bases del respectivo concurso así lo establezcan. 

El valor de estas cauciones será equivalente a los fondos que se transfieran. 

Las bases del respectivo concurso podrán autorizar la sustitución de las garantías entregadas por otras, de igual naturaleza, en caso de complimiento parcial de la obligación de rendición cuentas.”

2) Reemplazase el artículo 5º del decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica por el siguiente:

“Artículo 5.- La Agencia podrá asignar nuevos fondos a rendir a cualquiera de las instituciones indicadas en el inciso primero del artículo 4, aun cuando tengan cuentas pendientes de rendir a la Agencia. 

El incumplimiento de las instituciones receptoras de la obligación de rendir cuenta de los fondos que les hayan sido asignados, ni hayan garantizado el fiel cumplimiento de los compromisos contraídos y el correcto uso de estos fondos en la forma establecida en las respectivas bases, imposibilitará la asignación de nuevos fondos. 

La prohibición establecida en inciso anterior solo afectará a la unidad académica o administrativa que gestione, ejecute o invierta los recursos no rendidos.”

3) Sustitúyase el artículo 6º del decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica por el siguiente:

“Artículo 6.- En el caso de las instituciones receptoras, la rendición de gastos de administración se sujetará a un procedimiento que fijará para estos efectos la Contraloría General de la República.”

4) Elimínanse los artículos 7 y 8 del decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica.
El Honorable Senador señor Girardi explicó que la importancia de esta indicación radica en que, actualmente, cuando existe una Unidad dentro de una universidad que tiene problemas ellos afectan a toda la universidad generándole, en consecuencia, inconvenientes en varios aspectos como, por ejemplo, pago de las remuneraciones, bloqueo del sistema, etc. Señaló que no tiene sentido que por error, negligencia o demora de un Centro toda una universidad se vea afectada. Es decir, a través de esta indicación, lo que se busca es que sólo se establezca la responsabilidad de la unidad involucrada de tal forma que no afecte a toda la institución.
El Ministro del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, señaló que la indicación en debate modifica sustantivamente una práctica y un conjunto importante de leyes que dicen relación con la rendición de cuentas, en su concepto más amplio. Manifestó compartir el fondo de los argumentos en cuanto no parece razonable que, a propósito de que un instituto de una universidad no efectúe  la rendición de alguno de sus fondos, se vea comprometido el conjunto de la investigación de esa propia universidad. 
El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, señaló que la indicación en análisis se refiere al programa Fondecyt. Al respecto, explicó que, aproximadamente, el 83% de los recursos están destinados a una cuenta corriente manejada por el investigador y el 17% restante, está dirigido a las universidades. Si la universidad se atrasa en alguna rendición y su rut queda bloqueado por atraso de rendiciones, aquella situación no afecta al investigador responsable de Fondecyt mientras él haya efectuado las rendiciones y los informes académicos correspondientes. El problema, prosiguió, se suscita cuando existen otros tipos de proyectos como los basales, Fondart, etc. donde es el rut de la universidad el que está involucrado en el convenio y, en esa situación, se bloquea.

El Honorable Senador señor De Urresti señaló que es sumamente importante tener un instrumento de transparencia. Es necesario, además, tener conocimiento de cuáles son los montos entregados a los investigadores académicos. En el mundo académico, prosiguió, existe un conjunto de académicos que tienen una importante fuente de ingresos a través de fondos concursables situación que no es auditable en ciertas ocasiones. 

Consultó a Conicyt cómo es la estructura, en una determinada universidad, de los pagos desagregados al investigador y cómo, además, se le paga a los investigadores menores. Precisó que debe existir transparencia y un lugar auditable que detalle los fondos, a qué proyectos están asignados y a qué institución e investigadores pertenecen, debido a que son recursos públicos. Además, solicitó precisar si los pagos son vía boleta de honorario o si van indexados al sueldo y cómo son percibidos por los científicos y por los investigadores. Es decir, si son tributables, a honorarios, o imponibles.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que se está frente a un problema bastante complejo. Actualmente, Fondecyt es una entidad autónoma de Conicyt, por lo tanto no es facultad de Conicyt imponerle o sugerirle a Fondecyt que haga tal o cual cosa. Fondecyt opera con bases concursales que ellos elaboran. Ahí se especifican los topes por honorarios que puede recibir el investigador. Los fondos para investigación van directamente a la cuenta corriente del investigador. 

El Honorable Senador señor Girardi reiteró que el compromiso es buscar un mecanismo para que el sistema funcione. La finalidad de esta discusión es que este problema se resuelva porque no se puede bloquear a una institución. La situación a la que estamos enfrentados es estructural, de diseño y de políticas públicas. Solicitó al Ejecutivo establecer un mecanismo para resolver esta situación porque es un total contrasentido.

Finalmente, el Honorable Senador señor De Urresti solicitó se le entregue a la Comisión un informe que  contenga un listado de todos los proyectos apoyados por Fondecyt, en los últimos tres años, con desglose de los honorarios de los investigadores en cada uno de ellos. Además, solicitó se busque un mecanismo para transparentar esta situación. En cuanto al tema tributario, explicó que deben existir imposiciones debido a que son fuente permanente de ingresos para los investigadores. 

La indicación número 18 fue retirada por su autor.

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
°°°

La indicación número 19, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un artículo 34º nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 34.- Agrégase en la letra c) del artículo 7 del Decreto Ley Nº 369 de 1974 que Crea La Oficina Nacional de Emergencia Dependiente del Ministerio del Interior, un inciso segundo del siguiente tenor:

“Con el propósito de cumplir con esta función el Director de la Oficina Nacional de Emergencia deberá coordinarse con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.”.”.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que esta indicación es relevante debido a que tanto en el siglo XIX como en el XX,  la coordinación no era considerada. Es importante entender, recalcó, que en el siglo XXI ella debe ser un tema esencial de tal forma que sea parte de la gestión moderna. La colaboración debe ser coordinada, no debe existir compartamentalización y todas las acciones deben estar dirigidas a un objetivo común.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, indicó que este tema es sumamente relevante razón por la cual el nuevo Ministerio se define como un órgano rector en estas materias y tiene a su cargo la coordinación de ellas. Recordó que el artículo 2 del proyecto en análisis, define a un Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación donde participa toda la institucionalidad pública la que debe estar permanente coordinada. Asimismo, dentro de las atribuciones de este Ministerio, indicó que su letra j) da cuenta de la coordinación con los institutos tecnológicos y de investigación públicos. Señaló que este es un órgano coordinador potente, con capacidades y con atribuciones para aquello. Del mismo modo, se propone un artículo transitorio que ordena adecuar determinadas normativas.

Precisó, además, que existen diversos proyectos de ley que se están discutiendo simultáneamente en el parlamento referidos a la adecuación de varios de los órganos que se han mencionado en este debate como el relativo a la Oficina Nacional de Emergencia, a la reforma que moderniza la Cancillería y a la reforma al Instituto Nacional de Estadísticas.

Finalmente, explicó que si bien existen algunas materias donde se podrían seguir analizando aspectos como la participación y coordinación del nuevo Ministerio, la creación del mismo, es a juicio del Ejecutivo, la solución a los problemas de coordinación.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que se deben, necesariamente, establecer mecanismos de coordinación que sean más eficaces y más eficientes. La realidad requiere de mayores incentivos para que la coordinación ocurra. La tendencia cultural es que no existe coordinación ni diálogo por lo tanto, está es una buena oportunidad para hacerse cargo de aquello.
La indicación número 19 fue retirada por su autor. 
El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
La indicación número 20, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar un artículo 35º nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 35,- Modificase el inciso primero del artículo 6° de la Ley Nº 15266 de 1963, reemplazase la palabra “integrarán” por la frase “integrará un representante del Ministerio de Ciencia Tecnología e Innovación y”

La indicación número 20 fue retirada por su autor. 
El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
La indicación número 20 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo 35, nuevo:

°°°

“Artículo 35.- Modifícase el artículo 42 de la ley N° 17.374, que Fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del DFL N° 313 de 1960, que aprobara la ley orgánica de la Dirección Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “actualmente confecciona la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “confeccione el Ministerio de Ciencia y Tecnología”.

2) Derógase su inciso segundo.”.

Puesta en votación la indicación número 20 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

Posteriormente, se analizaron las indicaciones números 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28.

La indicación número 21, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un artículo 36º nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 36.- Modificase la Ley N° 17.374 de 1970 que fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del DFL N° 313 de 1960, que aprobara la Ley Orgánica Direccion Estadística y Censos y Crea el Instituto Nacional de Estadísticas de la siguiente manera:

“a) Incorpórese en la letra b) del artículo 11 de a un representante del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

b) Reemplazase en el artículo 42 la frase “que actualmente confecciona la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por la siguiente “que confeccione el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación,”.”.

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.

La indicación número 22, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar un artículo 37º nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 37.- Intercálese un inciso segundo en la letra b) del artículo 299 del DFL 1122 de 1981 Que fija texto del Código de Aguas del siguiente tenor:

“Con el objeto de dar cumplimiento a estas funciones la Dirección General de Aguas podrá coordinarse con el Sistema Nacional de Ciencia Tecnología e Innovación a través de los Ministerios y órganos públicos que lo estructuran.”.

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
La indicación número 23, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un artículo 38º nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 38.- Intercálese en el artículo 63º del Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979 y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469; entre la frase “jefes de departamento” y “y por un representante del Ministerio de Salud” la frase “, por un representante del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Investigación.”.

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.

La indicación número 24, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un artículo 39º nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 39.- Incorpórese en el numeral 5) del artículo 2º de la ley Nº 19.147 de 1992 Crea la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, a continuación de la frase “, y promover la aplicación de sistemas científicos técnicos al desarrollo de las actividades sectoriales” la siguiente “Para ello, propenderá a desarrollar mecanismos de colaboración con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación”.”.
El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
La indicación número 25, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un artículo 40º nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 40.- Incorpórese en la letra g) del artículo 3º de la ley Nº Ley 18.755 de 1989 que Establece Normas sobre El Servicio Agrícola y Ganadero, Deroga la Ley N° 16.640 y Otras Disposiciones entre la frase “el Servicio deberá coordinarse” y la frase “con las instituciones del Estado para la recopilación”, la siguiente frase “con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Investigación y”

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
La indicación número 26, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar un artículo 41º nuevo, del siguiente tenor:

Artículo 41.-Incorporese en el artículo 4º del DFL Nº 1 que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del Decreto Ley N° 1.349, de 1976, Que Crea La Comisión Chilena Del Cobre una letra nueva “…) un representante del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.”

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
La indicación número 27, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un artículo 42º nuevo, del siguiente tenor:

Artículo 42.-.Incorpórese en el numeral 7 del artículo 6º del Decreto Ley 3525 de 1980 que Crea el Servicio Nacional de Geología y Minería, incorporándose a continuación del punto final la siguiente frase:

“Especialmente habrá de coordinarse con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, con el objeto de incorporar los estudios, investigaciones y trabajos a los lineamientos del Plan Nacional de Ciencia, tecnología e Innovación”.

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.
La indicación número 28, del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar un artículo 43º nuevo, del siguiente tenor:

Artículo 43.-. Incorpórese en el artículo 9º de la Ley N° 16.319 de 1965 Crea la Comisión Chilena de Energía Nuclear una letra d) nueva pasando la actual a ser e) y así sucesivamente:

“d) Un representante del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, designado por el Presidente de la República, a proposición de aquél;”

El Ejecutivo se comprometió a estudiar la materia y a entregar una proposición durante la tramitación de la iniciativa legal en la Comisión de Hacienda del Senado.

Las indicaciones números 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27 y 28, precedentemente descritas, fueron retiradas por su autor. 

°°°

Disposiciones Transitorias

Artículo quinto
°°°

La indicación número 28 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para  agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Lo mismo se aplicará respecto de los reglamentos y decretos que regulen el funcionamiento orgánico de los institutos tecnológicos y de investigación públicos a que se refiere el literal j) del artículo 4.”.

Puesta en votación la indicación número 28 bis fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

°°°

La indicación número 29, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercarlar el siguiente artículo decimotercero transitorio, nuevo, pasando el actual a ser artículo decimocuarto: 

“Artículo decimotercero.- Durante el primer año de vigencia de la ley, y en ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, el Consejo de dicha Corporación creará un comité denominado “Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos”. 

Este Comité tendrá como objetivo fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades científicas y tecnológicas para la innovación y provisión de bienes públicos, y servirá de instancia de coordinación e intercambio de información y buenas prácticas entre instituciones públicas y privadas sin fines de lucro que llevan a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.  

Para estos fines, la Corporación podrá delegar en el Comité la facultad de administrar instrumentos de financiamiento, los que podrán contemplar metas multianuales y evaluaciones de desempeño destinados a institutos tecnológicos y de investigación públicos y a personas jurídicas privadas sin fines de lucro, excluidas las instituciones de educación superior; en función de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Dicho financiamiento podrá destinarse, entre otras finalidades, a la creación y mantención de capacidades tecnológicas especializadas de las entidades antes señaladas, así como a su funcionamiento, según se establezca en los convenios respectivos.

El Comité tendrá un consejo directivo compuesto por el Ministro o Ministra de Ciencia y Tecnología, quien lo presidirá; el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo, quien actuará como su vicepresidente; el vicepresidente ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; el Director o Directora Nacional de la Agencia de Investigación y Desarrollo; representantes de los ministerios con los que se relacionen los institutos tecnológicos y de investigación públicos; y otros representantes del sector público y el sector privado relacionados con ciencia, tecnología, innovación y fomento productivo; según determine el Consejo de la Corporación. Los integrantes del Comité que pertenezcan a organismos públicos podrán ser reemplazados por quienes ellos designen.”.
El Ministro del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, señaló que la norma establece un instrumento importante porque obliga a crear un Comité de Corfo que no solamente actúa como un espacio de coordinación de los institutos tecnológicos y de investigación pública, presidido por el Ministerio de Ciencia y Tecnología sino que además sirve de instancia de coordinación y de intercambio de información y buenas prácticas. Asimismo, podrá administrar instrumentos de financiamiento los que pueden contemplar metas multianuales y evaluaciones de desempeño. 

Explicó que a través de esta indicación lo que se está haciendo es incorporar aquello que los Senadores demandaron durante la tramitación en general del proyecto en materia de cómo agregar tanto más coordinación como instrumentos específicos para el desarrollo de ciencia y tecnología.

Puesta en votación la indicación número 29 fue aprobada con modificaciones consistente en incorporar, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “capacidades” la expresión “científicas y”, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.

°°°

La indicación número 29 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, el siguiente artículo decimocuarto transitorio, nuevo, pasando el actual artículo decimotercero a ser decimoquinto:
“Artículo decimocuarto.- El o los decretos supremos que definan las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de Ciencia y Tecnología, así como la ciudad donde tendrá su asiento el Secretario o Secretaria Regional Ministerial, según lo indicado en el artículo 7, deberán ser dictados dentro del plazo de un año desde la publicación de esta ley.”.

El Honorable Senador señor Girardi señaló que el desafío al cual Chile se está enfrentando tiene premura. En ese sentido, señaló que lo más adecuado y razonable sería reducir el plazo de un año a tres meses. 

La Comisión estuvo de acuerdo con la proposición efectuada por el Senador señor Giradi. En consecuencia, la indicación número 29 bis fue aprobada con una modificación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
°°°

La indicación número 30, del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un artículo decimocuarto transitorio nuevo, del siguiente tenor:
“Artículo decimocuarto.- Durante el primer año del Ministerio de CyT, el Presidente de la República a través de sus Ministerio Sectoriales deberá modificar los Decretos Supremos que regulen orgánicamente Institutos de Investigación del Estado, su relación con el Ministerio de Ciencia Tecnología e Innovación y sus respectivos ministerios. Con el objeto de adecuar dicha orgánica a la necesaria coordinación con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e innovación. Entre los cuales deberán estar al menos:

El Decreto N° 103 MINREL de 1964 Atribuciones Instituto Antártico Chileno.
El Decreto 814 Ministerio de Defensa Nacional de 1971 Crea el Comité Oceanográfico Nacional.
El Decreto 930 de 1968 Crea el Instituto Nacional de Hidráulica.”.

Puesta en votación la indicación número 30 fue aprobada con modificaciones subsumida en la indicación número 28 bis, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, De Urresti y Girardi.
- - - -

MODIFICACIONES





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, tecnología e Innovación tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas; que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados y técnicos especializados; la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber; el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología, y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.

La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, desarrollo tecnológico para fines productivos y fortalecimiento de recursos humanos para este ámbito, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción; y c) formación de técnicos y profesionales, y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación. 

Los organismos públicos señalados en el inciso anterior deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.”. (Indicaciones N°s. 1 bis (a), 1 ter, 1 quáter y 2. Unanimidad 3x0).

Artículo 4

Letra c)

Intercalar, a continuación de la expresión “Fomento y Turismo” y antes del punto y aparte (.), la frase “, teniendo en consideración lo señalado en el artículo 2”. (Indicación N° 3 ter (a). Unanimidad 3x0).

Letra d)

Agregar después del punto y aparte (.) que pasa a ser punto y seguido (.), la frase: “En el cumplimiento de esta función deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2”. (Indicaciones N°s. 3 ter (c) y 5 ter. Unanimidad 3x0).

°°°

Letra j), nueva

Intercalar la siguiente letra j), nueva, pasando la actual a ser k), y así sucesivamente:

“j) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos. 

Se entenderá por institutos tecnológicos y de investigación públicos a las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y a las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior; que lleven a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.”.  (Indicación N° 3 quáter (a). Unanimidad 3x0).
°°°

Artículo 5

Letra c)

Intercalar luego de la frase “encargar estudios” la expresión “, análisis prospectivos”. (Indicación N° 5 quáter . Unanimidad 3x0).

°°°

Letra k), nueva

Intercalar la siguiente letra k), nueva, pasando la actual letra k) a ser l):

“k) Realizar procesos de capacitación a los funcionarios y funcionarias públicas en materias relacionadas con las funciones del Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares”. (Indicación N° 5 quinquies. Unanimidad 3x0).

°°°

Letra l), nueva

Intercalar la siguiente letra l), nueva, reordenándose los siguientes: 

“l) Solicitar a las universidades, que se encuentren acreditadas en el área de investigación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.129, para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.”. (Indicación N° 5 quinquies (a). Unanimidad 3x0).

°°°

Artículo 7

Reemplazar la palabra “cuatro” por la expresión “cinco”. (Indicación N° 6 bis. Unanimidad 3x0).

°°°

Agregar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, del siguiente tenor:

“Mediante uno o más decretos supremos, expedidos a través del Ministerio, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada Secretario o Secretaria Regional Ministerial. Para efecto de estas definiciones se deberán considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, además de sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología.

Cada Secretaría Regional Ministerial dispondrá de una organización interna adecuada para relacionarse regularmente con las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación y con otros actores del Sistema.”. (Indicación N° 6 ter. Unanimidad 3x0).

°°°

Artículo 8

Letra b)

Reemplazarla por la siguiente:

“b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia o perspectiva regional, considerando para ello las estrategias de desarrollo y de ciencia, tecnología e innovación adoptadas por las regiones sobre las que tenga competencia, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.”. (Indicación N° 6 septies (a). Unanimidad 3x0).

Letra d)

Reemplazar la expresión “la coordinación y” por “instancias de coordinación entre los actores regionales del Sistema e impulsar”. (Indicación N° 6 octies. Unanimidad 3x0).

Artículo 13

Letra g)

Intercalar luego de la expresión “Agencia”, la segunda vez que aparece, y antes del punto y aparte (.), la expresión “, a excepción de la definición de los programas e instrumentos que deba ejecutar”. (Indicación N° 7 bis. Unanimidad 3x0).

Agregar luego del punto y aparte (.) que pasa a ser punto y seguido (.), lo siguiente: “Dichos convenios deberán contemplar cláusulas que permitan a la Agencia ponerles fin de forma anticipada por razones de interés general o en el evento que no se esté dando cumplimiento a los objetivos tenidos en cuenta para su celebración.”. (Indicaciones N°s. 7 ter (a) y 7 ter. Unanimidad 3x0).
Artículo 16

Inciso segundo

Reemplazar la conjunción disyuntiva “o” ubicada en entre las palabras “nacional” y “regional” por la siguiente expresión: “y/o”. (Indicación N° 7 quinquies. Unanimidad 3x0).
Artículo 17

Inciso cuarto

Intercalar, después de la expresión “de las mismas.” y antes de “Un reglamento”, la siguiente frase: “Los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones serán financiados según el presupuesto de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación.”. (Indicaciones N°s. 9 bis y 9. Unanimidad 3x0).
Artículo 19

Inciso primero

Agregar, después del punto seguido (.) ubicado a continuación de la palabra “evaluación”, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el plan de acción deberá mencionar la forma en que será ejecutado en cada una de las regiones del país, cuando corresponda.”. (Indicación N° 13 bis. Unanimidad 3x0).
Artículo 20

Inciso primero

Consultar, a continuación de la expresión “coherencia y eficiencia” la frase: “, y considerando las necesidades del país”. (Indicación N° 14. Unanimidad 3x0).
Inciso cuarto

Reemplazar entre la frase: “El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación” y la expresión: “invitar a otros Ministros o Ministras de Estado” el verbo “podrá” por “deberá”. (Indicación N° 17. Unanimidad 3x0).
°°°

Artículo 34, nuevo

Intercalar el siguiente artículo 34, nuevo:

“Artículo 34.- Modifícase el artículo 42 de la ley N° 17.374, que Fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del DFL N° 313 de 1960, que aprobara la ley orgánica de la Dirección Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “actualmente confecciona la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “confeccione el Ministerio de Ciencia y Tecnología”.

2) Derógase su inciso segundo.”. (Indicación N° 20 bis. Unanimidad 3x0).
°°°

Disposiciones Transitorias

Artículo quinto

°°°

Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Lo mismo se aplicará respecto de los reglamentos y decretos que regulen el funcionamiento orgánico de los institutos tecnológicos y de investigación públicos a que se refiere el literal j) del artículo 4.”. .”. (Indicación N° 28 bis. Unanimidad 3x0).
°°°

°°°

Artículo decimotercero, nuevo

Intercarlar el siguiente artículo decimotercero transitorio, nuevo, pasando el actual a ser artículo decimocuarto: 

“Artículo decimotercero.- Durante el primer año de vigencia de la ley, y en ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, el Consejo de dicha Corporación creará un comité denominado “Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos. 

Este Comité tendrá como objetivo fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades científicas y tecnológicas para la innovación y provisión de bienes públicos, y servirá de instancia de coordinación e intercambio de información y buenas prácticas entre instituciones públicas y privadas sin fines de lucro que llevan a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.  

Para estos fines, la Corporación podrá delegar en el Comité la facultad de administrar instrumentos de financiamiento, los que podrán contemplar metas multianuales y evaluaciones de desempeño destinados a institutos tecnológicos y de investigación públicos y a personas jurídicas privadas sin fines de lucro, excluidas las instituciones de educación superior; en función de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Dicho financiamiento podrá destinarse, entre otras finalidades, a la creación y mantención de capacidades tecnológicas especializadas de las entidades antes señaladas, así como a su funcionamiento, según se establezca en los convenios respectivos.

El Comité tendrá un consejo directivo compuesto por el Ministro o Ministra de Ciencia y Tecnología, quien lo presidirá; el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo, quien actuará como su vicepresidente; el vicepresidente ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; el Director o Directora Nacional de la Agencia de Investigación y Desarrollo; representantes de los ministerios con los que se relacionen los institutos tecnológicos y de investigación públicos; y otros representantes del sector público y el sector privado relacionados con ciencia, tecnología, innovación y fomento productivo; según determine el Consejo de la Corporación. Los integrantes del Comité que pertenezcan a organismos públicos podrán ser reemplazados por quienes ellos designen.”. (Indicación N° 29. Unanimidad 3x0).
°°°

°°°

Artículo decimocuarto, nuevo

Intercalar, el siguiente artículo decimocuarto transitorio, nuevo, pasando el actual artículo decimotercero a ser decimoquinto:

“Artículo decimocuarto.- El o los decretos supremos que definan las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de Ciencia y Tecnología, así como la ciudad donde tendrá su asiento el Secretario o Secretaria Regional Ministerial, según lo indicado en el artículo 7, deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses desde la publicación de esta ley.”. (Indicaciones N°s. 29 bis y 6 sexies. Unanimidad 3x0).

°°°

Artículo decimotercero

Pasa a ser decimoquinto, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con las modificaciones precedentemente expuestas, el texto queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

"TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto establecer un marco general que estructure, impulse, coordine y promueva las actividades de ciencia, humanidades y desarrollo tecnológico en todas sus etapas, a fin de contribuir al desarrollo económico sustentable y al bienestar social del país.
Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas; que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados y técnicos especializados; la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber; el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología, y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.

La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, desarrollo tecnológico para fines productivos y fortalecimiento de recursos humanos para este ámbito, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción; y c) formación de técnicos y profesionales, y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación. 

Los organismos públicos señalados en el inciso anterior deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.
TITULO II

Del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación

Párrafo 1° Del Ministerio.

Artículo 3.- Del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también "el Ministerio") como la secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente o la Presidenta de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a fomentar y fortalecer la ciencia, la tecnología y la innovación derivada de la investigación científico-tecnológica (en adelante también “innovación de base científico-tecnológica”) con el propósito de contribuir al desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas que promuevan y orienten el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica tanto a nivel nacional como regional, considerando las características específicas de los territorios y sus estrategias y potencialidades de desarrollo.

En el ejercicio de sus funciones, el Ministerio promoverá que el conocimiento y la innovación de base científico-tecnológica enriquezcan los procesos de formulación e implementación de políticas públicas, fomentando la coordinación y colaboración interministerial, el desarrollo de iniciativas conjuntas dentro del sector público y la cooperación público-privada. 

Artículo 4.- Funciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio tendrá las siguientes funciones: 

a) Proponer al Presidente o Presidenta de la República políticas, normas, planes y programas en el ámbito de los sectores a su cargo.

b) Fomentar la investigación, básica y aplicada, y la generación de conocimiento en ciencias naturales, ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, ciencias agrícolas, ciencias sociales, y artes y humanidades. En el desarrollo de esta tarea, velará por un adecuado balance entre investigación inspirada por la curiosidad y aquella orientada por objetivos de desarrollo del país o sus regiones.
c) Fomentar, tanto en el ámbito público como privado, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica. Se entenderá por innovación de base científico-tecnológica el desarrollo experimental y las demás actividades científico-tecnológicas que pueden llevar a la generación de productos, procesos o servicios nuevos o sustancialmente mejorados, en las etapas previas a su comercialización. En el cumplimiento de esta función pondrá especial foco en los desafíos estratégicos del país y deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, teniendo en consideración lo señalado en el artículo 2.
d) Fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades humanas, de infraestructura e institucionales para el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y, en especial, promover la instalación y consolidación de centros de investigación y desarrollo y centros tecnológicos de carácter regional o nacional, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo. En el cumplimiento de esta función deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2.
e) Fomentar la formación de profesionales e investigadores altamente calificados y la inserción de recursos humanos altamente calificados en instituciones académicas, centros públicos y privados de investigación y desarrollo, así como otros organismos del Estado y el sector privado. En este ámbito deberá coordinarse con las Secretarías de Estado que corresponda.

f) Generar, en coordinación con otros organismos públicos del Sistema, y en función de los desafíos estratégicos del país y de las políticas públicas que lleve adelante, instancias de diálogo y coordinación con la comunidad científica, las universidades, las instituciones públicas o privadas que realizan investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica, y los demás actores del Sistema.

g) Fomentar la transferencia de resultados de investigación, conocimientos y tecnologías al sector público, los sectores productivos y la sociedad y, especialmente, promover y fortalecer la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos. En este ámbito deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y a través de éste con el Instituto Nacional de Propiedad Intelectual y la Corporación de Fomento de la Producción, en el ámbito de sus respectivas competencias.

h) Contribuir a la formación de una cultura científica y a la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, tecnología e innovación en el país, en todos los ámbitos.

i) Promover la inversión y participación, así como otros aportes, que puedan realizar personas y entidades privadas en el ámbito de la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica.
j) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos. 

Se entenderá por institutos tecnológicos y de investigación públicos a las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y a las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior; que lleven a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.
k) Velar por la protección y conservación del patrimonio científico y tecnológico nacional.

l) Velar por el desarrollo y promoción de la actividad espacial en el país. En este ámbito, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 

m) Fomentar la vinculación, la colaboración y la cooperación, a nivel nacional e internacional, en el ámbito de los sectores a su cargo.

n) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre ciencia y tecnología, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

o) Colaborar con otros organismos del sector público en el diseño y análisis de programas e iniciativas de investigación científica y desarrollo tecnológico asociadas a los ámbitos de acción de estos últimos y de acuerdo a las prioridades de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos competentes.
p) Las demás funciones que la ley le encomiende.

Artículo 5.- Atribuciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio tendrá, en especial, las siguientes atribuciones:

a) Diseñar programas o instrumentos para el otorgamiento de subvenciones, préstamos u otras ayudas para el desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, que serán ejecutados por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, pudiendo establecer objetivos, requisitos para la postulación y asignación, procesos y criterios de evaluación, condiciones bajo las que se asignarán los recursos y mecanismos de seguimiento y evaluación, entre otros elementos.

b) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, los que podrán considerar la transferencia de recursos, debiendo en dicho caso someterse a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. 

c) Realizar o encargar estudios, análisis prospectivos e investigaciones y generar estadísticas, indicadores y evaluaciones que apoyen tanto la elaboración de políticas públicas como su seguimiento, medición y evaluación.

d) Establecer vínculos de colaboración y cooperación, así como participar en organismos internacionales en el ámbito de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos de la Administración del Estado.

e) Solicitar y recibir de los órganos de la Administración del Estado y de entidades o personas del sector privado, información y antecedentes respecto de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, debiendo coordinarse, en lo que corresponda, con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

f) Otorgar reconocimientos a personas e instituciones que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las ciencias, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.

g) Desarrollar actividades que promuevan la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica en la sociedad.

h) Mantener y gestionar, de manera coordinada con otros organismos públicos, información respecto de las capacidades y producción del país en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, así como estadísticas e información de interés público respecto de los recursos que los organismos de la Administración del Estado entregan a los sectores público y privado para el desarrollo de estas materias.
i) Solicitar al Instituto Nacional de Normalización la elaboración y homologación de normas técnicas sobre procesos y recintos de investigación científico-tecnológica, las que podrán ser declaradas como normas oficiales mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio.

j) Elaborar manuales de buenas prácticas en materia de actividades, procesos o instalaciones para la investigación científica, desarrollo experimental e innovación de base científico-tecnológica.

k) Realizar procesos de capacitación a los funcionarios y funcionarias públicas en materias relacionadas con las funciones del Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.
l) Solicitar a las universidades, que se encuentren acreditadas en el área de investigación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.129, para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.
m) Las demás atribuciones que la ley le otorgue.

Párrafo 2° 
De la organización interna del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación

Artículo 6.- De la organización del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio se organizará de la siguiente manera:

a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

b) El Subsecretario o Subsecretaria de Ciencia, Tecnología e Innovación.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales. 

Un reglamento expedido a través del Ministerio determinará su estructura interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. En dicha estructura se deberán considerar las unidades funcionales necesarias para el cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio, tales como: políticas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica; coordinación  intersectorial e interinstitucional; estudios, prospectiva, estadísticas e indicadores; y difusión y cultura de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

Adicionalmente, el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación constituirá, mediante decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", un consejo asesor ministerial para el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. En su conformación deberá considerar personas de destacada labor provenientes de los campos de la investigación científica, el desarrollo tecnológico, la innovación y la academia; así como personas provenientes del sector empresarial o productivo. Su integración deberá propender al equilibrio de género y a una adecuada representación de las regiones, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias. 

Artículo 7.- De las Secretarías Regionales Ministeriales. El Ministerio se desconcentrará territorialmente en cinco Secretarías Regionales Ministeriales, que estarán a cargo de un Secretario o Secretaria Regional Ministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación, y que representarán al Ministerio en una o más regiones.

Mediante uno o más decretos supremos, expedidos a través del Ministerio, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada Secretario o Secretaria Regional Ministerial. Para efecto de estas definiciones se deberán considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, además de sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología.

Cada Secretaría Regional Ministerial dispondrá de una organización interna adecuada para relacionarse regularmente con las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación y con otros actores del Sistema.
Artículo 8.- Funciones y atribuciones de las Secretarias Regionales Ministeriales. Las Secretarías Regionales Ministeriales tendrán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Coordinar, los planes y programas de ciencia, tecnología e innovación de base científica tecnológica que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.

b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia o perspectiva regional, considerando para ello las estrategias de desarrollo y de ciencia, tecnología e innovación adoptadas por las regiones sobre las que tenga competencia, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.
c) Apoyar técnicamente a los gobiernos de las respectivas regiones en la elaboración y revisión de sus políticas y estrategias de desarrollo en los ámbitos de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y en la definición de marcos estratégicos que orienten el gasto de los recursos regionales destinados a estas actividades, en el marco de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18.

d) Promover instancias de coordinación entre los actores regionales del Sistema e impulsar el desarrollo de iniciativas conjuntas entre las regiones sobre las que tenga competencia la respectiva Secretaría Regional Ministerial, en el marco de las políticas generales del Ministerio.

e) Participar en las instancias público-privadas que se establezcan en las respectivas regiones para la definición de estrategias relacionadas con el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación.

f) Promover la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos en las respectivas regiones y fomentar la vinculación público-privada para el desarrollo de iniciativas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica. En este ámbito, deberá coordinarse con todas las instituciones y, especialmente, con las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.
g) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue. 

Artículo 9. - Normas aplicables al personal del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y rendición de cuentas. El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que señala, y su legislación complementaria. 

Cada año, a más tardar en el mes de abril, el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá dar una única cuenta pública que contenga las acciones emprendidas por el Ministerio el año anterior, según lo establecido en el artículo 72 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 

Dicha cuenta deberá contener, al menos, los objetivos de mediano y largo plazo de las políticas del Ministerio y un análisis de su impacto en el Sistema, indicadores de efectividad de las acciones emprendidas por el Ministerio y por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, además de un resumen de aquellos informes que el Ministerio y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo deban remitir al Congreso Nacional en cumplimiento de la Ley de Presupuestos vigente.

La cuenta deberá ser presentada ante las comisiones con competencia sobre las materias de ciencia, tecnología  e innovación de la Cámara de Diputados y del Senado y ante la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en una misma sesión. Además, deberá ser publicada en la página web del Ministerio.

TÍTULO III
De la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo

Párrafo 1° Objeto y atribuciones

Artículo 10.- De la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Créase la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también "la Agencia"), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente o Presidenta de la República a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, que Regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

La Agencia tendrá por objeto administrar y ejecutar los programas e instrumentos destinados a promover, fomentar y desarrollar la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio.

El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago.

Artículo 11.- Atribuciones de la Agencia. Para el cumplimiento de su objeto, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la generación de conocimiento en todos los campos de la ciencia y la tecnología; el desarrollo tecnológico; y la innovación de base científico-tecnológica.

b) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la generación, instalación o fortalecimiento de capacidades para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional y regional.

c) Ejecutar programas o instrumentos que permitan o hagan más eficiente el acceso a insumos, infraestructura y servicios para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional o regional.
d) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la investigación científica y tecnológica de manera asociativa. 

e) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la formación, en Chile o en el extranjero, de profesionales e investigadores altamente calificados.

f) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la inserción y atracción de recursos humanos altamente calificados, en instituciones académicas; centros de investigación científica y desarrollo tecnológico, públicos o privados; además del Estado, y el sector productivo.

g) Ejecutar programas o instrumentos que contribuyan a la generación o fortalecimiento de redes u otras instancias de cooperación nacional e internacional en investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica.
h) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la transferencia de conocimiento y tecnología a través de la colaboración y vinculación de las instituciones que realizan investigación y desarrollo, en especial las universidades y centros científico-tecnológicos, con los sectores productivos, las empresas y el sector público.

i) Gestionar y ejecutar programas que apoyen la difusión pública de resultados de investigación en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

j) Elaborar e implementar las bases de concursos, convocatorias y evacuar todo acto administrativo que sea necesario para la ejecución de los programas o instrumentos indicados precedentemente, de acuerdo a las definiciones establecidas por el Ministerio.

k) Gestionar y administrar sistemas de acceso a la información científica nacional e internacional para fines de investigación, educación e innovación.
l) Desarrollar y administrar sistemas de información que permitan el seguimiento de la gestión de los programas, instrumentos y recursos públicos que ejecuta.

m) Solicitar cauciones a los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta.

n) Coordinarse, en los niveles que corresponda, y en el marco de sus respectivas competencias, con los Ministerios de Educación, de Economía, Fomento y Turismo, y otras Secretarías de Estado; con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda; y con la Corporación de Fomento de la Producción y el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de la participación o colaboración de estos organismos o de la información que puedan proporcionar.

o) Integrar y participar en la formación y constitución de personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea la promoción, información, desarrollo y coordinación de iniciativas de investigación, transferencia y difusión de conocimientos científicos y tecnológicos e innovación de base científico-tecnológica. Del mismo modo, la Agencia está facultada para participar en la disolución y liquidación de las entidades de que forme parte, con arreglo a los estatutos de las mismas.

Esta atribución sólo podrá ejercerse por resolución, debiendo obtener previamente la autorización de los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Hacienda. 

En ningún caso la Agencia podrá caucionar compromisos u obligaciones contraídas por las entidades a cuya constitución o integración contribuya.

p) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a alcanzar los objetivos de la Agencia, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

q) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2° 

De la organización interna de la Agencia

Artículo 12.- De la organización interna de la Agencia. La Agencia estará a cargo de un Director o Directora Nacional, quien será el jefe superior de servicio.

El Director o Directora Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Artículo 13.- Del Director o Directora Nacional. El Director o Directora Nacional tendrá las siguientes atribuciones:

a) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, administrar y supervigilar el funcionamiento de la Agencia y sus bienes.

b) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos institucionales, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

c) Informar al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación en los asuntos propios de la Agencia y asesorarlo respecto del diseño de programas e instrumentos que esta última deberá ejecutar.

d) Conformar comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, con el objeto de apoyar y asesorar al Director o Directora en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ejecute la Agencia. Una resolución definirá los procedimientos de conformación y el funcionamiento de estos comités. Dichos procedimientos deberán ser públicos y transparentes.
e) Adjudicar los concursos o convocatorias para la asignación de las subvenciones, préstamos o cualquier tipo de ayudas que otorgue la Agencia, previa propuesta de uno o más comités técnicos o de expertos, según lo establecido en el literal anterior.

f) Reprogramar, prorrogar u otorgar nuevos plazos respecto a obligaciones no monetarias de los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta la Agencia. Esta facultad sólo podrá ejercerla en casos calificados y de forma fundada, debiendo obtener previamente la autorización del Ministerio.

Un reglamento expedido a través del Ministerio regulará las condiciones para el ejercicio de esta facultad.

g) Encomendar la ejecución de acciones o servicios y entregar la administración de bienes o derechos de cualquier naturaleza de que sea titular la Agencia a personas o instituciones públicas o privadas, mediante la celebración de convenios, para el debido cumplimiento de los objetivos y funciones de la Agencia, a excepción de la definición de los programas e instrumentos que deba ejecutar. Dichos convenios deberán contemplar cláusulas que permitan a la Agencia ponerles fin de forma anticipada por razones de interés general o en el evento que no se esté dando cumplimiento a los objetivos tenidos en cuenta para su celebración.
h) Requerir de otros organismos del Estado la información y antecedentes necesarios para el adecuado cumplimiento de los objetivos y atribuciones de la Agencia, así como de sus propias atribuciones.

i) Delegar las atribuciones propias y las de la Agencia en funcionarios de su dependencia, a excepción de la establecida en la letra f) de este artículo 

j) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.

Artículo 14.- Normas aplicables al personal de la Agencia. El personal de la Agencia estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que Señala, y su legislación complementaria.

El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar las funciones de carácter directivo que se le asignen o deleguen mediante resolución fundada del Director o Directora Nacional, en la que deberán precisarse las referidas funciones. Dicho personal no podrá exceder de 5 funcionarios. 

Artículo 15.- Del patrimonio de la Agencia. El patrimonio de la Agencia estará constituido por: 

a) Los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título.

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios.

e) Las donaciones que se le hagan, así como las herencias o legados que acepte. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación. 

f) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. 

g) Las subvenciones, préstamos, aportes o recursos en general que se le restituyan.

h) Los demás aportes que perciba en conformidad a la ley.

La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

TÍTULO IV

Del fortalecimiento de la institucionalidad pública para la ciencia, tecnología e innovación

Párrafo 1° De la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo y del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo

Artículo 16.- Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo. Existirá una Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo (en adelante también "la Estrategia"), la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos y oportunidades de desarrollo del país, generando un marco que oriente las políticas públicas y los instrumentos de apoyo a la formación de recursos humanos altamente calificados, la investigación y generación de conocimiento, el desarrollo y transferencia de tecnología, la innovación y el desarrollo de una cultura de ciencia, tecnología e innovación.

La Estrategia deberá contener, a lo menos, un diagnóstico de las tendencias globales y análisis prospectivos de las oportunidades y desafíos para el desarrollo integral, inclusivo y sostenible de Chile en el escenario mundial; propuestas para el desarrollo del país, a nivel nacional y/o regional, basadas en el fomento de la ciencia, tecnología e innovación; orientaciones sobre prioridades estratégicas para el gasto público en materias de ciencia, tecnología e innovación, y criterios, metas e indicadores para el seguimiento y evaluación del desempeño y desarrollo del Sistema en el mediano y largo plazo.

Una revisión de la Estrategia deberá ser presentada al Presidente o Presidenta de la República al inicio de su mandato, a más tardar en el mes de marzo. Esta servirá como orientación para la elaboración de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación a la que se refiere el Párrafo 2° del presente Título.

Para la elaboración o revisión de la Estrategia se deberán contemplar procedimientos de participación y de diálogo con los distintos agentes del Sistema, los gobiernos regionales, organizaciones de la sociedad civil y la ciudadanía.

Artículo 17.- Del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo. El Presidente o Presidenta de la República, mediante decreto supremo, creará un consejo asesor presidencial denominado "Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo" (en adelante también el "Consejo Nacional de CTI"). 

El Consejo Nacional de CTI tendrá como misión asesorar al Presidente o Presidenta de la República en el análisis prospectivo de las tendencias de desarrollo globales y nacionales; en la formulación de propuestas destinadas a fortalecer y desarrollar el Sistema; y en la elaboración y revisión, con mirada sistémica y de largo plazo, de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo.

El Consejo Nacional de CTI estará compuesto por su presidente o presidenta y por catorce consejeros o consejeras designados por el Presidente o Presidenta de la República, propendiendo a una adecuada representación de las regiones y equilibrio de género, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias. Para ello, se contemplará la participación de investigadores de reconocido desempeño en los campos de la ciencia y la tecnología, es decir las artes y las humanidades, las ciencias sociales, las ciencias agrícolas, médicas y de la salud, las ciencias naturales, y la ingeniería y tecnologías; profesionales de reconocida trayectoria en políticas de desarrollo y en ciencia, tecnología e innovación; personas de destacado desempeño y experiencia en los sectores de la gran, mediana y pequeña empresa y del emprendimiento; académicos o expertos en el ámbito de formación de profesionales y técnicos; y personas de destacada labor en el ámbito del desarrollo social o la innovación social.

El Consejo Nacional de CTI se renovará por parcialidades. Los consejeros o consejeras no percibirán dieta por el desempeño de sus funciones y durarán cuatro años en el ejercicio de las mismas. Los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones serán financiados según el presupuesto de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación. Un reglamento regulará la forma y modo para implementar lo señalado en este inciso y en el anterior.

En el desarrollo de sus tareas el Consejo Nacional de CTI deberá relacionarse y coordinarse especialmente con los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación, de Economía, Fomento y Turismo, de Educación, y con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda, así como con las principales entidades y servicios públicos del Sistema. Podrá también convocar a otros ministerios para analizar desafíos estratégicos sectoriales relacionados con ciencia, tecnología e innovación, y solicitar de ellos y de otras instituciones públicas que conformen el Sistema, a través de la contraparte técnica que estas determinen, información respecto de políticas, programas, iniciativas y demás materias relevantes para la elaboración, revisión o seguimiento de la Estrategia.

Las sesiones del Consejo se registrarán en actas, las cuales serán públicas una vez que sean aprobadas; y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los temas tratados y las conclusiones a las que se arribó.

La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá prestar apoyo administrativo y material al Consejo Nacional de CTI para el adecuado desempeño de sus tareas. 

Párrafo 2° 

De la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación y del Comité Interministerial para la Ciencia, Tecnología e Innovación

Artículo 18.- Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Existirá una Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también "la Política"), la que establecerá los objetivos y lineamientos generales de las políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el período presidencial respectivo.

La Política será definida con mirada sistémica y de corto y mediano plazo y deberá contener al menos: los objetivos y lineamientos generales para el período presidencial en materias de desarrollo científico-tecnológico e innovación, y de recursos humanos altamente calificados; prioridades o énfasis basados en la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, en las estrategias regionales de desarrollo o en desafíos estratégicos sectoriales; ejes de acción, y metas de mediano plazo.

La Política será propuesta al Presidente o Presidenta de la República por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, dentro de los cuatro primeros meses del período presidencial, y se aprobará por decreto supremo expedido a través del Ministerio.

Artículo 19.- Plan de Acción. La implementación de la Política se orientará a través de un Plan de Acción, el que será elaborado junto con la Política y revisado a más tardar en abril de cada año por el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación establecido en el artículo siguiente. Este plan deberá contener, a lo menos, los programas que lo integran, indicando el o los órganos públicos responsables; y la priorización de actividades, acciones y medidas específicas para el cumplimiento de dichos programas, los plazos de ejecución, las metas a alcanzar y los indicadores para su evaluación. Sin perjuicio de lo anterior, el plan de acción deberá mencionar la forma en que será ejecutado en cada una de las regiones del país, cuando corresponda.
El Plan de Acción, así como su revisión, serán aprobados mediante resolución del Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

Artículo 20.- Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación, cuya función será asesorar al Presidente o Presidenta de la República en la elaboración, implementación y seguimiento de la Política y del Plan de Acción, constituyendo una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo en materia de políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo, velando por su consistencia, coherencia y eficiencia, y considerando las necesidades del país.

El Comité Interministerial estará integrado por:

a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación quien lo presidirá.

b) El Ministro o Ministra de Hacienda.

c) El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.

d) El Ministro o Ministra de Educación. 

Los Ministros o Ministras podrán ser reemplazados en las labores que les correspondan en el Comité por los Subsecretarios o Subsecretarias que ellos determinen, o por quien según la ley deba subrogarlos.

El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá invitar a otros Ministros o Ministras de Estado para analizar desafíos estratégicos sectoriales de ciencia, tecnología e innovación; así como para abordar materias, iniciativas, programas o planes en función de contenidos o requerimientos específicos de la Política que estén relacionados con las materias propias del Ministerio sectorial.

Mediante acuerdo del propio Comité Interministerial se establecerán las demás normas necesarias para su funcionamiento y para el adecuado cumplimiento de las funciones que le son encomendadas.

La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación prestará al Comité Interministerial el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento, y el Subsecretario o Subsecretaria será su Secretario o Secretaria Técnica.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la Secretaría Técnica del Comité Interministerial también se conformará por un equipo de apoyo técnico compuesto por representantes de los Ministerios que lo conforman, pudiendo invitar a representantes de otros Ministerios, así como a representantes de servicios públicos tales como la Agencia y la Corporación de Fomento de la Producción, para abordar materias determinadas.

Los Ministerios que no conforman el Comité podrán presentar desafíos estratégicos específicos de su sector a la Secretaría Técnica, con el fin de que estos sean estudiados por el Comité Interministerial.

TITULO V

Normas adecuatorias

Artículo 21.- Derógase la ley N° 16.746 que Crea el Premio Nacional de Ciencia.

Artículo 22.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 491 de 1971, del Ministerio de Educación Pública, que Modifica el estatuto orgánico de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica y fija su texto refundido.

Artículo 23.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica, de la siguiente manera:

1) Reemplázase el inciso primero del artículo 1 por el siguiente:

"Artículo 1.- Créase un Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico destinado al financiamiento de la investigación científica y tecnológica.".

2) Reemplázase el artículo 2 por el siguiente:

"Artículo 2.- Será función del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación establecer anualmente, dentro de la disponibilidad presupuestaria del Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico, montos globales para el desarrollo científico y para el desarrollo tecnológico, comunicándolos a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.".

3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:

"Artículo 3.- Para asignar los recursos del Fondo señalado en el artículo 1, la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también "la Agencia") deberá, periódicamente, llamar a concursos nacionales de proyectos, a los cuales podrán postular universidades, institutos profesionales, centros de formación técnica, instituciones públicas y privadas del país o personas naturales residentes en Chile que cumplan con los requisitos y condiciones que establezca el reglamento.

En los procesos de asignación, la Agencia deberá utilizar como criterio principal la calidad de la propuesta, pudiendo solicitar de los postulantes la información adicional que estime pertinente para resolver en función de las características y condiciones particulares de cada concurso, según establezca el reglamento.

El Director Nacional de la Agencia podrá solicitar a personas o instituciones calificadas en las disciplinas o materias que corresponda, chilenas o extranjeras, que analicen los proyectos presentados, para su ilustración y mejor decisión. 

Los recursos que se asignen a los proyectos serán puestos a disposición de las instituciones o personas según corresponda, en la forma que lo determine el reglamento.

La Agencia deberá supervisar en forma periódica el desarrollo que tengan en su realización los proyectos aprobados. Con este objeto podrá requerir los antecedentes e informaciones que estime necesarios. Asimismo, deberá supervisar que los recursos que asigne sean utilizados para los fines que fueron solicitados.

Será deber de la Agencia publicar cada año un resumen de los proyectos seleccionados señalando el monto asignado a cada proyecto en ese año, la descripción y objeto del mismo, y el estado de avance cuando se trate de un proyecto en ejecución desde años anteriores.".

4) Elimínanse los artículos 4, 5, 6, 7 y 8.

5) Reemplázase el artículo 9 por el siguiente:

"Articulo 9.- Si del proyecto de desarrollo científico o tecnológico resultaren inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos susceptibles de protección mediante derechos de propiedad industrial, la institución o persona a la que se le asignaron los recursos podrá solicitar su protección, debiendo previamente haber reportado a la Agencia, la que deberá dejar constancia de dicho reporte en las condiciones que establezca el reglamento. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Estado tendrá derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa para practicar o hacer practicar, en cualquier lugar del mundo, los inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos referidos en el inciso anterior. Esta licencia podrá ser utilizada en el caso de que el derecho de propiedad industrial no sea aprovechado por aquella institución o persona a la que se le hubiere otorgado su protección, en las condiciones señaladas en el reglamento.

Si la institución o persona a la que se asignaron los recursos no solicitare el respectivo derecho de propiedad industrial o no reporte su interés en ello, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, éste corresponderá al Estado a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, por el sólo ministerio de la ley. El reglamento definirá los plazos, ocasiones y formas para efectuar dicho reporte, así como las excepciones que sean procedentes.

6) Elimínase el artículo 10. 

7) Reemplázase, en el artículo 11, la expresión "Educación Pública" por "Ciencia, Tecnología e Innovación". 

8) Elimínanse los artículos 1 transitorio y 2 transitorio.

Artículo 24.- Modifícase la ley N° 20.241 que Establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en su artículo 2, la expresión ''Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación".

2) Reemplázase, en su artículo 16, la expresión "el Ministro de Hacienda" por "los Ministros o Ministras de Hacienda y de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 25.- Modifícase el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en el numeral 6), la expresión ", y" por un punto y coma.

2) Intercálase el siguiente numeral 7) nuevo, pasando el actual numeral 7) a ser 8):

"7) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación;". 

Artículo 26.- Reemplázase, en la letra f) del artículo 7 de la ley N° 20.129 que Establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, la expresión "la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT" por "el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 27.- Reemplázase, en la letra d) del artículo 9 de la ley N° 20.380 Sobre Protección de Animales, la expresión "Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 28.- Reemplázase, en la letra e) del artículo 9 de la ley N° 19.169 que Establece Normas sobre Otorgamiento de Premios Nacionales, la expresión "el Presidente de la Comisión Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas" por "un representante del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 29.- Modifícase el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 7.912 de 1927, del Ministerio de Interior, que Organiza las Secretarías de Estado, de la siguiente manera: 

1) Elimínase la expresión "y" del numeral 19). 

2) Agréganse los siguientes numerales 21, 22 y 23, nuevos, a continuación del actual numeral 20: 

"21° Deporte; 

22° Mujer y la Equidad de Género; 

23° Ciencia, Tecnología e Innovación.".

Artículo 30.- Modificase, el decreto con fuerza de ley N° 4 de 1990, del Ministerio de Educación, que Adecua plantas y escalafones de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al artículo 5° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, modificado por el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2003, del Ministerio de Educación, que crea cargos de carrera que indica en el Ministerio de Educación, conforme al inciso cuarto del artículo septuagésimo de la ley N° 19.882, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase, en su título, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".

2) Reemplázase, en el artículo único, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".

Artículo 31.- Reemplázase, en el numeral 4 del artículo único del decreto con fuerza de ley N° 38, de 2003, del Ministerio de Hacienda, que Determina para los servicios públicos que indica, dependientes o relacionados con el Ministerio de Educación, los cargos que tendrán la calidad de altos directivos públicos, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".

Artículo 32.- Reemplázase, en la letra e) del artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 41, de 2004, del Ministerio Hacienda, que Determina para el Ministerio de Educación y servicios públicos que indica, los cargos que tendrán la calidad dispuesta en el artículo 7 bis de la ley N° 18.834 y cambia denominaciones que señala, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".

Artículo 33.- Modificase, la Ley Nº 20.530 que crea el Ministerio de Desarrollo Social y modifica cuerpos legales que indica, de la siguiente manera:

1) Agrégase al artículo 12 una letra i) nueva, del siguiente tenor:

“i) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.”.

2) Reemplázase en su artículo 15 el guarismo “4” por “5”.
Artículo 34.- Modifícase el artículo 42 de la ley N° 17.374, que Fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del DFL N° 313 de 1960, que aprobara la ley orgánica de la Dirección Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “actualmente confecciona la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “confeccione el Ministerio de Ciencia y Tecnología”.

2) Derógase su inciso segundo.
Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación, salvo las excepciones que se establecen en los artículos siguientes.

Artículo segundo.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación será considerado para todos los efectos el sucesor y continuador legal del Ministerio de Educación, en todo lo que se relacione con las funciones y atribuciones que esta u otras leyes le otorguen específicamente al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación; y en todos aquellos reglamentos o actos administrativos relacionados con la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica y que hayan sido expedidos a través del Ministerio de Educación, así como en los derechos y obligaciones nacidos de actos ejecutados o celebrados por este último relacionados con la misma Comisión.

Artículo tercero.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo serán, para todos los efectos, los sucesores legales de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) en las materias de sus respectivas competencias, en concordancia con las funciones y atribuciones que la presente ley les otorga al señalado Ministerio y a la Agencia, respectivamente.

En consecuencia, las menciones que las leyes, reglamentos y demás normas realicen a la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica o a CONICYT, o a alguno de sus órganos directivos, se entenderán efectuadas al Ministerio o a la Agencia, o al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación o al Director o Directora Nacional de la Agencia, según corresponda.

La Agencia será la sucesora de Conicyt respecto al Consejo de la Sociedad Civil de este último. Sus reglas de funcionamiento y de nombramiento de sus integrantes se mantendrán vigentes mientras la Agencia no las reemplace mediante la dictación de la norma a que hace referencia el artículo 70 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo cuarto.- La Agencia será, para todos los efectos, la sucesora legal de los Consejos Superiores de Ciencia y de Desarrollo Tecnológico establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1981, del Ministerio de Educación, que crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y Fija Normas de Financiamiento de la Investigación Científica y Tecnológica, según corresponda. 

Artículo quinto.- El Presidente o Presidenta de la República adecuará a la normativa introducida por la presente ley los reglamentos y decretos que considere necesarios, pudiendo modificarlos, eliminarlos, reemplazarlos o dictar otros nuevos, según lo estime pertinente.
Lo mismo se aplicará respecto de los reglamentos y decretos que regulen el funcionamiento orgánico de los institutos tecnológicos y de investigación públicos a que se refiere el literal j) del artículo 4.
Artículo sexto.- Se entenderá para los efectos de esta ley como Estrategia al documento de análisis que entregue al Presidente o Presidenta de la República el consejo asesor presidencial creado por el decreto supremo N° 177, de 2014, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. 

Una vez conformado, el Consejo Nacional de CTI deberá realizar su validación o revisión en los tiempos previstos por la ley.

Artículo séptimo.- El decreto supremo que apruebe la primera Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá ser dictado dentro de los 6 meses siguientes desde la entrada en funcionamiento del Ministerio, según lo establecido en el artículo octavo transitorio, numeral 1.

Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Además, determinará la fecha en que cesará en sus funciones la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT).

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, pudiendo dictar al efecto todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1 de la ley N° 19.553. También, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas de personal. 

3. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá fijar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento que practique.

4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, a la Subsecretaria del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que podrán ser traspasados a la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. La individualización del personal traspasado, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente la República", por intermedio del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

5. Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaria del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8. El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, en lo que corresponda. 

Artículo noveno.- El Presidente o Presidenta de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes para la aplicación de la presente ley.

Artículo décimo.- Los artículos 21, 22, 23, 30, 31 y 32 producirán sus efectos una vez que entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, en el plazo que se determine conforme al numeral 1 del artículo octavo transitorio.

Artículo decimoprimero.- Autorízase al Presidente o Presidenta de la República para nombrar, a partir de la publicación de la presente ley, al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, para efectos de la instalación del Ministerio. En tanto este último no inicie sus actividades, la remuneración del Ministro o Ministra, grado B de la Escala Única de Sueldos, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo decimosegundo.- Los artículos 24, 25, 26, 27, 28 y 29 producirán sus efectos una vez que haya sido nombrado el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

Artículo decimotercero.- Durante el primer año de vigencia de la ley, y en ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, el Consejo de dicha Corporación creará un comité denominado “Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos.

Este Comité tendrá como objetivo fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades científicas y tecnológicas para la innovación y provisión de bienes públicos, y servirá de instancia de coordinación e intercambio de información y buenas prácticas entre instituciones públicas y privadas sin fines de lucro que llevan a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.  

Para estos fines, la Corporación podrá delegar en el Comité la facultad de administrar instrumentos de financiamiento, los que podrán contemplar metas multianuales y evaluaciones de desempeño destinados a institutos tecnológicos y de investigación públicos y a personas jurídicas privadas sin fines de lucro, excluidas las instituciones de educación superior; en función de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Dicho financiamiento podrá destinarse, entre otras finalidades, a la creación y mantención de capacidades tecnológicas especializadas de las entidades antes señaladas, así como a su funcionamiento, según se establezca en los convenios respectivos.

El Comité tendrá un consejo directivo compuesto por el Ministro o Ministra de Ciencia y Tecnología, quien lo presidirá; el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo, quien actuará como su vicepresidente; el vicepresidente ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; el Director o Directora Nacional de la Agencia de Investigación y Desarrollo; representantes de los ministerios con los que se relacionen los institutos tecnológicos y de investigación públicos; y otros representantes del sector público y el sector privado relacionados con ciencia, tecnología, innovación y fomento productivo; según determine el Consejo de la Corporación. Los integrantes del Comité que pertenezcan a organismos públicos podrán ser reemplazados por quienes ellos designen.
Artículo decimocuarto.- El o los decretos supremos que definan las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de Ciencia y Tecnología, así como la ciudad donde tendrá su asiento el Secretario o Secretaria Regional Ministerial, según lo indicado en el artículo 7, deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses desde la publicación de esta ley.
Artículo decimoquinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley, en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran desde las partidas correspondientes de los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo; Secretaría General de la Presidencia; de Educación; y de Transportes y Telecomunicaciones a la partida que se cree para el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo noveno transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.

Para los años posteriores, el mayor gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.".
- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 23 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán y Alfonso De Urresti Longton.
Sala de la Comisión, a 21 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA EL MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN

(11.101-19)

La Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con calificación de urgencia “simple”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa, concurrió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Tuma.

Asimismo, asistieron del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Subsecretario, señor Víctor Maldonado; el Jefe de Asesores, señor Christian Torres; la asesora legislativa, señora María Jesús Mella, y los asesores, señores Pablo Jorquera, Vicente Aliaga, Carlos Arrué y Giovanni Semeria.

Del Ministerio de Hacienda, el asesor del Ministro, señor Hugo Arias.

De la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), el Presidente del Consejo, señor Mario Hamuy; el Consejero, señor Andrés Stutzin; la Jefa de Gabinete, señora Carola Muñoz; la Relacionadora Pública, señora Bárbara Freire, y el asesor de comunicaciones, señor Gonzalo Rosas.
Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, el asesor del Ministro, señor Adrián Fuentes, y el asesor legislativo, señor Andrés Penycook.

De la Contraloría General de la República, el Abogado, señor Saúl Linares.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

Las asesoras del Honorable Senador Girardi, señoras Victoria Fullerton y Karem Escobar.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

Del Comité Partido por la Democracia, el Periodista, señor Gabriel Muñoz.

Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.
Del Instituto Libertad y Desarrollo, los Abogados, señora Cristina Torres y señor Sergio Morales.

De TV Senado, el Periodista, señor Christian Reyes.

De Cala Comunicaciones, la Periodista, señora Camila Ávalos.

- - -


Cabe señalar que la presente iniciativa de ley fue discutida previamente, en el trámite reglamentario de segundo informe, por la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación. De acuerdo con el mandato de la Sala del Senado, a la Comisión de Hacienda le correspondió pronunciarse acerca de los asuntos de su competencia.


Se hace presente, del mismo modo, que habiendo iniciado la Comisión de Hacienda el estudio del proyecto, la Sala del Senado, en sesión de 5 de diciembre de 2017, abrió un plazo para la presentación de indicaciones, desde las 18:00 hasta las 19:00 horas del mismo día. Al vencimiento de dicho plazo, fueron presentadas las indicaciones 1 a 28, todas de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo indicado por la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación en su segundo informe.

- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículos 1; 2; 3; 10, que pasó a ser 9; 12, que pasó a ser 11; 13; 14; 15; 16; 18; 19; 20; 21; 22; 24; 25; 26; 27; 28; 29; 33 y 34 permanentes, y artículos primero; segundo; tercero; cuarto; quinto; séptimo; octavo; decimosegundo, que pasó a ser decimoquinto, y decimoquinto, que pasó a ser decimoséptimo, transitorios. 

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 1; 2; 3; 4; 6; 8; 16; 17; 20; 21; 22; 23; 24 y 28.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: las números 5 y 15.

4.- Indicaciones rechazadas: las números 7; 9; 10; 11; 12; 13; 14; 25; 26 y 27. 

5.- Indicaciones retiradas: las números 18 y 19.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -

DISCUSIÓN 

Previo al conocimiento de los asuntos de competencia de la Comisión, el Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, señaló que el proyecto que se somete al conocimiento de la Comisión, no se materializa sólo a través de la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología sino que, además, es un reorganización y modernización del Sistema de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Desarrolló, enseguida, la siguiente presentación:

Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología

Sentido de futuro

Chile tiene el desafío de superar su actual etapa de desarrollo.

- Ello implica mucho más que sólo crecer económicamente y de manera sustentable: significa construir una sociedad capaz de ofrecer oportunidades de realización plena y mejor calidad de vida a todos sus ciudadanos.

- Nuestro patrón de especialización productiva, basado en la extracción de recursos naturales, no nos llevará por la senda de ese desarrollo inclusivo y sostenible.

- La experiencia internacional muestra que la ciencia, la tecnología y la innovación no son un lujo de países ricos. Por el contrario, son condiciones esenciales para alcanzar el desarrollo.

- Necesitamos transformar al conocimiento y la creatividad en los motores de nuestro desarrollo.

El señor Hamuy explicó que, en este contexto, se crea un sistema enfocado en el desarrollo integral del país introduciendo la posibilidad de generar políticas públicas basadas e objetivos estratégicos. 
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En cuanto al diagnóstico precisó que es compartido. Al respecto, expresó que, esencialmente, Chile si bien ha ido aumentando su inversión pública en ciencia, tecnología e innovación hasta llegar a un nivel aproximado de 1000 millones de dólares por año, como porcentaje de su PIB, ha estado en una meseta de alrededor del 0,38% situación que le ha provocado que esté lejos del promedio de la OCDE que es del 2,4%. Ha habido esfuerzos públicos por la inversión en ciencia, tecnología e innovación sin embargo, indicó, aún existe una gran brecha con los países de la OCDE. 

Los temas de ciencia, tecnología e innovación son fundamentales para la estrategia de desarrollo del país, no es un lujo de los países desarrollados, afirmó, debiera ser central para la diversificación de nuestra matriz productiva la incorporación de Chile a la sociedad del conocimiento. Agregó que si bien el Estado ha hecho un gran aporte en los últimos años, aún queda mucho por hacer.

En cuanto a la inversión en I+D, del 0,38% aludido indicó que 2/3 provienen tanto de las universidades como del sector público y el 1/3 restante del mundo privado y del sector productivo, situación que contrasta con lo que ocurre en la OCDE donde 2/3 de la inversión en I+D deriva del sector productivo. Es decir, que si bien existe una brecha que se debe cerrar se debe incentivar al sector productivo para que investigue, genere más innovación y productos con mayor valor agregado. Precisó que este es el diagnóstico conocido.

Además, en este contexto, puntualizó que con la institucionalidad actual será muy difícil para Chile dar el salto necesario en temas de inversión y atraer al sector privado a la investigación. Si se quiere dar el salto se requiere un cambio de institucionalidad. 
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A continuación, explicó que el Proyecto de Ley en análisis:

- Crea un sistema de CTI enfocado en el desarrollo integral del país, introduciendo la posibilidad de generar políticas públicas basadas en objetivos estratégicos 

Institucionalidad pública basada en tres pilares: MinCyT, Minecon y Mineduc

Además integra a todo el Estado y los privados con el fin de llevar adelante políticas a favor del desarrollo integral, sostenible e inclusivo del país y regiones.

- Consagra por ley un consejo con carácter de Estado que genere una visión estratégica y un comité interministerial que asegure la coordinación de las políticas.

Asegura espacios de coordinación con los actores del sistema y la sociedad.

- Crea un nuevo Ministerio, rector del Sistema, y con el mandato y las capacidades para promover y orientar la ciencia, la tecnología y la innovación científico-tecnológica.

- Crea la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo especializada en la ejecución de las políticas de ciencia y tecnología definidas por el Ministerio.

[image: image6.png]Vision del Sistema
3 niveles (horizontes) / 3 pilares

Presidente(a)
de la Repiblica
Consejo Nacional de
CTl para el Desarrollo

Estrategia
Poliica
Comité Interministerial de CTI
MinCyT / Educacion / Economia / Hacienda

MINEDUC MinCyT MINECON
Ejecucion

DIVESUP 1D CORFO

Sistema Universidades Investigadores / Centros Empresas /

Educativo y otras IES Instit. de investigacion Tecnolégicos e ITP Emprendedores




Proyecto de Ley

- Crea un sistema de CTI enfocado en el desarrollo integral del país, introduciendo la posibilidad de generar políticas públicas basadas en objetivos estratégicos.

Institucionalidad pública basada en tres pilares: MinCyT, Minecon y Mineduc.

Además integra a todo el Estado y los privados con el fin de llevar adelante políticas a favor del desarrollo integral, sostenible e inclusivo del país y regiones.

- Consagra por ley un consejo con carácter de Estado que genere una visión estratégica y un comité interministerial que asegure la coordinación de las políticas.

Asegura espacios de coordinación con los actores del sistema y la sociedad.

- Crea un nuevo Ministerio, rector del Sistema, y con el mandato y las capacidades para promover y orientar la ciencia, la tecnología y la innovación científico-tecnológica.

- Crea la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo especializada en la ejecución de las políticas de ciencia y tecnología definidas por el Ministerio.

Señaló, además, que:

1.- Ministerio de Ciencia y Tecnología

- Actuará como ministerio articulador y coordinador de un sistema nacional de CTI.

- Promoverá que la Ciencia, la Tecnología y la innovación de base científico-tecnológica enriquezcan los procesos de formulación e implementación de políticas públicas.

- Fomentará la coordinación y colaboración interministerial, el desarrollo de iniciativas conjuntas en el sector público y la cooperación público-privada.

Se definen especiales mandatos de coordinación con el Minecon para una mejor vinculación entre ciencia-desarrollo productivo-innovación; y con el Mineduc, en la relación con Universidades, la formación de recursos humanos y la generación de una cultura científico-tecnológica y de innovación. 

Coordina acciones en CTI con todos los demás ministerios.

En cuanto a su organización explicó que el Ministerio:
- Cuenta con SEREMIs macrozonales, que tienen la tarea de hacer converger las políticas nacionales y regionales de CTI en función del desarrollo de territorios que tienen características y desafíos comunes. Se busca generar masas críticas y asociatividad.

- Tiene un consejo asesor de políticas que integra a todos los actores del sistema. Asimismo preside instancia de coordinación para el desarrollo de los institutos tecnológicos y de investigación públicos.

- Se integra al consejo de la Corfo y preside un Comité de Ministros de CTI que define una Política Nacional de CTI y que convoca a otros ministerios en función de desafíos sectoriales.

2. Creación de la Agencia

- Se crea un servicio público descentralizado especializado en la ejecución de las políticas de ciencia y tecnología definidas por el Ministerio: la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (sucesor de Conicyt)

- Su objeto es ejecutar los programas e instrumentos destinados al desarrollo de la ciencia y tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio

3. Sistema de CTI
Nivel Estratégico

- Se crea el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo que genera la visión estratégica que orienta al sistema.

Elabora, con mirada sistémica y de largo plazo, la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo que será marco orientador de las políticas públicas en este ámbito.

- Se crea el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación como instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo en materia de políticas públicas para ciencia, tecnología e innovación.

Elabora la Política y el Plan Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo que fija los objetivos y lineamientos generales en CTI para el periodo presidencial.
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4. Antecedentes Financieros

MinCyT

- La nueva institucionalidad tendrá $344.280 para funcionamiento, considerando una dotación de 322 personas.
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- La nueva institucionalidad considera recursos adicionales para su institucionalidad por un monto de $4.044.
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Agencia de I+D

- Durante el primer semestre funcionó una mesa de trabajo con los funcionarios de CONICYT con el objetivo de asegurar la correcta transición hacia la futura institucionalidad. Lo cual:

Generó un diagnóstico consensuado sobre la planta de personal que el servicio requeriría.

Acordó propuestas para mejoramiento y posibles modificaciones que puedan implementarse cuando entre en operación la Agencia.

- Personal de CONICYT y de la Subsecretaría de Economía será traspasado sin solución de continuidad al nuevo Ministerio:

No significará pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales.

Reconoce la antigüedad y las asignaciones que de ello derivan.

Agencia de I+D
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Ministerio Secretaría General de la Presidencia

1. Creación del MinCyT. Misión

El Ministerio de Ciencia y Tecnología (MinCyT):

- Actuará como órgano rector, promoviendo y orientando el desarrollo científico-tecnológico nacional y regional, considerando las características específicas de los territorios y sus estrategias y potencialidades de desarrollo.

- Promoverá que el conocimiento científico-tecnológico enriquezca los procesos de formulación e implementación de políticas públicas. 

- Fomentará la coordinación y colaboración interministerial, el desarrollo de iniciativas conjuntas en el sector público y la cooperación público-privada.

Funciones y atribuciones 

- Elaborar las políticas públicas de ciencia y tecnología y diseñar programas o instrumentos que serán ejecutados por la Agencia de I+D.

- Fomentar la investigación, básica y aplicada, y la generación de conocimiento en ciencias naturales, ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, ciencias sociales y artes y humanidades (investigación por curiosidad y por objetivos de desarrollo del país o sus regiones).

- Fomentar, tanto en el ámbito público como privado, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica.

- Fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades humanas, de infraestructura e institucionales para el desarrollo de CTI de base científico-tecnológica (instalación y consolidación).

- Fomentar la formación de profesionales e investigadores altamente calificados y su inserción (en el sistema completo CTI). 

- Fomentar la transferencia de resultados de investigación, conocimientos y tecnologías al sector público, los sectores productivos y la sociedad. 

- Contribuir a la formación de una cultura en ciencia, tecnología e innovación. 

- Promover la inversión y participación, y otros aportes privados a ciencia, tecnología e innovación.

- Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos públicos de investigación.

- Fomentar la vinculación y cooperación (nacional e internacional). 

- Velar por el patrimonio científico-tecnológico. 

- Velar por el desarrollo y promoción de la actividad espacial en el país.

- Velar por los tratados internacionales sobre ciencia y tecnología.

- Apoyar la formación (en Chile o el extranjero) y la inserción en el sistema de profesionales e investigadores altamente calificados.

- Realizar o encargar estudios, análisis prospectivos y generar estadísticas, indicadores y evaluaciones que apoyen las políticas públicas.

- Generar, en función de sus políticas, instancias de diálogo y coordinación con la comunidad científica, las instituciones de educación superior y demás actores del Sistema.

- Otras.

Organización

- Encabezado por el Ministro(a) de CyT, quien presidirá el Comité Interministerial de CTI y será parte del Consejo de la CORFO.

- El MinCyT tendrá una Subsecretaría de Ciencia y Tecnología y se desconcentrará a través de cinco Secretarías Regionales Ministeriales.

Las regiones se agruparán por macrozonas, considerando desafíos y oportunidades de desarrollo comunes, además de capacidades y potencialidades en ciencia y tecnología.

Unidad debe apoyar técnicamente a los gobiernos regionales con sus estrategias de desarrollo y orientación de la inversión regional en ciencia y tecnología.

Promover la coordinación y el desarrollo de iniciativas conjuntas entre las regiones sobre las que tenga competencia.
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2. Creación de la Agencia

Agencia de I+D

- Se crea la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo como un servicio público descentralizado.

Personalidad jurídica y patrimonio propio.

Se relaciona con el Presidente o Presidenta de la República a través del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

Afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

Será la sucesora legal de CONICYT en las materias de su competencia.

- Su objeto es ejecutar los programas e instrumentos destinados al desarrollo de la ciencia y tecnología y la innovación derivada de la investigación científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio.
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3. Institucionalidad del Sistema de CTI

Nivel Estratégico

- Se crea el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo que genera la visión estratégica que orienta al Sistema.

Elaborar, con mirada sistémica y de largo plazo, la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo que será marco orientador de las políticas públicas en este ámbito.

- El Consejo estará compuesto por su presidente y 14 consejeros que reflejarán la diversidad de enfoques y competencias del Sistema.

- La Estrategia revisada se debe entregar al Presidente o Presidenta de la República al inicio de su mandato.

La revisión de la Estrategia debe contemplar participación y diálogo con los actores del Sistema y la ciudadanía, a nivel nacional y regional.

Nivel de Política

- Se crea el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación como instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo en materia de políticas públicas para ciencia, tecnología e innovación.

- El Comité Interministerial estará integrado por:

El Ministro o Ministra de Ciencia y Tecnología, quien lo presidirá.

El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.

El Ministro o Ministra de Educación.

El Ministro o Ministra de Hacienda.

- Invitará a otros ministerios para abordar materias o iniciativas en función de contenidos o requerimientos específicos de la Política.

- La Subsecretaría de Ciencia y Tecnología prestará el apoyo administrativo necesario para el Comité (Secretaría Técnica), incorporando a representantes de los cuatro ministerios.

- La Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación fijará los objetivos y lineamientos generales en CTI para el periodo presidencial. 

- Debe ser elaborada y presentada al Presidente o Presidenta de la República dentro los cuatro primeros meses de su mandato.

- Debe contener al menos: 

Los objetivos y lineamientos generales para el período presidencial. 

Prioridades o énfasis basados en la Estrategia Nacional de CTI o las estrategias regionales de desarrollo.

Ejes de acción y metas de mediano plazo.

- Se implementa a través de un Plan de Acción que deberá contener: 

Los programas que lo integran (y órganos públicos responsables). 

Las acciones y medidas para el cumplimiento de dichos programas. 

Los plazos de ejecución, metas e indicadores para su evaluación.

4. Compromisos complementarios

Traspaso de programas

Ciencia

- Se traspasará a la Agencia la Iniciativa Científica Milenio (ICM). 

Todos los instrumentos de financiamiento de investigación (individual o asociativa, por curiosidad o misión) quedan en el ámbito MinCyT.

Transferencia Tecnológica

- Se traspasarán a la Agencia los programas OTL y Hubs que actualmente forman parte de la Gerencia de Capacidades Tecnológicas de Corfo.

Fomentan transferencia del conocimiento desde las universidades e impulsan el desarrollo de políticas de propiedad intelectual.

Innovación

- Se traspasarán a la Agencia el programa de MINEDUC que fomenta la innovación en universidades (Innovación en Educación Superior).

Capacidades de I+D

Centros Tecnológicos e ITP

- Se creará un Comité CORFO presidido por el MinCyT encargado de llevar adelante la política de ITPs y de centros tecnológicos.

Hoy radicados en la Gerencia de Capacidades Tecnológicas de CORFO.

- El Comité tendrá además la participación de representantes del Ministerio de Economía y otros ministerios sectoriales.

De esta manera se coordinará la implementación de políticas que generen capacidades tecnológicas para la innovación.

Creación del MinCyT

Política Espacial, Agencia del Espacio

- Después de décadas sin un ‘domicilio’ claro, el PdL entrega al MinCyT la responsabilidad respecto de la Política Espacial.

- Se estima que el MinCyT podrá asumir sus funciones en esta materia aprovechando el marco institucional vigente y creando un Comité CORFO que se denomine “Agencia Chilena del Espacio”. 

Presidido por el MinCyT, que canalizará los recursos para la operación de los programas y proyectos que conformen la Política Espacial.

Integrado por otros ministerios, como Agricultura, Bienes Nacionales, Defensa y Transportes y Telecomunicaciones, entre otros.

4. Antecedentes financieros, Agencia de I+D
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El Honorable Senador señor Montes señaló que es importante, para efectos de transparencia, que quede claro cuál es el origen de los recursos destinados al nuevo Ministerio que se está creando y que ello conste en un informe financiero consolidado.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Hugo Arias, indicó que el Ejecutivo necesita ingresar una indicación que dice relación, precisamente, con la nueva planta de CONICYT que se aplicará a la Agencia. En ese sentido, agregó, solicitará que la Dirección de Presupuestos elabore un informe financiero consolidado en los términos requeridos.

El Honorable Senador señor Lagos manifestó que, previo a la presentación del proyecto que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, hubo una larga discusión respecto de diversos temas que generan mucho debate. Indicó que este proyecto, en términos generales, significa un avance sustantivo con respecto a lo que existe actualmente. Precisó que aún quedan pendientes aspectos relacionados a con la importancia que reviste el Consejo Asesor, su carácter de vinculante, las propuestas que efectuará, si es o no presidencialista, etc. 

Insistió, al igual que el Honorable Senador señor Montes en la necesidad de contar con un nuevo informe financiero que dé cuenta, claramente, de dos aspectos distintos. Uno, relativo al costo que significa la creación de un nuevo Ministerio y otro, que señale los recursos adicionales que se están incorporando, desde otros servicios, hacia él. En consecuencia, agregó, no es suficiente observar una cifra global ya que es necesario advertir si son recursos que se redistribuyen o si serán adicionales.

Además, requirió claridad respecto al proyecto inicial y al final. 

El Honorable Senador señor García manifestó tener dos dificultades con el proyecto de ley en análisis. Una dice relación con la Agencia Nacional de I+D. Al respecto, señaló que en la estructura del Estado existen muy pocas Agencias como, por ejemplo, la Agencia de la Calidad de la Educación y ellas están, en general, miradas en menos. Consultó por qué ella no se denominó, por ejemplo, “instituto”. Indicó que sería preferible cambiarle el nombre para que tenga más potencia, más poder ya que las Agencias son menores dentro de la estructura del Estado.

Otra, se refiere a la macroseremías. En relación a ellas, indicó que cada región debe tener su Seremi. No es posible de otra manera ya que, de otra forma, existirían regiones de primera y de segunda categoría en esta materia que es demasiado importante. Se ocasionará, probablemente, una disputa respecto de qué regiones deberán contar con Seremis y cuáles no. Cada región debe contar con su Seremi ya que si no, de otra manera, todo el discurso de descentralización y de regionalización pierde fuerza.

El Honorable Senador señor Tuma consultó cuáles son las regiones dónde estarán establecidos los Seremis. Señaló que no debiera existir ninguna región sin la presencia de un delegado ministerial. Lo que se viene en el futuro tiene que ver con la investigación, la ciencia y la tecnología y no existe ninguna justificación para que una región con cuente con ellos.

Se refirió, además, a lo indicado por el señor Hamuy en relación a los instrumentos que se traspasarían desde Corfo al Ministerio de Ciencia y Tecnología. Consultó si esos instrumentos irán acompañados con traslado de profesionales y cargos de planta.

Además, preguntó cómo se relacionará el Ministerio de Ciencia y Tecnología con el sector productivo ya que es indispensable que se obtengan los frutos de los nuevos resultados en investigación y tecnología y se trasladen al sector productivo. Consultó cómo se efectúa, si se hace directamente desde Ministerio de Ciencia y Tecnología con los sectores productivos o a través de los Ministerios como los de Economía, Agricultura, Medio Ambiente, etc. ya que los ministerios requerirán una participación para el vínculo que tienen con el sector productivo. Señaló que es confusa esta situación y requiere mayor claridad.

El Honorable Senador señor Pizarro indicó que si se analizan los objetivos del nuevo Ministerio de Ciencia y Tecnología ellos están absolutamente centralizados en la gestión con el Presidente de la República.. La primera impresión es que este proyecto de ley no tiene nada que ver con un proceso de descentralización. Precisó que parte del debate se debe hacer crudamente porque si el Ministerio es el encargado de asesorar y colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de políticas, planes y programas destinados a fortalecer la ciencia y tecnología como factores de desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país, estamos frente a una visión completamente global. Si la concepción del Ministerio es la señalada no será responsabilidad de él lo que suceda con el desarrollo de la ciencia, tecnología e investigación en cada uno de las regiones y, por lo tanto, el tema de las Seremías no debiera, en la práctica, existir.

Señaló que la peor solución es crear Seremías y que prefiere que no exista ninguna porque de otra forma se presta para estos debates. Puntualizó que el tema del desarrollo de la ciencia y la tecnología en las regiones debiera ser labor de los gobiernos regionales coordinados con el nivel nacional porque cada gobierno regional tiene realidades muy distintas en temas como la pesca, la minería, la agricultura, la biodiversidad, etc. Señaló que requiere claridad respecto de este aspecto.

Planteó, posteriormente, sus reparos respecto de la creación del Consejo Asesor Presidencial, del Consejo Nacional de la Ciencia, del Comité Interministerial de Ciencia y Tecnología y también la propia Agencia ya que casi todas tienen las mismas funciones dentro de la definición que está establecida en el proyecto de ley. Al respecto, consultó quién estará definiendo las políticas públicas. Recordó que el señor Hamuy explicó que al Consejo Asesor, al inicio de cada presidencia, se le entrega la política nacional de desarrollo científico, el Presidente del Consejo tendrá que implementarla y el Comité Interministerial tendrá cuatro meses para desarrollarla. Si eso es así, prosiguió, significa que la composición de ese Consejo no puede durar cuatro años y no puede ser generado solamente por el Presidente de turno porque se producirá un sesgo y no se mantendrá una política transversal o de país. Solicitó al Ejecutivo aclarar esta situación.

Finalmente, señaló que si el objetivo de la creación de este Ministerio es mantener centralizada esta materia los temas de regionalización o descentralización se deberán analizar en los gobiernos regionales. Si no es así y se pretende que el nuevo Ministerio también tenga un rol importante en el desarrollo de las regiones es evidente que deberá tener estructura en todas ellas y, a lo mejor, eso es bueno o, por otro lado, lo único que hace aumentar la burocracia y la confusión.

El Honorable Senador señor Montes señaló que la experiencia que ha tenido el parlamento con la creación de ministerios no ha sido buena y ha faltado más debate político de intencionalidad al crear estas estructuras ya que no se trata de agregar algo a la estructura del Estado sino un factor que contenga especificidades. Desde esa experiencia planteó, en primer lugar, que le preocupa cómo está concebido el rol de lo público dentro de este Ministerio y cuál es el rol concreto del Estado porque una concepción muy subsidiaria en este caso, limita más que aportar. Tiene que ser una concepción de iniciativa y muy dinámica, es decir se requiere Estado con los privados, no se trata de suplantar sino que de tomar iniciativas.

En cuanto a temas relevantes relacionados con la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología indicó que, por ejemplo, el tema de la ciencia de la tierra es significativo ya que Chile necesita investigar los aspectos relacionados con la sismología y los volcanes. Fuimos punta en el mundo, recordó, por tal motivo, debemos ponernos a tono con los desafíos.

En cuanto a la energía solar expresó que debe existir un plan de desarrollo de conocimiento, de formación de profesionales en los distintos niveles: en el estudio teórico y global y también con los instrumentos debido a que estamos atrasados en esa tecnología. También lo estamos en investigación y formación de personas.

En cuanto al tratamiento de residuos señaló que tiene ello mucho tiene que ver con la calidad de nuestra ciudad. No existe investigación ni respuesta al tratamiento de residuos, precisó. 

Indicó que se requiere cierto eje en todos estos aspectos y que si bien el Ministerio tiene que pensar a largo plazo y es una institución permanente del Estado, debe ser más audaz. 

Consultó al señor Mario Hamuy cuál es la concepción que está en la base de este proyecto de ley. Insistió en que se necesita una relación más estrecha entre la investigación y la creación del mundo del futuro. 

En relación con la organización del país señaló que ocupar el concepto de Secretario Regional Ministerial  en el proyecto de ley, es un error. Ellos tienen que ver con las regiones y, además, debiera haber uno en cada una de ellas. Sugirió al Ejecutivo proponer otra denominación al encargado. Solicitó se le indicara cuál es el criterio que tiene el Ejecutivo para definir las cinco macrozonas.

Por otra parte, manifestó su preocupación con el sistema educacional. Señaló que toda la innovación educativa en Harvard, por ejemplo, tiene que ver con dos ejes: la realidad social y la realidad cultural de investigación. Es decir, el estudiante no es un ser que se separa del mundo sino que mantiene vínculos con la sociedad y con los procesos de producción de conocimiento. 

Destacó, además, su preocupación en cuando al modelo de financiamiento para la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología porque es un modelo que está sujeto a los presupuestos anuales. Recordó que cuando se discutió el Royalty siempre se pensó que él tenía básicamente un vínculo con la ciencia y la tecnología. Al respecto, manifestó que se debe contar con un piso de financiamiento un tanto más sólido que solamente la decisión presupuestaria y solicitó al Ministerio de Hacienda que piense el vínculo se puede efectuar, aunque sea indirecto.

 Consultó si asignar los recursos en esta dimensión es la forma más adecuada o, por el contrario, debiera presentarse un plan nacional y, a partir de aquello,  planes regionales y su división.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, procedió a dar respuesta a las consultas formuladas por los señores Senadores.

En cuanto a la consulta relativa a las Agencias, el Consejo y el Comité señaló que este último es la instancia donde se realiza prospectiva, no depende del gobierno de turno, él se renueva por parcialidades, y los Consejeros duran cuatro años en sus cargos, el nuevo Presidente renueva la mitad más uno del Consejo de manera de mantener una cierta estabilidad en lo que es una mirada estratégica que es dinámica y se actualiza permanentemente. El Consejo tiene una mirada estratégica, es orientadora para la política que se define a nivel de Comité Interministerial con los insumos que proveen los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación, de Educación y de Economía, Fomento y Turismo, además del de Hacienda y queda claramente separada de lo que es la ejecución de las políticas a través de las Agencias. Por lo tanto, afirmó, se producen diferencias importantes. El Consejo estratégico orienta las políticas que tiene un horizonte de cuatro años y la ejecución está a cargo de las Agencias que ejecutan e implementan las políticas. Son roles distintos y horizontes distintos.

En relación a la Agencia, jurídicamente, ella es un servicio público como cualquier otro del aparato del Estado. Su nombre es de fantasía que realza la visibilidad del Servicio. Es más estético llamarla Agencia de Investigación y Desarrollo. La intención es elevar el perfil estético al nombre del Servicio. Ella ha satisfecho, hasta el momento, a la comunidad científica. Su nombre va acompañado al vocablo “investigación” concepto amplio que engloba tanto al método científico como lo relativo a las artes y a las humanidades que forman parte también de una de las responsabilidades del nuevo Ministerio. Investigación es un paraguas mucho más amplio que solamente realizar investigación científica. Hasta ahora, precisó, se ha observado que ha tenido muy buena recepción por parte de la comunidad científica.

En cuanto a las Seremías señaló que efectivamente, quizá el mejor nombre sea “macroseremi”. Precisó que no es un Seremi ya que ello significaría uno por región. Explicó que el concepto se refiere a una macrozona. Ellas, indicó, no están definidas en la ley quedando remitidas a un reglamento donde serán, posteriormente, establecidos sus límites geográficos. Indicó que el macroseremi tendrá asiento en alguna de las ciudades de su macrozona y cada macroseremía tendrá una organización interna adecuada para relacionarse regularmente con las unidades de los gobiernos regionales cuyas tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación y, además, con otros actores del Sistema. Si bien no se está frente a la figura del delegado si está la tarea de hacerse cargo y relacionarse con cada una de las regiones donde el macroseremi no tenga asiento.

En relación a cómo se efectuará el traslado del conocimiento al sector productivo señaló que se hará mediante una tarea que se le ha asignado al nuevo Ministerio, es decir cerrando la brecha que existe entre el mundo productivo y el mundo académico a nivel mundial. Para ello, precisó es necesario generar instancias de diálogo para acercar estos mundos. 

En cuanto a la lógica de la concursabilidad y la entrega de recursos por demanda, que es esencialmente la situación que ocurre en Conicyt versus un Estado que se hace cargo de problemas país señaló que este aspecto forma parte del proyecto de ley, incluso se faculta al nuevo Ministerio, para que a través de la Agencia pueda crear centros de investigación que satisfagan las necesidades del país.

En relación a la descentralización señaló que en el proyecto de ley se menciona que el Ministerio, como órgano rector, debe velar por la coordinación, consistencia y coherencia en las políticas tanto a nivel nacional como regional. Por lo tanto, se le pide al nuevo Ministerio que incluya la visión regional. Mencionó que actualmente un 25% del Fondo de Inversión para la Competitividad está destinado a las regiones y cada región lo distribuye de acuerdo a sus propias decisiones y prioridades. Hoy, afirmó, las regiones deciden cómo gastar sus fondos. 

Finalmente, en cuanto a las áreas de interés prioritarias explicó que es  un aspecto que se está abordando desde ya desde el Consejo de Conicyt. Es evidente, señaló, que en este salto institucional, la idea es que el nuevo Ministerio defina y adopte áreas prioritarias y que este aspecto se materialice a través de iniciativas público privadas, con la creación de centros de investigación, entre otros.

---

A continuación, se da cuenta de las disposiciones de competencia de la Comisión de Hacienda (en los términos en que fueron aprobadas en el segundo informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación, como reglamentariamente corresponde de conformidad con el artículo 41 del Reglamento del Senado), y de las indicaciones presentadas. Del mismo modo, se da cuenta de acuerdos adoptados respecto de todas ellas.
Artículo 2

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas; que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados y técnicos especializados; la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber; el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología, y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.

La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, desarrollo tecnológico para fines productivos y fortalecimiento de recursos humanos para este ámbito, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción; y c) formación de técnicos y profesionales, y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación. 

Los organismos públicos señalados en el inciso anterior deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.”.

El Honorable Senador señor García señaló que hubiese sido más adecuado que el Título I se denominara “Del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación” y no “Disposiciones Generales”. Indicó que su aspiración era que el artículo 1 del proyecto de ley fuese el relativo a la creación del nuevo Ministerio y no el artículo 3.

El Honorable Senador señor Montes insistió que dentro de la definición del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación deben incorporarse y definirse, necesariamente, los temas relativos a la antártica, a la energía solar, a la sismología, etc.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro. 

Artículo 3

Literalmente, dispone: 

“Artículo 3.- Del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también "el Ministerio") como la secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente o la Presidenta de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a fomentar y fortalecer la ciencia, la tecnología y la innovación derivada de la investigación científico-tecnológica (en adelante también “innovación de base científico-tecnológica”) con el propósito de contribuir al desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas que promuevan y orienten el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica tanto a nivel nacional como regional, considerando las características específicas de los territorios y sus estrategias y potencialidades de desarrollo.

En el ejercicio de sus funciones, el Ministerio promoverá que el conocimiento y la innovación de base científico-tecnológica enriquezcan los procesos de formulación e implementación de políticas públicas, fomentando la coordinación y colaboración interministerial, el desarrollo de iniciativas conjuntas dentro del sector público y la cooperación público-privada.”.

El Honorable Senador señor Montes recalcó que si bien Explora es un organismo que ha tenido un gran desarrollo, posee una gran potencialidad y formará parte del nuevo Ministerio, es fundamental que se lo potencie aún más sobre todo en aspectos tan relevantes como los educativos y los culturales. Precisó que aspira que dentro de la definición del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación se incorporen estos aspectos con mayor fuerza debido a que no se explicitan claramente.


Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro. 

Artículo 4

Es del siguiente tenor:

“Artículo 4.- Funciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio tendrá las siguientes funciones: 

a) Proponer al Presidente o Presidenta de la República políticas, normas, planes y programas en el ámbito de los sectores a su cargo.

b) Fomentar la investigación, básica y aplicada, y la generación de conocimiento en ciencias naturales, ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, ciencias agrícolas, ciencias sociales, y artes y humanidades. En el desarrollo de esta tarea, velará por un adecuado balance entre investigación inspirada por la curiosidad y aquella orientada por objetivos de desarrollo del país o sus regiones.
c) Fomentar, tanto en el ámbito público como privado, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica. Se entenderá por innovación de base científico-tecnológica el desarrollo experimental y las demás actividades científico-tecnológicas que pueden llevar a la generación de productos, procesos o servicios nuevos o sustancialmente mejorados, en las etapas previas a su comercialización. En el cumplimiento de esta función pondrá especial foco en los desafíos estratégicos del país y deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, teniendo en consideración lo señalado en el artículo 2.
d) Fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades humanas, de infraestructura e institucionales para el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y, en especial, promover la instalación y consolidación de centros de investigación y desarrollo y centros tecnológicos de carácter regional o nacional, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo. En el cumplimiento de esta función deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2.
e) Fomentar la formación de profesionales e investigadores altamente calificados y la inserción de recursos humanos altamente calificados en instituciones académicas, centros públicos y privados de investigación y desarrollo, así como otros organismos del Estado y el sector privado. En este ámbito deberá coordinarse con las Secretarías de Estado que corresponda.

f) Generar, en coordinación con otros organismos públicos del Sistema, y en función de los desafíos estratégicos del país y de las políticas públicas que lleve adelante, instancias de diálogo y coordinación con la comunidad científica, las universidades, las instituciones públicas o privadas que realizan investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica, y los demás actores del Sistema.

g) Fomentar la transferencia de resultados de investigación, conocimientos y tecnologías al sector público, los sectores productivos y la sociedad y, especialmente, promover y fortalecer la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos. En este ámbito deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y a través de éste con el Instituto Nacional de Propiedad Intelectual y la Corporación de Fomento de la Producción, en el ámbito de sus respectivas competencias.

h) Contribuir a la formación de una cultura científica y a la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, tecnología e innovación en el país, en todos los ámbitos.

i) Promover la inversión y participación, así como otros aportes, que puedan realizar personas y entidades privadas en el ámbito de la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica.

j) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos. 

Se entenderá por institutos tecnológicos y de investigación públicos a las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y a las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior; que lleven a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.
k) Velar por la protección y conservación del patrimonio científico y tecnológico nacional.

l) Velar por el desarrollo y promoción de la actividad espacial en el país. En este ámbito, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 

m) Fomentar la vinculación, la colaboración y la cooperación, a nivel nacional e internacional, en el ámbito de los sectores a su cargo.

n) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre ciencia y tecnología, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

o) Colaborar con otros organismos del sector público en el diseño y análisis de programas e iniciativas de investigación científica y desarrollo tecnológico asociadas a los ámbitos de acción de estos últimos y de acuerdo a las prioridades de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos competentes.
p) Las demás funciones que la ley le encomiende.”.

Respecto de la letra c), el Honorable Senador señor Montes señaló que su preocupación principal, en relación al nuevo ministerio que se crea, es que no se deja más avanzado y definido los campos de interés nacional en que debe centrarse el fomento del desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica. 

En cuanto a temas relativos a la educación, solicitó que se expliciten en la norma, con mayor prioridad y énfasis.

En cuanto a la letra e), el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Jorquera, planteó que se presentará una indicación que explicite que los institutos tecnológicos y de investigación públicos son parte de la política de formación e inserción de personal altamente calificado.

Refiriéndose a la letra g), el Honorable Senador señor García consideró restrictivo que en la coordinación para la transferencia de resultados de investigación sólo se mencione al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y a través de éste al Instituto Nacional de Propiedad Intelectual y la Corporación de Fomento de la Producción, aunque no esté cerrado sólo a ellos. Planteó que podría disponerse una referencia más genérica, para incluir organismos especializados como, por ejemplo, algunos que se enmarcan dentro del Ministerio de Agricultura.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Jorquera, indicó que se presenta una dicotomía entre ser más específico para establecer la coordinación o hacerla más amplia sin asignarla a determinadas reparticiones. Explicó que, en este caso, se ha optado por ser más específico por cuanto el modelo de la nueva institucionalidad pública se basa en un modelo de tres pilares, en que los temas de innovación deben ser coordinados permanentemente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y sus agencias.

El Honorable Senador señor Pizarro concordó con la explicación recién dada, puesto que resulta más razonable que los resultados en innovación se compartan y transfieran al organismo más relacionado con esa área, que es el citado ministerio.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, sobre el debate anterior, llamó la atención acerca de la letra j), en cuanto dispone que es función del Ministerio “generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos”. 

El Honorable Senador señor Montes manifestó que resulta relevante constatar que existe una preocupación acerca de que sea el conjunto de las instituciones del Estado vinculadas a generar conocimiento las que reciban coordinadamente los resultados de investigación, conocimientos y tecnologías.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que las dudas surgen, realmente, en relación a la forma de lograr que las instituciones sientan y cumplan el deber de coordinarse con la nueva entidad que se está creando.

Posteriormente, sobre el presente artículo recayó la indicación número 1 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en su literal e), luego de “privados de investigación y desarrollo,” la frase “institutos tecnológicos y de investigación públicos señalados en el literal j) del presente artículo,”.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Jorquera, señaló que la indicación tiene por finalidad explicitar que los institutos tecnológicos y de investigación públicos son parte de la política de formación e inserción de personal altamente calificado. Agregó que esta indicación forma parte de un compromiso adquirido durante la iniciativa de ley en la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación.

Puesta en votación la indicación número 1 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Asimismo, sobre el presente artículo recayó la indicación número 2 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en su literal h), luego del punto y aparte que pasa a ser punto y coma, lo siguiente: 

“promoviendo especialmente su incorporación en el sistema escolar, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación.”.

Puesta en votación la indicación número 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

La indicación número 3 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en el párrafo primero de su literal j), luego de “organismos públicos para”, la frase “velar por el desarrollo,”.

Puesta en votación la indicación número 3 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

La indicación número 4 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente literal p), nuevo, pasando el actual a ser literal o):

“p) Promover el acceso abierto a los resultados generados por la investigación financiada con recursos públicos, en el marco de la normativa vigente.”.

El Honorable Senador señor Montes consultó el alcance del vocablo “abierto”.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Jorquera, explicó que esta indicación tiene como finalidad que se promueva el acceso a la investigación financiada con recursos públicos. Precisó que se agregó en su redacción la frase “en el marco de la normativa vigente” debido a que existen ciertas restricciones de propiedad intelectual e industrial que imposibilitan, por ejemplo, las publicaciones en revistas indexadas.
Puesta en votación la indicación número 4 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Puestas en votación las letras b), c), d), e), g) y m) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.

Artículo 5

Textualmente, prescribe:

“Artículo 5.- Atribuciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio tendrá, en especial, las siguientes atribuciones:

a) Diseñar programas o instrumentos para el otorgamiento de subvenciones, préstamos u otras ayudas para el desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, que serán ejecutados por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, pudiendo establecer objetivos, requisitos para la postulación y asignación, procesos y criterios de evaluación, condiciones bajo las que se asignarán los recursos y mecanismos de seguimiento y evaluación, entre otros elementos.

b) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, los que podrán considerar la transferencia de recursos, debiendo en dicho caso someterse a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. 

c) Realizar o encargar estudios, análisis prospectivos e investigaciones y generar estadísticas, indicadores y evaluaciones que apoyen tanto la elaboración de políticas públicas como su seguimiento, medición y evaluación.

d) Establecer vínculos de colaboración y cooperación, así como participar en organismos internacionales en el ámbito de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos de la Administración del Estado.

e) Solicitar y recibir de los órganos de la Administración del Estado y de entidades o personas del sector privado, información y antecedentes respecto de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, debiendo coordinarse, en lo que corresponda, con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

f) Otorgar reconocimientos a personas e instituciones que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las ciencias, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.

g) Desarrollar actividades que promuevan la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica en la sociedad.

h) Mantener y gestionar, de manera coordinada con otros organismos públicos, información respecto de las capacidades y producción del país en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, así como estadísticas e información de interés público respecto de los recursos que los organismos de la Administración del Estado entregan a los sectores público y privado para el desarrollo de estas materias.
i) Solicitar al Instituto Nacional de Normalización la elaboración y homologación de normas técnicas sobre procesos y recintos de investigación científico-tecnológica, las que podrán ser declaradas como normas oficiales mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio.

j) Elaborar manuales de buenas prácticas en materia de actividades, procesos o instalaciones para la investigación científica, desarrollo experimental e innovación de base científico-tecnológica.

k) Realizar procesos de capacitación a los funcionarios y funcionarias públicas en materias relacionadas con las funciones del Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.
l) Solicitar a las universidades, que se encuentren acreditadas en el área de investigación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.129, para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.
m) Las demás atribuciones que la ley le otorgue.”.

Respecto de la letra a), el Honorable Senador señor Montes consultó si el Ministerio estaría facultado para diseñar programas e instrumentos sin necesidad de ser aprobados por el Congreso Nacional –como ocurre en el caso del Ministerio de Vivienda y Urbanismo- o mantiene ciertas restricciones.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, expresó que las políticas públicas en materia de ciencia, tecnología e innovación quedan definidas a nivel ministerial y es la Agencia la que ejecuta dichos diseños. Agregó que, actualmente, CONICYT cumple los dos roles mencionados.

El Honorable Senador señor Coloma inquirió a quién se le solicitan los préstamos que se mencionan en el literal en discusión.

El Honorable Senador señor Montes constató la necesidad de que quede claro que la atribución del Ministerio no implica sustituir el rol del Congreso Nacional en relación a la aprobación de los programas.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Jorquera, explicó que la disposición hace referencia a que la institucionalidad pública pueda otorgar préstamos –hasta ahora todo se hace vía subvenciones- y, por el contrario, no se hace referencia a programas presupuestarios sino que a políticas públicas para programas o instrumentos específicos del área.

El Honorable Senador señor Coloma insistió en la introducción del término “préstamos” que es muy distinto a subvención, dado que implica capacidad de endeudamiento y no están claros los límites. 

El Honorable Senador señor Pizarro observó que lo que discuten es si el Ministerio tiene o no determinadas atribuciones para permitir el desarrollo de tecnologías y la innovación, y la letra a) le permite diseñar programas e instrumentos en los que mediante ayudas, subsidios o préstamos pueda apoyar a instituciones o emprendimientos con colaboración o participación de terceros, pero no implica que el Ministerio vaya a solicitar préstamos a privados u organismos internacionales.

El Honorable Senador señor Montes expuso que, en el área vivienda, el Ministerio diseñó el programa PET, con subsidio y condiciones de los créditos con garantía estatal, misma situación que se puede replicar en este sector.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó entender las precedentes explicaciones pero, por lo mismo, estimó que debe mejorarse la redacción de la letra a), para que dé cuenta de dicha interpretación.

El Honorable Senador señor García expresó entender que no se está autorizando al Ministerio a otorgar préstamos, sólo a que, en determinados programas, se puedan otorgar créditos, probablemente con recursos de CORFO u otros.

El Honorable Senador señor Montes insistió en que, no obstante no ser posible que el Poder Legislativo intervenga en el desarrollo de cada instrumento, no puede ocurrir que quede fuera de la definición del marco general de los programas.

Sobre la letra b), el Honorable Senador señor Coloma reiteró lo señalado respecto del literal anterior, en cuanto a la necesidad de contar con mayor claridad respecto de las expresiones que se refieren a transferencias de recursos entre instituciones.

El Honorable Senador señor Pizarro acotó que no debe perderse de vista que se trata de una disposición que versa sobre las atribuciones del nuevo Ministerio y en ese marco resulta lógico suponer que pueda celebrar convenios que impliquen transferencias de recursos.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, colocó como ejemplo, la situación de los observatorios astronómicos, en que existen casos en que se han celebrado tratados para la cooperación internacional con el país y también existen casos en que la Universidad de Chile celebra convenios dentro del marco de la ley que la faculta para ello. En ambos casos puede existir transferencia de recursos y contraprestaciones como tiempos de uso reservado para observación astronómica. Agregó que CONICYT, actualmente, maneja dos fondos –ALMA y GEMINIS- que se forman con los aportes de los observatorios internacionales para el desarrollo de la astronomía y se ejecutan por intermedio de la misma Comisión.

En relación a la letra d), el Honorable Senador señor Coloma acotó que se evidencia que, si bien se entiende que las tareas propias y fundamentales del nuevo Ministerio son hacerse cargo del rol del Estado en los ámbitos de la ciencia, la tecnología y la innovación, existen otros organismos estatales que cuentan con atribuciones en dichas áreas, por lo que se produce una “zona gris” que puede complicar el éxito de la nueva institucionalidad. Planteó que sus dudas fundamentales se dan en relación al Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y CORFO, por lo que fue partidario de que las facultades en esas materias se traspasaran al Ministerio de Ciencia y Tecnología.

El Honorable Senador señor Montes señaló entender que el Ministerio de Relaciones Exteriores tiene la facultad de establecer el marco de la cooperación internacional y cuenta con agencias especializadas para ello, pero aquí se está definiendo que el nuevo Ministerio -en el campo de la ciencia, la tecnología y la innovación- se haga cargo de los vínculos de colaboración internacional, siendo consistente con las facultades de otros ministerios en las referidas áreas.

El Honorable Senador señor Coloma especificó que si se trata del Ministerio de Relaciones Exteriores no existiría el problema planteado, porque el fondo del cuestionamiento es el sentido del Ministerio en cuanto a la ciencia, la tecnología y la innovación, y allí se cruza con otras reparticiones que mantienen prerrogativas.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que, en cuanto a la cooperación internacional, el sistema ya funciona con un marco en que existen atribuciones similares en varios ministerios. Distinta es la discusión de fondo acerca de la necesidad o no de la existencia del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

El Honorable Senador señor Montes indicó que el modelo de este Ministerio es diferente al del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, que cruza las competencias de todas las otras reparticiones del Estado buscando promover una agenda de igualdad de género, y en el caso de la entidad que discuten se busca, principalmente, estimular y desarrollar la ciencia en varios ámbitos distintos, por lo que su tarea más relevante es lograr nuevos desarrollos más que ocupar espacios que actualmente tienen otros organismos públicos.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que los temores existentes se sintetizan en que la nueva entidad no resulte ser un Ministerio intrascendente.

Acerca de la letra g), el Honorable Senador señor Montes solicitó que se desarrolle más su contenido, para que quede claro que se promoverá el acercamiento de la ciencia y la tecnología a los establecimientos educacionales.

Respecto de la letra k), los Honorables senadores señores Coloma y Lagos hicieron notar que no puede ser correcta la expresión “los funcionarios y funcionarias públicas”, por lo que solicitaron que se modifique dicha redacción.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 5 de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, en su literal g), luego del punto y aparte que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente: 

“En el ejercicio de esta atribución, promoverá el acercamiento de la ciencia, tecnología e innovación a los establecimientos educacionales y a los niños, niñas y adolescentes, debiendo coordinarse con el Ministerio de Educación para estos efectos.”.

El Honorable Senador señor García sugirió que en la redacción de la indicación se elimine la frase “y a los niños, niñas y adolecentes”, debido a que es excluyente en el sentido que no incorpora, por ejemplo, a los adultos que estudian.

Puesta en votación la indicación número 5 fue aprobada con la enmienda indicada precedentemente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

La indicación número 6 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente literal m), nuevo, pasando el actual a ser literal n):

“m) Solicitar a los institutos tecnológicos y de investigación públicos información o datos relevantes para la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional.”.

Puesta en votación la indicación número 6 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Puestas en votación las letras a), b), c), d) y f) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

En votación la letra k), fue aprobada con enmiendas, como se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. Lo hizo en mérito de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

El resto del referido literal fue aprobado por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro, y una abstención del Honorable Senador señor Coloma.
Artículo 6

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 6.- De la organización del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio se organizará de la siguiente manera:

a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

b) El Subsecretario o Subsecretaria de Ciencia, Tecnología e Innovación.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales. 

Un reglamento expedido a través del Ministerio determinará su estructura interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. En dicha estructura se deberán considerar las unidades funcionales necesarias para el cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio, tales como: políticas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica; coordinación  intersectorial e interinstitucional; estudios, prospectiva, estadísticas e indicadores; y difusión y cultura de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

Adicionalmente, el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación constituirá, mediante decreto expedido bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", un consejo asesor ministerial para el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector. En su conformación deberá considerar personas de destacada labor provenientes de los campos de la investigación científica, el desarrollo tecnológico, la innovación y la academia; así como personas provenientes del sector empresarial o productivo. Su integración deberá propender al equilibrio de género y a una adecuada representación de las regiones, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias. “.

En este artículo recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 7 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en su literal c) antes del punto aparte, la expresión “Macrozonales”.

El Honorable Senador señor Pizarro indicó no estar de acuerdo con la existencia de las macrozonas. Recordó que se acordó con el Ejecutivo una nueva redacción que buscara una alternativa de solución para que cada región tuviera su propia Seremía, organización o instancia donde, en conjunto con el gobierno regional, se pudiera desarrollar ciencia, tecnología e innovación. Señaló estar conteste con la redacción aprobada por la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación porque, de esa forma, existirá la obligación de implementarlas en cada una de las regiones.

El Honorable Senador señor García señaló coincidir con la postura del Senador señor Pizarro en el sentido que la proposición del Ejecutivo debía buscar una solución para que hubiera un Seremi en todas las regiones, razón por la cual, indicó, la indicación formulada representa un retroceso. Manifestó que rechazará la propuesta del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Montes precisó que no es buena la solución entregada por el Ejecutivo porque al agregarle a las Secretarías Regionales Ministeriales la expresión “Macrozonales” confunde aún más. Distinto es, por ejemplo, crear oficinas para grandes zonas de desarrollo. A diferencia de los Senadores señores Pizarro y García precisó no estar de acuerdo con que existan Seremis en todas las regiones porque esa figura está agotada, debiendo revisarse en el futuro. Manifestó ser partidario de un organismo para coordinarse con los gobiernos regionales en investigaciones que se relacionen con realidades con características comunes.

El Honorable Senador señor García señaló que las Seremías forman parte de la administración del Estado.

El Honorable Senador señor Lagos consultó qué sucede si mediante ley se establecen un número menor de Seremías, es decir que no todas las regiones tienen la posibilidad de contar con una, también se requeriría una ley de quórum.

El Honorable Senador señor Montes aclaró que lo que está en discusión dice relación con tres posiciones. La primera es la postura del Ejecutivo que propone crear Secretarías Regionales Ministeriales Macrozonales limitadas, un componente nuevo respecto del cual se desconoce el alcance; la segunda es entender que deben existir Seremías en todas las regiones, por lo tanto, no puede independientemente de la gradualidad de la instalación, separarse y, tercero, es que debemos pensar las Seremías no porque la división administrativa establece 16 regiones sino por la naturaleza del objeto del campo en análisis, es decir, ciencia, tecnología e innovación siendo obvio, por ejemplo que en el norte, la zona desértica tiene una especificidad y requiere una investigación distinta a la de otras zonas de nuestro país como por ejemplo Magallanes y Aysén El concepto clave no es cómo se administra sino cómo se producen los conocimientos de manera adecuada y se coordina para obtener un mayor desarrollo. 

El Honorable Senador señor Coloma señaló que el parlamento debiera poder definir dónde se ubican las macrozonas y no que sea el Ministro o Presidente quien, mediante decreto supremo, las fije según un criterio determinado. Se requiere, insistió, un debate más profundo de qué pensamos como parlamento respecto de dónde debieran ubicarse las macrozonas. La delegación, es decir entregarle a un tercero la posibilidad de determinar cuáles son las macrozonas de nuestro país, no puede hacerse mediante un decreto supremo.

El Honorable Senador señor Pizarro indicó que la indicación lo que propone es agregar a las Secretarías Regionales Ministeriales la expresión “Macrozonales”, produciéndose un cambio en la Ley de Bases de la Administración del Estado. Esta modificación, precisó, no sólo requiere quórum calificado sino que un cambio al Sistema. Es decir, si se acepta que existan macrozonas o una división distinta significa estar de acuerdo con que en cada una de las regiones no haya un Seremi del Ministerio, situación que es inadecuada e incongruente. A partir de esta idea, indicó que se opone a las macrozonas y a todo los artículos en los cuales ellas están reguladas.

La Comisión de Hacienda le efectuó al Ejecutivo un planteamiento mediante el cual se señalaba que esta regulación no es conveniente para las regiones y que buscara una solución en la línea de establecer Secretarías Regionales. La propuesta del gobierno es que para despejar el tema de las cinco Secretarías Regionales Macrozonales cada una de ellas podrá destinar a funcionarios de su dependencia para prestar servicios en una región distinta de aquella en que tiene asiento, en los términos previstos en la ley N° 18.834. Esta propuesta es peor porque significará un agravio. 

Siendo coherente, señaló, su preferencia porque quede establecido en la letra c) que el Ministerio tendrá en todas las regiones Secretarías Regionales Ministeriales. Además, indicó que rechazará la propuesta del Ejecutivo en todas las indicaciones donde se mencione este concepto.

El Honorable Senador señor Lagos precisó que toda esta discusión se produce porque seguimos siendo centralistas. Es muy difícil pensar no tener Seremías en todas las regiones. 

El Honorable Senador señor Montes señaló que votará en contra de la indicación porque la naturaleza del objeto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación es distinta a la administración de ciertas funciones territoriales. Por definición, se debe producir conocimiento de la realidad y, a partir de aquello, ayudar al desarrollo de las regiones, proponer alternativas de desarrollo productivo, desarrollo social, etc. Señaló estar de acuerdo con que existan universidades en todas las regiones sin embargo, indicó que la mirada para observar la ciencia y el desarrollo tecnológico, debe cambiar y debe ser más amplia. Si se crea un Ministerio para el conocimiento, para producir, coordinar y generar tecnología se debe buscar una fórmula distinta. Indicó que se requiere una respuesta más creativa para un problema que es distinto a los otros ya que este Ministerio no es igual a todos porque mediante él se busca recuperar parte del atraso que Chile tiene en el campo de la ciencia, tecnología e innovación.

El Honorable Senador señor García señaló al respecto que cada región debe tener identidad aspecto que justifica la creación de las Seremías. Si se está creando un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación por qué deberíamos privar a las regiones de ellas. Afirmó que debe haber una persona que se relacione con los investigadores, las universidades, con los actores de la ciencia, la tecnología y la innovación. Es oprobioso para una región quedarse sin una Secretaría Ministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación. Cómo se justifica una situación así, es impresentable, afirmó. Finalizó señalando que podría un Ministerio no tener Seremis en determinadas regiones o se podría asignar a un Seremi más de una región pero lo que no puede suceder es cambiarle la jurisdicción y denominarlas macrozonas porque se deja de hablar de Secretarías Regionales Ministeriales.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Vicente Aliaga, explicó que el modelo propuesto está pensado desde lo que fue el Ministerio de Energía. La norma de la definición de los Secretarios Regionales Ministeriales, mediante decreto, es una norma que venía cuando se creó el Ministerio de Energía. Es un modelo que ya está probado y que este parlamento no la declaró como ley orgánica constitucional. Además, señaló que la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, en su artículo 27 establece que la ley puede tener denominaciones específicas.

Puesta en votación la indicación número 7 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
La indicación número 8 de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar su inciso final.

Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

En votación el resto del artículo 6, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

Artículo 7

Textualmente, dispone:

“Artículo 7.- De las Secretarías Regionales Ministeriales. El Ministerio se desconcentrará territorialmente en cinco Secretarías Regionales Ministeriales, que estarán a cargo de un Secretario o Secretaria Regional Ministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación, y que representarán al Ministerio en una o más regiones.

Mediante uno o más decretos supremos, expedidos a través del Ministerio, se establecerán las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales, así como la ciudad en la que tendrá su asiento cada Secretario o Secretaria Regional Ministerial. Para efecto de estas definiciones se deberán considerar las características comunes de los territorios en cuanto a sus desafíos y oportunidades de desarrollo, además de sus capacidades y potencialidades para el desarrollo de la ciencia y la tecnología.

Cada Secretaría Regional Ministerial dispondrá de una organización interna adecuada para relacionarse regularmente con las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación y con otros actores del Sistema.”.
En este artículo recayeron las siguientes indicaciones:

La indicación número 9 de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, las dos veces que aparece, la expresión “Regionales Ministeriales” por “Regionales Ministeriales Macrozonales”.

Puesta en votación la indicación número 9 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
La indicación número 10 de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, las tres veces que aparece, la expresión “Regional Ministerial” por “Regional Ministerial Macrozonal”.
Puesta en votación la indicación número 10 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
La indicación número 11 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en su inciso segundo, a continuación de “las Secretarías Regionales” la frase “Ministeriales Macrozonales”.
Puesta en votación la indicación número 11 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

La indicación número 12 de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, en su inciso tercero, luego del punto final que ha pasado a ser punto y seguido, lo siguiente:

“Con este mismo fin, el Secretario Regional Ministerial Macrozonal podrá destinar a funcionarios de su dependencia para prestar servicios en una región distinta de aquella en que tiene asiento, en los términos previstos en la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.”.
Puesta en votación la indicación número 12 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

El Honorable Senador señor García solicitó votación del artículo 7.

Puesto en votación el artículo 7 fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro

Artículo 8

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 8.- Funciones y atribuciones de las Secretarias Regionales Ministeriales. Las Secretarías Regionales Ministeriales tendrán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Coordinar, los planes y programas de ciencia, tecnología e innovación de base científica tecnológica que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.

b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia o perspectiva regional, considerando para ello las estrategias de desarrollo y de ciencia, tecnología e innovación adoptadas por las regiones sobre las que tenga competencia, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.

c) Apoyar técnicamente a los gobiernos de las respectivas regiones en la elaboración y revisión de sus políticas y estrategias de desarrollo en los ámbitos de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y en la definición de marcos estratégicos que orienten el gasto de los recursos regionales destinados a estas actividades, en el marco de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18.

d) Promover instancias de coordinación entre los actores regionales del Sistema e impulsar el desarrollo de iniciativas conjuntas entre las regiones sobre las que tenga competencia la respectiva Secretaría Regional Ministerial, en el marco de las políticas generales del Ministerio.

e) Participar en las instancias público-privadas que se establezcan en las respectivas regiones para la definición de estrategias relacionadas con el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación.

f) Promover la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos en las respectivas regiones y fomentar la vinculación público-privada para el desarrollo de iniciativas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica. En este ámbito, deberá coordinarse con todas las instituciones y, especialmente, con las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.
g) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.”.

Recayeron, en este artículo, las siguientes indicaciones:

La indicación número 13 de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en su encabezado, las dos veces que aparece, la expresión “Regionales Ministeriales” por “Regionales Ministeriales Macrozonales”.
Puesta en votación la indicación número 13 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

La indicación número 14 de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en su literal d), la expresión “Regional Ministerial” por “Regional Ministerial Macrozonal”.

Puesta en votación la indicación número 14 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
La indicación número 15 de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente literal g), nuevo, pasando el actual a ser literal h):

“g) Generar instancias de coordinación con los jefes de las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación de las regiones sobre las que tenga competencia.”.

El Honorable Senador señor García solicitó eliminar, en la letra g) propuesta, la expresión “de las regiones sobre las que tenga competencia”.

Puesta en votación la indicación número 15 fue aprobada con enmiendas, como se indicará en el capítulo de modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 9

Es del siguiente tenor:

“Artículo 9. - Normas aplicables al personal del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y rendición de cuentas. El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que señala, y su legislación complementaria. 

Cada año, a más tardar en el mes de abril, el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá dar una única cuenta pública que contenga las acciones emprendidas por el Ministerio el año anterior, según lo establecido en el artículo 72 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 

Dicha cuenta deberá contener, al menos, los objetivos de mediano y largo plazo de las políticas del Ministerio y un análisis de su impacto en el Sistema, indicadores de efectividad de las acciones emprendidas por el Ministerio y por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, además de un resumen de aquellos informes que el Ministerio y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo deban remitir al Congreso Nacional en cumplimiento de la Ley de Presupuestos vigente.

La cuenta deberá ser presentada ante las comisiones con competencia sobre las materias de ciencia, tecnología  e innovación de la Cámara de Diputados y del Senado y ante la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en una misma sesión. Además, deberá ser publicada en la página web del Ministerio.”.

El Honorable Senador García consultó a qué se refiere la norma al señalar que el Ministro deberá dar una “única” cuenta pública.

El Honorable Senador Montes señaló que siempre se debe efectuar una cuenta pública y que mantener el vocablo “única” podría generar confusiones. Recomendó eliminar la expresión.

En relación a lo que prescribe el inciso final, en cuanto a que la cuenta pública deberá ser presentada ante las comisiones con competencias, el Honorable Senador señor García explicó que todos los Ministerios efectúan cuentas públicas. Consultó por qué al nuevo Ministerio se le está estableciendo una nueva forma de efectuar la cuenta. Ello, sin duda, afirmó, dificultará el modelo existente. 

El Honorable Senador Coloma manifestó estar de acuerdo con los argumentos señalados por el Senador García. Expresó que, además,  la presentación de la cuenta es un concepto que no estaba incluido en el proyecto original. Precisó que de mantenerlo se podrían, a futuro,  generar inconvenientes. Sugirió eliminar el último inciso del artículo en discusión. 

Posteriormente, el Ejecutivo presentó la indicación número 16, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en su epígrafe, la expresión “rendición de cuentas” por “cuenta pública”. 

Puesta en votación la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

Con igual unanimidad, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, se acordó reemplazar en su inciso segundo, la expresión “una única cuenta pública que contenga” por “cuenta pública de”.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Montes solicitó votación separada del inciso final del artículo 9. Este fue rechazado con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Pizarro y la abstención del Honorable Senador señor Montes.

Artículo 10

Textualmente, dispone:

“Artículo 10.- De la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Créase la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también "la Agencia"), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente o Presidenta de la República a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, que Regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

La Agencia tendrá por objeto administrar y ejecutar los programas e instrumentos destinados a promover, fomentar y desarrollar la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio.

El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago.”.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que la nomenclatura que señala la Constitución Política se refiere al Presidente de la República y que, en ese sentido se debiera eliminar la expresión “Presidenta”. Al respecto, solicitó votación separada.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó por qué se ocupa el vocablo “Agencia”, añadiendo que quizá se le debiera dar otra denominación.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, señaló que la Agencia es un servicio público y que el nombre Agencia de Investigación y Desarrollo es un nombre de fantasía. Precisó que la comunidad científica se siente cómoda con la expresión la que, además, se adecúa a la jerga internacional. Es una nomenclatura general. 

Puesta en votación la enmienda sugerida por el Senador señor Coloma fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro y los votos favorables de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Puesto en votación el resto del artículo 10 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 11

Es del siguiente tenor:

“Artículo 11.- Atribuciones de la Agencia. Para el cumplimiento de su objeto, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la generación de conocimiento en todos los campos de la ciencia y la tecnología; el desarrollo tecnológico; y la innovación de base científico-tecnológica.

b) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la generación, instalación o fortalecimiento de capacidades para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional y regional.

c) Ejecutar programas o instrumentos que permitan o hagan más eficiente el acceso a insumos, infraestructura y servicios para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional o regional.
d) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la investigación científica y tecnológica de manera asociativa. 

e) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la formación, en Chile o en el extranjero, de profesionales e investigadores altamente calificados.

f) Ejecutar programas o instrumentos que apoyen la inserción y atracción de recursos humanos altamente calificados, en instituciones académicas; centros de investigación científica y desarrollo tecnológico, públicos o privados; además del Estado, y el sector productivo.

g) Ejecutar programas o instrumentos que contribuyan a la generación o fortalecimiento de redes u otras instancias de cooperación nacional e internacional en investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica.
h) Ejecutar programas o instrumentos que promuevan la transferencia de conocimiento y tecnología a través de la colaboración y vinculación de las instituciones que realizan investigación y desarrollo, en especial las universidades y centros científico-tecnológicos, con los sectores productivos, las empresas y el sector público.

i) Gestionar y ejecutar programas que apoyen la difusión pública de resultados de investigación en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

j) Elaborar e implementar las bases de concursos, convocatorias y evacuar todo acto administrativo que sea necesario para la ejecución de los programas o instrumentos indicados precedentemente, de acuerdo a las definiciones establecidas por el Ministerio.

k) Gestionar y administrar sistemas de acceso a la información científica nacional e internacional para fines de investigación, educación e innovación.
l) Desarrollar y administrar sistemas de información que permitan el seguimiento de la gestión de los programas, instrumentos y recursos públicos que ejecuta.

m) Solicitar cauciones a los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta.

n) Coordinarse, en los niveles que corresponda, y en el marco de sus respectivas competencias, con los Ministerios de Educación, de Economía, Fomento y Turismo, y otras Secretarías de Estado; con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda; y con la Corporación de Fomento de la Producción y el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de la participación o colaboración de estos organismos o de la información que puedan proporcionar.

o) Integrar y participar en la formación y constitución de personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea la promoción, información, desarrollo y coordinación de iniciativas de investigación, transferencia y difusión de conocimientos científicos y tecnológicos e innovación de base científico-tecnológica. Del mismo modo, la Agencia está facultada para participar en la disolución y liquidación de las entidades de que forme parte, con arreglo a los estatutos de las mismas.

Esta atribución sólo podrá ejercerse por resolución, debiendo obtener previamente la autorización de los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Hacienda. 

En ningún caso la Agencia podrá caucionar compromisos u obligaciones contraídas por las entidades a cuya constitución o integración contribuya.

p) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a alcanzar los objetivos de la Agencia, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

q) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por qué la norma se refiere a ejecución de los instrumentos si, habitualmente, lo que se ejecuta son los programas.

Por otra parte, recordó que una de las grandes discusiones que se efectuó en la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación giró en torno a la incorporación, en el nuevo Ministerio, del vocablo “innovación”. Consultó, al respecto, que tipo de innovación no quedaría considerada dentro del concepto “base científico-tecnológica”. Señaló efectuar la consulta debido a que la expresión innovación, sin el agregado científico-tecnológica, pareciera ser menos restrictiva.

En relación a la letra n), especialmente en lo relativo a los organismos que en ella se señalan, esto es, los Ministerios de Educación, de Economía, Fomento y Turismo, otras Secretarías de Estado, Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda y con la Corporación de Fomento de la Producción, consultó cómo el nuevo Ministerio que tiene una especie de mandato unívoco, se coordinará en los niveles que corresponda con todos ellos si, en la práctica, muchas de las facultades radicadas en él, también están consideradas en otros Ministerios. 

Manifestó hacer esta consulta debido a que es necesario aclarar este aspecto ya que a su parecer, él no ha quedado suficientemente resuelto. 

Al respecto, el Honorable Senador señor Pizarro expresó que es lógico y natural que la Agencia posea gran parte de las atribuciones y objetivos del nuevo Ministerio. En ese sentido, precisó que ella no está compitiendo con el resto de los organismos mencionados en la letra n) sino que se está coordinando con ellos, además de complementarse. 

El Honorable Senador señor Montes consultó si Explora está incluida dentro de la Agencia, si es otra instancia paralela y quien ejecuta el Programa.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que en relación a la consulta efectuada por el Senador señor Coloma en cuanto a que si lo que se ejecuta son los programas o los instrumentos precisó que los primeros, agrupan a distintos instrumentos y los segundos, se ejecutan.
En cuanto a la expresión innovación científico-tecnológica refirió que ella quedó establecida en el artículo 2 donde se definen los ámbitos de acción del Ministerio de Ciencia y Tecnología, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y del Ministerio de Educación. Precisó que el citado artículo se refiere a un Sistema que involucra los ministerios mencionados y para cada uno de ellos se definen los ámbitos de acción y, especialmente, para el caso del Ministerio de Ciencia y Tecnología se señala que estará a cargo de la innovación sobre base científico-tecnológica. Explicó que la innovación de tipo empresarial queda bajo el alero del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y de Corfo.

Respecto de la letra n) indicó que la norma se refiere a un Sistema, es decir, se está reforzando todo un Sistema que involucra tres pilares o tres ministerios. La lógica, prosiguió, por construcción dispone que debe haber coordinación entre ministerios que poseen ámbitos que se traslapan de alguna manera. Sin embargo, lo relevante es que exista, entre ellos, coordinación. Precisó que la letra en cuestión se refiere a que el nuevo Ministerio deberá coordinarse con quien corresponda es decir, los Ministerios de Economía y Educación.

Finalmente, respecto a la consulta efectuada por el Senador señor Montes señaló que las funciones que actualmente efectúa Explora están elevadas a nivel ministerial y que el nuevo Ministerio será quien ejecute sus programas.

El Honorable Senador señor Coloma sugirió que se mejore la redacción de las letras a), b), c), d), e), f) g) y h) que se refieren a la ejecución de los programas e instrumentos con la finalidad de una mejor comprensión de las atribuciones de la Agencia.

El Honorable Senador Coloma solicitó votación separada de la letra n).

Puesta en votación la letra n) fue aprobada con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.

Puesto en votación el resto del artículo 11 fue aprobado con una enmienda consistente en reemplazar en las letras a), b), c), d), e), f), g) y h), la conjunción ”o”, la primera vez que aparece, por la frase “y los diferentes”, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores García, Coloma, Lagos, Montes y Pizarro. Lo hizo en mérito de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Artículo 12

Literalmente, dispone:

“Artículo 12.- De la organización interna de la Agencia. La Agencia estará a cargo de un Director o Directora Nacional, quien será el jefe superior de servicio.

El Director o Directora Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.”.

Puesto en votación el artículo 12 fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.

- - -

La indicación número 17 de Su Excelencia la Presidenta de la Presidenta, para intercalar, dentro del párrafo 1° del título III, el siguiente artículo 12, nuevo, y reordenándose los siguientes:

“Artículo 12.- Rendiciones de cuenta. La Agencia deberá solicitar rendiciones de cuenta periódicas por los recursos que asigne, en la forma que determine el reglamento. La persona o entidad receptora que mantenga pendientes rendiciones de cuenta con la Agencia no podrá recibir transferencias de cuotas de proyectos nuevos o ya asignados.

Para estos efectos, atendida la naturaleza del programa o instrumento, se establecerá en cada adjudicación la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta en la forma y según los criterios que establezcan las bases de cada concurso de acuerdo al reglamento. Tratándose de concursos en que participe de cualquier forma una institución de educación superior, la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta podrá ser la misma institución; o bien una facultad o unidad académica de jerarquía equivalente, caso en el que la prohibición establecida en el inciso anterior no podrá afectar al resto de la institución, aun cuando quien firme el convenio respectivo sea el Rector o el representante de la institución. 

Los recursos entregados a instituciones por concepto gastos de administración deberán rendirse de manera anual y consolidada, en la forma que determine el reglamento. La infracción a este deber de rendición suspenderá el pago de estos recursos a la respectiva institución.”.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, explicó que la finalidad de esta indicación que incorpora un artículo 12, nuevo, es obligar a una rendición de cuenta para poder identificar a la persona que lo hace, según lo establece su inciso primero. En caso que sea una institución de educación superior podrá, es decir es facultativo, rendir cuenta no afectándose al resto de la institución. Asimismo, en su inciso tercero se indica que existen ciertos gastos que son a la institución porque son recursos para la administración conjunta de los proyectos los que se rinden de forma conjunta y lo hace la institución que alberga los proyectos.

Puesta en votación la indicación número 17 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -

Artículo 14

Textualmente, prescribe:

“Artículo 14.- Normas aplicables al personal de la Agencia. El personal de la Agencia estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que Señala, y su legislación complementaria.

El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar las funciones de carácter directivo que se le asignen o deleguen mediante resolución fundada del Director o Directora Nacional, en la que deberán precisarse las referidas funciones. Dicho personal no podrá exceder de 5 funcionarios.”.

En votación el artículo 14 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 15

Es del siguiente tenor:

“Artículo 15.- Del patrimonio de la Agencia. El patrimonio de la Agencia estará constituido por: 

a) Los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título.

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios.

e) Las donaciones que se le hagan, así como las herencias o legados que acepte. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación. 

f) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. 

g) Las subvenciones, préstamos, aportes o recursos en general que se le restituyan.

h) Los demás aportes que perciba en conformidad a la ley.

La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.”.

En votación el artículo 15 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 17

Literalmente, dispone:

“Artículo 17.- Del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo. El Presidente o Presidenta de la República, mediante decreto supremo, creará un consejo asesor presidencial denominado "Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo" (en adelante también el "Consejo Nacional de CTI"). 

El Consejo Nacional de CTI tendrá como misión asesorar al Presidente o Presidenta de la República en el análisis prospectivo de las tendencias de desarrollo globales y nacionales; en la formulación de propuestas destinadas a fortalecer y desarrollar el Sistema; y en la elaboración y revisión, con mirada sistémica y de largo plazo, de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo.

El Consejo Nacional de CTI estará compuesto por su presidente o presidenta y por catorce consejeros o consejeras designados por el Presidente o Presidenta de la República, propendiendo a una adecuada representación de las regiones y equilibrio de género, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias. Para ello, se contemplará la participación de investigadores de reconocido desempeño en los campos de la ciencia y la tecnología, es decir las artes y las humanidades, las ciencias sociales, las ciencias agrícolas, médicas y de la salud, las ciencias naturales, y la ingeniería y tecnologías; profesionales de reconocida trayectoria en políticas de desarrollo y en ciencia, tecnología e innovación; personas de destacado desempeño y experiencia en los sectores de la gran, mediana y pequeña empresa y del emprendimiento; académicos o expertos en el ámbito de formación de profesionales y técnicos; y personas de destacada labor en el ámbito del desarrollo social o la innovación social.

El Consejo Nacional de CTI se renovará por parcialidades. Los consejeros o consejeras no percibirán dieta por el desempeño de sus funciones y durarán cuatro años en el ejercicio de las mismas. Los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones serán financiados según el presupuesto de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación. Un reglamento regulará la forma y modo para implementar lo señalado en este inciso y en el anterior.

En el desarrollo de sus tareas el Consejo Nacional de CTI deberá relacionarse y coordinarse especialmente con los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación, de Economía, Fomento y Turismo, de Educación, y con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda, así como con las principales entidades y servicios públicos del Sistema. Podrá también convocar a otros ministerios para analizar desafíos estratégicos sectoriales relacionados con ciencia, tecnología e innovación, y solicitar de ellos y de otras instituciones públicas que conformen el Sistema, a través de la contraparte técnica que estas determinen, información respecto de políticas, programas, iniciativas y demás materias relevantes para la elaboración, revisión o seguimiento de la Estrategia.

Las sesiones del Consejo se registrarán en actas, las cuales serán públicas una vez que sean aprobadas; y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los temas tratados y las conclusiones a las que se arribó.

La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá prestar apoyo administrativo y material al Consejo Nacional de CTI para el adecuado desempeño de sus tareas.”.

El Honorable Senador señor Montes consultó si el Consejo Asesor Presidencial señalado en esta disposición es el mismo que el mencionado en el artículo 6 del proyecto de ley.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, señaló que no es el mismo Consejo ya que el mencionado en el artículo 6 es asesor ministerial y tiene por finalidad el análisis y revisión periódica de las políticas públicas del sector.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su extrañeza por la existencia de un Consejo Asesor Presidencial. La presidencia de la República no posee varios consejos asesores, sino que ellos se conforman para situaciones específicas. Señaló que no tiene mucho sentido, tal como está planteado en la norma, más bien pudiera ser, precisó una complicación para el buen funcionamiento y relación entre ministerios y la Presidencia de la República.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cuál es el sentido de la creación del Consejo Asesor Presidencial.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que son dos Consejos distintos. Uno es el Consejo Asesor Presidencial que tiene como objeto efectuar un trabajo prospectivo de largo plazo para determinar dónde están las tendencias mundiales, observar dónde se encuentran las mejores oportunidades para que nuestro país se desarrolle. 

Otro, es el Consejo Asesor Ministerial que tiene un horizonte de menor plazo, de cuatro años. Está integrado por expertos del sector productivo, del mundo académico, etc. y tiene como labor asesorar al Ministro en la definición de las políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación sobre base científica tecnológica. 

El Honorable Senador señor Lagos consultó si quienes conforman el Consejo Asesor Ministerial son permanentes o son nombrados cada cuatro años.

El Honorable Senador señor Pizarro precisó que sigue sosteniendo que a pesar de las buenas intenciones planteadas por el señor Hamuy el problema que se presenta en cuanto a la duplicidad o de contradicción entre los dos Consejos dice relación con varios aspectos. Uno de ellos, explicó, dice relación con la renovación de los integrantes del Consejo y su duración. 

Sin embargo, manifestó que su mayor preocupación dice relación con que se establece que en el desarrollo de sus tareas el Consejo deberá relacionarse y coordinarse especialmente con los Ministerios de Ciencia y Tecnología, de Economía, Fomento y Turismo y de Educación; con el Consejo Nacional de la Cultura y de Artes o el organismo que lo suceda así como con las principales entidades y servicios públicos del Sistema, que podrá convocar a otros ministerios para analizar desafíos estratégicos sectoriales relacionados con la ciencia, tecnología e innovación y demás materias relevantes para la elaboración, revisión y seguimiento de la Estrategia, etc.

Señaló que la duplicidad de Consejos propenderá más a confundir que a aportar. Precisó que no le convence la creación del Consejo Asesor Presidencial, entre otros aspectos porque se acaba el carácter de asesoramiento estratégico de largo plazo.

El Honorable Senador señor Montes señaló que comparte varias de las preocupaciones planteadas por el Senador señor Pizarro debido a que no es fácil, en una sociedad como la chilena, tener dos Consejos, uno que dura cuatro años y otro que es permanente. Precisó que lo habitual es que los consejos ministeriales sean a su vez asesores del Presidente de la República. 

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, explicó que existen temas que demoran en madurar y que requieren de una perspectiva de largo plazo y, ante esa dificultad de controlar el corto con el largo plazo donde muchas veces las miradas y los temas superan un período presidencial, existen diferentes arreglos institucionales y, a nivel mundial, ella se ha resuelto de diferentes formas. En muchos casos internacionales, explicó, se observa la existencia de Consejos Asesores Ministeriales que tienen la capacidad de mirar más allá de un período presidencial. No solamente son respecto de un tema sino que respecto de la complejidad de la ciencia, la tecnología y la innovación. 

En ese sentido, Chile ha tomado algunas decisiones y hace algunos años existe el CENIT que es un Consejo que tiene la perspectiva de mirar el largo plazo e indicar dónde se encuentran los desafíos de nuestro país en estas áreas. La necesidad del Consejo Asesor Ministerial dice relación con superar los períodos presidenciales y orientar a largo plazo en temas relevantes para Chile. Resaltó que la experiencia ha demostrado que pueden convivir los dos Consejos.

Comentó, además, que en razón de la discusión en esta Comisión, el Ejecutivo ha presentado una indicación para suprimir el Consejo Asesor Ministerial y, de esa manera, eliminar la duplicidad sugerida por los señores Senadores.

El Honorable Senador señor Montes señaló que el Ministro de Ciencia, Tecnología e Innovación debe ser integrante del Consejo Asesor Presidencial. Es decir, no puede estar desvinculado el Consejo del Ministerio.

El Honorable Senador señor Pizarro sugirió agregar al Ministro de Ciencia, Tecnología e Innovación como fórmula de solución para que haya algún tipo de articulación entre ambos.

El Honorable Senador señor Coloma indicó que cuando se produce un cambio de gobierno no parece razonable que el que asume tenga los 15 miembros nombrados por el gobierno anterior. 

El Honorable Senador señor Montes comentó que esta situación no tiene la lógica coyuntural política ya que la mirada es más científica. Lo adecuado es que exista diversidad no pueden tener todos los miembros una misma mirada o enfoque.

El Ejecutivo propone incorporar, en el inciso segundo, del artículo 17 al Ministro de Ciencia, Tecnología e Innovación ya que con ello se cumple el objetivo solicitado por los señores Senadores y permite aplicar sin conflictos la norma transitoria que indica que la mitad de los Consejeros deberá durar dos años y la otra mitad cuatro, en el primer nombramiento.

Puesto en votación el artículo 17 fue aprobado con la enmienda sugerida por el Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro. Lo hizo en mérito de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Artículo 23

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 23.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica, de la siguiente manera:

1) Reemplázase el inciso primero del artículo 1 por el siguiente:

"Artículo 1.- Créase un Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico destinado al financiamiento de la investigación científica y tecnológica.".

2) Reemplázase el artículo 2 por el siguiente:

"Artículo 2.- Será función del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación establecer anualmente, dentro de la disponibilidad presupuestaria del Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico, montos globales para el desarrollo científico y para el desarrollo tecnológico, comunicándolos a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.".

3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:

"Artículo 3.- Para asignar los recursos del Fondo señalado en el artículo 1, la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también "la Agencia") deberá, periódicamente, llamar a concursos nacionales de proyectos, a los cuales podrán postular universidades, institutos profesionales, centros de formación técnica, instituciones públicas y privadas del país o personas naturales residentes en Chile que cumplan con los requisitos y condiciones que establezca el reglamento.

En los procesos de asignación, la Agencia deberá utilizar como criterio principal la calidad de la propuesta, pudiendo solicitar de los postulantes la información adicional que estime pertinente para resolver en función de las características y condiciones particulares de cada concurso, según establezca el reglamento.

El Director Nacional de la Agencia podrá solicitar a personas o instituciones calificadas en las disciplinas o materias que corresponda, chilenas o extranjeras, que analicen los proyectos presentados, para su ilustración y mejor decisión. 

Los recursos que se asignen a los proyectos serán puestos a disposición de las instituciones o personas según corresponda, en la forma que lo determine el reglamento.

La Agencia deberá supervisar en forma periódica el desarrollo que tengan en su realización los proyectos aprobados. Con este objeto podrá requerir los antecedentes e informaciones que estime necesarios. Asimismo, deberá supervisar que los recursos que asigne sean utilizados para los fines que fueron solicitados.

Será deber de la Agencia publicar cada año un resumen de los proyectos seleccionados señalando el monto asignado a cada proyecto en ese año, la descripción y objeto del mismo, y el estado de avance cuando se trate de un proyecto en ejecución desde años anteriores.".

4) Elimínanse los artículos 4, 5, 6, 7 y 8.

5) Reemplázase el artículo 9 por el siguiente:

"Articulo 9.- Si del proyecto de desarrollo científico o tecnológico resultaren inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos susceptibles de protección mediante derechos de propiedad industrial, la institución o persona a la que se le asignaron los recursos podrá solicitar su protección, debiendo previamente haber reportado a la Agencia, la que deberá dejar constancia de dicho reporte en las condiciones que establezca el reglamento. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Estado tendrá derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa para practicar o hacer practicar, en cualquier lugar del mundo, los inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos referidos en el inciso anterior. Esta licencia podrá ser utilizada en el caso de que el derecho de propiedad industrial no sea aprovechado por aquella institución o persona a la que se le hubiere otorgado su protección, en las condiciones señaladas en el reglamento.

Si la institución o persona a la que se asignaron los recursos no solicitare el respectivo derecho de propiedad industrial o no reporte su interés en ello, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, éste corresponderá al Estado a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, por el sólo ministerio de la ley. El reglamento definirá los plazos, ocasiones y formas para efectuar dicho reporte, así como las excepciones que sean procedentes.

6) Elimínase el artículo 10. 

7) Reemplázase, en el artículo 11, la expresión "Educación Pública" por "Ciencia, Tecnología e Innovación". 

8) Elimínanse los artículos 1 transitorio y 2 transitorio.”.

En relación al número 2) del artículo 23, el Honorable Senador señor Montes consultó al Ejecutivo cuál es la relación entre el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y la Agencia Nacional de Investigación.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico (FONDECYT) fue creado en el año 1981. Desde esa fecha ha sido conducido por consejos superiores de ciencia y tecnología y desarrollo científico tecnológico. Posee dos Consejos que administran su fondo y organizan los concursos anuales. En la actualidad, prosiguió, maneja tres instrumentos: el de post doctorado; el de inicio, para investigadores jóvenes y, por último, el regular, para los investigadores más consolidados. Es decir, efectúan tres concursos durante el año.

Los Consejos de FONDECYT son autónomos, sus consejeros duran tres años en su cargo y finalizado ese período son reemplazados por ternas propuestas por ellos mismos. Es decir, se autogeneran. Funcionan dentro de CONICYT quien le presta el chasis administrativo pero el Fondo lo manejan los consejos superiores. 

Explicó que en este número 2) lo que se hace es señalar que FONDECYT esencialmente continúa como tal pero su administración queda radicada en el nuevo Ministerio. Se entiende que si se está creando una institucionalidad nueva para generar políticas públicas ella no puede ser compatible con consejos autónomos que hagan sus propias políticas, en consecuencia para ordenar el Sistema se deben traspasar las competencias de los consejos superiores de ciencia al nuevo Ministerio. Precisó, al respecto, que esa es la razón por la cual se están eliminando los consejos superiores.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó quién tomará las decisiones relativas a la adjudicación de los proyectos.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, respondió que será la Agencia Nacional de Investigación que estará a cargo de la ejecución de ellos.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, agregó que la operación de este instrumento estará a cargo de la Agencia la que está dotada con consejos técnicos que asesoran en la evaluación, en la adjudicación, etc. Es decir, funciona como todos los programas. 

El Honorable Senador señor García consultó a qué se refiere el número 2) del artículo 23 al señalar que será función del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación establecer anualmente, dentro de la disponibilidad presupuestaria del FONDECYT, montos globales para el desarrollo científico y para el desarrollo tecnológico, comunicándolos a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que, actualmente, el Ministerio de Hacienda le otorga presupuesto a FONDECYT. Luego, los Consejos Superiores deciden cómo se reparten esos fondos entre las distintas áreas disciplinarias por un lado y  definen el monto que se asigna a los distintos instrumentos. Esa labor es la que se está trasladando ahora al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y debe haber una distribución de fondos tanto etarios como disciplinarios porque se debe asegurar que el investigador pueda fluir a través de una carretera de instrumentos y que no se produzcan cuellos de botella. Es decir, debe existir un equilibrio entre cuánto financiamiento se le otorga a los investigadores post doctorales, a los jóvenes y a los seniors. Debe, por tanto, existir un diseño sistémico y alguien que lo efectúe. El nuevo Ministerio, entonces, estará encargado de definir las distribuciones etarias y disciplinarias. En cuanto a la implementación, refirió, ella queda a cargo de la Agencia. 

 El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo funciona actualmente esta modalidad y si ella está pensada para la oferta más que para la demanda porque la norma se refiere a la expresión “disponibilidad”. Además, preguntó si anualmente se señala de qué cantidad de recursos se dispone para investigar, por ejemplo.

El señor Hamuy señaló que en el presente los Consejos Superiores de FONDECYT asignan cerca de 300 becas anuales a los post doctorados, 331 becas para los jóvenes que están en su etapa inicial, es decir que se doctoraron en un plazo no mayor a 6 años desde el momento de la postulación y 517 becas a los seniors. En cuanto a cómo se reparten en disciplinas, señaló que ese aspecto es decidido por los Consejos y la manera en que han operado hasta ahora es en función de la demanda. Existen 25 grupos de estudio (áreas disciplinarias) que van desde las ciencias sociales, las artes y las humanidades hasta las ciencias exactas. 

Según la cantidad de proyectos que se presenten, continuó, se suman los recursos que cada área solicita, se toma el cociente respecto a lo que solicitan todas las áreas y esa proporción es lo que lleva a definir los montos para adjudicar o distribuir.

Cuando se conoce cuál es la demanda en el proyecto regular, que es el más grande, los Consejos informan la distribución por área disciplinaria en función de la demanda de los proyectos que ingresaron al Sistema. No se efectúa con anticipación sino que al momento de conocer cuántos son los proyectos que postularon.

El Honorable Senador señor García consultó quién negocia con la Dirección de Presupuestos. 

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, indicó que la negociación la efectúa CONICYT que es el intermediario con la Dirección de Presupuestos. Le presenta una propuesta la que efectúa considerando la demanda existente, la cantidad de recursos disponibles y la tasa de adjudicación. Generalmente, precisó se trata de llegar a niveles de adjudicación de alrededor del 33% de la demanda y que se traducen en los cánones saludables que operan en todo el mundo, no es saludable entregar, por ejemplo, el 100% de los recursos ni tampoco el 10%. El 33% asegura que los proyectos adjudicados sean de muy buena calidad y de excelencia.

El Honorable Senador señor Coloma indicó que, a su entender, la norma se interpreta de una manera distinta y que lo que se desprende de ella es que el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá una vez al año, antes, establecer los montos globales para el desarrollo científico y tecnológico. Es necesario que la redacción de la norma quede clara y que quede establecido si es antes o después de asignar los montos, para darle un sentido a la norma. Lo que no puede suceder es que quede confuso. Es importante el uso del lenguaje para este efecto, precisó. 

El Honorable Senador señor Montes explicó que normalmente los Ministerios presentan un presupuesto el que es negociado con la Dirección de Presupuestos y dentro de esta situación debiera presentar un presupuesto al Fondo y, a partir de aquello, el problema que presenta es cómo lo configura y cómo lo elabora. Obviamente, debe ser consultando a las partes y a partir de aquello presentan el presupuesto para posteriormente efectuar una redefinición de acuerdo a la disponibilidad efectiva para que se pueda distribuir.  Tal como está redactada la norma la situación descrita que es obvia, no se interpreta en ese sentido.

En esta norma lo que está planteado es un tema de la jerarquía, del Ministerio respecto a la Agencia y existe un procedimiento para la asignación de los montos. Cambia la jerarquía que existía antes.

El Honorable Senador señor García señaló que se rompe el ordenamiento de asignación de recursos que tiene la Dirección de Presupuestos y que es muy estricto. 

El Honorable Senador señor Coloma precisó que el verbo establecer dice relación con una lógica futura, no se refiere a constatar. Señaló que lo que interpreta de la redacción de la norma es que el Ministerio indicará que una vez recibido el presupuesto dispone de determinados recursos. Insistió que la asignación de los recursos se debe efectuar antes. Señaló tener dudas a cómo funciona metodológicamente el sistema.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que esa es la política actual que tienen los Consejos Superiores y ellos son autónomos para definir cómo efectúan esta distribución lo que no significa que el nuevo Ministerio opere del mismo modo, podría operar de forma distinta por el criterio demanda.

El Honorable Senador Montes consultó cuál es la posición de los científicos y si ellos han reclamado respecto de esta modalidad

El señor Hamuy señaló que hasta el momento no. Se pensó que este tema sería bastante sensible porque es el principal fondo de apoyo a la investigación científica. En su oportunidad, se les informó que el fondo no desaparece y que la política será definida por el nuevo Ministerio y no por los Consejos Superiores para evitar conflicto y tensión de tener agencias autónomas. Recordó que durante dos meses la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación escuchó a la mayor parte de los actores del Sistema y parte importante de ellos fue la Academia Chilena de Ciencias. Este tema estuvo presente y transparentemente presentado.

El Honorable Senador señor Coloma en relación a lo expresado por el señor Hamuy en cuanto a que la comunidad científica no tiene objeción. Manifestó que sería necesario consultarles su opinión pero en razón a la premura de los tiempos legislativos precisó que hará fe de lo explicado por el señor Hamuy, en cuanto a que no genera objeción e inconvenientes para la comunidad científica. 

En cuanto al número 5) el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, explicó que lo que hace es reemplazar el artículo 9 relativo a los derechos de propiedad industrial que antiguamente obligaba a los investigadores que patentaban a devolver los recursos que habían recibido. A través de esta modificación se establece que ellos pueden patentar pero que el Estado mantendrá una licencia no transferible para resguardar que son recursos públicos.

La actual redacción del proyecto, prosiguió, indica que si un científico patenta algún resultado de su investigación deberá devolver los recursos que le fueron prestados por FONDECYT, lo que se traduce en un desincentivo al patentamiento. Como país, continuó, lo que se busca es promover que las investigaciones lleguen a la sociedad lo que se efectúa a través de patentamientos y mecanismos de propiedad industrial.

La nueva redacción lo que hace es evitar el desincentivo. Los científicos no deben devolver los recursos y solamente deben informar a la Agencia. Sin perjuicio de lo anterior, continuó, el Estado tiene derecho a una licencia no exclusiva, intransferible e irrevocable que le permitiría, en caso de que el dueño de la patente no lo llegue a la generación de un producto, utilizar la patente a fin de que la investigación y sus resultados lleguen a la sociedad en diferentes formas.

El Honorable Senador señor Montes consultó cuáles son los límites del Estado para operar y cuál es su potestad efectiva.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera explicó que algunos inventos se encuentran muy lejos de ser concretados y el Estado puede empujar para que lleguen a ser practicables, transformándolos, por ejemplo en un medicamento. 

El Honorable Senador señor Montes preguntó si el dueño del invento se puede oponer.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, contestó que esta situación se presenta sólo si el dueño no desea continuar con el proceso y, en ese caso, podrá el Estado empujarlo. Precisó que la redacción fue trabajada con INAPI, con expertos en el tema y concordada con las principales universidades del país, en términos que son ellos los que poseen la experiencia de cómo se les estaba impidiendo patentar.

En cuanto a la potestad efectiva del Estado explicó que sólo se da en el caso que el dueño no use el invento, es decir esta licencia podrá ser utilizada en el caso que el derecho de propiedad industrial no sea aprovechado por aquella institución o persona a la que se le hubiera otorgado su protección. Es decir, el Estado lo protege pero si la persona lo deja guardado en un cajón, él puede, por interés general y dado que entregó los recursos para la investigación, llevarlo a ser realizado.

El Honorable Senador Coloma consultó a cuántos casos se está refiriendo. Además, señaló que no le queda claro que si una persona usó recursos del Estado, legítimamente, y logró realizar un invento importante, desde el punto de vista económico, la consecuencia es que el Estado pierde sus derechos sobre él en forma absoluta ya que la devolución de los aportes recibidos es razonable. 

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera,  respondió que son pocos porque este instrumento (FONDECYT) está muy cercano a la investigación básica entonces los efectos sobre patentamiento y aplicabilidad de estas investigaciones es bajo. En cuanto a qué potestad tiene el Estado sobre los recursos que invirtió, aclaró, que aquello es una discusión que tendrá que tener el futuro Ministerio debiendo establecerse una regulación específica para todos los recursos públicos. Aclaró que mediante esta norma lo que se hace es regular respecto de un instrumento que tenía un procedimiento que desincentivaba al patentamiento.

El Honorable Senador Lagos indicó que en muchos planos en los temas de becas, de financiamientos, etc. generalmente se produce, posteriormente, una devolución al Estado y el criterio que se sigue es que la persona que obtuvo el beneficio deberá devolver o compensar al Estado sirviendo. En el caso del patentamiento lo que señala la ley actual es que si se crea un invento se debe reembolsar, posteriormente al Estado lo que él invirtió. Consultó cuál es el criterio que se ha tenido en vista para cambiar esta modalidad.

Además, preguntó por qué el Estado debiera renunciar a algo que fue financiado por todos los contribuyentes, que generó una innovación importante y que puede tener un resultado comercial donde el inventor patentó su invención que tiene rentabilidad. 

El Honorable Senador señor Montes señaló que se han efectuado en la Comisión las siguientes consultas: cómo el Estado puede renunciar a toda potestad respecto de los inventos y por qué no comparte parte de los beneficios que generaría el invento.

El señor Jorquera explicó que el objetivo principal que se busca con la redacción de la norma es que las investigaciones lleguen a la sociedad y que sean aprovechadas por ella. Como se está muy cerca de la frontera de la investigación, si no se patenta, cualquiera puede hacerlo si se publica, por ejemplo, un paper. Lo que se promueve es que se patente aun cuando no tenga un efecto claro ni visible inmediato. La finalidad es que las investigaciones continúen y lleguen a la sociedad en forma que sea usable. Señaló que está muy en línea con la legislación de Estados Unidos es decir, promover que la investigación llegue a la sociedad a través de diferentes mecanimos.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, precisó que si una persona ha recibido un FONDECYT, hace una investigación y decide proteger, mediante una patente, parte de los resultados, en la redacción actual el investigador está obligado a reembolsar todos los aportes recibidos a pesar que no recibirá ninguna rentabilidad de esa patente porque, desde el momento que patento hasta llegar al mercado, existe un largo trecho. En la manera que está actualmente redactada la norma se produce un desincentivo al patentamiento porque se deben devolver los recursos. Esa situación es lo que se quiere corregir.

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que se debe evaluar cuál situación es la más conveniente.  Sin embargo, precisó ser partidario del mayor incentivo ya que el Estado recibirá igualmente por otras vías como: el pago de patentes, la comercialización, los impuestos y, la sociedad se verá beneficiada si es que el invento da resultado.

El Honorable Senador señor Montes insistió que su duda dice relación con que si el invento es exitoso cómo lo comparte con la sociedad si no es puramente por la vía del mercado.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que es un cambio importante respecto de lo que ha sido siempre la comprensión de los aportes del Estado particularmente en materia de post grado e investigación. Siempre ha existido la concepción de que se le debe devolver poniéndose a disposición del Estado.

La indicación número 18 de Su Excelencia de la República, para intercalar el siguiente numeral 4), nuevo, reordenándose los siguientes:

“4) Reemplázase el artículo 4 por el siguiente:

“Artículo 4.- Las personas o entidades receptoras de recursos del Fondo deberán dar cumplimiento íntegro a la normativa laboral, civil o especial que corresponda en la ejecución de sus proyectos, especialmente respecto de los derechos de las personas que contraten o que participen en ellos.”.”.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, explicó que esta indicación responde a una preocupación del Senador señor De Urresti en la Comisión de Desafíos del Futuro en el sentido de respetar las normas laborales vigentes.

El Honorable Senador señor Montes solicitó al Ejecutivo buscar una mejor redacción.

La indicación número 18 fue retirada por los representantes del Ejecutivo.

La indicación número 19 de Su Excelencia de la República, para suprimir, en su numeral 4), que ha pasado a ser 5), la expresión “4,”.

El asesor del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, señor Vicente Aliaga, señaló que esta indicación es adecuatoria para efectos de incorporar el artículo que fue retirado.

La indicación número 19 fue retirada por los representantes del Ejecutivo.

Puesto en votación el artículo 23 fue  aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 30

Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 30.- Modificase, el decreto con fuerza de ley N° 4 de 1990, del Ministerio de Educación, que Adecua plantas y escalafones de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al artículo 5° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, modificado por el decreto con fuerza de ley N° 4, de 2003, del Ministerio de Educación, que crea cargos de carrera que indica en el Ministerio de Educación, conforme al inciso cuarto del artículo septuagésimo de la ley N° 19.882, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase, en su título, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".

2) Reemplázase, en el artículo único, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".”.

Artículo 31

Literalmente, dispone:

“Artículo 31.- Reemplázase, en el numeral 4 del artículo único del decreto con fuerza de ley N° 38, de 2003, del Ministerio de Hacienda, que Determina para los servicios públicos que indica, dependientes o relacionados con el Ministerio de Educación, los cargos que tendrán la calidad de altos directivos públicos, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".”.

Artículo 32

Es del siguiente tenor:

“Artículo 32.- Reemplázase, en la letra e) del artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 41, de 2004, del Ministerio Hacienda, que Determina para el Ministerio de Educación y servicios públicos que indica, los cargos que tendrán la calidad dispuesta en el artículo 7 bis de la ley N° 18.834 y cambia denominaciones que señala, la expresión "Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo".”.

La indicación número 20 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para suprimir los artículos 30, 31 y 32.

Puesta en votación fue aprobada por los votos favorables de los Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro y la abstención del Honorable Senador señor Coloma. 

Artículos Transitorios

Artículo segundo

Literalmente, dispone:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación será considerado para todos los efectos el sucesor y continuador legal del Ministerio de Educación, en todo lo que se relacione con las funciones y atribuciones que esta u otras leyes le otorguen específicamente al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación; y en todos aquellos reglamentos o actos administrativos relacionados con la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica y que hayan sido expedidos a través del Ministerio de Educación, así como en los derechos y obligaciones nacidos de actos ejecutados o celebrados por este último relacionados con la misma Comisión.”.

Puesto en votación el artículo segundo transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo tercero

Textualmente, prescribe:

“Artículo tercero.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo serán, para todos los efectos, los sucesores legales de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) en las materias de sus respectivas competencias, en concordancia con las funciones y atribuciones que la presente ley les otorga al señalado Ministerio y a la Agencia, respectivamente.

En consecuencia, las menciones que las leyes, reglamentos y demás normas realicen a la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica o a CONICYT, o a alguno de sus órganos directivos, se entenderán efectuadas al Ministerio o a la Agencia, o al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación o al Director o Directora Nacional de la Agencia, según corresponda.

La Agencia será la sucesora de Conicyt respecto al Consejo de la Sociedad Civil de este último. Sus reglas de funcionamiento y de nombramiento de sus integrantes se mantendrán vigentes mientras la Agencia no las reemplace mediante la dictación de la norma a que hace referencia el artículo 70 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

Puesto en votación el artículo tercero transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo sexto

Literalmente, prescribe:

“Artículo sexto.- Se entenderá para los efectos de esta ley como Estrategia al documento de análisis que entregue al Presidente o Presidenta de la República el consejo asesor presidencial creado por el decreto supremo N° 177, de 2014, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. 

Una vez conformado, el Consejo Nacional de CTI deberá realizar su validación o revisión en los tiempos previstos por la ley.”.

La indicación número 21 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso primero, y reordenándose los siguientes:

“En el primer nombramiento de los consejeros y consejeras del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, la mitad durará dos años en el ejercicio de sus funciones, debiendo el Presidente o Presidenta de la República identificarlos en el decreto o decretos que determinen la primera conformación del Consejo. La otra mitad durará cuatro años en sus funciones, de acuerdo a las reglas generales establecida en el inciso cuarto del artículo 18.”.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que el inciso primero que se propone prescribe que el Presidente determinará cuáles consejeros duran dos años en el ejercicio de sus funciones y cuáles cuatro años. Requirió que esta situación se precise de una manera más adecuada debido a que no es apropiado que quede tan abierto. La redacción es muy amplia y le otorga una extensa facultad a quien asuma para determinar cuáles duran dos años y cuáles cuatro años. Solicitó mayor precisión en la redacción del artículo transitorio. Señaló que se debiera redactar de tal forma que quede claramente establecido cuáles son los consejeros y consejeras que durarán dos años en el ejercicio de sus funciones y cuáles cuatro. Debe existir una norma que determine el perfil para la selección de otra manera podría ocasionarse un problema.

Puesta en votación la indicación número 21 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo octavo

Es del siguiente tenor:

“Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Además, determinará la fecha en que cesará en sus funciones la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT).

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, pudiendo dictar al efecto todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1 de la ley N° 19.553. También, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas de personal. 

3. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá fijar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento que practique.

4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, a la Subsecretaria del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que podrán ser traspasados a la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. La individualización del personal traspasado, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente la República", por intermedio del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

5. Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaria del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8. El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, en lo que corresponda.”.

El Honorable Senador señor Coloma precisó que siempre ha considerado que el tipo de regulación como la que se señala en el artículo octavo transitorio debiera ser efectuada por ley y no mediante uno o más decretos con fuerza de ley. Manifestó que se abstendrá en la votación de esta norma. 

En relación al personal, y especialmente a lo que se refiere al cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento, el Honorable Senador señor Pizarro consultó si esta norma se refiere al personal de CONICYT.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera señaló que, efectivamente, se refiere al personal de CONICYT.
El Honorable Senador señor Coloma señaló que se abstendrá debido a que estima que las normas relativas a la fijación de la planta de personal debe hacerse por ley y no mediante uno o más decretos con fuerza de ley.

Puesto en votación el artículo octavo transitorio fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro y las abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

---

La indicación número 22 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar los siguientes artículos noveno, décimo y decimoprimero transitorios, nuevos, y reordenándose los siguientes:

“Artículo noveno.- Facúltase al Presidente o Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, dicte las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente o Presidenta de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal.

Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1°B y 4º.

Planta de Profesionales: grados 5º y 14º.

Planta de Técnicos: grados 10º y 15º.

Planta de Administrativos: grados 13º y 23º.

Planta de Auxiliares: grados 19º y 23º.

2) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento del personal que practique.

3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios y funcionarias titulares de planta y de personal a contrata desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. El traspaso del personal de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

4) Determinar la dotación máxima del personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

5) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7) El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

Artículo décimo.- El encasillamiento a que se refiere el artículo anterior quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas Plantas de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, debiéndose considerar lo siguiente:

1) Los funcionarios titulares de las plantas de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en el mismo grado que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.

2) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se proveerán previo concurso interno, en el que sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a las plantas respectivas, y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad, durante al menos, 4 años en la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al 31 de julio de 2017. Dichos funcionarios serán encasillados en el mismo grado y estamento al que se encontraban asimilados al 31 de julio de 2017. No obstante, si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían dichos funcionarios a contrata, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos podrán postular en el último grado que se consulte en la nueva planta.

3) En los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta que se encuentren calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena y que cumplan con los requisitos del cargo respectivo. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerarán los concursos internos antes señalados. 

4) La provisión de cargos vacantes de los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.

Artículo decimoprimero.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de Ciencia y Tecnología y  de la de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.

Los funcionarios y funcionarias de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) que sean traspasados al Ministerio de Ciencia y Tecnología, o a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de las señaladas entidades. Dicha afiliación se mantendrá hasta que la Subsecretaría de Ciencia y Tecnología o la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refieren los artículos octavo y noveno transitorios, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuántos funcionarios adicionales son los traspasados. 

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, señaló que no habrá aumento. Precisó que esta redacción es resultado de un proceso de trabajo entre la Dirección de Presupuestos, la Dirección Ejecutiva de CONICYT y la Asociación de Funcionarios y que dio lugar a esta adecuación de la planta para la nueva Agencia. Lo que se busca, explicó es tener una planta y una dotación moderna y adecuada para una Agencia dado que la actual planta de CONICYT es antigua, con muchos cargos técnicos y no está suficientemente ocupada porque es una planta cargada a grados técnicos. Lo que se busca es modernizar y traspasar las personas que actualmente trabajan en CONICYT a una planta nueva y moderna. 

El Honorable Senador señor García preguntó si no es posible suprimir algunos cargos en CONICYT para ahorrar recursos y, de esa manera, en lugar de 100 funcionarios sean menos lo cargos propuestos.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, indicó que actualmente CONICYT funciona dentro del Ministerio de Educación pero alejado. Se están adecuando cargos de CONICYT, trasladándolos al nuevo Ministerio como en el caso de Explora. En esta misma negociación, recordó, hubo una cierta adecuación de cargos pero, efectivamente, la creación de una institucionalidad requiere de un número adecuado de funcionarios para ello y el nuevo Ministerio es pequeño y bastante acotado para las grandes tareas que deberá afrontar.

El Honorable Senador señor Lagos consultó cuál es el número de funcionarios que conformará el nuevo Ministerio junto a la Agencia.

El Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), señor Mario Hamuy, señaló que actualmente CONICYT cuenta con 410 funcionarios. A ellos se les debe agregar personal para el Ministerio y para la Subsecretaría, alrededor de 80 personas y para las macrozonas consideradas originalmente, 20 personas más. Es decir, se incorporan 100 personas a esta institucionalidad.

El Honorable Senador señor García consultó cómo se descomponen los 100 funcionarios nuevos. Por otro lado, señaló que sin perjuicio de tener algunos reparos votará a favor porque si se está creando una institucionalidad nueva naturalmente se requiere de personal para ponerla en marcha.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, respondió que la dotación de 100 personas será tanto de planta como a contrata. Respecto de las contrataciones a honorarios, señaló que ellas, necesariamente, deben ser aprobadas por el Parlamento. 

El Honorable Senador señor Coloma señaló que se abstendrá debido a que estima que las normas relativas a la fijación de la planta de personal debe hacerse por ley y no mediante uno o más decretos con fuerza de ley.

Puesto en votación el artículo noveno de la indicación número 22 fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.

Puesto en votación el artículo décimo de la indicación número 22 fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.

Puesto en votación el artículo décimoprimero de la indicación número 22 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Coloma, Lagos y Montes.

---

Artículo noveno

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo noveno.- El Presidente o Presidenta de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes para la aplicación de la presente ley.”.

El Honorable Senador señor García señaló que la redacción en cuanto a que el Presidente o Presidenta de la República puede crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes para la aplicación de la presente ley, es demasiado amplia razón por la cual se abstendrá en su votación.

La indicación número 23 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación,” por “mediante uno o más decretos expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y el primer presupuesto de la Agencia de Investigación y Desarrollo,”.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que no concuerda con la redacción de la indicación. Consultó por qué se efectúa una separación refiriéndose, al primer presupuesto del Ministerio, por un lado y, al primer presupuesto de la Agencia, por otro. Indicó que dentro del presupuesto del nuevo Ministerio debiera estar incluido el de la Agencia. 

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Vicente Aliaga, explicó que la redacción de la indicación se refiere al presupuesto del Ministerio y al presupuesto de la Agencia pero ambos, forman parte de la misma Partida.

Puesta en votación la indicación número 23 fue aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro, el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma y la abstención del Honorable Senador señor Lagos.

Artículo décimo

Literalmente, prescribe:

“Artículo décimo.- Los artículos 21, 22, 23, 30, 31 y 32 producirán sus efectos una vez que entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, en el plazo que se determine conforme al numeral 1 del artículo octavo transitorio.”.

La indicación número 24 de Su Excelencia la Presidenta de la República para reemplazar la expresión “22, 23, 30, 31 y 32” por “22 y 23”. 

Puesta en votación la indicación número 24 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo décimoprimero

Es del siguiente tenor:

“Artículo decimoprimero.- Autorízase al Presidente o Presidenta de la República para nombrar, a partir de la publicación de la presente ley, al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, para efectos de la instalación del Ministerio. En tanto este último no inicie sus actividades, la remuneración del Ministro o Ministra, grado B de la Escala Única de Sueldos, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

El Honorable Senador señor García consultó por qué la remuneración del Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en tanto el Ministerio no inicie sus actividades. Precisó que debiera ser con cargo al Ministerio de Educación.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Hugo Arias, explicó que se debía tomar una decisión respecto de qué ministerio asumía el costo y se descartó al Ministerio de Educación debido a que él tendrá gastos y tareas que asumir en los próximos años y su presupuesto es complejo. Precisó que es por un período de enlace hasta que se cree el nuevo Ministerio.

El Honorable Senador señor Montes solicitó votación separada de la frase: “, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”.

Puesta en votación la referida frase fue rechazada con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro.

Puesto en votación el resto del artículo decimoprimero transitorio fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro y el voto en contra del Honorable Senador señor García.

Artículo decimotercero

Literalmente, dispone:

Artículo decimotercero.- Durante el primer año de vigencia de la ley, y en ejercicio de las facultades establecidas en el artículo 7 del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, el Consejo de dicha Corporación creará un comité denominado “Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos.

Este Comité tendrá como objetivo fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades científicas y tecnológicas para la innovación y provisión de bienes públicos, y servirá de instancia de coordinación e intercambio de información y buenas prácticas entre instituciones públicas y privadas sin fines de lucro que llevan a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.  

Para estos fines, la Corporación podrá delegar en el Comité la facultad de administrar instrumentos de financiamiento, los que podrán contemplar metas multianuales y evaluaciones de desempeño destinados a institutos tecnológicos y de investigación públicos y a personas jurídicas privadas sin fines de lucro, excluidas las instituciones de educación superior; en función de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Dicho financiamiento podrá destinarse, entre otras finalidades, a la creación y mantención de capacidades tecnológicas especializadas de las entidades antes señaladas, así como a su funcionamiento, según se establezca en los convenios respectivos.

El Comité tendrá un consejo directivo compuesto por el Ministro o Ministra de Ciencia y Tecnología, quien lo presidirá; el Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo, quien actuará como su vicepresidente; el vicepresidente ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción; el Director o Directora Nacional de la Agencia de Investigación y Desarrollo; representantes de los ministerios con los que se relacionen los institutos tecnológicos y de investigación públicos; y otros representantes del sector público y el sector privado relacionados con ciencia, tecnología, innovación y fomento productivo; según determine el Consejo de la Corporación. Los integrantes del Comité que pertenezcan a organismos públicos podrán ser reemplazados por quienes ellos designen.
El Honorable Senador señor Pizarro consultó por qué la creación del Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos se encuentra regulada en este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor García preguntó por qué mediante un artículo transitorio se le está otorgando la facultad a Corfo para crear un Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos. 

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Pablo Jorquera, aclaró que, actualmente, Corfo tiene facultades para crear Comités. En ese sentido, explicó que el artículo decimotercero transitorio no crea el Comité sino que obliga al director de Corfo a presentar la propuesta y crearlo. Señaló que se crea un Comité Corfo para estas materias porque actualmente el Estado tiene muchos institutos tecnológicos y de investigación públicos. Respecto de ellos se podrían tomar dos decisiones: o traerlos hacia el Ministerio de Ciencia y Tecnología o dejarlos en sus ministerios. La lógica que opera es que estos institutos deben tener relación con los ministerios sectoriales sobre las temáticas que trabajan y, la decisión de este proyecto de ley, es dejarlos administrativamente vinculándose con el Presidente a través de esos ministerios. Con todo, prosiguió, dado que se está estableciendo una nueva institucionalidad para la ciencia y la tecnología se entiende que este es el espacio y la oportunidad de darles coordinación a los institutos para que tengan agendas de investigación conjunta, para que compartan buenas prácticas, etc.

El instrumento adecuado que actualmente posee nuestra institucionalidad para poder materializar esta situación, continuó, es un Comité Corfo donde estén sentados en su directorio los Ministros que se relacionan con los institutos, presidido por el Ministro de Ciencia y Tecnología y, a través de él, fluirán recursos para ciertas actividades de coordinación, investigación conjunta, etc. Se mantienen los institutos en coordinación con sus propios ministerios pero se genera un mecanismo de coordinación, liderado por el Ministerio de Ciencia y Tecnología para su trabajo conjunto.

Finalmente, señaló que esta disposición se encuentra en los transitorios para obligar a Corfo a crear el Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos.

El Honorable Senador señor Pizarro consultó por qué se debiera entregar a Corfo una facultad que posee. Manifestó que tal como está redactada la disposición no corresponde que este tema esté incluido en el proyecto de ley en análisis donde se crea un Ministerio que posteriormente no dirigirá el Comité. El Ministro de Ciencia y Tecnología formará parte del Comité que es de Corfo.

El Honorable Senador señor Montes consultó si es normal que los Comités Corfo administren recursos.

El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Hugo Arias, explicó que existen distintos tipos de Comités Corfo para diversos objetivos. Al respecto, recordó que ingresó al parlamento un proyecto de ley mediante el cual se institucionaliza el Sistema de empresas públicas que fue durante muchos años un Comité Corfo encargado de efectuar una coordinación general de las empresas. Existe, por otro lado, otro Comité Corfo que administra un seguro agrícola y que funciona transfiriendo recursos al sector privado para que contraten seguros contra la variación del tipo de cambio, etc. Es decir, es una manera muy flexible de crear una institucionalidad que puede coordinar, transferir recursos y ejecutar, en parte, las tareas que Corfo y permite involucrar en ellos a privados y otros organismos públicos. Es una forma muy ágil propia de Corfo, no es posible crearla en otras instituciones públicas, por las características propias de la ella y del resto de la administración. Indicó que se propone esta fórmula en este proyecto para avanzar en la línea de crear una institucionalidad que permita que los institutos tecnológicos empiecen a caminar como un conjunto y no como una serie de instituciones aisladas.

El Honorable Senador señor García manifestó que crear, mediante un artículo transitorio, una institucionalidad permanente es un error y que si el Ejecutivo persiste en la idea, al menos debiera hacerse mediante un artículo permanente. Señaló ser contrario a crear una institucionalidad de esta forma. 

Puesto en votación el artículo decimotercero transitorio fue rechazado con los votos en contra de los Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro y la abstención del Honorable Senador señor Lagos.

Artículo décimocuarto

Es del siguiente tenor:

“Artículo decimocuarto.- El o los decretos supremos que definan las regiones que le corresponderán a cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de Ciencia y Tecnología, así como la ciudad donde tendrá su asiento el Secretario o Secretaria Regional Ministerial, según lo indicado en el artículo 7, deberán ser dictados dentro del plazo de tres meses desde la publicación de esta ley.”.
Recayeron en este artículo las siguientes indicaciones:

La indicación número 25 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, luego de “Regionales Ministeriales”, la expresión “Macrozonales”.

Puesta en votación la indicación número 25 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.
La indicación número 26 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, luego de “Regional Ministerial” la expresión “Macrozonal”.
Puesta en votación la indicación número 26 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.

La indicación número 27 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar, luego de “publicación de esta ley” y antes del punto final, la expresión “, teniendo en consideración para estos efectos los lugares donde existan desarrollos científicos consolidados o estratégicos”.
Puesta en votación la indicación número 27 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Coloma, Lagos, Montes y Pizarro.

Finalmente, el artículo decimocuarto fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo decimoquinto

Textualmente, prescribe:

“Artículo decimoquinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley, en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran desde las partidas correspondientes de los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo; Secretaría General de la Presidencia; de Educación; y de Transportes y Telecomunicaciones a la partida que se cree para el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo noveno transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.”.

Puesto en votación el artículo decimoquinto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -

La indicación número 28 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo decimoctavo transitorio, nuevo, pasando el actual decimoquinto a ser artículo decimonoveno transitorio:

“Artículo decimoctavo.- Mientras no entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, lo establecido en el artículo 12 de esta ley será aplicable por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica para los programas e instrumentos que administre.”.
Puesta en votación la indicación número 28 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

- - -

Finalmente, el Honorable Senador señor Montes manifestó que el Informe Financiero debiera asegurarle al nuevo Ministerio sostenibilidad en el tiempo para que él no dependa ni de los futuros gobiernos ni de los ciclos económicos venideros.

Señaló que tener una forma de financiamiento de la ciencia como se presenta en el Informe Financiero, augura un destino no muy positivo porque, normalmente, este aspecto se liga a otros fondos como, por ejemplo, el Royalty. Recordó que originalmente toda la discusión del Royalty tuvo que ver con la ciencia y con la tecnología. Afirmó, en este sentido, que es necesario encontrar la forma de unir ambos aspectos ya que lo primero que aprietan los gobiernos es el presupuesto de este tipo de Ministerios, no haciéndolo sólo si los ciclos económicos son muy buenos. Es necesario generar nuevas estrategias, afirmó.

- - -

INFORMES FINANCIEROS

La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda elaboró una serie de informes financieros en relación con el presente proyecto de ley.

- El primero de ellos, de 23 de enero de 2017, es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes

1. El presente proyecto de ley tiene por objeto crear el Ministerio de Ciencia y Tecnología, como la secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a fortalecer la ciencia y tecnología como factores del desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país.

2. La institucionalidad comprenderá al Ministro de Ciencia y Tecnología, la Subsecretaría de Ciencia y Tecnología, cuatro Secretarías Regionales Ministeriales (SEREMI) y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (continuadora del CONICYT).

3.- La Agencia tendrá por objeto administrar y ejecutar los programas e instrumentos destinados a promover, fomentar y desarrollar la ciencia y tecnología y la innovación derivada de la investigación científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio. El Director de la Agencia será el encargado de, entre otras funciones, adjudicar los concursos o convocatorias de los instrumentos y programas, para lo cual será asesorado por comités técnicos o de expertos conformados por representantes de entidades públicas y también por personas calificadas ajenas a la Administración.

4. Adicionalmente, el proyecto considera la creación de:

a. Un Consejo Asesor Presidencial denominado “Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo”, que tendrá como misión asesorar al Presidente de la República en la elaboración y revisión de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Consejo estará compuesto por su presidente y por catorce consejeros con diversidad de disciplinas, enfoques y competencias. Los consejeros no recibirán dieta por el desempeño de sus funciones.

b. Un Comité Interministerial de Ciencia y Tecnología e Innovación, cuya función será asesorar al Presidente de la República, en la elaboración, implementación y seguimiento de la Política Nacional y Plan de Acción, constituyendo una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo en materia de políticas públicas para la ciencias, tecnología e innovación. El Comité estará integrado por el Ministro de Ciencia y Tecnología, el Ministro de Hacienda, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, y el Ministro de Educación.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Para la nueva institucionalidad se proyecta un gasto anual en régimen de $344.280 millones. Esto Incluye 322 funcionarios, con sus respectivos equipamientos, así como los recursos necesarios para ejercer sus funciones.

Un flujo estimado desglosado de gastos se muestra en el cuadro N°1.

[image: image14.png]Cuadro N°1

Millones de § de 2017
Total
Concepto de Gasto  Subsecretaria SEREMI  Agencia  Ministerio
Remuneraciones 3.158 644 7.213 11.015
Gasto corriente 1.641 395 1.401 3.437
Inversién Inicial 232 129 220 581
Ejecucion de Programas 0 0 329.247  329.247
Total Gastos 5.031 1168 338.081 __ 344.280
Dotacién (N°) 81 28 213 322





El desglose de remuneraciones asociada a dotación se indica en cuadro N°2:

[image: image15.png]Cuadro N°2

Miles de $ de 2017

Cargos: Cantidad Grados' Costo/Anual
Ministro T B 123.233
Subsecretario 1 € 104.054.
Directivo 22 1.084.057
Profesional 210 6.239.214
Administrativo 26 278.762
Técnico 51 608.136
Auxiliar 1 101.644
Vidticos 207.467
Horas Extras 116.767
Honorarios 2.108.942
Funcién Critica 42.879
Total 322 11.015.155





El gasto fiscal de $ 344.280 millones se financiará con reasignaciones presupuestarias por $ 340.236 millones, de la siguiente forma:

- Ministerio de Educación $ 321.520 millones; provenientes del CONICYT $ 317.060 millones e Innovación en Educación Superior $ 4.460 millones.

- Ministerio de Economía, Fomento y Turismo $ 18.631 millones; provenientes de Oficinas de Transferencias y Licenciamiento y HUB (CORFO) $ 6.595 millones; Iniciativa Científica Millenium $ 11.006 millones y Secretaría del Consejo Nacional de Innovación (CNID) $ 1.030 millones.

- Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones $ 85 millones.

El mayor gasto fiscal por $ 4.044 millones se financiará en el primer año con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, y para los años siguientes, de acuerdo a los recursos que se consulten anualmente en las respectivas leyes de presupuestos.

Respecto del gasto que irrogue el nombramiento del Ministro de Ciencia y Tecnología, mientras no se haya creado la partida presupuestaria del respectivo ministerio, se considerará a través del presupuesto del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República.”.

- Un segundo informe financiero fue emitido el 19 de junio de 2017, acompañando unas indicaciones formuladas por el Ejecutivo al proyecto de ley. Su contenido es el siguiente:

“I. Antecedentes

I. Objetivos de la Indicación

Las modificaciones al proyecto de Ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, tienen como objetivo perfeccionar aspectos específicos, precisando funciones y atribuciones del Ministerio, en cuanto a normas técnicas, convenios internacionales y conformación de los Consejos, entre otros.

Coherente con lo anterior, las indicaciones consideran las siguientes modificaciones:

i. Precisión de las áreas del conocimiento que comprende el Ministerio, de acuerdo a la definición del Manual Frascati, en la que se incluye: ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, y ciencias agrícolas.

ii. Especificar y precisar funciones del Ministerio, en cuanto a su ámbito de acción, tales como velar por el cumplimiento de tratados internacionales; colaborar con otros organismos del sector público en el diseño y análisis de programas e iniciativas; solicitar al Instituto Nacional de Normalización la elaboración de normas técnicas sobre procesos de investigación científico-tecnológica y elaborar manuales de buenas prácticas en materia de actividades y procesos de la investigación científica.

iii. Precisar la composición del Consejo Asesor Ministerial y el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología e Innovación (CTI), y del mismo modo, en el Consejo Asesor Ministerial, se permite que otros Ministerios que no forman parte del Comité, puedan presentar sus desafíos estratégicos sectoriales de ciencia, tecnología e innovación.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las presentes indicaciones no irrogarán un mayor gasto fiscal respecto del informado en IF N° 003 de 23.01.2017.”.

- Posteriormente, el 3 de julio de 2017 fue emitido un tercer informe, también en virtud de indicaciones presentadas por el Ejecutivo. Es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes

I. Objetivos de la Indicación

Definir los tres pilares del Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología, especificando los roles de los Ministerios de Ciencia y Tecnología, de Economía, Fomento y Turismo y de Educación.

Especificar el rol de la innovación de base científico-tecnológica, entendida como el desarrollo experimental y las demás actividades científico-tecnológicas que pueden llevar a la generación de productos, procesos o servicios nuevos o sustancialmente mejorados, en las etapas previas a su validación, empaquetamiento o comercialización, en las funciones y atribuciones del Ministerio de Ciencia y Tecnología y en las atribuciones de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

Especificar funciones de las Secretarías Regionales Ministeriales, incluyendo innovación de base científico-tecnológica y la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con el sector público y privado.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las presentes indicaciones no irrogarán un mayor gasto fiscal respecto del informado en IF N° 067 de 19.06.2017.”.

- Un cuarto informe financiero fue emitido el 5 de octubre de 2017, acompañando unas indicaciones formuladas por el Ejecutivo al proyecto de ley. Su contenido es el siguiente:

“I. Antecedentes

I. Objetivos de las Indicaciones

Las indicaciones presentadas a través de los Mensajes N°154-365 y N°166-365, incluyen los siguientes elementos:

1. Facultar al Ministerio de Ciencia y Tecnología para:

a) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros ministerios y organismos públicos para el fomento y la actuación conjunta de los institutos públicos de investigación.

b) Capacitar a los funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones del ministerio, las que también podrán otorgarse a particulares.

c) Solicitar la colaboración de las Universidades del Estado para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional.

2. Aumentar de 4 a 5 el número de las Secretarías Regionales Ministeriales, junto con precisar de sus funciones.

3. Incluir una disposición transitoria, en la cual el Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción deberá crear un comité denominado “Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos” durante el primer año de vigencia de la ley.

II. Efecto de las indicaciones sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones implicarán un gasto fiscal por efecto de lo señalado en los números 1.b, 2 y 3 anteriores, por un total de $579.109 miles anuales en régimen.

En el caso de las capacitaciones (punto 1.b), usando valores tipo similares en el sector público, se estima su costo en $120.000 miles anuales.

Respecto a la nueva SEREMI (punto 2), se estima su costo anual en régimen en $212.409 miles, según el detalle a continuación:

Cuadro N°1: Desglose de gasto de SEREMI

[image: image16.png]Miles de $ 2017

Resumen de gasto por Sul 1er afio En régimen
Remuneraciones 204.060 204.060
Gasto corriente 8349 8.349
Inversion Inicial 32.235 0
Total Gastos 244.644 212.409

Dotacion (N<) 7 7





Cuadro N°2: Desglose de gasto en personal de SEREMI

[image: image17.png]Gl Gasto anual (Miles de $

Estamento

de 2017)
Directivo 4° 61.549
Profesional 9° 31.862
Profesional 120 25.039
Profesional 14° 21.050
Técnico 12 16.039
Administrativo 132 15.455
Auxiliar 192 10.315
Vidticos 14.001
Horas Extras 8.750

Total 7 204.060





Por su parte, el Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos (punto 3) contará con una Secretaría Ejecutiva, para la cual se estima un costo anual de $246.700 miles, según se detalla a continuación.

Cuadro N°3: Desglose de gasto de Secretaría Ejecutiva del Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos

[image: image18.png]Miles de $ 2017

Resumen de gasto 1er afio En régime
Remuneraciones 166.700 166.700
Gasto corriente 80.000 80.000

Total Gastos 246.700 246.700

Dotacién (N°) 6 6





El gasto fiscal estimado para las capacitaciones y la nueva SEREMI se financiará mediante una readecuación de los recursos de gastos corrientes de la Subsecretaría de Ciencia y Tecnología informados en el IF N°003 de fecha 23.01.2017.

El gasto fiscal estimado para la Secretaría Ejecutiva del Comité de Institutos Tecnológicos y de Investigación Públicos se financiará con cargo a los recursos destinados a la Corporación de Fomento de la Producción en las leyes de presupuestos respectivas.

En consecuencia, las presentes indicaciones no representan un mayor gasto fiscal neto.”.

- Posteriormente, el 23 de octubre de 2017 fue emitido un tercer informe, también en virtud de indicaciones presentadas por el Ejecutivo. Es del siguiente tenor:

“I. Antecedentes

I. Objetivos de la Indicación

1. Las indicaciones al proyecto de Ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, tienen como objetivo:

a) Precisar la coordinación con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción.

b) Incorporar la atribución del Ministerio de solicitar colaboración a las universidades que se encuentren acreditadas en el área de investigación.

c) Modificar otras normas legales - la ley orgánica de la Dirección Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas - para definir que el Ministerio será el encargado de las estadísticas sobre recursos científicos y tecnológicos.

2. Finalmente, se faculta a la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación, con cargo a su presupuesto, a financiar los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones del mismo.

II. Efecto de las indicaciones sobre el Presupuesto Fiscal

La indicación señalada en el N° 2 anterior implicará un mayor gasto de $16.800 miles anuales, los que serán financiados mediante reasignaciones de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación con cargo al presupuesto informado en el IF N° 003 de 23.01.2017.”.

- Finalmente, el 6 de diciembre de 2017 fue emitido el siguiente informe financiero sustitutivo:

“I. Antecedentes

- El presente informe financiero contiene las cifras actualizadas de los IF N°003, N°067, N°074, N°125 y N°137, todos de 2017, los cuales acompañan la tramitación del Proyecto de Ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología. De esta manera, el presente IF sustituye a todos los anteriores.

- Además, el presente IF incluye los efectos fiscales de las indicaciones al Proyecto de Ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, correspondientes al Mensaje N°316-365.

- En particular, el contenido de las indicaciones del Mensaje N°316-365, se refieren a:

a. Especificar funciones y atribuciones del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

b. Eliminar el Consejo Asesor Ministerial del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

c. Añadir el concepto de “macrozona” a la representación territorial de las Secretarías Regionales Ministeriales.

d. Especificar elementos de rendición de cuentas de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

e. Determinar que las entidades receptoras de los recursos de FONDECYT deben cumplir íntegramente la normativa laboral, civil o especial que corresponda en la ejecución de sus proyectos.

f. Establecer una disposición transitoria para asegurar la renovación por parcialidades del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación.

g. Establecer precisiones para la elaboración del primer presupuesto del Ministerio de Ciencia y Tecnología y de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

h. Además, se faculta al Presidente de la República para establecer disposiciones relacionadas con el traspaso de funcionarios titulares de planta y de personal a contrata desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

II. Efectos sobre el Presupuesto Fiscal

Efecto fiscal de las indicaciones

Las presentes indicaciones implicarán un impacto fiscal por efecto de lo señalado en el literal h de la sección precedente de este IF. En particular, se establece que los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen para la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo serán los siguientes:

- Directivos: grados 1°B y 4°.

- Profesionales: grados 5° y 14°.

- Técnicos: grados 10° y 15°.

- Administrativos: grados 13° y 23°.

- Auxiliares: grados 19° y 23°.

Lo anterior representa un mayor gasto de $53 millones anuales, con cargo la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Efectos fiscales actualizados del Proyecto de Ley

Considerando todas las indicaciones aprobadas a la fecha, además de las correspondientes al Mensaje N°316-365, los efectos fiscales del proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología implican un gasto anual en régimen de $344.579 millones. Esto incluye 335 funcionarios, con sus respectivos equipamientos, así como los recursos necesarios para ejercer sus funciones. El detalle del gasto se muestra en el siguiente cuadro:

Efectos fiscales anuales en régimen del proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología
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Remuneraciones 3.211 644 7.213 167 11.235
Gasto corriente 1.641 395 1.401 80 3.517
Equipamiento 232 129 220 580
Ejecucion de Programas 0 0 329.247 329.247
Total Gastos 5.084 1.168 338.081 247 344.579
Dotacién (N°) 81 35 213 6 335





El gasto fiscal de $344.579 millones de la nueva institucionalidad en Ciencia y Tecnología se financiará con reasignaciones presupuestarias por $340.483 millones, provenientes de las siguientes fuentes:

- $321.520 millones del Ministerio de Educación (que incluye $317.060 millones de CONICYT y $4.460 millones de Innovación en Educación Superior).

- $18.878 millones del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo (que incluye $6.842 millones de la Corporación de Fomento de la Producción, $11.006 millones de la Iniciativa Científica Millenium y $1.030 millones de la Secretaría del Consejo Nacional de Innovación).

- $85 millones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

El mayor gasto fiscal neto, correspondiente a $4.096 millones, se financiará en el primer año presupuestario de vigencia con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público, y para los años siguientes, de acuerdo a los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público de cada año.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la ley orgánica del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES 


De conformidad con los acuerdos precedentemente adoptados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación en su segundo informe:

ARTÍCULO 4





Intercalar, en su literal e), luego de la expresión “privados de investigación y desarrollo,” la frase “institutos tecnológicos y de investigación públicos señalados en el literal j) del presente artículo,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 1).





Sustituir, en el literal h), el punto final (“.”), por lo siguiente: “, promoviendo especialmente su incorporación en el sistema escolar, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación.”.  (Unanimidad 4x0. Indicación número 2).




Intercalar, en el párrafo primero de su literal j), luego de la expresión “organismos públicos para”, lo siguiente: “velar por el desarrollo,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 3).

- - -





Intercalar el siguiente literal p), nuevo, pasando el actual p) a ser q):





“p) Promover el acceso abierto a los resultados generados por la investigación financiada con recursos públicos, en el marco de la normativa vigente.”.(Unanimidad 4x0. Indicación número 4).
- - -

ARTÍCULO 5





Agregar, en su literal g), a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: 





“En el ejercicio de esta atribución, promoverá el acercamiento de la ciencia, tecnología e innovación a los establecimientos educacionales, debiendo coordinarse con el Ministerio de Educación para estos efectos.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 5).




Reemplazar, en su literal k) reemplazar la expresión: “los funcionarios y funcionarias públicas” por “las funcionarias y funcionarios públicos”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- - -





Intercalar el siguiente literal m), nuevo, pasando el actual a ser literal n):





“m) Solicitar a los institutos tecnológicos y de investigación públicos información o datos relevantes para la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 6).
ARTÍCULO 6





Suprimir su inciso final. (Unanimidad 3x0. Indicación número 8).
ARTÍCULO 7




Rechazarlo, pasando el actual artículo 8 a ser artículo 7, y así sucesivamente. (Unanimidad 4x0. Votación de disposición de competencia de la Comisión de Hacienda).
ARTÍCULO 8





Pasó a ser artículo 7, con una enmienda consistente en intercalar el  siguiente literal g), nuevo, pasando el actual a ser literal h):





“g) Generar instancias de coordinación con los jefes de las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 15).
ARTÍCULO 9





Pasó a ser artículo 8, con las siguientes enmiendas:





- Reemplazar, en su epígrafe, la expresión “rendición de cuentas” por “cuenta pública”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 16).




- Reemplazar, en su inciso segundo, la frase “una única cuenta pública que contenga” por “cuenta pública de”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).





- Suprimir su inciso final. (Mayoría de votos 4x1 abstención. Solicitud de votación separada).

ARTICULO 10





Pasó a ser artículo 9, sin enmiendas.

ARTICULO 11





Pasó a ser artículo 10, con enmiendas consistentes en reemplazar en sus letras a), b), c), d), e), f), g) y h), la conjunción “o” la primera vez que aparece, por la frase “y los diferentes”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

ARTICULO 12





Pasó a ser artículo 11, sin enmiendas.

- - -

ARTÍCULO 12, NUEVO





Intercalar, dentro del párrafo 2° del título III, el siguiente artículo 12, nuevo:





“Artículo 12.- Rendiciones de cuenta. La Agencia deberá solicitar rendiciones de cuenta periódicas por los recursos que asigne, en la forma que determine el reglamento. La persona o entidad receptora que mantenga pendientes rendiciones de cuenta con la Agencia no podrá recibir transferencias de cuotas de proyectos nuevos o ya asignados.

Para estos efectos, atendida la naturaleza del programa o instrumento, se establecerá en cada adjudicación la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta en la forma y según los criterios que establezcan las bases de cada concurso de acuerdo al reglamento. Tratándose de concursos en que participe de cualquier forma una institución de educación superior, la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta podrá ser la misma institución; o bien una facultad o unidad académica de jerarquía equivalente, caso en el que la prohibición establecida en el inciso anterior no podrá afectar al resto de la institución, aun cuando quien firme el convenio respectivo sea el Rector o el representante de la institución. 

Los recursos entregados a instituciones por concepto de gastos de administración deberán rendirse de manera anual y consolidada, en la forma que determine el reglamento. La infracción a este deber de rendición suspenderá el pago de estos recursos a la respectiva institución.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 17).
ARTICULO 17





Intercalar, en su inciso tercero, a continuación de la expresión “disciplinas, enfoques y competencias” y antes del punto y seguido, la frase “y por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
ARTÍCULOS 30, 31 y 32





Suprimirlos, pasando los artículos 33 y 34 a ser artículos 30 y 31, respectivamente. (Mayoría de votos 4x1 abstención. Indicación número 20).
ARTICULO SEXTO TRANSITORIO





Intercalar el siguiente inciso primero, nuevo pasando los actuales incisos primero y segundo, a ser segundo y tercero, respectivamente:





“En el primer nombramiento de los consejeros y consejeras del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, la mitad durará dos años en el ejercicio de sus funciones, debiendo el Presidente o Presidenta de la República identificarlos en el decreto o decretos que determinen la primera conformación del Consejo. La otra mitad durará cuatro años en sus funciones, de acuerdo a las reglas generales establecida en el inciso cuarto del artículo 17, de la presente ley.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 21).
- - -





Intercalar, a continuación del artículo octavo transitorio, los siguientes artículos noveno, décimo y decimoprimero transitorios, nuevos, pasando los actuales artículos noveno, décimo y decimoprimero transitorios a ser artículos decimosegundo, decimotercero y decimocuarto transitorios.





“Artículo noveno.- Facúltase al Presidente o Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, dicte las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente o Presidenta de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal.

Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1°B y 4º.

Planta de Profesionales: grados 5º y 14º.

Planta de Técnicos: grados 10º y 15º.

Planta de Administrativos: grados 13º y 23º.

Planta de Auxiliares: grados 19º y 23º.

2) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento del personal que practique.

3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios y funcionarias titulares de planta y de personal a contrata desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. El traspaso del personal de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

4) Determinar la dotación máxima del personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

5) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7) El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. 




Artículo décimo.- El encasillamiento a que se refiere el artículo anterior quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas Plantas de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, debiéndose considerar lo siguiente:

1) Los funcionarios titulares de las plantas de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en el mismo grado que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.

2) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se proveerán previo concurso interno, en el que sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a las plantas respectivas, y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad, durante al menos, 4 años en la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al 31 de julio de 2017. Dichos funcionarios serán encasillados en el mismo grado y estamento al que se encontraban asimilados al 31 de julio de 2017. No obstante, si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían dichos funcionarios a contrata, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos podrán postular en el último grado que se consulte en la nueva planta.

3) En los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta que se encuentren calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena y que cumplan con los requisitos del cargo respectivo. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerarán los concursos internos antes señalados. 

4) La provisión de cargos vacantes de los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional. 
Artículo decimoprimero.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de Ciencia y Tecnología y  de la de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.

Los funcionarios y funcionarias de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) que sean traspasados al Ministerio de Ciencia y Tecnología, o a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de las señaladas entidades. Dicha afiliación se mantendrá hasta que la Subsecretaría de Ciencia y Tecnología o la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refieren los artículos octavo y noveno transitorios, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”. (Artículos noveno y décimo, mayoría de votos 3x1abstención. Artículo décimo primero, unanimidad 4x0. Indicación número 22).

- - -

ARTÍCULO NOVENO TRANSITORIO 





Pasó a ser artículo decimosegundo transitorio, con una enmienda consistente en reemplazar la expresión “mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación,” por lo siguiente: “mediante uno o más decretos expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y el primer presupuesto de la Agencia de Investigación y Desarrollo,”. (Mayoría de votos 3 a favor, 1 en contra y 1 abstención. Indicación número 23).

ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO 





Pasó a ser artículo decimotercero transitorio, con una enmienda consistente en reemplazar la expresión “22, 23, 30, 31 y 32” por “22 y 23”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 24).
ARTICULO DECIMOPRIMERO TRANSITORIO





Pasó a ser artículo decimocuarto transitorio, con una enmienda consistente en suprimir la frase “, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio Secretaría General de la Presidencia”. (Mayoría de votos 3x1 en contra. Solicitud de votación separada).
ARTÍCULO DECIMOSEGUNDO TRANSITORIO





Pasó a ser artículo decimoquinto transitorio, sin enmiendas. 
ARTÍCULO DECIMOTERCERO TRANSITORIO




Rechazarlo. (Mayoría de votos 3x1 abstención. Votación de disposición de competencia de la Comisión de Hacienda).
ARTÍCULO DECIMOCUARTO TRANSITORIO





Rechazarlo. (Unanimidad 5x0. Votación de disposición de competencia de la Comisión de Hacienda).
- - -





Intercalar el siguiente artículo decimosexto transitorio, nuevo, pasando el actual artículo decimoquinto transitorio a ser artículo decimoséptimo transitorio:





“Artículo decimosexto.- Mientras no entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, lo establecido en el artículo 12 de esta ley será aplicable por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica para los programas e instrumentos que administre.”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 28).
- - -

ARTÍCULO DECIMOQUINTO TRANSITORIO





Pasó a ser artículo decimoséptimo transitorio, sin enmiendas.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones acordadas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

"TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley tiene por objeto establecer un marco general que estructure, impulse, coordine y promueva las actividades de ciencia, humanidades y desarrollo tecnológico en todas sus etapas, a fin de contribuir al desarrollo económico sustentable y al bienestar social del país.
Artículo 2.- Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para efectos de esta ley, el Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también “el Sistema”) se compone de los organismos públicos, instituciones públicas de investigación y desarrollo e instituciones de educación superior estatales; y por las personas e instituciones privadas; que realizan, fomentan o apoyan actividades relacionadas con ciencia, tecnología e innovación. Se comprenderán dentro de estas materias las actividades relacionadas con la formación de recursos humanos altamente calificados y técnicos especializados; la investigación básica y aplicada y la generación de conocimiento en las diversas disciplinas del saber; el desarrollo, transferencia y difusión de tecnología; y la innovación pública y privada en todas sus dimensiones.

La institucionalidad pública del Sistema se estructura, principalmente, en torno a tres ámbitos: a) ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, y formación de recursos humanos altamente calificados, a cargo del Ministerio de Ciencia y Tecnología y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo; b) fomento productivo, emprendimiento e innovación productiva o empresarial, desarrollo tecnológico para fines productivos y fortalecimiento de recursos humanos para este ámbito, a cargo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción; y c) formación de técnicos y profesionales, y del conocimiento y el cultivo de las ciencias, las artes y las humanidades en las instituciones de educación superior, a cargo del Ministerio de Educación. 

Los organismos públicos señalados en el inciso anterior deberán coordinarse entre sí y con el resto de las entidades públicas que forman parte del Sistema con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de su participación o colaboración dentro de sus competencias.
TITULO II

Del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación

Párrafo 1° Del Ministerio.

Artículo 3.- Del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también "el Ministerio") como la secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente o la Presidenta de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a fomentar y fortalecer la ciencia, la tecnología y la innovación derivada de la investigación científico-tecnológica (en adelante también “innovación de base científico-tecnológica”) con el propósito de contribuir al desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas que promuevan y orienten el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica tanto a nivel nacional como regional, considerando las características específicas de los territorios y sus estrategias y potencialidades de desarrollo.

En el ejercicio de sus funciones, el Ministerio promoverá que el conocimiento y la innovación de base científico-tecnológica enriquezcan los procesos de formulación e implementación de políticas públicas, fomentando la coordinación y colaboración interministerial, el desarrollo de iniciativas conjuntas dentro del sector público y la cooperación público-privada. 

Artículo 4.- Funciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio tendrá las siguientes funciones: 

a) Proponer al Presidente o Presidenta de la República políticas, normas, planes y programas en el ámbito de los sectores a su cargo.

b) Fomentar la investigación, básica y aplicada, y la generación de conocimiento en ciencias naturales, ingeniería y tecnología, ciencias médicas y de la salud, ciencias agrícolas, ciencias sociales, y artes y humanidades. En el desarrollo de esta tarea, velará por un adecuado balance entre investigación inspirada por la curiosidad y aquella orientada por objetivos de desarrollo del país o sus regiones.
c) Fomentar, tanto en el ámbito público como privado, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica. Se entenderá por innovación de base científico-tecnológica el desarrollo experimental y las demás actividades científico-tecnológicas que pueden llevar a la generación de productos, procesos o servicios nuevos o sustancialmente mejorados, en las etapas previas a su comercialización. En el cumplimiento de esta función pondrá especial foco en los desafíos estratégicos del país y deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, teniendo en consideración lo señalado en el artículo 2.
d) Fomentar la generación y fortalecimiento de capacidades humanas, de infraestructura e institucionales para el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y, en especial, promover la instalación y consolidación de centros de investigación y desarrollo y centros tecnológicos de carácter regional o nacional, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo. En el cumplimiento de esta función deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo y la Corporación de Fomento de la Producción, en consideración a lo señalado en el artículo 2.
e) Fomentar la formación de profesionales e investigadores altamente calificados y la inserción de recursos humanos altamente calificados en instituciones académicas, centros públicos y privados de investigación y desarrollo, institutos tecnológicos y de investigación públicos señalados en el literal j) del presente artículo, así como otros organismos del Estado y el sector privado. En este ámbito deberá coordinarse con las Secretarías de Estado que corresponda.

f) Generar, en coordinación con otros organismos públicos del Sistema, y en función de los desafíos estratégicos del país y de las políticas públicas que lleve adelante, instancias de diálogo y coordinación con la comunidad científica, las universidades, las instituciones públicas o privadas que realizan investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica, y los demás actores del Sistema.

g) Fomentar la transferencia de resultados de investigación, conocimientos y tecnologías al sector público, los sectores productivos y la sociedad y, especialmente, promover y fortalecer la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos. En este ámbito deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y a través de éste con el Instituto Nacional de Propiedad Intelectual y la Corporación de Fomento de la Producción, en el ámbito de sus respectivas competencias.

h) Contribuir a la formación de una cultura científica y a la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, tecnología e innovación en el país, en todos los ámbitos, promoviendo especialmente su incorporación en el sistema escolar, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación.

i) Promover la inversión y participación, así como otros aportes, que puedan realizar personas y entidades privadas en el ámbito de la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica.

j) Generar y dirigir instancias de coordinación con otros Ministerios y organismos públicos para velar por el desarrollo, el fomento y la actuación conjunta de los institutos tecnológicos y de investigación públicos. 

Se entenderá por institutos tecnológicos y de investigación públicos a las instituciones que formen parte de la Administración del Estado; y a las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro en las que el Estado tenga participación o representación; excluidas las instituciones de educación superior; que lleven a cabo actividades de investigación y desarrollo, transferencia de tecnología e innovación, asistencia tecnológica y técnica especializada, difusión tecnológica o generación de investigación e información de apoyo a la regulación y las políticas públicas.
k) Velar por la protección y conservación del patrimonio científico y tecnológico nacional.

l) Velar por el desarrollo y promoción de la actividad espacial en el país. En este ámbito, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 

m) Fomentar la vinculación, la colaboración y la cooperación, a nivel nacional e internacional, en el ámbito de los sectores a su cargo.

n) Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre ciencia y tecnología, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

o) Colaborar con otros organismos del sector público en el diseño y análisis de programas e iniciativas de investigación científica y desarrollo tecnológico asociadas a los ámbitos de acción de estos últimos y de acuerdo a las prioridades de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos públicos competentes.
p) Promover el acceso abierto a los resultados generados por la investigación financiada con recursos públicos, en el marco de la normativa vigente.

q) Las demás funciones que la ley le encomiende.

Artículo 5.- Atribuciones del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio tendrá, en especial, las siguientes atribuciones:

a) Diseñar programas o instrumentos para el otorgamiento de subvenciones, préstamos u otras ayudas para el desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, que serán ejecutados por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, pudiendo establecer objetivos, requisitos para la postulación y asignación, procesos y criterios de evaluación, condiciones bajo las que se asignarán los recursos y mecanismos de seguimiento y evaluación, entre otros elementos.

b) Celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, los que podrán considerar la transferencia de recursos, debiendo en dicho caso someterse a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado. 

c) Realizar o encargar estudios, análisis prospectivos e investigaciones y generar estadísticas, indicadores y evaluaciones que apoyen tanto la elaboración de políticas públicas como su seguimiento, medición y evaluación.

d) Establecer vínculos de colaboración y cooperación, así como participar en organismos internacionales en el ámbito de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos de la Administración del Estado.

e) Solicitar y recibir de los órganos de la Administración del Estado y de entidades o personas del sector privado, información y antecedentes respecto de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, debiendo coordinarse, en lo que corresponda, con el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

f) Otorgar reconocimientos a personas e instituciones que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las ciencias, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.

g) Desarrollar actividades que promuevan la comprensión, valoración y difusión de la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica en la sociedad. En el ejercicio de esta atribución, promoverá el acercamiento de la ciencia, tecnología e innovación a los establecimientos educacionales, debiendo coordinarse con el Ministerio de Educación para estos efectos.

h) Mantener y gestionar, de manera coordinada con otros organismos públicos, información respecto de las capacidades y producción del país en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica, así como estadísticas e información de interés público respecto de los recursos que los organismos de la Administración del Estado entregan a los sectores público y privado para el desarrollo de estas materias.
i) Solicitar al Instituto Nacional de Normalización la elaboración y homologación de normas técnicas sobre procesos y recintos de investigación científico-tecnológica, las que podrán ser declaradas como normas oficiales mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio.

j) Elaborar manuales de buenas prácticas en materia de actividades, procesos o instalaciones para la investigación científica, desarrollo experimental e innovación de base científico-tecnológica.

k) Realizar procesos de capacitación a las funcionarias y funcionarios públicos en materias relacionadas con las funciones del Ministerio, los que también podrán otorgarse a particulares.
l) Solicitar a las universidades que se encuentren acreditadas en el área de investigación, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 20.129, para que, de conformidad a su misión, colaboren en la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional. En el cumplimiento de esta atribución, deberá coordinarse especialmente con el Ministerio de Educación.
m) Solicitar a los institutos tecnológicos y de investigación públicos información o datos relevantes para la elaboración de políticas, planes y programas que propendan al desarrollo científico y tecnológico del país, a nivel nacional y regional.

n) Las demás atribuciones que la ley le otorgue.

Párrafo 2° 

De la organización interna del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación

Artículo 6.- De la organización del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. El Ministerio se organizará de la siguiente manera:

a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

b) El Subsecretario o Subsecretaria de Ciencia, Tecnología e Innovación.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales. 

Un reglamento expedido a través del Ministerio determinará su estructura interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. En dicha estructura se deberán considerar las unidades funcionales necesarias para el cumplimiento de los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio, tales como: políticas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica; coordinación  intersectorial e interinstitucional; estudios, prospectiva, estadísticas e indicadores; y difusión y cultura de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

Artículo 7.- Funciones y atribuciones de las Secretarias Regionales Ministeriales. Las Secretarías Regionales Ministeriales tendrán las siguientes funciones y atribuciones:

a) Coordinar, los planes y programas de ciencia, tecnología e innovación de base científica tecnológica que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.

b) Participar en la elaboración de políticas, planes, programas e instrumentos del Ministerio que tengan incidencia o perspectiva regional, considerando para ello las estrategias de desarrollo y de ciencia, tecnología e innovación adoptadas por las regiones sobre las que tenga competencia, en el marco de la búsqueda de un desarrollo territorial armónico y equitativo.

c) Apoyar técnicamente a los gobiernos de las respectivas regiones en la elaboración y revisión de sus políticas y estrategias de desarrollo en los ámbitos de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica y en la definición de marcos estratégicos que orienten el gasto de los recursos regionales destinados a estas actividades, en el marco de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, establecida en el artículo 16, y la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, establecida en el artículo 18.

d) Promover instancias de coordinación entre los actores regionales del Sistema e impulsar el desarrollo de iniciativas conjuntas entre las regiones sobre las que tenga competencia la respectiva Secretaría Regional Ministerial, en el marco de las políticas generales del Ministerio.

e) Participar en las instancias público-privadas que se establezcan en las respectivas regiones para la definición de estrategias relacionadas con el desarrollo de ciencia, tecnología e innovación.

f) Promover la vinculación de las actividades de investigación y desarrollo con las necesidades de las empresas y los sectores productivos en las respectivas regiones y fomentar la vinculación público-privada para el desarrollo de iniciativas de ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica. En este ámbito, deberá coordinarse con todas las instituciones y, especialmente, con las Secretarías Regionales Ministeriales del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.
g) Generar instancias de coordinación con los jefes de las unidades de los gobiernos regionales cuyas funciones y tareas principales se refieran a ciencia, tecnología e innovación.

h) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue. 

Artículo 8. - Normas aplicables al personal del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y cuenta pública. El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que señala, y su legislación complementaria. 

Cada año, a más tardar en el mes de abril, el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá dar cuenta pública de las acciones emprendidas por el Ministerio el año anterior, según lo establecido en el artículo 72 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. 

Dicha cuenta deberá contener, al menos, los objetivos de mediano y largo plazo de las políticas del Ministerio y un análisis de su impacto en el Sistema, indicadores de efectividad de las acciones emprendidas por el Ministerio y por la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, además de un resumen de aquellos informes que el Ministerio y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo deban remitir al Congreso Nacional en cumplimiento de la Ley de Presupuestos vigente.

TÍTULO III

De la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo

Párrafo 1° Objeto y atribuciones

Artículo 9.- De la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Créase la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también "la Agencia"), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente o Presidenta de la República a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, y que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, que Regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

La Agencia tendrá por objeto administrar y ejecutar los programas e instrumentos destinados a promover, fomentar y desarrollar la ciencia, la tecnología y la innovación de base científico-tecnológica, de acuerdo a las políticas definidas por el Ministerio.

El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago.

Artículo 10.- Atribuciones de la Agencia. Para el cumplimiento de su objeto, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que promuevan la generación de conocimiento en todos los campos de la ciencia y la tecnología; el desarrollo tecnológico; y la innovación de base científico-tecnológica.

b) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que apoyen la generación, instalación o fortalecimiento de capacidades para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional y regional.

c) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que permitan o hagan más eficiente el acceso a insumos, infraestructura y servicios para la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación de base científico-tecnológica a nivel nacional o regional.
d) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que promuevan la investigación científica y tecnológica de manera asociativa. 

e) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que apoyen la formación, en Chile o en el extranjero, de profesionales e investigadores altamente calificados.

f) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que apoyen la inserción y atracción de recursos humanos altamente calificados, en instituciones académicas; centros de investigación científica y desarrollo tecnológico, públicos o privados; además del Estado, y el sector productivo.

g) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que contribuyan a la generación o fortalecimiento de redes u otras instancias de cooperación nacional e internacional en investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de base científico-tecnológica.
h) Ejecutar programas y los diferentes instrumentos que promuevan la transferencia de conocimiento y tecnología a través de la colaboración y vinculación de las instituciones que realizan investigación y desarrollo, en especial las universidades y centros científico-tecnológicos, con los sectores productivos, las empresas y el sector público.

i) Gestionar y ejecutar programas que apoyen la difusión pública de resultados de investigación en ciencia, tecnología e innovación de base científico-tecnológica.

j) Elaborar e implementar las bases de concursos, convocatorias y evacuar todo acto administrativo que sea necesario para la ejecución de los programas o instrumentos indicados precedentemente, de acuerdo a las definiciones establecidas por el Ministerio.

k) Gestionar y administrar sistemas de acceso a la información científica nacional e internacional para fines de investigación, educación e innovación.
l) Desarrollar y administrar sistemas de información que permitan el seguimiento de la gestión de los programas, instrumentos y recursos públicos que ejecuta.

m) Solicitar cauciones a los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta.

n) Coordinarse, en los niveles que corresponda, y en el marco de sus respectivas competencias, con los Ministerios de Educación, de Economía, Fomento y Turismo, y otras Secretarías de Estado; con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda; y con la Corporación de Fomento de la Producción y el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, con el fin de desarrollar e implementar aquellas tareas, programas o instrumentos que requieran de la participación o colaboración de estos organismos o de la información que puedan proporcionar.

o) Integrar y participar en la formación y constitución de personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea la promoción, información, desarrollo y coordinación de iniciativas de investigación, transferencia y difusión de conocimientos científicos y tecnológicos e innovación de base científico-tecnológica. Del mismo modo, la Agencia está facultada para participar en la disolución y liquidación de las entidades de que forme parte, con arreglo a los estatutos de las mismas.

Esta atribución sólo podrá ejercerse por resolución, debiendo obtener previamente la autorización de los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Hacienda. 

En ningún caso la Agencia podrá caucionar compromisos u obligaciones contraídas por las entidades a cuya constitución o integración contribuya.

p) Ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a alcanzar los objetivos de la Agencia, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

q) Las demás funciones y atribuciones que la ley le encomiende.

Párrafo 2° 

De la organización interna de la Agencia

Artículo 11.- De la organización interna de la Agencia. La Agencia estará a cargo de un Director o Directora Nacional, quien será el jefe superior de servicio.

El Director o Directora Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Agencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Artículo 12.- Rendiciones de cuenta. La Agencia deberá solicitar rendiciones de cuenta periódicas por los recursos que asigne, en la forma que determine el reglamento. La persona o entidad receptora que mantenga pendientes rendiciones de cuenta con la Agencia no podrá recibir transferencias de cuotas de proyectos nuevos o ya asignados.

Para estos efectos, atendida la naturaleza del programa o instrumento, se establecerá en cada adjudicación la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta en la forma y según los criterios que establezcan las bases de cada concurso de acuerdo al reglamento. Tratándose de concursos en que participe de cualquier forma una institución de educación superior, la persona o entidad responsable de las rendiciones de cuenta podrá ser la misma institución; o bien una facultad o unidad académica de jerarquía equivalente, caso en el que la prohibición establecida en el inciso anterior no podrá afectar al resto de la institución, aun cuando quien firme el convenio respectivo sea el Rector o el representante de la institución. 

Los recursos entregados a instituciones por concepto de gastos de administración deberán rendirse de manera anual y consolidada, en la forma que determine el reglamento. La infracción a este deber de rendición suspenderá el pago de estos recursos a la respectiva institución.

Artículo 13.- Del Director o Directora Nacional. El Director o Directora Nacional tendrá las siguientes atribuciones:

a) Dirigir, organizar, planificar, coordinar, administrar y supervigilar el funcionamiento de la Agencia y sus bienes.

b) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos institucionales, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

c) Informar al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación en los asuntos propios de la Agencia y asesorarlo respecto del diseño de programas e instrumentos que esta última deberá ejecutar.

d) Conformar comités técnicos o de expertos, permanentes o temporales, integrados por funcionarios de la Agencia, representantes de los ministerios que forman parte del Sistema, representantes de otros entes públicos o por personas calificadas ajenas a la Administración del Estado, con el objeto de apoyar y asesorar al Director o Directora en la elaboración de bases y en la adjudicación de los concursos o convocatorias que ejecute la Agencia. Una resolución definirá los procedimientos de conformación y el funcionamiento de estos comités. Dichos procedimientos deberán ser públicos y transparentes.
e) Adjudicar los concursos o convocatorias para la asignación de las subvenciones, préstamos o cualquier tipo de ayudas que otorgue la Agencia, previa propuesta de uno o más comités técnicos o de expertos, según lo establecido en el literal anterior.

f) Reprogramar, prorrogar u otorgar nuevos plazos respecto a obligaciones no monetarias de los beneficiarios de los programas o instrumentos que ejecuta la Agencia. Esta facultad sólo podrá ejercerla en casos calificados y de forma fundada, debiendo obtener previamente la autorización del Ministerio.

Un reglamento expedido a través del Ministerio regulará las condiciones para el ejercicio de esta facultad.

g) Encomendar la ejecución de acciones o servicios y entregar la administración de bienes o derechos de cualquier naturaleza de que sea titular la Agencia a personas o instituciones públicas o privadas, mediante la celebración de convenios, para el debido cumplimiento de los objetivos y funciones de la Agencia, a excepción de la definición de los programas e instrumentos que deba ejecutar. Dichos convenios deberán contemplar cláusulas que permitan a la Agencia ponerles fin de forma anticipada por razones de interés general o en el evento que no se esté dando cumplimiento a los objetivos tenidos en cuenta para su celebración.
h) Requerir de otros organismos del Estado la información y antecedentes necesarios para el adecuado cumplimiento de los objetivos y atribuciones de la Agencia, así como de sus propias atribuciones.

i) Delegar las atribuciones propias y las de la Agencia en funcionarios de su dependencia, a excepción de la establecida en la letra f) de este artículo 

j) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.

Artículo 14.- Normas aplicables al personal de la Agencia. El personal de la Agencia estará afecto a las disposiciones de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que Señala, y su legislación complementaria.

El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar las funciones de carácter directivo que se le asignen o deleguen mediante resolución fundada del Director o Directora Nacional, en la que deberán precisarse las referidas funciones. Dicho personal no podrá exceder de 5 funcionarios. 

Artículo 15.- Del patrimonio de la Agencia. El patrimonio de la Agencia estará constituido por: 

a) Los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título.

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios.

e) Las donaciones que se le hagan, así como las herencias o legados que acepte. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación. 

f) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. 

g) Las subvenciones, préstamos, aportes o recursos en general que se le restituyan.

h) Los demás aportes que perciba en conformidad a la ley.

La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

TÍTULO IV

Del fortalecimiento de la institucionalidad pública para la ciencia, tecnología e innovación

Párrafo 1° De la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo y del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo

Artículo 16.- Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo. Existirá una Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo (en adelante también "la Estrategia"), la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos y oportunidades de desarrollo del país, generando un marco que oriente las políticas públicas y los instrumentos de apoyo a la formación de recursos humanos altamente calificados, la investigación y generación de conocimiento, el desarrollo y transferencia de tecnología, la innovación y el desarrollo de una cultura de ciencia, tecnología e innovación.

La Estrategia deberá contener, a lo menos, un diagnóstico de las tendencias globales y análisis prospectivos de las oportunidades y desafíos para el desarrollo integral, inclusivo y sostenible de Chile en el escenario mundial; propuestas para el desarrollo del país, a nivel nacional y/o regional, basadas en el fomento de la ciencia, tecnología e innovación; orientaciones sobre prioridades estratégicas para el gasto público en materias de ciencia, tecnología e innovación, y criterios, metas e indicadores para el seguimiento y evaluación del desempeño y desarrollo del Sistema en el mediano y largo plazo.

Una revisión de la Estrategia deberá ser presentada al Presidente o Presidenta de la República al inicio de su mandato, a más tardar en el mes de marzo. Esta servirá como orientación para la elaboración de la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación a la que se refiere el Párrafo 2° del presente Título.

Para la elaboración o revisión de la Estrategia se deberán contemplar procedimientos de participación y de diálogo con los distintos agentes del Sistema, los gobiernos regionales, organizaciones de la sociedad civil y la ciudadanía.

Artículo 17.- Del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo. El Presidente o Presidenta de la República, mediante decreto supremo, creará un consejo asesor presidencial denominado "Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo" (en adelante también el "Consejo Nacional de CTI"). 

El Consejo Nacional de CTI tendrá como misión asesorar al Presidente o Presidenta de la República en el análisis prospectivo de las tendencias de desarrollo globales y nacionales; en la formulación de propuestas destinadas a fortalecer y desarrollar el Sistema; y en la elaboración y revisión, con mirada sistémica y de largo plazo, de la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo.

El Consejo Nacional de CTI estará compuesto por su presidente o presidenta y por catorce consejeros o consejeras designados por el Presidente o Presidenta de la República, propendiendo a una adecuada representación de las regiones y equilibrio de género, además de diversidad de disciplinas, enfoques y competencias, y por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación. Para ello, se contemplará la participación de investigadores de reconocido desempeño en los campos de la ciencia y la tecnología, es decir las artes y las humanidades, las ciencias sociales, las ciencias agrícolas, médicas y de la salud, las ciencias naturales, y la ingeniería y tecnologías; profesionales de reconocida trayectoria en políticas de desarrollo y en ciencia, tecnología e innovación; personas de destacado desempeño y experiencia en los sectores de la gran, mediana y pequeña empresa y del emprendimiento; académicos o expertos en el ámbito de formación de profesionales y técnicos; y personas de destacada labor en el ámbito del desarrollo social o la innovación social.

El Consejo Nacional de CTI se renovará por parcialidades. Los consejeros o consejeras no percibirán dieta por el desempeño de sus funciones y durarán cuatro años en el ejercicio de las mismas. Los gastos necesarios para la concurrencia de los consejeros a las sesiones serán financiados según el presupuesto de la Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación. Un reglamento regulará la forma y modo para implementar lo señalado en este inciso y en el anterior.

En el desarrollo de sus tareas el Consejo Nacional de CTI deberá relacionarse y coordinarse especialmente con los Ministerios de Ciencia, Tecnología e Innovación, de Economía, Fomento y Turismo, de Educación, y con el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes o el organismo que lo suceda, así como con las principales entidades y servicios públicos del Sistema. Podrá también convocar a otros ministerios para analizar desafíos estratégicos sectoriales relacionados con ciencia, tecnología e innovación, y solicitar de ellos y de otras instituciones públicas que conformen el Sistema, a través de la contraparte técnica que estas determinen, información respecto de políticas, programas, iniciativas y demás materias relevantes para la elaboración, revisión o seguimiento de la Estrategia.

Las sesiones del Consejo se registrarán en actas, las cuales serán públicas una vez que sean aprobadas; y contendrán, a lo menos, la asistencia a la sesión, los temas tratados y las conclusiones a las que se arribó.

La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá prestar apoyo administrativo y material al Consejo Nacional de CTI para el adecuado desempeño de sus tareas. 

Párrafo 2° 

De la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación y del Comité Interministerial para la Ciencia, Tecnología e Innovación

Artículo 18.- Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación. Existirá una Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (en adelante también "la Política"), la que establecerá los objetivos y lineamientos generales de las políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el período presidencial respectivo.

La Política será definida con mirada sistémica y de corto y mediano plazo y deberá contener al menos: los objetivos y lineamientos generales para el período presidencial en materias de desarrollo científico-tecnológico e innovación, y de recursos humanos altamente calificados; prioridades o énfasis basados en la Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación, en las estrategias regionales de desarrollo o en desafíos estratégicos sectoriales; ejes de acción, y metas de mediano plazo.

La Política será propuesta al Presidente o Presidenta de la República por el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, dentro de los cuatro primeros meses del período presidencial, y se aprobará por decreto supremo expedido a través del Ministerio.

Artículo 19.- Plan de Acción. La implementación de la Política se orientará a través de un Plan de Acción, el que será elaborado junto con la Política y revisado a más tardar en abril de cada año por el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación establecido en el artículo siguiente. Este plan deberá contener, a lo menos, los programas que lo integran, indicando el o los órganos públicos responsables; y la priorización de actividades, acciones y medidas específicas para el cumplimiento de dichos programas, los plazos de ejecución, las metas a alcanzar y los indicadores para su evaluación. Sin perjuicio de lo anterior, el plan de acción deberá mencionar la forma en que será ejecutado en cada una de las regiones del país, cuando corresponda.
El Plan de Acción, así como su revisión, serán aprobados mediante resolución del Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

Artículo 20.- Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación. Créase el Comité Interministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación, cuya función será asesorar al Presidente o Presidenta de la República en la elaboración, implementación y seguimiento de la Política y del Plan de Acción, constituyendo una instancia de coordinación, información, orientación y acuerdo en materia de políticas públicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo, velando por su consistencia, coherencia y eficiencia, y considerando las necesidades del país.

El Comité Interministerial estará integrado por:

a) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación quien lo presidirá.

b) El Ministro o Ministra de Hacienda.

c) El Ministro o Ministra de Economía, Fomento y Turismo.

d) El Ministro o Ministra de Educación. 

Los Ministros o Ministras podrán ser reemplazados en las labores que les correspondan en el Comité por los Subsecretarios o Subsecretarias que ellos determinen, o por quien según la ley deba subrogarlos.

El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá invitar a otros Ministros o Ministras de Estado para analizar desafíos estratégicos sectoriales de ciencia, tecnología e innovación; así como para abordar materias, iniciativas, programas o planes en función de contenidos o requerimientos específicos de la Política que estén relacionados con las materias propias del Ministerio sectorial.

Mediante acuerdo del propio Comité Interministerial se establecerán las demás normas necesarias para su funcionamiento y para el adecuado cumplimiento de las funciones que le son encomendadas.

La Subsecretaría de Ciencia, Tecnología e Innovación prestará al Comité Interministerial el apoyo administrativo necesario para su funcionamiento, y el Subsecretario o Subsecretaria será su Secretario o Secretaria Técnica.

Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, la Secretaría Técnica del Comité Interministerial también se conformará por un equipo de apoyo técnico compuesto por representantes de los Ministerios que lo conforman, pudiendo invitar a representantes de otros Ministerios, así como a representantes de servicios públicos tales como la Agencia y la Corporación de Fomento de la Producción, para abordar materias determinadas.

Los Ministerios que no conforman el Comité podrán presentar desafíos estratégicos específicos de su sector a la Secretaría Técnica, con el fin de que estos sean estudiados por el Comité Interministerial.

TITULO V

Normas adecuatorias

Artículo 21.- Derógase la ley N° 16.746 que Crea el Premio Nacional de Ciencia.

Artículo 22.- Derógase el decreto con fuerza de ley N° 491 de 1971, del Ministerio de Educación Pública, que Modifica el estatuto orgánico de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica y fija su texto refundido.

Artículo 23.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 33 de 1981, del Ministerio de Educación Pública, que Crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y fija normas de financiamiento de la investigación científica y tecnológica, de la siguiente manera:

1) Reemplázase el inciso primero del artículo 1 por el siguiente:

"Artículo 1.- Créase un Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico destinado al financiamiento de la investigación científica y tecnológica.".

2) Reemplázase el artículo 2 por el siguiente:

"Artículo 2.- Será función del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación establecer anualmente, dentro de la disponibilidad presupuestaria del Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico, montos globales para el desarrollo científico y para el desarrollo tecnológico, comunicándolos a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.".

3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:

"Artículo 3.- Para asignar los recursos del Fondo señalado en el artículo 1, la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo (en adelante también "la Agencia") deberá, periódicamente, llamar a concursos nacionales de proyectos, a los cuales podrán postular universidades, institutos profesionales, centros de formación técnica, instituciones públicas y privadas del país o personas naturales residentes en Chile que cumplan con los requisitos y condiciones que establezca el reglamento.

En los procesos de asignación, la Agencia deberá utilizar como criterio principal la calidad de la propuesta, pudiendo solicitar de los postulantes la información adicional que estime pertinente para resolver en función de las características y condiciones particulares de cada concurso, según establezca el reglamento.

El Director Nacional de la Agencia podrá solicitar a personas o instituciones calificadas en las disciplinas o materias que corresponda, chilenas o extranjeras, que analicen los proyectos presentados, para su ilustración y mejor decisión. 

Los recursos que se asignen a los proyectos serán puestos a disposición de las instituciones o personas según corresponda, en la forma que lo determine el reglamento.

La Agencia deberá supervisar en forma periódica el desarrollo que tengan en su realización los proyectos aprobados. Con este objeto podrá requerir los antecedentes e informaciones que estime necesarios. Asimismo, deberá supervisar que los recursos que asigne sean utilizados para los fines que fueron solicitados.

Será deber de la Agencia publicar cada año un resumen de los proyectos seleccionados señalando el monto asignado a cada proyecto en ese año, la descripción y objeto del mismo, y el estado de avance cuando se trate de un proyecto en ejecución desde años anteriores.".

4) Elimínanse los artículos 4, 5, 6, 7 y 8.

5) Reemplázase el artículo 9 por el siguiente:

"Articulo 9.- Si del proyecto de desarrollo científico o tecnológico resultaren inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos susceptibles de protección mediante derechos de propiedad industrial, la institución o persona a la que se le asignaron los recursos podrá solicitar su protección, debiendo previamente haber reportado a la Agencia, la que deberá dejar constancia de dicho reporte en las condiciones que establezca el reglamento. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Estado tendrá derecho a una licencia no exclusiva, intransferible, irrevocable y onerosa para practicar o hacer practicar, en cualquier lugar del mundo, los inventos, innovaciones tecnológicas, diseños o procedimientos referidos en el inciso anterior. Esta licencia podrá ser utilizada en el caso de que el derecho de propiedad industrial no sea aprovechado por aquella institución o persona a la que se le hubiere otorgado su protección, en las condiciones señaladas en el reglamento.

Si la institución o persona a la que se asignaron los recursos no solicitare el respectivo derecho de propiedad industrial o no reporte su interés en ello, dentro de los plazos establecidos en el reglamento, éste corresponderá al Estado a través del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, por el sólo ministerio de la ley. El reglamento definirá los plazos, ocasiones y formas para efectuar dicho reporte, así como las excepciones que sean procedentes.

6) Elimínase el artículo 10. 

7) Reemplázase, en el artículo 11, la expresión "Educación Pública" por "Ciencia, Tecnología e Innovación". 

8) Elimínanse los artículos 1 transitorio y 2 transitorio.

Artículo 24.- Modifícase la ley N° 20.241 que Establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en su artículo 2, la expresión ''Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación".

2) Reemplázase, en su artículo 16, la expresión "el Ministro de Hacienda" por "los Ministros o Ministras de Hacienda y de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 25.- Modifícase el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 211 de 1960, del Ministerio de Hacienda, que Fija normas por que se regirá la Corporación de Fomento de la Producción, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en el numeral 6), la expresión ", y" por un punto y coma.

2) Intercálase el siguiente numeral 7) nuevo, pasando el actual numeral 7) a ser 8):

"7) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación;". 

Artículo 26.- Reemplázase, en la letra f) del artículo 7 de la ley N° 20.129 que Establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior, la expresión "la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT" por "el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 27.- Reemplázase, en la letra d) del artículo 9 de la ley N° 20.380 Sobre Protección de Animales, la expresión "Presidente de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica" por "Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 28.- Reemplázase, en la letra e) del artículo 9 de la ley N° 19.169 que Establece Normas sobre Otorgamiento de Premios Nacionales, la expresión "el Presidente de la Comisión Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas" por "un representante del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación".

Artículo 29.- Modifícase el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 7.912 de 1927, del Ministerio de Interior, que Organiza las Secretarías de Estado, de la siguiente manera: 

1) Elimínase la expresión "y" del numeral 19). 

2) Agréganse los siguientes numerales 21, 22 y 23, nuevos, a continuación del actual numeral 20: 

"21° Deporte; 

22° Mujer y la Equidad de Género; 

23° Ciencia, Tecnología e Innovación.".

Artículo 30.- Modificase, la Ley Nº 20.530 que crea el Ministerio de Desarrollo Social y modifica cuerpos legales que indica, de la siguiente manera:

1) Agrégase al artículo 12 una letra i) nueva, del siguiente tenor:

“i) El Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.”.

2) Reemplázase en su artículo 15 el guarismo “4” por “5”.
Artículo 31.- Modifícase el artículo 42 de la ley N° 17.374, que Fija nuevo texto refundido, coordinado y actualizado del DFL N° 313 de 1960, que aprobara la ley orgánica de la Dirección Estadística y Censos y crea el Instituto Nacional de Estadísticas, de la siguiente manera:

1) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “actualmente confecciona la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica” por “confeccione el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Tecnología”.

2) Derógase su inciso segundo.
Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia en la fecha de su publicación, salvo las excepciones que se establecen en los artículos siguientes.

Artículo segundo.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación será considerado para todos los efectos el sucesor y continuador legal del Ministerio de Educación, en todo lo que se relacione con las funciones y atribuciones que esta u otras leyes le otorguen específicamente al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación; y en todos aquellos reglamentos o actos administrativos relacionados con la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica y que hayan sido expedidos a través del Ministerio de Educación, así como en los derechos y obligaciones nacidos de actos ejecutados o celebrados por este último relacionados con la misma Comisión.

Artículo tercero.- El Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo serán, para todos los efectos, los sucesores legales de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) en las materias de sus respectivas competencias, en concordancia con las funciones y atribuciones que la presente ley les otorga al señalado Ministerio y a la Agencia, respectivamente.

En consecuencia, las menciones que las leyes, reglamentos y demás normas realicen a la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica o a CONICYT, o a alguno de sus órganos directivos, se entenderán efectuadas al Ministerio o a la Agencia, o al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación o al Director o Directora Nacional de la Agencia, según corresponda.

La Agencia será la sucesora de Conicyt respecto al Consejo de la Sociedad Civil de este último. Sus reglas de funcionamiento y de nombramiento de sus integrantes se mantendrán vigentes mientras la Agencia no las reemplace mediante la dictación de la norma a que hace referencia el artículo 70 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 1-19653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo cuarto.- La Agencia será, para todos los efectos, la sucesora legal de los Consejos Superiores de Ciencia y de Desarrollo Tecnológico establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 33, de 1981, del Ministerio de Educación, que crea el Fondo Nacional de Desarrollo Científico y Tecnológico y Fija Normas de Financiamiento de la Investigación Científica y Tecnológica, según corresponda. 

Artículo quinto.- El Presidente o Presidenta de la República adecuará a la normativa introducida por la presente ley los reglamentos y decretos que considere necesarios, pudiendo modificarlos, eliminarlos, reemplazarlos o dictar otros nuevos, según lo estime pertinente.

Lo mismo se aplicará respecto de los reglamentos y decretos que regulen el funcionamiento orgánico de los institutos tecnológicos y de investigación públicos a que se refiere el literal j) del artículo 4.
Artículo sexto.- En el primer nombramiento de los consejeros y consejeras del Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación para el Desarrollo, la mitad durará dos años en el ejercicio de sus funciones, debiendo el Presidente o Presidenta de la República identificarlos en el decreto o decretos que determinen la primera conformación del Consejo. La otra mitad durará cuatro años en sus funciones, de acuerdo a las reglas generales establecida en el inciso cuarto del artículo 17, de la presente ley.
Se entenderá para los efectos de esta ley como Estrategia el documento de análisis que entregue al Presidente o Presidenta de la República el consejo asesor presidencial creado por el decreto supremo N° 177, de 2014, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. 

Una vez conformado, el Consejo Nacional de CTI deberá realizar su validación o revisión en los tiempos previstos por la ley.

Artículo séptimo.- El decreto supremo que apruebe la primera Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación deberá ser dictado dentro de los 6 meses siguientes desde la entrada en funcionamiento del Ministerio, según lo establecido en el artículo octavo transitorio, numeral 1.

Artículo octavo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. Además, determinará la fecha en que cesará en sus funciones la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT).

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, pudiendo dictar al efecto todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1 de la ley N° 19.553. También, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas de personal. 

3. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá fijar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento que practique.

4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) y la Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño, a la Subsecretaria del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que podrán ser traspasados a la Subsecretaría del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. La individualización del personal traspasado, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente la República", por intermedio del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

5. Determinar la dotación máxima del personal de la Subsecretaria del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8. El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), al Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, en lo que corresponda. 

Artículo noveno.- Facúltase al Presidente o Presidenta de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro o Ministra de Hacienda, dicte las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente o Presidenta de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal.

Los grados superiores e iniciales de las plantas que se fijen en virtud de este artículo serán los siguientes:

Planta de Directivos: grados 1°B y 4º.

Planta de Profesionales: grados 5º y 14º.

Planta de Técnicos: grados 10º y 15º.

Planta de Administrativos: grados 13º y 23º.

Planta de Auxiliares: grados 19º y 23º.

2) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. Además podrá determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento del personal que practique.

3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios y funcionarias titulares de planta y de personal a contrata desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo. El traspaso del personal de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso correspondiente y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

4) Determinar la dotación máxima del personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

5) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7) El Presidente o Presidenta de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo.

Artículo décimo.- El encasillamiento a que se refiere el artículo anterior quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen las nuevas Plantas de personal de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, debiéndose considerar lo siguiente:

1) Los funcionarios titulares de las plantas de directivos, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se encasillarán en el mismo grado que tenían a la fecha del encasillamiento, manteniendo el orden del escalafón de mérito. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta.

2) Una vez practicado el mecanismo anterior, los cargos que queden vacantes en las plantas de profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, se proveerán previo concurso interno, en el que sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a las plantas respectivas, y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad, durante al menos, 4 años en la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, al 31 de julio de 2017. Dichos funcionarios serán encasillados en el mismo grado y estamento al que se encontraban asimilados al 31 de julio de 2017. No obstante, si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían dichos funcionarios a contrata, por haber variado los grados de ingreso a ellas, éstos podrán postular en el último grado que se consulte en la nueva planta.

3) En los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, sólo podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta que se encuentren calificados en lista 1, de distinción, o lista 2, buena y que cumplan con los requisitos del cargo respectivo. El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo anterior definirán los factores que, a lo menos, considerarán los concursos internos antes señalados. 

4) La provisión de cargos vacantes de los concursos internos a que se refieren el numeral anterior, se efectuará en orden decreciente de acuerdo al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida y, en el evento de mantenerse esta igualdad, decidirá el Director Nacional.

Artículo decimoprimero.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de Ciencia y Tecnología y  de la de la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.

Los funcionarios y funcionarias de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT) que sean traspasados al Ministerio de Ciencia y Tecnología, o a la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de las señaladas entidades. Dicha afiliación se mantendrá hasta que la Subsecretaría de Ciencia y Tecnología o la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refieren los artículos octavo y noveno transitorios, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.

Artículo decimosegundo.- El Presidente o Presidenta de la República, mediante uno o más decretos expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación y el primer presupuesto de la Agencia de Investigación y Desarrollo, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes para la aplicación de la presente ley.

Artículo decimotercero.- Los artículos 21, 22 y 23 producirán sus efectos una vez que entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, en el plazo que se determine conforme al numeral 1 del artículo octavo transitorio.

Artículo decimocuarto.- Autorízase al Presidente o Presidenta de la República para nombrar, a partir de la publicación de la presente ley, al Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación, para efectos de la instalación del Ministerio. En tanto este último no inicie sus actividades, la remuneración del Ministro o Ministra, grado B de la Escala Única de Sueldos.

Artículo decimoquinto.- Los artículos 24, 25, 26, 27, 28 y 29 producirán sus efectos una vez que haya sido nombrado el Ministro o Ministra de Ciencia, Tecnología e Innovación.

Artículo decimosexto.- Mientras no entre en funcionamiento la Agencia Nacional de Investigación y Desarrollo, lo establecido en el artículo 12 de esta ley será aplicable por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica para los programas e instrumentos que administre.
Artículo decimoséptimo.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley, en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran desde las partidas correspondientes de los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo; Secretaría General de la Presidencia; de Educación; y de Transportes y Telecomunicaciones a la partida que se cree para el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo noveno transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.

Para los años posteriores, el mayor gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.".

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 22 y 29 de noviembre, 4, 5 y 6 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA CONSTITUIDA PARA RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY QUE CREA LA DEFENSORÍA DE LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ

(10.584-07)

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


El Honorable Senado, en sesión celebrada el día 21 de noviembre de 2017, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, designó como miembros de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que conforman la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Jaime Quintana Leal y Patricio Walker Prieto. 


La Honorable Cámara de Diputados, por su parte, por Oficio Nº 13.614, de fecha 22 de noviembre de 2017, comunicó la designación, como integrantes de la Comisión Mixta, de los Honorables Diputados señoras Claudia Nogueira Fernández, Denise Pascal Allende y Marcela Sabat Fernández y señores Claudio Arriagada Macaya y Fernando Meza Moncada.


En su oportunidad, el Honorable Diputado señor Ramón Farías Ponce reemplazó al Honorable Diputado señor Fernando Meza Moncada.

Finalmente, cabe destacar que los Honorables Senadores señores García Huidobro y Prokurica reemplazaron, en su momento, a los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón, respectivamente, mientras que los Honorables Diputados señora Loreto Carvajal Ambiado y señor Ricardo Rincón González reemplazaron a los Honorables Diputados señores Ramón Farías Ponce y Claudio Arriagada Macaya, respectivamente.

Citados los respectivos Honorables Senadores y Diputados, por orden del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 28 de noviembre de 2017, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel, Jaime Quintana Leal y Patricio Walker Prieto, y Honorables Diputados señoras Claudia Nogueira Fernández y Marcela Sabat Fernández y señor Ricardo Rincón González, eligiendo como Presidente, unánimemente, al Honorable Senador señor Patricio Walker Prieto. De inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.


A una o a las dos sesiones en que se consideró este asunto concurrieron las siguientes personas: Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Gabriel de la Fuente, y las asesoras, señoras Lizzy Seaman y Antonia Urrejola; del Consejo Nacional de la Infancia: la Secretaria Ejecutiva, señora María Estela Ortiz, el Jefe de la División Jurídica, señor Juan Carlos Valdivia, y los asesores, señora Daniela González y señor Hermes Ortega; del Ministerio de la Mujer y Equidad de Género: la asesora, señora Karina Uribe; de la Corporación Opción: la asesora, señora Camila de la Maza; de la Unicef: la Consultora, señora Paulina Solís; de la Corporación Comunidad y Justicia: el Coordinador del Área Legislativa, señor Cristóbal Aguilera, y la asesora, señora Simona Canepa; del Instituto Nacional de Derechos Humanos: el Analista Legislativo de la Unidad Jurídica Judicial, señor Christian Finsterbusch, y el Abogado, señor Juan Cristóbal González; y de la Biblioteca del Congreso Nacional, la señora Paola Truffello.


Además, estuvieron presentes los siguientes asesores parlamentarios: del Honorable Senador señor Ossandón, don José Huerta; del Honorable Senador señor Quintana, doña Leslie Sánchez; del Honorable Senador señor Prokurica, doña Carmen Castañaza; de la Honorable Senadora señora Von Baer, señores Jorge Barrera y Pablo Urquízar; de la Honorable Diputada señora Pascal, doña María Fernanda Marchant; del Comité Demócrata Cristiano, don Luis Espinoza; del Comité del Partido Socialista, señor Rodrigo Márquez; del Comité Renovación Nacional de la Cámara de Diputados, señor Pablo Celedón; del Comité Demócrata Cristiano de la Cámara de Diputados, señora Paulina Gómez; del Comité Partido Por la Democracia de la Cámara de Diputados, señora Marcia Marchant; de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia, y de la Segpres, señores Esteban Contador y Fernando Carrasco.

- - - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

A juicio de la Comisión Mixta, y en lo relativo a su proposición, los incisos primero y sexto del artículo 13 del proyecto de ley en análisis deben ser aprobados como normas de quórum orgánico constitucional, por cuanto establecen nuevas atribuciones jurisdiccionales para la Corte Suprema y la Corte de Apelaciones de Santiago. Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental.

- - - - - - - - -

OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Cabe dejar constancia que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, durante el primer trámite constitucional, la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, mediante Oficio Nº 72/ENA/16, de 6 de septiembre de 2016, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, en lo que interesa, respecto del inciso primero del artículo 13 del texto del proyecto de ley en estudio, por ser una disposición que incide en las atribuciones de los Tribunales de Justicia.

El máximo Tribunal emitió su opinión mediante Oficio Nº 147-2016, de fecha 11 de octubre de 2016, señalando, en lo referente al citado inciso primero del artículo 13, la necesidad de incorporar el derecho del Defensor a ser oído en el procedimiento de remoción que se siga en su contra, por razones de debido proceso. Cabe destacar que dicha observación fue contemplada en el texto despachado por el Senado en el primer trámite constitucional de la iniciativa en estudio.


A su vez, la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional del proyecto en examen, mediante Oficio N° 13.602, de fecha 2 de noviembre del año en curso, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del contenido de los nuevos incisos sexto y séptimo incorporados por la Cámara Revisora al aludido artículo 13, los que contemplan nuevas atribuciones para aquélla y la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, en lo relativo al conocimiento del procedimiento de desafuero del Defensor.


El Supremo Tribunal expresó, respecto del punto de que se trata, mediante Oficio N° 195-2017, de fecha 10 de noviembre de este año, que parece recomendable, atendido el carácter excepcional de las inmunidades que asisten al Defensor, que estas últimas operen y se consagren sólo en cuanto a delitos que aquél pudiere haber cometido en el ejercicio de sus funciones.

- - - - - - - - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto de ley, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

ARTÍCULO 2º
(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 2º:


“Artículo 2º.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños y niñas, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, velando por su interés superior.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:


“Artículo 2º.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, velando por su interés superior, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, respecto de los órganos de la Administración del Estado y de toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, nacional o extranjera, que pudiere afectar los derechos de los niños, así como de organizaciones y grupos pertinentes.


La Defensoría de la Niñez velará especialmente por proteger, promover y difundir los derechos de los niños migrantes y de los que pertenecen a los pueblos indígenas en el territorio de Chile. Para estos efectos, deberá elaborar y sugerir medidas especiales para el pleno disfrute de sus derechos.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

En discusión esta controversia, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, en su opinión, el texto de la Cámara de Diputados restringe los sujetos respecto de los cuales la Defensoría podrá desplegar sus acciones.


Posteriormente, indicó que el inciso segundo incorporado por la Cámara Revisora, si bien contempla a ciertos grupos de niños vulnerables, como pueden serlo los menores migrantes y los pertenecientes a pueblos indígenas, excluye a otros que de igual forma se encuentran dentro de tal categoría.


El Honorable Senador señor Ossandón, enfatizó que, a su juicio, el más importante grupo de niños vulnerables que existe, el de menores discapacitados, se encuentra ausente en la redacción de la Cámara de Diputados, por lo que se configura, a su parecer, una discriminación arbitraria respecto de aquéllos en este punto.


La Honorable Diputada señora Nogueira, a su turno, indicó que, de igual forma, debiesen haber sido considerados como sujetos de una protección especial todos aquellos menores que han sido privados de su medio familiar, los que no se encuentran consagrados en el texto aprobado en el segundo trámite constitucional.


El Honorable Senador señor Letelier, concordando, en primer lugar, con lo sostenido por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que la redacción de la Cámara de Diputados restringe el número de destinatarios de las atribuciones de la Defensoría.


Luego, manifestó que la Defensoría tiene como objetivo una supervigilancia universal de los derechos de los niños, independientemente de que se encuentren o no en una situación de vulnerabilidad, por lo que no está de acuerdo con el aludido inciso segundo del artículo 2° incorporado por la Cámara Revisora.


El Honorable Senador señor Quintana, subrayó que, a su parecer, la redacción de la Cámara Revisora es lo suficientemente amplia para abarcar a los diversos sujetos que pueden, eventualmente, generar vulneraciones a los derechos de los niños.


A su vez, indicó que la protección especial contemplada en el referido inciso segundo es coherente con diversas iniciativas institucionales en el mismo sentido, como por ejemplo, el despliegue del Defensor de los niños indígenas.


El Honorable Diputado señor Rincón, resaltó que si bien es positiva la inclusión de una protección especial en favor de niños migrantes y pertenecientes a pueblos indígenas, se hace necesario ampliar tal resguardo a una categoría más amplia, a saber, la de “niños en situación de vulnerabilidad”, a fin de no excluir a otros grupos de menores que requieren, de igual modo, de una protección especializada.


La Honorable Diputada señora Carvajal, por otra parte, consultó al Ejecutivo si las acciones del Defensor alcanzarían las situaciones de vulneración de niños fuera del territorio de la República, como por ejemplo, la salida irregular de un menor del país.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, respondiendo a la pregunta previamente formulada, señaló que existe numerosa normativa, tanto nacional como internacional, que permite resguardar las situaciones antes descritas.


La señora Antonia Urrejola, afirmó que el Defensor cuenta con las competencias necesarias para visibilizar y denunciar vulneraciones que pueden ocurrir en las salidas irregulares de un menor fuera del país, máxime si ello genera vulneraciones en los derechos del niño de que se trate.


El Honorable Diputado señor Rincón, precisó que si bien los órganos administrativos respectivos velan por verificar si la salida del niño del territorio de la República presenta todos los requisitos legales, son luego los tribunales de justicia quienes controlan si tal salida se ha extendido, irregularmente, más allá del tiempo autorizado o si ha excedido la finalidad que la misma tenía.


El Honorable Senador señor Letelier, volviendo nuevamente al análisis del texto del inciso segundo del artículo 2° incorporado por la Cámara de Diputados, reiteró que, en su opinión, el análisis de las funciones que desarrollará el Defensor debe ser efectuado desde una perspectiva universal, esto es, considerando al niño como sujeto de derecho, independientemente de la condición específica que el mismo presente.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja el texto del Senado, eliminando la expresión “y niñas”.

- Este acuerdo fue adoptado por ocho votos a favor y dos en contra. Votaron positivamente los Honorables Senadores señores García Huidobro, Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat. Votaron negativamente el Honorable Senador señor Quintana, y el Honorable Diputado señor Rincón.


El Honorable Diputado señor Rincón, fundamentó su voto de rechazo señalando que la negativa responde a su respaldo a lo contemplado por la Cámara Revisora en el inciso segundo del artículo 2°, en el entendido de que las categorías de menores vulnerables allí consagradas debiesen haber sido ampliadas y recogidas en un concepto amplio y genérico de “niños en situación de vulnerabilidad”, comprensivo de todos los menores en esta condición, evitando discriminaciones en el punto.

- - -

ARTÍCULO 4º
(texto ambas Cámaras)


Este precepto detalla las funciones y atribuciones de la Defensoría.

Inciso primero

(texto ambas Cámaras)

Letra b), nueva

(texto Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó la siguiente letra b), nueva, pasando la actual letra b) a ser c):


“b) Interponer acciones y deducir querellas, según corresponda, en causas que involucren un interés social relevante para la protección de los derechos de niños, en cualquier juicio, instancia o tribunal, de conformidad con el artículo 16.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

En discusión esta controversia, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, hizo presente que la Asociación de Magistrados efectuó una propuesta al respecto, la cual evita definir, en esta letra, los criterios bajo los cuales el Defensor podrá accionar judicialmente, por lo que dicha entidad sólo recomienda efectuar una remisión genérica al artículo 16 del proyecto, en donde se definirán las pautas que habilitarán el ejercicio de la antedicha atribución.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendido el planteamiento antes formulado, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se contemple la letra b) incorporada por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:


“b) Interponer acciones y deducir querellas, de conformidad con el artículo 16.”.


- Este acuerdo fue adoptado por nueve votos a favor y uno en contra. Votaron positivamente los Honorables Senadores señores García Huidobro, Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat. Votó negativamente el Honorable Diputado señor Rincón.
Letra c) (texto Senado)

Letra d) (texto Cámara de Diputados)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra c):


“c) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y niñas y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y niñas, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó la letra c), que pasaría a ser letra d), por la siguiente:


“d) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas mencionadas en el artículo 2, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar los derechos de los niños. El Defensor debe velar por el establecimiento de instancias y procedimientos de comunicación, conciliación y mediación expeditos y efectivos, de conformidad a la ley.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

En discusión esta controversia, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia sugirió contemplar la siguiente redacción para la letra en examen:


“d) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar tales derechos. El Defensor deberá velar por el establecimiento de instancias y procedimientos de comunicación, conciliación y mediación, expeditos y efectivos, de conformidad a la ley.”.

En consecuencia, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó acoger la propuesta del Ejecutivo, ya descrita.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Letra e)

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra e):


“e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños y niñas cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de los niños y niñas por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la reemplazó por la siguiente: 


“e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas mencionadas en el artículo 2º cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a los derechos de los niños por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada, el que no superará los sesenta días corridos.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

En discusión esta controversia, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia sugirió contemplar la siguiente redacción para la letra en análisis:


“e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o a aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a tales derechos por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada, el que no superará los sesenta días corridos.”.


En consecuencia, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó acoger la propuesta del Ejecutivo, previamente descrita.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Letra f), nueva (texto Cámara de Diputados)

Letra k) (texto Senado)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra k), que pasó a ser f), nueva, durante la tramitación en la Cámara Revisora, reemplazada como se indicará:


“k) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o cualquier otra institución en que un niño o niña permanezca privado de libertad, reciban o no recursos por parte del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, como se mencionó previamente, contempló la referida letra k), como letra f), nueva, sustituida por la que sigue:


“f) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o cualquier otra institución, incluyendo medios de transporte, en los términos de lo dispuesto en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia. Una vez realizada la visita, deberá evacuar un informe que deberá contener, a lo menos, la descripción de la situación general observada, el registro de las eventuales vulneraciones de derechos y las recomendaciones a los órganos competentes, sin perjuicio de denunciar los hechos que constituyan delito.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

En discusión esta controversia, la Honorable Senadora señora Von Baer, dejó constancia de que, en su opinión, la redacción de la presente letra puede interpretarse como habilitante para que el Defensor ingrese a medios de transporte privados, distintos de los de las Fuerzas de Orden y Seguridad.


Por lo mismo, sugirió revisar su tenor y solicitó votarla, en primer término, sin la expresión “incluyendo medios de transporte,”.


- Puesta en votación la referida letra, sin dicha expresión, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Letelier, señaló que la remisión que se efectúa al Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, es lo suficientemente clara para entender que sólo bajo los términos de esta última convención es que el Defensor podrá ingresar a ciertos medios de transporte, los cuales, en el contenido de dicho pacto internacional, se refieren solamente a aquellos en donde los niños pueden permanecer privados de libertad.


La señora Antonia Urrejola, en la misma línea de quien le antecedió en el uso de la palabra, indicó que el referido Protocolo alude a medios de transporte o a lugares en donde un menor de edad se encuentre privado de libertad por un acto de una autoridad pública o por una orden judicial. Por consiguiente, agregó, no se encuentran comprendidos los vehículos particulares en el tenor de la señalada convención.


En igual sentido, precisó que el Instituto Nacional de Derechos Humanos tiene facultades para ingresar a medios de transporte en donde los niños se encuentren privados de libertad o en custodia, siguiéndose la misma regla en el proyecto de ley que crea el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura.


- Sometida a votación la expresión “incluyendo medios de transporte,”, fue aprobada con igual votación a la consignada precedentemente.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos y acuerdos consignados en el debate anterior, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja la letra f), nueva, de la Cámara de Diputados.
Letra g)

(texto ambas Cámaras)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra g):


“g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños y niñas ante el órgano administrativo o judicial competente, según corresponda, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo dos modificaciones, la segunda de las cuales se describe, toda vez que fue rechazada por el Senado en el tercer trámite constitucional:

Incorporó, entre el vocablo “competente” y la coma que le sigue, la expresión “, nacional o internacional”.


En discusión esta controversia, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia sugirió contemplar la siguiente redacción para la letra en análisis:


“g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños ante los órganos competentes, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.”.


En consecuencia, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó acoger la propuesta del Ejecutivo, antes descrita.

- Este acuerdo fue adoptado por nueve votos a favor y una abstención. Votaron positivamente los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Rincón.
Letra i), nueva (texto Cámara de Diputados)

Letra d) (texto Senado)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra d), que pasó a ser letra i), nueva, con modificaciones, durante la tramitación en la Cámara Revisora:


“d) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado, a personas jurídicas de derecho privado que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños o niñas y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, como se mencionó previamente, la contempló como letra i), nueva, introduciendo dos modificaciones, la primera de las cuales se describe, toda vez que fue rechazada por el Senado en el tercer trámite constitucional:

Sustituyó la frase “a personas jurídicas de derecho privado” por “a aquellas personas mencionadas en el artículo 2”.


En discusión esta controversia, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia propuso la siguiente redacción para la letra en examen:


“i) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado, a personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.”.


En consecuencia, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó acoger la propuesta del Ejecutivo, ya descrita.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Letra k), nueva

(texto Cámara de Diputados)

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó como letra k), nueva, la siguiente: 


“k) Velar porque los responsables de formular las políticas económicas nacionales tengan en cuenta los derechos del niño al establecer y evaluar planes, políticas y programas económicos.”.

El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

En discusión esta controversia, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia sugirió la siguiente redacción para la letra en estudio:


“k) Velar porque los responsables de formular las políticas públicas nacionales, incluidas las económicas, tengan en consideración los derechos del niño, al establecer y evaluar planes, políticas y programas.”.

En consecuencia, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó acoger la propuesta del Ejecutivo, previamente descrita.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.


La Honorable Diputada señora Carvajal, fundamentó su voto favorable entendiendo que la consideración de los derechos del niño, por parte de las autoridades que formulan las políticas públicas nacionales, es siempre de carácter imperativa y no meramente consultiva.

- - -

o o o

Letra j) (texto Senado)

Letra n), nueva (texto Cámara de Diputados)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra j), que pasó a ser letra n), nueva, con una modificación, durante la tramitación en la Cámara Revisora:


“j) Promover la adhesión o ratificación de tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos de niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, como se mencionó previamente, la contempló como letra n), nueva, suprimiendo las palabras “y niñas”, enmienda que fue aprobada por el Senado en el tercer trámite constitucional.


No obstante lo expuesto, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, a instancias de la Honorable Diputada señora Nogueira, propuso eliminar del texto en cuestión la expresión “e instrumentos”.


Añadió que lo anterior, en tanto, en términos jurídicos, sólo se pueden adherir o ratificar tratados internacionales.


El Honorable Diputado señor Rincón, dejó constancia de que, de acuerdo a la explicación previamente efectuada por el señor Ministro, no quedaría excluida la facultad del Defensor de promover el contenido de diversas directivas internacionales en materia de infancia, siempre y cuando se recojan en un tratado.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, acordó acoger la propuesta del Ejecutivo, antes descrita.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

o o o

- - -

ARTÍCULO 7º

(texto ambas Cámaras)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 7°:


“Artículo 7°.- Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas de derecho privado, según corresponda, sin perjuicio de que podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó la frase “podrán además ser incorporadas en el Informe Anual de la Defensoría.” por “deberán además ser incorporadas en los informes regulares del Defensor, incluyendo su informe anual.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer, en lo sustantivo, que se acoja la modificación de la Cámara de Diputados, eliminando, además, del texto del Senado la expresión “de derecho privado, según corresponda”.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

- - -

ARTÍCULO 10

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 10:


“Artículo 10.- El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de la recomendación de una terna que deberá presentarle la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación. Para estos efectos, la Comisión deberá oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos y, tanto a académicos de destacada trayectoria como a organizaciones de la sociedad civil, vinculados a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños y niñas, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no designe a alguno de los nombres sugeridos por la Comisión en el plazo de treinta días, ésta deberá presentarle una nueva terna como recomendación.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará ocho años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el Defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogación.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo dos modificaciones, la primera de las cuales se describe, toda vez que fue rechazada por el Senado en el tercer trámite constitucional:

Inciso segundo

(texto ambas Cámaras)


La Cámara Revisora lo sustituyó por el siguiente: 


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a partir de una terna que deberá presentar el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, la que requerirá igualmente del voto conforme de los dos tercios de los consejeros en ejercicio, previo concurso público. Durante éste, el Consejo Directivo deberá oír especialmente a las organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños, y a académicos de destacada trayectoria. El acuerdo deberá adoptarse dentro del plazo de cuarenta y cinco días desde que se realice la propuesta.”.


En discusión esta controversia, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia señaló que independientemente del procedimiento de nombramiento que se determine, este debe ajustarse a los Principios de París sobre el particular, a fin de garantizar, en la mayor medida posible, la autonomía del Defensor respecto de la Administración del Estado.


En ese orden de ideas, manifestó que la posición del Ejecutivo es que sea el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos quien efectúe la proposición del Defensor al Senado, en un proceso abierto y participativo, que otorgue garantías a todos los interesados, mediante un concurso público.


Por último, sugirió que, con independencia de la entidad que finalmente haga la recomendación a la Sala del Senado, aquélla sólo debiese proponer un nombre y no una terna, en virtud de las complejidades que ello implica, sumado al hecho de que el candidato en cuestión debe ser ratificado por los dos tercios de los Senadores en ejercicio.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en virtud de lo previamente indicado por el señor Ministro, solicitó someter a votación, en el marco del texto del Senado, que la propuesta respectiva considere sólo el nombre de una persona para el cargo de Defensor, y no una terna.


- Puesto en votación lo anterior, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, en la actualidad el Instituto Nacional de Derechos Humanos no es plenamente autónomo en el desarrollo de sus funciones, por lo que no estima conveniente radicar en su Consejo Directivo la proposición del Defensor, en tanto ello puede resultar en un obstáculo para la independencia de este último.


En el mismo sentido, señaló que no resulta razonable incorporar el mecanismo de Alta Dirección Pública en este proceso, en tanto se requiere de un consenso transversal y más allá de las coaliciones políticas del momento, a la hora de designar el nombre del Defensor.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con lo sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra.


Asimismo, manifestó que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado escuchará a todas las personas e instituciones relacionadas con las materias de infancia, por lo que ello asegura una amplia participación en el proceso de nombramiento.


De igual modo, subrayó que en la visita de la Defensora de la Niñez de Noruega, esta última transmitió lo indispensable que es la autonomía del Defensor respecto de toda la Administración del Estado, por lo que era recomendable restar a tal Poder Público del proceso de nombramiento de esta magistratura, de ahí que se haya decidido radicar este procedimiento en la referida Comisión del Senado.


La Honorable Diputada señora Nogueira, concordó con la postura sostenida en el primer trámite constitucional de la iniciativa, expresando que el Instituto Nacional de Derechos Humanos no brinda, a su parecer, la autonomía necesaria para efectuar una proposición respecto del titular de una institución que se pretende que vigile, especialmente, a todos los organismos públicos con competencias en materia de niñez.


Sumado a lo anterior, añadió, es que el mencionado organismo, desde el comienzo de la tramitación legislativa del proyecto en estudio, postulaba que el Defensor debía ser parte integrante de su organización y no entidad autónoma como la iniciativa en examen lo contempla.


- Sometido a votación el resto del texto del Senado, fue aprobado por siete votos a favor y tres en contra. Votaron afirmativamente los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Ossandón y Walker, don Patricio, y los Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señor Rincón. Votaron por el rechazo el Honorable Senador señor Quintana y las Honorables Diputadas señoras Carvajal y Pascal.


La Honorable Diputada señora Pascal, expresó que de no contemplarse algún mecanismo especial que asegure una participación amplia y transparente en el procedimiento de nombramiento, este último pudiese prestarse para favorecer intereses políticos no atingentes a la elección de la persona idónea en el cargo de Defensor.


La Honorable Diputada señora Sabat, en la misma línea, señaló que sólo con mayor publicidad y objetividad se asegurará la autonomía del Defensor que se nombre.


El Honorable Senador señor Quintana, en tal sentido, expresó que una posibilidad podría ser la introducción, en el procedimiento de nombramiento, de audiencias públicas para los interesados.


El Honorable Senador señor Letelier, a su vez, propuso que los postulantes al cargo puedan presentar o remitir sus antecedentes a la Comisión, a fin de que luego sean escuchadas aquellas personas que dicha instancia considere pertinente.


Por las razones antes descritas, luego se reabrió el debate a fin de considerar la siguiente propuesta definitiva de texto para el inciso segundo del artículo 10 en análisis, presentada por el Ejecutivo:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a propuesta uninominal de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación, para lo cual ésta deberá establecer un procedimiento que asegure la observancia de los principios de publicidad, transparencia, idoneidad y no discriminación arbitraria. La Comisión deberá oír a todos los postulantes que cumplan con los requisitos señalados en el artículo 11. Deberá, asimismo, oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a académicos de destacada trayectoria y a organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no apruebe la propuesta en el plazo de treinta días, la Comisión deberá presentarle una nueva recomendación.”.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó acoger la redacción propuesta por el Ejecutivo, ya descrita.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Prokurica y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

- - -

ARTÍCULO 11

(texto ambas Cámaras)


Señala los requisitos para ser nombrado Defensor.

Letra e)

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra e):


“e) Encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos diez años de experiencia profesional.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, eliminó la frase “y tener a lo menos diez años de experiencia profesional”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

En discusión esta controversia, la Honorable Diputada señora Sabat, señaló que la supresión del requisito en examen debe ser revisada nuevamente, en tanto el contar con un determinado número de años de experiencia profesional es el estándar básico en las exigencias para acceder a diversas magistraturas, tales como el cargo de Contralor General de la República, el Fiscal Nacional del Ministerio Público, entre otros.


Por consiguiente, con la conservación de este requisito, agregó, se manifiesta la relevancia institucional con la cual se pretende dotar a la Defensoría, en comparación con otros organismos públicos.


El Honorable Diputado señor Rincón, coincidió con quien le antecedió en el uso de la palabra, sosteniendo que se hace necesario el establecimiento de algún plazo concreto de experiencia profesional el que, por cierto, puede ser menor a diez años, sin perjuicio de exigir, además, tiempo de reconocida trayectoria en el sector.


Por último, expresó que el ejercicio profesional ayuda a entender las complejidades de las temáticas que abordará el Defensor, de ahí que resulte fundamental conservar la exigencia de experiencia previamente mencionada.


La Honorable Senadora señora Von Baer, consignó que, en su opinión, debe darse mayor importancia a los años de reconocida trayectoria en materia de derechos humanos o defensa de los derechos de los niños, que al plazo de experiencia profesional con el que cuente el candidato a Defensor. Eso explica, en su opinión, las modificaciones introducidas por la Cámara en este punto.


La señora Antonia Urrejola, indicó que la posición del Ejecutivo a este respecto es valorar, principalmente, la aludida trayectoria en este ámbito, más que la experiencia profesional del candidato a Defensor.


El Honorable Senador señor Prokurica, señaló que si bien es partidario de establecer filtros importantes para designar al Defensor, estima que el plazo de diez años de experiencia profesional es un requisito excesivo, lo que puede perjudicar la selección de buenos candidatos al cargo.


Por consiguiente, estima más relevante la reconocida trayectoria con la que la persona debe contar en las materias del sector, que la cantidad de años en posesión de un título profesional.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que no es razonable exigir como requisito para acceder al cargo de Defensor sólo contar con un título profesional, en tanto él será el titular de una institución autónoma del Estado, por lo que debe manejar aspectos fundamentales de administración para desempeñar sus funciones, cuestión que se adquiere, en gran medida, con el ejercicio de la profesión.


Sin perjuicio de lo anterior, estima que el plazo de diez años de experiencia profesional es demasiado extenso, por lo que sugirió acotarlo a la mitad, es decir, cinco años.


La Honorable Diputada señora Sabat, concordó con la proposición antes descrita.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja el texto del Senado, pero con una exigencia de sólo cinco años de experiencia profesional.

- Este acuerdo fue adoptado por ocho votos a favor y uno en contra. Votaron positivamente los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señor Rincón. Votó negativamente la Honorable Diputada señora Pascal.
Letra f)

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra f):


“f) Poseer una reconocida trayectoria en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños y niñas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo dos modificaciones, la primera de las cuales se describe, toda vez que fue rechazada por el Senado en el tercer trámite constitucional:

Añadió a continuación de la palabra “trayectoria” la frase “de a lo menos diez años”.


En discusión esta controversia, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió aprobar la modificación introducida por la Cámara Revisora, en tanto no haberse suscitado diferencias en lo que concierne al contar, como requisito para ser nombrado Defensor, con una reconocida trayectoria, de al menos diez años, en materias relacionadas con los derechos humanos o la protección de los derechos de los niños.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendido el planteamiento precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó acoger la propuesta de la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

- - -

ARTÍCULO 13

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 13:


“Artículo 13.- El Defensor podrá ser removido por la Corte Suprema, por inhabilidad sobreviniente en virtud de la concurrencia de alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones, a requerimiento del Senado mediante acuerdo adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.


Removido el Defensor, se deberá proceder en el plazo más breve posible al nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 precedente.


Asimismo, el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.


Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular sino después de transcurrido un año desde la cesación del mismo.


En los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y regirá a contar de la fecha en que ésta haya ocurrido. Declarada la vacancia por renuncia se aplicará lo establecido en el inciso anterior.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes modificaciones, todas las cuales fueron rechazadas por el Senado en el tercer trámite constitucional:
Inciso primero

(texto ambas Cámaras)


La Cámara Revisora lo sustituyó por el siguiente: 


“Artículo 13.- El Defensor sólo podrá ser removido por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de Diputados o de treinta de sus miembros, por incapacidad sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.”.


En discusión esta controversia, se hizo presente que la Corte Suprema, en respuesta al Oficio remitido por la Cámara Revisora en el segundo trámite constitucional, señaló que la redacción del inciso primero del artículo en examen despachado por esta última pudiese inducir a errores respecto de las autoridades habilitadas para requerir la remoción del Defensor, toda vez que se refiere como legitimados al “Presidente de la República, de la Cámara de Diputados (…)”, lo que genera la duda, a juicio del máximo tribunal, si es la Cámara Baja o sólo su Presidente quien se encuentra facultado para accionar en tal proceso.


La Honorable Diputada señora Sabat, indicó que resulta indispensable despejar con certeza quiénes serán los habilitados para requerir en tal contexto, en tanto recordó que se generó una confusión en este sentido en la oportunidad en que se pretendió solicitar la remoción del Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, precisamente por no ser clara la norma respectiva.


El Honorable Senador señor Letelier, cuestionó la inclusión del Presidente de la República como legitimado activo en el procedimiento de remoción en examen, en tanto atenta, en su opinión, contra la autonomía del Defensor.


Así, agregó, se debe evaluar si se pretende seguir un modelo similar al de la acusación constitucional, en donde sólo la Cámara de Diputados pueda requerir la remoción del titular de la Defensoría, o si se prefiere optar por otro esquema.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, expresó que si bien el Defensor sólo contempla una autonomía de carácter legal, es razonable adoptar el modelo que sigue, respecto del punto, el Consejo Directivo del Servel, el que contempla una autonomía de carácter constitucional, por lo que sugirió seguir la regla consagrada en el inciso tercero del artículo 94 bis del Código Político.


En la misma línea, el Honorable Diputado señor Rincón, precisó que además de facultar a la Cámara Baja para requerir la remoción del Defensor, lo que necesariamente implica una votación a favor de la mayoría de la Corporación en tal sentido, es indispensable otorgar tal posibilidad a las minorías, por lo que se hace necesario establecer una fórmula concreta que permita viabilizar los derechos de esta última, sugiriendo para tal efecto que se habilite al tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja el texto de la Cámara Revisora, reemplazando “, de la Cámara de Diputados o de treinta de sus miembros” por “o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados”.


- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Inciso segundo

(texto Senado)


La Cámara Revisora lo eliminó.


En discusión esta controversia, la señora Antonia Urrejola explicó que la supresión del presente inciso obedece a que el texto aprobado en el primer trámite constitucional sólo regulaba la vacancia por remoción, no estableciendo un plazo de reemplazo para las demás hipótesis.


De ello se hace cargo ahora, agregó, el nuevo inciso quinto incorporado por la Cámara Revisora.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendido el planteamiento formulado precedentemente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe la supresión sugerida por la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Prokurica y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Inciso cuarto (texto Senado)

Inciso tercero (texto Cámara de Diputados)


La Cámara Revisora introdujo dos modificaciones que se analizarán en seguida:


- En primer lugar, intercaló a continuación de la palabra “popular” la oración “, ni a cargos directivos o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, ni a organismos colaboradores acreditados,”.


En discusión esta primera controversia, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se mostró partidario de una restricción limitada respecto de los cargos a los cuales podría acceder el Defensor saliente.


El Honorable Senador señor Letelier, indicó que lo fundamental es analizar la existencia de algún conflicto de interés en este contexto, a fin de establecer o no alguna inhabilidad a la persona que deja el cargo de Defensor.


En tal sentido, aseveró que en virtud de la naturaleza de las funciones de esta magistratura, que son fundamentalmente la vigilancia y visibilización de situaciones de vulneración de derechos de los niños, y sólo en ciertos casos el ejercicio de acciones judiciales, no advierte conflicto de interés en que luego esa persona pueda pasar a formar parte de la Administración del Estado o de un organismo colaborador acreditado, en tanto con su experiencia puede aportar al mejor desempeño de tales entidades.


Por tales razones, subrayó que su posición es sólo conservar como prohibición el optar a cargos de elección popular, con el objetivo de impedir que el Defensor ejerza sus funciones como plataforma de campaña.


El Honorable Senador señor Prokurica, expresó que si bien no es partidario de que un personero de un organismo público luego asuma otras funciones en la Administración, o retome sus actividades en una entidad privada del sector, a su parecer, no se genera un conflicto de intereses en el particular.


Lo anterior, añadió, precisamente por la forma en que están contempladas las atribuciones del Defensor.


Sin perjuicio de ello, se manifestó partidario de generar una inhabilidad respecto de cargos directivos y de exclusiva confianza en la Administración Pública en materias de niñez.


No obstante lo expresado, resaltó que le hubiera parecido sensato que la presente discusión se hubiese suscitado respecto de algunos nombramientos verificados en los últimos años en donde se han generado cuestionamientos en este contexto.


La Honorable Diputada señora Nogueira, manifestó su reparo a algunos de los nombramientos aludidos por quien le antecedió en el uso de la palabra, sin perjuicio de destacar que, sobre el particular, el punto es incluso más sensible toda vez que, en su opinión, el Estado es una de las entidades que mayores cuestionamientos presenta en materia de vulneraciones de los derechos de los niños.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, expresó, en primer lugar, que todos los nombramientos efectuados por el Ejecutivo se han apegado estrictamente a la legalidad, no existiendo ningún reproche de inhabilidad respecto de las personas que han asumido los respectivos cargos.


Posteriormente, sugirió establecer una prohibición limitada sólo a los cargos directivos y de exclusiva confianza, en la Administración Pública, en todos los ámbitos en materia de infancia, como asimismo, en los cargos de los organismos colaboradores acreditados.


En efecto, afirmó que es en tales espacios en donde se advierte, en opinión del Ejecutivo, un conflicto de intereses en este ámbito.


El Honorable Diputado señor Rincón, manifestó su respaldo a la propuesta antedicha, resaltando, además, que la inhabilidad en cuestión sólo se extiende por un año, sin afectar por mayor tiempo al Defensor saliente.


La Honorable Diputada señora Pascal, recalcó que las inhabilidades en comento se deben establecer, especialmente, respecto de cargos de exclusiva confianza en el ámbito de la infancia. Ello, añadió, en tanto no parece razonable que el Defensor, luego de concluido su mandato, asuma labores en los órganos previamente vigilados por su persona.


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, estimó fundamental que se excluya la posibilidad del Defensor de acceder a cualquier cargo de exclusiva confianza en el aparato estatal, en tanto ser, probablemente, el Estado la principal entidad vigilada por la Defensoría por eventuales vulneraciones a los derechos de los menores.


Por las razones previamente señaladas, se procedió a la votación de las siguientes propuestas del modo que a continuación se explica.


En primer término, la Comisión acordó someter a votación la restricción para el Defensor que cese en su cargo, de optar a otros de carácter directivo o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, en todos los ámbitos en materia de infancia.

- Puesto en votación lo anterior, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.


En seguida, la Comisión resolvió poner en votación la restricción para el Defensor que cese en su cargo, de optar a otros de carácter directivo en órganos de la Administración del Estado, en cualquier área en que recaigan.


- Puesto en votación lo recién señalado, fue rechazado por cinco votos negativos y tres favorables. Votaron por el rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y la Honorable Diputada señora Pascal. Votaron a favor los Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señor Rincón.


A continuación, la Comisión acordó someter a votación la restricción para el Defensor que cese en su cargo, de optar a otros de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, en cualquier área en que recaigan.


- Puesto en votación lo anterior, se produjo el siguiente resultado: votaron a favor la Honorable Senadora señora Von Baer, y los Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señor Rincón. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y la Honorable Diputada señora Pascal.


- Repetida la votación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se dio el siguiente resultado: cuatro votos en contra, tres a favor y una abstención. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y la Honorable Diputada señora Pascal. Votaron a favor la Honorable Senadora señora Von Baer, y las Honorables Diputadas señoras Nogueira y Sabat. Se abstuvo el Honorable Diputado señor Rincón.


- Repetida la votación, en conformidad a lo establecido en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se produjo igual resultado, dándose por rechazada la restricción de que se trata, atendido lo prescrito en el precepto reglamentario recién citado.


Luego, la Comisión acordó poner en votación la restricción para el Defensor que cese en su cargo, de optar a otros en organismos colaboradores acreditados.


- Puesto en votación lo anterior, se produjo el siguiente resultado: votaron a favor la Honorable Senadora señora Von Baer, y los Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señor Rincón. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y la Honorable Diputada señora Pascal.


- Repetida la votación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se dio el siguiente resultado: cuatro votos a favor, dos en contra y dos abstenciones. Votaron a favor la Honorable Senadora señora Von Baer, y los Honorables Diputados señoras Nogueira y Sabat y señor Rincón. Votaron en contra el Honorable Senador señor Letelier, y la Honorable Diputada señora Pascal. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Prokurica y Walker, don Patricio.


- Repetida la votación, en conformidad a lo establecido en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se produjo igual resultado, dándose por aprobada la restricción en cuestión, atendido lo prescrito en el precepto reglamentario recién citado.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos y acuerdos consignados en el debate anterior, y como forma y modo de resolver esta primera discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja la modificación de la Cámara de Diputados, en los siguientes términos:


“Intercalar a continuación de la palabra “popular” la oración “, ni a otros de carácter directivo o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, en todos los ámbitos en materia de infancia, ni a organismos colaboradores acreditados,”.”.


- En segundo lugar, la Cámara Revisora agregó a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Se exceptúan de lo anterior las actividades académicas o docentes.”.


En discusión esta segunda controversia, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió aprobar la excepción introducida por la Cámara Revisora, en tanto ello es coherente con lo dispuesto en el ordenamiento jurídico sobre este punto.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendido el planteamiento formulado previamente, y como forma y modo de resolver esta segunda discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja la modificación de la Cámara Revisora.


- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.
Inciso quinto (texto Senado)

Inciso cuarto (texto Cámara de Diputados)


La Cámara Revisora eliminó la oración final.


La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe la supresión efectuada por la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.
Incisos quinto, sexto y séptimo

(texto Cámara de Diputados)


La Cámara Revisora incorporó los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos:

Inciso quinto


“Producida la vacancia por cualquier causa, se deberá dar inicio al procedimiento de nombramiento del nuevo Defensor, de conformidad a lo establecido en el artículo 10. El Instituto Nacional de Derechos Humanos deberá realizar la propuesta al Senado dentro de los sesenta días siguientes a aquél en que se haya producido la vacancia.”.


En discusión esta controversia, el Honorable Diputado señor Rincón, sugirió concretizar la idea de plazo razonable que el Senado, en el primer trámite constitucional, establecía para el nuevo nombramiento del Defensor, una vez que hubiese operado la remoción respectiva. Lo anterior, por cierto, aplicado ahora como plazo general frente a cualquier hipótesis de vacancia.


La señora Antonia Urrejola, sugirió el plazo de sesenta días para llevar a cabo el proceso anterior, eliminando, a su vez, las referencias al Instituto Nacional de Derechos Humanos, como resultado de lo determinado previamente en el inciso segundo del artículo 10.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer la aprobación del siguiente texto:


“Producida la vacancia por cualquier causa, se deberá dar inicio al procedimiento de nombramiento del nuevo Defensor, dentro de los sesenta días siguientes de acaecida aquélla, de conformidad a lo establecido en el artículo 10.”.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Prokurica y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Inciso sexto


“Desde su designación, el Defensor no podrá ser acusado o privado de su libertad, salvo en el caso de delito flagrante, si la Corte de Apelaciones de Santiago, en pleno, no declara previamente haber lugar a formación de causa. La resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.”.


En discusión esta controversia, se hizo presente que la Corte Suprema, en respuesta al Oficio remitido por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, recomendó configurar las hipótesis de inmunidad del Defensor sólo respecto de aquellos hechos cometidos en el ejercicio de sus funciones. Lo anterior, en atención a la excepcionalidad de tales prerrogativas procesales.


El Honorable Senador señor Letelier, junto con concordar con lo planteado por el máximo tribunal, sugirió establecer que en casos de flagrancia se sigan, respecto de la persona del Defensor, las reglas generales aplicables en estos casos.


El señor Ministro Secretario General de la Presidencia, sugirió consolidar en el inciso en examen sólo una regla de inmunidad, circunscrita a hechos cometidos en el ejercicio de las funciones del Defensor y durante la vigencia de su mandato.


Asimismo, y por tales razones, sugirió eliminar, en su oportunidad, el nuevo inciso séptimo incorporado por la Cámara de Diputados, a fin de que en hipótesis de flagrancia el Defensor se someta al estatuto general en este punto.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe el texto de la Cámara de Diputados, reemplazando “Desde su designación” por “Durante la vigencia de su mandato y en el ejercicio de sus funciones”.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.
Inciso séptimo


“En caso de ser arrestado por delito flagrante, será puesto inmediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones de Santiago con la información sumaria correspondiente, la que deberá proceder conforme a lo dispuesto en el inciso anterior.”.


La Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate del nuevo inciso sexto introducido por la Cámara Revisora, antes descrito, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se rechace el inciso en examen.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

- - -

ARTÍCULO 14

(texto ambas Cámaras)


Este precepto consigna las funciones y atribuciones del Defensor.

Letra d)

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra d):


“d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser parcial y en materias específicas.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló la expresión “fundada,” entre los vocablos “ser” y “parcial”.

El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe la enmienda de la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

- - -

ARTÍCULO 15

(texto ambas Cámaras)

Inciso primero, encabezado

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente encabezado para el inciso primero del artículo 15:


“Artículo 15.- El Defensor deberá presentar anualmente un informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo menos, lo siguiente:”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, sustituyó la frase “presentar anualmente un informe” por “realizar anualmente una cuenta pública, para lo cual presentará un informe”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja la enmienda de la Cámara Revisora.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.
Letra b)

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra b):


“b) La situación nacional en materia de derechos de los niños y niñas, tomando en cuenta la realidad de las regiones.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, la reemplazó por la siguiente: 


“b) La situación nacional en materia de derechos humanos de los niños en los diversos ámbitos, tomando en cuenta la realidad de las regiones e incluyendo, entre otros, el estado de la institucionalidad vigente, el presupuesto nacional correspondiente y el debido acceso a la justicia.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta modificación.

La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe la modificación de la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Letra c), nueva

(texto Cámara de Diputados)


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó la siguiente letra c), nueva, pasando la actual c) a ser letra d), y así sucesivamente:


“c) La situación nacional en materia de representación judicial de los niños, así como de los planes y programas que el Estado deba implementar en función de dicho objetivo.”.


El Honorable Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó esta enmienda.

La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja el texto de la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Letra f) (texto Senado)

Letra g) (texto Cámara de Diputados)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó la siguiente letra f):


“f) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños y niñas, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo dos modificaciones, la segunda de las cuales se describe, toda vez que fue rechazada por el Senado en el tercer trámite constitucional:

Sustituyó la frase “Convención sobre los Derechos del Niño” por “Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales”.


En discusión esta controversia, la Honorable Diputada señora Nogueira, sin perjuicio de respaldar la enmienda de la Cámara Revisora, sugirió, además, precisar el alcance del concepto de tratados internacionales, adicionando, para tales efectos, la expresión “ratificados por Chile que se encuentren vigentes”.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendido el planteamiento formulado en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe la modificación de la Cámara de Diputados, agregándole, después de “y los tratados internacionales” lo siguiente: “ratificados por Chile que se encuentren vigentes”.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.


Finalmente, el Honorable Senador señor Letelier, dejó constancia de que, sin perjuicio de votar favorablemente las propuestas para resolver las controversias suscitadas con ocasión de la discusión del presente artículo 15, es recomendable que los informes que elabore el Defensor no sigan pautas rígidas respecto de sus contenidos, sino que permitan a este último poner el énfasis en las materias que, en su opinión, merezcan mayor difusión y visibilidad, a fin de que se conozcan de manera efectiva las problemáticas más sensibles que afecten, en un momento concreto, a la protección de los derechos del niño en nuestro país.

- - -

ARTÍCULO 16

(texto ambas Cámaras)


El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 16:


“Artículo 16.- En el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra h) del artículo 4° de la presente ley. 


En caso que, en el ejercicio de sus funciones, conozca cualquier crimen o simple delito cometido contra niños o niñas, deberá denunciarlo ante el órgano competente.


En el caso de hechos que revisten carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, el Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el número 5 del artículo 3° de la ley N° 20.405.


Excepcionalmente el Defensor podrá deducir querellas en causas que involucren un interés social relevante y exijan pronta solución por su gravedad e importancia para los derechos de los niños y niñas, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los Párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.

La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo cuatros enmiendas, de las cuales se describen la primera, tercera y cuarta, toda vez que fueron rechazadas por el Senado en el tercer trámite constitucional:
Inciso primero

(texto ambas Cámaras)


La Cámara Revisora reemplazó la expresión “h)” por “j)”.


En discusión esta controversia, el Honorable Diputado señor Rincón, indicó que sin perjuicio de la corrección formal que debe efectuarse respecto de la letra a que se hace remisión en este inciso, se debe precisar, además, que el Defensor sí tendrá la calidad de parte en las acciones y querellas que deduzca, en conformidad con lo dispuesto en el presente artículo.


Por consiguiente, añadió, la excepción a la prohibición de actuar en tal calidad, consignada en el precepto en estudio, debe expresarse también respecto de aquellos casos en los que se encuentre habilitado para intervenir como legitimado activo en procesos jurisdiccionales, en cuanto a los delitos contemplados en esta disposición.


Por otra parte, sugirió ampliar el número de delitos acerca de los cuales el Defensor podrá deducir querellas; lo anterior, para permitir a este último accionar respecto de diversos ilícitos que afecten a los menores.


La señora Antonia Urrejola, expresó que de acuerdo al modelo de Defensor plasmado en el proyecto de ley en análisis, sólo procede la interposición de querellas respecto de los delitos que atentan con mayor gravedad contra los derechos de los niños; de allí que dicha facultad sólo se circunscriba a los tipos penales contemplados en el presente artículo 16.


Sin perjuicio de lo anterior, concordó con quien le antecedió en el uso de la palabra en que el Defensor, al accionar o querellarse, efectivamente interviene en el proceso como parte.


La Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe la modificación de la Cámara de Diputados, intercalando luego de “dispuesto en” la expresión “los incisos cuarto y quinto de esta norma y en”.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.
Inciso cuarto

(texto ambas Cámaras)


La Cámara Revisora lo reemplazó por el siguiente:


“El Defensor podrá deducir querellas en causas que produzcan alta conmoción pública y/o que sean relevantes por su gravedad para los derechos de los niños, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los párrafos 5° y 6° del título VII, y 1°, 2° y 3° del título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.


En discusión esta controversia, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó su rechazo a la incorporación del concepto de conmoción pública como criterio habilitante para la deducción de acciones penales por parte del Defensor, en tanto con ello no se atiende a la gravedad de la situación vulneratoria experimentada por el niño, sino a la alarma noticiosa que un caso en específico genera.


La Honorable Diputada señora Nogueira, en la misma línea sostenida por quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que no es razonable que sean los medios de comunicación quienes finalmente fijen los casos en los cuales el Defensor se podrá querellar, sino que el ejercicio de tal facultad debe estar dado por la gravedad de la situación padecida o por la que atraviesa el menor.


En seguida, indicó que si bien la Defensoría adopta un modelo institucional de veedora de las distintas situaciones vulneratorias de los derechos de los niños, el estándar básico que debe seguir el Defensor en los casos en que accione judicialmente debe ser la gravedad de la afectación, para lo cual, en su opinión, debe contar con atribuciones de legitimación activa amplias. 


Lo anterior, finalizó, a fin de suplir, en lo posible, la falta de un verdadero abogado del niño en nuestro ordenamiento.


El Honorable Senador señor Letelier, subrayó que la interposición de acciones y querellas no es la atribución principal en este modelo de Defensoría, por lo que sugirió tener tal elemento presente en la discusión sobre este punto.


Asentado lo anterior, agregó, es menester definir los criterios que habilitarán al Defensor a accionar y respecto de qué tipo de delitos.


Por último, sugirió atender los conceptos de gravedad, relevancia e interés social comprometido, recomendados por la Asociación de Magistrados.


El Honorable Diputado señor Rincón, sin perjuicio de estar de acuerdo con lo señalado por quien le antecedió en el uso de la palabra, estimó conveniente desarrollar tales conceptos, a fin de que estos últimos se encuentren definidos en la ley, evitando que la aplicación de los mismos quede al arbitrio del Defensor. De ese modo, añadió, se precaven, además, eventuales reparos de constitucionalidad que pudieran suscitarse al respecto.


El Honorable Senador señor Letelier, por su parte, estimó que tales conceptos deben ser examinados por el juez respectivo, en el juicio de admisibilidad que efectúe de las acciones y querellas deducidas por el Defensor, a fin de determinar si las mismas responden o no a los criterios antes descritos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sugirió seguir las pautas propuestas por la Asociación de Magistrados respecto del fondo de la norma en examen.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer el siguiente texto para el inciso en análisis.


“El Defensor podrá deducir acciones y querellas respecto de hechos que involucren a niños y revistan caracteres de gravedad, relevancia o interés social comprometido, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los Párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores García Huidobro, Letelier, Ossandón, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Carvajal, Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.
Inciso final, nuevo

(texto Cámara de Diputados)


La Cámara Revisora incorporó el siguiente inciso final, nuevo: 


“Asimismo, para el ejercicio de la facultad establecida en la letra g) del artículo 4, también podrá deducir los recursos consagrados en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política de la República, en el ámbito de su competencia.”.


En discusión esta controversia, el Honorable Diputado señor Rincón, sugirió excluir el aparente carácter excepcional que revestiría al ejercicio de esta competencia, para lo cual recomendó suprimir la frase “Asimismo, para el ejercicio de la facultad establecida en la letra g) del artículo 4,” del texto del presente inciso.


La Honorable Diputada señora Pascal, expresó que con tal eliminación se deja abierta la posibilidad para que el Defensor pueda interponer las acciones constitucionales en examen dentro del margen de todas sus competencias, y no sólo circunscrita a una determinada facultad.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendidos los planteamientos formulados en el debate precedente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe el texto de la Cámara de Diputados, eliminando lo siguiente: “Asimismo, para el ejercicio de la facultad establecida en la letra g) del artículo 4,”, iniciando la palabra “también” con mayúscula.


- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

- - -

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

(texto ambas Cámaras)

El Honorable Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo primero transitorio:


“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.


La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los sesenta días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de los Derechos de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.


El Consejo Consultivo al que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría.”.


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, introdujo las siguientes enmiendas, todas las cuales fueron rechazadas por el Senado en el tercer trámite constitucional: 

Inciso segundo

(texto ambas Cámaras)


La Cámara Revisora sustituyó la palabra “sesenta” por “noventa”.


La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja la enmienda de la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Inciso cuarto, nuevo

(texto Cámara de Diputados)


La Cámara Revisora incorporó el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“El primer Defensor de la Niñez, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento, deberá proponer al Presidente de la República los estatutos de la Defensoría para su aprobación mediante decreto supremo.”.


La Comisión Mixta, como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se apruebe el inciso incorporado por la Cámara de Diputados.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

Inciso cuarto (texto Senado)

Inciso quinto (texto Cámara de Diputados)


La Cámara Revisora lo sustituyó por el siguiente: 


“El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría, dentro de los noventa días siguientes al nombramiento del Defensor.”.


En discusión esta controversia, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, sugirió sustituir el nombramiento del Defensor, como hito respecto del cual se inicie el cómputo del plazo en el cual debe constituirse el Consejo Consultivo, reemplazándolo por el de la publicación del decreto supremo que apruebe los estatutos de la Defensoría.


En consecuencia, la Comisión Mixta, atendido el planteamiento formulado precedentemente, y como forma y modo de resolver la discrepancia producida entre ambas Cámaras, acordó proponer que se acoja el texto de la Cámara de Diputados, reemplazando “al nombramiento del Defensor” por “a la publicación del decreto supremo que los apruebe”.

- Este acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Prokurica, Quintana y Walker, don Patricio, y Honorables Diputados señoras Nogueira, Pascal y Sabat y señor Rincón.

- - - - - - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, tiene el honor de formular la siguiente proposición, que comprende las normas en controversia, así como las adecuaciones correspondientes a los ajustes formales y de referencia pertinentes:

ARTÍCULO 2º
(texto ambas Cámaras)


- Acoger el texto del Senado, eliminando la expresión “y niñas”.
(Mayoría 8x2)

- - - - - -

ARTÍCULO 4º
(texto ambas Cámaras)

Inciso primero

(texto ambas Cámaras)

Letra b), nueva

(texto Cámara de Diputados)


- Contemplar la letra b) incorporada por la Cámara de Diputados, con el siguiente texto:


“b) Interponer acciones y deducir querellas, de conformidad con el artículo 16.”.

(Mayoría 9x1)

- - -

Letra c) (texto Senado)

Letra d) (texto Cámara de Diputados)


- Consultar el siguiente texto:


“d) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar tales derechos. El Defensor deberá velar por el establecimiento de instancias y procedimientos de comunicación, conciliación y mediación, expeditos y efectivos, de conformidad a la ley.”.
(Unanimidad 10x0)

- - -

Letra e)

(texto ambas Cámaras)


- Contemplar la siguiente redacción:


“e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o a aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a tales derechos por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada, el que no superará los sesenta días corridos.”.

(Unanimidad 10x0)

- - -

Letra f), nueva (texto Cámara de Diputados)

Letra k) (texto Senado)


- Acoger la letra f), nueva, de la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 10x0)

- - -

Letra g)

(texto ambas Cámaras)

- Contemplar la siguiente redacción:


“g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños ante los órganos competentes, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.”.

(Mayoría 9x1 abstención)

- - -

Letra i), nueva (texto Cámara de Diputados)

Letra d) (texto Senado)


- Consultar el siguiente texto:


“i) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado, a personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.”.

(Unanimidad 10x0)

- - -

Letra k), nueva

(texto Cámara de Diputados)


- Contemplar la siguiente redacción:


“k) Velar porque los responsables de formular las políticas públicas nacionales, incluidas las económicas, tengan en consideración los derechos del niño, al establecer y evaluar planes, políticas y programas.”.
(Unanimidad 10x0)

- - -

o o o

Letra j) (texto Senado)

Letra n), nueva (texto Cámara de Diputados)


- Considerar el siguiente texto:


“n) Promover la adhesión o ratificación de tratados internacionales de derechos humanos de niños.”.

(Unanimidad 8x0)

o o o

- - - - - -

ARTÍCULO 7º

(texto ambas Cámaras)


- Acoger la modificación de la Cámara de Diputados, eliminando, además, del texto del Senado la expresión “de derecho privado, según corresponda”.
(Unanimidad 10x0)

- - - - - -

ARTÍCULO 10

(texto ambas Cámaras)

Inciso segundo

(texto ambas Cámaras)


- Considerar el siguiente texto:


“El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a propuesta uninominal de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación, para lo cual ésta deberá establecer un procedimiento que asegure la observancia de los principios de publicidad, transparencia, idoneidad y no discriminación arbitraria. La Comisión deberá oír a todos los postulantes que cumplan con los requisitos señalados en el artículo 11. Deberá, asimismo, oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a académicos de destacada trayectoria y a organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no apruebe la propuesta en el plazo de treinta días, la Comisión deberá presentarle una nueva recomendación.”.

(Unanimidad 7x0)

- - - - - -

ARTÍCULO 11

(texto ambas Cámaras)

Letra e)

(texto ambas Cámaras)


- Acoger el texto del Senado, pero con una exigencia de sólo cinco años de experiencia profesional.
(Mayoría 8x1)

- - -

Letra f)

(texto ambas Cámaras)


- Aprobar la propuesta de la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 9x0)

- - - - - -

ARTÍCULO 13

(texto ambas Cámaras)

Inciso primero

(texto ambas Cámaras)


- Acoger el texto de la Cámara Revisora, reemplazando “, de la Cámara de Diputados o de treinta de sus miembros” por “o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados”.

(Unanimidad 8x0)

- - -

Inciso segundo

(texto Senado)


- Aprobar la supresión sugerida por la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 7x0)

- - -

Inciso cuarto (texto Senado)

Inciso tercero (texto Cámara de Diputados)


- Acoger la primera modificación planteada por la Cámara de Diputados, en los siguientes términos:


“Intercalar a continuación de la palabra “popular” la oración “, ni a otros de carácter directivo o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, en todos los ámbitos en materia de infancia, ni a organismos colaboradores acreditados,”.”.

(Restricción para el Defensor que cese en su cargo, de optar a otros de carácter directivo o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, en todos los ámbitos en materia de infancia. Unanimidad 8x0)

(Restricción para el Defensor que cese en su cargo, de optar a otros en organismos colaboradores acreditados. Empate 4x4. Repetida votación en virtud del artículo 182 del Reglamento del Senado: 4x2x2 abstenciones. Repetida votación en virtud del artículo 178 del Reglamento del Senado: se produce igual resultado, dándose por aprobada la restricción en cuestión, atendido lo prescrito en el precepto reglamentario recién citado)

- Aprobar la segunda modificación de la Cámara de Diputados.

(Unanimidad 8x0)

- - -

Inciso quinto (texto Senado)

Inciso cuarto (texto Cámara de Diputados)


- Aprobar la supresión efectuada por la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 9x0)

- - -

Inciso quinto

(texto Cámara de Diputados)


- Consultar el siguiente texto:


“Producida la vacancia por cualquier causa, se deberá dar inicio al procedimiento de nombramiento del nuevo Defensor, dentro de los sesenta días siguientes de acaecida aquélla, de conformidad a lo establecido en el artículo 10.”.
(Unanimidad 7x0)

- - -

Inciso sexto 

(texto Cámara de Diputados)


- Aprobar el texto de la Cámara de Diputados, reemplazando “Desde su designación” por “Durante la vigencia de su mandato y en el ejercicio de sus funciones”.
(Unanimidad 9x0)

- - -

Inciso séptimo 

(texto Cámara de Diputados)


- Rechazar este inciso.
(Unanimidad 9x0)

- - - - - -

ARTÍCULO 14

(texto ambas Cámaras)

Letra d)

(texto ambas Cámaras)


- Aprobar la enmienda de la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 9x0)

- - - - - -

ARTÍCULO 15

(texto ambas Cámaras)

Inciso primero, encabezado

(texto ambas Cámaras)


- Acoger la enmienda de la Cámara Revisora.
(Unanimidad 9x0)

- - -

Letra b)

(texto ambas Cámaras)


- Aprobar la modificación de la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 9x0)

- - -

Letra c), nueva

(texto Cámara de Diputados)


- Acoger el texto de la Cámara Revisora.

(Unanimidad 9x0)
- - -

Letra f) (texto Senado)

Letra g) (texto Cámara de Diputados)


- Aprobar la modificación de la Cámara de Diputados, agregándole, después de “y los tratados internacionales” lo siguiente: “ratificados por Chile que se encuentren vigentes”.

(Unanimidad 9x0)

- - - - - -

ARTÍCULO 16

(texto ambas Cámaras)

Inciso primero

(texto ambas Cámaras)


- Aprobar la modificación de la Cámara de Diputados, intercalando luego de “dispuesto en” la expresión “los incisos cuarto y quinto de esta norma y en”.
(Unanimidad 9x0)

- - -

Inciso cuarto

(texto ambas Cámaras)


- Consultar el siguiente texto:


“El Defensor podrá deducir acciones y querellas respecto de hechos que involucren a niños y revistan caracteres de gravedad, relevancia o interés social comprometido, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los Párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.”.
(Unanimidad 10x0)

- - - 

Inciso final, nuevo

(texto Cámara de Diputados)


- Aprobar el texto de la Cámara de Diputados, eliminando lo siguiente: “Asimismo, para el ejercicio de la facultad establecida en la letra g) del artículo 4,”, iniciando la palabra “también” con mayúscula.

(Unanimidad 9x0)
- - - - - -

ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO

(texto ambas Cámaras)

Inciso segundo

(texto ambas Cámaras)


- Acoger la enmienda de la Cámara de Diputados.

(Unanimidad 8x0)

- - -

Inciso cuarto, nuevo

(texto Cámara de Diputados)


- Aprobar el inciso incorporado por la Cámara de Diputados.
(Unanimidad 8x0)

- - -

Inciso cuarto (texto Senado)

Inciso quinto (texto Cámara de Diputados)


- Acoger el texto de la Cámara de Diputados, reemplazando “al nombramiento del Defensor” por “a la publicación del decreto supremo que los apruebe”.
(Unanimidad 8x0)

- - - - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY DE APROBARSE LA PROPOSICIÓN DE

LA COMISIÓN MIXTA


A título meramente informativo, cabe hacer presente que, de ser aprobada la proposición de la Comisión Mixta, el texto de la iniciativa legal quedaría como sigue:

“PROYECTO DE LEY:

TÍTULO I

OBJETO Y FUNCIONES

Párrafo 1° Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Créase la “Defensoría de los Derechos de la Niñez”, en adelante también la “Defensoría”, como una corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio.


Tendrá su domicilio en la Región Metropolitana, y procurará su presencia estableciendo su representación en todas las regiones del país.

Artículo 2º.- La Defensoría de los Derechos de la Niñez tendrá por objeto la difusión, promoción y protección de los derechos de que son titulares los niños, de acuerdo a la Constitución Política de la República, a la Convención sobre los Derechos del Niño y a los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, así como a la legislación nacional, velando por su interés superior.

Artículo 3º.- La Defensoría desempeñará sus funciones con autonomía de las instituciones públicas.

Párrafo 2° Funciones y Atribuciones


Artículo 4º.- Corresponderá especialmente a la Defensoría de los Derechos de la Niñez:


a) Difundir, promover y proteger los derechos de los niños de acuerdo a lo que establece la presente ley.


b) Interponer acciones y deducir querellas, de conformidad con el artículo 16.

c) Recibir peticiones sobre asuntos que se le formulen y derivarlas al órgano competente, haciendo el respectivo seguimiento, o ejercer las atribuciones pertinentes, cuando corresponda, dentro del plazo más breve posible. Deberá establecer mecanismos que aseguren, a nivel nacional, una atención expedita y oportuna de todos los niños.


En el ejercicio de esta atribución, podrá realizar recomendaciones generales o específicas, elaborar informes y emitir opiniones en materias de su competencia, pero no podrá avocarse al conocimiento de un asunto que se encuentre pendiente ante los tribunales de justicia o ante el órgano de la Administración del Estado competente.


d) Intermediar o servir de facilitador entre los niños y los órganos de la Administración del Estado o aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños, cuando haya tomado conocimiento, de oficio o a petición de parte, de actos u omisiones que pudieren vulnerar tales derechos. El Defensor deberá velar por el establecimiento de instancias y procedimientos de comunicación, conciliación y mediación, expeditos y efectivos, de conformidad a la ley.

e) Requerir antecedentes o informes a los órganos de la Administración del Estado o a aquellas personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de los derechos de los niños, cuando, dentro del ámbito de sus competencias, tome conocimiento, de oficio o a petición de parte, de posibles vulneraciones a tales derechos por actos u omisiones de las entidades. Para tales efectos, el requerimiento deberá establecer un plazo razonable para la entrega de la información solicitada, el que no superará los sesenta días corridos.

f) Visitar los centros de privación de libertad, centros residenciales de protección o cualquier otra institución, incluyendo medios de transporte, en los términos de lo dispuesto en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en que un niño permanezca privado de libertad, reciban o no recursos del Estado, sin perjuicio de las facultades de los demás organismos públicos competentes en la materia. Una vez realizada la visita, deberá evacuar un informe que deberá contener, a lo menos, la descripción de la situación general observada, el registro de las eventuales vulneraciones de derechos y las recomendaciones a los órganos competentes, sin perjuicio de denunciar los hechos que constituyan delito.

g) Denunciar vulneraciones a los derechos de los niños ante los órganos competentes, remitiendo los antecedentes que funden dicha denuncia.


h) Emitir informes y recomendaciones que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños.


i) Observar y hacer seguimiento a la actuación de los órganos de la Administración del Estado, a personas jurídicas que tengan por objeto la promoción o protección de derechos de los niños y a organizaciones que puedan afectar con sus acciones tales derechos, de acuerdo a un plan que se elabore para estos efectos.


j) Actuar como amicus curiae ante los tribunales de justicia, pudiendo realizar presentaciones por escrito que contengan su opinión con comentarios, observaciones o sugerencias en los casos y las materias relativas a su competencia. La presentación de la opinión escrita no conferirá a la Defensoría la calidad de parte ni suspenderá o alterará la tramitación del procedimiento. El tribunal deberá siempre pronunciarse respecto de dicha opinión en la sentencia. No podrá ejercerse esta facultad cuando la Defensoría haya actuado en el juicio de cualquier forma.


k) Velar porque los responsables de formular las políticas públicas nacionales, incluidas las económicas, tengan en consideración los derechos del niño, al establecer y evaluar planes, políticas y programas.


l) Velar por la participación de los niños, para que puedan expresar su opinión y ser oídos en los asuntos que les conciernen y en la definición de las cuestiones relacionadas con el ejercicio efectivo de sus derechos humanos.

m) Promover el cumplimiento de la Convención sobre los Derechos del Niño y los demás tratados internacionales relativos a los derechos de los niños ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en la legislación y reglamentos nacionales, y asesorar a los órganos públicos y privados, a los niños y a las familias sobre la interpretación y aplicación de los derechos contenidos en tales cuerpos normativos.

n) Promover la adhesión o ratificación de tratados internacionales de derechos humanos de niños.


ñ) Colaborar con el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el ámbito de sus competencias, en la elaboración de los informes que deba presentar a los órganos y comités especializados de la Organización de las Naciones Unidas y de la Organización de Estados Americanos, así como ante otras organizaciones internacionales.


Sin perjuicio de lo anterior, la Defensoría podrá realizar presentaciones o informes directamente ante los organismos mencionados en el inciso primero, cuando corresponda.

o) Difundir el conocimiento de los derechos humanos, favorecer su enseñanza en todos los niveles del sistema educacional, incluyendo la formación impartida al interior de las Fuerzas de Orden y de Seguridad Pública, y promover la realización de investigaciones, estudios y publicaciones, otorgar premios, patrocinar actos y eventos relativos a estas materias, y realizar todo aquello que propenda a consolidar una cultura de respeto a los derechos humanos en el país. Asimismo, podrá celebrar convenios de colaboración y cooperación con organismos públicos o privados tanto nacionales como extranjeros, para el cumplimiento de esta y otras de sus atribuciones.


p) Elaborar y presentar un informe anual, de conformidad a lo establecido en el artículo 15.


q) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


La Defensoría podrá ejercer sus funciones y atribuciones de manera coordinada con otras instituciones nacionales de derechos humanos.


Para el ejercicio de sus atribuciones, la Defensoría podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos del Estado. Asimismo, podrá recibir todos los testimonios y obtener todas las informaciones y documentos necesarios para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


Artículo 5°.- El interés superior del niño, su derecho a ser oído, la igualdad y no discriminación arbitraria, la autonomía progresiva y el derecho y deber preferente de los padres de educar a sus hijos son principios rectores que la Defensoría tendrá siempre en consideración al conocer y pronunciarse respecto de cualquier petición que se le formule o cualquier función que ejerza.


Artículo 6°.- La presentación de las peticiones a que se refiere la letra c) del artículo 4° de la presente ley no obstará el ejercicio de las acciones legales contempladas por el ordenamiento jurídico, ni suspenderá o interrumpirá sus términos de prescripción o caducidad.

Artículo 7°.- Las derivaciones o recomendaciones que la Defensoría realice se comunicarán al jefe superior del respectivo servicio del órgano del Estado o al representante legal de las personas jurídicas, sin perjuicio de que deberán, además, ser incorporadas en los informes regulares del Defensor, incluyendo su informe anual.

Artículo 8°.- La información y antecedentes recibidos por la Defensoría no podrán ser empleados para fines ajenos al ámbito de sus competencias. Su tratamiento deberá siempre respetar los derechos y las garantías constitucionales y legales, especialmente lo dispuesto en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.


Todos los actos y resoluciones de la Defensoría, así como sus fundamentos y los procedimientos que se utilicen, serán públicos, exceptuando aquella información que, en virtud del artículo 8º de la Constitución Política de la República, tenga el carácter de reservado o secreto. En lo demás, la Defensoría estará sujeta a las normas de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

TÍTULO II

ORGANIZACIÓN

Párrafo 1° Organización Interna


Artículo 9°.- En su organización interna, la Defensoría se regirá por las disposiciones de esta ley y lo que señalen sus estatutos, los que establecerán sus normas de funcionamiento. Los estatutos y sus modificaciones serán propuestos por el Defensor de la Niñez al Presidente de la República y su aprobación se dispondrá mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. En la confección de los estatutos se tendrán en consideración los principios internacionales que rigen a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos. Los estatutos deberán ser revisados, a lo menos, una vez durante el mandato del Defensor.

La organización de la Defensoría considerará, entre otras, las siguientes áreas: área de protección de derechos; área de promoción y difusión de derechos, y área de estudios.
Párrafo 2° Del Defensor


Artículo 10.- El Defensor de la Niñez, en adelante “el Defensor”, será el Director y representante legal de la Defensoría y estará encargado de dirigirla y administrarla. Asimismo, le corresponderán todas las atribuciones entregadas a la Defensoría de los Derechos de la Niñez.


El Defensor será designado por acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, a propuesta uninominal de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía de dicha Corporación, para lo cual ésta deberá establecer un procedimiento que asegure la observancia de los principios de publicidad, transparencia, idoneidad y no discriminación arbitraria. La Comisión deberá oír a todos los postulantes que cumplan con los requisitos señalados en el artículo 11. Deberá, asimismo, oír especialmente al Consejo Directivo del Instituto Nacional de Derechos Humanos, a académicos de destacada trayectoria y a organizaciones de la sociedad civil vinculadas a la difusión, promoción y defensa de los derechos de los niños, que la Comisión estime pertinente. En caso de que el Senado no apruebe la propuesta en el plazo de treinta días, la Comisión deberá presentarle una nueva recomendación.


El nombramiento del Defensor será formalizado mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Defensor durará cinco años en su cargo y no podrá ser designado por un nuevo período.


Los estatutos de la Defensoría fijarán la forma en que el Defensor designará a su subrogante y las normas que rijan dicha subrogación.


Artículo 11.- Para ser nombrado Defensor se requiere:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No encontrarse sujeto a alguna de las inhabilidades para ingresar a la Administración del Estado.


c) No encontrarse inhabilitado para trabajar con niños ni figurar en el registro de inhabilitaciones para ejercer funciones en ámbitos educacionales o con menores de edad, que lleva el Servicio de Registro Civil e Identificación, en conformidad a la ley N° 20.594, que Crea Inhabilidades para Condenados por Delitos Sexuales contra Menores y Establece Registro de dichas Inhabilidades.


d) No haber sido condenado por delitos que infrinjan la ley N° 20.609, que Establece Medidas contra la Discriminación, o por los delitos contemplados en la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.


e) Encontrarse en posesión de un título profesional y tener a lo menos cinco años de experiencia profesional.


f) Poseer una reconocida trayectoria de a lo menos diez años en el ámbito de los derechos humanos o en la defensa de los derechos de los niños.


Artículo 12.- El cargo de Defensor será de dedicación exclusiva. El ejercicio de cualquier actividad profesional, comercial o laboral será incompatible con el cargo de Defensor, con la excepción de los cargos docentes según lo dispuesto en la letra a) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo; del ejercicio de los derechos que le atañen personalmente; de la percepción de los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y de los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


El Defensor no podrá tomar, en las elecciones populares o en los actos que las preceden, más parte que la de emitir su voto personal; ni participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro de la Defensoría.


El Defensor deberá cesar en cualquiera de las actividades incompatibles, de conformidad a los incisos anteriores, antes de asumir el cargo. Si incurre en incompatibilidad, cesará en el cargo por el solo ministerio de la ley.


Artículo 13.- El Defensor sólo podrá ser removido por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por incapacidad sobreviniente declarada judicialmente, por alguna de las causales contenidas en los números 1°, 5°, 6°, 7° u 8° del artículo 256 del Código Orgánico de Tribunales, o por negligencia manifiesta e inexcusable en el ejercicio de sus funciones. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio, habiendo oído previamente al Defensor.


Asimismo, el Defensor cesará en su cargo al cumplir setenta y cinco años de edad.


Una vez cesado en el cargo en virtud de cualquier causal, el Defensor no podrá optar a cargos de elección popular, ni a otros de carácter directivo o de exclusiva confianza en órganos de la Administración del Estado, en todos los ámbitos en materia de infancia, ni a organismos colaboradores acreditados, sino después de transcurrido un año desde la cesación del mismo. Se exceptúan de lo anterior las actividades académicas o docentes.

En los casos de muerte o renuncia del Defensor, el Senado declarará la vacancia en cuanto tome conocimiento de la circunstancia que la motiva, y regirá a contar de la fecha en que ésta haya ocurrido.


Producida la vacancia por cualquier causa, se deberá dar inicio al procedimiento de nombramiento del nuevo Defensor, dentro de los sesenta días siguientes de acaecida aquélla, de conformidad a lo establecido en el artículo 10.


Durante la vigencia de su mandato y en el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá ser acusado o privado de su libertad, salvo en el caso de delito flagrante, si la Corte de Apelaciones de Santiago, en pleno, no declara previamente haber lugar a formación de causa. La resolución podrá apelarse ante la Corte Suprema.


Artículo 14.- Corresponderá especialmente al Defensor: 


a) Dirigir, organizar y administrar la Defensoría, y velar por el cumplimiento de sus objetivos.


b) Ejercer las funciones que le sean entregadas a la Defensoría.


c) Representar judicial y extrajudicialmente a la Defensoría.


d) Delegar sus atribuciones y facultades dentro de la institución. Esta delegación deberá ser fundada, parcial y en materias específicas.


e) Las demás funciones y atribuciones que la ley le otorgue.


Artículo 15.- El Defensor deberá realizar anualmente una cuenta pública, para lo cual presentará un informe ante el Presidente de la República, el Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema, el que deberá contener, a lo menos, lo siguiente:

a) Las actividades desarrolladas, relacionadas al cumplimiento de su mandato legal.


b) La situación nacional en materia de derechos humanos de los niños en los diversos ámbitos, tomando en cuenta la realidad de las regiones e incluyendo, entre otros, el estado de la institucionalidad vigente, el presupuesto nacional correspondiente y el debido acceso a la justicia.

c) La situación nacional en materia de representación judicial de los niños, así como de los planes y programas que el Estado deba implementar en función de dicho objetivo.

d) El cumplimiento efectivo de las obligaciones relativas a los derechos de los niños, incluyendo una opinión fundada de la conducta de los organismos públicos y privados frente a sus requerimientos.


e) El estado de cumplimiento de las solicitudes que se realicen conforme a lo dispuesto en la letra e) del artículo 4° de la presente ley, especialmente su omisión o retardo.


f) La situación de los niños que se encuentren en centros de privación de libertad y centros residenciales de protección, sea que reciban o no recursos por parte del Estado.


g) Las recomendaciones generales que estime convenientes para el resguardo de los derechos de los niños, incluyendo aquellas relativas a las adecuaciones necesarias de la legislación y reglamentos para el cumplimiento de lo dispuesto en la Constitución Política de la República, las leyes y los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

El informe será público y deberá difundirse a través de mecanismos idóneos que permitan su conocimiento por la ciudadanía y, en especial, por parte de los niños.

Artículo 16.- En el ejercicio de sus funciones, el Defensor no podrá intervenir en calidad de parte o perito en procedimientos judiciales o administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos cuarto y quinto de esta norma y en la letra j) del artículo 4° de la presente ley.


En caso que, en el ejercicio de sus funciones, conozca cualquier crimen o simple delito cometido contra niños, deberá denunciarlo ante el órgano competente.


En el caso de hechos que revisten carácter de crímenes de genocidio, de lesa humanidad o de guerra, tortura, desaparición forzada de personas, tráfico ilícito de migrantes o trata de personas, el Defensor deberá, además, poner los antecedentes a disposición del Instituto Nacional de Derechos Humanos, para los fines previstos en el número 5 del artículo 3° de la ley N° 20.405.


El Defensor podrá deducir acciones y querellas respecto de hechos que involucren a niños y revistan caracteres de gravedad, relevancia o interés social comprometido, siempre que se trate de aquellos delitos tipificados en el artículo 142 y en los Párrafos 5° y 6° del Título VII, y 1°, 2° y 3° del Título VIII, todos del Libro Segundo del Código Penal.

También podrá deducir los recursos consagrados en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política de la República, en el ámbito de su competencia.
Párrafo 3° Del Consejo Consultivo


Artículo 17.- El Consejo Consultivo, en adelante también “el Consejo”, será un órgano colegiado asesor del Defensor que se conformará con representantes de la sociedad civil, de organizaciones de niños y de las Universidades reconocidas por el Estado y acreditadas. Para estos efectos, la Defensoría deberá llevar un registro de las organizaciones señaladas. Los estatutos de la Defensoría establecerán los requisitos para la inscripción en el registro, y la manera de proceder a la elección e integración de los representantes del Consejo.


El Consejo tendrá dentro de sus funciones la de asesorar al Defensor en todas aquellas cuestiones de su competencia que requieran del pronunciamiento de la sociedad civil para su adecuada resolución. Además, recibirá y canalizará las opiniones y las propuestas de la sociedad civil en torno a la Defensoría y su rol, dentro del ámbito de sus competencias.


Los estatutos de la Defensoría establecerán los mecanismos y formas en que el Consejo prestará su asesoría al Defensor. Los cargos de consejeros serán ejercidos ad-honorem.

TÍTULO III

PERSONAL Y PATRIMONIO


Artículo 18.- Las personas que presten servicios para la Defensoría se regirán por el Código del Trabajo. Con todo, serán aplicables a este personal las normas de probidad contenidas en la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, y las disposiciones del Título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga.


Quienes desempeñen funciones directivas en la Defensoría serán seleccionados mediante concurso público efectuado por el Servicio Civil, de conformidad con las normas que regulan los procesos de selección de la Alta Dirección Pública establecidos en el Título VI de la ley N° 19.882, que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos que Indica. Su nombramiento será realizado por el Defensor.


Al personal se le aplicará lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El Defensor será sujeto pasivo de la ley Nº 20.730, que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios, y deberá realizar declaración de patrimonio e intereses conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.880, ya referida.


El Defensor percibirá una remuneración bruta mensualizada equivalente a la de un Subsecretario de Estado.


Artículo 19.- La Defensoría deberá cumplir con las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.263, del Ministerio de Hacienda, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Adicionalmente, el estado de ingresos y gastos deberá estar disponible en la página web de la Defensoría.


Asimismo, la Defensoría estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República, en lo que concierne a su personal y al examen y juzgamiento de sus cuentas.


Las resoluciones del Defensor de la Niñez estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.


Artículo 20.- El patrimonio de la Defensoría estará formado por:


a) Los aportes que anualmente le destine la Ley de Presupuestos del Sector Público.


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran a la Defensoría o que ésta adquiera a cualquier título, y los frutos de dichos bienes.


c) Las donaciones, herencias o legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de la insinuación a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271, sobre Impuesto a las Herencias, Asignaciones y Donaciones.


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos.


Artículo 21.- Los actos del Defensor de la Niñez que requieran para su aprobación de decreto supremo se dictarán a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia cinco meses después de publicada en el Diario Oficial.


La primera designación del Defensor de la Niñez se hará dentro de los noventa días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 10, para efectos de la instalación de la Defensoría de los Derechos de la Niñez. En tanto no inicie sus actividades dicha Defensoría, la remuneración del Defensor de la Niñez se financiará con cargo a la Asignación 50-01-03-24-03-133.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la Defensoría de los Derechos de la Niñez se entenderá legalmente constituida una vez que la presente ley haya entrado en vigencia.


El primer Defensor de la Niñez, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento, deberá proponer al Presidente de la República los estatutos de la Defensoría para su aprobación mediante decreto supremo.


El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 17 se constituirá de conformidad con lo que establezcan los estatutos de la Defensoría, dentro de los noventa días siguientes a la publicación del decreto supremo que los apruebe.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará mediante transferencias de la Asignación 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público del año respectivo.”.

- - - - - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 28 y 29 de noviembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Patricio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn (señor Alejandro García Huidobro Sanfuentes) y señores Juan Pablo Letelier Morel, Manuel José Ossandón Irarrázabal (Baldo Prokurica Prokurica) y Jaime Quintana Leal, y de los Honorables Diputados señoras Loreto Carvajal Ambiado, Claudia Nogueira Fernández, Denise Pascal Allende y Marcela Sabat Fernández y señor Ricardo Rincón González.


Sala de la Comisión Mixta, a 7 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Jorge Jenschke Smith, Abogado Secretario Accidental de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE EDUCACIÓN SUPERIOR

(10.783-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A las sesiones en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, especialmente invitados, las siguientes instituciones y personas:1

Del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Adriana Delpiano; la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga; la Jefa de la División de Educación Superior, señora Alejandra Contreras; la Secretaria Ejecutiva de Formación Técnico-Profesional, señora Marcela Arellano; los asesores, señoritas Javiera Morales, María de los Ángeles Fernández y  Marcela Valenzuela y señores Luis Felipe Jiménez, Gustavo Paulsen, Nicolás Cataldo, Patricio Espinoza y Roberto Flores; la Periodista, señorita Carolina Araya y la Economista, señora Andrea Encalada.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el ex Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Ministro, señor Gabriel de La Fuente; los Asesores, señoritas, María José Solano y Elvira Oyanguren y señores Exequiel Silva, Alejandro Fuentes y Pablo Jorquera.


De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señora Pamela Cifuentes y señor Mauricio Holz.


Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: los Asesores, señorita Yasna Bermúdez y señor Juan Briones.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Goic: el asesor, señor Gerardo Bascuñán.


De la oficina del Honorable Senador Walker, don Ignacio: el asesor, señor Javier Igor. 



Del Comité del Partido Socialista: el Abogado Coordinador, señor Héctor Valladares.


De la oficina del Honorable Senador señor Montes: el asesor, señor Luis Díaz.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer, el asesor señor Jorge Barrera.


Del Comité de la Democracia Cristiana: las asesoras, señoras Constanza González y  Ximena Gutiérrez y el señor Pedro Montt.

De la oficina del Diputado Robles: los asesores, señorita Mery Tamayo y señor Francisco Donoso.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el asesor, señor Jorge Barrera.


De Fundación Jaime Guzmán: el asesor, señor Felipe Rössler. 

- - -


Es necesario puntualizar que en la primera sesión destinada al estudio de este proyecto de ley, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio, acordó que, con ocasión de la discusión en general de esta iniciativa, y antes de la votación de la idea de legislar, se recibiera en audiencia a los principales actores relacionados con la temática, con el objeto de conocer su opinión y planteamientos particulares en relación con este Mensaje. 


Para el efecto antes señalado, los Honorables Senadores integrantes de la instancia informaron a la Secretaría los nombres de las personas e instituciones que debían ser recibidos por la Comisión. Como consecuencia de dicho acuerdo, se recibió en audiencia a las instituciones y personas que se indican a continuación: 2

1.- Ignacio Sánchez, Rector de la Pontificia Universidad Católica de Chile. 



2.- José Antonio Guzmán, Rector de la Universidad de los Andes.


3.- Ricardo Paredes, Rector de Centro de Formación Técnica DUOC UC. 

4.- Juan Zolezzi, Rector de la Universidad de Santiago de Chile. 


5.- Alfonso Muga, Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación.  

6.- Patricio Sanhueza, Rector de la Universidad de Playa Ancha, en representación de la Agrupación de Universidades Regionales. 


7.- Ennio Vivaldi, Rector de la Universidad de Chile.


8.- Aldo Valle, Rector de la Universidad de Valparaíso, en representación del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH). 

9.- Darcy Fuenzalida, Rector de la Universidad Técnica Federico Santa María. 


10.- Claudio Elórtegui, Rector de la Pontifica Universidad Católica de Valparaíso. 


11.- Juan Pablo Guzmán, Rector del Centro de Formación Técnica e Instituto Profesional Santo Tomás. 


12.- Oscar Galindo, Rector de la Universidad Austral de Chile. 


13.- Pilar Armanet, Rectora de la Universidad de Las Américas, en representación de la Corporación de Universidades Privadas de Chile. 


14.- Hugo Lavados, Rector de la Universidad San Sebastián. 


15.- Álvaro Rojas, Rector de la Universidad de Talca.


16.- Sergio Lavanchy, Rector de la Universidad de Concepción. 


17.- Santiago González, Rector de la Universidad Central. 


18.- Pedro Montt, Presidente del Consejo Nacional de Educación.


19.- Jorge Bermúdez, Contralor General de la República. 


20.- José Joaquín Brünner, académico de la Universidad Diego Portales. 


21.- Ernesto Silva SJ., Rector de la Universidad Alberto Hurtado. 


22.- Jorge Correa Sutil, por la Universidad Alberto Hurtado. 


23.- Matías Gómez, de Educación 20&20. 


24.- Willy Kratch, del Instituto Igualdad. 


25.- María José Lamaitre, del Foro de Educación Superior AEQUALIS.


26.- Valentina Belmar, de la Organización de Federaciones de Educación Superior Privadas (OFESUP). 


27.- Gonzalo Neira, de la Federación de Estudiantes de la Universidad Andrés Bello. 


28.- Harald Beyer, Director del Centro de Estudios Públicos y Loreto Cox, investigadora de la misma institución.


29.- Manuel Agosín, Decano de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile. 


30.- Raúl Figueroa, de Acción Educar.


31.- Andrés Bernasconi, Profesor Asociado de la Facultad de Educación y Director del Centro Justicia de Educacional de la Pontificia Universidad Católica de Chile. 

32.- Carlos Isaac, Rector de la Universidad de Viña del Mar. 


33.- Mariana Aylwin, ex Ministra de Educación.


34.- José Pablo Arellano, ex Ministro de Educación.


35.- José Luis Santa María, Presidente del Consejo para la Transparencia. 


36.- De la Corporación de Beneficencia Alemana, 

el Vicepresidente, señor Christian Sturms; el Gerente General, señor Jorge Lafrentz; el Decano de la Facultad de Medicina de la Clínica Alemana - Universidad del Desarrollo, doctor Ricardo Ronco y el Director Adjunto del Centro de Bioética de la Universidad del Desarrollo y Director de Magíster Interuniversitario de Bioética, doctor Juan Pablo Beca.


37.- Sofía Barahona, Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Daniel Andrade, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile, ambos en representación de la Confederación de Estudiantes de Chile (CONFECH). 


Las principales opiniones y observaciones que ellos formularon se contienen en el cuerpo de este informe.
- - -

I.- NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que la Comisión de Educación y Cultura compartió el criterio sustentado por la Honorable Cámara de Diputados en cuanto a la calificación de normas. En efecto, y de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 y 118 de la Constitución Política de la República, estimó que los artículos 7, letra e); 19, letra b), inciso primero, e inciso final; 33; 51, inciso primero; 81, números 1), 2), 4), 6), 8), 9), 24), 38) y 39); 118, números 1), 2), 3), 4), 5) y 6) y 119 número 14) permanentes y la disposición segunda transitoria, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, conforme lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.3.
I. II.- OBJETIVOS DEL PROYECTO

La iniciativa de ley en informe propone la creación de un Sistema de Educación Superior, que estará integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materia de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y que cuenta con principios propios que lo orientan, complementarios a aquellos en que se inspira el sistema educacional chileno, enunciados en el artículo 3° de la Ley General de Educación. Dicho sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. 


En cuanto a su estructura, cabe destacar que el proyecto considera una nueva institucionalidad integrada por la Subsecretaría y la Superintendencia de Educación Superior y consagra diversas modificaciones al actual sistema nacional de Aseguramiento de la Calidad, es decir, en materia de acreditación. 


Finalmente, cabe destacar que se consagra el financiamiento institucional para la gratuidad, disponiéndose al efecto que a él podrán acceder las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que cumplan con los requisitos señalados en esta ley.

II. III.- ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


A. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política de la República, artículos 1° y 19, numerales 10 y 11.


2.- Ley N° 20.129, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior.

3.- Ley N° 18.591, que establece normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y personal.

4.- Ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación pública.

5.- Decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

6.- Ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales.

7.- Decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades.

8.- Ley N° 20.027 establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior.

B. ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje Presidencial

Señala que en las últimas décadas Chile ha conseguido importantes logros en materia educativa, tales como lo son los altos niveles de cobertura en todos sus niveles, así como la inversión en infraestructura y en equipamiento. Dichos logros son una parte de la tarea cumplida como país. La sociedad se encuentra en una etapa de su desarrollo marcada por grandes desafíos para avanzar hacia un país más sustentable en el ámbito cultural, material, social y ambiental, y, en ello, el sistema educacional está llamado a constituir un pilar fundamental. Mejorar transversalmente la calidad en todos los niveles educativos, entendida esta de manera integral, y reposicionar la educación pública en todo el territorio, construyendo un sistema más integrado y equitativo, con un diseño que no implique una carga financiera insostenible para los estudiantes y sus familias, han sido parte de los objetivos de esta Administración para avanzar en asegurar una educación que nos permita construir un país más justo e inclusivo.


Por las razones expuestas, declara el mensaje, se ha trabajado en una reforma educacional en todos los niveles, la que se ha materializado en distintos proyectos de ley.

Respecto de la educación parvularia, recuerda que el año 2015 se creó una Subsecretaría para el diseño de la política del sector y una Intendencia para la fiscalización de la normativa, además de establecer nuevos estándares de calidad para el funcionamiento de los establecimientos educacionales para este nivel.

En relación a la educación escolar, recuerda que el año 2015 se aprobó la ley N° 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, destacándose el establecimiento de la gratuidad progresiva de la educación escolar y el aumento de los recursos destinados a elevar su calidad.


Actualmente, en el Congreso Nacional se discute el proyecto de ley que Crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales, Boletín N° 10.368-04, que estatuye una Nueva Educación Pública, considerando el traspaso de las escuelas municipalizadas hacia nuevos Servicios Locales de Educación Pública especializados y la creación de Consejos Locales de Educación que considera la participación de la comunidad en la administración de los establecimientos educacionales. 

Declara el mensaje que los profesores cumplen un rol fundamental en el aprendizaje de los estudiantes y es por eso que, a partir del nuevo Sistema de Desarrollo Profesional Docente estatuido en la ley N° 20.903, se establecerán, desde el año 2017, nuevas exigencias para el ingreso de los estudiantes a las carreras de pedagogía y el cumplimiento de estándares mínimos para las instituciones que quieran impartirla, además de aumentar en promedio un 30% la remuneración de los educadores. 

En materia de Educación Superior, los cambios se han implementado desde el inicio de este Gobierno con la puesta en marcha del Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo a la Educación Superior (PACE), que permite que los estudiantes meritorios de los colegios más vulnerables puedan contar con un cupo asegurado en una institución de educación superior. Lo anterior no es todo, ya que en el año 2015, en virtud de la ley N° 20.842, se crearon dos universidades estatales nuevas, a saber: la Universidad de O´Higgins en la Región del Libertador General Bernardo O'Higgins, y la Universidad de Aysén en la en la Región de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, que ya han iniciado sus actividades de instalación en el año 2016. Además, en marzo del mismo año se promulgó la ley N° 20.910, que Crea quince Centros de Formación Técnica Estatales, como parte de la estrategia de cobertura territorial de educación pública en todos los niveles durante 2016.

Junto con lo anterior, por medio de la ley N° 20.890 se modificó la ley N° 20.882, Ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016, incorporando en la respectiva glosa el inicio a la gratuidad en la educación superior de pregrado, idea que se consolida en el presente proyecto de ley. Hace presente el mensaje que treinta universidades acogieron el desafío, beneficiando a más de 130 mil estudiantes vulnerables, cantidad que se intenta incrementar en los próximos períodos. Para el año 2017 el énfasis está en incorporar en esta política a las instituciones de educación superior del subsistema técnico profesional.

Considerando lo anterior, el menaje explica que el proyecto se formula desde tres ejes conceptuales, los que constituyen las bases para la construcción de un sistema de educación superior. 

En primer lugar, la búsqueda permanente de calidad, elemento indispensable que habilita a la educación superior para dar respuesta a lo que el país demanda de este sector. Sin calidad la educación superior no cumple las expectativas de la sociedad y vulnera la fe puesta en ella por las familias. Se busca, también, que las instituciones retomen la tradición que las ha caracterizado como un espacio de encuentro de diferentes visiones de sociedad. 

El segundo eje, corresponde a la equidad e inclusión, haciéndose cargo del hecho de que los talentos están igualmente distribuidos entre toda la población, que estos son necesarios para la construcción de la sociedad y que la diversidad social y cultural que aporta la inclusión constituye un ingrediente esencial en la construcción de la democracia. Este objetivo se aborda avanzando hacia la gratuidad de la educación superior estableciendo un camino definido con arreglo a las capacidades del país. Este proyecto busca suprimir las barreras financieras que tradicionalmente han discriminado a los sectores más vulnerables, pero con la limitante de que existen otras barreras, como, por ejemplo, los sistemas de acceso que reproducen las desigualdades socioeconómicas, arrastrando las desigualdades de la educación escolar. Estas características del sistema han postergado el acceso real a las oportunidades de desarrollo personal, perpetuando de paso una sociedad segregada. 

El tercer tema corresponde a la pertinencia del quehacer de la educación superior, que establece el desafío de mantener un vínculo estrecho y permanente con las necesidades presentes y futuras del país y sus regiones. Sin perjuicio de la autonomía, existe un contexto cultural y un conjunto de necesidades que requieren atención preferente y permanente de parte de las instituciones de educación superior. Las Universidades, continúa el mensaje, contribuyen con investigación aplicada y orientada a estos objetivos, pero también con la investigación básica y avanzada, que permite conocer mejor el mundo y el universo, ayudando a comprender la sociedad y sus cambios; a la vez, la reflexión sobre los grandes temas nacionales, el cultivo de las artes y las humanidades y la preservación del patrimonio cultural y natural, contribuyen a la construcción de identidad, y, por su lado, las instituciones de formación técnico-profesional realizan un aporte invaluable, al potenciar las capacidades para el aprendizaje continuo y una inserción positiva en el mundo productivo. 

Afirma el mensaje que la educación es un derecho fundamental, tiene un valor público innegable y está en la base de una sociedad justa, democrática y participativa. Es necesario alinear el proceso educativo con el deseo de formar ciudadanos más libres y creativos, más solidarios e integrados en una sociedad cambiante. El vehículo para llegar a ese puerto es una mejor educación en todos sus niveles. 

Enseguida, el mensaje se refiere a la historia de la educación superior en nuestro país. 
Recuerda que la matriz del sistema de educación superior chileno viene de la fundación de la República y de la formación del Estado Nacional. En el año 1842 se separaron los estudios secundarios de los universitarios, creándose la Universidad de Chile. Tras su fundación, la Universidad de Chile encarnó las misiones de dirección y superintendencia de las otras instituciones educativas del país, cumpliendo de manera simultánea con la creación de conocimiento y la formación profesional. 

Luego, en las postrimerías del siglo XIX se discutía respecto de la laicidad de la educación y la autonomía de la universidad. Existía una clase dirigente que abogaba por otorgar mayores grados de autonomía a la universidad, lo que finalmente quedaría plasmado en la ley. Así se consagró la libertad de enseñanza, entendida como el valor del pluralismo ideológico y la universalidad del conocimiento. En medio de esta discusión nace la Pontificia Universidad Católica de Chile, fundada en el año 1888.

En el año 1927, el Ministerio de Educación Pública, ahora separado del antiguo Ministerio de Justicia, Instrucción y Culto, conduciría el sistema en su conjunto, bajo el concepto de que la educación era una función de Estado, mientras que la educación privada era su colaboradora. En el plano de la educación superior, esta idea respondió al hecho de la creación de universidades privadas. La educación superior se refuerza con la fundación y desarrollo de nuevas universidades privadas reconocidas por la ley y la creación de la Universidad Técnica del Estado en el año 1951. Esta última hereda la tradición de la Escuela de Artes y Oficios, creada en el año 1849, la Escuela de Ingenieros Industriales, y del Instituto Pedagógico Técnico. Destaca el mensaje que paralelamente se creó la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) en el contexto de fomento estatal a la producción e industrialización a mediados del siglo XX. Ello reflejó un crecimiento de la demanda por educación superior y por un enriquecimiento del acervo intelectual y científico que las universidades debían proveer. 

Recuerda el mensaje que en el año 1954, según lo dispuesto por la ley N° 11.575, las universidades estatales y privadas existentes se reunieron en lo que hasta el día de hoy se conoce como el Consejo de Rectores de Universidades Chilenas (CRUCH). Éste ha jugado un papel esencial en el desarrollo de la educación superior chilena, constituyéndose en un permanente referente de calidad y sentido público de la educación universitaria dando garantías de fe pública a la sociedad.  En el año 1967, la reforma universitaria impulsó cambios profundos (una nueva forma de organizar la docencia) procurando pasar desde procesos de aprendizajes profesionalizantes hacia una formación más amplia y humanista; la promoción de la investigación científica y tecnológica, y la reorganización de la institucionalidad interna cruzando de una organización basada en carreras a otra orientada a departamentos que acogen la función de investigación.  Así, entre los años 1967 y 1973, el sistema se diversificó en sus instituciones, se expandió por el territorio nacional, y experimentó la mayor expansión de la matrícula en la historia de la educación superior, hasta alcanzar una cobertura en torno al 15% en el año 1973, pasando de un número de 26.016 estudiantes en el año 1960 a 143.966 en el año 1974.  Buena parte de este crecimiento, señala el mensaje, se debió a la ampliación del sector Técnico Profesional con la instalación de sedes de la Universidad Técnica del Estado en distintos lugares del país y la creación del Instituto Nacional de Capacitación Profesional.  Junto con lo anterior, se iniciaron procesos de democratización interna de las universidades que posibilitaron una participación más activa de la comunidad universitaria, mayor autonomía y compromiso con la sociedad. 

Expresa el mensaje que a partir del año 1981, la dictadura militar impulsó una contrarreforma que cambió nuevamente el rumbo del sistema de educación superior, reemplazando el rol central del Estado en la dirección y supervisión del sistema por mecanismos de mercado, generando un proceso gradual de aumento de la participación privada en la educación superior. A nivel de las instituciones, una de las primeras acciones fue la intervención de las universidades y la designación de rectores delegados, seguidas del desmembramiento de las dos universidades estatales y sus respectivas sedes a lo largo del país (Universidad de Chile y Universidad Técnica del Estado), dando origen a ocho universidades derivadas y cuatro institutos profesionales autónomos, que posteriormente se transformaron en universidades. A este desmembramiento también fue sometida la Universidad Católica, transformando sus sedes regionales en 4 nuevas universidades, profundizando así la atomización de la educación superior del país. Se impusieron severas restricciones a la autonomía académica, y a la gestión financiera y administrativa. El número de estudiantes matriculados en educación superior se redujo en un quinto. El esquema de financiamiento fue modificado sustancialmente, transitando desde un sistema unitario y basal a otro diversificado y competitivo, consolidándose de esta forma un sistema basado en aranceles definidos por cada casa de estudios, apoyado con ayudas estudiantiles tales como becas y créditos. Este nuevo esquema de financiamiento del sistema contribuyó a la proliferación de instituciones privadas, las que respondieron a las demandas de sectores emergentes a través de una fuerte diversificación de proyectos institucionales y una diferenciación de tipos de instituciones (Centros de Formación Técnica (CFT), Institutos Profesionales (IP) y Universidades). 

Dentro de los desafíos del proyecto, explica el mensaje que en la actualidad nos enfrentamos a importantes desafíos para robustecer el sistema de educación superior, los que resultan ineludibles para avanzar de manera firme hacia etapas más consolidadas de desarrollo. El panorama general es que, si bien existe una masificación de la cobertura, los estudiantes se distribuyen en las distintas instituciones de educación superior según sus capacidades de pago y los instrumentos de selección que existen (o no) en estos establecimientos. Por otra parte, el crecimiento desregulado de planteles y carreras ha dificultado que dicho proceso se realice bajo normas claras de calidad y pertinencia. Todo lo anterior bajo un estancamiento de la cobertura pública en la educación superior. 

De acuerdo con lo anterior, el mensaje considera las siguientes ideas: institucionalidad; equidad de acceso; diversidad; aseguramiento de la calidad; nuevos modelos de financiamiento, y fortalecimiento del Sistema Estatal.

Uno) Institucionalidad. 

Expresa el menaje que el país carece de instancias para la definición de objetivos y horizontes compartidos, capaces de orientar el desarrollo de la educación superior en un horizonte de largo plazo. En consecuencia, las instituciones de educación superior han operado como partes inconexas entre sí y movidas por diferentes intereses. La falta de objetivos y principios del sistema de educación superior, así como la inexistencia de definiciones claras respecto de los quehaceres y fines de las instituciones, implica que éstas sólo responden a definiciones autoimpuestas. Al mismo tiempo, la calidad se observa en una medida de logro entre la consistencia interna y externa de las instituciones de educación superior. Esta forma de concebir la calidad, según el mensaje, es insuficiente para sustentar y orientar al sistema de aseguramiento de la calidad en su conjunto. 

Por otra parte, el sistema de control de las normas y, en particular, el resguardo de la fe pública en el uso de los recursos públicos, son deficitarios. Este asunto ha cobrado relevancia en relación con el hecho de que la legislación prohíbe el lucro en las universidades, pero existe una percepción generalizada que en muchos casos no se cumple, lo que motivó dos comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados en los últimos años. 

Dos) Equidad de acceso. 

La promoción de políticas de acceso como una de las principales prioridades de los últimos Gobiernos, ha contribuido a generar nuevas y mayores oportunidades a estudiantes y trabajadores para ingresar a la educación superior. Así, el impacto más significativo y visible ha sido la masiva entrada de estudiantes a las distintas instituciones, aumentando los niveles de cobertura, alcanzando su fase de masificación avanzada neta del 39,3%, similar al promedio de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). Afirma el mensaje que la ampliación de la matrícula se ha producido mayormente en los planteles técnicos, los que han absorbido la demanda por estudios superiores de los sectores antes excluidos, produciéndose al mismo tiempo la ampliación de la matrícula con la segregación social. No obstante, el proceso de masificación no ha sido capaz de reducir la brecha de oportunidades entre grupos sociales. En efecto, mientras que un 60% de los jóvenes entre los 18 y 24 años del décimo decil acceden a la Educación Superior, de los jóvenes del 50% más pobre sólo accede cerca de un 30%. Esto consolida la desigualdad que caracteriza a nuestra sociedad, lo que tiene efectos que resultan problemáticos: desintegración que dificulta la cohesión social; diferencias de poder que establecen brechas de influencia, y culturas fragmentadas que impiden el entendimiento.

De acuerdo con el mensaje, lo anterior es producto de la inequidad en los instrumentos de acceso, siendo uno de los desafíos del sistema que los contiene no sólo permitir uno de carácter más igualitario a la Educación Superior, sino también lograr una mayor permanencia y trayectoria formativa de los estudiantes. 

En relación con lo anterior, recuerda el mensaje que el Consejo de Rectores de Universidades Chilenas, en su contribución permanente a la calidad del sistema, creó el Sistema Único de Admisión (SUA) al que adscriben sus instituciones y nueve universidades privadas. Asimismo, el CRUCH estableció como instrumento la Prueba de Selección Universitaria (PSU), cuyos resultados se ponderan con las notas de enseñanza media y con el Ranking de Notas. Aun así, las pruebas estandarizadas no consideran apropiadamente los estudiantes provenientes de la Educación Media Técnico Profesional y trabajadores, y sus resultados están altamente correlacionados con el origen socioeconómico de los postulantes, reforzando con ello la reproducción en el tiempo del patrón de segregación.

Por el contrario, las universidades que no participan del SUA, así como los institutos profesionales y los centros de formación técnica, no cuentan con procesos claros y conocidos de admisión y la información que manejan los estudiantes es insuficiente. Asimismo, emplean procedimientos no necesariamente basados en el mérito académico, sino que, más bien, en el orden de llegada o la capacidad de pago. En consecuencia, no es posible conocer el perfil real de todos los estudiantes que ingresan a la educación superior y, por tanto, es imposible evaluar correctamente el aporte de las instituciones a la formación de sus estudiantes. Asimismo, esa carencia impide el diseño de procesos de acompañamiento o de apoyo que refuercen el desempeño académico en la permanencia del estudiante en la carrera o programa. 

Tres) Diversidad.
El proceso de masificación al que hace alusión el mensaje ha tenido como contrapartida una fuerte diferenciación y diversificación a nivel institucional y de programas de estudio. Esto se ha expresado, por una parte, en el aumento de instituciones privadas con diferentes proyectos y misiones institucionales y, por otra, en la creación de programas de estudio en todos los niveles formativos. El sistema actual cuenta con cerca de un millón doscientos mil estudiantes en alrededor de ciento cincuenta instituciones. Si bien esta diversidad, en los dos ámbitos señalados, es una característica valiosa del sistema, por cuanto refleja una capacidad para responder a las múltiples demandas del entorno, ha emergido sin un resguardo de su calidad y pertinencia. Este proceso se da con el marco regulatorio creado por la reforma de la década de 1980 a la que se hizo alusión, lo que facilitó la creación de instituciones privadas en un contexto de escasa regulación. De esta forma existen instituciones que no han acreditado su calidad frente a la sociedad, no obstante continúan entregando títulos y grados. 

Como contrapartida, existe cada vez menor matrícula estatal en comparación con el resto del sistema. En el año 2014 ésta cubría un 25% de los estudiantes universitarios, mientras que en las universidades privadas pertenecientes al CRUCH alcanzaba un 20% y en el resto de las universidades privadas un 55%. A modo de comparación, la participación promedio de la matrícula por tipo de instituciones, para el conjunto de los países de la OCDE, es de 71% en universidades estatales, 14% en universidades privadas con aportes del Estado y 15% en universidades privadas.

En síntesis, las carencias que exhibe el sistema de educación superior en la actualidad son amplias y diversas. Si bien existe una masificación de la cobertura, los estudiantes se distribuyen en las distintas instituciones de educación superior según sus capacidades de pago. Todo lo anterior bajo un estancamiento de la cobertura pública en la educación superior.

Cuatro) Aseguramiento de la calidad. 

Señala el mensaje que el actual sistema ha sido un avance importante en materia de fomento y mejora continua para las instituciones del sistema de educación superior. Aun así, hay debilidades y vacíos que cabe abordar para el robustecimiento del sistema: la voluntariedad en las acreditaciones, excepto en carreras de medicina y pedagogía; la falta de relación entre acreditación institucional y la de programas, y los conflictos de interés observados en la actual institucionalidad, entre otros. Adicionalmente, el sistema de aseguramiento de la calidad ha operado sin estándares explícitos, lo que ha significado, en definitiva, la expansión de una diversidad de instituciones sin que se haya constatado el cumplimiento de condiciones mínimas para poder operar en un sistema, tanto a nivel institucional como a nivel de carreras y programas. 

Por su parte, que el proceso de acreditación sea voluntario ha conducido a un desequilibrio, generando brechas de calidad al interior del sistema de educación superior que perjudican las expectativas de estudiantes y sus familias. De esta forma, el hecho de que no se garantice que los títulos y grados que ofrecen certifican aprendizajes explícitos y reconocidos, que confieren a quienes los obtienen la posibilidad de ejercer funciones ciudadanas y profesionales, lesiona la legitimidad y confianza en las instituciones de educación superior. Uno de los elementos más confusos que presenta el actual modelo de acreditación es la escala continua de años utilizada para los resultados de la evaluación externa, siendo de difícil comprensión para la sociedad. No es claro lo que significa un año más o un año menos en las decisiones de acreditación. Junto con ello, en algunas ocasiones, debido a la presión que conlleva el acceso a financiamiento, se han acreditado instituciones solo por uno o dos años, lo que profundiza la confusión respecto de lo que significa la acreditación, en especial para los estudiantes que entran a carreras de mayor duración.

Finamente, declara el mensaje, la estructura de gobierno de la actual Comisión Nacional de Acreditación (CNA) favorece los conflictos de interés, debido a que los comisionados son nombrados como representantes de los sectores de la educación superior a los que deben vigilar y acreditar. 

Sin perjuicio de los problemas descritos, el sistema - dice el mensaje - es reconocido como de alto nivel y prestigio en la región. Existen instituciones que aparecen en los primeros lugares en diversos rankings internacionales, que miden tanto resultados como reputación. Chile ocupa el cuarto lugar de América Latina en producción científica, superados sólo por países más grandes en población y número de instituciones de Educación Superior. Si bien la producción científica y la innovación han estado impulsadas principalmente por las instituciones del Estado, en las últimas décadas, gracias a los instrumentos de financiamiento públicos, el sector privado ha comenzado a contribuir en esta materia. Asimismo, debido a la distribución territorial de las instituciones, especialmente de las estatales, la producción científica se realiza con un importante impacto regional y local. 

Cinco) Hacia un nuevo modelo de Financiamiento.

Las características que adquieren los esquemas de financiamiento – continúa el mensaje – se relacionan estrechamente con la concepción de educación que prevalece en la sociedad. En los casos donde predomina el uso del mercado como instrumento principal de política, los instrumentos de financiamiento privilegian la competencia como mecanismo central para la distribución de recursos.  Esta forma de financiamiento se sustenta porque el paso por este tipo de formación supondría un beneficio individual que justifica el pago de un arancel y por cierta evidencia empírica que muestra que los salarios de quienes tienen educación superior superan los de quienes no acceden a ese nivel educativo. Sin embargo, menciona el mensaje, también, que esta posición minimiza el hecho de que la educación superior, no sólo crea un bien privado, sino también constituye un beneficio para la sociedad, en la medida que contribuye con profesionales con la capacidad de participar del mundo productivo, social, político, económico, cultural y ciudadano.

Por otra parte, el enfoque que privilegia la lógica de mercado y la competencia como mecanismo de asignación de recursos en la educación superior adolece, según el mensaje, de una falla fundamental, cuál es la calidad. La calidad es una variable compleja que, en general, sólo se observa definitivamente cuando ya se ha incurrido en el gasto y ha transcurrido un tiempo, de forma tal que es prácticamente imposible revertir o contrarrestar los efectos de una baja calidad de la educación entregada. De este modo, tal como se dio en Chile, la competencia no se da sobre la base de atributos de calidad, sino que en base a la publicidad.

 A su vez el gasto público en educación superior, como porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB), en el año 2010 alcanzó un 0,7% mientras el promedio de los países de la OCDE para el mismo año fue de 1,3% (OCDE, año 2013). Si bien el Estado chileno ha incrementado el gasto en educación superior de forma persistente durante los últimos años, los esfuerzos financieros realizados no han sido suficientes para aliviar la carga de los estudiantes y sus familias. En efecto, el 65% del financiamiento de la educación superior es de fuente privada, es decir, la fuente principal del financiamiento de las instituciones de educación superior son las familias, incluso en el caso de las universidades estatales. A estos fenómenos se suma el hecho de que el Estado ha entregado un creciente financiamiento a los estudiantes para cubrir aranceles, los que han sido fijados libremente por las instituciones. Esto ha provocado un alza sistemática y extrema del valor de las carreras. Según la OCDE (año 2014), los aranceles promedio cobrados en Chile están entre los más altos, cuando se les compara con los recaudados en el resto de los países que conforman esta organización internacional. Lo anterior, sumado a la diversidad de instituciones de educación superior, supone la existencia de una gran variedad por tipo de institución. Sin embargo, esto es mucho más heterogéneo a nivel de carreras y programas, donde se observan agudas diferencias en los aranceles cobrados, que no se justifican por diferencias de calidad de la educación entregada.

En suma, el sistema de financiamiento actual, de acuerdo con el mensaje, ha generado un aumento de la cobertura, asociado a un gasto mayoritariamente privado, que ha evolucionado en los últimos años hacia un incremento del gasto fiscal. No obstante, el sistema de financiamiento introducido presenta fallas fundamentales en el cumplimiento de su cometido y acarrea importantes problemas sociales, culturales y económicos que dificultan y postergan el desarrollo de la educación superior en términos de calidad, equidad, pertinencia, igualdad de oportunidades y no discriminación.

Seis) Fortalecimiento del Sistema Estatal. 

Argumenta el mensaje que la privatización de la educación superior ha significado, en la práctica, la concentración de la matrícula en las instituciones privadas, dejando rezagadas a las instituciones públicas en todos los niveles.

Las universidades estatales cumplen un rol central en la estructura del Sistema, cuestión que hoy no está definida en la ley. 

Hoy Chile cuenta con una Universidad Estatal prácticamente en todas las regiones del país, y pronto un Centro de Formación Técnica (CFT) en cada una de ellas. No obstante, la relación entre estas y el Estado no está adecuadamente desarrollada en la ley. Ello deja en terreno indefinido la responsabilidad del Estado con sus instituciones, como tampoco se reconoce que son instituciones del Estado que la sociedad ha creado para el desarrollo del país. Que mediante ellas se puede garantizar el pluralismo de las ideas y las visiones sobre el devenir del país y apoyar la implementación de las políticas públicas en todo el territorio nacional. 

Por otro lado, la mayoría de los estatutos de las Universidades del Estado fueron impuestos durante la década de 1980 y, a la fecha, salvo excepciones, no han podido ser actualizados. Ello implica, en muchos casos, que no reflejan el necesario pluralismo y la democracia propia de la vida en comunidad.

En suma, de este examen de las carencias del sistema de educación superior, es posible concluir que hay una serie de aspectos específicos que requieren de una profunda discusión. De acuerdo con el mensaje, el presente proyecto propone abordar los siguientes temas: nueva institucionalidad y regulación del sistema de educación superior; sistema de acceso; mejoramiento de la calidad; inclusión, y financiamiento. 

De acuerdo con el mensaje, los objetivos de este proyecto de ley son los que siguen:

I. Consolidar un Sistema de Educación Superior.


Implica el reconocimiento de principios y el establecimiento de definiciones de ideas como el respeto de la autonomía, la diversidad de visiones y proyectos educativos, con actores públicos y privados, al tiempo que se promueve la pertinencia del quehacer de las instituciones, procurando su estrecha vinculación con las necesidades del país y sus desafíos presentes y futuros. A su vez, el país exige construir una sociedad más inclusiva, que reconoce que los talentos están distribuidos entre toda la población y reclama mayor equidad y participación en el sistema de educación superior. De esta manera, es preciso establecer principios orientadores que garanticen la cautela de la fe pública depositada en estas instituciones, promoviendo mejoras continuas de calidad y la transparencia en el uso de los recursos. 

Agrega el mensaje que es conveniente establecer mejores definiciones de las universidades e instituciones técnico-profesionales, de manera que se constituyan en pilares complementarios de la formación de las personas y en la cadena de creación, transferencia tecnológica e innovación.

Además, el proyecto define un sistema de educación superior con una mayor capacidad coordinadora de todas las instituciones del sector y de sus funciones, y fortalece las capacidades del Estado, creando instituciones que le permitan cumplir efectivamente con el resguardo de la fe pública. En este contexto, se propone establecer una Subsecretaría de Educación Superior, con las facultades para definir y desarrollar políticas públicas para el sector, administrar el sistema de acceso a la educación superior, los instrumentos de financiamiento público, participar en la definición de las orientaciones sobre calidad, y coordinar a los demás organismos del Estado que integran el sistema de aseguramiento de la calidad, entre sus principales funciones.

En un sector complejo en sus funciones y diverso en sus proyectos individuales, es muy relevante dotar al sistema de un orden sobre los títulos, grados y demás certificaciones que permitan dar transparencia a los perfiles de egresados y coherencia de estos con los perfiles de los trabajos que ofrece el sector laboral. Este objetivo se puede abordar mediante el desarrollo e implementación progresiva, por parte de la Subsecretaría de Educación Superior un Marco Nacional de Cualificaciones, siguiendo con ello la experiencia internacional, que poco a poco avanza en la implementación de este instrumento.

II. Dar garantías de calidad y resguardo de la fe pública.


El objetivo general de mejorar el aseguramiento de la calidad es especialmente complejo, de gran dinamismo, que involucra varias funciones radicadas en organismos específicos del Estado. En esta materia, un eje específico es mejorar la coordinación entre los organismos del Estado, mediante el fortalecimiento del Sistema de Aseguramiento de la Calidad. 

Respecto de la evaluación y acreditación de la calidad de las instituciones de educación superior, el objetivo es crear una nueva institución, llamada Consejo para la Calidad, que cumpla con el propósito de que el Estado garantice la fe pública, definiendo los estándares asociados a la certificación de la calidad y que, a la vez, se constituya como una institución con alto grado de autonomía en las decisiones respecto de la evaluación de las instituciones basada en esos estándares. 

De esta manera, algunos ejes específicos contribuyen a asegurar la calidad de las instituciones, a saber: 

Uno) Elevar el estándar exigiendo la obligatoriedad en la acreditación de las instituciones de educación superior; 


Dos) Establecer una acreditación integral de la institución, de manera que dé cuenta de su calidad general, promoviendo una calidad homogénea en todas sus carreras, programas, sedes y otras funciones;

Tres) Mejorar la transparencia y homologación de la calidad, así como la pertinencia e innovación en los planes de estudio, introduciendo criterios de calidad y estándares asociados para todas las dimensiones que se deben evaluar en una institución de educación superior. 

Cuatro) Mejorar la transparencia e información que las instituciones entregan a la sociedad. 

El proyecto, según el mensaje, busca corregir las insuficiencias del actual marco regulatorio, que han posibilitado prácticas que han redundado en la extracción de rentas desde las instituciones de educación superior en las que el lucro se encuentra prohibido. Ello constituye un serio quebrantamiento del espíritu de la ley y de la fe pública depositada en estas instituciones cuando les fue otorgado el reconocimiento oficial. 

La idea que los recursos destinados a la educación superior se inviertan en sus fines, debe alcanzarse considerando la naturaleza pública y privada de las instituciones de educación superior, la diversidad en sus misiones y la complejidad de sus funciones, que necesariamente las lleva a vincularse con el medio a través de múltiples interacciones con otros actores e instituciones de los ámbitos de la producción, la investigación, la creación científica y artística. En varios casos esas interacciones son inherentes a la misión de potenciar las capacidades humanas. El desafío consiste en que en dichos procesos no se vulnere la fe pública ni se violen las leyes.

Para lograr dichos objetivos, el proyecto propone medidas que ya están presentes en la legislación chilena en otros ámbitos de protección de la fe pública y del interés social, y que aplicadas adecuadamente al ámbito educacional apuntan a prevenir, desincentivar y sancionar conductas que van en detrimento de los fines de las instituciones de educación superior y que vulneran la fe pública depositada en ellas. Para la fiscalización de esta y las demás normas de esta ley, el proyecto propone crear una Superintendencia de Educación Superior.

III. Promover la equidad e inclusión.


La propuesta persigue cumplir con el objetivo de construir una sociedad más equitativa e inclusiva. Con ese fin el proyecto busca aliviar la carga financiera de las familias para que sus hijos accedan a la educación superior y, mediante ello, potenciar sus capacidades y aumentar en forma duradera sus posibilidades de mayor bienestar, confianza y seguridad en el futuro. El financiamiento público necesario para alcanzar este objetivo conlleva un esfuerzo fiscal de gran magnitud que sólo es posible de alcanzar en forma paulatina.

Los requisitos que deben cumplir las instituciones de educación superior para acceder a la gratuidad, consideran exigencias de calidad y cumplimiento de las normas que prohíben en lucro, toda vez que el objetivo es que los recursos públicos se empleen en otorgar una educación de calidad creciente y en cumplimiento con los fines educativos para los cuales fue otorgado el reconocimiento oficial. 

Declara el mensaje que para lograr una mayor equidad e inclusión se debe mejorar la forma en que los estudiantes acceden a la educación superior. Para ello se deben establecer varios objetivos específicos:


Uno) Que la información de la oferta académica sea transparente, clara y disponible para todos los estudiantes por igual;


Dos) Que los procesos de acceso den garantía de ser justos;


Tres) Que se respeten las preferencias de los estudiantes, la autonomía de las instituciones y la especificidad propia de las carreras y programas, y de la educación universitaria y técnica profesional, y


Cuatro) Que el sistema de acceso permita implementar políticas públicas orientadas por la promoción de la calidad y el desarrollo del país.

IV. Fortalecer la educación superior estatal.


El objetivo de proveer un sistema de educación mixto y diverso requiere contar con un conjunto de instituciones estatales fortalecido que desarrolle todas sus funciones bajo los principios propios del servicio público.

El fortalecimiento de la educación superior estatal es un objetivo central de este proyecto. Para ello se establece el propósito de constituir un subsistema basado en un conjunto de principios específicos y obligatorios para estas instituciones, los que se constituyen en responsabilidades para estas y definen un compromiso permanente de colaboración de estas con el Estado y entre ellas. Un objetivo específico es la institucionalización de una red de colaboración para lograr una coordinación en el cumplimiento de las responsabilidades que les son comunes.

También es una meta de este proyecto de ley dotar a las instituciones de educación superior estatal de normas comunes para sus gobiernos, que provean una relación directa y permanente con el Estado y establezcan niveles de partición garantizados para sus estamentos. Todo ello constituye un conjunto de normas mínimas, las que serán complementadas por los estatutos que cada institución se otorgue en el ejercicio de su autonomía.

V. Fortalecer la Formación Técnico profesional. 


El proyecto de ley asume el objetivo de fortalecer el subsistema técnico profesional, con la orientación de mejorar su calidad y reconocer que la formación de técnicos calificados es una necesidad que está en la base del desarrollo del país, estableciendo una fuerte vinculación entre instituciones de los ámbitos de educación, trabajo y economía, que constituyen los pilares del desarrollo técnico profesional. Para ello se propone formular una estrategia nacional a través de un consejo asesor que coordine los sectores público y privado al más alto nivel, reconociendo que la formación técnico profesional requiere de normas específicas y diferenciadas de la educación universitaria, el proyecto propone que la evaluación de la calidad en este sector se realice sobre la base de estándares específicos. También se propone que el sistema de acceso a la educación superior sea común para todo el sistema, pero que se diferencie en los instrumentos que se utilizan para medir aprendizajes y habilidades. 

En cuanto al contenido del proyecto de ley, expresa el mensaje que los cambios que se proponen se materializarán mediante la presentación de una iniciativa de ley que regulará la Educación Superior, así como la modificación a diversos cuerpos legales. El presente proyecto consta de ocho títulos permanentes que establecerán el nuevo marco regulatorio e institucional que regirá a la educación superior a fin de alcanzar los objetivos de la Reforma Educacional.
1. Sistema de Educación Superior.


Se propone la creación de un Sistema de Educación Superior, que estará integrado por las instituciones de educación superior y por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en dicho ámbito. Este Sistema cuenta con principios propios que lo orientan, complementarios a aquellos en que se inspira el sistema educacional chileno. Adicionalmente, el proyecto de ley define las instituciones de educación superior: centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades. 
2. La Subsecretaría de Educación Superior.


El proyecto de ley considera la creación de la Subsecretaría de Educación Superior, como un órgano administrativo de colaboración directa del Ministro o Ministra de Educación en la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de las políticas para la educación superior, tanto en el ámbito universitario como en el técnico profesional.

Se crea un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior, administrado por la referida Subsecretaría y obligatorio para las instituciones de educación superior que reciban fondos públicos. Este Sistema de acceso permitirá contar con información objetiva y transparente sobre los procesos de postulación, selección y admisión de estudiantes, el que considerará la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de las y los estudiantes.

Finalmente, se establece que esta Subsecretaría administrará un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior que contendrá información de los estudiantes y las instituciones de educación superior, lo que permitirá la elaboración de políticas públicas y dotará de mayor transparencia al Sistema de Educación Superior.
3. Fomento de la formación técnico profesional.


Se establece que cada cinco años se elaborará, a través de un Consejo Asesor con integración público-privada, la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan para el sector. Adicionalmente se crea, en el Ministerio de Educación, una unidad de coordinación de Formación Técnico Profesional.
4. Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.


Se establece el Sistema de Aseguramiento de la Calidad integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, el Consejo para la Calidad y la Superintendencia de Educación Superior. Se crea el Consejo para la Calidad de la Educación Superior como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que sustituye a la actual Comisión Nacional de Acreditación, cuyo objeto principal será administrar y resolver los procesos de acreditación institucional. El Consejo cuenta con un órgano superior, denominado “Directorio”, que será presidido por el Jefe Superior del Servicio.

El proyecto contempla una nueva acreditación institucional, la que será obligatoria para las instituciones de educación superior autónomas. Esta nueva acreditación consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de los estándares de calidad para cada nivel, fijados por el Ministerio de Educación, en conjunto con el Consejo para la Calidad y el Consejo Nacional de Educación. Además, se mantiene la acreditación obligatoria de las carreras y programas conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Pedagogías y se establece la acreditación obligatoria de los programas de doctorados.
5. La Superintendencia de Educación Superior.


El proyecto crea la Superintendencia de Educación Superior como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio. Su objeto es la fiscalización y supervigilancia del cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior, la legalidad del uso de los recursos y la supervisión de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior.

Asimismo, se regula un procedimiento administrativo sancionador que permite resguardar el interés público comprometido en el actuar de la Superintendencia, a través de un debido proceso. El procedimiento podrá finalizar imponiendo sanciones ante las infracciones, las que serán proporcionalmente graduadas.
6. Regulaciones de las Instituciones de Educación Superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro.


El proyecto de ley contempla regulaciones de las Instituciones de Educación Superior que se organicen como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro. Se establece la exigencia de que sus controladores, miembros asociados sólo sean personas naturales o personas jurídicas sin fines de lucro. 

Adicionalmente, se les exige contar con un órgano de administración superior, cuyos integrantes cuentan con claros deberes y son responsables civil y penalmente. 

Asimismo se les impone la obligación de destinar sus recursos y reinvertir sus excedentes en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brindan. Además se incorporan prohibiciones y regulaciones estrictas a las operaciones con personas relacionadas a institución de educación superior, a fin de resguardar la obligación antes señalada. 
7. Régimen de la Educación Superior Estatal.


En el proyecto e ley se hace explícito el reconocimiento al rol de las instituciones estatales en el Sistema de Educación Superior, definiendo su misión y responsabilidades. 


Para ello, se propone el establecimiento de una Red con las instituciones de educación superior estatal, coordinada por la Subsecretaría de Educación Superior, que se constituirá en una instancia de articulación de dichas instituciones.

Además, el proyecto establece normas que contribuirán a flexibilizar los procesos internos de dichas instituciones. Asimismo, se regulan sus órganos de administración y gestión (Rector o Rectora, Consejo Directivo y un órgano colegiado de carácter normativo). 
8. Financiamiento Público de la Educación Superior.


El proyecto de ley propuesto establece la gratuidad para los estudiantes de sus estudios de pregrado mediante el financiamiento público a las instituciones de educación superior que cumplan ciertos requisitos y obligaciones. 

Las instituciones de educación superior que accedan a esta modalidad de financiamiento institucional deberán otorgar estudios gratuitos a aquellos estudiantes que cumplan las condiciones señaladas en la ley. Asimismo, todos sus estudiantes estarán sujetos a las normas de aranceles regulados. Los valores de estos aranceles los determinará la Subsecretaría de Educación Superior mediante un procedimiento especial en el que participará una Comisión de Expertos. 

Adicionalmente, el proyecto de ley establece la modalidad de financiamiento de las funciones de investigación y creación artística para aquellas universidades que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad.

Finalmente, el proyecto de ley incluye la creación de un fondo de las instituciones de educación superior estatales, para que cumplan con las obligaciones que les son propias y para su fortalecimiento institucional. 
9.  Modificaciones a otras normas.


Para adecuar el régimen legal vigente a la reforma propuesta, resulta necesario modificar diversos cuerpos legales, de esta forma:

a) Se modifica la ley N° 18.956 que reestructura el Ministerio de Educación Pública.

b) Se modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, que establece la Ley General de Educación, adecuando sus disposiciones a la nueva Ley de Educación Superior.

c) Se derogan los decretos con fuerza de ley N° 1, de 1980, que fija normas sobre universidades; N° 5, que fija normas sobre Institutos Profesionales, y 24, que fija normas sobre Centros de Formación Técnica, ambos de 1981, todos del Ministerio de Educación.

d) Se modifica la ley N° 20.800 que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales.

e) Se modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación que fija normas sobre financiamiento de las universidades.

f) Se deroga la ley N° 20.129 que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior.
10.  Regulación de la transición.


El proyecto de ley establece plazos para la dictación de las normas que regulan las nuevas instituciones creadas: la Subsecretaría de Educación Superior, la Superintendencia de Educación Superior y el Consejo para la Calidad. 


Además, se establece la entrada en vigencia del Sistema Común de Acceso, así como también los procesos y plazos para el cumplimiento de las normas aplicables a las instituciones de educación superior de derecho privado sin fines de lucro.  Adicionalmente se fijan los plazos para que entre en vigencia el nuevo proceso de acreditación obligatoria y la vigencia de las actuales acreditaciones, y los procesos para establecer los nuevos criterios y estándares de calidad.


Es importante destacar que en este proyecto de ley define la transición del financiamiento institucional para la gratuidad, así como la transición de las condiciones a cumplir por las instituciones. Además se señalará el avance en la cobertura de acuerdo a la condición socioeconómica de los estudiantes, iniciándose con los cinco deciles de menores ingresos pasando al sexto decil el año 2018 y avanzado los demás deciles según la disponibilidad de recursos en función de los ingresos fiscales estructurales. También se establece la regulación del arancel para aquellos estudiantes que no cumplan la condición socioeconómica y se matriculen en instituciones adscritas a gratuidad.

Del mismo modo, se define el proceso para calcular los aranceles regulados y también del plazo para el inicio y la determinación de los recursos de los fondos para el financiamiento de las funciones de investigación de las universidades que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad y el fondo para las instituciones de educación superior.

IV.- DISCUSIÓN EN GENERAL

A.- EXPOSICIÓN DE LA SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y ANALISIS PRELIMINAR DE LA COMISIÓN

Al iniciar la discusión de esta iniciativa de ley, la Ministra de Educación (S), señorita Valentina Quiroga, señaló que el objetivo principal de la reforma a la educación superior consiste en consolidar un sistema que aporte al desarrollo social, cultural y económico del país por medio del establecimiento de un nuevo marco regulatorio, el fortalecimiento de la institucionalidad por medio de la creación de una Subsecretaría y una Superintendencia y la introducción de enmiendas a la Comisión Nacional de Acreditación. Además, el proyecto persigue entregar una garantía de caridad y resguardo de la fe pública por medio de la acreditación obligatoria reconociendo las particularidades del sector técnico profesional, la regulación con resguardo de la autonomía y la prohibición efectiva del lucro. 


Añadió que la iniciativa persigue la promoción de la equidad y la inclusión por medio del financiamiento gratuito de la formación de pregrado y establecimiento de un sistema común de acceso 


Recordó que la evolución histórica de la matrícula total de pregrado y cobertura neta ha experimentado un alza del año 1990 a la fecha, de acuerdo con las cifras que se presentan en el siguiente gráfico:
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Enseguida, dijo que el 48% de la matrícula universitaria no participa del Sistema Único de Admisión del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCh) y que en el sector técnico profesional sólo una parte de las instituciones no cuentan con un sistema de acceso


Explicó que el proyecto de ley está estructurado de la siguiente manera:


Título I, Disposiciones generales y Subsecretaría de Educación Superior; Título II, De la Formación Técnico Profesional en Educación Superior; Título III, De la Superintendencia de Educación Superior; Título IV, Modificaciones a la ley N° 20.129 que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior; Título V

Del Financiamiento Institucional para la Gratuidad; Título VI; Disposiciones finales, y Artículos transitorios

En el Título I, Disposiciones Generales, el proyecto define a la educación superior como un derecho; establece el Sistema de Educación Superior reconociendo su carácter mixto; fija los principios en los que se inspira el sistema; define a las instituciones de educación superior; Universidades, Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales, y reconoce el rol y trayectoria del Consejo de Rectores (CRUCH) para el Sistema de Educación Superior. 


Además, en este Título se crea la Subsecretaría de Educación Superior como órgano rector del sistema estableciendo sus facultades, destacando la de proponer políticas públicas y la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior. 


Se crea, además, el Sistema Común de Acceso (SCA), el que será obligatorio para todas las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos, el que será administrado por la Subsecretaría y contará con un Comité Universitario y otro de carácter Técnico Profesional para la definición de sus instrumentos. Estos Comités estarán integrados por los rectores de las Instituciones de Educación Superior de cada subsistema y por la Subsecretaría. Según dijo la señorita Ministra de Educación (s), el Sistema podrá tener procesos e instrumentos diferenciados para cada subsistema según el tipo de institución o carrera, zonas geográficas o pertenencia a un grupo prioritario. 


El Título II, de la Formación Técnico Profesional en Educación Superior, crea un Consejo Asesor de Educación Técnico Profesional de carácter público privado e interministerial, que contará con la participación del sector productivo y de expertos en torno al desarrollo de la formación técnico profesional. El Consejo propondrá una Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan en esta materia. 


Con respecto al Título III,  referido a la Superintendencia de Educación Superior, la señorita Ministra (S) señaló que los informes de las Comisiones Investigadoras de los años 2012 y 2014 dieron cuenta de lo siguiente:


Uno) Desregulación del sector.

Dos) Instituciones gobernadas y controladas por intereses comerciales ajenos a sus fines y su misión educativa.

Tres) Incapacidad del Estado para prever agudas crisis financieras de las instituciones. 

Cuatro) Agudos conflictos de interés en la administración de las IES.

Cinco) Extracción de renta mediante la externalización de servicios a personas relacionadas (Arriendo de inmuebles, publicidad, factoring y otros servicios como aseo y la adquisición de softwares.) 

De acuerdo con lo enunciado, el proyecto crea una Superintendencia de Educación Superior, entre cuyas principales funciones se encuentran la fiscalización del cumplimiento de la legislación del sector; supervigilar la viabilidad financiera de las instituciones de Educación Superior, y fiscalizar el cumplimiento de las normas para la prohibición efectiva del lucro. Respecto de este último asunto, la señorita Ministra (S) precisó, en cuanto a la regulación para la prohibición efectiva del lucro para las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, que se establece la obligación de las instituciones de educación superior de destinar sus recursos y de reinvertir sus excedentes en la consecución de sus fines y se fijan las funciones del órgano de administración superior y los deberes y responsabilidades de sus directores. Se regulan, además, las operaciones de las instituciones de educación superior con personas relacionadas, incluyendo prohibiciones, exigiendo que se celebren en condiciones de mercado, tipificando la figura del “delito del lucro” que se funda en el delito de negociación incompatible. 


El Título IV introduce modificaciones a la ley N° 20.129, de Aseguramiento de la Calidad. 


La señorita Ministra (S) afirmó que durante los últimos años se ha instalado una cultura de la calidad y se ha avanzado en la cobertura en materia de acreditación, acumulando experiencia en el desarrollo de los procesos y en las capacidades de las instituciones de educación superior como en la de los pares evaluadores. Sin perjuicio de lo anterior, existen aspectos que hay que mejorar, como es la fe pública del sistema que se ha visto afectada por la independencia del Consejo Nacional de Acreditación (y la participación de incumbentes) y la voluntariedad de la acreditación. A lo anterior, agregó la poca transparencia y legibilidad de los resultados de la acreditación; confusión en la acreditación por áreas, carreras e instituciones y la opacidad de los efectos que tiene una acreditación por dos años. 


El diagnóstico se traduce en los siguientes números y gráficos:
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La señorita Ministra de Educación (S) explicó que existirá una nueva composición y mecanismo de designación de la Comisión Nacional de Acreditación (CNA), suprimiendo a los representantes de los incumbentes. De esta manera, quedará integrada de la siguiente manera: cuatro académicos (uno designado por el Presidente de la República y tres con acuerdo de 3/5 del Senado); cuatro docentes o profesionales (uno designado por el Presidente de la República y tres con acuerdo de 3/5 del Senado); un experto en innovación elegido por el Consejo de Alta Dirección Pública de una terna propuesta por CORFO; un experto en investigación elegido por el Consejo de Alta Dirección Pública de una terna propuesta por CONICYT; y, dos representantes estudiantiles. 

Además, la acreditación institucional será obligatoria en cinco dimensiones, lo que comprende un muestreo representativo e intencionado de carreras de pre y post grado, estableciendo una transición para la acreditación de las dimensiones de vinculación con el medio y generación de conocimiento, creación e innovación. Se mantienen los actuales años de acreditación, pero se establece como mínimo la acreditación por cuatro años. 


Afirmó que la acreditación será obligatoria para las carreras de pedagogía y medicina por parte de la CNA. Recordó que por una indicación parlamentaria formulada en la Honorable Cámara de Diputados, se incluyó, también, la obligatoriedad de las carreras de cirujano dentista; enfermería; matrón; kinesiología; terapeuta ocupacional; fonoaudiología; nutricionistas; tecnología médica; químico farmacéutico, y bioquímicos. 


El Título V regula el financiamiento institucional para la gratuidad. 


Continuando con su exposición, afirmó que el proyecto establece requisitos institucionales para acceder al financiamiento para la gratuidad, los que se traducen en: 


Uno) Ser instituciones estatales o privadas con 4 o más años de acreditación institucional.


Dos) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro. 


Tres) Adscribir al Sistema Común de Acceso.


Cuatro) Promover la equidad en el acceso de estudiantes, fomentando que al menos el 20% de la matrícula corresponda a estudiantes de 4 primeros deciles.


Cinco) Cumplir con las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias, especialmente relativas a educación y salud.

En cuanto a las obligaciones de las instituciones de educación superior en el marco de la glosa presupuestaria establecida para el año 2017, se tendrán que respetar los aranceles regulados y el número de vacantes. Para el año 2018 se extenderá la gratuidad, según dijo, hasta el sexto decil. Para los deciles posteriores se establece una gratuidad en el avance hacia un carácter universal por medio de indicadores de crecimiento económico y recaudación tributaria, manteniendo el Aporte Fiscal Directo (AFD). 


Explicó que la gratuidad requiere de un mecanismo que entregue garantías para la regulación y cálculo de los aranceles que reconozca la complejidad de las instituciones de educación superior, para lo que cual el proyecto crea una Comisión de Expertos de carácter permanente, cuyo objeto será, precisamente, la regulación de los aranceles. Estos se determinarán por carrera y considerará, entre otras variables, los años de acreditación institucional y la región en que se imparten. 


En el Título VI, disposiciones finales, la iniciativa deroga el CAE (ley N° 20.027) para el año 2019, resguardando que dicha supresión sea efectiva una vez que entre en funcionamiento un mecanismo que lo reemplace. Para lo anterior, el Ejecutivo presentará un proyecto de ley durante el año 2017 que proponga un nuevo mecanismo de financiamiento que será administrado directamente por el Estado, eliminando así a la Banca de su administración.

PLANTEAMIENTOS INICIALES


A continuación de la exposición de la señora Ministra, los integrantes de la Comisión formularon diferentes opiniones y planteamientos referidos a la iniciativa de ley, los que se transcriben a continuación.


En primer término, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, valoró, en primer lugar, la disposición del Ejecutivo en la presentación de este proyecto de ley y su ánimo para introducir todas las mejoras que sean necesarias para su correcta implementación. Hizo presente que la iniciativa se debatió en la Honorable Cámara de Diputados durante, aproximadamente, un año, razón por la cual en el Senado se hará lo necesario para trabajar en los tiempos que corresponden y abrir los espacios de discusión que sean necesarios. 


Hizo presente que Chile, de acuerdo con diversas mediciones internacionales referidas al rubro, cuenta con el mejor sistema de educación superior de América Latina, lo que implica que esta discusión no comienza desde cero. Sin perjuicio de lo anterior, expresó que el sistema, pese a sus logros, es de carácter desregulado y que la justificación y legitimidad del proyecto en debate es que hay que adoptar las herramientas necesarias para establecer un marco regulatorio acorde con los tiempos que hoy obedece a la lógica del mercado y el libre intercambio entre la oferta y la demanda.


Declaró que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados es insuficiente en una serie de temas, los que hay que corregir durante este segundo trámite constitucional. 


A propósito de la creación de la Subsecretaría de Educación Superior, señaló que es positivo, pero que la trilogía de los conceptos de admisión, aranceles regulados y matrículas radicadas en la nueva institución le provoca inquietud, por lo que es uno de los temas sobre los cuales habrá que detenerse durante la discusión de esta iniciativa de ley. 


En su opinión, la Superintendencia de Educación Superior es uno de los aspectos centrales de este proyecto, puesto que si se va a regular será esta la institución que tendrá a su cargo la fiscalización en el cumplimiento de las nuevas normas a las cuales será sometido el sistema. Para ello, sugirió observar con atención cómo ha funcionado la Superintendencia de Educación Escolar y la Agencia de Calidad, que sólo operan como meros entes sancionadores y no colaboradores en la construcción de un mejor sistema educacional. Llamó la atención que existen sesenta y tres artículos del proyecto que están destinados a la Superintendencia de Educación Superior, lo que claramente es una muestra de la gran cantidad de facultades que tendrá este nuevo ente público que puede transformarse en un exceso burocrático que debe ser revisado.


A propósito de la calidad y acreditación, señaló que es un punto en el cual hay que lograr grandes acuerdos entre el Gobierno, la oposición y los actores del sistema con el objeto de que se provoquen, desde esta iniciativa, los cambios necesarios por los que se ha venido trabajando y discutiendo a lo largo de los últimos años. 


Sobre el financiamiento, dijo que la gratuidad está entregada a las disposiciones transitorias de esta iniciativa que regirán durante las próximas tres décadas. De esta forma, dijo que no se está creando un sistema de gratuidad universal, sino que éste se desarrollará en la medida de lo posible dependiendo de diversos factores. En ese sentido, expresó su beneplácito con la instalación de una mezcla virtuosa entre gratuidad, becas y crédito, las que deben ser el pilar de la aplicación de un mecanismo permanente de gratuidad en la educación superior. 


Enseguida, el Honorable Senador señor Montes hizo presente, respecto de la calidad, que es importante contar con un sistema que estandarice las carreras en su conjunto, pero otro asunto diferente es dedicar un acápite importante de este proyecto a la certificación de las carreras profesionales, con el objeto de potenciar la gestión de la calidad en materia de educación superior, sobre todo considerando que existe una cantidad importante de programas que no dicen relación con la oferta laboral efectiva ni con los profesionales que el país necesita. Manifestó que el estado actual del debate supera al que imperó cuando se definió la acreditación, momento en el cual el eje de la discusión estaba en si acaso era necesario legislar o no, en el cual todo un sector defendía la opción de que fuera el mercado el que operara por medio de sus mecanismos para definirla. 


Señaló que uno de los aspectos centrales en la discusión de este proyecto de ley es definir el concepto de qué universidad es la que requiere el Siglo XXI en nuestro país. En su opinión, es imposible en los tiempos que corren separar la formación profesional de la investigación y su relación con el desarrollo económico y social de los países, puesto que en ella (la investigación) radica la jerarquización de las necesidades de un país para asignar los recursos donde son más necesarios. Este es, en su opinión, el déficit más importante de la educación superior en Chile y debe ser abordado en cuanto a la búsqueda de diversas fórmulas que pueden ir desde la cooperación entre diversas casa de estudios hasta el impulso estatal de investigaciones en temas específicos como es el caso de las energías renovables, la geotermia, la sismología y otros de diversa índole, para lo cual es necesario, además, convocar a CONICYT y su Programa de Becas Chile para estudios de postgrado ya sea en Chile como en el extranjero. 


Finalmente, añadió que no basta con regular y ordenar, sino que es necesario proyectar al país desde las mejoras en investigación en la educación superior y el sesgo con el cual se está llevando a cabo. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer expresó que este proyecto de ley es de una tremenda importancia para Chile, pues permitirá contar con una nueva normativa para la educación superior, la que debe avanzar en la dirección correcta con una visión que se haga cargo de los desafíos del futuro, sin afectar la igualdad de los estudiantes y que sean discriminados arbitrariamente, ni tampoco atentando en contra de la autonomía de las instituciones o lesionando indebidamente la libertad de enseñanza. 


En ese sentido, manifestó que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados da cuenta, en su opinión, de una sobre regulación que, precisamente, atenta en contra de la autonomía de las instituciones y de la libertad de enseñanza, lo que eventualmente podría generar algunos vicios de constitucionalidad que deben ser subsanados para avanzar sobre la materia. 


Agregó que esperaba una discusión profunda en que se escuche a todos los actores interesados y que se debata con una mirada de Estado, permitiendo así que tanto el Gobierno y el Senado puedan incorporar todas las modificaciones que sean necesarias para subsanar las eventuales vulneraciones de los derechos de las familias, los estudiantes de los sectores más vulnerables y de las instituciones que hoy operan. 

A su turno, el Honorable Senador señor Allamand valoró el ánimo del Ejecutivo y de los miembros de la Comisión con el objeto de avanzar en esta materia, lo que no obsta a que haya que detenerse lo necesario en aquéllas áreas que así lo requieran. 


Concordó con el Honorable Senador señor Montes en cuanto que este proyecto no debe agotarse sólo en cuestiones meramente administrativas o en la creación de nuevas instancias burocráticas, sino que debe ir más allá y tratar sobre asuntos tales como la investigación, la calidad de las carreras y los sistemas propuestos para el financiamiento de la gratuidad. Para lo anterior, sugirió un método de trabajo similar al que se utilizó con ocasión del el proyecto de ley sobre nueva educación pública, de manera que aquellas materias que no revisten de grandes controversias pueden despejarse de manera más rápida y con amplios consensos. 


Finalmente, el Honorable Senador señor Quintana expresó que una cuestión central que hay que tener presente es que las instituciones de educación superior deben cumplir con estándares de calidad acorde a lo que ofrecen, puesto que, de otra forma, generan frustración en las familias que con esfuerzo envían a sus hijos a la Universidad o a los Centros de Formación Técnica. 


Al mismo tiempo, señaló que una de las materias en las cuales debería centrarse la discusión legislativa en esta Comisión se refiere al acceso y a la labor que en ella cumplirá la nueva Subsecretaría de Educación Superior, con el objeto que tenga un rol relevante en cuanto representante del Estado en este asunto. 


En tercer lugar, declaró que la iniciativa debe hacerse cargo, además, de la calidad de las carreras que están impartiendo tanto las universidades y centros de formación técnica e institutos profesionales, ya sean públicos o privados en relación con los territorios en donde operan y su aporte al desarrollo nacional. Por esta razón, debe existir una instancia profesionalizada que vaya más allá de la evaluación de 2, 3, 4, 5, 6 o 7 años. Como ejemplo, señaló que una preocupación particular deben ser las carreras de la salud y la exclusividad de que estas sean impartidas sólo por universidades, cuestión que si bien se pretendió abordar legislativamente, aún se encuentra está pendiente. 4

Asimismo, declaró que no queda claro cuál será el sustento para la mantención de algunos centros de formación técnica e institutos profesionales en una situación de lucro y otros no, asunto que también deberá ser abordado durante el debate. 


Finalmente, sobre la tramitación que se dará a esta iniciativa de ley expresó su discrepancia con la forma en que se llevó a cabo la discusión del proyecto sobre Nueva Educación Pública, en razón de que se ralentizó la discusión de fondo privilegiando audiencias que repetían argumentos. Por ello, si bien está de acuerdo en escuchar a expositores sobre la materia, solicitó enfocarse en los aspectos sustantivos de un proyecto que contiene un anhelo no sólo de la Administración actual sino que de una buena parte de los chilenos que votaron por el actual Gobierno, cual es la gratuidad en la educación superior. 
- - -

II.- EXPOSICIONES DE LOS INVITADOS Y DEBATE EN LA COMISIÓN RESPECTO DE ELLAS5.

Como se señaló al inicio de este informe, la Comisión recibió en audiencia a diferentes entidades y expertos, tañes como rectores universidades y de establecimientos de educación superior, centros de estudios y otros interesados, en base a un listado que hicieron llegar sus integrantes a la Secretaría de la instancia. A continuación, entonces, se transcriben los principales planteamientos que ellos formularon:


1.- Ignacio Sánchez, Rector de la Pontifica Universidad Católica de Chile. 


En primer término expresó que el proyecto de ley forma parte de una reforma necesaria dada sus implicaciones para el futuro del país, pues es necesario recordar que la última reforma tuvo lugar hace treinta y seis años, y desde entonces, el sistema ha crecido y cambiado considerablemente. Sin embargo, a pesar de la presión sobre la necesidad de esta reforma y sus objetivos – aumento en la calidad con una mayor equidad y estimular la creación de nuevo conocimiento –, el proyecto de ley actual incluye aspectos que son motivo de preocupación y de un malestar generalizado. En efecto, precisó, la iniciativa legal no considera un consenso de críticas que fueron planteadas en su discusión en la Honorable Cámara de Diputados. Por ello, añadió, se requiere mejoras en la definición de conceptos tales como la educación que Chile requiere para el futuro, el rol público de las universidades, la autonomía de las instituciones, potenciar los aspectos que intervienen en la regulación del sistema, estimular a las universidades regionales, destacar la relevancia de la educación técnica y profesional y el financiamiento estudiantil e institucional. Todos estos son elementos cruciales que influirán significativamente en la calidad final del proyecto que se apruebe. 

En este mismo orden de consideraciones, planteó que este proyecto debiera centrarse en los aspectos de institucionalidad y aseguramiento de la calidad, y dejar el financiamiento para una siguiente etapa, lo que permitiría avanzar en los aspectos que son la base de la construcción de un nuevo sistema. A continuación, detalló brevemente los aspectos a cambiar y mejorar:

1) El proyecto no contempla una definición clara del sistema de educación superior sistémico, amplio y diverso que el país requiere. Tampoco hay una definición de la función pública de las universidades. Este rol y función solo se describe desde la lógica de la propiedad de las universidades estatales. Sin duda, estas universidades deben ser apoyadas y fortalecidas,- como es conocido, está en tramitación en la Honorable Cámara de Diputados un proyecto de ley que regula dicha materia -, sin embargo este apoyo no puede ser a expensas o en desmedro de otras universidades de función pública, las que actualmente entregan más del 50% de los bienes públicos en investigación. 
2) No se considera la contribución que las instituciones tradicionales han hecho al país por décadas, a las que se han sumado otras instituciones privadas con marcado rol público. Todas ellas expresan este compromiso público a través de la labor que hacen en la formación, investigación y propuestas ofrecidas en beneficio de la sociedad. En este sentido, señaló que apoya la incorporación de nuevas universidades al Consejo de Rectores, definiendo las condiciones en relación con su calidad, aporte público y apoyo a las políticas públicas en Educación Superior. La diversidad en el sistema de Educación Superior debe ser valorada, sin olvidar que la calidad es la prioridad.


3) En cuanto a la autonomía de las instituciones, es decir, la regulación del sistema, su transparencia y garantía de calidad, se requiere que se desarrolle una nueva estructura institucional, la re-evaluación del sistema de admisión y el establecimiento de un proceso regulatorio robusto que garantice la transparencia financiera y de la información para padres y estudiantes. La nueva estructura institucional, que en el proyecto de ley incluye una Subsecretaría, una Superintendencia y un Consejo de Aseguramiento de la Calidad, debería permitir a las universidades crecer y desarrollarse, pero no establecer sobrerregulaciones que solo burocratizan el sistema y convierten al Estado en un ente único y controlador. 


Continuando con su exposición, hizo presente que el actual proyecto de ley, además de ser desfavorable para la calidad de las instituciones, presenta un riesgo significativo para la autonomía de las universidades, siendo éste un aspecto crucial para el crecimiento y desarrollo del sistema. Existe, en su opinión, una sobrerregulación por parte del Ministerio, con un rol desproporcionado de la Subsecretaría que toma a cargo el sistema de admisión, define cuotas de inscripción de cupos, valores y matrícula. Si queremos construir una estructura sustentable para el futuro, la Subsecretaria debiera ser la encargada de elaborar, coordinar y ejecutar políticas y programas. El nuevo Consejo de Calidad deberá estar orientado a mejorar el sistema de acreditación, con un rol de seguimiento, evaluación continua y asistencia a las instituciones. Adicionalmente, la Superintendencia debiera tener un papel de supervisión en el área financiera e información a los estudiantes, para evitar los conocidos excesos que se han presentado.  Es importante dotarla de adecuadas atribuciones, no como está en la actualidad en que hay un número excesivo de funciones que hacen muy engorroso el trabajo universitario. En el actual proyecto de ley, las funciones de la Superintendencia hacen compleja la labor de innovación, emprendimiento y aporte de valor a la sociedad desde las universidades, al ponerse trabas a la asociación con empresas para desarrollar estas labores propias de la universidad del presente y en especial del futuro.


En el proyecto no se visualiza, según dijo, el apoyo a las universidades regionales, ya sean estatales o las de carácter público, muy en especial, las de las zonas extremas del país. Estas instituciones son fundamentales para el desarrollo científico, cultural y económico de sus comunidades. Incluso, son cruciales para mantener la soberanía de nuestro territorio. En su opinión hay que comprender al estímulo regional como tal, de otra forma no será posible impulsar un proceso real descentralización y asegurar que el país ofrezca oportunidades equitativas de crecimiento. Igualmente, es necesario fomentar la educación técnica y profesional, que es crucial para el desarrollo sostenible del país. Desde el Estado es necesario potenciar este sector, apoyando los buenos proyectos actuales y estimulando propuestas en regiones. Como se sabe, este sector es muy importante en la cadena productiva del país, además, es una palanca de desarrollo de muchas familias que agrupan a los estudiantes más vulnerables.


El proyecto de ley plantea, según dijo, una forma de financiamiento estudiantil mediante la incorporación de la gratuidad para el 60% de los estudiantes más vulnerables, junto a un sistema de crédito con modificaciones del actual el Crédito con Aval del Estado (CAE). Expresó que esta política bien implementada es positiva para ampliar el acceso a la Educación Superior, ya que tiene como objetivo avanzar en la inclusión y la igualdad de oportunidades. Sin embargo, la propuesta actual produce un desfinanciamiento para muchas instituciones, -varias de ellas de gran calidad-, existiendo un riesgo de debilitar la calidad de los proyectos educativos. Esto es debido al cálculo de los aranceles regulados que no cubren el costo de la docencia, con escasos fondos públicos y ajustes económicos que las instituciones tendrán que realizar para apoyar esta política pública. Del mismo modo, si se fijan los precios, -en especial de los estudiantes de ingresos superiores que no están afectos a gratuidad-,  sin tener en cuenta los elementos antes mencionados ‒calidad y diversidad del sistema‒, la propuesta será una amenaza para el desarrollo y la autonomía universitaria.


Indicó que el proyecto no propone gratuidad universal, aunque esa es la apariencia de los artículos permanentes, sino gratuidad en la medida que el país lo permita, como se deduce de sus artículos transitorios. En esas condiciones, se debe plantear un régimen permanente que sea una combinación de gratuidad, becas y créditos. La ponderación de cada uno de los componentes debiera hacerse cada año a través de la Ley de Presupuesto, considerando que hay otras prioridades a las que el país debe atender (salud, previsión social, vivienda, entre otras). Por otra parte, apoyó la transformación del CAE, separando a la banca privada de su administración, en un esquema y condiciones similar a las que tiene actualmente el Fondo Solidario. El país requiere de un sistema de créditos para la Educación Superior, ya que la gratuidad universal no es una propuesta posible de implementar en las condiciones actuales y tampoco en un horizonte de largo plazo.


Desde el punto de vista del financiamiento a las instituciones, apuntó que los fondos basales aportados a las universidades de función y rol público son esenciales para desarrollar investigación, creación de nuevo conocimiento y aporte cultural a las comunidades locales y a la sociedad. Estos fondos basales deben ser aumentados, -con evaluación rigurosa de sus resultados y aporte al país-, a través del Aporte Fiscal Directo (AFD), del fondo basal por desempeño para las universidades de G9, -el que debe tener las mismas condicionales del convenio marco de las universidades estatales-, y por medio de fortalecer la vía de financiamiento competitivo de los concursos de Ciencia en todas sus áreas, desarrollo artístico y cultural, con un adecuado proceso de rendición de cuentas para todas las instituciones que reciban fondos públicos. 


Para finalizar, manifestó que el actual proyecto de ley es un retroceso para la Educación Superior del país. Insistió en que sería más conveniente abordar de manera preferente y focalizada los aspectos de institucionalidad y aseguramiento de la calidad y postergar para una segunda etapa el financiamiento estudiantil. El proyecto se debe mejorar con urgencia en el Senado en los aspectos descritos. Las líneas de construcción de un proyecto de futuro deben ser la calidad, el desarrollo y la equidad; respetando la autonomía de las instituciones y su capacidad para crecer y desarrollarse.

2.- José Antonio Guzmán, Rector de la Universidad de Los Andes. 


Señaló que el proyecto de educación superior en debate no apunta a la mejora del sistema ni a sus desafíos futuros, sino a establecer un sistema de financiamiento cuyo eje es la gratuidad universal del pregrado en conjunto con una extensa red de regulaciones que perjudican el desarrollo de las instituciones y la libre elección de los estudiantes. 




En efecto, prosiguió, la iniciativa promueve una visión desactualizada de la educación superior, que se concentra excesivamente en la docencia de pregrado (incluyendo la fijación de aranceles y vacantes) por sobre la innovación, investigación, la internacionalización, la mejora continua y el desarrollo de posgrados, entre otros. Además, establece un marco regulatorio excesivamente estricto que limita el desarrollo del sistema, marcadamente influenciado por problemas puntuales y contingentes en lugar de una perspectiva más amplia de la educación superior, consolidando discriminaciones arbitrarias e históricas, al no modificar el Aporte Fiscal Directo ni repensar la pertinencia del Consejo de Rectores de Universidades chilenas (CRUCH), tomando en cuenta la composición actual del sistema (en particular la distribución de la matrícula). Se concentra en hacer factible un sistema de financiamiento —la gratuidad universal— que es regresivo, caro, y que limita la diversidad del sistema y la autonomía de las instituciones.

En ese mismo orden de ideas, señaló que como institución con un proyecto educativo definido, la autonomía es central para el desarrollo de la universidad. Las regulaciones que el proyecto de ley establece, hasta cierto punto, afectan directa o indirectamente el proyecto de la universidad que representa. Además, la mala implementación de algunas de ellas implican amenazas graves a la autonomía, las que se detallan a continuación:


Uno) La administración por parte de la Subsecretaría del sistema de admisión termina en un control estatal sobre materias académicas que es propio de cada proyecto educativo. Los intereses de la Subsecretaría pueden ser incompatibles o derechamente opuestos a los de las instituciones, por ejemplo, en cuanto a la selectividad académica. El control centralizado de la admisión afecta la autonomía de las instituciones y pone en riesgo la naturaleza misma de la educación superior universitaria: meritocracia y excelencia académica.


Dos) La existencia de una Superintendencia no es una amenaza en sí misma para la autonomía de las instituciones. El problema es la amplitud y vaguedad de sus atribuciones que derivan en espacios de discrecionalidad. Esto se combina con el carácter político del cargo de superintendente y la falta de criterios y reglas en esta materia, por tratarse de una institución nueva. 


Tres) Se debilita la política de pesos y contrapesos que ha sido estructural en el sistema educacional. Por ejemplo, no corresponde que en el proceso de nombramiento del administrador provisional y de cierre el rol de Consejo Nacional de Educación sea reemplazado por la Superintendencia. La autonomía de las instituciones se resguarda mejor cuando se cuidan los equilibrios institucionales entre los entes estatales involucrados y se acotan sus roles. 

Cuatro) La prohibición de operaciones entre relacionados no afecta directamente a la Universidad de Los Andes, pero puede sobre regular y ahogar al sistema de educación superior en lugar de potenciarlo. Estas regulaciones limitan el desarrollo actual y futuro de muchas instituciones y del sistema en general.

En relación con la acreditación y el aseguramiento de la calidad, expresó que se deben equilibrar criterios y estándares objetivos con la diversidad de proyectos educativos y las distintas formas en que estos pueden desarrollarse. Los estándares cuantitativos son especialmente insensibles a la diversidad y corren el riesgo de distorsionarse o perder sentido si no se considera su contexto. Por lo tanto, para resguardar la autonomía de las instituciones es preciso especificar mejor cómo se considerará la particularidad del proyecto educativo en el proceso de acreditación. En esta línea, hacer obligatoria la acreditación en investigación parece una exigencia incongruente con el carácter fundamentalmente docente de un importante número de instituciones del sistema.


En sus disposiciones generales – continuó – el proyecto contiene normas que dan pie a distintas interpretaciones generando un campo de dudas que requiere ser resuelto para que las instituciones de educación superior se desenvuelvan en un marco de certezas jurídicas. Al respecto surge la siguiente observación: se establece que el sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones y que éstas deben “ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, provenientes de controladores o entes externos a la misma, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones” (Art. 2, a)). Afirmó que esta disposición, si bien dice proteger la libertad académica, impide que, por ejemplo, la Junta Directiva de una institución disponga de una orientación específica vinculada a un determinado proyecto educativo, un elemento básico de la libertad de enseñanza. Más adelante el proyecto prescribe que “El Sistema promueve y respeta la diversidad de procesos y proyectos educativos, que se expresa en la pluralidad de visiones y valores sobre la sociedad y las formas de búsqueda del conocimiento y su transmisión a los estudiantes y a la sociedad” (Art. 2, d)). De esta forma los fines y principios de la educación superior reemplazarían a los propios de cada institución, restando diversidad al sistema. 

Esta definición carece de una mirada de largo plazo ya que al limitar su orientación se establecen cortapisas que son incompatibles con el desarrollo de la educación e investigación del futuro. Por ejemplo, se señala que la orientación y la base de “la educación superior debe orientarse y tener como base la transformación del pensamiento, que permita la renovación de los actuales paradigmas” (Art. 1). Si bien esta puede ser una línea de la educación superior, no necesariamente es propia de todos los proyectos educativos, ni menos de todas las disciplinas que imparten las diversas instituciones. La línea propuesta tampoco se adecúa a la formación que entregan las universidades docentes ni a la educación técnica.


Sobre el nuevo sistema de financiamiento basado en la gratuidad universal, hizo presente que sustentarla en la docencia de pregrado es una amenaza para las instituciones, tanto para las que adhieren como las que no. Las instituciones privadas que adhieren a la política de gratuidad se someten a un esquema de financiamiento que les genera un déficit financiero significativo y creciente. La fijación centralizada de precios implica tratar la educación superior como un bien estandarizable y, además, le pone un techo al crecimiento y desarrollo del sistema. Para las instituciones en pleno desarrollo, la gratuidad implica una limitación incompatible con la calidad y la inclusión.

Las instituciones que no adhieren a la gratuidad se ven, de esta forma, afectadas por distintas discriminaciones, como las que se han reflejado en el acceso al CRUCH y la asignación de campus clínicos. Además, indirectamente, limita la libertad de elección de los estudiantes vulnerables para escoger proyectos no gratuitos (dadas las diferencias significativas entre las ayudas estudiantiles entre instituciones adscritas y no adscritas). Es previsible, concluyó, que de persistir este tipo de políticas se profundicen las discriminaciones entre instituciones.


3.- Ricardo Paredes, Rector del Centro de Formación Técnica DUOC UC.


El proyecto tiene poca visión de los desafíos que vienen a futuro y exacerba nichos, sin clara relación con calidad y deja a la educación superior técnico profesional en una acepción antigua y aislada. En cuanto al rol de la educación superior técnico profesional, expresó que la definición en la ley constituye un avance, pero mantiene concepción obsoleta asociada al trabajo (manual), en contraposición a la universitaria, dejando nichos universitarios y técnico profesionales sin chequeo de calidad a carreras técnicas dictadas en universidades (algunas del CRUCH), y además, la iniciativa de ley considera un menor financiamiento para estudiantes de carreras técnicas


Añadió que la educación superior técnico profesional (ESTP) es un camino de formación para egresados de enseñanza media en la cual los jóvenes buscan progresivamente más oportunidades de desarrollo y estudio y que, al partir, no saben exactamente lo que quieren. No es necesariamente más barata la ESTP que la universitaria, en razón de que el financiamiento por alumno sustancialmente es inferior, lo que se traduce en menos superficie por alumno, pero no menos costo, por elevada inversión y obsolescencia de talleres. En su opinión, es fundamental mirar este segmento educacional sin prejuicios, sin diferenciación y con iguales exigencias (traslape es mayor en indicadores de output y de elección de carreras).

Asimismo, destacó el hacer la acreditación obligatoria, pero con la salvedad de que con los cambios introducidos por la Honorable Cámara si no se acredita no hay consecuencias. La institucionalidad de calidad debe mantener autonomía del Gobierno, promoviendo un sesgo estatal dado por el rol de la Subsecretaría que debe acabar. Otro cambio en la Cámara suprimió la acreditación condicional, lo que, según dijo, es un buen criterio para no forzar resoluciones equivocadas (reponer); cuatro años constituyen un estándar razonable, por lo que aumentar a cinco no es factible en plazo prudente. Lo anterior sólo llevará a reducir estándar.


La supervisión del sistema que considera la iniciativa cuenta con atribuciones muy amplia, con el riesgo de recarga a instituciones de buen funcionamiento. El aseguramiento de la calidad debe ir por su propia vía y no por la de la Superintendencia. Es fundamental, según dijo, entregar mayores grados de autonomía a métodos de enseñanza para instituciones de mayor calidad, y no una sujeción tan férrea a la Subsecretaria.


Sobre el financiamiento para la gratuidad, indicó que la centralidad de la gratuidad universal, que puede nunca llegar, genera enormes riesgos en cobertura y  financiamiento institucional (Duoc UC, tiene estimaciones de $1.300 millones). De esta manera, la fijación de aranceles reales por gratuidad, hasta ahora, genera un desfinanciamiento previsible muy grande, constituyendo un escenario poco adecuado y muy riesgoso.

Asimismo, prosiguió, el proyecto de ley debe reconcebirse en cuanto al concepto y funciones sociales de la ESTP y permitir que se otorguen grados o equivalentes, de modo que los egresados sean elegibles sin discriminación respecto de los universitarios para estudios de posgrado de especialidad (fundamentalmente tecnológicos). Se debe aumentar la autonomía para la formación semipresencial, lo que constituye una herramienta clave para llegar a grupos que trabajan. 

Indicó, finalmente, que la gratuidad representa mayores riesgos, y no requiere fijación de aranceles (prohibición de cobro complementario menos peor), por lo que se debe terminar con discriminación hoy al sexto y al séptimo decil, respecto de los alumnos de las universidades.


4.- Juan Zolezzi, Rector de la Universidad de Santiago de Chile.
En cuanto al Sistema de Educación Superior, señaló que se mantiene el principio de pensar a la educación como un bien de consumo en un sistema de mercado, donde, a la vez, se identifican dos subsistemas: uno regulado y otro levemente regulado. 

El subsistema regulado considera a las instituciones de educación superior estatales (acceden a gratuidad por ley) y privadas que adscriben a gratuidad (acceden a gratuidad voluntariamente y con posibilidad de renunciar). El financiamiento del subsistema regulado establece la gratuidad, las becas y los créditos con o sin garantía estatal, fijando regulaciones en cuanto a las vacantes y aranceles de referencia; el copago de aranceles reales (transición); un Sistema Único Admisión, Superintendencia y Consejo Nacional de Acreditación, y la revisión de los procesos por parte de la Contraloría General de la República para las Universidades Estatales. 

El subsistema levemente regulado (instituciones de educación superior privadas que no adscriben a gratuidad cuenta con un financiamiento por medio de becas y créditos con o sin garantía estatal, con regulaciones consistentes en fijar un límite de financiamiento público (sin límite co-pago); un Sistema Único de Admisión,  Superintendencia y Consejo Nacional de Acreditación, sin el examen de la Contraloría General de la República. 

Continuando con el Sistema de Educación Superior, expresó que el proyecto de ley no se mejora la definición de títulos y grados. Aunque si bien se menciona la existencia de un Marco Nacional de Cualificaciones (MNC), no se establece su institucionalidad; no se específica su vinculación con el sistema de Aseguramiento de la Calidad, y no se establece su obligatoriedad. En este sentido, un Marco Nacional de Cualificaciones debiera apuntar a:

Uno) Favorecer el desarrollo de un sistema de Educación Superior articulado que permita el aprendizaje a lo largo de la vida y el reconocimiento de aprendizajes previos.  

Dos) Establecer un sistema coherente, transparente y legible de certificaciones para la educación superior.

Tres) Promover la pertinencia de los perfiles de egreso de las carreras y programas en función de los requerimientos del medio social y laboral, y velar por su coherencia con el tiempo requerido para el logro de los aprendizajes correspondientes a cada uno de sus niveles formativos. 

Cuatro) Mantener Instituciones de educación superior con fines de lucro.

Respecto del financiamiento, hizo presente que no se considera el desarrollo de Ciencia, Tecnología, Innovación y Creación y se mantienen aportes fiscales sin regulación de precios (en transición). De esta manera, la definición de duración formal de las carreras presenta varios inconvenientes:


Uno) No reconoce programas de estudios a tiempo parcial (lo que provocará un mayor gasto público).

Dos) Incentiva a que las carreras se alarguen.

Tres) Se mantienen becas sin regulación de precios (lo que impedirá una disminución en el endeudamiento de las familias).

Cuatro) Se permiten aranceles sobre el arancel regulado para estudiantes sin gratuidad.

A propósito del aseguramiento de la calidad a la que se refiere la iniciativa en debate, señaló que en una mirada de acreditación integrada, el carácter obligatorio para muchas carreras es inconveniente. Las carreras de interés público debieran estar obligatoriamente en la muestra de carreras que revisa el proceso de la acreditación integrada. Es imprescindible contar con mejores mecanismos en caso que una Institución de Educación Superior pierda la acreditación. De acuerdo con lo anterior, fue de opinión de que no hay que perder de vista que el Estado de Chile es el garante de la calidad y de su aseguramiento en la Educación Superior y que a través de sus Instituciones de educación superior debe ser el reflejo de los mecanismos de Aseguramiento de la Calidad y de la Acreditación. De esta manera, el Estado no puede permitir que Instituciones de educación superior de la cual es propietario tengan niveles de Aseguramiento de Calidad sub-estándar. De ocurrir que una o algunas Instituciones de educación superior Estatales tengan baja acreditación la responsabilidad recae en el Estado por la vía del Ministerio de Educación, quien deberá actuar con la máxima diligencia para resolver el tema.

Acceso y Control de Vacantes.

El Sistema Único de Acceso no debe ser administrado por la Subsecretaria. En su opinión, sería deseable que los mecanismos de discriminación positiva sean más explícitos (cupos inclusivos). Además, debe considerarse un sistema diferente para la prosecuciones de estudio de forma de incentivar: el aprendizaje a lo largo de la vida y  el reconocimiento de aprendizajes previos (RAP). La definición de vacantes propuesta en la ley tiene grandes problemas:

Uno) No puede ser anual, ya que impide cualquier tipo de planificación estratégica. Debiera ser una tasa máxima de crecimiento para el próximo quinquenio, por ejemplo.

Dos) Debe considerar parámetros como la retención y la titulación.

Tres) El 2,7% de crecimiento de la matrícula para una Institución es absolutamente arbitrario  y se planteó en forma provisoria para la Ley de Presupuestos del 2016. 

Enseguida, declaró que las Universidades del Estado están sometidas a un doble control y fiscalización: la Superintendencia y Contraloría General de la República, lo que constituye una asimetría entre control a Universidades del Estado y el resto del sistema. El proyecto de ley toma algunos resguardos genéricos al señalar que las funciones de la Superintendencia se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República y en coordinación con ésta, aspecto que no inhibe a la Superintendencia de realizar labores de fiscalización a las instituciones estatales. La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de su competencia, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor de las instituciones fiscalizadas.

Relación entre calidad y gratuidad.

El Rector Zolezzi dijo que el proyecto fija una fórmula de aranceles de referencia para instituciones de educación superior estatales que no incorpora la diferencia en costos con instituciones de educación superior privadas, tampoco la necesidad de reajustar estos costos en el IRSP. Existen entonces aranceles mayores que no incluyen costos de transacción. Los aranceles regulados se determinarán en razón a grupos de carreras definidos por la Subsecretaría, suponiendo que dichos grupos de carreras tengan estructuras de costo similares entre sí. Tampoco se expresa en el proyecto una voluntad de permitir un reajuste del financiamiento a la gratuidad de conformidad al índice de reajustes del sector público para las instituciones de educación superior estatales, en la práctica las Universidades Estatales deben ajustar las remuneraciones de sus funcionarios año a año conforme a dicho indicador. Además, el proyecto de ley regula los valores de los cobros por concepto de titulación o graduación sin que este monto sea considerado para efectos de la determinación del monto entregado por gratuidad. 

Señaló, finalmente, que debe existir un mecanismo diferenciado en caso que una universidad estatal pierda la acreditación y considerarse un precio regulado diferente para las Instituciones de educación superior del Estado, ya que éstas tienen costos más altos de operación (debido a diferentes controles, mercado público, estatuto administrativo, IRSP, entre otros).

5.- Alfonso Muga, Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación. 

Afirmó que se establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior como un conjunto articulado de agencias públicas, el que está orientado más hacia la fiscalización que hacia el fomento y mejoramiento continuo de las instituciones de educación superior. El rol de las instituciones de educación superior en el sistema de aseguramiento de calidad es clave, por lo que se requiere de fórmulas que permitan convocarlas e integrarlas.

Según dijo, resulta llamativo que no se incorpore, en otros aspectos del proyecto, a los dos subsistemas de educación superior y se visualice su articulación.

El volumen de tareas y modalidad organizativa, dedicación, duración en el cargo y nominación de una fracción de los comisionados considera una modalidad de trabajo en salas autónomas con poder de decisión, excepto la acreditación institucional y la aprobación de normas y materias estratégicas. Lo anterior requiere de una Comisión con mayor número de integrantes (desde los mundos de la ciencia y regional, por ejemplo) y una dedicación que en los hechos sea compatible con el desempeño académico y docente.

En su opinión, existe una disonancia entre el perfil requerido para ser comisionado y las limitaciones derivadas del ejercicio del cargo, pues se fija una limitación de la capacidad de discernimiento de la Comisión debido a potestad sancionatoria indeterminada hacia la actuación de los comisionados. El seguimiento debe orientarse a proveer información para una nueva acreditación y no adelantarla, o bien si se detecta información dolosa, se debe quitar la acreditación.

En cuanto a la autorización de nuevas sedes y programas, explicó que una institución de educación superior con cuatro años de acreditación debe expresar su autonomía mediante sus planes de mejora.  En todo caso, sí debe haber autorización previa debe estar radicada en la Subsecretaría de Educación Superior que es el mismo organismo que autoriza el cierre.

Criterios y estándares: el riesgo de uniformar.

A este respecto, precisó que establecer estándares iguales podría conducir a uniformar estrategias y a reducir la diversidad y la autonomía.  El actual sistema – continuó –, diverso y heterogéneo, puede verse forzado a la homogeneización, lo que constituye el riesgo de impulsar a instituciones a centrar esfuerzos en cumplir exigencias de acreditación basada en estándares no necesariamente armónicas con sus propósitos. En materia de estándares se debe distinguir entre umbrales e indicadores promedio, por lo que hay que revalorizar y potenciar la deliberación como fuente primordial de juicio experto de calidad en una combinación virtuosa de criterios y estándares.

Acreditación Institucional: rol que se espera de la agencia de calidad.

Señaló que las consecuencias de la no acreditación, teniendo un mínimo de cuatro años, deriva en un administrador provisional, que en la práctica, es el cierre de una instituciones de educación superior.  Sugirió que hay que posibilitar una acreditación de tres años y la institución mostrar avances significativos para un nuevo proceso.  De no lograrlo (acreditar nuevamente por tres años) una autonomía condicionada a una supervisión en el CNED. La acreditación integrada, y no integral, debe considerar únicamente una muestra intencionada de programas de pre y postgrado, por lo que se debe establecer un hito claro desde la obtención de la autonomía para iniciar el proceso de acreditación institucional.

Acreditación de carreras de pregrado: procesos necesarios para la realidad del país.

Añadió que la obligatoriedad de acreditación de ciertas carreras, supuestamente por su impacto y riesgo social, es un argumento que se puede esgrimir para otras titulaciones fuera del ámbito de la educación y la salud. Se suele confundir la acreditación de las carreras con materias propias de sistemas de habilitación y certificación profesional, asunto que tiene su propia lógica y que Chile no ha abordado. La acreditación de carreras es la base actual de la nueva generación de acuerdos bilaterales de reconocimiento de títulos para la movilidad profesional. Entonces, se requiere adoptar una posición sobre si la acreditación voluntaria de carreras seguirá existiendo y establecer una fórmula institucional viable para abordar una evaluación de tamaña magnitud. 

Acreditación de programas de magíster: una realidad que hay que atender.

El proyecto deja al margen del sistema, según dijo, un nivel educativo en alza heterogénea en términos de calidad. En este sentido, que exista una laguna en relación al aseguramiento de la calidad entre el nivel de pregrado y el de doctorado, altera la continuidad del foco de la calidad en el sistema de educación superior.

Silencios del proyecto. En relación con este asunto, sugirió que:
Uno) Hay que considerar la internacionalización de la educación superior y de las prácticas de aseguramiento de la calidad para el reconocimiento bilateral, por ejemplo, de certificados de estudios.

Dos) Regular los programas de prosecución de estudios en un marco de formación continua.

Tres) Considerar los programas especiales y reconocimiento de aprendizajes previos.

Cuatro) Referirse a la admisión complementaria de adultos a programas de pregrado. 

6.- Patricio Sanhueza, Rector de la Universidad de Playa Ancha en representación de la Agrupación de Universidades Regionales.

Explicó que la Agrupación de Universidades Regionales que representa está constituida por universidades acreditadas y con sus casas centrales ubicadas en regiones, y cubren desde la Región de Arica y Parinacota hasta la de Magallanes y la Antártica Chilena, acogiendo a 220.000 estudiantes y a 20.000 docentes e investigadores. Sus programas docentes cubren todas las áreas del quehacer económico, cultural, político y social, actualizando y perfeccionando las capacidades locales con numerosos diplomados, 450 magister y 125 doctorados. Además, han aportado las comunidades a través de la radio, televisión, actividades artísticas y culturales y han asumido el rescate y promoción de la identidad local. En la actualidad aportan cerca del 45% de la investigación científica indexada en Chile y reciben, en esta área, aproximadamente el 35% de los recursos públicos: CONICYT, CORFO y otros.

En lo que dice relación con el proyecto de ley en informe, expresó que existen algunos aspectos omitidos y materias que es necesario reformular.

Así por ejemplo, la educación superior debe asumir que Chile es un país diverso, centralizado y con fuertes desigualdades, en que las políticas e instrumentos de la educación superior, por acción u omisión, han propiciado el centralismo, la fuga de talentos y un trato discriminatorio hacia las regiones. Por ello, apuntó, estas deben ser coherentes y dialogar con las políticas de descentralización y de ciencia y tecnología. Por lo anterior, se debe fomentar el apoyo a la red de universidades regionales y promover un sistema que brinde calidad con independencia de la región de residencia; impulsar un país armónico y equilibrado, y valorar y respetar a las comunidades regionales. 

En síntesis, precisó, el proyecto no considera instrumentos idóneos para la contribución efectiva de las Universidades Regionales al desarrollo territorial
En lo que se refiere a gobernanza e institucionalidad efectiva, el Rector Sanhueza señaló que el rol asesor y propositivo en el ámbito de las políticas del Consejo de Rectores de Universidades chilenas permite participación y expresión de las quince regiones, por lo que Subsecretaría de Educación Superior propuesta debe tener como objetivos principales los siguientes:

Uno) Impulsar políticas de mediano-largo plazo con expresión territorial y estimulen la relación ES – desarrollo regional
Dos) Disponer de una unidad de estudios especializada en temas regionales
Tres) Propender a un sistema de admisión autónomo e independiente de contingencias políticas.
Cuatro) Construir una Institucionalidad Regional de la ES, esto requiere agregar al proyecto:
Cinco) Formular Estrategias Regionales de Educación Superior articuladas con las de ciencia y tecnología.
En lo que se refiere al sistema de aseguramiento de la Calidad, la Comisión Nacional debe contar con al menos el 50% de integrantes con efectiva trayectoria en regiones, los que deberán valorar especialmente los resultados y también los esfuerzos asociados a la docencia en contextos vulnerables (calidad medida en el contexto), y al menos el 50% de los pares evaluadores deben tener experiencia acreditada en instituciones de educación superior regionales

Además, los proyectos de instituciones de educación superior -nuevas sedes o carreras- deben ser pertinentes a realidades locales. Esto implica justificarlas en estudios de demanda y empleabilidad, tendencias de desarrollo y políticas públicas nacionales y regionales. Se deben impulsar medidas para asegurar similares niveles de calidad en el sistema inter-regional, particularmente apoyo a instituciones de educación superior de regiones extremas, menor población o de mayor vulnerabilidad.
La gratuidad y el aporte estatal a la docencia universitaria presenta, en su opinión, algunas dificultades que debiera recoger la ley.

La política de gratuidad es un avance muy valorado y esperado, pues reconoce la mala distribución del ingreso en Chile, y la responsabilidad del Estado en la formación de pregrado. Así, la gratuidad enfocada en la demanda genera problemas en la dimensión regional, puesto que una cosa es el acceso gratuito y otra es asumir que hay costos diferentes en las Universidades regionales. Los costos de la docencia, la calidad de la educación básica-media, la escolaridad de los padres, las condiciones de vida de la familia y los aprendizajes, son mayores en regiones; esto es, contextos vulnerables (pobreza, escolaridad, retención y otros) complejizan la formación del pregrado.
Sugirió que el Aporte Estatal a la Docencia Universitaria (AEDU) debiera ser asignado por regiones, universidades y carreras, en que los estudiantes deben tener acceso gratuito a carreras financiadas por el Estado, lo que requiere una efectiva regulación y control del sistema por organismos pertinentes con criterios establecidos por una Comisión Técnica con participación de representantes de regiones. De esta forma, el incremento en AEDU por asignación de zona debe corregir mayor costo de vida y, en particular, la docencia.
Para estos efectos propuso:
Uno) Que las universidades del CRUCH cuyas casas centrales se emplacen en regiones distintas a la metropolitana y cuya formación de pregrado se imparta en al menos un 70% en la región de origen, cuenten con recursos provenientes del convenio marco (Universidades Estatales)  de universidades  o basal por desempeño (Universidades G-9), con el objeto de diseñar e implementar planes vinculados a la estrategia de desarrollo regional en concordancia con sus proyectos institucionales, entre otros. 
Dos) Que exista coordinación con el MINEDUC, para lo cual pueden firmarse convenios de desempeño plurianuales que contengan objetivos, acciones, plazos y recursos necesarios para su implementación.

Respecto del  financiamiento y los otros proyectos de ley en discusión, el Rector Sanhueza valoró que las universidades del Estado accedan a financiamiento permanente por ley (Proyecto de Ley de Universidades Estatales), por medio del “Convenio Marco Universidades Estatales”, lo que les dará estabilidad y proyección en el tiempo, toda vez que sus ingresos quedarán establecidos en la Ley de Presupuesto de Sector Público. Sin perjuicio de lo anterior, apuntó, las Universidades Públicas no Estatales del G-9 dispondrán del “Fondos Basales - Convenio por Desempeño” a través de glosa presupuestaria anual, lo que indudablemente generará incertidumbre e inestabilidad y no permitirá realizar adecuados planes de desarrollo académico ni proyectos de inversión de largo plazo (no se incluye estos Fondos Basales en Proyecto de Ley de Reforma a la Educación Superior)  
Finalizó su exposición con algunas propuestas complementarias que pueden integrarse a la iniciativa durante la discusión particular:

Uno) Sistema de Mantención Estudiantil y atracción de talentos a regiones.
Dos) Cubrir déficits actuales de becas en otros áreas: transporte, alimentación y mantención.
Tres) Beca Especial de descentralización para atraer talentos a regiones (eventual financiamiento vía Gobiernos regionales).
Cuatro) Asegurar equidad territorial en asignación de becas de postgrado, Becas Chile y de especialización
Cinco) Aporte Basal Regional (ABR)

Seis) El AFD debe mantenerse para sustentar costos basales de las instituciones del CRUCH.

Siete) ABR debe ser factor de corrección histórico del AFD con distribución inversamente proporcional a los recursos históricos  de las instituciones del CRUCH. 

7.- Ennio Vivaldi, Rector de la Universidad de Chile. 

Comenzó su exposición afirmando que el Estado tiene el derecho y el deber de fijar criterios de financiamiento y asignar tareas específicas a sus propias universidades conforme a su responsabilidad respecto al desarrollo armónico de la Nación, cohesión e inclusión social, y pluralismo y respeto por las distintas ideologías. Recordó que tanto la UNESCO y la OCDE afirman que toda institución educativa de propiedad y provisión estatal es pública, razón por la cual enfatizó la diferenciación de dos funciones distintas del Estado en educación: rol regulador y rol proveedor. Muchas de las frecuentes situaciones irracionales que han venido afectando a las universidades estatales provienen, precisamente, del olvido de esta diferenciación. Dado que un joven ingresa a una universidad estatal confiando en un proyecto educativo ofrecido por el estado proveedor, si el Estado incumple en su rol proveedor y esa universidad no acredita satisfactoriamente, entonces el Estado regulador castiga a ese joven, negándole la gratuidad.

Señaló que en Chile se impuso para todas las universidades un sistema de administración y financiamiento que en el resto del mundo sería reconocido como privado, con la originalidad de transferir enormes recursos desde el sector público a las universidades privadas. En este sistema, las universidades estatales representan una curiosidad pues, siendo el dueño el Estado, ellas son tratadas como si fueran privadas.

A su juicio, en su forma actual el proyecto hace muy poco por cambiar esta situación. 

En un contexto desregulado el Estado aparece avalando y promoviendo el endeudamiento de las familias para favorecer a las universidades privadas. A esto se suma la sobrecarga por control administrativo de las estatales y la liviandad en los requisitos de transparencia para las privadas. 

A propósito de la autonomía universitaria, expresó que en el actual sistema consiste en el sometimiento de la universidad a las decisiones del dueño o del controlador de la universidad. En este sentido, las universidades privadas están sujetas a un régimen que les niega autonomía a ellas y se las garantiza a sus dueños o controladores. La autonomía, en este sentido, es de la universidad misma, y consiste en la garantía de que las decisiones serán adoptadas por la misma tomando en cuenta solo criterios universitarios. 
En este mismo contexto de ideas señaló que el Estado no reclama el derecho a decidir lo que las universidades estatales hacen, y en este sentido, las universidades estatales son las únicas institucionalmente autónomas. En Chile una universidad estatal no tendría derecho a la gratuidad, ni tampoco tendría el derecho a negarse a otorgarla si no estuviera suficientemente acreditada, y en cambio, el dueño de una universidad privada tiene derecho a decidir si sus estudiantes pueden o no acceder a gratuidad. Esto se contradice con el argumento de que los derechos son del estudiante y no de la institución. Y este argumento en la práctica ha servido para negarle al Estado su derecho a fijar una política de financiamiento para sus propias universidades. 

A continuación, analizando la relación de los conceptos de universidad pública y valores ciudadanos, expresó que el pluralismo, el respeto al otro y la valoración de la diversidad son objetivos del proceso educacional que se logran más eficientemente con universidades donde coexisten distintos orígenes socioeconómicos, ideologías políticas, religiones y etnias. Agregó que una de las principales razones de ser de la educación pública es, precisamente, su aporte a la cohesión nacional y al sentido de ciudadanía, en donde el sello del egresado de las universidades estatales ha de ser la formación con pertinencia nacional y regional, y la vocación de servicio. Según dijo, el modelo de desarrollo económico, científico y cultural de la sociedad exige optar por continuar siendo un país exportador de materia prima o diversificar la matriz productiva basándose en conocimiento científico, tecnología e innovación. Esta diversificación requeriría profesionales idóneos e investigación básica y aplicada de nivel mundial funcional a la estrategia de desarrollo de Chile y de cada una de sus regiones.

En la discusión sobre educación superior el eje público-privado ideológicamente no se superpone con los ejes izquierda-derecha ni Gobierno-oposición. Tampoco se superpone con el eje que mide la calidad de la institución si bien el Estado tiene la obligación de que todas las suyas sean de alta calidad. Por último, tampoco se superpone con la legitimidad que las universidades tengan para recibir recursos del Estado. Un objetivo importante de la educación pública es establecer un estándar de calidad para la totalidad del sistema. 

Como anticipó, esta iniciativa empeora la situación de las universidades estatales, puesto que establece una disparidad de regulación y una duplicidad de control y transparencia. No se reconocen las diferencias de régimen y naturaleza jurídica entre universidad estatal y privada; permanece un doble y hasta un triple régimen de control y  existiría, eventualmente, un doble régimen de sanción para el personal directivo de las universidades estatales: el de la Superintendencia y el del estatuto administrativo. De acuerdo con lo anterior, la normativa que regula a las universidades estatales se refiere a los siguientes temas: Fiscalización de Contraloría; Estatuto Administrativo; Ley de Compras; Ley de Transparencia; Ley del Lobby; Declaración de interés y Patrimonio; Limitación de endeudamiento; Control ciudadano y acceso a la información, y Transparencia.6

En cuanto a las propuestas que pueden incorporarse a esta iniciativa de ley para mejorar las falencias a las que ha hecho mención, sugirió las siguientes:

Uno) Las universidades estatales serán controladas y fiscalizadas exclusivamente por la Contraloría General de la República, delimitando el ámbito de acción de la Superintendencia a las universidades privadas. 

Dos) Toda institución que reciba recursos públicos (becas, gratuidad, FSCU o créditos con garantía estatal) deberá someterse a las normas de transparencia activa y pasiva de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.

A continuación, dijo que la creación de una universidad estatal es una decisión soberana del Congreso Nacional, a propuesta del Ejecutivo. Como tal, responde a razones fundadas que las hacían necesarias para el bien del país. Mientras esas razones estén presentes, si esa universidad presentara una acreditación insuficiente, la única respuesta posible del Estado sería, en su opinión, intervenir para que ella recupere su excelencia,  vuelva a ser viable y siga cumpliendo con las razones fundadas que la hacían necesaria. De esta manera el Estado regulador debe garantizar el cumplimiento del Estado proveedor. Así, las normas que establecen pérdida de gratuidad solo deben aplicarse a las universidades privadas. En el caso de las universidades estatales corresponde establecer normas preventivas que impidan que esta situación se genere. Si muy excepcionalmente ella llegara a ocurrir, hay que establecer las normas de intervención correctiva. Esto debe normarse en la ley sobre universidades estatales, bajo el principio de que el Estado cumpla su responsabilidad de proveer una educación de excelencia.

Además, el proyecto, en su opinión, presenta un desequilibrio frente a un subsistema desregulado con distintas formas de financiamiento, pues plantea la coexistencia de dos regímenes de financiamiento según la institución adscriba o no a la gratuidad. Las privadas pueden adscribir y renunciar voluntariamente al régimen de gratuidad, es decir, existirán privadas con gratuidad y sin gratuidad. Las estatales están obligadas por ley a adscribir. 

Agregó que el régimen privado sin gratuidad dispone de mecanismos de financiamiento público (becas y créditos con y sin garantía estatal), sin tener regulaciones de matrícula y arancel, a diferencia del sistema privado con gratuidad. Esto entrega mayor libertad de crecimiento al régimen sin gratuidad, a la vez que le permite obtener financiamiento público. Esta ventaja puede resultar en una reducción paulatina del sector con gratuidad, privado y estatal. 

Explicó que el arancel regulado se determina en base a un grupo de carreras sin diferenciar las instituciones. Esto deja en desventaja a las universidades estatales al no considerar los mayores costos de transacción (transparencia, ley de compras) ni el reajuste del sector público asumido por las universidades estatales, ni las necesidades de inversión en docencia para carreras nuevas o existentes. Si se privara a las instituciones estatales de un ingreso como la gratuidad que constituye una parte importante de su presupuesto, ello las llevaría a un escenario de inviabilidad operacional debido a que no pueden dejar de cumplir con sus obligaciones de remuneraciones o disminuir su planta funcionaria.

Dicho lo anterior, formuló las siguientes propuestas:

Uno) Eliminar las becas para instituciones no afiliadas al régimen de financiamiento con gratuidad, o bien hacer extensivas a ellas las mismas exigencias establecidas para instituciones con gratuidad. Alternativamente, eliminar las becas y solo mantener el crédito pero con un arancel regulado.

Dos) Establecer componente de riesgo de las instituciones privadas en los créditos en apoyo del Estado. Por ejemplo, hacer pública la información sobre niveles de deserción, tasas de titulación y empleabilidad.

Respecto de la evaluación, señaló que el proyecto de ley no considera miembros con experiencia en universidades estatales, lo que es incongruente con las naturales diferencias que existen entre una institución privada y una estatal. Esta ausencia puede sesgar la percepción de los dictámenes de la CNA.

Finalmente, manifestó que no existe un equilibrio en la designación de pares evaluadores que tengan experiencia en universidades estatales. Sobre este tema, formuló las siguientes propuestas:

1) Agregar en la acreditación de las universidades estatales dimensiones de evaluación adicional específicas, tales como: inclusión, desarrollo regional y pertinencia en la formación de profesionales. 

2) Dos de los miembros académicos de la CNA hayan tenido experiencia académica significativa en una universidad estatal.  

3) Al menos el 50% de los pares evaluadores tenga experiencia académica en universidades estatales.

8.- Aldo Valle, Rector de la Universidad de Valparaíso, en representación del Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas (CRUCH). 

Afirmó que el Consejo de Rectores ha manifestado sistemáticamente su apoyo a la idea de legislar e introducir cambios en el sistema de educación superior, en razón de del aumento de la complejidad y heterogeneidad del sistema de educación superior; la precariedad de la institucionalidad pública, y la ausencia de una regulación que garantice la calidad del sistema. Puntualizó que los anteriores son los principales fundamentos en que se sustenta la opinión del CRUCH sobre la necesidad de que se legisle sobre el sistema de educación superior.
En este mismo contexto de ideas, valoró el fortalecimiento de la institucionalidad pública en educación superior por medio de la creación de la Subsecretaría y la Superintendencia de Educación Superior; las definiciones de las instituciones de educación superior, precisión sobre sus fines, principios que las rigen, reconocimiento de la educación superior como un derecho; la consagración de reglas y prohibiciones que procuran que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que legal y estatutariamente les corresponden; la obligatoriedad de la acreditación institucional y de los programas de doctorado, y la consagración o reconocimiento legal de la política de financiamiento institucional de la gratuidad.

Seguidamente, efectuó las siguientes observaciones al proyecto.

a) Concentra en manos de una autoridad gubernamental (Subsecretaría), el sistema de acceso a la educación superior, la fijación de aranceles y la fijación de límites en las vacantes. 

b) Establece restricciones a la oferta pública y la consolidación del predominio de la oferta privada, por la existencia de dos regímenes de financiamiento paralelos con recursos públicos.

c) Aplicación a Universidades tradicionales de vocación pública de las reglas y prohibiciones del párrafo 7° Título III del Proyecto. Se les obliga a modificar su institucionalidad y forma de gobierno. 

Luego, hizo alusión a las omisiones del proyecto, a saber:


Uno) Universidades Regionales.  El proyecto de ley alude, en ciertas regulaciones específicas, a las instituciones de educación superior de regiones. No obstante, el proyecto no favorece una política pública específica para las universidades regionales.

Dos) Conformación del subsistema técnico profesional. Siendo ello un avance, se omite que numerosas universidades del Consejo de Rectores han desarrollado históricamente un rol importante en la formación de técnicos. 

Tres) Aporte basal por desempeño para universidades del G-9. El proyecto de ley no asegura de manera permanente que estas universidades puedan seguir recibiendo el aporte basal por desempeño.
A continuación, efectuó las siguientes propuestas sobre temas específicos del proyecto.
Uno) Integración del consejo de rectores.
En virtud de una indicación parlamentaria, el nuevo artículo 5° del proyecto establece condiciones para que las universidades soliciten ser admitidas como integrantes del CRUCH.  Sin embargo, planteó, no considera un procedimiento de incorporación, no señala la autoridad que resuelve, ni la vía para hacerlo. El Consejo de Rectores ha manifestado su disposición a debatir acerca del procedimiento y condiciones para que otras universidades puedan formar parte de él. No obstante, la decisión sobre la ampliación de este Consejo corresponde a una decisión legislativa. Las condiciones que se fijen debieran ser objetivas, resultando imprescindible que se determine qué autoridad resolverá  las incorporaciones  y el tipo de norma jurídica que las formalizará, debiendo siempre considerar al menos la opinión del pleno de la institución antes señalada.

Dos) Sistema común de acceso.

El proyecto en discusión  crea un Sistema Común de Acceso, obligatorio para las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos. Se atribuye a la Subsecretaría tanto la administración del  sistema como el establecimiento de los procesos de postulación, admisión y selección. También se la faculta para externalizar la ejecución de las funciones de sistema a otra institución. 

El Consejo de Rectores de Universidades chilenas, precisó, reitera que las decisiones del sistema de acceso a la educación superior no pueden quedar radicadas exclusivamente en la autoridad gubernamental. El actual sistema de admisión universitaria (nacional, público, objetivo e imparcial), ha sido implementado y desarrollado por las universidades de aquel. Es un sistema  eficiente y con un reconocimiento social consolidado. La propuesta legislativa, continuó, debiera dar garantías a los objetivos de la política pública, sin amagar o lesionar la autonomía de las instituciones de educación superior para determinar el perfil o condiciones de ingreso de los estudiantes. El Consejo, afirmó, está disponible para analizar fórmulas alternativas, como puede ser la creación de un organismo autónomo, de carácter público, con amplias facultades resolutivas sobre instrumentos, procesos y operación del sistema.

Tres) Sistema de  aseguramiento de la calidad.

Según dijo, debiera estar conformado además por representantes de las instituciones de educación superior públicas y privadas, tanto universidades como instituciones del sector técnico profesional, con el propósito de establecer equilibrios y diversidad en las orientaciones que entregue en el ejercicio de sus funciones. El sistema de aseguramiento de la calidad debiera avanzar sustantivamente hacia una evaluación en base a indicadores de resultados de carácter objetivo en los procesos académicos relevantes, sin que ello implique una homogenización del sistema. 
Cuatro) Aplicación a universidades del CRUCH de reglas y prohibiciones, Párrafo 7°, Título III.

Con el propósito de garantizar que los ingresos y excedentes de las instituciones de educación superior sean destinados a los fines que les son propios, el proyecto contempla las reglas y prohibiciones del párrafo 7° del Título III. El proyecto hace aplicables dichas regulaciones a todas las personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro. Estas disposiciones, a su juicio, son altamente lesivas para estas casas de estudio y obligaría a cambiar su institucionalidad y forma de gobierno. Estas universidades ya tienen mecanismos de control, no tienen fines de lucro y sus socios y directores no perciben remuneración alguna.


Cinco) Requisitos institucionales para el financiamiento de la gratuidad.

Los requisitos para optar al financiamiento institucional para la gratuidad  requieren ser reforzados. Estos requisitos están dirigidos a garantizar que los recursos sean destinados a fines educacionales públicos. Tales exigencias deben ser extensivas a todas las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos, ya sea por la vía de la gratuidad, becas o créditos. El diseño contenido en el proyecto produce ventajas en favor de un tipo de instituciones que quedan en libertad de acción, por ejemplo en materia de aranceles y matrículas con respecto a las que acceden a gratuidad Propuso agregar las siguientes exigencias a todas las instituciones de educación superior que reciben recursos públicos de cualquier naturaleza (además de someterse a valores regulados y restricción de aumento de vacantes): 

a) Dar cumplimiento a las disposiciones de los Títulos III  y IV de la ley N° 20.285 sobre Acceso a la Información Pública.

b) Contar con un Reglamento del personal académico, que contemple normas que cautelen el ingreso por concurso público, evaluaciones y jerarquización académica, bajo criterios transparentes, objetivos y de mérito.

c) Establecer en sus estatutos que su patrimonio se encuentra afecto al cumplimiento de fines  exclusivamente educacionales.

Seis) Determinación específica de los valores de los aranceles regulados.

El Rector Valle expuso que la fijación de los valores específicos queda entregada a la Subsecretaría, la cual puede aprobar o rechazar las observaciones de la Comisión de Expertos. Este es un aspecto, según dijo, de enorme  relevancia, en el que se produce  uno de los desequilibrios mencionados, en favor de las facultades del ejecutivo. Por lo mismo, se observa un alto  riesgo de politización o burocratización  de este proceso. Propuso que la Comisión de Expertos no sólo tenga facultad decisoria en las Bases Técnicas, sino también en el cálculo específico de los valores de los aranceles regulados, los derechos básicos de matrícula y los cobros por concepto de titulación o graduación. 
Siete) Fijación de vacantes.

El proyecto atribuye a la Subsecretaría la fijación anual de vacantes máximas de primer año para las instituciones de educación superior que reciban financiamiento institucional para la gratuidad, para cada uno de los programas o carreras. Por su parte, en el periodo de transición el número de estudiantes nuevos matriculados en el año académico correspondiente, no podrá superar en un 2,7% el número de estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en cada carrera. Este es otro de los aspectos en que se hace necesario establecer ciertos equilibrios a los mecanismos institucionales consagrados en el proyecto de ley; esta decisión, que tiene implicancias académicas y de desarrollo de las instituciones, no debiera quedar entregada sólo a la autoridad gubernamental.

Concluyó su exposición expresando que la resolución que emita la Subsecretaría deberá contar con un informe favorable del Comité de Coordinación del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior y que las instituciones de educación superior que se estimen agraviadas por el contenido de la referida resolución, deberían poder recurrir ante el Ministro de Educación. Respecto del tope de crecimiento del 2,7% de matrícula de primer año establecido en las disposiciones transitorias, se propone aumentarlo al 4% global para cada institución de educación superior y no por carrera. Sin perjuicio de lo anterior, se debe excluir del límite señalado, además del Programa PACE, los programas propedéuticos de las instituciones de educación superior.  

9.- Darcy Fuenzalida, Rector de la Universidad Técnica Federico Santa María. 

Respaldó la necesidad de realizar esta reforma de Educación Superior, que fortalece y asegura la calidad del Sistema Universitario, así como la incorporación de la gratuidad en la educación, y que se establezca como una política permanente. La propuesta presentada por el Gobierno, y aprobada por la Cámara de Diputados, ha recogido algunas de las inquietudes manifestadas, quedando otros importantes temas pendientes. Compartió también las observaciones formuladas por el CRUCH, las que se desarrollaron en forma consensuada dentro de él.
En ese sentido, expresó que existen algunos aspectos que afectan especialmente a las universidades no estatales del CRUCH y es necesario consagrar un reconocimiento del rol público e histórico de aquellas casas de estudio, el cual si se contempla inicialmente en la iniciativa. Así, las universidades no estatales del Consejo quedan dependiendo de la Ley de Presupuesto, que no tiene tratamiento permanente y genera incertidumbre en presupuestos y planificación de largo plazo. 

Añadiendo otros juicios, dijo que la clasificación y el reconocimiento del carácter público de aquellas universidades no tiene una expresión concreta en el texto del proyecto. El avance que existe respecto al proyecto original se encuentra en el artículo 4°, donde clasifica las universidades en: a) estatales creadas por ley, b) las no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores (CRUCH) y c) las privadas reconocidas por el Estado. 

Concordó con la creación de la Subsecretaría de Educación Superior y la importancia de contar con un organismo gubernamental de la mayor jerarquía para abordar las políticas públicas en temas de educación superior. [art.6]. Sin embargo, manifestó que las siguientes materias deberían ser revisadas:

Uno) Políticas de inclusión, permanencia y titulación oportuna de sus estudiantes (art.7, letra c). Existe un riesgo de pérdida de autonomía de las Instituciones de educación superior (instituciones de educación superior). Existen materias que deben ser de su exclusiva responsabilidad de la institución, tales como implementar sus propias políticas de inclusión, permanencia y titulación oportuna de sus estudiantes.

Dos) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo con los Gobiernos Regionales y Locales. Consideró relevante que se promueva y se tengan siempre presentes las realidades locales y regionales en la educación superior, por lo tanto, propuso reponer la siguiente función de la Subsecretaría: “Generar y coordinar instancias de participación y diálogo, entre las instituciones de educación superior con los Gobiernos Regionales y Locales”, que se contemplaba en el proyecto original en el artículo 9, letra m).

En cuanto al Sistema Común de Acceso a las Instituciones de educación superior, el proyecto limita la autonomía y libertad de cada una de las instituciones de educación superior porque los procedimientos e instrumentos del Sistema de Admisión quedan en la Subsecretaría (art.11) Se pone en riesgo a las universidades en un ámbito fundamental de su autonomía, al quedar el sistema de acceso, selección, cupos y arancel subordinados exclusivamente al gobierno de turno. Propuso sobre este asunto desarrollar un nuevo sistema de acceso a partir del Sistema Único de Admisión (SUA) del CRUCH, junto con las modificaciones y adaptaciones que correspondan, además de la participación y apoyo de la futura Subsecretaría de Educación Superior.

El proyecto de ley sugiere, según dijo, el establecimiento de una estrategia nacional de formación técnica profesional que no define políticas ni mecanismos concretos de apoyo para la formación técnica profesional. Argumentó que se debe tener en cuenta que este cumple un rol central, tanto en relación al crecimiento económico, como al mejoramiento en las condiciones de vida de los sectores más vulnerables. Propuso ampliar el subsistema técnico profesional a todas las instituciones de educación superior que impartan formación técnica, debido a que numerosas universidades del Consejo de Rectores (CRUCH) y del G9, han desarrollado históricamente un rol importante en la formación de técnicos. (Caso emblemático es la Universidad Técnica Federico Santa María).

En cuanto a la Superintendencia de Educación Superior, valoró su creación ya que fortalece la institucionalidad pública, asociada a la necesaria regulación del sistema de educación superior. (art.17). Sin perjuicio de lo anterior, se generará una sobrerregulación, debido a que todas las funciones y atribuciones de la Superintendencia se llevarán a cabo, considerando además las atribuciones de la Contraloría General, por lo tanto, debe haber un equilibrio entre las competencias de fiscalización y control y la autonomía universitaria consagrada en nuestra Constitución Política. (art.19). En razón de lo expuesto, argumentó que la autonomía de las Instituciones de educación superior se encuentra comprometida.

En cuanto a los compromisos académicos, el proyecto debe especificar la atribución que el proyecto asigna a la Superintendencia, que alude a la fiscalización de lo que denomina “compromisos académicos”. Se propone cambiar “compromisos académicos” por “compromisos contractuales”, reconociendo que hay obligaciones académicas de las instituciones que están protegidas como derechos de los estudiantes (art.19 letra f).


Se otorga a la Superintendencia para los fines de fiscalizar, acceso a cualquier documento, libro o antecedente de forma ilimitada. Esta norma podría trasgredir derechos de libertad y privacidad de los trabajadores, que, no siendo funcionarios públicos, se verán sometidos a su control, incluso por el ejercicio de una función ad honorem (art.19 letra i).


A propósito de la organización de la Superintendencia, propuso incorporar la definición del perfil que debería tener el Superintendente, en términos de experiencia en regulación de servicios públicos y/o en gestión, dado que no se encuentra especificado en el proyecto [art.23], así como incluir en el articulado la creación de un consejo que “supervise” al superintendente, para cautelar que este cumpla un efectivo rol fiscalizador, teniendo como referencia la reforma que está actualmente en marcha a las SVS y SBIF.

En cuanto a las reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, el Rector Fuenzalida afirmó que hay una distinción respecto a los distintos tipos de instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, ni tampoco existe tal distinción en alguna otra parte del proyecto. Los artículos 63 al 79 hacen referencia exclusiva a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro. Este párrafo regula una serie de materias respecto a estas instituciones. Se regula de la misma forma a universidades tradicionales y de carácter público, como son la Universidad de Concepción, Universidad Técnica Federico Santa María y Universidad Austral de Chile (pertenecientes al CRUCH), de aquellas creadas con posterioridad al año 1981 (universidades privadas), cuya tradición pública es, en algunos casos, cuestionable. Lo anterior genera una contradicción respecto a la disposición general del artículo 4, que consagra que el subsistema universitario lo integran las universidades estatales, las universidades no estatales pertenecientes al CRUCH y las universidades privadas reconocidas por el Estado.

De esta manera, añadió, las Universidades estatales y las Universidades Católicas quedan excluidas de esta regulación, en tanto están organizadas como personas jurídicas de derecho público. Sin embargo, existe una excepción a esta regla de ámbito de aplicación, contenida en el artículo 80, que hace aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público (Universidades Católicas), las disposiciones sobre personas relacionadas.

En otro orden de materias, señaló que el proceso de acreditación parece responder, según dijo, a una lógica de auditoría, o listas de verificación, y no a un proceso académico de mejora continua, existiendo una mirada rígida al proceso de acreditación, que no incorpora la diversidad de las instituciones ni sus estados de desarrollo (art.81). La acreditación institucional integral considera la totalidad de las sedes de las instituciones de educación superior, junto con una muestra de carreras y programas de pre y postgrado seleccionados por la CNA (artículo 15, letra b). Sin embargo, no se especifican los criterios de selección de las carreras y programas a evaluar (artículo 15, letra d).

En lo que se refiere a la regulación del financiamiento institucional para la gratuidad, expresó que no se contemplan fondos basales que permitan el desarrollo y mejoramiento continuo de instituciones complejas como las del G9. Las universidades necesitan tener un grado de certeza para desarrollar sus proyectos académicos y mantener la calidad de éstos. Solicitó que el Fondo Basal por Desempeño se incorpore en el proyecto, ya deberían quedar establecidos por ley, tal como se hace con el Convenio Marco, en el proyecto de las Universidades Estatales.


En cuanto a los valores regulados de aranceles, indicó que se requiere incorporar la vulnerabilidad socioeconómica de los estudiantes y las brechas financieras que existen actualmente en las instituciones del Consejo de Rectores, en relación con los aspectos a considerar para la determinación de los aranceles regulados (art.88). Los avances en gratuidad no deben afectar la calidad de los proyectos institucionales, ni de los procesos formativos.

Por otra parte, prosiguió, el proyecto plantea que la obligación de otorgar estudios gratuitos se extenderá por toda la duración nominal de la carrera y los procesos asociados a la titulación o graduación de los estudiantes, sin embargo, debiese considerar casos de excepción, como es el caso de los deportistas, que implican dedicación parcial de sus estudios. El financiamiento vía gratuidad son recursos que ingresan directamente para cubrir costos asociados a la docencia de pregrado. Al respecto, afirmó que es necesario que estos recursos sean de libre disposición ya que cada institución cuenta con una orgánica particular y modos de operar diversos en relación a sus manejos financieros. Además, sería de utilidad que se explicite un fondo adicional de gratuidad, orientado a las instituciones que cuenten con acreditación en el área de investigación. En las Disposiciones Transitorias, se establece el tope de crecimiento del 2,7% de la matrícula de primer año, límite cuyo planteamiento inicial tenía por objeto abordar esta materia en el primer año de la aplicación de la política de gratuidad. Tanto sus bases metodológicas como su pertinencia en el mediano plazo son aspectos a reconsiderar, ya que la transitoriedad puede implicar tiempos relativamente extensos. 


Este proyecto, junto al proyecto de ley sobre Universidades del Estado, cambia la aproximación de la política pública vigente, desde la creación del CRUCH en 1954, desde un trato equivalente para sus instituciones hacia una preeminencia de lo estatal. Persiste la omisión al estímulo explícito al desarrollo de las universidades que cumplen sus tareas en regiones – sean estatales o no – y que son claves en el desarrollo científico, cultural y económico de sus comunidades. Estimamos que esto constituiría una nueva oportunidad perdida para actuar en favor de la descentralización y las oportunidades que ella representa.
Ocho de las universidades de la Red G9 se ubican en regiones en las cuales aportan significativamente en la formación de capital humano avanzado y en la disminución de los altos índices de desigualdad social que existen en sus territorios, algunos de los cuales han sido declarados como zonas rezagadas, como algunas provincias de Coquimbo, Maule, Biobío y Los Ríos, donde nuestras universidades han implementado distintas iniciativas para contribuir a su desarrollo. Destacan también con un compromiso con los pueblos originarios. En el Norte y Sur de Chile, las universidades de nuestra Red desarrollan proyectos junto a dichas comunidades dándoles cabida a su cosmovisión y proyección cultural. Asimismo, el 20% de los matriculados en la UCT y el 33% de los de la Sede Cañete de la UCSC son estudiantes pertenecientes a pueblos originarios, constituyéndose ambos planteles en lugares efectivos de integración intercultural.
Puso término a su exposición haciendo presente que esta iniciativa no plantea cómo se relacionará la política de Educación Superior con la política de Ciencia y Tecnología y el nuevo Ministerio en proceso de creación, manteniéndose la carencia de definiciones en relación con la forma en se incrementará el exiguo gasto en Ciencia, Tecnología, Innovación y creación en el país, actividades en relación con las cuales un porcentaje muy significativo se hace en las universidades del CRUCH (y en el G-9). La creación de una masa crítica de investigadores, según dijo, es esencial para el desarrollo del país y, por tanto, es una de las grandes contribuciones que realizan las instituciones de educación superior y particularmente las del G-9, que forman aproximadamente la mitad de los doctores del país. Sin embargo, en el proyecto hay una escasa referencia a los programas de postgrado, y en ningún caso estructura un régimen capaz de impulsar su desarrollo.
10.- Claudio Elórtegui, Rector de la Pontifica Universidad Católica de Valparaíso.

Valoró la necesidad de una reforma a la Educación Superior en nuestro país, coincidiendo con los objetivos del proyecto que se funda en los principios de calidad, equidad, inclusión y estímulo a la creación de nuevo conocimiento. Sin embargo, estos principios se desdibujan a medida  que se analiza el articulado.  Pese a las declaraciones iniciales, muchas disposiciones concretas amenazan gravemente la diversidad, la autonomía y la calidad de los proyectos institucionales. En el proyecto se manifiesta la falta de definición de una visión sistémica y de futuro de la educación superior (ES) que se desea para el país. En particular, el texto desconoce el aporte que las universidades de la “Red G-9” han realizado y realizan al país y su innegable vocación pública, siendo invisibilizadas en el proyecto.  Para fundamentar lo anterior cabe señalar que en la versión año 2017 del Ranking Times Higher Education (THE), quince universidades chilenas están entre las cincuenta mejores de América Latina; entre las veinticinco mejores, hay seis chilenas, cinco del G-9.
Destacó también el reconocimiento que se hace al rol del Consejo de Rectores (CRUCH), aunque ello no se ve reflejado en las disposiciones específicas del proyecto, por lo que expresó la conveniencia de incorporar al CRUCH a otras universidades que cumplan las condiciones de calidad y vocación pública que caracterizan a las instituciones que lo integran.
Recordó que se crea un sistema común de acceso a la instituciones de educación superior cuya administración corresponderá a la Subsecretaría, que de acuerdo a lo señalado en los artículos números 10 y 12, “establecerá los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección de estudiantes a las instituciones de educación superior” (art. 10) Parece inconveniente, en su opinión, que el poder de decisión en una materia tan sensible, quede en manos de una instancia política como la Subsecretaría, lo que constituye además una amenaza para la autonomía de las instituciones. La pregunta que cabe es por qué no desarrollar el nuevo sistema de acceso a partir del SUA (Sistema Único de Admisión) del Consejo de Rectores, con las modificaciones y adaptaciones que correspondan, incorporando a los actores que se requiera incorporar, entre ellos, sin duda, la Subsecretaría.
Hizo presente que existe un amplio grado de acuerdo que el sistema de educación superior requiere más y mejor regulación. Sin embargo, el proyecto establece una sobrerregulación, a su juicio asfixiante, que puede burocratizar en exceso el sistema y ahogar el desarrollo de las instituciones.  En el proyecto a la Superintendencia se le asigna un número excesivo de funciones. Se debe evitar, en su opinión, que las universidades queden impedidas de poder efectuar operaciones con personas relacionadas cuando éstas tengan por objeto contribuir a los fines propios de la institución, como a objetivos nacionales  como la innovación en el sistema productivo, ejemplo de lo cual son los llamados spin-off.

Reconoció la importancia del avance hacia una acreditación institucional obligatoria, como asimismo para los programas de doctorado. En su opinión se puede avanzar más para reducir un eventual sesgo político en la forma de designar a los comisionados de la CNA. La acreditación institucional se establece como un proceso integral que incluye además una muestra de carreras y programas.  No se especifican la proporción ni los criterios de selección, así como tampoco el contenido y profundidad de la evaluación de los programas.  Esta acreditación puede ser inviable por razones prácticas y logísticas, considerando la complejidad de articular tal número de actores, criterios y énfasis en un periodo acotado de evaluación. Se omite, además, la posibilidad de que los programas de pregrado puedan optar voluntariamente a un proceso de acreditación.  Los avances alcanzados  en la pertinencia y calidad de las carreras de pregrado están en buena medida relacionados con la participación en procesos de acreditación, lo que ha contribuido a la generación de una cultura de aseguramiento de la calidad.
Consideró que la eliminación del área de docencia de postgrado como una dimensión en sí misma y su inclusión dentro de la de docencia no se condice con las particularidades propias de la formación en estudios avanzados, la que representa una parte importante del quehacer de instituciones complejas (en particular lo relativo a programas doctorales). Llama la atención, según dijo, que la dimensión Aseguramiento Interno de la Calidad sea considerada como independiente de las demás dimensiones en evaluación, toda vez que el aseguramiento de la calidad tiene un carácter transversal en los procesos institucionales. Al distinguirla como un ámbito separado, se corre el riesgo de que las instituciones de educación superior generen un aparato de gestión ensimismado, que no permee las otras áreas de desarrollo de la institución.
No parece razonable hacer exigible, aunque diferida en el tiempo, la acreditación en generación de conocimiento, creación e innovación (investigación) a todas las instituciones; no es realista una exigencia de este tipo en nuestro país para todas las instituciones si se quiere preservar la seriedad de la acreditación en esta dimensión.  Hasta los mejores sistemas de educación superior del mundo consideran la existencia de instituciones fundamentalmente docentes, y no parece razonable que para efectos del cierre de una carrera o programa, esto deba ser aprobado por la Subsecretaría, especialmente para instituciones consolidadas y prestigiadas.
El proyecto, añadió, omite un estímulo explícito al desarrollo de las universidades que cumplen sus tareas en regiones -sean estatales o no- y que son claves en el desarrollo científico, cultural y económico de sus comunidades.  Ello, de materializarse, constituiría una nueva oportunidad perdida para actuar en favor de la descentralización y las oportunidades que ella representa.

Enseguida, expresó que el proyecto no aborda el financiamiento institucional, por lo tanto, no se contemplan Fondos Basales (a excepción del Aporte Fiscal Directo). Las Universidades, especialmente  aquéllas de carácter  complejo como las UES G9, requieren certezas en su financiamiento para desarrollar sus proyectos académicos y mantener la calidad de éstos.  En consecuencia, los Fondos Basales deben quedar establecidos por ley. Solicitó que el Fondo Basal por Desempeño, creado en el Gobierno  anterior, se incorpore en el proyecto, tal como  se hace con el Convenio Marco en el Proyecto de Universidades Estatales. Se debe distinguir como política pública la gratuidad como un beneficio para los  estudiantes que pertenecen a los sectores más vulnerables, la que nos parece un avance importante, de la llamada gratuidad universal. Consideró que es un grave error de política pública  plantear en el  Chile de  hoy  la gratuidad universal entendida como  gratuidad también  a los estudiantes  delos grupos de más altos  ingresos. Financiar los estudios superiores  de los ricos con recursos de todos los chilenos  es claramente regresivo y va en la dirección contraria de la lucha contra la desigualdad, en relación a la cual hay consenso en el país. Cada peso gastado para financiar la educación superior de los estudiantes de ingresos altos o medio altos es un peso que se deja de gastar en los grupos más vulnerables, incluso en los estudiantes más carenciados de la educación preescolar,  escolar y universitaria.

Señaló que si bien la iniciativa legal establece una ampliación gradual de la gratuidad, la pregunta es si el mejor uso de los recursos públicos que se generen en el futuro es justamente la gratuidad de los estudiantes de más altos ingresos.  En ese momento,  estarán resueltos los problemas de la salud pública, de las bajas pensiones, de la niñez vulnerable o de la educación  preescolar y escolar, entre otros.  Además, en educación superior, la gratuidad no basta para avanzar en mayor equidad, ya que no es una condición suficiente para que jóvenes de los sectores de menores ingresos, que logran acceder a la educación superior, puedan concluir exitosamente sus estudios. Para ello, se requiere mejorar significativamente los mecanismos de financiamiento a los gastos de mantención, como becas de alimentación y residencia y a los programas de apoyo para superar las deficiencias de la formación escolar.
Asimismo, prosiguió, el mecanismo de aranceles regulados establecido para definir el financiamiento no permite alcanzar los niveles de financiamiento requeridos por las instituciones de educación superior. Sería conveniente asegurar, por lo menos, el nivel de recursos comprometidos en el ejercicio presupuestario 2017, que permitió revertir, parcialmente, la brecha de financiamiento que se observó el 2016. No se plantea de qué forma el nuevo sistema de financiamiento propuesto proveería los recursos que las instituciones de educación superior requieren para su desarrollo, en un marco de mejoramiento continuo de la calidad de los procesos formativos. Establecer un financiamiento solo por el período nominal de duración de las carreras, no reconoce la realidad del sistema

Por último, señaló que el proyecto de ley establece que las instituciones deben asumir el costo de los estudios de aquellos estudiantes que “pierden la gratuidad”, lo que afectaría fuertemente los presupuestos institucionales. Dichos estudiantes debieran acceder a un crédito que les asegure el término  de sus estudios. Compartió, eso sí, los anuncios formulados para reformar el Crédito con Aval del Estado (CAE), en el sentido de excluir a la banca comercial. Sin perjuicio de la existencia de una Comisión de Expertos, es la Subsecretaría  la que finalmente determina los aranceles, a partir de bases técnicas definidas a través de un proceso interactivo entre la Subsecretaría y la Comisión. Además, la Subsecretaría determina las vacantes para cada institución en gratuidad.  Ambos aspectos otorgan un poder excesivo a la Subsecretaría, lo cual se convierte en una amenaza a la autonomía  de las instituciones.

11.- Juan Pablo Guzmán, Rector del Centro de Formación Técnica e Instituto Profesional Santo Tomás. (VERTEBRAL).

Afirmó que la regulación que se propone carece de un enfoque comprensivo de la diversificación propia de un sistema de educación terciario moderno y omite una mirada hacia el desarrollo de la educación superior técnico profesional. El proyecto de Reforma a la Educación Superior tiene una evidente falta de visión estratégica sobre el desarrollo de la educación superior para Chile, considerando que se trata de la reforma más importante en esta materia en los últimos 30 años, perdiendo la oportunidad de producir una discusión técnica, profunda y rigurosa de la Educación Superior que Chile necesita. Si no se aborda un tratamiento adecuado de la Educación Técnico-Profesional, nadie podrá decir que hubo reforma a la Educación Superior. Esta será una tarea pendiente para el futuro. La Educación Superior Técnico Profesional sigue siendo un componente olvidado de la Educación Superior chilena. Persiste la ausencia de un enfoque adecuado a sus particularidades (perfil de sus alumnos, vinculación con el sector productivo, corta duración de sus carreras, aprender haciendo, con foco en la docencia, entre otros).  En los proyectos en trámite se resalta el rol de las universidades del Estado y la importancia del CRUCh, discriminando a la Educación Superior Técnico Profesional. Se destaca a las universidades tradicionales y se mantiene el CRUCh como único interlocutor del Gobierno en la definición de políticas para la educación superior, en circunstancias que las instituciones que agrupa no atienden más que a un 27% de la matrícula.  Se omite el establecimiento de una instancia equivalente de interlocución para las instituciones del sector técnico profesional cuya matrícula supera ya el 45% del sistema. No se genera un ordenamiento del sistema de educación superior, que era uno de los objetivos iniciales del proyecto.

Se incorpora entre las funciones que deben asumir las instituciones de educación superior técnico profesional otras actividades que escapan de su quehacer tradicional, tales como la “generación de conocimiento y creación o innovación”. Precisó que no se modifica la distinción entre títulos y grados académicos basada en la duración de los programas y la denominación de las instituciones que los imparten, restringiendo las oportunidades de movilidad de los estudiantes entre los distintos niveles, orientaciones y categorías institucionales que integran el Sistema. Por ejemplo, los institutos profesionales no podrán otorgar licenciaturas o una certificación equivalente o grados de magister, como ocurre en otros países.

El proyecto de ley, en su opinión, aumenta el número de carreras profesionales que deben tener acreditación obligatoria, situación que se valora porque va en la dirección correcta de búsqueda de calidad. Sin embargo, y por un articulado indirecto, se impedirá que los institutos profesionales las puedan continuar impartiendo (especialmente carreras vinculadas al área de la salud). Por el contrario, las universidades continuarán impartiendo carreras técnicas.
El marco regulatorio propuesto por el proyecto en materias tales como acceso, financiamiento, aseguramiento de la calidad e institucionalidad, involucra disposiciones que restringen directa y gravemente la libertad de enseñanza y su correlato en la plena expresión de la autonomía institucional. Persiste una alta concentración de roles en la Subsecretaría y en la designación de varias  autoridades relevantes en el gobierno. La excesiva restricción a instituciones debidamente acreditadas (4 años), mediante la fijación de cupos y aranceles y la restricción a la apertura de sedes y carreras, supondrá un fuerte detrimento de la autonomía académica, administrativa y financiera de instituciones de educación superior que han demostrado capacidad para gestionarse adecuadamente, afectando la viabilidad de su proyecto educativo y su aporte al país. Los alumnos provenientes de sectores y establecimientos educacionales vulnerables necesitan puertas abiertas, no barreras de entrada.
Añadió que se fija un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de educación superior, que representa, según dijo, un retroceso respecto al sistema inclusivo y no selectivo que es propio del sector técnico profesional; sobre la base de aplicar un diagnóstico funcional al mundo universitario, pero que ignora el perfil del estudiante atendido por los institutos profesionales y centros de formación técnica. Es importante diferenciar, continuó, el “acceso al financiamiento” del “acceso a la educación superior”. Cualquier variable relacionada con el “mérito académico o incluso por mérito” segrega por estrato socioeconómico. Esta iniciativa puede comprometer la igualdad de oportunidades en el acceso para la educación habilitante para el trabajo impulsando un modelo selectivo único y regresivo. Se establece también en el proyecto de ley un Comité Asesor de Acceso técnico profesional (3 representantes de CFT estatales y 3 privados con Gratuidad) que no tienen relación con la estructura actual de la matrícula. Existe de esta forma un alto riesgo que el Sistema Común de Acceso no considere el perfil de los estudiantes de la educación superior técnico profesional (distinto al de los estudiantes universitarios). El 70% de quienes ingresan a los IP/CFT son los primeros en sus familias en acceder a la educación superior. Cerca del 50% de los estudiantes de la ESTP trabaja y estudia simultáneamente. 40% de estudiantes CFT / IP provienen de colegios municipales y un 54% de colegios particulares subvencionados
En cuanto al modelo de acreditación propuesto en el proyecto de Reforma a la Educación Superior pone en riesgo la autonomía de las instituciones y distorsiona su propósito de mejora continua. En el proyecto aprobado por la Cámara reconoció un avance en cuanto a no refundar nuevamente la institucionalidad actual del sistema de acreditación y valoramos el establecimiento de la acreditación obligatoria, no obstante, subsisten la mayoría de los aspectos críticos del proyecto. Se mantiene una institucionalidad que no da cuenta del cambio estructural que ha tenido la ES en los últimos diez años, donde más de la mitad de la matrícula nueva corresponde a la ESTP. La institucionalidad que se propone tiene una conformación mayoritariamente universitaria. Actualmente de 15 miembros, 2 son de la ESTP. Con el proyecto nuevo serán entre 3 a 5 de los 12 miembros. El modelo de acreditación propuesto en el proyecto de Reforma a la Educación Superior pone en riesgo la autonomía de las instituciones y distorsiona su propósito de mejora continua.

Expuso que en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad se configura un modelo en que los juicios de evaluación en que se asienta la acreditación institucional no se resuelven en instancias especializadas, que reconozcan y se hagan cargo de las particularidades de la ESTP. No se establecen mecanismos que permitan cautelar debidamente la pertinencia de los estándares, criterios y formulación. 
Se propone un modelo de financiamiento institucional contradictorio con los propósitos de mejoramiento de la calidad del sistema, al asociar los valores de los aranceles regulados a los años de acreditación institucional, restringiendo las oportunidades de mejoramiento de las instituciones menos consolidadas. De esta manera, según dijo, existe un alto riesgo de crear un sistema de educación superior disociado del mundo de la empresa. Se excluye toda vinculación orgánica de entidades con fines de lucro (empresas) con las instituciones de educación superior constituidas como personas jurídicas sin fines de lucro, restringiendo un ámbito de complementación altamente deseable entre las instituciones de educación técnico profesional y el sector productivo. Se prohíben además operaciones con personas o entidades relacionadas con fines de lucro que puedan ser beneficiosas para las propias instituciones educativas.

Las rigideces que incorpora la reforma, restringen el dinamismo necesario para responder oportunamente a las demandas del mercado laboral. Este proyecto de reforma profundiza la intolerable discriminación histórica en la asignación de financiamiento a la Educación Superior Técnico Profesional, donde estudian y se forman los alumnos más vulnerables. La ayuda económica dirigida a los estudiantes de la ESTP siempre ha sido discriminatoria en valor, cantidad y cobertura si se la compara con la extensión de beneficios que existe en el sistema chileno para estudiantes universitarios. 

Debido a las condiciones establecidas en la glosa presupuestaria, la gratuidad establecida para el año 2017, cubre solo un 38% de los estudiantes hasta el 5º decil que estudian en instituciones acreditadas.

De acuerdo con lo expresado, señaló que el proyecto de reforma no cumple con el compromiso asumido por el Gobierno de abordar la problemática de transformación de la naturaleza jurídica de las instituciones mediante la creación de mecanismos de transición viables. Bajo esta misma perspectiva, resulta de la mayor importancia para las instituciones transformadas en organizaciones sin fines de lucro, disponer de un contexto de operación, que les permita acceder a diversas formas de provisión de recursos y servicios por parte de personas o entidades relacionadas; cuestión que resulta prohibida en el proyecto de ley, salvo para entidades estatales.
Otro aspecto crítico que resulta pendiente en el actual proyecto es la homologación del régimen tributario que enfrentan las instituciones TP que sean u opten por la transformación en entidades sin fines de lucro. Actualmente las universidades gozan de la exención del impuesto a la renta y las donaciones que perciben cuentan con franquicias tributarias significativas. 

De acuerdo con lo anterior, solicitó considerar los siguientes asuntos en la discusión en particular: 
Uno) Generar un ordenamiento de las trayectorias de los subsistemas definidos como universitario y técnico profesional, especialmente en lo relacionado con el esquema de títulos y grados.

Dos) Flexibilizar las modalidades de formación y reemplazar los parámetros de horas/clases por resultados de aprendizaje.

Tres) Establecer los mecanismos que faciliten la vinculación de la ESTP con el sector productivo. Rediseñar el Consejo Público-Privado de la TP.

Cuatro) Establecer un Marco Nacional de Cualificaciones en una institucionalidad que privilegie su articulación vertical y horizontal. Basarse en resultados de aprendizaje y no en horas/clases.

Cinco) Incorporar mayor idoneidad y autonomía en la agencia acreditadora, generando una instancia que promueva la mejora continua.

Seis) Establecer una instancia especializada resolutivo para la evaluación en la ESTP (Sala).

Siete) Mantener la acreditación de carreras.

Ocho) Asegurar la autonomía institucional.

Nueve) Revisar las dimensiones de evaluación para la ESTP y/o contemplar mecanismos de financiamiento asociado.

Diez) Mantener un proceso de admisión continua para adecuar el sistema al perfil de ingreso de la ESTP.
Once) Crear un sistema de orientación vocacional para la ESTP.

Doce) Incorporar en la gratuidad a todos los alumnos vulnerables de la ESTP hasta el 5to decil de instituciones acreditadas, sin discriminación.

Trece) Eliminar la fijación de vacantes y aranceles.

Catorce) Permitir las transacciones con partes relacionadas, siempre que se realicen a precios de mercado.

Quince) Establecer mecanismos de convergencia e igualdad de trato tributario.

Dieciséis) No discriminar en el financiamiento a modalidades semi presenciales u on line.
Diecisiete) Crear fondos para innovación y vinculación con el medio.

12.- Oscar Galindo, Rector de la Universidad Austral de Chile.

Afirmó que el país necesita urgentemente una reforma, pero no cualquier reforma, sino  una que vuelva a poner en el centro de la discusión una educación superior que tenga como único fin el servicio al país. Las universidades no son sólo instituciones proveedoras de servicios educacionales, son espacios complejos de reflexión cultural, investigación científica y debate de ideas en un ambiente de libertad académica. 

En su opinión, el proyecto mantiene un relato y una concepción errada. Un relato de la historia de la educación superior de nuestro país que no responde a la verdad histórica y una concepción profundamente centralista. La forma en que se defina el sistema y sus componentes, así como la fórmula que se utilice para distribuir recursos públicos será clave para que los valores de pluralismo, diversidad, autonomía y calidad sean componentes normativos estructurales de un nuevo sistema.

Hizo presente que las debilidades del proyecto son las que siguen:

Uno) Contradicciones en los objetivos del proyecto respecto del diseño de su articulado.

Dos) Indefiniciones respecto de lo público, lo estatal y lo privado. Concepción restrictiva que homologa lo público con lo estatal y lo comunitario o ciudadano con lo privado.

Tres) Minimización del CRUCH.
Cuatro) Regulaciones excesivas y superposiciones de funciones respecto de los nuevos órganos o de órganos ya existentes.
Cinco) Riesgo para la autonomía de universidades estatales y no estatales del CRUCH.
Seis) Regulaciones inadecuadas para las universidades tradicionales no estatales.
Siete) Debilidad de las normas para la eliminación del lucro en el sistema.
Ocho) Carencia de normas que apoyen el desarrollo territorial equilibrado del sistema.
Nueve) Carencia de normas que estimulen ciencia, tecnología y creación artística.
Diez) Ausencia de un capítulo o articulado sobre el postgrado.
Once) Sistema de financiamiento que no garantiza el fortalecimiento de las instituciones públicas y tradicionales.
Doce) Problemas en la fórmula de cálculo de aranceles regulados en etapa de transición.


Respecto de la institucionalidad universitaria, el Rector Galindo valoró la restitución del Consejo de Rectores, aun cuando se le debilita en sus funciones. El país debe mantener un sistema de instituciones estatales y no estatales cuyo compromiso público sea incuestionable, el que eventualmente puede ampliarse por ley a otras instituciones creadas con posterioridad a 1981 que cumplan determinados requisitos. De esta manera, afirmó que el Sistema Universitario está compuesto por las universidades creadas por ley, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores (se debería agregar reconocidas por ley)  y las universidades privadas  reconocidas por el Estado. De esta manera, la naturaleza de las universidades no estatales que forman parte del CRUCH se relacionan con el Estado en el marco de un sistema con matriz de provisión de carácter mixto. Reconocimiento y trato equitativo con las universidades estatales (al menos desde 1954). Reconocimiento y trato como personas jurídicas reconocidas por ley.

La propuesta supone un cambio radical del régimen que se ha aplicado históricamente a las universidades públicas no estatales creadas con anterioridad a 1981. Reconocimiento oficial de las universidades tradicionales ha sido históricamente por ley y cada iniciativa legal ha reconocida su naturaleza y función. El proyecto debe recuperar esta tradición y fortalecer el vínculo de estas universidades con el Estado.

Respecto a si una institución no estatal puede ser considerada pública, dijo que hay que considerar la ausencia de propiedad privada o de control de cualquier persona o grupo determinado. Además, cumplir una serie de atributos y principios: libertad de expresión y de cátedra, democracia universitaria basada en la jerarquía académica, carrera académica, respeto a la dignidad de todos sus integrantes, derecho a la organización y participación institucional y, búsqueda racional del  conocimiento como principio de su quehacer.

De esta manera, el Título V, De las Regulaciones y Prohibiciones Aplicables a las instituciones de educación superior Organizadas como Personas Jurídicas de Derecho Privado Sin Fines de Lucro, se refiere en términos generales y por la sola descripción del encabezado del Párrafo, las normas que éste contiene tienen el siguiente ámbito de aplicación: 

Uno) Se aplica a todas las universidades creadas con posterioridad al año 1981, ya que por disposición legal todas ellas debían constituirse como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro.
Dos) No se aplica a los centros de formación técnica e institutos profesionales constituidos como personas jurídicas de derecho privado con fines de lucro.

Tres) Las universidades estatales quedan excluidas de esta regulación, en tanto están organizadas como personas jurídicas de derecho público.
Cuatro) No se aplica a las universidades católicas, ya que todas ellas tienen personalidad jurídica de derecho público, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Civil y sus leyes especiales, salvo en las materias expresamente indicadas en el artículo 81. 

Cinco) Las universidades de Concepción, Austral de Chile y Técnica Federico Santa María quedan en una situación compleja jurídica y legalmente, ya que estas normas les serían aplicables.

Financiamiento de la gratuidad. 

Afirmó que el modelo de cálculo de aranceles regulados no tiende a la equidad en el sistema, al contrario, a mediano plazo puede incrementar las brechas. De arancel regulado se está convirtiendo en un sistema de financiamiento del arancel real. Etapa de transición: promedia grupos de carreras en instituciones de similar nivel de acreditación, agrega un componente por acreditación, relaciona con el arancel real fijado a un año cero (2015), aporta hasta un 20 % adicional en caso de que haya déficit o más si existe acreditación en investigación (3%, 6% ó 12 % adicional). El efecto es que instituciones con el mismo nivel de acreditación reciben distintos aportes finales o globales o incluso que instituciones con menor acreditación reciban mayor financiamiento.

Se requiere equidad en el trato; una política de fortalecimiento de las instituciones; y componentes del cálculo del arancel regulado asociados a vulnerabilidad y territorialidad.

El proyecto contempla dos regímenes de financiamiento asociados a la adscripción o no a la gratuidad. Lo anterior es especialmente crítico en la larga etapa de transición:

Uno) Instituciones adscritas a gratuidad: vacantes, aranceles y crecimiento regulado 

Dos) Instituciones no adscritas: sin restricciones de vacantes, aranceles no regulados, sin restricciones de crecimiento, financiamiento con becas y créditos estatales.

Propuso eliminar la restricción del 2,7% al crecimiento de la matrícula en universidades y otorgar amplia autonomía de crecimiento a las universidades adscritas con altos niveles de acreditación, y establecer normas y restricciones para las instituciones de educación superior que reciban financiamiento público (becas y créditos estatales).

Finalmente, sobre las universidades regionales, recordó que tanto el CRUCH y la AUR han planteado que resulta imprescindible que la Reforma a la Educación Superior considere una institucionalidad y políticas que reconozcan la diversidad geográfica y las desigualdades sociales, económicas y territoriales, determinadas por el centralismo que rige en el país. Se debe incorporarse un cambio sustantivo en los indicadores de asignación de recursos institucionales del Estado a las Universidades Regionales, de manera de corregir las desventajas que estas tienen para desarrollar sus actividades y acceder a recursos públicos en docencia, innovación, investigación y vinculación con el medio.

Propuso considerar en el cálculo del arancel regulado un componente regional y de vulnerabilidad de los estudiantes e instaurar un Aporte Basal por ese factor, que considere emplazamiento y condiciones de operación territorial.

13.- Pilar Armanet, Rectora de la Universidad de las Américas, en representación de la Corporación de Universidades Privadas de Chile (CUP).

Declaró que su agrupación representa al 24,2% del total de los alumnos universitarios del país (CNED 2014). Desde su constitución las instituciones de la CUP han incorporado al sistema educativo infraestructura, innovaciones, gestión y proyectos educativos en distintas áreas. También han contribuido a la descentralización del país, ampliando las oportunidades de estudio y empleo en regiones. Si se consideran solamente a las entidades socias que conforman el Capítulo de Universidades acreditadas (CUPA), hoy forman a casi 115 mil estudiantes, es decir, a un tercio de los alumnos de las universidades privadas. Además, entregan oportunidades trabajo a más de 15 mil profesores y más de 5 mil funcionarios a lo largo de todo Chile. 

Indicó que gracias al sistema de provisión mixta se dio un salto de tener 249 mil estudiantes de educación superior en el año 1990, a más de 1 millón 200 mil. Hay 885.000 alumnos que estudian en instituciones privadas acreditadas.

Coincidió en la necesidad de hacer cambios en el sistema en materia de institucionalidad, aseguramiento de la calidad, capacidad de innovación y financiamiento. Sin embargo, estimó que este paso debe darse sobre la base de un diagnóstico compartido, que valore y potencie los aspectos positivos del sistema existente y tenga a la vista las buenas prácticas a nivel internacional. El Estado tiene una responsabilidad preferente con las universidades estatales, pero ello no debe implicar desconocer el aporte significativo que han hecho las universidades privadas del sistema. 

De esta manera, el proyecto apunta principalmente más bien a reformular el sistema regulatorio y avanzar en el establecimiento de la gratuidad.

El proyecto de ley considera amplios principios y disposiciones generales, que hacen mención a los fines u objetivos de la educación superior que compartimos y que ilustran el resto del articulado. Menciona en primer lugar la obligación de generar conocimiento y la vinculación con la comunidad y en un segundo párrafo, el compromiso con la formación integral de las personas. Igualmente se derivan para las instituciones de educación superior obligaciones de contribuir al progreso cultural, social, científico y tecnológico, económico y sustentable de las regiones y del país. Si bien es cierto estos objetivos son del todo relevantes, exceden con creces el ámbito de la regulación legal e imponen a las instituciones obligaciones que, en muchos casos, van más allá de sus propias capacidades.  
De acuerdo con el texto, será el Consejo de Rectores el único ente encargado de asesorar y formular propuestas en políticas públicas en materias de educación superior al Gobierno, en circunstancias que agrupa a no más del 27% de la matrícula. Las exigencias de admisión para las nuevas universidades son excesivas y no solucionan el problema principal de que no existe un espacio donde puedan reunirse las Instituciones de educación superior con el Estado. Además, dijo que no se entiende la restricción a un grupo de instituciones por razones históricas. 

Sobre la base que la Subsecretaría de Educación Superior es el órgano rector del sistema, se indica que le corresponde a la misma proponer al Ministerio de Educación una estrategia para el desarrollo de la educación superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del sistema de educación superior. Esta estrategia limita, en su opinión, la autonomía de las instituciones de educación superior, ya que no sólo se pretende imponer a las universidades estatales, sino también a las privadas.

Explicó que cuando se habla de sistemas de acceso se está asumiendo que es necesario seleccionar a los postulantes. Sin embargo, la realidad de hoy en el país muestra que en muchas carreras tenemos más vacantes que alumnos y, que, por tanto, la selectividad sólo existe en ciertas instituciones y en ciertas carreras, por lo que no parece necesario tener un sistema único y público de selección, a menos que se pretenda limitar el acceso al sistema de educación superior en función de los recursos disponibles para financiar la gratuidad. Señaló, además, que la elaboración y aplicación de pruebas de selección requiere de mucha experiencia y capacidad técnica, la que no puede improvisarse y por ello es posible existen serias dudas sobre su factibilidad. En línea con lo que pareciera ser el objetivo de esta política, el proyecto establece la facultad del Estado de determinar los cupos del sistema y de regular los aranceles. En definitiva, el crecimiento del Sistema de Educación Superior y su operación quedará limitado por la disponibilidad de recursos públicos para el financiamiento de la gratuidad, con lo cual se pone en riesgo la democratización de la Educación Superior que se ha conseguido como país restringiendo el ingreso de los sectores vulnerables que normalmente obtienen peores resultados en las pruebas nacionales y, en consecuencia, se estaría volviendo a una educación selectiva y elitista. 

Valoró la existencia de una Superintendencia de Educación Superior, pero le preocupa el exceso y la de atribuciones que se le atribuyen la falta de precisión de las mismas: fiscaliza, sanciona y hace recomendaciones financieras. Estimó que la Superintendencia debiera estar acompañada de una Comisión plural con funciones normativas y de definición de sanciones. Mantener solamente la Superintendencia permitiría una mayor captura por parte de algunas instituciones y con ello, de posibles arbitrariedades. Un punto relevante es la atribución que tendrá este organismo de determinar sin plazos ni contrapesos, el cierre de sedes, carreras o programas. 

Lo anterior, en su opinión, atenta en contra de la autonomía de las instituciones de educación superior por medio de algunas atribuciones fiscalizadoras tales como ingresar a los establecimientos o dependencias académicas, acceder a cualquier documento, iniciar procedimientos sancionatorios por reclamo o denuncia formulada por una persona o grupo de personas interesadas sin que sea necesario demostrar el fundamento de ese interés.

Reiteró la opinión de su organización respecto a la necesidad de contar con instrumentos que resguarden y certifiquen el carácter de instituciones sin fin de lucro de las universidades. Por ello estimó necesaria la existencia de una Superintendencia con funciones y atribuciones bien definidas. Sin embargo, el proyecto de ley considera normas prohibitivas para las Corporaciones sin fines de lucro que pueden poner en riesgo la estabilidad de las instituciones. En ese contexto el proyecto de ley parte del supuesto que todo emprendimiento sin fines de lucro debe ir acompañado de la disposición de los fundadores de corporaciones o fundaciones de desvincularse de la iniciativa a la que dieron origen. De imponerse esta tesis –continuó- decaerá fuertemente el compromiso con las instituciones, pues lo que se busca es que los fundadores se desvinculen por completo de la institución, tanto en lo personal como en lo económico. Así, se consagra la prohibición de que los socios fundadores de una institución de educación superior y sus relacionados por parentesco puedan ejercer cargos directivos en la misma, desde miembros de la junta directiva, rectores, decanos de sede, facultades o campus o directivos de los órganos académicos superiores. Esta disposición se hace más gravosa en la medida en que se contempla la facultad de la Superintendencia de establecer, mediante norma de carácter general, que cualquier otra persona natural o jurídica puede tener el carácter de relacionada con la institución de educación superior.

La ley consagra la obligación de que las Universidades sean sin fines de lucro. Compartió el interés de que ese objetivo se precise y clarifique, por seguridad y estabilidad del sistema. Para garantizar que este objetivo se cumpla, sugirió establecer un procedimiento que faculte a la Superintendencia a verificar en forma previa a la celebración de actos y contratos con relacionados cuando se considere que puedan realizarse en condiciones diversas a las del mercado. Sin embargo, parece ser una norma no proporcionada al objetivo a lograr la prohibición del artículo 73 de celebrar actos, contratos, convenciones u operaciones con las personas consignadas en el artículo 71 (los relacionados), incluso si estos se realizan a valores de mercado y son convenientes para la institución, salvo para desempeñar labores académicas o docentes. Lo conveniente sería, en su opinión, asumir una postura normativa similar a la que existe en la ley de sociedades anónimas.

La ley establece como norma general que para implementar los artículos 73 a 80, que son los que establecen las prohibiciones de trabajo para familiares hasta el segundo grado como la prohibición de celebrar contratos, convenciones u operaciones con relacionados un plazo de tres años desde la publicación de la ley.  Afirmó que esto es comprensible, pues se trata tanto de la sustitución de personas como de la renegociación de contratos que pueden implicar cuantiosas obligaciones para las instituciones.


En cuanto a la calidad, expresó que la acreditación basada en estándares es atendible, pero es imprescindible tener mayor objetividad y transparencia en los indicadores que se tomarán en cuenta. (Párrafo 50 de las transiciones de los procedimientos de acreditación, artículo vigésimo primero). Además, hay que considerar que esto puede llevar a la uniformidad del sistema, atentando contra los proyectos institucionales y en contra de la tendencia mundial hacia la diversidad y hacia la especialización de muchas instituciones de educación en el extranjero.

Se entrega a la CNA la facultad de resolver la apertura y cierre de sedes, carreras y programas de pregrado para instituciones con 4 años o menos, lo que extralimita las funciones de la entidad. En este contexto señaló no entender la razón del por qué una universidad autónoma y acreditada por 3 años queda sometida a una especie de interdicción pública, lo que en la práctica significa el cierre. Es extraño que una institución de educación superior sea autónoma solamente cuando tiene más de 4 años de acreditación. Compartió lo expresado por la misma CNA respecto a que instituciones de educación superior con 4 años de acreditación deben expresar su autonomía mediante sus planes de mejora. Debe posibilitarse también una acreditación de tres años y la institución mostrar avances significativos para un nuevo proceso.  De no lograrlo (acreditar nuevamente por tres años) una autonomía condicionada a una supervisión en el CNED.  

El proyecto de ley también fija visitas de seguimiento del cumplimiento de estándares. Afirmó que esto es un atentado contra la autonomía de las Universidades y desvirtúa completamente el objetivo de la acreditación que es acompañar a las instituciones y fomentar procesos de mejora continua y no de convertirse en una “Contraloría” de intervención continua. 

Acreditación obligatoria en las 5 dimensiones: docencia y resultados del proceso de formación; gestión y recursos institucionales; aseguramiento interno de la calidad; generación de conocimiento, creación o innovación y vinculación con el medio. Si bien es partidaria de la obligatoriedad de la acreditación, estimó que ésta se realice en las 5 dimensiones restringe las capacidades de las instituciones para desarrollar sus proyectos institucionales en función de su misión y visión. Con esto se pone en riesgo la riqueza del actual sistema. Destacó la inexistencia de mecanismos específicos para el financiamiento de las nuevas áreas obligatorias, lo que significará un costo económico que podría deteriorar la calidad de las instituciones de educación superior. Tampoco se menciona cómo se va a incrementar el exiguo gasto en Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Enseguida consultó por cuál es la justificación para hacer obligatoria la acreditación de 10 carreras de la salud y no otras de disciplinas que también son relevantes para el país. Este argumento, según dijo, podría esgrimirse para otras carreras fuera del ámbito de la educación y la salud. En ese contexto, compartió con la CNA que se requiere adoptar una posición sobre si la acreditación voluntaria de carreras seguirá existiendo y establecer una fórmula institucional viable para abordar una evaluación de tamaña magnitud.

Financiamiento para la gratuidad.

El modelo de financiamiento debe ser pertinente a la realidad nacional y a la diversidad institucional. La gratuidad universal es una política regresiva. En la lógica del proyecto de ley, la colaboración de las instituciones privadas para con el Estado para implementar la gratuidad conlleva una visión del “todo o nada” que conduce finalmente a buscar subordinar a las instituciones colaboradoras con el Estado. Sin embargo, fue de opinión que el Estado no puede, a través de los fondos públicos, establecer condiciones y requisitos que violen principios constitucionales. Con la excusa de regular el financiamiento de la gratuidad, el Estado pasa a:

Uno) Regular todas las vacantes de las instituciones privadas de educación superior. Una opción es regular las vacantes de gratuidad, pero no las otras que la Universidad tiene per se. Las instituciones sometidas a la gratuidad no pueden crecer más que un 2,7% anual. El artículo 101 de la Ley establece que la Subsecretaría determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban financiamiento institucional para la gratuidad.
Dos) Establece un arancel regulado para dichas vacantes, pero considera también regulaciones estrictas para fijar aranceles y matrículas al resto de los estudiantes que pagan, salvo el último decil y a los extranjeros. Esto ha llevado a un déficit financiero en gran parte de las instituciones que se han adherido a la gratuidad).  De acuerdo a un estudio realizado por Acción Educar y que fue dado a conocer hace pocos días, las instituciones adscritas a la gratuidad presentaron este año un déficit total de cerca de $17.000 millones. La brecha sería producto de la diferencia entre sus aranceles reales y los aranceles regulados fijados por el gobierno.
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La fijación de precios genera estandarización, limitando el desarrollo y crecimiento del sistema. Para las instituciones en pleno desarrollo implica una limitación incompatible con la calidad y la inclusión. Si además se establecen requisitos de calidad de las instituciones (4 años) y puntajes de corte más altos, se están estableciendo limitaciones a la inclusión porque los alumnos más vulnerables que acceden a estas universidades en general pertenecen mayoritariamente a jóvenes de ingresos medios y altos, llevando a que lo que en un principio aparece como un avance en la inclusión termina siendo una limitante. Las instituciones de educación superior que no se adhieren se ven discriminadas. Por ejemplo: acceso al CRUCh, y asignación de campos clínicos. Esto puede profundizar las discriminaciones entre instituciones. También con la excusa de regular el financiamiento de la gratuidad, el Estado restringe la opción de las instituciones que opten por retirarse de la gratuidad, imponiéndoles una prohibición de reingreso de 5 años, para forzarlas a mantenerse al interior de ésta. Cabe señalar que si el eje es la gratuidad y la calidad, no se entiende que existan universidades estatales que son gratuitas y que no cumplen con los mismos estándares que se fijaron para el sector privado.

A continuación, dijo que como instrumento el crédito con aval del Estado puede seguir mejorando, pero sigue siendo una herramienta muy importante para los estudiantes que no ingresan a universidades del CRUCH y también para los estudiantes de aquellas universidades que no califican para el Crédito Solidario y que no tienen acceso a otros instrumentos de financiamiento. Si bien el proyecto que modificará el crédito con aval del Estado no está presente, parece ilógico dejar abierto este tema y vinculado a la existencia de otro proyecto que aún no se conoce. Concordó en que es necesario buscar un mecanismo para que la deuda del Fondo Solidario y crédito con aval del Estado actual no sea considerada deuda bancaria, porque limita a quienes utilizaron este mecanismo de financiamiento, como ocurre en la obtención de un crédito hipotecario.

Consideraciones finales:

Uno) Este proyecto, marcado por posiciones ideológicas, está atentando contra algunas instituciones por el solo hecho de ser privadas. Es imprescindible que se respeten los principios de autonomía, diversidad, calidad, libertad de enseñanza, derecho a la educación y pluralidad de proyectos educativos, teniendo como objetivo principal la formación de nuestros alumnos.

Dos) El cambio es una certeza; hacia dónde va ese cambio no es posible identificarlo con precisión, pero si podemos influir sobre sus tendencias y el impacto en nuestro país.  Para eso, las universidades son indispensables, en la medida que puedan trabajar en esa dirección, con miradas de largo plazo. 

Tres) En ese contexto, parece ilógico que este proyecto no converse con el que actualmente se encuentra en plena tramitación y que dará vida al nuevo Ministerio de Ciencia y Tecnología. 
Cuatro) Este proyecto de ley focaliza esfuerzos en lo que ocurrirá en tres meses más, cuando debiera estar mirando un horizonte mayor que considere por lo menos las próximas tres décadas.

14.- Hugo Lavados, Rector de la Universidad San Sebastián.


Afirmó que como institución están de acuerdo en que es necesario hacer una reforma a la educación superior, lamentablemente las propuestas contenidas en el Proyecto de Ley que se debate en esta Comisión se basan, en su opinión, en un diagnóstico equivocado. Las consideraciones que se hacen a este proyecto parten de la realidad de nuestros estudiantes: tienen en promedio los mismos puntajes de la Prueba de Selección Universitaria que la admisión en la mayor parte de las universidades chilenas, son de clase media, desde un estrato relativamente acomodado hasta grupos vulnerables, predominando los grupos denominados C2 y C3. La mitad es primera generación de su familia en la Universidad. Del total, 20.000 estudian en las regiones de Biobío, Los Ríos y Los Lagos, y 10.000 en Santiago. El 90% recibe crédito con aval del Estado , becas y beneficios de la universidad, como mecanismos de ayuda estudiantil para financiar sus aranceles, total o parcialmente. Para ellos, este proyecto tendrá impactos que, más que favorecer su proceso universitario, les pondrá cortapisas que resultan evidentes como resultado de una lectura detenida del proyecto. Afirmó que el proyecto carece completamente de una visión acerca de las tendencias que se presentan en el horizonte del trabajo universitario, de una mirada acerca de la flexibilidad necesaria para abordar un futuro incierto, con cambios tan grandes que ya se habla de una revolución tecnológica y productiva. Los nuevos estudiantes – continuó – requieren programas de formación flexibles que se ajusten a realidades más versátiles y de alta movilidad nacional e internacional, junto a ello, se requiere incrementar la formación de postgrado que hoy constituye solo un 7% del total de estudiantes en educación superior y, finalmente, se debe abordar la brecha educativa de la fuerza de trabajo actualmente ocupada, ya que solo el 19,8% de la población mayor de 25 años tiene educación media completa (CASEN, 2015). Estos temas están ausentes y se relacionan con la desigualdad que puede provocar el cambio tecnológico, y que requiere el desarrollo de capital humano de quienes ya trabajan, lo que es clave para el desarrollo económico y social del país. 


Recordó que en el último tiempo, el debate sobre el financiamiento se ha centrado en tres temas: el crédito con aval del Estado, los planteamientos de las universidades estatales para que aumenten los recursos que se les asignan, y cómo se ha financiado la gratuidad. En la gratuidad es evidente la disminución de recursos que afectaron a las universidades que se adscribieron a ese mecanismo, lo que ha generado un intenso debate por el cálculo del arancel regulado frente al arancel real. Es indispensable proyectar un modelo de financiamiento estable, basado en indicadores de calidad en los ámbitos de docencia, investigación e innovación, sin pretender separar los costos de docencia, porque no es posible, de manera tal que las universidades puedan sustentar con realismo sus planes de desarrollo. Esto implica calcular el arancel de referencia basado en indicadores de la calidad de la formación, y fondos basales para las universidades con prioridad para los ejes de investigación e innovación. 


En el caso del financiamiento, si se exceptúa el fondo especial para el desarrollo de las universidades estatales, se mantiene la rigidez del financiamiento, tanto por las normas que se aplican como por el financiamiento de la gratuidad. En la práctica lo que ha sucedido, según dijo, es una sustitución del gasto privado familiar por gasto público, no incrementándose los recursos asociados, al contrario, disminuyendo los recursos efectivos que se entregan a las instituciones. Asimismo, y de manera conjunta, señaló que se ha establecido que el desarrollo de la investigación al más alto nivel pasa a ser un elemento inherente al quehacer universitario y se abandona la lógica de las universidades preferentemente docentes, sin generar un mecanismo adecuado para que se permita cumplir los estándares que se establecerán, junto al financiamiento, lo que en la práctica hace imposible el desarrollo institucional. 


Principales observaciones al proyecto. 

Precisó que el proyecto otorga facultades y entrega funciones a la Superintendencia y a la Subsecretaría de Educación que, sin duda alguna, atentan contra la autonomía de las instituciones que el propio proyecto señala; esta es una inconsistencia evidente y grave, que obligará a tomar una opción; la definición de autonomía no “conversa” con las regulaciones y controles que indica el mismo proyecto. Manifestó que no es factible entender la autonomía como una libertad absoluta e irrestricta para que cada institución haga lo que desee, por razones conocidas; sin embargo, la experiencia y la prudencia apuntan en dirección contraria al sinnúmero de controles y restricciones que se plantean, a partir de una desconfianza total sobre el juicio de las autoridades universitarias. No es sólo un asunto de principios sobre lo que significa esa autonomía, sino que también tiene que ver con la práctica: se generará una menor calidad de las funciones universitarias, por la menor innovación y la gran uniformidad que anula la creatividad e innovación en un régimen totalmente reglamentado. 


En el caso de la Subsecretaría, en su opinión, se le da el carácter de órgano “rector” del sistema, lo que entra en contradicción con la autonomía, tampoco queda claramente establecido qué se entenderá cuando se refiere a ella como la entidad que es el gran regulador o da lineamientos generales al sistema. De esta manera, la ley debiese establecer marcos generales y principios reguladores, no llegar al detalle porque podría generar una homogeneidad en el sistema que no favorece el desarrollo de un sistema de educación superior. La menor diversidad de proyectos educativos a los que llevaría la ley disminuiría la innovación y las posibilidades de adaptarse a los cambios tecnológicos, lo que empobrece la formación. 


La definición de Universidad Regional es importante, pero el proyecto usa como criterio que la casa central esté en una región, lo que es muy parcial e insuficiente. ¿Por qué en cada región no se buscan mecanismos para identificar lo que se considera son sus universidades que contribuyen al desarrollo regional? Si es una Universidad completa o una sede, es una discusión de segundo orden, lo mismo si es o no del CRUCH. No es sensato hacer definiciones legales sobre la base de restricciones puramente financieras o usando criterios que no consideran la opinión de los verdaderamente interesados. Es necesario considerar un criterio de discriminación positiva para las zonas extremas, por las dificultades que tienen en la contratación de académicos y de selección de alumnos con altos puntajes. Además, este es un tema geopolítico que debe ser considerado por el Estado. Las regiones y macro regiones deben ser analizadas para diferenciar los apoyos desde el punto de vista del desarrollo productivo, tomando los ciclos completos de las carreras vinculadas a estas áreas y las proyecciones regionales. La educación debe responder e ir de la mano con las tendencias que se postulen para el desarrollo regional. Al observar las cifras, puede constatarse que de las 18 universidades Estatales, 10 tienen una única sede; de las 9 privadas del CRUCH, 4 tienen una única sede y de las 35 privadas; 16 tienen una única sede, de ellas 15 se ubican en la Región Metropolitana. Por lo tanto, la realidad indica que la expansión a más de una sede está presente tanto en las universidades estatales como en las privadas, y que con una gran frecuencia esa expansión se produce con sedes en Santiago. 


En cuanto al Consejo de Rectores de Universidades chilenas, las exigencias para ser admitidas las nuevas universidades son excesivas, tanto que varias de las universidades actuales del referido Consejo no cumplen los criterios. A esta entidad se le da una facultad de “asesor” del Gobierno en materias de política de educación superior y se establecen una serie de requisitos para que nuevas instituciones ingresen a esta instancia. Si la idea del legislador es que las universidades que hoy lo integran se mantengan y se sumen las que cumplen los requisitos propuestos, sólo es posible que se integre una sola universidad. 


El Rector Lavados expresó que una de las múltiples funciones que se le entregan a la Subsecretaría es el sistema de acceso a la educación superior. Al respecto cabe señalar que la experiencia internacional indica que son las Universidades quiénes establecen y regulan los mecanismos de acceso, no el Estado. Por otra parte, la ley permite la creación de instrumentos diferenciados desarrollados por cada universidad, pero deben ser autorizados por la Subsecretaría. Esto es contrario a la autonomía y conduce a confusión. 


En relación con la creación de la Superintendencia de Educación, afirmó que es arbitrario y puede llegar a ser abusivo el establecer que el superintendente puede definir lo que se entenderá como delito y las sanciones a aplicar. Por lo tanto, no hay proporcionalidad de la falta con la sanción. Las funciones y controles de la Superintendencia están repletos de limitaciones y prohibiciones para las transacciones con relacionados y la gobernanza institucional. Eso debe ser analizado con mucha prudencia, respecto al impacto de esas regulaciones en el funcionamiento de las instituciones y a la concordancia con el ordenamiento jurídico en general. 


Acreditación. 


El proyecto de ley establece la acreditación institucional en 5 dimensiones, lo que implica que se entiende a las universidades como entidades complejas y no reconoce a las universidades docentes o a aquellas que pueden desarrollarse a través de nichos específicos, como lo hacen universidades líderes en países desarrollados. Pero, contradictoriamente, en los artículos transitorios se aplaza el cumplimiento de la dimensión “generación de conocimiento, creación o innovación” hasta 15 años después de entrada en vigencia la ley y da un plazo de 7 años para la dimensión de Vinculación con el Medio. La aspiración de la complejidad tiene problemas por múltiples facetas, porque no representa a los proyectos institucionales ni considera los recursos necesarios, para mover a todo el sistema a altos niveles de calidad. 


A continuación, señaló que la acreditación basada en estándares es atendible, pero solo considerar estándares tiende a la uniformidad del sistema, lo que atenta contra la diversidad de los proyectos institucionales. Además, es relevante considerar las recomendaciones del proceso anterior para orientar las acciones en una lógica de mejora continua. Este aspecto requiere ser complementado con criterios más generales. Se entrega a la Comisión Nacional de Acreditación la facultad de resolver la apertura y cierre de sedes, carreras y programas de pregrado para instituciones con 4 años o menos, lo que extralimita las funciones de una entidad orientada al aseguramiento de la calidad, y de nuevo supone a un planificador perfecto. Recordó que hoy quedarían sujetas a esta medida 32 universidades que tienen entre 2 y 4 años de acreditación, que son de todos los tipos, sumadas a las 7 que están sin acreditación. 


Financiamiento. 

Se establece un arancel regulado que se calculará en base a los recursos materiales y humanos para impartir una carrera o programa de estudios de grupos de carrera (Artículo 89). Una cuestión práctica es la gran dificultad para separar los costos de la docencia de las otras funciones universitarias. En el caso de las universidades privadas si no hay acceso a otros recursos se va a depender exclusivamente de la venta de servicios o la filantropía. 

Dijo que para universidades como la que dirige, entrar o no a la gratuidad es un dilema, porque los menores ingresos son tan importantes que implicaría un menoscabo significativo para nuestro proyecto educativo, con menor calidad en la formación. 


Sobre el reemplazo del crédito con aval del Estado, afirmó que es muy incierto el mecanismo que lo reemplazaría, por lo que no tiene sentido que esa declaración esté en la ley. Resulta razonable analizar los proyectos de financiamiento de manera integrada, especialmente si se desconoce el mecanismo a proponer; muchos jóvenes de clase media que no pueden acceder a financiamiento por no ser “elegibles” para la gratuidad o que prefieren a instituciones que no han ingresado a ese mecanismo, utilizan el crédito con aval del Estado para pagar parte de sus aranceles. En este análisis, resulta relevante, según dijo, considerar el impacto que ha tenido esa forma de financiamiento en estos años. Según los datos entregados por la Comisión Ingresa hace unas semanas, 808.366 estudiantes han cursado estudios con este tipo de financiamiento. Casi 300.000 de ellos terminaron sus carreras técnicas o profesionales y del total de egresados en 2016, el 58,8% proviene de familias de los quintiles 1 y 2. Si se considera que los alumnos se demoran un 30% más de la duración nominal de la carrera en titularse, existirán numerosos jóvenes sin gratuidad que deberán buscar otros mecanismos para financiar sus aranceles. 


Finalmente, dijo que el Marco Nacional de Cualificaciones operará a partir de un año desde que esté vigente la Ley. Dado los cambios mayores a nivel curricular no es posible en ese lapso dar cumplimiento a la implementación del marco, es necesaria una mayor gradualidad. Los grandes temas de futuro que no están presentes en el proyecto son aquellos que más directamente se relacionan con el desarrollo nacional y la formación de capital humano avanzado. Se establece un modelo de financiación que no considera recursos para el fomento de la investigación, llamando claramente la atención que no se haga referencia al proyecto que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología. 


15.- Álvaro Rojas, Universidad de Talca.

Afirmó que desde sus inicios la provisión mixta fue considerada como una piedra fundamental del sistema. No obstante, la presencia del sector estatal en el nivel técnico profesional es prácticamente inexistente. De esta manera, el componente privado concentra el 84% de la matrícula total y el 69% de la matrícula universitaria. 


El efecto del centralismo en la construcción de un sistema de educación superior que mire al futuro debe ser superado no sólo en cuanto a la oferta formativa, sino que también en las diversas dimensiones que tiene la moderna universidad contemporánea. De esta forma, el escenario de la educación que hay que pretender construir con una mirada al año 2050 debe considerar un sistema que garantice la calidad y promueva la excelencia de las instituciones por medio de diversos mecanismos de fomento y de la mejora continua. Además, tendrá que considerar la internacionalización, lo que genera un impacto directo en los sistemas de aseguramiento de la calidad, el que además debe ser integrado entre los distintos niveles de Educación Superior y que no descuide los temas de educación permanente. Sumado a lo anterior, deberá contar con mayores fortalezas en su desarrollo, particularmente en lo que a formación de postgrado, innovación y vinculación con el medio respecta.

Además, se tienen que tener presentes los siguientes factores:

Uno) Un sistema que garantice la calidad y promueva la excelencia de las instituciones a través de diversos mecanismos de fomento y de la mejora continua. 
Dos) Un sistema más internacionalizado, lo que tiene un directo impacto en los sistemas de aseguramiento de la calidad e integrado

Tres) Un sistema más integrado, entre los distintos niveles de la Educación Superior y que no descuide los temas de Educación Permanente.  

Cuatro) Un sistema que cuente con mayores fortalezas en su desarrollo, en particular en lo que a formación de postgrado, innovación y vinculación con el medio respecta.

A continuación, el Rector Rojas afirmó que las barreras de entrada del sistema son débiles y vulnerables, en particular lo relativo a exigencias de acreditación obligatoria a las distintas instituciones, ampliación territorial de sedes y programas de estudio, tratamiento de la educación a distancia (e-learning), apertura de programas de postgrado, entre otros. Las nuevas normas deben tomar debida nota de la compleja y heterogénea estructura actual del sistema. El marco regulatorio que la nueva ley definirá, debe ser preciso y afinado  respecto al funcionamiento coherente y ordenado del sistema, toda vez que bajo un régimen de Gratuidad Garantizada, sin limitaciones de rendimiento escolar o de pruebas de acceso y la expansión de la demanda por gratuidad puede desarticular el funcionamiento general del sistema. Así, aparece como fundamental la exigencia de una acreditación obligatoria a todas las instituciones de educación superior. La garantía de fe pública es una tarea irrenunciable del Estado, independiente de la utilización de fondos públicos o privados. 

Expresó, respecto del financiamiento, que hay que modificar sus normas, comprometiendo a un sector que ha crecido y se ha consolidado desreguladamente, representa claramente el desafío más complejo para la el nuevo marco legal. hay demasiados intereses en juego. Una Reforma de la Educación Superior sin definiciones claras y precisas de su modelo de financiamiento, quedará restringida a un conjunto de regulaciones, en las que predominarán aquellas que se harán particularmente a su componente público. Especialmente imperativo es asegurar que los fondos públicos destinados a Educación Superior sean efectiva y apropiadamente utilizados, independientes de la condición jurídica de la institución que se trate. 

Afirmó que deben existir reglas de financiamiento claras para los distintos componentes del sistema,  altas exigencias de calidad a todas las instituciones y definición de un sistema de educación público fundado en su capacidad de articulación y respeto de la autonomía decisional de las Universidades del Estado debieran ser componentes centrales  de la Nueva Ley de Educación Superior; tenerse presente que la gratuidad ha provocado ya, a poco andar,  cambios en la estructura de financiamiento de las distintas universidades adscritas. Además, deben considerarse diferencias respecto a la localización física, su condición de pública o privada y la de recibir o no aportes fiscales directos,  relativiza el tratamiento de este tema y obliga a mirar con especial cuidado las reglas de financiamiento y régimen de gratuidad que la ley debe asegurar.

16.- Sergio Lavanchy, Rector de la Universidad de Concepción. 

Declaró que el Sistema de Educación Superior es un pilar fundamental para el desarrollo social, cultural, político, económico, científico y tecnológico del país, en el que el Consejo de Rectores de Universidades Chilenas ha valorado la decisión de introducir cambios sustantivos a un sistema educativo que muestra altos niveles de desigualdad y segregación, ya que estas características atentan en contra la cohesión social, la democracia y la calidad general del sistema. Valoró también que la política pública asuma la educación como un derecho social garantizado por el Estado, procurando asegurar una educación de calidad equitativa e inclusiva. 

Afirmó que la desregulación actual y la diversidad de actores e intereses, supone un desafío especialmente complejo a la Reforma a la Educación Superior. No será sencillo aunar la multiplicidad de criterios y visiones de los actores involucrados en dichas reformas. En el Sistema de Educación Superior, las universidades resultan claves para potenciar el desarrollo del país. En ellas, a través del pensamiento, estudio, análisis y reflexión seria y profunda, es posible aportar, asumiendo un fuerte compromiso con Chile y sus habitantes. 

Entre las materias que considera el Proyecto de Ley están la creación de una Subsecretaría de Educación Superior, una nueva institucionalidad para la regulación del sistema, que se basa fundamentalmente en la creación de una Superintendencia de Educación Superior y un nuevo Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior. Recordó que históricamente ha existido un conjunto de universidades no estatales de reconocido rol público, entre ellas la Universidad de Concepción, que forman parte del Consejo de Rectores, las que han expresado en reiteradas ocasiones y diferentes escenarios su desacuerdo con planteamientos que pretenden desconocer la historia del desarrollo de la educación universitaria en nuestro país y el carácter público de este conjunto de instituciones, que tienen la virtud de haber demostrado a través de muchos años el servicio, compromiso y sentido de lo público. Este compromiso y los valores que éste conlleva, trascienden las definiciones formales y la naturaleza jurídica de una institución. Sin duda éste será un aspecto fundamental en la discusión que habrá que tener en cuenta a la hora de adoptar acuerdos e instrumentos de apoyo por parte del Estado, a las instituciones que conforman el Sistema de Educación Superior. 

Adicionalmente, expuso que es relevante considerar que para fortalecer la política de Estado que aspira a impulsar un desarrollo homogéneo del país a lo largo de su extensa y diversa geografía, es imprescindible tomar en consideración la insoslayable necesidad de valorar y apoyar a las universidades públicas estatales y no estatales, que realizan su actividad principalmente en regiones. Es imprescindible que se defina de parte del Estado lo que quiere como Educación Superior para el país y, a partir de esa definición, formular las políticas de financiamiento que contribuyan a hacer realidad esa visión. 


El proyecto radica en la Subsecretaría de Educación Superior la responsabilidad del administrar el Sistema Común de Acceso, el que será obligatorio para las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos. Según dijo, existe un amplio consenso en las Universidades que componen el CRUCH, de la inconveniencia que este proceso quede radicado, administrado y subordinado a una autoridad política, como sería la futura Subsecretaría. Es necesario diseñar un Sistema Común de Acceso cuya responsabilidad quede en manos de un organismo público autónomo y que se base en el actual Sistema Único de Admisión (SUA), el que ha dado garantía de seriedad y transparencia, eliminando cualquier posibilidad de discrecionalidad durante el proceso. 

Sobre la Superintendencia de Educación Superior, reconoció la necesidad de la existencia de un ente regulador para el Sistema de Educación Superior que vele por el correcto cumplimiento de las leyes y normas que deben cumplir las Instituciones de educación superior. Sin embargo, se requerirá un análisis detallado de cada uno de los contenidos, evitando que se produzca una sobrerregulación que limite el desarrollo de las políticas académicas definidas por la propia universidad, como son los programas formativos de pre y postgrado, la creación de nuevo conocimiento en base al desarrollo científico y la investigación que realicen sus académicos, o los programas de creación artística y difusión cultural. La regulación que se establezca no deberá coartar o dificultar la libre creatividad que emane de los procesos de reflexión que son propios y centrales de la universidad. Lo anterior requiere que las nuevas normas legales reconozcan y cautelen la autonomía de las universidades, lo que no es incompatible con la obligación que ellas tienen de rendir cuenta de los recursos públicos que les asigne el Estado. 

De la lectura de los artículos correspondientes del Proyecto de Ley, se advierte, según dijo, una orientación hacia un exceso de control por parte del Estado, que atentaría contra la autonomía de las instituciones o un exceso de atribuciones a organismos o cargos, entre otros. Es así como el párrafo 7° del Título III del proyecto de ley, hace referencia exclusiva a las Instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro. Este párrafo regula una serie de materias respecto a estas instituciones; sin embargo, no distingue respecto a los distintos tipos de Instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, ni tampoco existe tal distinción en alguna otra parte del proyecto. 


En términos generales, en el párrafo 7° del Título III, se plasma expresamente la intención de no hacer ninguna distinción entre los distintos tipos de Instituciones de educación superior organizadas como corporaciones de derecho privado sin fines de lucro que componen el Sistema de Educación Superior. En efecto, regula de la misma forma a universidades tradicionales y de carácter público (Universidad de Concepción, Universidad Técnica Federico Santa María, Universidad Austral), que a aquellas creadas con posterioridad al año 1981. Estas disposiciones son altamente lesivas para estas universidades y les obligaría a cambiar su institucionalidad y forma de gobierno. No obstante, estas universidades ya tienen mecanismos de control y democracia interna y, sin lugar a dudas, no tienen fines de lucro y sus socios y directores no perciben remuneración alguna. Este es un claro elemento que atenta, además, contra la autonomía de estas instituciones. Se adjunta a esta presentación, un informe detallado con indicaciones concretas para evitar que estas tres instituciones se vean afectadas por la aplicación de estas normas. - Sobre financiamiento institucional. 


En general, continuó, se puede constatar que en la actualidad, el sistema de financiamiento a las Instituciones de educación superior es inestable, ya que la principal fuente de financiamiento basal, exceptuando el Aporte Fiscal Directo (AFD), depende cada año de la aprobación en el Poder 4 Legislativo, de los recursos contemplados en la Ley de Presupuesto anual de la Nación. Nada asegura la permanencia de los recursos que requieren las universidades de carácter público para garantizar el impacto deseado en la formación de profesionales, en el quehacer científico, la creación de conocimiento y el desarrollo de las humanidades y las artes. Por la naturaleza de su quehacer académico, estas universidades requieren de una base de libre disponibilidad para emprender compromisos de alto impacto con retorno social a largo plazo, como lo es la actividad de investigación, desarrollo e innovación, que además de necesitar recursos de operación, exige mantener una planta académica del más alto nivel, lo cual requiere de recursos permanentes que no estén sujetos a la inestabilidad propia de los fondos previstos en la Ley de Presupuesto Fiscal anual. 


Hizo presente que en las glosas presupuestarias del Presupuesto de la Nación de los últimos años, se han incorporado dos nuevos fondos basales para las universidades del Consejo de Rectores. Convenios Marco para las universidades estatales y Basal por Desempeño para las universidades no estatales del CRUCH. El Proyecto no considera financiamiento a las Instituciones de educación superior. En el caso de las universidades estatales, los recursos que corresponden a Convenios Marco quedarán establecidos en la Ley que actualmente se tramita para este conjunto de universidades. El planteamiento de las universidades no estatales de carácter público adscritas al CRUCH, es que el Fondo Basal por Desempeño sea incorporado en este Proyecto de Ley, tal como se hace con el Convenio Marco para las universidades estatales.  


Para fortalecer la política de Estado que aspira a impulsar un desarrollo homogéneo del país a lo largo de su extensa y diversa geografía, es imprescindible tomar en consideración la insoslayable necesidad de valorar y apoyar a las universidades de carácter público, 5 sean éstas estatales o no estatales, que realizan su actividad principalmente en regiones. Este fortalecimiento deberá focalizarse fundamentalmente en las universidades regionales del Consejo de Rectores, que tienen dificultades para lograr un pleno desarrollo, principalmente aquellas ubicadas en zonas extremas del país. Sobre esta materia, el Proyecto de Ley no ofrece un camino ni fórmula alguna para que el Estado se haga cargo en forma efectiva de esta realidad, que debe ser asumida como un compromiso con el desarrollo armónico de todas las regiones de nuestro país. 

17.- Santiago González, Rector de la Universidad Central. 

La Universidad Central de Chile es una institución de educación superior autónoma con sedes en Santiago y la Serena, fundada el año 1981, constituida como una Corporación Educacional de Derecho Privado sin Fines de Lucro. Actualmente cuenta con 14.000 estudiantes distribuidos en 9 facultades y 31 carreras profesionales, en ella se desempeñan 1200 profesores y 450 funcionarios administrativos. La Universidad actualmente cuenta con tres años de acreditación en las áreas de Docencia de Pregrado y Gestión Institucional, correspondiéndole someterse a un nuevo proceso de acreditación en el presente año 2017. Cuenta además con el 85% de sus carreras acreditadas por un plazo promedio de 5 años. Es una institución independiente, no está ligada a ningún grupo económico, ni institución religiosa ni política, es propietaria del 100% de sus activos y se encuentra administrada por sus propios académicos, a través de un proceso de generación democrática de autoridades, que promueve la participación de su comunidad y que ha permitido su administración por más de 35 años, entregando al país más de 20.000 profesionales.

La universidad promueve la formación inclusiva, sus estudiantes en más de un 50%, provienen de un nivel socioeconómico de familias que se encuentran en los primeros cinco deciles de vulnerabilidad. La Universidad se hace cargo, a través sus procesos de inserción, de las deficiencias académicas de sus estudiantes producto de una mala formación escolar, entregándoles las herramientas que les permitan abordar con éxito sus estudios universitarios. Los estudiantes de la Universidad Central, producto del requisito mínimo de acreditación de cuatro años establecidos en la glosa presupuestaria no pueden acceder a la gratuidad. La Universidad Central no recibe ningún tipo de aporte fiscal directo del Estado y el financiamiento de sus estudiantes se realiza principalmente a través becas estatales y propias de la universidad, así como del crédito CAE.

Proyecto de ley de Educación Superior.


Consideró absolutamente pertinente el envío por parte del Gobierno del proyecto de ley que promueve la modificación integral del actual sistema de educación superior, el cual ha cumplido un ciclo de 35 años que ha permitido sin duda la masificación de la educación superior en Chile, pero con dudosos estándares de calidad. Ha resultado ineficiente en la fiscalización de algunas instituciones y generado un nivel de endeudamiento en nuestros estudiantes vergonzoso para el país. Dijo entender que la educación, así como la salud y la seguridad, son bienes públicos que deben ser provistos y garantizados por el Estado, asegurando su calidad y disponibilidad para todos los ciudadanos sin diferencia alguna.


Compartió los conceptos vertidos en este capítulo, los cuales apuntan a la autonomía, la calidad, la inclusión y la diversidad en la educación, entre otros, los cuales consideró fundamentales a la hora de definir los aspectos básicos que debe contener toda política de educación superior, destinada a garantizar una buena educación a los jóvenes y la debida autonomía de las Universidades para ejercer la docencia, a través de sus propios proyectos educativos, los cuales deben ser respetados en sus necesarias particularidades y orientaciones definidas por sus comunidades académicas. Estimó necesaria también la diferenciación que se realiza en la ley a los subsistemas Universitario y Técnico profesional ya que ellos deben ser abordados desde una orientación específica, con objetivos y alcances propios de cada sector.


No estuvo de acuerdo con la propuesta que el proyecto realiza en este Título para la integración de las universidades al Consejo de Rectores, que incorpora requisitos que muy pocas instituciones podrán cumplir en el corto y mediano plazo. De hecho con la actual estructura universitaria del país no son más de diez las universidades que actualmente cumplen dichos requisitos, lo cual disminuiría considerablemente la interlocución entre las autoridades de gobierno y las universidades. De hecho más de la mitad de las Universidades del Estado no podrían incorporarse a este nuevo CRUCH.


En tal sentido, propuso que el Consejo de Rectores, siendo una institución tan importante para la educación superior, pueda estar integrado por el máximo de universidades acreditadas. Esto tiene gran trascendencia ya que el proyecto de ley establece que el Estado contribuirá de forma especial con recursos para la excelencia en el desarrollo de las universidades del Consejo de Rectores, lo cual establecerá una discriminación arbitraria entre las que pertenecen y no pertenecen al Consejo de Rectores de Universidades chilenas, postergando el desarrollo de las universidades que más apoyo necesitan. Según dijo, queda la impresión de que los requisitos para el nuevo CRUCH están orientados a resolver las exigencias de las universidades del G-9, en compensación al quedar estas excluidas de los aportes fiscales directos que reciben hoy del Estado producto de esta nueva ley.

Subsecretaria de Educación Superior


Por tratarse la educación superior de un bien público de la mayor importancia, valoró la creación de un organismo del más alto nivel, como lo es la Subsecretaria de Educación Superior, responsable de desarrollar, orientar, implementar y velar por el buen uso de los recursos que el Estado destinara a este fin. La implementación de una política de educación superior requiere necesariamente contar con una autoridad política que dé cuenta de ella, que responda de su gestión y garantice al país la eficiencia y eficacia en la implementación de esta política, tanto a nivel universitario como técnico profesional.

Del Sistema Común de Acceso a la Educación Superior.


Concordó con la creación de un Sistema Común de Acceso a la Educación Superior que se encuentre administrado por la Subsecretaria, de modo de dar garantías a todos los estudiantes chilenos que tendrán la posibilidad de contar con un sistema único, transparente y equitativo de admisión a la educación superior, situación que no ocurre hoy, dado que el actual sistema único de admisión (SUA), no permite el acceso igualitario a todas las instituciones, generando una discriminación arbitraria al impedir que la totalidad de los estudiantes puedan acceder a la educación superior a través de él, situación que ha sido rechazada por un dictamen de la Corte Suprema en el mes de junio del presente año.


Valoró también que el diseño e implementación del sistema único de admisión sea apoyado por un organismo técnico constituido por las universidades, sin embargo discrepó del proyecto en que esta colaboración quede supeditada mayoritariamente a universidades del Consejo de Rectores (5) y solo a una (1) universidad no perteneciente al CRUCh, ya que por tratarse de un sistema obligatorio, todas las universidades deberían estar representadas equitativamente en el nuevo sistema de admisión.

De la Formación Técnico Profesional.

Llama profundamente la atención, según dijo, que este proyecto dedique solo tres artículos a la Educación Técnico Profesional, delegando en un futuro Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional la responsabilidad de crear la estrategia. En tal sentido y por tratarse de un aspecto tan relevante en la futura educación superior del país, estimó prudente elaborar una ley especial para este sub sistema, que se discuta en el parlamento y que dicha estrategia no quede supeditada a la decisión de un comité gubernamental.

La Superintendencia de Educación Superior.

Es de todo sentido la creación de la Superintendencia de Educación Superior, que fiscalice el buen desempeño de las instituciones académicas en el marco de la nueva ley, que garantice el otorgamiento del servicio educacional de calidad a la ciudadanía y que tenga la capacidad sancionatoria en caso de incumplimiento de las normas y leyes que regularan el sistema. El Estado invertirá gran cantidad de recursos en la educación superior de los jóvenes chilenos, de modo que no podría ser de otra forma que la inversión de estos recursos y la viabilidad de las instituciones que harán uso de ellos, no sean fiscalizadas por un organismo estatal del más alto nivel, en este caso la Superintendencia de Educación Superior.

En este sentido, sostuvo que la Superintendencia debe contar con las mismas atribuciones establecidas en la ley para las otras Superintendencias existentes en el país, unificando así criterios de fiscalización y transparencia, especialmente las orientadas a evitar y sancionar el lucro en la educación.

Llamó la atención que en el presente proyecto de ley más del 50 % de su articulado (de los números 17 al 80) se refiere a la Superintendencia de Educación Superior, lo cual podría considerarse excesivo tratándose de una ley de educación.

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad.

Tal como señaló en un párrafo precedente, uno de los principales déficits del actual sistema de educación superior es la incapacidad que ha mostrado para garantizar la calidad, aspiración muy sentida por la ciudadanía. Este aspecto resulta fundamental para el éxito de la política pública que se pretende implementar y para la garantía de que los recursos públicos que se inviertan en educación sean utilizados en generar calidad y no sean destinados al lucro que tanto repudiamos. así, valor la creación de una instancia que coordine el Sistema de Aseguramiento de la Calidad que esté integrada por los máximos organismos responsables de la Educación en Chile, que actuando coordinada por la Subsecretaria de Educación, asegure la pertinencia y viabilidad de las políticas públicas que se propongan al sistema, que tenga la capacidad de fiscalizar a través de la Superintendencia de Educación, que garantice y promueva la calidad a través de la Comisión Nacional de Acreditación y el licenciamiento de las nuevas instituciones de educación superior que ingresen al sistema a través del Consejo Nacional de Educación.

De la Comisión Nacional de Acreditación.

Sin perjuicio del reconocimiento al trabajo realizado por la actual Comisión que ha contribuido en los últimos años a mejorar sustancialmente la calidad en las universidades, destacó los cambios establecidos en la ley, especialmente en lo que respecta a la generación y designación de sus integrantes a través del Consejo de Alta Dirección Pública y con acuerdo del Senado, lo cual garantiza la pertinencia y la especialización de los integrantes y la trasparencia en su designación. Así mismo el proyecto modifica la estructura de los integrantes del Consejo que actualmente está integrada por representantes oficiales de las mismas instituciones que acredita y que luego son fiscalizadas.

Evaluar, acreditar y promover la calidad de la educación superior representa el pilar fundamental en la política pública de educación y este es un proceso que requiere de la mayor independencia, por tratarse de una responsabilidad eminentemente intelectual y que habilita a las instituciones para entregar educación superior en el país. Esta responsabilidad no debe quedar supeditada a los vaivenes políticos del país y menos a visiones ideologizadas, que podrían mañana afectar la calidad y ecuanimidad en el otorgamiento de acreditaciones y en consecuencia de la educación superior en el país.


Es en este sentido que la Comisión Nacional de Acreditación debe actuar con la mayor independencia, como es el caso de un organismo autónomo, y dar garantías de su calidad técnica y ecuanimidad en su actuar, con un sistema de generación de sus autoridades a través de procesos transparentes, como propone el proyecto, que no dependan solo de los gobierno en ejercicio y con una permanencia que vaya más allá de un periodo presidencial.


En relación a la obligación de la acreditación institucional, valoró el criterio que presenta el proyecto en el sentido que la acreditación institucional deberá ser obligatoria en el país para las instituciones que reciban recursos del Estado. Este aspecto es muy necesario ya que dada la asimetría de información existente entre las instituciones que otorgan el servicio educacional y los ciudadanos que lo requieren, es necesario establecer un estándar que dé cuenta de la calidad y pertinencia de la institución en la cual los estudiantes adquirirán su educación. El concepto de acreditación, más que un sello de calidad que discrimina entre universidades, debe ser visto como un proceso a través del cual las instituciones de educación transitan para alcanzar mayores niveles de complejidad, con el debido acompañamiento de la Comisión, la cual no solo deberá velar por el cumplimiento de los estándares establecidos, sino que deberá apoyar la mejora de la educación superior en el país. Coincidió en radicar en la Comisión la obligatoriedad de acreditación de carreras específicas, principalmente de la salud y la educación, lo cual permitirá aunar estándares de calidad dependiente del tipo y complejidad de cada carreara. Sin embargo consideramos un déficit el que no se establezca esta obligatoriedad para otro tipo de carrearas, que por su carácter altamente especializado, deberían requerir también una especial certificación, ya que ello contribuiría a genera un alto grado de certidumbre, dado que la acreditación de una carrera, al igual que la acreditación institucional, son procesos complejos que requieren el concurso de la comunidad académica y una elaborada preparación.

Efectos de la Acreditación Institucional.

Sin lugar a dudas este proyecto entrega atribuciones de la mayor relevancia a la Comisión Nacional de Acreditación  las cuales tienen consecuencia de carácter definitivo en las instituciones de educación superior, llegando incluso a dictaminar la incapacidad de impartir nuevos programas, aumentar vacantes o abrir nuevas sedes y hasta el cierre definitivo de la institución. Por ello, ratificó su postura de que dicha Comisión, dada la trascendencia de sus resoluciones, debe tener la calidad de organismo autónomo. Por otra parte estimó que no corresponde eximir a las instituciones de educación superior estatales de las implicancias que podría tener una mala acreditación ya que ello no constituye un incentivo para estas instituciones de mejorar su calidad y podría atentar en contra de la educación entregada a sus estudiantes.


En relación a la propuesta de acreditación mínima y obligatoria de la Universidades en las cinco áreas, esta refleja una aspiración que no está consciente de la realidad de la educación superior en Chile, ya que no hace diferencia entre universidades docentes y complejas. Pretender que en Chile tendremos en el corto plazo solo universidades complejas que hacen docencia, investigación, post grados y vinculación con el medio, en una aspiración poco realista ya que nuestra realidad dista mucho de aquella que pretende el proyecto, y que si bien es cierto es un estándar que todos quisiéramos alcanzar, no es realista para Chile, en el corto ni mediano plazo, y requerirá de recursos que las universidades hoy no disponen para ello, y menos si los recursos que el Estado destinará a la excelencia de las universidades lo invertirá solo en las que pertenecen al Consejo de Rectores, como señala el proyecto.


Regulaciones y Prohibiciones Aplicables a las Instituciones de educación superior.


Compartió los aspectos señalados en este título y que dicen relación con el establecimiento de condiciones de transparencia en la administración de las instituciones de educación superior que den garantías de que los recursos que se recibirán del Estado serán invertidos en educación e investigación. En su opinión, es de toda lógica que las condiciones en que debe operar una institución de educación superior debe garantizar la inexistencia de lucro ya sea de forma directa o indirecta, lo cual deberá estar claramente regulado y controlado por la Superintendencia de Educación Superior. Estimó recomendable en este aspecto, por ser fundamental para garantizar que los recursos que destine el Estado a la educación sean invertidos en mejorar su calidad, es que se debería establecer con mayor claridad la pertinencia de asignar responsabilidades civiles y penales a las personas que  dolosamente actúen en contra de los principios de probidad y transparencia en la utilización de los recursos destinados a la educación.

De La Educación Superior Estatal.


Destacó que el Ejecutivo haya separado del presente proyecto aspectos propios de las universidades estatales, por cuanto al Estado le corresponde garantizar el otorgamiento de una educación superior de calidad para todos sus ciudadanos y el principal instrumento del cual dispone para ello lo constituye el sistema de educación superior estatal. En este sentido toma especial relevancia las definiciones, responsabilidades, obligaciones y apoyos que el Estado definirá para su sistema estatal a través del cual cumplirá, en primera instancia, su obligación con la educación superior del país.  Apoyó el fortalecimiento de la educación pública a través de una ley especial, entendiendo que a ella se le exigirá que cumpla con la generación de bienes públicos que podrían ir más allá de las legítimas aspiraciones y posibilidades que podrían tener las instituciones de educación de carácter privado.


El Estado a través de sus universidades debe garantizar, según dijo, que la educción superior a nivel regional tenga la misma calidad y pertinencia que la que se da en la región metropolitana, que la investigación en el país se realice al máximo nivel y que los académicos cuenten con los recursos necesarios para ello, que la cobertura llegue a lugares donde se requiere educación superior y no existe oferta de ello, que los estándares de gestión de las instituciones de educación superior estatales sean de la mayor calidad a la que se pueda acceder. En su opinión, no es conveniente que se discrimine en aspectos de calidad y requisitos para operar en el sistema en relación con las instituciones de carácter privado, en el entendido que estas últimas cumplen con las condiciones establecidas en la presente ley, especialmente en lo que dice relación al acceso a la gratuidad, el acceso al sistema único de admisión y las condiciones para la permanencia dentro del sistema.


Del Financiamiento Institucional para la Gratuidad.


Declaró ser partidario de la educación superior gratuita y de calidad, sin distinción de ningún tipo para todos los jóvenes chilenos en las instituciones que cumplan con los requisitos establecidos en la presente ley. Para ello es necesario que los requisitos de acceso transitorios definidos para el otorgamiento de este derecho, en tanto se aprueba la presente ley, no deberían tener otra exigencia que no sea la acreditación institucional, la exigencia de no lucrar y la correspondiente participación de la comunidad. El no hacerlo de esa forma condena a una gran cantidad de estudiantes a quedar excluidos del sistema de educación superior o a seguir endeudando a sus familias. Educación gratuita y de calidad en instituciones que cumplan con los estándares de calidad y transparencia, para jóvenes que demuestren interés por los estudios, espíritu de sacrificio en el logro de sus metas académicas y real conciencia de que este derecho es un beneficio financiado por todos los chilenos, para su desarrollo individual e intelectual, que les permitirá a ellos mejorar su calidad de vida y al país avanzar en su desarrollo.


Declaró que el derecho a la educación gratuita debe estar disponible en primera instancia para todos los jóvenes chilenos, pero su permanencia en el tiempo debe estar asociada a su rendimiento académico, que no debe ser otro que cumplir con los requisitos que le permitan obtener su título profesional, en un plazo prudente y cumpliendo con los estándares académicos establecidos por su universidad, lo cual se recoge en el presente proyecto de ley. La educación gratuita no es gratis, lo es para los estudiantes que la reciben, pero no para el país que deberá financiarlas con los recursos de todos los chilenos, recursos escasos y que no existen por generación espontánea, sino que deben generarse conforme al crecimiento el país.


En este sentido tendrá especial relevancia la determinación de los aranceles de referencia a través de los cuales las universidades recibirán los aportes que financiaran la gratuidad. Estos montos, que en la ley se establece que se definirán a través de una comisión de expertos, deberán garantizar el cumplimiento de los proyectos académicos de las distintas universidades, ya que una mala evaluación en su determinación podría atentar gravemente contra el desarrollo de la educación superior en Chile por falta de recursos o afectar directamente su calidad. 
Respecto de la obligación de otorgar estudios gratuitos, consideró adecuado extender el plazo a los estudiantes para que terminen sus estudios en los años que considera la carrera más uno. Este es un aspecto relevante ya que reconoce la realidad del país y permite terminar a los estudiantes sus estudios con normalidad. Vale señalar que el promedio de titulación de los estudiantes universitarios en nuestro país hoy excede en un 35% del tiempo nominal de la carrera, es decir entre uno y dos años adicionales. Estimó que es necesario revisar el cronograma en el cual se establece el calendario para la transferencia de recursos para la gratuidad. Sin dudas que el requisito de avanzar en la transferencia de recursos conforme se cumpla la condición de que los ingresos fiscales estructurales representen un porcentaje del PIB tendencial, pareciera ser una buena regla de responsabilidad fiscal, sin embargo los porcentajes establecidos para alcanzar los niveles superiores de gratuidad podrían no lograrse nunca o en un muy largo plazo, postergando indefinidamente las justas aspiraciones de los jóvenes de acceder a la educación gratuita.

En este sentido y por tratarse de un derecho, la ley debería otorgar una certeza mayor respecto del plazo en que se alcance la gratuidad universal, dando prioridad a esta inversión por sobre otras que legítimamente el país podría necesitar, sin embargo la necesidad de educación superior gratuita ha estado postergada por más de 35 años, lo cual le debería otorgar cierta preferencia por sobre otros gastos o inversiones.

Comentarios Finales.

En síntesis, apoyó la iniciativa del Gobierno de enviar un proyecto integral que fortalezca la educación superior en nuestro país, pues considera los aspectos fundamentales para la implementación de una buena política pública. Asimismo, es relevante la creación de una institucionalidad que aborde en su conjunto la educación superior en el país, pero hizo presente su inquietud por la independencia necesaria que debe garantizarse a los distintos proyectos académicos, mediante la transferencia y determinación adecuada de los recursos para gratuidad, en cantidad y oportunidad, de modo de garantizar la calidad de la educación superior del país.


18.- Pedro Montt, Presidente del Consejo Nacional de Educación. 


Expresó que el proyecto de ley sobre educación superior posiciona al a calidad como uno de los principios que inspiran al sistema de educación superior chileno. La definición que entrega la iniciativa es consistente con ideas más amplias de calidad presentes en la literatura, sin embargo, carece de un objetivo central preciso, pues se orienta hacia la búsqueda de la excelencia, la que necesita, a su vez, de un concepto. En este sentido, la propuesta carece de un concepto de calidad, que es prerrequisito ineludible para su aseguramiento y promoción.

Explicó que la calidad es un concepto complejo de definir, sin que exista un consenso sobre una definición unívoca del término; sin embargo existen ciertos acuerdos sobre cómo la calidad puede ser conceptualizada y evaluada. Un elemento ampliamente compartido es que la calidad es una construcción social y debe ser fruto de un acuerdo colectivo. Quienes deben aportar en dicho acuerdo conceptual es otro de los temas frente a los cuales hay opiniones convergentes y, generalmente, se reconocen a lo menos cuatro grupos:

Uno) los responsables de la provisión de educación; 
Dos) los usuarios directos del producto;

Tres) el mercado laboral y la sociedad en su conjunto, 
Cuatro) los empleados del sector. 

En lo que respecta al proyecto de ley, el señor Montt dijo que la calidad queda entregada a la Comisión Nacional de Acreditación (consulta al Comité de Coordinación) y no se prevé la participación otros miembros del Sistema, por ejemplo las propias instituciones de educación superior (art. 81). Se reduce así la calidad al cumplimiento de estándares, y se pierde la idea de mejora continua (art. 81). Ello además puede tensionar la diversidad. Se confunden objetivos e instrumentos de la función de control con los de aseguramiento de la calidad. Se incluye el AP como medida vinculada a problemas en calidad (art.119), lo que no resulta coherente con la idea de instalar una cultura de calidad y construir capacidades de autorregulación. El mecanismo de acreditación institucional integral (art. 81) no está suficientemente desarrollado. Sugiere acreditación conjunta de instituciones y carreras y no lo que realmente se busca: evaluar la forma en que el aseguramiento de la calidad de la institución se refleja en sus programas.

No es clara coordinación con acreditación obligatoria de programas. 

Además, el proyecto no aborda definiciones de títulos y grados, ni precisa la actual conceptualización, aspecto que contribuiría a reconocer la diversidad del sistema y transparentar las especificidades de cada uno. Definiciones de universidad, instituto profesional y centro de formación técnica insuficientes para la diversidad y articulación del sistema (art. 4). Las instituciones de educación superior dependientes de las FFAA ¿a qué subsistema pertenecen?  El proyecto propone una acreditación obligatoria, en base a estándares, y en las mismas dimensiones para todas las instituciones de educación superior (art. 81)… se inhibe que sean ellas mismas las que enfaticen o prioricen sus áreas de desarrollo a partir de su sello y de sus propias capacidades. Actualmente, la evaluación para la acreditación se centra en la verificación del cumplimiento oportuno y satisfactorio de objetivos y propósitos vinculados a la misión y fines institucionales En el proyecto, la autoevaluación institucional se relaciona con el cumplimiento de criterios y estándares de calidad (art. 81). 

Se declara el sistema de provisión mixta, pero a la vez se establece al Ministerio de Educación como el órgano rector (art. 4), como en educación escolar, pero sin clarificar lo que ello significa y las implicancias que tiene para las propias instituciones (autónomas) y para el sistema en su conjunto.  Institucionalidad propuesta para el Sistema Común de Acceso (Comité con mayor representación del CRUCH y de los Centros de Formación Técnica  Estatales, art. 11) presenta un sesgo al no capturar las necesidades de todas las instituciones y de la mayoría de los estudiantes. Escaso fortalecimiento de la formación TP: el proyecto plantea la elaboración de una Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional y establece la creación de un Consejo Asesor (art. 15 y 16), pero falta desarrollar el punto. ¿Cómo se reconocen las múltiples necesidades del sector? Riesgo de rigidizar un sector que requiere flexibilidad para atender a las múltiples necesidades. Financiamiento institucional para la gratuidad (art. 88) también tensiona la diversidad del sistema dado los mecanismos propuestos. 

Concluyó afirmando que si se quiere avanzar hacia una Educación Superior de excelencia, es necesario tener en consideración y armonizar los cuatro pilares. Teniendo en cuenta lo anterior:

Uno) El proyecto de ley tiene problemas de diseño.

Dos) Es poco probable que contribuya a la calidad y la mejora continua del Sistema de Educación Superior.
Tres) El financiamiento y sus propias necesidades tensionan la calidad, diversidad, gobernanza y autonomía.
Además, hay que considerar la proyección y desarrollo de la Educación Superior en el mediano y largo plazo, lo que implica la vinculación de la educación superior con las necesidades del país. La noción de calidad debe ser (necesariamente) socialmente compartida.
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Esta norma operará las próximas décadas, sin embargo, no se pronuncia acerca de temas que impactarán sustantivamente a nuestra ES: globalización (deslocalización territorial de la oferta formativa); internacionalización (reconocimiento de títulos grados y validez de las certificaciones); nuevas modalidades de enseñanza (impacto de las Tics en la oferta formativa). Investigación, Desarrollo e Innovación necesarios para el desarrollo del país  y el sistema (¿Ministerio de Ciencia y Tecnología?; la mayoría de la investigación que se realiza en Chile la efectúan las universidades). 


19.- Jorge Bermúdez Soto, Contralor General de la República. 

Comenzó su exposición citando una sentencia en que se debatió si la Universidad de Cambridge – entidad privada – podía ser considerada como un órgano público para los efectos de aplicarle las directivas europeas sobre contratos públicos de servicios, suministros y obras. El tribunal sostuvo que la Universidad de Cambridge debía considerarse, para estos efectos, como un organismo de derecho público por cuanto cumplían con los requisitos establecidos en las directivas. Su actividad está mayoritariamente financiada por el Estado. En dicho financiamiento se comprenden las becas o subvenciones entregadas a las instituciones para cubrir sus gastos académicos. A mayor abundamiento, la expresión «financiada por [una o varias entidades públicas]», que figura en el artículo 1, letra b), párrafo segundo, tercer guión, de cada una de las Directivas 92/50, 93/36 y 93/37, debe interpretarse en el sentido de que en ella se incluyen las becas o subvenciones concedidas por una o varias entidades [públicas] para fomentar la labor investigadora, así como las becas para estudiantes que las autoridades locales competentes en materia de educación abonan a las universidades para cubrir los gastos académicos de determinados estudiantes”. (Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea del 3 de octubre de 2000, asunto C-380/98).

Hizo presente que el artículo 25 de la ley orgánica constitucional de la Contraloría General de la República la faculta para fiscalizar la correcta inversión de los fondos públicos que cualquiera persona o instituciones de carácter privado perciban por leyes permanentes, a título de subvención o aporte del Estado para una finalidad específica y determinada. Esta fiscalización tendrá solamente por objeto establecer si se ha dado cumplimiento a dicha finalidad. Por su parte, la ley de Presupuestos, Partida 09, Educación Superior, en su Glosa 01 inciso final (común al programa) dispone : “Las instituciones de educación superior que reciban recursos públicos o que matriculen en el año 2017 a estudiantes que se financien en virtud de becas, créditos o garantías estatales derivadas del presente programa, que no se encuentren ya obligadas por otras leyes, deberán aportar a la Contraloría General de la República la información del uso de dichos recursos.” A mayor abundamiento, Glosa 02 prescribe: “El Ministerio de Educación llevará un registro público con las instituciones de educación superior que adscriban al financiamiento a que se refiere esta glosa. Asimismo, las instituciones que accedan a dicho financiamiento deberán informar al Ministerio de Educación, en el plazo de un año a contar de la última transferencia, respecto del uso de los recursos recibidos por este concepto. Los recursos transferidos por la presente asignación presupuestaria no deberán rendirse de acuerdo a la Resolución Nº 30, de 2015, de la Contraloría General de la República, o la norma que la reemplace.”

Como dato, señaló que un 60,9% de los alumnos se concentran entre las Universidades Privadas y los Institutos Profesionales. Las 3 entidades que reciben mayor cantidad de recursos son la Universidad de Chile, Pontificia Universidad Católica y Universidad de Concepción, con un 19,7%. Las tres entidades que reciben mayor financiamiento de la Gratuidad son la U. de Chile, Universidad Autónoma y la Universidad de Concepción, con un 22,7% del monto total de la gratuidad. 
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Distribucién Gratuidad 2016 (MMS)

1° U. de Chile UE 32.351
2° U. Auténoma up 28.968
3° U. de Concepcién UPCRUCH 28.361
4° USACH UE 24.882
5° uv UE 19.284
6° U. Austral UPCRUCH 17.450
7° PUCV UPCRUCH 16.741
8° U. del Biobio UE 16.082
9° UTFSM UPCRUCH 15.924
10° U. de Talca UE 14.814

Total recursos gratuidad: $ 395.194.000.000
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Aspectos del proyecto que pueden afectar el resguardo de los recursos públicos.


El señor Contralor señaló que el proyecto presenta un descenso de la responsabilidad, desde el nivel político y administrativo, a uno meramente administrativo. Las Superintendencias no reemplazan a la Contraloría en el resguardo de los recursos públicos. Las facultades que se proponen para la Superintendencia de Educación Superior en materia de interpretación del ordenamiento jurídico y de normativa contable, se contraponen a las de la Contraloría. De esta manera, el artículo 19 letra d) del proyecto prescribe que “corresponde a la Superintendencia fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que le son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos”, pero es la propia Constitución la que en su artículo 98 mandata a la Contraloría para fiscalizar el uso de los recursos públicos: “fiscalizará el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes”. Lo anterior implica que la Contraloría puede fiscalizar los recursos entregados a entidades privadas. A mayor abundamiento, la Sentencia del Tribunal Constitucional rol N° 3.283-16, C 4°, declaró que  “la normativa previsional relativa a funcionarios públicos puede ser interpretada entretanto, con fuerza general y obligatoria para la Administración del Estado, pero solamente a través de dictámenes que toca pronunciar exclusivamente a la Contraloría General de la República”.

Observó que el artículo 33 del proyecto de ley prescribe que: “La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.” Sobre este punto, indicó que esta norma sólo puede entenderse en el sentido que deja a salvo el control amplio de legalidad que el art.98 de la Constitución confiere a la Contraloría, en lo que fuere procedente. Sentencias del Tribunal Constitucional: Roles números 1.038-08 y 1.051-08, y dictámenes de la Contraloría: números. 14.165, de 2012 y 31.941, de 2015. La redacción correcta sería: “La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República.”


Sugirió incorporar una regla general que consagre expresamente las funciones contables y de fiscalización de la Contraloría respecto de las instituciones de educación superior que reciben recursos públicos, profundizando lo ya establecido en la Glosa 01 (gratuidad) y lo dispuesto en los artículos números 25 y 85 de la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General República. Por último, recordó que es el propio mensaje del Ejecutivo el que señala que “el sistema de control de las normas y, en particular, el resguardo de la fe pública en el uso de los recursos públicos, son claramente deficitarios. El objetivo de que los recursos destinados a la educación superior se inviertan en sus fines, debe alcanzarse considerando la naturaleza pública y privada de las instituciones de educación superior.”


20.- José Joaquín Brünner, investigador de la Universidad Diego Portales. 


Explicó que dentro de la clasificación de regímenes de economía política de los sistemas nacionales según el carácter público - privado de la provisión y el financiamiento del sistema, el de Chile se caracteriza -en comparación con el promedio de los países de la OCDE- por tener en ambas dimensiones una presencia mayor de matrícula y recursos privados. En esta misma categoría se encuentran Brasil, Corea, Gran Bretaña, Israel, Indonesia, Japón, Perú y otros. Los otros tipos de regímenes de economía política son aquellos con predominio de provisión y financiamiento estatal, como ocurre en diversos grados en la mayoría de los países de Europa Occidental y en Argentina, Cuba y Uruguay, por ejemplo. Un tercer tipo de régimen es aquel en que predomina la provisión estatal pero con financiamiento mayoritariamente privado (economía política estatal de costos compartidos), como son los casos de Australia, Canadá, Estados Unidos entre otros. Por último, hay sistemas cuyo régimen combina provisión mayoritaria por instituciones privadas (“de vocación pública”) con gestión independiente y financiamiento predominantemente fiscal (economía política de tercer sector), como ocurre en Bélgica, Finlandia, Estonia y Honduras, por ejemplo. Nótese que si bien Chile se sitúa en el cuadrante de provisión y financiamiento predominantemente privados, sin embargo posee universidades que se ubican en tres de los tipos de regímenes de economía política descritos. Universidades estales mayormente financiadas con recursos privados; universidades privadas de la clase G9, cofinanciadas con aportes directos del Estado, y universidades privadas con financiamiento principal (aunque no exclusivo) de fuentes privadas.

¿Qué rendimiento posee nuestro sistema en las dimensiones básicas de desempeño? A continuación, hizo una distinción de acuerdo con diversos criterios para evaluar una respuesta a esta interrogante.

Uno) Participación. La participación neta, sobre el grupo de edad de 20 a 29 años, alcanza en Chile a un 27%, mientras que en el promedio de la OCDE se sitúa en torno a un 22%. La participación bruta medida por la UNESCO en relación a la cohorte de edad pertinente es de 89%, trece puntos porcentuales por encima de los países de Europa Occidental y América del Norte y casi el doble de la tasa promedio de América Latina (46,3%). 

Dos) Acceso. La tasa de primer acceso a la ET (proporción de personas que puede esperarse ingresaran a algún programa de ER en el curso de su vida), que da una idea general sobre la accesibilidad a este nivel, es de 87% en Chile y 68% en el promedio de la OCDE. 

Tres) Matrícula por niveles. La distribución de la matrícula x niveles de la CINE en Chile es la siguiente: Nivel 5, 29%; Nivel 6, 63,1%; Nivel 7, 7,1%%; y Nivel 8, 0,4%. En los países de Europa Occidental y América del a Norte, las cifras correspondientes son: 24,2%; 53,5%; 19,4%; 2,8%, respectivamente (UIS, 2027).

Cuatro) Equidad de la participación. De acuerdo a las cifras de participación de los quintiles de ingreso equivalente, Chile posee la mayor tasa de participación neta del quintil 1 (más pobre) en América Latina, la que alcanza a un 27,4%. Asimismo, tiene el segundo índice de desigualdad 20:20 más bajo después de Bolivia; en efecto, el valor para Chile es 2,3, el de Bolivia 1,8 y el índice promedio para América Latina es 7,0. (SEDLAC, 2017).7

Cinco) Eficiencia interna. (A) La tasa de 1a graduación de la ET (sin incluir estudiantes extranjeros) --que es una estimación del porcentaje de una cohorte de edad que se espera se graduara durante el largo de su vida-- es en Chile de 51% y en el promedio de la OCDE de un 45%. En los programas de ciclo corto las correspondientes cifras son de 22% y 11%; en el nivel de bachillerato o equivalente, 34% y 38%; en el de MA o equivalente, 9% y 18%; y en el de PhD o equivalente, 0,2% y 1,7%, respectivamente. (B) En cuanto a la tasa de conclusión de estudios universitarios por cohorte, no hay datos confiables en Chile que sean comparables internacionalmente, mientras para el promedio de los países de la OCDE esa tasa es de un 45% en tiempo oportuno y 69% con tres años adicionales a la duración nominal de los programas.  Suele estimarse que en Chile esta última cifra sería significativamente inferior y que hay, además, una prolongación excesiva de los estudios en relación con su duración nominal.

Seis) Eficiencia externa, vinculada con el empleo e ingresos de las personas con ET.  (A) La tasa de empleo de personas con ET x áreas de educación, hombres y mujeres, aparece como altamente satisfactoria en comparación internacional (Chile 2015; OCDE promedio, 2012 a 2015). (OECD Survey of Adult Skills (PIAAC), 2012, 2015). (B) El diferencial del ingreso recibido por las personas con ET en relación con el ingreso promedio de las personas con educación secundaria superior (=100) es en general alto en comparación con el promedio OCDE, en todos los niveles. . Con todo, se observa una creciente dispersión de remuneraciones de los graduados; por ejemplo, en el caso de derecho, durante el primer año después de la graduación, el 10% superior tiene una remuneración alrededor de 10 veces mayor al 10% inferior (3,4 millones versus 344 mil pesos) (Mi Futuro, 2017). Asimismo, un reciente estudio del Banco Mundial estima que un 7% de los estudiantes que comenzaron sus estudios de ET en 2012 se matriculó en programas que tendrían tasas negativas de retorno (The World Bank, At a Crossroads: Higher Education in Latin America and the Caribbean, 2017, cap. 3 de Sergion Urzúa). 

Siete) Calidad. (A) Según el porcentaje de estudiantes en universidades acreditadas, durante los últimos años menos de un 10% de los estudiantes se halla matriculado en universidades no-acreditadas. Un 31% de la matrícula total de las universidades se encuentra en instituciones con 5 áreas acreditadas, mientras que un 14% de los estudiantes de pregrado está matriculado en universidades con acreditación solo en las dos áreas obligatorias. Considerando la matrícula de los IP y CFT, un 87,3% de la matrícula del sector técnico profesional corresponde a instituciones con 2 o más áreas de acreditación y un 13% a instituciones sin acreditación. (B) Según el número universidades de excelencia registradas entre las mil universidades top del ranking global del THE, donde Chile aparece con 13 universidades, 1 por cada 1,4 millón de habitantes, seguido de Costa Rica con 1 x cada 4,9 millones de habitantes, Brasil, 1 x cada 9,2 millón y Colombia 1 x 9,8 millones.8 Después aparecen Venezuela, Perú, México y Argentina.  Nótese que las 1000 primeras universidades corresponden a menos del 4% del total mundial de universidades registradas por Webometrics (26.368 en 2017)9. (C) Según el desempeño de literacy10 de las personas con educación terciaria en el examen PIACC, Chile muestra una baja calidad de resultados --240 puntos en promedio, que representa un nivel elemental de literacy-- frente a un promedio para los países de la OCDE de 275 puntos. La puntuación obtenida por las personas con ET en Chile es menor que el puntaje alcanzado por las personas con educación secundaria superior de la OCDE (260) y apenas supera por cinco puntos el puntaje promedio OCDE da las personas con educación inferior al nivel secundario superior (235 puntos). Una hipótesis plausible es suponer que la baja puntuación obtenida en Chile por las personas con ET, se debe a los bajísimos niveles alcanzado pue las personas con menos que educación secundaria superior (186 puntos) y con educación secundaria superior (219 puntos).

Ocho) Financiamiento. El financiamiento de la ET (incluyendo I&D) como porcentaje del PIB, un indicador del esfuerzo relativo de los países, es netamente superior en Chile al promedio de la OCDE, y en la suma total, uno de los mayores del mundo. Asimismo, se caracteriza por la fuerte presencia de la financiación privada. (A) Por niveles de ET, Nivel 5, Niveles 6 a 8, Total: Chile, 0.4%, 2.0%, 2.3%. OCDE: 0.2%, 1.4%, 1.6%. (B) Por carácter estatal o privada de las fuentes de recursos y total: Chile, estatal, 1.0%; privado, 1.4%; total, 2.3%, respectivamente. OECD: estatal, 1.1%; privado, 0.5%; total, 1.6%, respectivamente.  (C) De acuerdo a la proporción desagregada del gasto estatal y privado: estatal, hogares, otras entidades privadas, total privado (incluyendo subsidios atribuibles a pagos de instituciones educacionales recibidos de fuentes fiscales). Chile: estatal, 38%; hogares, 52%; otras entidades privadas, 11%; total privado, 62%. OCDE: 70%; 21%; 9%; 30%, respectivamente. (D) Gasto x estudiante de ET (incluyendo gasto en I&D) nivel 5, niveles 6 a 8, total (expresado en USD - ppc): Chile, Nivel 5, 4.079; Niveles 6 a 8, 9.084; Total, 7.642 (USD 364 en I&D). Como porcentaje del PIB per capita: 19%, 41%, 35%, respectivamente. OCDE: 10.107, 16.199, 15.772 (4.837 en I&D). Como porcentaje de PIB per capita: 27%, 41%, 41%, respectivamente. 

Nueve) Evaluación de sistemas nacionales. Por último, el único ranking de sistemas nacionales de universidades, realizado por Universitas 21, entre 50 países ubica a Chile en el lugar 34, como el primero de los cuatro sistemas latinoamericanos evaluados, seguido de Argentina, Brasil y México. Este ranking considera recursos, ambiente académico, conectividad y output de investigación y docencia. (U21, http://www.universitas21.com/article/projects/details/153/executive-summary-and-full-2017-report).

Diez) Una visión resumida del desempeño del sistema chileno arroja un balance positivo a la luz de los datos presentados, con sólidos desempeños en el contexto no solo latinoamericano sino también --en varias dimisiones-- en relación con el promedio de la OCDE. Asimismo, muestra dónde se hallan los principales desafíos que el sistema enfrenta en la actual etapa de su desarrollo: (i) baja calidad del logro en la adquisición de competencias fundamentales; (ii) necesidad de un constante monitoreo de la empleabilidad de los graduados, especialmente la evolución de la franja de personas con tasa negativa de retorno; (iii) preocupación por la deserción y duración tanto nominal como real de las carreras universitarias y necesidad de apoyo para estudiantes vulnerables; (iv) reducido gasto en I&D. 

De acuerdo con lo expuesto, dijo que el problema mayor con la reforma de educación superior es la inexistencia de un diagnóstico del sistema y por ende la ausencia de una agenda de problemas necesarios de abordar. Visto el positivo desarrollo de nuestra educación superior y su estado actual, cualquier cambio que se desee introducir --sobre todo si es de cierta magnitud-- debe ser seriamente fundado y técnicamente bien diseñado. Tampoco se han definido los principios axiales que deben orientar la reforma, en relación con la naturaleza del sistema y su  economía política, balance estatal/privado respecto de la provisión y el financiamiento, mantención o no de un esquema de costos compartidos, definición y carácter de las instituciones, cómo ha de entenderse lo público en Chile de acuerda a la evolución histórica del sistema y su institucionalidad, vínculo de las instituciones con el Estado (igualdad de trato o diferenciación, cuándo, cómo, en qué aspectos, etc.), autonomía de las universidades, identidad de sus proyectos educacionales, esquemas de apoyo para los estudiantes, etc.

Afirmó que tampoco se ha propuesto una estrategia sustentable de desarrollo de la ET que sirva como marco para las modificaciones legislativas y que responda a un diagnóstico, incorpore los principios axiales y defina objetivos, metas y medios. Discutimos en el aire, lo que dificulta la comprensión de los asuntos discutidos e inhibe tener una deliberación racional.

En cuanto a la gobernanza del sistema propuesto por el proyecto, señaló que ella es orgánicamente débil y confusa en el vértice superior. Se discute en paralelo crear una subsecretaría de educación superior y un ministerio de ciencia y tecnología. Funcionalmente, el esquema propuesto es centralizado, controlista, excesivamente burocrática y parece responder a un sentimiento de generalizada desconfianza en las instituciones. Establece un control estatal a través del manejo de la admisión, la determinación de vacantes, de estándares y currículo, del perfil de egreso vía Marco Nacional de Cualificaciones, y mediante una categorización de universidades, la supervisión concebida con criterio de mera contabilidad de la gestión y uso de recursos, la fijación de precios de los aranceles y, en última instancia, a través de la dependencia de todo el sistema y de cada institución que lo integra del financiamiento estatal. 

Tampoco hay prevista una adecuada coordinación entre los varios componentes de la gobernanza, como ministerios, agencias públicas relevantes y los actores del sistema y sus partes interesadas en la sociedad civil. La interlocución del gobierno con las partes interesadas internas se mantiene bloqueada a favor del CRUCh. No se contempla la participación de partes interesadas externas, salvo consultivamente en el caso de las instituciones no-universitarias. 

Por último, no hay mención alguna a una política y una estrategia de desarrollo (ni los cambios normativos que pudieran necesitarse) para abordar los desafíos que el sistema enfrenta durante la primera mitad del siglo XXI: 

a) Perspectivas de desarrollo de la docencia, su arquitectura, homologación con las tendencias internacionales a nivel de pregrado y posgrado, el aprendizaje de las competencias claves de este siglo, el uso intensivo de las nuevas tecnologías digitales, etc. No hay tampoco una efectiva preocupación por los temas de deserción, titulación oportuna, contención de la espiral de costos docentes, financiamiento de los estudiantes y de las instituciones, administración de la gratuidad focalizada; mejoramiento continuo de los programas; financiamiento del esquema de becas y créditos, etc.  
b) La investigación en los diferentes campos del saber y las áreas interdisciplinarias de especial interés para Chile; concentración o dispersión; cómo combinar las dimensiones global-nacional-locales; el financiamiento de I&D; los nuevos modos de producción de conocimiento; la triple hélice entre universidades, empresas y gobierno; vinculación con el desarrollo regional y las comunidades.

c) Gobierno de las instituciones. Hay escasa reflexión sobre esto, como ha quedado claro con la discusión sobre el gobierno de las universidades estatales, asunto que ahora se trata separadamente en otro proyecto de ley. Sobre este asunto, existe una pregunta que es clave responder ¿cómo han de organizarse los gobiernos de universidades que posean a la vez legitimidad académica, eficacia de conducción y liderazgo de cambio?


21.- Ernesto Silva, SJ., Rector de la Universidad Alberto Hurtado.


Dijo que no es fácil a esta altura decir algo nuevo sobre un proyecto de ley tan atareado en su tramitación11, con defensores y detractores acérrimos, con tantos intereses en juego (incluidos por supuesto los de la institución que representa) y sobre el que cae el lugar común “que no ha dejado contento a nadie”.No obstante esta situación, adhirió a los fines que este proyecto plantea y en la sumatoria final, estimó que el resultado puede constituir un avance significativo para nuestro sistema de educación superior. Tres son los fines que reiteradamente se han atribuido a este Proyecto: (i) generar un marco regulatorio adecuado para la ES; (ii) fortalecer la educación pública; y (iii) permitir un adecuado financiamiento, tanto para los estudiantes, como para las instituciones de educación superior. 


A. Marco regulatorio y Autonomía. 


Frente al marco regulatorio, esbozó dos consideraciones. La primera, su necesidad: la expansión espontánea de la matrícula, vía privatización, desde el año 1990 y especialmente desde la creación del Crédito con Aval del Estado (CAE), implicó un beneficio indudable, llegar casi al acceso  universal12. Sin embargo, este crecimiento desregulado y la falta de fiscalización, han permitido que algunas instituciones vulneren la ley y otras disminuyan su calidad. Al respecto, fue de opinión que la creación de una Subsecretaria y de una Superintendencia son pasos que se suman a los que hemos dado en aseguramiento de la calidad, gracias a los procesos de acreditación creciente de universidades y carreras. La segunda consideración se refiere a los eventuales riesgos y peligros asociados a modificar el marco regulatorio. El debate, según dijo, ha estado lleno de temores a una sobrerregulación, a un excesivo control, a normativas burocráticas inútiles o mal intencionadas. Más allá de las naturales temores, dijo que esta preocupación por la autonomía no es un capricho sino una característica fundamental de una universidad13. Las universidades requieren de autonomía. Capacidad de autodeterminación aguas arriba respecto de los controladores (el Estado, el mercado o la Iglesia). Libertad aguas abajo con la libertad de cátedra de nuestros académicos. El proyecto de ley debe hacer compatible una estricta regulación con amplios márgenes de autonomía que las instituciones de educación superior requieren para su desarrollo, excelencia y aporte público.  


B. Fortalecimiento de la Educación Pública. 


El sistema de educación superior no solo es desregulado, sino también muy heterogéneo. El concepto clave aquí, según dijo, es reconocimiento justo de esa diversidad. Reconocer lo que cada cual aporta, sin pretender una unificación a un solo tipo de universidad, o simplismos que reducen, por ejemplo, lo público a lo estatal. El trato preferente que merecen las universidades14, no obliga a reacciones que parecen venir desde el resentimiento vindicativo. Trato preferente no es trato excluyente. No obliga al desconocimiento de un sistema mixto desde su origen, que nació con una institución estatal y laica y con otra privada y católica, hoy ambas de una calidad que nos enorgullece15. El desafío del Proyecto de Ley es por tanto mayor: regular la diferencia y reconocimiento justo de la diversidad.


A este respecto, el Proyecto tuvo dos lagunas, las que han sido subsanadas en lo que va de tramitación legislativa: Primera laguna. El Proyecto originalmente presentado reducía la heterogeneidad a una simple dicotomía, solo distinguiendo entre universidades estatales y privadas. Desconocía entonces la historia y evidencia de nuestro sistema de ES, mixto desde su origen, como hemos recordado. Esta laguna fue subsanada con la incorporación y valoración del CRUCh en el artículo 5 de la indicación sustitutiva. Se reconoce así, que además de las públicas estatales y las simplemente privadas, hay universidades públicas no estatales (o privadas con orientación o rol público)16. Reconocer la existencia de este segundo sector, entre lo estatal y lo privado, nos parece clave en esta Reforma a la ES17. Independientemente del trato preferente que le concedamos a las estatales (que queda visibilizado con una ley especial para ellas) y de la valoración que tengamos de proyectos universitarios privados, algunos de ellos masivos y concentrados en la docencia y en la formación de profesionales, es justo reconocer proyectos universitarios complejos, que pueden acreditar calidad académica de excelencia en las tres funciones de docencia, investigación y vinculación con el medio, que en virtud de ello son un aporte público a la sociedad, que gozan de autonomía y de participación en su conducción, y que además son inclusivas y no discriminan por medio de barreras arancelarias. La segunda laguna del Proyecto, que permaneció en la indicación sustitutiva, fue reconocer el carácter público solo a las universidades existentes con anterioridad a una cierta fecha. Sorprende que una ley de reforma a la ES desconozca lo sucedido en los últimos 36 años. Se silenciaron, de esta manera, aquellas universidades que con posterioridad a 1981, en su autonomía, han optado por el desarrollo de proyectos complejos, lográndolo con notorios y objetivos indicadores de éxito. Esta segunda laguna fue, a su vez, remediada con la indicación aprobada por la mayoría transversal de diputados, por la cual se agregó el inciso segundo al artículo 5 y por esa vía al establecimiento de un procedimiento y condiciones objetivas y universalizables para la admisión de nuevos integrantes en el CRUCH18. 


Aceptada la idea de que lo público no es monopolio de lo estatal y que se define desde la complejidad del proyecto académico de las instituciones, así como de su adhesión a ciertos valores universitarios, cabe referirse a las maneras en que se puede traducir el fortalecimiento de la educación pública.


C. Financiamiento de la Educación Superior


El otro objetivo de la reforma a la educación superior que comentó es aquel que busca asegurar un adecuado financiamiento de ésta, tanto a las instituciones que participan en ella, como a sus estudiantes. Junto a la visibilización y reconocimiento de un rol orientador a las universidades complejas y públicas, estatales y no estatales, una manera relevante de fortalecer la educación superior pública es la garantía de su financiamiento. El Estado de Chile ha demostrado, en su opinión, adherir a la idea de que la complejidad debe ser financiada con aportes basales. No se entendería de otra manera la entrega de dichos aportes a las universidades estatales y no estatales que integran el CRUCh. Sin embargo, como indicamos, es una omisión que de permanecer representaría una grave y arbitraria discriminación, la pertenencia al CRUCh y la posterior entrega de aportes basales, dependiendo solo del criterio histórico del año de fundación de la respetiva institución. En lo que sigue, el constitucionalista Jorge Correa Sutil se referirá a los aspectos jurídicos de dicha discriminación.


Afortunadamente, en su opinión, el proyecto ingresado al Senado superó esta laguna, fijando un procedimiento y condiciones objetivas para quienes soliciten ser admitidos en el CRUCH. De esta manera se satisfacen ambos objetivos planteados: (i) el fortalecimiento de un sistema universitario público, diverso, mixto y no restringido a lo estatal; y (ii) la traducción de ese fortalecimiento en un adecuado financiamiento de la complejidad desarrollada por las instituciones. Las condiciones de ingreso al CRUCH definidas por la Cámara de Diputados no son arbitrarias, sino que atienden a los fines de calidad y complejidad ya descritos, son universalizables, en tanto pueden ser alcanzados por toda institución que así lo desee, entregando una señal a la sociedad chilena en general de aquello que se quiere promover.


Celebró que el proyecto busque asegurar la no exclusión por razones económicas a quienes deseen integrarse a la educación universitaria. Las universidades son proyectos académicamente selectivos, pero no debe ser aceptado como universitario discriminar por capacidad de pago del estudiante. Reconocemos en la gratuidad una política valiosa en sus fines, pero que necesita ser perfeccionada en diversos aspectos. Tiene serios problemas de diseño y su financiamiento es inviable en el largo plazo para el país, para las instituciones que adscriben a ella y para un tratamiento de los estudiantes como ciudadanos.


Es inviable para el país, porque no es posible reemplazar todo el actual dinero privado  en la educación superior (de los estudiantes o sus padres) por dinero público. Los títulos profesionales sin duda benefician al país, pero benefician también a quienes los obtienen. El principio de gratuidad universal, que sostiene que “nadie paga mientras estudia”, no impide que una vez trabajando, cada técnico o profesional que ha estudiado gratis devuelva al país lo recibido para que otros a su vez puedan también estudiar gratis.  Es inviable también,  pues trata a los estudiantes como consumidores de un beneficio, y no como ciudadanos que en virtud de sus derechos tienen también deberes para con la sociedad. El derecho a estudiar gratis no los exime del deber de devolver un monto contingente al ingreso para que otros también puedan hacerlo. Si el titulo no implicó beneficios salariales, no se está obligado a devolver de lo que no se obtuvo. Pero si la educación gratis que el país me brindo, implica mejoras salariales, mi deber es retribuir por lo aportado. El principio que “nadie paga mientras estudia”, implica que no es posible cobrar un copago, sino fijar aranceles diferenciados dependiendo el decil en que se encuentra el estudiante. La devolución por lo tanto será también diferenciada. Quienes teman que este sistema de gratuidad se confunda o acerque al crédito, les podemos recordar que hay una diferencia entre la lógica de la equivalencia, “doy para que me den”, y la lógica del don, “doy por que me dieron”. Doy para otros de lo que gratis recibí. Es inviable, finalmente para las universidades que se adscriben a esta política pública, pues con aranceles regulados menores a sus gastos, solo se empobrecen y deterioran en sus proyectos. 


Hasta ahora se ha referido, según dijo, a “una gratuidad sin reforma” para indicar  que la gratuidad en su estado actual se traduce en el desfinanciamiento de las instituciones que adhieren a ella y la consiguiente potencial pauperización de su calidad. Se podría dar el sinsentido de dar acceso no discriminatorio a universidades que, sin embargo, al irse pauperizando, reducen su calidad, perjudicando a los propios estudiantes que se quería beneficiar. Por otra parte, universidades de calidad académica acreditada, tendrán excusas para no adscribirse a ella, y cobrando altos aranceles, serán el lugar donde estudia la elite socioeconómica, reproduciendo en el sistema terciario, la segregación que tenemos en la educación secundaria con los colegios particulares pagados. 


La gratuidad, en su opinión, busca financiar los costos de la docencia. Pero la calidad de la docencia y en general de un proyecto universitario complejo supone una integración de ella con la investigación y vinculación con el medio que la institución realiza. Las universidades con doctorados, con laboratorios, con bibliotecas especializadas, con necesidades crecientes en la mejora de su infraestructura no pueden vivir con aranceles que apenas alcanzan para la docencia de pregrado. No parece justo, que mientras algunas se adscriben a la gratuidad y reciben aportes basales, otras se adscriban a la gratuidad sin recibirlos. En consecuencia, junto al establecimiento de mecanismos que garanticen el acceso de los estudiantes a la universidad, se deben entregar aportes basales a las instituciones, que permitan cubrir los costos de su complejidad19.


Aportes basales y gratuidad son aproximaciones interdependientes y ambas permiten acceso universal a una educación universitaria pública y de calidad. En definitiva, quisiéramos concluir celebrando el proyecto que hoy se discute, acogiendo un marco regulatorio adecuado que no implique una sobrerregulación que atente contra la autonomía; un proyecto que reconoce, promueve y fortalece la educación pública, estatal y no estatal; que permite la apertura del CRUCH a la generalidad de las universidades, que opten y cumplan condiciones objetivas de calidad, complejidad y orientación pública. Afirmó que la Universidad Alberto Hurtado ha apoyado desde su origen las diversas iniciativas y políticas orientadas a estos fines y seguirá comprometida con los fines de este Proyecto y su perfeccionamiento.


22.- Jorge Correa Sutil, por la Universidad Alberto Hurtado. 


Se refirió, en primer término, a la redacción del artículo 5° del proyecto de ley y la necesidad de introducir reglas de admisión al CRUCH para que el proyecto de ley no incurra en una discriminación arbitraria de aquellas que la Constitución establece en el numeral 2 del artículo 19.


El artículo 5° del texto de la Honorable Cámara prescribe lo siguiente:


“Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público a la que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. Se relacionará con la Subsecretaría de Educación Superior.

Las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar ser admitidas como integrantes del Consejo de Rectores. En su solicitud, la institución respectiva deberá fundamentar el cumplimiento de las siguientes condiciones:

a) Poseer una antigüedad mínima, contada desde la fecha de su establecimiento, de quince años, tiempo durante el cual se deben haber desarrollado de manera consistente las características que exhiben las Instituciones del Consejo.

b) Pertenecer al Sistema Único de Admisión o al equivalente que, al tiempo de la solicitud, exista al interior del Consejo.

c) Exigir a sus postulantes, en los tres últimos períodos académicos, un puntaje de admisión ponderado no menor al que exige el Consejo en las pruebas estandarizadas.

d) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional de al menos cinco años en las áreas obligatorias de acreditación, incluida la  investigación.

e) Mantener sus programas de magister y doctorado acreditados, nacionales o internacionales.

f) Demostrar trabajo académico sustantivo en red con otras universidades nacionales o extranjeras.

g) Poseer una forma de gobierno que contemple la participación deliberativa de estudiantes y académicos.

h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad.

i) No tener personas jurídicas con fines de lucro entre sus sostenedores.

j) Adscribir al régimen de gratuidad de la educación superior en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.


El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de cada una de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”

Dado que la redacción del artículo presenta algunas repeticiones de otras normas, sugirió que los cambios se hagan directamente al decreto con fuerza de ley N° 2, puesto que si la voluntad legislativa de cambio consiste únicamente en que el CRUCH pueda incorporar a nuevas universidades, no parece recomendable reiterar otras reglas sobre el organismo que ya están vigentes. En la misma línea, argumentó que las reiteraciones normativas suelen representar problemas interpretativos, pues no queda del todo claro lo que se quiere modificar y lo que se busca mantener. 

Según lo prescrito en la norma del artículo 5° de la iniciativa, el CRUCH quedaría integrado por instituciones de educación superior, algunas de las cuales estarían taxativamente enumeradas por el legislador y otras que serían integradas por este proyecto, para cumplir con los requisitos establecidos en esa propia disposición. Lo anterior representa una asimetría difícil de explicar; una antinomia entre el artículo 5° y la idea de una enumeración contenida en el decreto con fuerza de ley N° 2, cuyo leguaje parece dar cuenta de ser un listado taxativo, conforme al cual el legislador es quien decide la incorporación de una institución de educación superior al CRUCH. 

De acuerdo con lo anterior, fue de opinión que es conveniente modificar el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 2, incorporando un inciso segundo y final que establezca que además de las entidades listadas en esa disposición, pertenecerán también al CRUCH los rectores de aquellas universidades estatales creadas por ley, cuando estas así lo dispongan expresamente y además los rectores de aquéllas universidades reconocidas por el Estado que sean admitidas en razón de cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 5° de la ley sobre Educación Superior. 


“Las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar ser admitidas como integrantes del Consejo de Rectores. En su solicitud, la institución respectiva deberá fundamentar el cumplimiento de las siguientes condiciones:” Acerca de la redacción del inciso segundo del mencionado artículo 5°, afirmó que dejar esto al mero arbitrio del CRUCH y no como un derecho, arriesga el reclamo constitucional de que la norma establece una discriminación arbitraria al permitir un trato diverso que queda entregado a la discreción de la autoridad en lugar de autoridades objetivas. Lo razonable es que las universidades que cumplan con los requisitos tengan el derecho de integrarse al CRUCH y no la mera posibilidad de solicitarlo, para que ellos no se resuelva como una gracia discrecional o, incluso, arbitraria del organismo.


Sobre la necesidad de introducir normas objetivas de admisión al CRUCH, señaló que la mantención de la actual integración del CRUCH, sin reglas, para que las nuevas universidades puedan incorporarse a él constituye una diferencia arbitraria de aquellas que la Carta Fundamental prohíbe en el numeral 2° de su artículo 19, especialmente considerando las facultades del organismo, particularmente las relativas a asesorar en políticas públicas en materias de educación superior y la de recibir aportes financieros,  establecidos en la ley de presupuesto,  destinados a mantener y acrecentar su aporte a la ciencia, la técnica, la cultura y las artes, todos bienes públicos. 


Expresó que la diferencia no pasa el estándar de ser una objetiva que justifique un trato diferenciado, aplicable a todos quienes se encuentran en igual situación.  Ni el carácter estatal ni la creación anterior a 1981 es una característica de las universidades que hoy pertenecen al CRUCH. Además, la exclusión de nuevas universidades tampoco pasa el parámetro jurisprudencial de que la distinción y trato diverso establecido por la ley debe ser razonablemente adecuado y necesario para alcanzar el fin lícito en que se funda la distinción. El único criterio adecuado para que una Universidad merezca participar de los fines que justifican el Consejo de Rectores de Universidades chilenas  se halla en que demuestre excelencia y aporte público, a través de requisitos como los establecidos en el artículo 5°. La mera antigüedad de 35 años no lo es. Por los mismos motivos la diferencia no pasa el criterio de necesidad. Se transforma en una calidad adscrita que no incentiva la excelencia ni el 3. Mantener la diferencia sobre la base de la tradición también infringe un examen de proporcionalidad en sentido estricto. El Estado no se beneficia, sino que se perjudica si cierra la participación en políticas públicas y demás atribuciones de coordinación y otras de dicho Consejo a universidades que hayan demostrado excelencia y sentido público. No se aprecia el beneficio para las políticas públicas. El progreso de la ciencia, la técnica, las artes y la cultura no se beneficia si los aportes de que trata la Ley se limitan a universidades por su año o forma de creación, diferenciándolas de otras que han acreditado su capacidad de desarrollar tales bienes públicos.  


23.- Matías Gómez, de la Fundación Educación 20&20. 


La creación de una Superintendencia de Educación Superior es un paso fundamental para comenzar a lo que denominó como un  reordenamiento. Diversidad de proyectos institucionales no deben confundirse con libertinaje financiero y administrativo. Además, la transparencia activa de las instituciones debe ser obligatoria para que sean las propias comunidades educativas los primeros fiscalizadores. La creación de una Subsecretaría de Educación Superior contribuye a una mejor coordinación de las políticas públicas del sector, sin embargo, es necesario favorecer una mayor articulación entre los mismos actores. Es importante que sean las propias instituciones del nivel las que puedan acordar una agenda común de trabajo. Es necesaria una nueva institucionalidad que agrupe a todas las instituciones de calidad y que incluya además a las instituciones técnicas o universidades politécnicas, como se detalla más adelante. En este sentido, la actual conformación del CRUCh no es el espacio de coordinación y colaboración que el sistema de educación superior necesita. Dijo estar de acuerdo con los cambios propuestos en el proyecto de ley, sin embargo, siguen ausentes las instituciones técnicas.

Afirmó que si bien el 12% de los estudiantes está en una institución no acreditada, el 42% está en carreras no acreditadas. En superior, no está garantizado el derecho a una educación de calidad. La acreditación debe ser obligatoria y basada en estándares mínimos, para todas las instituciones y gradualmente para todas las carreras. Proponemos que la categoría de “Universidad” sea de exclusivo uso para instituciones de calidad, es decir, al menos con 5 años de acreditación incluyendo las dimensiones de Investigación y Vinculación con el Medio.


Ningún joven con talento puede quedar fuera de la educación superior. Propuso la creación de un sistema integrado de acceso. Hoy vemos que el CRUCH está muy cómodo con el diseño del sistema, sin interés en evaluar o mejorar. Es necesario fortalecer las vías alternativas de acceso inclusivo. Evidencia internacional y nacional avalan resultados. Propedéuticos de las instituciones, y en particular el PACE, deben convertirse en una política permanente y con recursos para llegar a todos los establecimientos con aportes públicos. Nuevo sistema debe restarle peso a la PSU, favorecer un mayor uso del Ranking de Notas, y acoger las características propias del subsistema técnico profesional.


Al igual que en países con sistemas de educación superior avanzados, se necesitan instituciones técnicas de alto nivel que ofrezcan una trayectoria continua y articulada para quienes estudian en ella. La distinción entre Centros de Formación Técnica (CFTs) e Institutos Profesionales (IPs) hoy no tiene sentido. Propuso que CFTs se conviertan en Institutos Politécnicos habilitados para entregar además títulos profesionales sin licenciatura (4 semestres o más). Además en base a su mérito académico, Institutos Profesionales y Politécnicos deberían poder convertirse en Universidades o Universidades Politécnicas. Universidades Politécnicas deberían además impartir programas de Magíster Aplicado.


Se debe articular la formación técnico profesional reconociendo sus distintas partes: educación media técnico profesional, formación de nivel superior, capacitaciones, y formación informal. Propuso la creación de un Sistema Nacional de Certificación de Competencias, tanto para habilidades básicas, como de oficios y competencias de sectores específicos. El sistema de capacitaciones del país debe ser revisado. Hoy no estamos seguros de los resultados de la formación entregada a través de la franquicia SENCE. Universidades Politécnicas deben poder impartir programas de Magíster Aplicado y formación de postgrado avanzada.


Dijo que el país cuenta con 12.000 programas de educación superior. Ni los estudiantes, ni las familias, ni los empleadores comprenden cada perfil. Marco Nacional de Cualificaciones (MNC) es muy necesario para comenzar a ordenar el caos existente. Sin embargo, es necesario complementar este instrumento con otros cambios y ajustes. Es necesaria una actualización de la estructura de Títulos y Grados. La estructura vigente no facilita trayectorias continuas de estudios. Ejemplo: estudiantes de Títulos Profesionales sin Licenciatura no pueden cursar un Magíster. Aumentar cobertura de programas de Bachilleratos y College. Programas deben ser más flexibles y adaptables a las necesidades de nuestro país. Quizás no hay lugar donde el clasismo se manifieste más que en el descuido de la educación técnica del país. El 40% de los egresados de enseñanza media y la mitad de los egresados de superior son TP. Aún así, no están presentes en el debate. Propuso la implementación gradual de un Programa de Aprendices, o Sistema Dual, que alcance al 30% de la matrícula TP de aquí al 2030. Esta modalidad combina enseñanza media y superior, y ofrece oportunidades reales. El equipo de Educación 20&20 tuvo la oportunidad de conocer en terreno el funcionamiento y los beneficios de esta modalidad en Suiza. 


Durante el año 2015, de todos los recursos asignados a Educación Superior, sólo un 15% se destinó a instituciones técnicas. El Estado entrega a las Universidades del CRUCh 6,2 veces más dinero por estudiante, y a las Universidades No-CRUCh 2,5 veces más que a CFTs e IPs. Es absolutamente necesario un cambio del sistema de financiamiento a la educación superior. Recursos para instituciones técnicas debe reconocer sus propias necesidades y características. Además, se deben eliminar las barreras de acceso a recursos que enfrentan instituciones técnicas, para que puedan postular a fondos de investigación y acceder a fondos basales. La discusión por la gratuidad oculta graves problemas del sistema de financiamiento la educación superior. Es necesario reformar este sistema por completo. Propuso la creación del Fondo Nacional para la I+D+I, con aportes basales y recursos concursables acordes a las necesidades del país. Creación de subsidios a Carreras de Interés Público, dirigidos a carreras y programas estratégicos. La gratuidad parece un importante avance que debe mantenerse y ser mejorado. Estimó que puede aumentarse al 60%, pero hay que evaluar los efectos que hoy está generando sobre las instituciones que la reciben.


Mientras la gratuidad no sea universal, es necesario un nuevo Crédito para la Educación Superior, administrado por una agencia estatal, por el monto real de los aranceles, atingente al ingreso y con descuento automático en sueldos o declaraciones de renta. Propuso la creación del Consejo de Financiamiento de la Educación Superior (COFES), una agencia estatal autónoma, responsable de gestionar todos los instrumentos públicos de financiamiento del sector. Como ejemplo, en Inglaterra existe el Higher Education Funding Council for England (HEFCE). Esta nueva institucionalidad debe contar con técnicos y profesionales escogidos por el sistema de Alta Dirección Pública.


Chile invierte apenas el 0,34% del PIB en I+D+I. El promedio de los países de la OCDE es 2,4% y los de mayor inversión llegan al 4%. Levantar un Plan Estratégico de Fortalecimiento de la I+D+I, que dé cuenta de las necesidades y apuestas en desarrollo del país a largo plazo. Instrumentos de financiamiento deben alinearse con este plan. Una vieja promesa: 1% del PIB debe destinarse a investigación, desarrollo e innovación. Estos recursos deben ser accesibles también para instituciones técnicas, contribuyendo a balancear la brecha entre ellas y las más “académicas”, y descomprimiendo el peso sobre los aranceles.


Si bien muchas de las propuestas pueden verse costosas, se estima que con un crecimiento del 3% del país, y manteniendo la proporción de gasto en educación, estas propuestas más todas las del #ElPlanDe2020 pueden financiarse. Hoy casi 500.000 jóvenes acceden a programas de bajísima calidad (carreras sin acreditar) e instituciones que incluso pueden cerrar. El debate y tener perspectiva de largo plazo son importantes, pero en 4 años no se ha avanzado. Un cambio de Gobierno no puede significar partir de cero.


24.- Willy Kratch, del Instituto Igualdad. 


Expresó que se avanza desde un sistema no regulado (laissez faire), donde es el mercado el que dicta las normas, a uno altamente regulado, a través de una Superintendencia de Educación Superior. Se observa una intención de regulación que no hace mayor distinción entre sus componentes Estatal, Regional y Privado. La no distinción del componente Estatal, junto a la vocación reguladora del Proyecto, se traduce en que las instituciones estatales queden sujetas a un doble control (Superintendencia, Contraloría General de la República) que las pone en desventaja con el resto del sistema.


La no prohibición explícita del lucro en la educación superior hace suponer que por la vía de este Proyecto el sistema, aunque regulado (o parcialmente regulado), seguirá influenciado por el mercado. El Proyecto tiene un fuerte sesgo hacia la función docente de pregrado (formación) de las instituciones de educación superior, sin relevar de manera adecuada otras funciones igualmente importantes: generación de conocimiento, creación, vinculación con el medio. No se establece un mecanismo de financiamiento para investigación, creación o innovación.


“El Sistema promueve y respeta la diversidad de procesos y proyectos educativos, que se expresa en la pluralidad de visiones y valores sobre la sociedad y las formas de búsqueda del conocimiento y su transmisión a los estudiantes y a la sociedad. [. . . ] Del mismo modo, al Sistema le corresponderá resguardar y promover el respeto y coexistencia, a nivel institucional e interinstitucional, de personas con diversidad de talentos, ideas, formas de vida [. . . ] La educación superior debe sustentarse en el respeto y la libertad académica, que incluye la libre expresión de opiniones, ideas, e información; así como también en la libertad de cátedra, estudio, creación e investigación para los miembros de las comunidades académicas y docentes, sin discriminación arbitraria, dentro del marco establecido por la ley.” (Art.2 (d, e, f )). Respeto por la diversidad, al interior de cada institución. Pluralismo como una consecuencia natural de la construcción de un sistema en que cada componente es plural. ¿De qué manera se resguarda este principio?


“El conocimiento humano es un elemento fundamental para el desarrollo de la sociedad y de cada uno de sus integrantes. El Sistema promoverá, en el marco de la legislación vigente, mecanismos para el acceso abierto al conocimiento desarrollado dentro del sistema de educación superior, particularmente respecto de aquél financiado con recursos públicos.” (Art.2 (l)). Se valora la intención del Proyecto de promover el acceso abierto al conocimiento desarrollado. En la actualidad eso implica un costo adicional a ser considerado en el proceso de publicación de resultados científicos. De acuerdo a CONICYT1, entre 2000 y 2015 se generaron más de 90.000 publicaciones con filiación Chile, esto es, en promedio 6.000 por año. Costo adicional del orden de 4 a 5 millones de dólares. Necesidad de evaluar el tratamiento que se le dé a conocimiento que es protegible: patentes y propiedad intelectual.


“Las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar con un órgano de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior u otro órgano colegiado, cualquiera sea su denominación (en adelante “órgano de administración superior”), el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos. Los integrantes del órgano de administración superior podrán gozar de una dieta, y en tal caso, ésta deberá estar establecida en los estatutos.” (Art. 66). Estructura propuesta tiene una alta similitud con el directorio de una empresa. Se considera necesario agregar un órgano colegiado, distinto al descrito en el Proyecto, que asegure la representación de la comunidad y tenga participación en la toma de decisiones.


“La Comisión deberá elaborar criterios y estándares de calidad que sean específicos para instituciones de los subsistemas universitario y técnico profesional de nivel superior.” (nuevo Art.17, ley 20.129, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior). Estandarización vs. especificidad de proyectos. Riesgo de homogeneización. Intangibles que no se pueden medir apropiadamente con indicadores numéricos. Importancia de la evaluación de procesos. “En los procesos de acreditación institucional iniciados dentro del plazo de quince años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional y la acreditación institucional condicional, la dimensión de generación de conocimiento, creación o innovación.” (Art. vigésimo octavo, transitorio) Plazo excesivo, considerando el alto número de doctores disponibles en el sistema. Entre 2010 y 2015 el programa de Conicyt produjo 1.090 doctores.

Dijo que el Marco Nacional de Cualificaciones “es un instrumento para organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias.” (artículo cuarto transitorio). Condición necesaria para darle coherencia al sistema. Se prevé que su implementación facilitará la movilidad al interior del sistema. Importante que establezca mínimos, pero sin vulnerar la identidad histórica de las instituciones. Importancia de restablecer los colegios profesionales. El plazo definido para establecer un primer Marco Nacional de Cualificaciones es demasiado breve (1 año), considerando la magnitud e importancia de la tarea. “El Sistema fomentará la efectiva cooperación y colaboración, entre los subsistemas y las instituciones de educación superior que los componen, como factor importante para la búsqueda de la calidad y la equidad, así como también para promover la transmisión y construcción permanente del conocimiento y de las buenas prácticas académicas e institucionales.” (Art.2 (c)).

Será requisito para optar a integrar el Consejo de Rectores contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad. (Art.5 (h)). Preocupa que esta exigencia no sea requisito para el resto de las universidades del sistema. La calidad del cuerpo académico es fundamental para el aseguramiento de la calidad del sistema en su totalidad. Efecto en la estabilidad laboral del cuerpo académico. En el caso de las universidades estatales, la ley debería ir más allá y promueve una carrera académica nacional, común a las instituciones del Estado, con el fin de favorecer la movilidad académica.


Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior


La Subsecretaría deberá: “Proponer al Ministro de Educación una Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del Sistema de Educación Superior. [. . . ] La Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior deberá considerar prioritariamente la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 15 de la presente ley, y deberá coordinarse con las prioridades estratégicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo del país.” (Art.7 (b)). Es necesario precisar lo que se entiende por horizonte de largo plazo. Subsecretaría depende del Gobierno, por lo tanto dicha estrategia podría cambiar al cambiar el Gobierno generando incertidumbre en el sistema. Las prioridades estratégicas en ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo del país no están aún definidas. Institucionalidad aún en discusión. Las humanidades y las artes no están presentes.


Instituciones estatales.


Para las instituciones estatales se genera una doble fiscalización por parte de la Subsecretaría de Educación Superior y la Contraloría General de la República. A lo que se suma que están adscritas al sistema de compras públicas. Lo anterior se traduce en una desventaja para las instituciones estatales, ya que el aumento en la burocracia las hace administrativamente menos ágiles y a un costo mayor. El Proyecto no hace distinción entre las instituciones de derecho privado y las estatales a la hora de definir criterios para optar a la gratuidad, dejando espacio para que instituciones estatales pierdan la gratuidad si no cuentan con cuatro años o más de acreditación. Se plantea la necesidad de liberar a las instituciones estatales del doble control. Se debería generar un mecanismo que apunte a mejorar la condición de aquellas instituciones que al día de hoy no alcanzan los estándares mínimos en calidad.


Fortalecimiento regional


El Proyecto debería abordar el fortalecimiento de las instituciones regionales con el objetivo de generar un sistema que tienda a la descentralización, cuidando no vulnerar el buen desempeño de las instituciones que han avanzado más en excelencia sino de generar condiciones que permitan, a otras universidades del sistema, alcanzar un alto nivel de desarrollo. En palabras de Boaventura de Sousa Santos: “No se trata de llevar las universidades de excelencia a compartir de tal modo sus recursos que se ponga en riesgo esa misma excelencia; al contrario, se trata de multiplicar el número de universidades de excelencia dando a cada una la posibilidad de desarrollar su nicho potencial con ayuda de las demás.” Considerar Direcciones Regionales de Educación Superior. Incorporar en la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior una mención explícita al desarrollo regional.


Vacantes.


La Subsecretaría [. . . ] determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad [. . . ]. Dicha resolución considerará, entre otras, las siguientes variables: a) Los años de acreditación institucional. b) El tipo de institución, ya sea universidad, instituto profesional o centro de formación técnica. c) La cobertura regional de la educación superior. (Art. 101). El Proyecto debería considerar, explícitamente entre las variables, si la institución es o no estatal. En su versión actual, el Proyecto de Universidades Estatales no es claro respecto del fortalecimiento de la matrícula.


Permanencia


“La obligación de otorgar estudios gratuitos de que trata este párrafo será exigible respecto de aquellos estudiantes que permanezcan matriculados en la respectiva carrera o programa de estudio por un tiempo que no exceda la duración nominal de éstas. [. . . ] ” (Art.104) “[. . . ] no se considerará el tiempo en el cual el estudiante suspenda justificadamente sus estudios, siempre que dicha suspensión sea aprobada por la institución respectiva y se haya notificado a la Subsecretaría según lo disponga el reglamento.” (Art.105). El Proyecto no considera casos especiales, como por ejemplo: deportistas, maternidad - paternidad. Caso Universidad de Chile: política de corresponsabilidad de cuidado de hijos.


25.- María José Lamaitre, del Foro de Educación AEQUALIS.


Señaló es importante reflexionar sobre las metas nacionales para la educación superior del futuro, el fortalecimiento de la capacidad pública para la gobernanza de la educación superior; la valoración de la diversidad del sistema; la vinculación de las instituciones de educación superior regionales en una perspectiva integral e inclusiva; la revisión de la función formativa, y la puesta en valor de la formación técnico profesional.


En relación con el proyecto, expresó que es importante considerar un marco de referencia para el diseño de criterios de calidad; generar operaciones de estándares de criterios en el marco de los propósitos institucionales; articular la certificación de autonomía y acreditación y propiciar un cambio de enfoque desde la burocratización y el formalismo al compromiso auténtico de las instituciones de educación superior con la calidad y el aseguramiento. Esto último no se trata (en el proyecto, de manera profunda, pues no considera la experiencia adquirida, las evaluaciones efectuadas y las prácticas internacionales sobre la materia. 


El proyecto, en su opinión, establece una regulación excesiva que amenaza el ejercicio de la autonomía responsable. Si bien estuvo de acuerdo con la acreditación institucional obligatoria, extrañó la ausencia de definiciones (en cuanto sanciones) de las instituciones que no se acrediten y que no cumplan con criterios equivalentes a cuatro años de vigencia.


En su opinión, el proyecto contiene excesivos mecanismos regulatorios que conducen inevitablemente a una cultura de la obediencia y en que la acreditación tendrá un costo de tres componentes: la administración de la Agencia; los procesos evaluativos y los planes de mejora. En los procesos obligatorios, suele ser responsabilidad del Estado financiar dos primeros componentes y generar fondos o recursos para el tercero. Nada esto, según dijo, está contenido en el proyecto.


Finalizó su exposición afirmando que el proyecto no considera la realidad actual de la educación superior en Chile y en el mundo, imponiendo exigencias regulatorias y estableciendo sanciones drásticas, manteniendo un sistema de aseguramiento de calidad que no se hace cargo de la experiencia. 


26.- Valentina Belmar, de la Organización de Federaciones de Educación Superior Privadas (OFESUP).


Estimó que es fundamental avanzar en definiciones concretas y con fundamento en la educación superior. Es por esto que que la división entre universidades tradicionales y privadas que se creó en 1981 ya no posee valor y únicamente segrega al sistema. Debido a esto, propuso que se elimine el concepto de “tradicional” de la reforma y el sistema mixto lo conformen universidades Estatales, Privadas e Institutos técnico profesionales. En base al argumento expuesto anteriormente, propuso la reestructuración del CRUCh. A la fecha este organismo solamente representa a un 27% del total de la matrícula en el sistema de educación superior chileno, lo cual hace imperante generar un cambio profundo en la conformación de éste, de tal manera que integre a todos los rectores de las universidades de Chile que estén acreditadas, sin importar su año de creación o su calidad de estatal o privada.


Respecto a este mismo tema, afirmó que los institutos técnico profesionales tienen necesidades y proyectos educativos distintos, por lo que se debe fomentar que la institución que reúne y representa a los centros de formación técnica (CFT) e institutos profesionales (IP), adquiera un rol equivalente al del CRUCh en materias de asesoría al ministerio y otros.  Cabe destacar, dentro de este marco, que las atribuciones que debiese tener el CRUCh son meramente de asesoramiento al ministerio, con la focalización de mejorar el rendimiento y la calidad de la educación superior. Consideramos arbitrario e injusto el hecho de que Universidades cuyos rectores pertenecen al actual CRUCh gocen de beneficios económicos e institucionales en desmedro de otros establecimientos educacionales, ya que estos a su vez pueden compartir proyectos educativos, que a pesar de poder tener miradas distintas, contribuyen a mejorar el rendimiento y calidad de la educación superior. De esta forma, proponemos que lo que debe primar es el trabajo colaborativo entre todas las universidades para mejorar la educación superior en su totalidad, no en sectores determinados.


Entendiendo este argumento, al incluir a todos los rectores en el consejo, se velaría por todos y cada uno de los objetivos que se plantean en la indicación sustitutiva, sin discriminar o dejar de lado las distintas necesidades que poseen las instituciones. Además, se potenciaría la regionalización de la educación superior, pues existiría un rol preponderante y contribuyente a la descentralización, ya que estarían participando representantes de todas las universidades, cumpliendo el rol de asesorar al Ministerio de Educación, generando por tanto, una perspectiva global, unificadora y no discriminatoria.


Por último, consideró necesario definir el concepto de rol público ya que este es ampliamente utilizado para categorizar a las universidades y al no tener un entendimiento unificado, se presta para ambigüedades e interpretaciones. Como OFESUP, entendemos por rol público la característica atribuible a instituciones que ofrezcan una educación de calidad, incentiven la vinculación con el medio y la democracia estudiantil, forjen profesionales competentes, cuenten con matrícula inclusiva y un proyecto educacional que esté siendo revisado y actualizado constantemente, fomentando su complejización.  


Como OFESUP, organización que incluye institutos técnicos profesionales en su orgánica, declaró que este título no da una real respuesta a las necesidades de los CFT e IP, considerando que actualmente estos representan el 44% de la matrícula total del sistema de educación superior en Chile. Consideramos fundamental potenciar el desarrollo técnico profesional con medidas concretas y objetivos fijos. Hoy la educación superior debe hacerse cargo de lo técnico profesional y entender su valor en la sociedad. 


Valoró los cambios en la institucionalidad fiscalizadora y reguladora del sistema, tal como es la nueva Superintendencia de Educación Superior. Como OFESUP queremos avanzar a una educación superior transparente y justa, dentro de un marco regulatorio adecuado. Ahora bien, creemos necesario perfeccionar ciertos aspectos de la Superintendencia. Primero, se requiere establecer límites adecuados a la labor de la institución para respetar el funcionamiento y autonomía de las instituciones de educación superior. Por ejemplo, no hay una definición clara de la cantidad de citaciones, periodicidad de éstas, la duración máxima de los procesos de citación, entre otros; para quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones. Esta misma situación se repite cuando se habla del ingreso a los establecimientos institucionales por parte de la Superintendencia.


Segundo, es necesario revisar ciertas funciones que se declaran como propias de la Superintendencia, ya que no parecen propias de sus competencias y dotan a estos procesos de una arbitrariedad difícil de subsanar. Por ejemplo, al evaluar la “viabilidad financiera” de las instituciones, no se especifica ni delimita como se realizará esto, qué criterios tendrá, cuales serán las acciones concretas de los resultados del escrutinio, entre otros. Esta misma situación se repite al minuto de cumplir la labor de “fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos”. Ambos ejemplos nombrados demuestran la poca claridad que hay respecto de estas funciones, siendo en definitiva una labor no acorde a la Superintendencia.


Colocó a la calidad como un pilar fundamental de la reforma, por lo que valoró que el proyecto avance en términos de aseguramiento de la calidad exigiendo acreditación obligatoria para el reconocimiento estatal. A su vez, creemos fundamental unificar los criterios de acreditación y potenciar la fiscalización de las agencias acreditadoras para velar por asegurar la calidad en todos los establecimientos educacionales. Pero creemos ineficiente la medida de concentrar todas las fuerzas en el Consejo Nacional de Acreditación, considerando el gran volumen de carreras e instituciones que constantemente deben ser evaluadas. Proponemos en vez, para terminar con las malas prácticas que se han visto en los últimos años en el sistema, asignar las agencias acreditadoras al azar donde, a su vez, la institución no sepa a cuál agencia le corresponde llevar a cabo su acreditación.


En relación a la situación de administración provisional y cierre de instituciones, consideró que debe dotarse de mayores atribuciones a la figura del administrador provisional de tal forma que su intervención en las instituciones sea realmente beneficiosa y no se transforme en una entidad de transición directamente al cierre. En base a esto, debiera permitirse a las instituciones de educación superior intervenidas solicitar créditos al fisco con tal de subsanar sus dificultades de funcionamiento. Por otro lado, en caso de cierre, los estudiantes de aquellas instituciones de educación superior debieran ser reubicados y sus títulos ser emitidos por las instituciones de educación superior que los acojan, velando siempre por el bienestar de los estudiantes. 

En cuanto a los requisitos para acceder a gratuidad, concordó con la exigencia de cuatro o más años de acreditación para acceder a ella, considerando que es fundamental asegurar la calidad en la educación superior. Por otro lado, creemos que la inclusión de estudiantes vulnerables es un deber de todas las instituciones de educación superior por igual, es parte de un compromiso con el progreso del país y el rol social que pueda personificar cada instituciones de educación superior, por esto apoyamos el requerimiento de un 20% de inclusión matricular. Por último, reafirmamos la necesidad de que las instituciones de educación superior sean sin fines de lucro, concordante por tanto que sea una exigencia para acceder a gratuidad.

En relación con el financiamiento para la educación superior, como OFESUP señaló que hay que reestructurar el proceso, especificando tres puntos clave para ello:


a.  Establecer gratuidad, con valores que cubran los costos de dictar dicha carrera, este será establecido como valor único para todas las instituciones de educación superior de Chile. Este basal deberá ser entregado por el Estado, partiendo por cubrir al 60% más vulnerable del país e ir aumentando según el progreso económico en Chile. 


b. Este valor único generará déficit en algunas universidades, cuyo modelo educativo requiere mayores costos. Debido a esto proponemos un Sistema de Copago, donde el estudiante que cuenta con gratuidad y quiere ingresar a una instituciones de educación superior donde el valor del arancel es mayor al regulado, tenga la posibilidad de autofinanciarse la diferencia, entrando en esto también a apoyar el CAE - Fondo Solidario.


c. Finalmente, propuso crear una serie de fondos concursables disponibles para las instituciones de educación superior en gratuidad, los cuales potencien la investigación, innovación, rol público, entre otros; los cuales no darían abasto para ser cubiertos por gratuidad. 


Dentro de los fondos concursables que proponemos para complementar el sistema de gratuidad están:  


· Fondo Regional: para potenciar las instituciones de educación superior de regiones y lograr descentralizar la educación.

· Fondo Técnico Profesional: para potenciar la labor técnico profesional y valorar su aporte al país como cambio paradigmático de la educación.

· Fondos universitarios según criterios de la definición de rol público: al valorar realmente los criterios establecidos como “rol público” y su articulación como cimiento del proyecto, proponemos fondos en base a estos criterios para potenciar aquellas instituciones que gocen de los más altos estándares y así sean estas un mayor aporte a Chile. Como por ejemplo fondos que potencien la investigación, la innovación en el currículum, entre otros. 


En términos del financiamiento por créditos, consideró necesario el reemplazo del Crédito con Aval del Estado hacia un Fondo Solidario, sacando la banca privada. En esa línea, desde el MINEDUC se nos ha indicado que el avance será a través de un proyecto individual que cambiará esta figura del crédito a una con similares características; ahora bien, ante ello consideramos que es absolutamente necesario sumar prontitud a la medida entendiendo que el ejecutivo presentará el proyecto durante el 2017 y, por ello, sólo veremos sus resultados, de aprobarse la moción rápidamente, para el 2018. Por otra parte, consideramos importante ampliar la cobertura del fondo y que este sea capaz de cubrir el total de los aranceles reales de la Instituciones de educación superior (instituciones de educación superior), debido a que en muchos planteles el arancel referencial se aleja en demasía del arancel real.


Finalmente, valoró como OFESUP la diversidad de proyectos educativos existentes en nuestro país y señaló la importancia del aporte que puede hacer cada uno de ellos a mejorar el desarrollo de Chile. Por otro lado, es importante que las universidades tengan un ideario claro, pues cada institución y egresado podrá aportar desde su identidad, dando respuesta a la diversidad que está caracterizando a nuestro país.


27.- Gonzalo Neira, de la Federación de Estudiantes de la Universidad Andrés Bello. 


Expresó que el exceso de atribuciones de la Superintendencia, amenazan la autonomía y eficiencia universitaria, coartando el desarrollo de su misión y aporte a los territorios donde se emplazan. Asimismo, el sistema de aseguramiento de calidad presenta aún problemas que es necesario corregir. No puede ser que los estudiantes estén protegidos en caso de que un proyecto privado colapse, pero en el caso de las instituciones estatales no haya protección alguna. Las penas gravísimas para las instituciones que violen lo que la Superintendencia va a decretar no se aplicarán para las universidades estatales. Es decir, una entidad privada puede perder financiamiento, gratuidad y ser juzgada penalmente, sin embargo, la impunidad reinará en los planteles insignes por su tradición, pero siempre carentes de recursos debido a desfalcos y malas administraciones. 


Una ley que tenga te asegure cautela en instituciones de educación superior, no nos oponemos mientras sea trato igualitario en universidades estatales. El conflicto por la acreditación obligatoria de las cinco dimensiones, que contemplan docencia de pregrado, creación de conocimiento e innovación, entre otras ya que las instituciones tengan que estar acreditadas en las cinco áreas para poder existir transgrede el derecho a organizarse libremente, en régimen se fijarán los aranceles de todas las instituciones, lo que atenta contra la libertad de organizarse. 

Afirmó que el 95% de las universidades en el mundo no son de investigación, solo el 5% lo hace. En Chile menos de ¾ de las universidades estatales en chile cumple con el estándar establecido en esta reforma por lo tanto las opciones que nos plantea en el proyecto emblemático son 2: cerrarlas o bajar el estándar. Como estudiantes no nos oponemos la creación de una Superintendencia encargada de fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior, esta debe redefinirse ya que atenta contra la autonomía y eficiencia universitaria, coartando el desarrollo de su misión y aporte a los territorios donde se emplazan, además que se debe tener un trato igualitario entre todas las universidades de Chile, para que de esta manera no tengamos discriminaciones arbitrarias. 


Valoró que exista una Superintendencia con acciones bien definidas con un marco regulatorio claro, por ejemplo el número de investigaciones y situaciones a casas de estudios estén delimitadas y con plazos definidos ya que el permanecer con investigaciones abiertas como UNAB genera un impacto negativo e incertidumbre en los estudiantes de esta casa estudio perjudicando la valoración de título profesional, cuestionamientos de la calidad de los docentes y de los egresados de nuestra casa estudio, el problema es que es una investigación que a todas luces debe estar cerrada. 


La sobrerregulación de la Subsecretaría, que toma a cargo el sistema de admisión, aranceles y cupos. El sistema de aseguramiento de calidad presenta aún problemas que es necesario corregir. 


 No hay otro tema que genere tanto consenso como ampliar el CRUCh; y no hay mejor momento para hacerlo que en esta ley, la que busca reformar la educación superior no hay ninguna justificación razonable que indique que solo por antigüedad puedes integrar el CRUCh hoy. No representa a la realidad estudiantil en la educación superior de Chile ya que no incluye a los CFT ni IP como tampoco a las universidades privadas de Chile. En la actualidad solo representa un 27% de las matriculas a nivel nacional.  

Respecto a la gratuidad, lo que siempre se tiene que tener presente es que debe existir una exigencia que no sea la vara de la gratuidad lo que estime la calidad de las instituciones y que por lo menos cuando hablemos de instituciones que acceden a gratuidad al menos estén con4 años o más como mínimo para acceder a ella.  Lo que nosotros proponemos es que nadie pague mientras estudia y lo haga posteriormente en base a sus ingresos. Una política de gratuidad universal en un sistema mixto es prácticamente imposible. Se explica por las restricciones asociadas a la gratuidad, que parte de la base de fijar aranceles que son menores a lo que efectivamente las universidades necesitan para financiar sus proyectos. 


La eliminación de la banca es uno de los grandes proyectos pendiente para el Gobierno. Luego de varias protestas y marchas, el Gobierno comprometió el envío de un proyecto entre octubre y noviembre, para cambiar este sistema por otro crédito, sin bancos y administrado por una agencia fiscal. Como además el poder dar la libertad de acceder a un préstamo financiero estudiantil otorgado por el estado según arancel de referencia.


28.- Harald Beyer, Director del Centro de Estudios Públicos. Ex Ministro de Educación.


Expresó que hacia el año 2010 existían acuerdos importantes en materia de Educación Superior, que contaban con insumos tales como el Informe de la Comisión Asesora Presidencial de Educación Superior del año 2008; el Informe del Banco Mundial y de la OCDE del año 2009; los programas de las candidaturas presidenciales del mismo año; el Foro AEQUALIS del año 2010, y diversas publicaciones de universidades y centros de estudio. Sin perjuicio de dichos acuerdos, este proyecto está lejos de acercarse a niveles de consenso que posibiliten una legislación sobre una nueva educación superior; en parte porque existen diferencias de apreciación respecto del desempeño del sistema de educación superior. La iniciativa, además, no reconoce un balance consensuado y paradójicamente no aborda los puntos negativos que aparecen en esos análisis, tales como la incerteza respecto de las competencias, habilidades y destrezas que significan los distintos títulos y grados que se obtienen; las elevadas tasas de deserción; la obtención del primer grado luego de un tiempo extenso en la educación superior, y la falta de investigación en I+D. Esta contracción obedece, según dijo, a una carencia en el diagnóstico de los problemas del sistema educacional y a una inadecuada evaluación de la experiencia comparada. 


Tal vez sean estas razones, según dijo, que el proyecto es un entramado de instituciones sin objetivos claros. Así por ejemplo está la Subsecretaría con dos divisiones; una Superintendencia; una unidad adicional dentro del MINEDUC; un Marco Nacional de Cualificaciones y una Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional; un Consejo Asesor Técnico Profesional, y una Comisión de Expertos para Aranceles. Mientras tanto, se crea un Ministerio de Ciencia y Tecnología que no se sabe bien cómo interactúa con esta estructura y con las instituciones de educación superior. 


El proyecto presenta falencias en la determinación de sus principios y su materialización en la iniciativa, como es el caso de los requisitos para acceder al CRUCh (artículo 5°); la Subsecretaría de Educación Superior y la Superintendencia de Educación Superior. 


En cuanto a la formación técnico profesional, expuso que la estrategia de la iniciativa es confusa en cuanto a la estructura de títulos y grados con la regulación del acceso a profesiones y oficios. Sobre este asunto, la pregunta fundamental radica en saber cuál es el contenido fundamental de los títulos y grados. Este un asunto que atraviesa todo el sistema, aunque es más urgente en la educación superior técnica profesional. Toda estrategia debe ser consultada y ratificada por el Consejo Nacional de Educación.


A propósito de la Superintendencia, el señor Beyer afirmó que en la experiencia comparada se privilegian sistemas de aseguramiento de la calidad ante instituciones como las Superintendencias. Con todo, la desconfianza instalada en Chile puede hacer necesaria la existencia de una institución como esta; sin embargo, no debe olvidarse que las reglas excesivas no son buenas aliadas de la innovación y competitividad, por lo que el énfasis debiera colocarse en una regulación que evite los grandes problemas en lugar de fiscalizar de manera tan celosa. Sobre el particular, hizo presente que es importante cerrar potenciales espacios de discrecionalidad que contiene el proyecto y los eventuales conflictos de competencia que pudieren generarse con la Contraloría General de la República. 


A propósito de la calidad, dijo que el foco de todo sistema de aseguramiento de la calidad es el mejoramiento continuo de las instituciones de educación superior, el que prácticamente desaparece en este proyecto y es reemplazado por un excesivo formalismo que se aleja de la experiencia comparada. Existe un riesgo, advirtió, de que bajo el esquema sugerido en el proyecto las instituciones de educación superior trabajen para cumplir disposiciones, pero sin instalar una “cultura de la calidad”. En general, los sistemas de aseguramiento de la calidad en el mundo son voluntarios. 


Respecto de la política de gratuidad, expuso que el modelo de costos es inadecuado, pues desconoce los subsidios cruzados en las instituciones y presenta asimetrías que son significativas sin distinguir entre el financiamiento de docencia e investigación. El concepto de costos, según dijo, es un mal consejero en la definición de la asignación de recursos: carreras caras y poco pertinentes son privilegiadas por sobre carreras baratas y pertinentes.
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Postuló reemplazar este título por uno más amplio: Financiamiento de la Educación Superior. Contendría un Párrafo sobre Financiamiento de la Investigación de carácter general, por ejemplo, Financiamiento basal o semi-basal para las instituciones de educación superior en función de las categorías de acreditación. No habrá financiamiento de este carácter para las instituciones docentes. Las universidades complejas o con potencial de serlo recibirán un monto proporcionalmente mucho más alto.  Cada siete años habrá un ejercicio de evaluación que permitirá reasignar hasta 15 por ciento de los fondos a las instituciones mejor evaluadas. El financiamiento asignado en cada oportunidad se podrá ponderar por un factor mayor que 1 si las instituciones tienen su casa central en regiones y también para investigación que universidades estatales realicen en red. Este financiamiento será acompañado por dos fondos concursables a investigadores. Por un lado, Fondecyt para investigadores en ciencia y tecnología y, por otro, un fondo para investigadores en humanidades. Sus políticas serán definidas por consejos directivos.


29.- Manuel Agosín, Decano de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile. 


Se refirió a los siguientes temas: exceso de regulación; fijación de precios (aranceles); calidad; cláusulas transitorias, y una reflexión sobre la CNA.


Uno) Exceso de Regulación. 


La Ley crea y encomienda una enorme cantidad de acciones específicas a una Subsecretaría de Educación Superior; una Superintendencia de Educación Superior para fiscalizar el cumplimiento de la ley, y un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad. Esto implica que la regulación de las universidades tanto estatales como privadas será aún más frondosa en el futuro. No está claro que se nos vaya a dejar de fiscalizar por la CGR, aunque eso es lo que sugiere el Proyecto de Ley Sobre Universidades Estatales. La calidad de una institución depende de su creatividad. Ciertamente que se puede pensar en una regulación menos onerosa que considere la competencia hace parte del trabajo; mejorar los estándares de acreditación, y una mejor gobernanza de las universidades estatales que privilegie la calidad y el manejo financiero responsable.


Dos) Fijación de precios (aranceles). 


Se calcula que hay unas 13 mil carreras de pregrado en Chile. Los aranceles regulados por tipo de carrera serían determinados por la Subsecretaría, refrendados por un Comité de Expertos y revisados cada cinco años. ¿Puede un grupo de funcionarios públicos hacer bien esta tarea, de modo de tomar en cuenta los costos reales de cada carrera, si no cuenta con toda la información? Las universidades son muy diversas y es bueno que lo sean: algunas complejas, otras enfatizan la docencia. Hay más que docencia en las universidades complejas. ¿Quién paga?


Por otra parte, la Subsecretaría va a decidir cuántos vacantes puede ofrecer cada carrera en cada universidad. Otras variables controladas son la apertura de nuevas sedes y de nuevas carreras: ¿Sabrá la Subsecretaría más que los planteles involucrados? Estamos de regreso en el socialismo real: ¿Adónde quedó la autonomía de los planteles? Esa autonomía es esencial para que exista una oferta diversa. Mi vaticinio: la muerte de la calidad en las instituciones que se adhieran a la gratuidad. Las privadas sin fines de lucro que no se adhieran tendrán libertad de fijar cantidades y precios; podrán dar becas a estudiantes de bajos ingresos. Como nunca serán suficientes para acomodar a todos los jóvenes de bajos ingresos pero meritorios, el resultado será mala educación superior para ellos (que irán a las gratuitas pero peores), justo lo contrario al que el proyecto dice perseguir.


Tres) Calidad. 


No hay en el proyecto de ley una palabra sobre ella: sin calidad la gratuidad se vuelve quimera y una promesa que se le hace a los estudiantes de modestos ingresos que no se va a poder cumplir. La educación superior no es maná del cielo: cuesta recursos y esfuerzos construirla y es fácil destruirla con una mala ley. Los buenos alumnos y profesores terminarán emigrando. Las universidades privadas son de muy diversa calidad, pero existen entre ellas algunas muy competitivas: “universidad privada” no es un sinónimo de lucro abierto o encubierto; entre las mejores del mundo predominan las privadas. Las que se adscriban, forzada o voluntariamente, a la gratuidad, no podrán evitar el deterioro de la calidad de su docencia, investigación y extensión.


Hizo presente que el proyecto compromete la gratuidad completa para cuando los “ingresos tributarios estructurales” lleguen a ser 29,5% del “PIB Tendencial. Da un cronograma para extender la gratuidad a deciles de más altos ingresos desde el 60% de más bajos ingresos en 2018 hasta la gratuidad total. Los “ingresos tributarios estructurales” y el “PIB Tendencial” no son observables: se derivan de metodologías cambiantes; de hecho, el concepto de balance estructural no está refrendado en ley. Como ya algunos han observado, estas disposiciones atan de manos a Presidentes futuros al afectar los ingresos tributarios futuros y bien podría ser inconstitucional. Los umbrales para extender la gratuidad son totalmente arbitrarios. En el período que va desde el año 2018 hasta cuando se den las condiciones de gratuidad total, los aranceles que las universidades cobrarán a sus alumnos no cubiertos quedan fijados para todos ellos menos aquellos en el décimo decil. El proyecto nos dice que las universidades adscritas sólo podrán cobrar un 20% adicional al arancel regulado a los alumnos del 7º decil y un 60% adicional a aquellos en los 8º y 9º decil. Esto es una invitación a disfrazarse de 7º decil. Para entonces, varias habrán quebrado o los buenos estudiantes no querrán estudiar en ellas, ni los buenos académicos enseñar allí.


Cuatro) Comisión Nacional de Acreditación.


Es bastante curioso que la Comisión Nacional de Acreditación vaya a tener por miembros a dos estudiantes. Esa Comisión juzga la calidad de los programas educativos de las universidades y estas últimas son las llamadas a ofrecer educación de calidad a sus alumnos. Ahora se pretende que la institución que garantiza la calidad contenga miembros que son justamente los beneficiarios de la acreditación. Los estudiantes no tienen la capacidad para cumplir estas tareas.


30.- Raúl Figueroa, de Acción Educar. 


Compartió la idea de contar con una Superintendencia que fiscalice el cumplimiento de la normativa y contribuya a recuperar la confianza en el sistema de educación superior. Sin embargo, ciertas atribuciones afectan autonomía de las instituciones. Establece prohibiciones que son desproporcionadas respecto del objetivo que buscan. El objetivo de evitar el retiro de excedentes se logra con buena regulación. Tienen efectos graves que demuestran ignorancia de cómo funciona la educación superior en Chile. La solución es identificar con claridad los conflictos de interés y asegurar que siempre se resuelvan en beneficio de la universidad y sus estudiantes.

No se conocen todos los efectos de las prohibiciones, un ejemplo es el siguiente: UDD-Corporación Chileno-Alemana de Beneficencia- Facultad de Medicina: ejemplo de alianza exitosa y de resultados. positivos que involucra instituciones de reconocido prestigio. El artículo 73 prohíbe este tipo de alianzas. Si bien se trata de instituciones sin fines de lucro, la excepción de la letra a) no la permite, pues se trata de instituciones privadas. El Ministerio no conoce o no ha informado el número y el impacto de terminar con alianzas como esta. Sobre este asunto, el profesor de Derecho Constitucional Patricio Zapata concluyó en un informe que el proyecto incurre en eventual vicioo de inconstitucionalidad. lo anterior es un choque frontal con el reconocimiento constitucional de la libertad de enseñanza y la autonomía universitaria. 

Además, el proyecto tiene otros problemas, como es el de los requisitos para integrar el CRUCh. Sistema único de acceso. Atribuciones desproporcionadas de la Superintendencia. Aseguramiento de calidad que vuelve irrelevante el reconocimiento oficial y la autonomía de las instituciones. Condiciones inconstitucionales para acceder al financiamiento. Además de lo informado por el profesor Zapata, existen otros vicios de constitucionalidad. El estándar de igualdad entre instituciones de educación superior establecido en el fallo del Tribunal Constitucional 2015 no se cumple. La prohibición de las operaciones con personas relacionadas no pasa el test constitucional de proporcionalidad. El proyecto no está financiado transgrediendo la constitución fiscal (artículo 67, 32 número 20).


Otros problemas del proyecto están en principios declarados de la educación superior son el reflejo de un modelo específico y homogéneo que por la aplicación del proyecto termina por imponerse. Amenazas a la diversidad por estandarización de mecanismo de acreditación. Acreditación debe responder a cada proyecto educativo, en base a criterio experto de pares. La idea de igualar calidad a “complejidad” es incompatible con un sistema reconocido por adecuarse a las diversas necesidades de la sociedad. Criterios de adhesión al CRUCh establecen discriminaciones arbitrarias, además de perder el foco. El proyecto de ley exime a las universidades estatales de ser intervenidas o cerradas en caso de no acreditarse: normas de calidad y fiscalización deben ser de aplicación general e incluir a la totalidad de las instituciones. Sistema único de admisión que excluye de su administración a los principales involucrados.


Como conclusión, afirmó que es un proyecto basado en un diagnóstico errado, y en un reconocimiento incompleto de los logros, así como de los principios que sustentan su desarrollo. Proyecto crea tensiones en lugar de solucionar problemas: Le resta poder a los ciudadanos, estudiantes e instituciones para transferírselo al Estado. Establece la gratuidad universal como núcleo distorsionador de la discusión y de los propósitos de la educación superior. Implica un “todo peor que la suma de sus partes”: en su conjunto, el proyecto es un listado extenso de controles y presiones estatales. Vulnera la autonomía de las instituciones y pone al Estado como conductor del sistema. Retrocede en la lógica de “pesos y contrapesos” que caracterizada nuestro sistema educacional.  Pone un techo al crecimiento cualitativo y cuantitativo del sistema y de cada institución y limita fuertemente la inversión privada. Disminuye la diversidad del sistema al fijar precios y establecer un modelo institucional único como equivalente de calidad.


31.- Andrés Bernasconi, Profesor Asociado de la Facultad de Educación y Director del Centro de Justicia Educacional de la Pontificia Universidad Católica de Chile.


Expresó que el proyecto de ley de educación superior tiene un defecto fundamental, que lo recorre por completo y lo afecta en cada una de sus partes, de tal manera que no puede ser remediado con indicaciones, por más numerosas y sustantivas que ellas sean. Este defecto radical es la negativa valoración sobre la educación superior chilena que subyace al proyecto y la institucionalización de la desconfianza en sus instituciones y autoridades. Ignorando la evidencia sobre los logros del sistema, regula las instituciones de educación superior como si se tratara de una actividad propensa al fraude y a otras irregularidades, que debe vigilarse de cerca. La amenaza de sanción penal aparece nueve veces en el proyecto y la palabra “infracción” aparece treinta y tres veces.


El proyecto desconfía de ellas como si todas fueran o pudiesen ser como los rectores involucrados en el caso de la Comisión Nacional de Acreditación de 2011. La larga lista de infracciones consideradas gravísimas en el art. 53 ilustra el punto, así como la obligación que se impone a las instituciones acreditadas de pedir permiso a dicha instancia para abrir nuevas sedes y carreras en nuevas áreas del conocimiento, y para cerrar programas. También inspira al régimen de contratación con terceros relacionados directamente, indirectamente, o potencialmente relacionables con los controladores de una institución, o el régimen de inhabilidades, prohibiciones y sanciones a que están sujetos los directivos de las instituciones y los miembros de la Comisión Nacional de Acreditación. Bajo el régimen de vigilancia penal que el proyecto configura no va a ser fácil tener candidatos a ocupar esos peligrosos cargos. Según dijo, este sesgo o prejuicio anti-sistema de educación superior surge de la opción asumida por el Ejecutivo, endosada por la Cámara de Diputados, de mirar hacia el pasado para legislar, en lugar de orientarse a los desafíos del futuro20. Para que no vuelvan a ocurrir casos de abuso de la autonomía como la apertura inorgánica de sedes y carreras, para que no haya lucro encubierto en las universidades, para que no se corrompa el sistema de acreditación, el proyecto sugiere un cúmulo de procedimientos, permisos, condiciones, prohibiciones y sanciones, castigando preventivamente a los honestos y a los responsables por las conductas de quienes no lo fueron en el pasado. Esto es un problema mayor porque no puede haber educación superior si no hay un mínimo de confianza en las instituciones. La confianza y la presunción de buena fe están en la naturaleza misma del proceso educativo, que es la relación maestro-alumno. El alumno confía su educación al maestro y a la institución en que elige estudiar. Y en la abrumadora mayoría de los casos esa confianza será bien retribuida. 


En su opinión, lo que necesita la educación superior es apoyo para su desarrollo, lo que incluye, por supuesto, sanciones a las infracciones de la legislación, pero en este proyecto hay muy poco de lo primero, apoyo, y demasiado de lo segundo, penalidades. Incluso las normas sobre acreditación se dejan llevar por la lógica del castigo antes que por la del mejoramiento de la calidad. 


Pero, agregó, hay otro problema inserto en la iniciativa legal, que surge de preferir la voluntad de los agentes del Estado por sobre la autonomía de la acción desagregada de 180 instituciones de educación superior. En efecto, el proyecto trasunta una enorme confianza en que lo que no hacen bien las instituciones lo hará bien el Estado. Afirmó que el Estado es, para efectos de este proyecto, el Subsecretario de Educación Superior y el Superintendente, con sus equipos, la Comisión Nacional de Acreditación y la Comisión de Expertos que fija aranceles. El proyecto confía en que ellos saben mejor que las instituciones de educación superior lo que es bueno para la educación superior. Una mala decisión de una institución la perjudica a ella solamente. Una mala decisión del Superintendente las afecta a todas. El problema de las restricciones arbitrarias a la autonomía no es sólo su inconstitucionalidad, sino que los efectos de malas decisiones, antes confinados a la institución que yerra el camino, ahora quedan magnificados a todo el sistema. Así, por ejemplo, un mal diseño del sistema único de admisión por el Subsecretario compromete a todo el sistema, y no a partes de éste, como ocurre hoy, con diferentes sistemas de admisión en diversas partes del sistema. Lo mismo con la fijación de los aranceles.


Sin perjuicio de lo expuesto, añadió, el proyecto de ley cuenta con aspectos positivos. Uno de ellos es la importancia que se le da al sector técnico profesional y su estrategia de desarrollo. Otro es la acreditación institucional obligatoria, y la ampliación de las carreras con acreditación obligatoria de modo de incluir a todas las de la salud y las de educación. También es un avance que los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación sean independientes de las instituciones, y el reconocimiento en la acreditación de los programas de formación en línea. Lo mismo cabe decir del marco nacional de cualificaciones. Pero estas valiosas propuestas no alcanzan para salvar un proyecto fundamentalmente viciado en su concepción de la educación superior.


De acuerdo con los argumentos trascritos, el profesor Bernasconi estimó que el proyecto debe ser rechazado en su totalidad. Pero si el Senado fuese proclive a aprobarlo en general, hay algunas correcciones indispensables para aminorar el daño que podría causar esta ley. Son las siguientes:
1) Empezando por las definiciones de universidad, instituto profesional y centro de formación técnica: el proyecto, correctamente, asocia la universidad con la formación basada en disciplinas académicas, y a los IP y CFT con la formación basada en las necesidades del mundo del trabajo, pero luego borra esa distinción al declarar en el inciso cuarto del art. 3° lo siguiente: “La formación de profesionales y técnicos se caracterizará por una orientación hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento y técnicas particulares de cada disciplina.” La distinción entre formación basada en disciplinas científicas y formación basada en demandas de los mercados de trabajo es útil para distinguir universidades de institutos y CFT (mucho más útil como distinción que la función de investigación) y conviene mantenerla con claridad.


2) Sobre el sistema común de acceso, expresó no tener objeciones a que sea la Subsecretaría la que fije normas y organice los procesos de admisión, pero no le corresponde a ella establecer los instrumentos para ello, que deben ser creados por las instituciones, no por el Estado. El art 10, inciso segundo, pone las cosas al revés de su orden constitucional: “Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar sus propios instrumentos, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.” No corresponde, según dijo, (art. 1° de la Constitución) a las instituciones pedir permiso al Estado para establecer sus instrumentos de admisión. El art. 12 puede ser un paliativo (“Corresponderá a la Subsecretaría establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso; estos últimos serán previamente definidos a través de un informe favorable del comité respectivo, en conformidad a lo establecido en el artículo precedente”), si se entiende que el Comité tiene la última palabra en cuanto a instrumentos del sistema de acceso, en caso de conflicto con el Subsecretario, pero difícilmente el Comité pueda dar adecuada cuenta de las variedades de criterios e instrumentos de admisión que quieran legítimamente disponer para sí las instituciones.

3) Sobre las normas para evitar el lucro encubierto, fue de opinión de que la lista de personas relacionadas es tan extensa que perjudica la misión de desarrollo de productos y empresas de base científica o tecnológica por parte de las instituciones, ya que sus directivos y personas relacionadas a ellos están impedidos de participar en esas iniciativas, y por las trabas administrativas que se disponen para la contratación, cuando ella está permitida. Las normas no distinguen entre operar la institución como un negocio (lo que es sancionable) y los negocios que pueda desarrollar la institución, lo que debiese ser estimulado en lugar de ser prohibido u obstaculizado. La legítima intención de evitar el lucro puede resultar en inhibir operaciones de buena fe y beneficiosas para la institución.


4) Sobre la pena de cárcel para el lucro sugirió si acaso se va a definir un tipo penal, que al menos se haga respetando el principio constitucional de la tipicidad: el verbo rector del tipo penal del art 78 “se interesare” es, en su opinión, impreciso. Hay muchas formas de interesarse en un negocio, y el interés relevante aquí es el pecuniario. 

Finalizó con las siguientes observaciones genéricas sobre algunos aspectos no abordados por el proyecto: 


Uno) Omisión de innovar en el régimen de las universidades estatales. Haber sacado ese capítulo de este proyecto no tiene sentido alguno, más que el simbólico de señalar un “trato especial” a las universidades del Estado a través de una “ley especial”. Y las concesiones del Ministerio a las universidades han ido eliminando una a una todas las novedades que proponía el proyecto original, hasta dejar las cosas tal como están hoy, un estado de cosas más bien insatisfactorio.


Dos) Casos de inviabilidad institucional que sí debiesen ser el centro de la preocupación regulatoria del Estado. La ley de administrador provisional no ha dado buenos resultados porque la designación de un administrador es una sentencia de muerte que lanza a los alumnos de la institución en ese trance a correr hacia las puertas de salida. Las fusiones son mucho mejor solución, pero no están reguladas, y se han dado hasta ahora, en decenas de ocasiones, por acuerdos entre privados que se beneficiarían de algunas reglas de protección a los estudiantes en sus traspasos a la institución receptora.


Tres) Finalmente, dentro de los muchos elementos de mirada prospectiva que le faltan al proyecto está la visión de largo plazo que le pudo dar a la institucionalidad pública un consejo de educación superior de carácter consultivo y permanente, conformado por destacados ex rectores, ex ministros, premios nacionales y personalidades de similar calibre. 

32.- Carlos Isaac, Rector de la Universidad de Viña del Mar.


Dijo que este es un proyecto de ley que representa una necesidad avalada por la mayoría del sistema de educación superior, a partir de la urgencia en introducir modificaciones basales a nuestro sistema. Para este fin, escuchar distintas posturas al respecto resulta fundamental, tanto como consensuar un proyecto que recoja el aporte cualitativo que realizan entidades privadas y públicas en la misión de formar a los estudiantes. Para lo anterior, el someter a revisión algunos aspectos a la luz de datos estadísticos que reflejan la realidad sociográfica de nuestros planteles, como así también la evidencia internacional, permiten ampliar los ejes de consenso en la modificación de criterios sobre la operación actual del modelo, de cara a la promulgación de una ley de esta envergadura. Dijo estar de acuerdo en la necesidad de una reforma de la educación superior, pero en su forma actual pone en riesgo algunas de las fortalezas del sistema de educación superior del país que se han desarrollado durante las últimas décadas. 

A continuación, se refirió a los elementos que, en su opinión, colocan en riesgo el sistema de desarrollo de la educación superior.


a.- Los criterios de Fortalecimiento del CRUCH y el bajo financiamiento a las universidades privadas, colocan a estas últimas en un escenario en que no se cumple el rol subsidiario del Estado con los más necesitados. Es primordial para entender que no solo el Consejo de Rectores ostente la exclusividad para plantear propuestas en materia de políticas públicas, considerando que su representación no excede del 27% de los alumnos matriculados en instituciones de educación superior. Con lo anterior no solo se retrocede en un Estado con un rol moderno, inclusivo y dialogante, sino que se limita el aporte que más de un 70% de las entidades comprometidas a lo largo del país puedan poner en juego.


Asimismo, los criterios del proyecto hacen factible un sistema de financiamiento - la gratuidad universal - que es regresivo, caro y que limita la diversidad del sistema y la autonomía de las instituciones. Además, indirectamente coarta la libertad de elección de los alumnos con mayor vulnerabilidad, para optar por proyectos no sujetos a gratuidad, lo anterior en razón a las asimetrías evidentes en los mecanismos de ayudas estudiantiles entre instituciones adscritas y aquellas que no lo están. Lo anterior sólo fundamenta un sistema profundamente desigual y discriminador entre los actores del sistema de educación superior. El Estado debe tratar a los estudiantes por igual, independiente de la institución a la cual pertenecen.


b.- Exceso de atribuciones de la Superintendencia que afectan la autonomía de las instituciones.


La nueva estructura institucional que en el proyecto de ley incluye una Subsecretaria, una Superintendencia y un Consejo de Aseguramiento de la Calidad, debiera facultar a las universidades para su expansión y desarrollo, evitando caer en criterios sobre reguladores que rigidizan el sistema. Es fundamental para cualquier sistema, que los criterios de fiscalización sean claros y no den espacio a subjetividades e interpretaciones. Tal cual está planteado el proyecto hoy, la Superintendencia termina siendo un organismo capaz de tomar decisiones en materia de gestión institucional, algo que atenta directo contra la necesaria autonomía. No hay que confundir la fiscalización con un rol donde el superintendente es capaz de decidir directamente en la gestión diaria de una universidad, teniendo injerencia incluso en el sistema de aseguramiento de la calidad. Que sea la Subsecretaria quien define el sistema de ingreso y a la vez los aranceles regulados -pasando por las vacantes- es un claro retroceso, ya que hace a todo el sistema depender del criterio y recursos que el Estado tenga para su desarrollo y profundización. El excesivo rol del Estado en esta materia condiciona gravemente la expansión de la cobertura y restringe -dado que los recursos son ilimitados- el acceso de los quintiles más vulnerables a la educaci6n superior.


c.- Asimetrías entre política regulatoria y búsqueda de universidad compleja.

El proyecto de ley contiene una serie de trabas que impiden la proyección de toda casa de estudios hacia el concepto de  universidades complejas o no exclusivamente docentes - algo que la misma reforma establece a través de la acreditación obligatoria en 5 dimensiones - , ejemplo de ello son las instituciones que no tienen aportes basales del Estado y cuyo único ingreso es por vía arancelaria. Para ellas los aranceles de referencia solo consideran el costo de desarrollar la docencia, limitando las restantes expresiones de una universidad vinculada a su entorno con proyección, con variantes de extensión o incluso en su dimensión internacional. Sumado a ello, las herramientas excesivas de fiscalización planteadas en el proyecto, generan costos de transacción que desvian a las universidades a concentrase en su rol eminentemente académico, de investigación y de vinculación con entorno.


Elementos que están ausentes en la Reforma


a.- Apoyo a las instituciones que atienden a los estudiantes de más bajos puntajes


La Universidad de Viña del Mar educa a alumnos de los primeros quintiles, dándoles oportunidades de desarrollo que otras universidades de elite consignadas en el Consejo de Rectores les impide acceder via criterios de selección. Se requiere un reconocimiento y valoración de la diversidad, que responde a una necesidad de población amplia y diversa de estudiantes, que requiere mayores criterios de inclusión. Estos jóvenes y sus oportunidades de desarrollo no están considerados en esta reforma, donde este esquema de financiamiento propuesto es un llamado a no innovar, por tanto es cerrarles la puerta a los hijos de la educación pública que mayoritariamente apuestan por casas de estudios como la nuestra y sobretodo en regiones.


En su opinión, tal cual está planteada esta reforma, no tendrá impacto positivo alguno en los quintiles de menores ingresos. De hecho, en el mediano plazo terminará por perjudicarlos al afectar a las instituciones que son, precisamente, las que los educan. La gratuidad tiene un alcance limitado y los déficit en que ha dejado a las universidades demuestran que el Estado no tiene todos los recursos para ampliarla ni tampoco para fomentar el aumento en la cobertura. 


b.- Reconocimiento y apoyo a las universidades regionales


En este proyecto una de las mayores ausencias está en no dotar a las universidades regionales de un apoyo sustantivo, sea cualquiera su origen. Estas instituciones acometen labores que constituyen suministros claves en materia de desarrollo científico, en el contexto de aportes culturales y en soporte para el desarrollo de las comunidades. Dicho esto, este proyecto tiene una oportunidad de apalancar los procesos de descentralización por medio de criterios específicos de apoyo a sus universidades regionales, si no entendemos el rol que las universidad de regi6n tienen para el dinamismo, innovación, y fortalecimiento de sectores productivos y comunidades locales, estaremos privando al país de estos polos de desarrollo. Un segundo argumento que busca potenciar el rol de Universidades regionales está dado por la necesidad de atraer y retener talentos. Estos incentivos no aparecen en la reforma con la urgencia que nuestras regiones lo requieren.


Para concluir, expresó que este proyecto sitúa al país en una línea de retroceso que debe ser corregido para restituir aspectos fundamentales como los mencionados en materia de financiamiento, regulaciones con sensatez y mirada de futuro, pero finalmente visualizando el aporte que entidades públicas y privadas erjecutan en todas las regiones de Chile en polos de bienestar, desarrollo y economías sustentables.


33.- Mariana Aylwin, Ex Ministra de Educación.


Comenzó su exposición argumentando que la iniciativa legal en debate se basa en una concepción negativa sobre lo que está sucediendo con la educación superior chilena, y no reconoce lo que todos los indicadores muestran e el sentido que ella es la mejor de América Latina, tanto en cobertura como en calidad y en el impacto que genera en sus estudiantes.
En efecto prosiguió, estudios como el del investigador Claudio Sapelli demuestran que a mayor escolaridad la desigualdad intergeneracional disminuye, lo que se relaciona con el acceso a la educación superior y la masificación de la misma, asunto que el Banco Mundial destaca como una ampliación de cobertura sin afectar la calidad. Así, existe una cobertura bruta de 86.6 % (el promedio de América Latina es poco más de 40%); la inversión en educación superior es 2,5 del PIB (3º más alto de la OECD), lo que implica que es cierto que dentro de éste porcentaje, más de un 60% ha sido inversión privada, pero el gasto público ha ido acercándose al privado por la gratuidad (45/55), el aumento del crédito con aval del Estado y otras becas.
En ese sentido, expresó que el crédito con aval del Estado ha permitido que se gradúen 300 mil profesionales: 175 mil  de carreras técnico profesionales e institutos profesionales. Un 85% terminó en el plazo su carrera; 87% de los que no lo hicieron terminaron un año después, un 11% necesitó dos años adicionales. Graduación terciaria mejor que el promedio OCDE, se titulan 160 mil profesionales al año, con una menor deserción de alumnos con un sistema diferenciado y acceso masivo. 

Declaró que el debate sobre la educación superior en Chile se ha enfocado de manera polarizada y con visiones marcadamente opuestas, las que quedan demostradas en el siguiente cuadro comparativo:
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Afirmó que Chile no está en condiciones de entregar gratuidad universal, lo que queda de manifiesto en el mismo proyecto, el cual fija etapas que no tienen un tiempo preciso en cuanto a la exigibilidad de la misma (no tiene fecha determinada en el cumplimiento del objetivo). Además, la dualidad en los argumentos presentados dejan en claro que existen dos visiones sobre el problema: por una parte están quienes quieren introducir reformas para mejorar el sistema y, por el otro, los que quieren sustituir el modelo de manera drástica. En su opinión, hay que intentar encontrar el balance entre ambas visiones puesto que, de otra forma, se están dejando de lado problemas y desafíos que necesitan soluciones [image: image29.png]Especialidades y destinos
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concretas. 


A su juicio, las preguntas y dicotomías del cuadro precedente no quedan resultas de buena manera en el proyecto del Gobierno aprobado por la Honorable Cámara de Diputados. 


Destacó que lo más importante que sí aborda el proyecto es una institucionalidad que permita hacerse cargo de la masificación de la educación superior por medio de la creación de una Subsecretaría, así como  mejorar el Sistema de Aseguramiento de la Calidad y la creación de una Superintendencia. Con todo, esta institucionalidad, tal como está concebida, exagera en las regulaciones, entregando al gobierno de turno un poder excesivo en materias relevantes como es la fijación de aranceles y en la creación de cupos o acceso. En el caso de la Subsecretaría, precisó que se trata de un órgano político que tendrá a su cargo fijación de aranceles, sistema de selección y  control de la matrícula. En el caso de la Superintendencia, establece un marco de acción amplio que puede terminar en excesivo control y situaciones discrecionales.  Necesaria, pero requiere aliviarse. En el caso de la Agencia de Calidad, se desconoce la diversidad de instituciones de educación superior, al obligar a todas a acreditar docencia, gestión, investigación y vinculación con el medio. En alumnos, de un total de 2.600 instituciones universitarias, no hay más de 100 que sean universidades complejas. La tendencia es hacia universidades docentes.


En cuanto a la gratuidad, dijo que avanzar hacia una lógica de disminución absoluta del gasto privado es un error, considerando que la mayoría de los países camina en un sentido inverso. 
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Sobre este tema, precisó que el costo de la gratuidad en el 2017 es de US$ 1.200 millones para 44 instituciones. El aumento al 60% puede ser en la glosa presupuestaria cercana US$ 380 millones. Se estima un costo total final de US$3.500 millones. Por lo tanto, se trata de una reforma que tiene un enorme costo. Lo sensato sería, por lo tanto, evaluar los efectos de su implementación antes de comprometer lo que puede ser una ilusión cara e injusta con otras necesidades urgentes del país.  

34.- José Pablo Arellano, Ex Ministro de Educación.


Afirmó que este es un proyecto de ley que abarca el conjunto de la educación superior, lo que lo transforma en una iniciativa ambiciosa y, por lo tanto, con dificultades en su implementación y satisfacción de expectativas. Además, es un proyecto que no parte desde un diagnóstico compartido respecto de lo que se necesita. 


En efecto, continuó, las reformas globales se hacen cuando los sistemas están efectivamente en crisis, lo que, en su opinión, no ocurre con la educación superior chilena. Si se revisa el crecimiento en cobertura y calidad durante los últimos 30 años las cifras demuestran un crecimiento histórico:
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Añadió que lo anterior se repite en materia de entrega de recursos para el sistema, ubicándose nuestro país dentro de las tres primeras naciones que más invierten en educación superior en la OECD. De acuerdo con el gráfico, al año 1990 no existía ninguna beca; actualmente existen numerosas becas más la gratuidad, que incluye el 100% de financiamiento. Precisó que no sólo ha aumentado el monto, sino que además el número de beneficiarios por monto en pesos constantes. Luego, el 45% de los estudiantes de educación superior reciben algún tipo de beneficio no reembolsable. 


De acuerdo con lo anterior, destaco que el sistema chileno ha seguido un camino en el que hay que continuar y que es, en cuanto a los datos, inobjetable y que demuestra que no es un sistema en crisis.


Sin perjuicio de lo anterior, esbozó los siguientes elementos para efectos de hacer un acertado diagnóstico:

Uno) La deserción en el primer año de la carrera ha decaído durante el transcurso de los últimos años. La retención en el primer año de las carreras profesionales diurnas es un 80%. 


Dos) La duración efectiva de las carreras sigue siendo muy larga, cuestión que sí merece una revisión. 


Tres) El aumento del número de docentes en las instituciones de educación superior ha sido relevante, notándose en los últimos 8 años un alza de un 50%. 


Por lo tanto, añadió, y partir de la constatación de que el sistema no se encuentra en crisis, es necesario, al mismo tiempo, precisar que debe resolverse ciertos asuntos para seguir creciendo, como son los siguientes:


Uno) Limitación del crecimiento de la matrícula por razones demográficas.
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Dos) Cambios tecnológicos en materia de educación superior. Señaló que no puede dejarse de lado la experiencia internacional sobre la materia y tiene que ver con la educación on line masiva y gratuita, los denominados MOOCs.
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Afirmó que este es un aspecto que va a dominar el sistema educacional durante los próximos años, por lo que cualquier reforma que se quiera introducir tiene que tener en cuenta estos antecedentes y no sólo enfocarse en asuntos de carácter coyuntural. 

Respecto de la gratuidad universal, señaló que es una mala política porque es inequitativa; el ingreso promedio de un contribuyente (quien financia la gratuidad) es menor que el de buena parte de la mayoría de las familias de los estudiantes de la educación superior y menor que el del futuro profesional. Además, existen otras prioridades que satisfacer con los recursos de dichos contribuyentes, como es el caso de los desertores del sistema escolar, el cual debe ser prioridad nacional.

Finalmente, indicó que si el financiamiento del sistema de educación superior es puramente del Estado, como plantea en lo sustantivo el proyecto de ley, se introduce una serie de limitaciones al crecimiento de las matrículas y a los aranceles. 
En efecto, declaró que con el sistema de gratuidad universal no hubiera sido posible tener el alza en las matrículas de los últimos treinta años, porque no existen los recursos públicos para llevarla a cabo. De esta forma, no es un sistema equitativo y no es conveniente desde el punto de vista de eficiencia, puesto que demanda limitaciones a la autonomía y obliga a fijar aranceles más allá de lo que resulta necesario cuando haya aportes del Estado. Además, la gratuidad universal va en contra de lo que están haciendo países desarrollados, en donde es posible constatar que 20 de 24 países de los cuales se tienen datos comparables en el período de los años 2000 – 2010 aumentaron el financiamiento privado. 


35.- José Luis Santa María, Presidente del Consejo para la Transparencia. 

Expresó que el mensaje de la Presidenta de la República abre una oportunidad única para elevar los estándares de publicidad y transparencia y aumentar las exigencias de rendición de cuentas de las instituciones de educación superior para la sociedad chilena. La calidad de la prestación de servicios educacionales requiere someterse a condiciones regulatorias que aseguren un debido control social de los recursos públicos que se invertirán en una política pública de esta naturaleza. 

En ese sentido, y a partir de los sistemas de información que se regulan y de las nuevas instituciones que crea el proyecto, efectuó las siguientes observaciones y sugerencias para fortalecer la transparencia del sistema de Educación Superior.

1) Sistema Común de Acceso a las Instituciones de educación superior. 

El nuevo artículo 7 del proyecto dispone que el Sistema Común de Acceso deberá resguardar especialmente los principios de transparencia, objetividad y accesibilidad universal, a que se refiere la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Añade la disposición que el Sistema Común, deberá ajustarse a lo dispuesto en la ley N° 19.628 que establece normas sobre protección de la vida privada. Actualmente, existen evidentes asimetrías de información entre el estudiante o el futuro postulante y la institución de educación superior, lo que dificulta la toma de decisiones fundadas por parte de aquellos usuarios que desean acceder a programas y carreras de educación superior. En ese orden de cosas, si el Estado decide financiar el sistema de educación superior, con cargo a rentas generales, resulta indispensable que se corrijan regulatoriamente las brechas informativas, de manera de asegurar una igualdad de acceso a la información a todos los participantes en el ámbito de la educación superior, de forma fácil y oportuna. La publicidad de un sistema de información contribuirá a legitimidad un sistema de esta naturaleza.

En ese mismo sentido, el Sistema Común de Acceso debiese incluir, dentro de sus elementos de publicidad, los derechos, beneficios y deberes de los estudiantes, los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección del estudiante o los planes y programas de estudio, entre otros. Lo anterior, con el fin de disponibilizar toda aquella información crucial para que el futuro estudiante, o la misma comunidad académica, pueda tomar una decisión tan importante, debidamente informados. Por lo tanto, el sistema debe considerar un sistema de información cabal que dé cuenta de las nuevas realidades a los cuales aspira el proyecto implementar.

Finalmente, se propone que el Sistema considere transparentar y simplificar el procedimiento relativo a la Prueba de Selección Universitaria, o aquel que lo sustituya. Para ello, resulta fundamental que el proyecto de ley incorpore una regla expresa de transparencia de todos los elementos vinculados a su desarrollo: elaboración, convocatoria anual y resultados.


En resumen, se sugiere que el proyecto incorpore normas de transparencia active para el nuevo Sistema Común, atendida la importancia que el mismo proyecto deposita en este nuevo instrumento

2) Sistema de información de la Educación Superior.
El nuevo artículo 51 de la Ley N° 20.129 establece que será la Subsecretaria quien deberá administrar el Sistema de Información, y ejercer adecuadamente las funciones y atribuciones que les encomienda la ley, tales coma la asignaci6n de recursos públicos, y la administración de los instrumentos de financiamiento público.

Dispone el actual artículo 49 de la Ley N° 20.129, los elementos que contiene el sistema de informaci6n de educación superior, dentro de los cuales se considera la información referida a "datos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución; a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado, y a la individualización de sus socios y directivos." Asimismo, dispone que será la Subsecretaria de Educación Superior la encargada de recoger la informaci6n proporcionada par las instituciones, validarla y procesarla cuando corresponda, de acuerdo a la forma establecida en el señalado reglamento. Como se puede apreciar, las disposiciones referidas al Sistema de Información en el presente proyecto, aglutinan aquellos antecedentes más importantes para que los estudiantes, autoridades, cuerpo académico, entre otros, puedan ejercer un debido control sobre todos los aspectos relevantes en el ámbito de la educación superior.

Atendida la importancia de la información que contendrá este Sistema, se recomienda crear un "Observatorio de Educación Superior" que concentre y unifique la información que comprende el Sistema de Información. Asimismo, resulta fundamental poner a disposición todos estos antecedentes a través de un mecanismo práctico y útil de transparencia activa, según lo prevé el artículo 7° de la Ley de Transparencia. En ese sentido, se sugiere establecer un catálogo determinado de toda aquella información relevante, disponible a la ciudadanía, a través del sitio electrónico del ente encargado de administrar el Sistema de Información. Esta información deberá hacerse disponible conforme a criterios de Transparencia Presupuestaria, datos abiertos y lenguaje claro.

3) Superintendencia de Educación Superior: 

El articulo 34 literal f) del proyecto, establece que las instituciones de educación superior deberán remitir anualmente a la Superintendencia, entre otros elementos, la información sobre todo hecho esencial que afecte significativamente su situación financiera y patrimonial. Sin embargo, el artículo no señala que se debe entender por "hecho esencial que afecte significativamente su situación patrimonial". En atención a que las instituciones de educación superior recibirán fondos públicos, se vuelve necesario que el legislador fije altos estándares para la divulgación de informaci6n, con el fin de asegurar un mejor control social por parte de la ciudadanía. En ese sentido, el ejemplo que nos otorga la Ley N° 18.025, de Mercado de Valores, para regular a las sociedad anónimas, en este ámbito, resulta aclarador y referencial para ajustar las exigencias a que aspira la misma norma al disponer que las instituciones de educaci6n superior informen respecto a estos hechos esenciales. Si bien, se deduce que el legislador tiene por objeto regular el concepto de hecho esencial o su oportunidad en la entrega, a través de la vía reglamentaria, debe aclararse a lo menos de modo general que esta debe cumplir ciertos requisitos, tales como el de su veracidad, suficiencia y oportunidad.
36.- Christian Sturms, de la Corporación Chileno-Alemana de Beneficencia. 

Señaló que el articulado sobre personas relacionadas tiene un grave efecto no visto: impediría que instituciones, como por ejemplo la Clínica Alemana de Santiago, que es filial de la Corporación Chileno Alemana de Beneficencia, continúe apoyando la actividad académica y la formación de médicos y otros profesionales de la salud que lleva a cabo la Facultad de Medicina Clínica Alemana – Universidad del Desarrollo o se vincule con esta. Comprometería además el apoyo que dicha Facultad presta al Ministerio de Salud  en temas de Salud Pública y Epidemiología, desde su Centro de Epidemiología y Políticas de Salud así como también, las asesorías y capacitación en Bioética a nivel nacional e internacional que realiza desde su Centro de Bioética. Lo anterior, porque siendo Corporación, que es una Institución sin fines de lucro fundada en 1905, es calificada como persona relacionada porque participa en la designación de miembros del Consejo Directivo de la Universidad. 

Añadió que esta alianza ha permitido formar para el país 9 generaciones de médicos, lo que significa más de 600 profesionales en 15 años de existencia de nuestra Facultad de Medicina. En los próximos 15 años se formarían adicionalmente unos 1.200 médicos al servicio del país. Desde el año 2004 hasta la fecha actual se han formado 577 médicos especialistas. Los especialistas actualmente en formación son 222. De ellos, 133 (60%) tienen por destino el Servicio Público.

A continuación, a modo de ejemplo, entregó una lista de especialistas (n=55) que han iniciado su formación en los últimos tres años, cuya destinación final, al término de su periodo formativo para todos ellos, es el Servicio Público:
[image: image34.png]Desafios futuros

* éNos vamos a mover desde un diagndstico sobre los problemas y desafios, o
desde la mera voluntad de cambiar el modelo”?

* Intentar mirada comUn acerca del Estado, cardcter de lo publico ( efectos en el
financiamiento)

* Sistema de Aseguramiento de la Calidad no consolidado. ¢Cémo sedgarantiza la
diversidad de ofertas y la calidad? ¢qué vamos a entender por calidad? Mejorar
marco regulatorio

* Retraso en efectividad de la docencia y poner al dia mallas curriculares,
metodologias, uso de tecnologias, competencias y desarrollo académico

* Desarrollo de Investigacién / Productividad e impacto
* Empleabilidad / Vinculacion con empresas

* Estrategia de desarrollo de medianos plazo: qué queremos, dénde queremos
llegar, como nos insertamos en las tendencias mundiales





La Clínica Alemana, siendo filial de la Corporación, siempre se ha esforzado por estar a la vanguardia del conocimiento y compartirlo en beneficio de la comunidad y la medicina chilena, razón por la cual solicitó a la Comisión revisar dicha parte del articulado con el objeto de que la Corporación Chileno Alemana de Beneficencia pueda seguir colaborando en la formación de profesionales de la salud con alta vocación de servicios público. 

37.- Sofía Barahona, Presidenta de la Federación de Estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Chile y Daniel Andrade, Presidente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile. 

Afirmaron que en Chile existe un sistema desregulado y de escaza calidad, con segregación, superávit de carreras y quiebre de universidades. De esta manera, el sector público de la educación se encuentra altamente privatizado por medio del cobro de aranceles, el escaso aporte del Estado, la competencia entre las instituciones de educación superior, todo lo cual ha generado una crisis social por medio del endeudamiento y la desconfianza en las instituciones que tiene al lucro como motor del sistema. Expresaron que el sistema educacional debe actuar como un garante, por medio del Estado, del derecho a la educación, con el objeto de  mantener nuestra cultura, las formas de convivencia, normas de conducta y habilidades. Por ello, el acceso universal debe realizarse conforme a las capacidades, donde exista real libertad y donde las personas adquieran herramientas para desarrollarse según sus sueños y convicciones. 
Hicieron presente que una de las formas de salvar la actual situación de crisis de la educación superior es por medio de un régimen de transición, que avance desde el actual sistema neoliberal, caracterizado por un Estado reducido y autofinanciado, a uno con carácter de garante, mayoritario en el sistema y consolide el derecho a la educación. Para eso hay que fortalecer el sistema público ampliando la matrícula, los aportes directos y mejorando su calidad, como también estableciendo marcos regulatorios y ordenando el sistema privado a través de una nueva institucionalidad y marco regulatorio.

Por otra parte, destacaron que la gratuidad debe operar en las universidades estatales y en aquéllas que son colaboradoras de lo público. En sentido, argumentaron que todas las instituciones que reciban recursos públicos para la gratuidad deben acreditarse, proceso que debe ir mucho más allá de lo académico y financiero, pues se debe atender a un modelo de universidad pública que forme ciudadanos. Para ello es necesario un nuevo marco regulatorio y generar mayor autonomía universitaria fomentando la democracia interna y generando los mecanismos que permitan transparencia total en el uso de sus recursos. 

Finalmente, dijeron que urge eliminar el Crédito con Avala del Estado y condonar la deuda de los estudiantes, labor que es del Estado. Para ello, propusieron una beca o un crédito transitorio con las mismas condiciones institucionales que la gratuidad. Esta la única forma, afirmaron, de terminar con fraudes como los de la Universidad del Mar, que en el año 2012 contaba con 16.000 alumnos en 86 carreras en todo Chile. Casos similares son los de las Universidades Arcis e Iberoamericana. Para prevenir situaciones como las descritas es necesario, además de medidas institucionales, tipificar al lucro como un delito. 

- - -

C.- ENUNCIACION DE CONTENIDOS PARA LA DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe hacer presente que luego de escuchadas las opiniones y juicios que se han reseñado precedentemente, y transcurrido un lapso de dos meses, la Ministra de Educación, señora Adriana Delpiano, dio a conocer una serie de adecuaciones que se formularán al proyecto a través de indicaciones durante la discusión de su articulado.


A este respecto, recordó la utilidad de las audiencias en las que representantes de las instituciones y de organismos públicos del sector, los estudiantes y diversos expertos en educación superior plantearon sus observaciones al proyecto de ley. 

Después de escuchar las referidas intervenciones, expresó que el Ejecutivo, considerando dichas exposiciones y el documento de trabajo elaborado por la Secretaría de la Comisión que resume las posturas de los diversos expositores sobres los asuntos abordados por la iniciativa21, se abocó a estudiar posibles modificaciones a la iniciativa con el objeto de: 


Uno) Evitar una sobre regulación del sector, buscando alternativas que sean más eficientes y permitan una gestión adecuada de las instituciones de educación superior. 


Dos) Establecer contrapesos a las decisiones de la Subsecretaría de Educación Superior en aspectos tales como la administración del Sistema de Acceso. De este modo, fomentar la participación de otros actores relevantes en la adopción de decisiones estratégicas para el Sistema, enriqueciendo las definiciones en materia de política educativa. 


De esta manera, añadió la señora Ministra, la propuesta de modificaciones mantiene los siguientes principios de la iniciativa legal sobre los cuales se ha alcanzado un consenso transversal:


Uno) Efectuar una reforma a la Educación Superior integral, que avance en todos y cada uno de los aspectos esenciales de dicho sector educativo, con especial énfasis en el mejoramiento de la calidad. 


Dos) Avanzar en materias como el financiamiento institucional de la gratuidad; la implementación de la acreditación obligatoria; y, hacer efectiva la prohibición del lucro en educación superior. 


Tres) Crear la institucionalidad necesaria para hacer frente a los nuevos desafíos regulatorios del sector: implementando una Subsecretaría de Educación Superior, un Sistema Común de Acceso y la Superintendencia de Educación Superior. A su vez, impulsar ajustes del sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior mediante la modificación de la gobernanza de la actual Comisión Nacional de Acreditación (CNA).

A continuación, la señora Ministra, a partir de los contenidos que contempla la iniciativa, reseñó las enmiendas que se plantearán para su discusión en el segundo trámite reglamentario, referidas a los respectivos títulos del proyecto de ley: 


Título I.- Disposiciones Generales y Subsecretaría de Educación Superior22; las modificaciones que se presentaran serán las siguientes: 

a) se realizarán ajustes menores a la definición de educación superior, eliminando repeticiones y referencias a conceptos complejos como la calidad de órgano rector del MINEDUC.


b) En cuanto a la Subsecretaría de Educación Superior, se plantearán modificaciones en distintos ámbitos del proyecto de ley para dar mayores garantías a las instituciones de educación superior frente a la creación de este nuevo órgano, especialmente respecto de sus atribuciones en el Sistema Común de Acceso y en la regulación del financiamiento para la gratuidad.

c) En cuanto al sistema común de acceso se traspasarán a los Comités facultades que antes correspondían a la Subsecretaría. Cada comité deberá definir los instrumentos y los procesos de su respectivo subsistema, y autorizar aquellos instrumentos o programas especiales de acceso propios que pueden tener las instituciones. De esta manera: 

i.- Se clarifica el rol de la Subsecretaría en el Sistema Común de Acceso, la que, entre otras materias, deberá administrar una plataforma electrónica única que contenga toda la información relacionada con el acceso a las instituciones de educación superior adscritas al Sistema (oferta académica, vacantes, procesos de admisión, programas especiales de admisión, etc.). 


ii.- Se consagra una garantía explícita de que, tanto la determinación de los requisitos de admisión a cada plan o programa de estudios, como la selección de los postulantes, será siempre efectuada por las instituciones de educación superior, salvo aquellos casos en que se regula por ley (art.10). 


Título II.- De la Formación Técnico Profesional en educación superior23. Este título no experimentaría enmiendas basadas en indicaciones del Ejecutivo.


Título III.- De la Superintendencia de Educación Superior.24 Las modificaciones que se propondrán serán las siguientes:

a) Dadas las modificaciones que realiza el proyecto a la ley 20.800 sobre administrador provisional, en virtud de las cuales la Superintendencia deberá fiscalizar que las instituciones no incumplan sus compromisos financieros, administrativos, laborales o académicos, y que tendrá instrumentos suficientes para abordar casos críticos (recomendaciones preventivas; planes de recuperación; nombramiento de administrador provisional), se eliminará la atribución de la Superintendencia de determinar la viabilidad financiera de las instituciones mediante indicadores de riesgo. Como correlato, se incorpora que las auditorías externas a las que deben someterse las instituciones deberán contener un análisis de riesgo de la viabilidad financiera, las que deberán enviarse a la Superintendencia para que ésta ejerza sus facultades (art. 36). 


b) Asimismo, se ampliarán las garantías de las instituciones de educación superior ante las acciones de fiscalización de la Superintendencia. 





c) Por otra parte, se equilibrará la regulación de la prohibición efectiva del lucro con la autonomía de las instituciones de educación superior privadas para alcanzar la organización institucional más adecuada a su contexto y realidad regional. Así, se adecúa la regulación a las glosas de gratuidad, lo que permite, por ejemplo, que las universidades de Concepción o la Austral puedan mantener su actual forma organizativa, pero que prohíbe que las instituciones de derecho privado sin fines de lucro tengan controladores con fines de lucro.


d) Seguidamente, se aclarará que las instituciones reconocidas oficialmente por el Estado pueden organizarse institucionalmente estableciendo los órganos de gobierno que establezcan sus estatutos (IES no estatales).


e) Al mismo tiempo, se adecuará la definición de personas relacionadas a los estándares vigentes en la Ley de Mercado de Valores y de Sociedades Anónimas. Así, el grado de consanguineidad pasará de 3° a 2° grado y el porcentaje de participación en personas jurídicas de 5% a 10%, y se incorporará un procedimiento para permitir excepcionalmente la celebración de operaciones prohibidas, siempre que la Superintendencia apruebe previamente un procedimiento de resolución de conflictos de interés propuesto por la IES que resguarde el patrimonio de la institución y la fe pública.


Título IV.- Modificaciones a la Ley 20.129 que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior25. Las adecuaciones que se plantearán serán las siguientes:


a) Se establecerán niveles de acreditación institucional, eliminando la referencia a los años.

b) La Comisión Nacional de Acreditación deberá definir criterios y estándares de evaluación que considerarán niveles de logro progresivo, diferenciados para formación universitaria y técnico profesional. 

c) Se mantiene la obligación de acreditar todas las dimensiones, salvo la dimensión de generación de conocimiento, creación y/o innovación, que sólo será obligatoria para obtener la acreditación de excelencia, que es la más alta del sistema. 





d) El financiamiento de la gratuidad considerará las dimensiones acreditadas en el cálculo del arancel regulado. 

Título V.- Del Financiamiento Institucional para la Gratuidad.26. Las modificaciones serán las siguientes: 

a) Se eliminará el nuevo requisito para acceder a la gratuidad incorporado por indicación parlamentaria, que excluye de la gratuidad a las IES por el solo incumplimiento de una norma reglamentaria.


b) Se perfeccionará la regulación de vacantes incorporando un régimen de excepciones que permite incrementos de vacantes por programas especiales de acceso o relacionados con el desarrollo estratégico del país y sus regiones. 


c) Se incorporará una modificación a la duración de los estudios gratuitos que le permitirá a los estudiantes de carreras técnico profesionales continuar estudios profesionales de forma gratuita (art.108). Ello, siempre que la institución reconozca parte de los estudios previos.

Culminando su exposición respecto de las materias que serán abordadas por las indicaciones que presentará el Ejecutivo, la señora Ministra consignó que respecto del Título VI, referido a las disposiciones finales que adecúan una serie de cuerpos legales a la nueva institucionalidad que se crea y el nuevo marco regulatorio, no se plantearan innovaciones sustantivas.

- - -


Previo a la votación en general de esta iniciativa de ley, la Honorable Senadora señora Von Baer formuló las siguientes consultas respecto del documento acompañado por la señora Ministra de Educación:


Uno) Situación en que quedarán los entes relacionados con las universidades, como es el caso, por ejemplo, de la situación en la cual se encuentra la Clínica Alemana respecto de la Universidad del Desarrollo.27

Dos) Criterios de estandarización de los métodos de acreditación.


Tres) Integración del Consejo de Rectores de Universidades chilenas (CRUCH) en la futura legislación. 


Sobre el particular, la señora Ministra de Educación, explicó que de acuerdo con la minuta entregada, se adecua la definición de personas relacionadas a los estándares vigentes en la Ley de Mercado de Valores y de Sociedades Anónimas. De esta manera, el grado de consanguinidad pasará de terceo a segundo y el porcentaje de participación de personas jurídicas aumenta de un 5% a un 10%. 


En cuanto a los criterios de estandarización, dijo que se avanza en cuanto a que la medición se hará conforme a criterios progresivos cualitativos y cuantitativos evaluados de acuerdo con los fines y objetivos de cada universidad, distinguiendo entre planteles docentes y complejos, ambos sometidos, ahora, a evaluaciones diferentes. 


Respecto del CRUCH, señaló que tendrá que ser materia de otro proyecto de ley dada la complejidad del tema y de cómo ha funcionado hasta ahora, pues hay que considerar, además, un tema de recursos públicos que se le asignan a dicha organización.

VOTACION EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO

Teniendo en consideración las exposiciones precedentes, los planteamientos y consultas formuladas por los Senadores integrantes de la Comisión y las explicaciones dadas por la señora Ministra de Educación, el señor Presidente de la instancia, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, declaró cerrado el debate de la iniciativa de ley en estudio y lo puso en votación en general. 





- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Dando inicio a la fundamentación del voto, el Honorable Senador Montes llamó la atención respecto del tiempo que tomó la discusión en general de este proyecto, lo que permitió escuchar a treinta y siete expositores representantes de las Universidades, Centros de Formación Técnica e Institutos Profesionales (públicos y privados); profesores; investigadores, y alumnos, lo que entregó un amplio margen para que el Gobierno acogiera sus propuestas y hoy las presente como ideas eje para la discusión particular.

Uno de los puntos a los cuales hay que dedicar tiempo en la fase siguiente es, en su opinión, la definición del concepto de universidad para el futuro y su relación con la investigación y vinculación con el medio y áreas que se están desarrollando, como es el caso, por ejemplo, de la inteligencia artificial y otras áreas relevantes para el país como es el caso de las energías renovables no convencionales, la sismología y la ciencia en general. 

En su opinión, este proyecto cumple un rol determinante al establecer un marco regulatorio en la educación superior, que no significa estatizar la misma, sino que, por el contrario, cambiar una lógica desde un punto economicista de mercado al de un derecho social del cual el Estado es, a lo menos, garante. Con ello se superará la opacidad que actualmente existe en el manejo de los recursos públicos. Sobre este mismo tema, felicitó la presencia durante el debate de la Contraloría General de la República, la que tendrá un rol determinante en el nuevo sistema que contempla la iniciativa en estudio. 

En este mismo orden de argumentos, valoró la distinción en cuanto a la medición de la calidad y asignación de recursos entre lo que son las universidades docentes y las complejas, pues efectivamente persiguen objetivos diferentes. Sugirió, sobre este asunto, que las universidades puedan actuar en red, especialmente las estatales, así como los centros de formación técnica e institutos profesionales lo hagan con las escuelas de ingeniería, generando una sinergia que es necesaria para el desarrollo del país. 


Finalmente, solicitó al Ejecutivo no dejar de lado el estudio del actual sistema de franquicias y exenciones tributarias que existen en materia de educación superior, así como también la regulación de la publicidad de las instituciones de educación superior, las que deben promover contenidos de los que hacen más que un producto de consumo. 

Por las razones anotadas, consideró que el proyecto constituye un avance más en materia educacional. 

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana observó que el procedimiento utilizado para la discusión en general de este proyecto de ley no fue el ideal, toda vez que en las audiencias realizadas muchas veces expusieron personas e instituciones incumbentes, por lo que el mismo no entregó todos los beneficios que se pudiera esperar. Fue de opinión de que para una próxima vez hay que ampliar no necesariamente el número, sino que el abanico de los mismos, considerando a otra gama de personas e instituciones. A su juicio, esta amplia lista de expositores impidió que esta iniciativa pudiera ser votada con anterioridad. 

Seguidamente, hizo presente que la votación de este proyecto de ley se enfoca en un ambiente muy diferente al que existía el año 2011, en el cual las exigencias y las demandas eran otras. Hoy, en cambio, se está debatiendo acerca de un nuevo marco regulatorio de la educación superior que permitirá establecer la gratuidad con una institucionalidad que se crea para este y otros efectos. 

Más allá de la voluntad del Gobierno de introducir modificaciones al proyecto, como lo anticipó la señora Ministra, manifestó su preocupación por el acceso a la educación superior, ya sea universitaria o técnico profesional. En su opinión, la Subsecretaría, dados los anuncios del Ejecutivo para la discusión particular, pierde peso en esta materia toda vez que serán los rectores quienes tendrán mayor presencia en el Comité de Ingreso, relegando a la institucionalidad estatal a un miembro entre siete. 


Enseguida, dijo que otro de los aspectos que habrá que revisar durante el próximo trámite legislativo es la mejora en las instancias de reclamo para quienes se vean afectados en el nuevo sistema, puesto que tal como se está aprobando no quedan del todo claro los derechos y los procedimientos a los que pueden acudir los afectados. 

Finalmente, se refirió a los siguientes temas para que sean considerados por el Ejecutivo en la formulación de indicaciones para su discusión particular: 


Uno) Regulación de la publicidad de las instituciones de educación superior. 

Dos) Tipificación del delito de “negociación incompatible”, dado que está involucrada la entrega de recursos públicos. 


Tres) Fomento de la investigación en todas las universidades regionales, no solamente en las estatales.

A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer, señaló que los contenidos de las indicaciones que presentará el Ejecutivo durante la discusión en particular, expuestos por la señora Ministra, precedentemente transcritos, son testimonio de que el Gobierno comprendió el sentido de la mayoría de las exposiciones presentadas ante la Comisión durante la discusión en general, las que se relacionaron, principalmente, con la Subsecretaría de Educación Superior y sus funciones; la Superintendencia; la distinción entre universidades docentes y universidades complejas; la educación técnico profesional; el nuevo sistema de Aseguramiento de la Calidad, y la participación de entes relacionados, este último particularmente relevante dada la composición de la gobernanza universitaria de la Universidad Austral de Chile. 


En este sentido, valoró la forma en que se discutió esta iniciativa, pues permitió conocer la opinión no sólo de universidades, sino que también de técnicos, profesores, investigadores y estudiantes, lo que posibilitó que el Ejecutivo tomara nota de las observaciones, lo que adelanta que la discusión particular se dará en otros términos y con otros énfasis. 

Manifestó que un tema relevante es el que se refiere al financiamiento basal, ya que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara prescribe que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que cumplan con los requisitos establecidos por la ley, podrán acceder al financiamiento institucional para la gratuidad y que cumplan, además, con las condiciones que establece la ley, esto es, arancel regulado, fijación de precios y Comité de Expertos. Expresó que este un tema que hay que resolver si acaso se hará por medio de una legislación permanente o seguirá vía glosa presupuestaria dependiendo del establecimiento de educación de que se trate. 
En otro orden de consideraciones, expresó que aun cuando la discusión en particular descansa en una lógica distinta, sería oportuno, dada la formulación legislativa, que se escuchara la opinión de profesores de derecho constitucional respecto de temas tales como la autonomía de los planteles y las facultades que se le entregan tanto a la Subsecretaría como a la Superintendencia, razón por la cual solicitó que sean convocados a una próxima sesión antes de comenzar la discusión particular. 

Por último, concordó con los planteamientos que dicen relación con la redefinición del concepto de universidad y considerar la postura que al respecto tuvo el CRUCH, que es un organismo que, además, debe ser revisado en cuanto a su estructura y funciones. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand afirmó que si bien existe consenso en cuanto a la necesidad de una nueva ley de Educación Superior, él no se extiende, necesariamente, a que la iniciativa de ley en informe sea la normativa adecuada para regular a dicho sector. En efecto, recordó que la inmensa mayoría de quienes asistieron a las sesiones de la Comisión hicieron presente sus reparos, entre otros, los rectores de la Universidad de Chile, señor Ennio Vivaldi y el de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Ignacio Sánchez. 
En ese mismo orden de consideraciones, expresó que el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados contiene una visión del sector basada en el pasado y se agota en la situación actual. Por ejemplo, no existe mayor desarrollo respecto de la duración de las carreras y en general sobre la educación de pre grado; no se aborda el tema central de los distintos títulos y grados que ofrece hoy el sistema, pese a que es un tema que preocupa hace años y no hay ni referencia a los cambios que hoy remecen el mundo universitario, como los cursos abiertos masivos que están revolucionando la enseñanza superior en el mundo. Mucho menos hay una visión clara de lo que el país espera para el siglo XXI más allá de algunas definiciones que llaman a meditar, como aquella en que se afirma que la educación superior debe orientarse a la "gestión de un devenir común y el desarrollo de una identidad local y planetaria, de la conciencia y la responsabilidad compartida".

En su opinión, prosiguió, la iniciativa ni siquiera resuelve adecuadamente un aspecto básico: asegurar la calidad de la educación superior y la protección de los derechos de los estudiantes y respetar la autonomía de las instituciones de educación superior y la diversidad de sus misiones y proyectos educativos.

Entrando a las distintas materias del proyecto, formuló las siguientes observaciones

1.- En cuanto a la Subsecretaría:


a) Bajo ninguna circunstancia corresponde que dicha entidad sea "el órgano rector- del sistema de educación superior”, el que a su turno se descompone en el subsistema universitario y el técnico profesional. Para solo entregar un argumento al respecto, citó el informe en derecho del profesor señor Patricio Zapata quien señala que ello "choca frontalmente con el reconocimiento constitucional de la libertad de enseñanza y la autonomía universitaria”.


b) Tampoco corresponde que tal entidad política tenga a su cargo el Sistema Común de Acceso, lo que no se condice ni con la experiencia comparada ni con la chilena. Tal tarea debiera ser llevada adelante por un organismo independiente o por el propio CRUCH.

c) Igualmente no corresponde que se le asigne la tarea de fijar los aranceles regulados y las vacantes en la operatoria de la gratuidad.

d) Es también equivocado que se le otorgue la tarea de fijar un Marco de Cualificaciones, en circunstancias que es una materia que no ha madurado en el debate y que por su implicancia con la acreditación puede inducir una negativa uniformidad y homogenización del sistema universitario afectando uno de sus mayores méritos como es su diversidad.

e) Por último, se le encomienda fijar la estrategia de Desarrollo de la Educación Superior inconsulta y no queda claro, por ejemplo, su carácter vinculante y su relación con la autonomía. 

2. En cuanto a la Superintendencia:

a) Contiene un conjunto de atribuciones excesivas, discrecionales y arbitrarias, como hicieron presente la mayoría de los invitados a la Comisión.

b) Se establecen regulaciones normativas en materia de conflictos de interés que va mucho más allá de cualquier criterio de razonabilidad y proporcionalidad, llegándose a extremos tales como prohibir a quienes son socios de una corporación universitaria desempeñarse en la gestión de la misma vulnerando principios básicos del derecho constitucional de asociación y del sentido común.

En tal sentido, agregó, mucho más razonable sería que las universidades tuvieran políticas de tratamiento de los conflictos de interés supervigiladas o con mecanismos de consulta a la Superintendencia.

3.- En cuanto al CRUCH:


a) Es importante que exista un organismo representativo que facilite la interlocución del Estado con las universidades, y ese organismo no puede ser cerrado ni excluyente y su integración debe estar sometida a parámetros objetivos.


b) Tampoco puede imponerse a las entidades que quieran incorporarse requisitos arbitrarios o que afecten la autonomía y proyectos educativos. Por ejemplo, no se ve razón para exigirle a las universidades que se hayan adscrito a la gratuidad para integrarse.

4.- En cuanto a la acreditación:


a) No corresponde que se proponga mutar desde un sistema de acreditación en torno a la misión y proyectos educativos de las instituciones de educación superior a criterios y estándares generales, lo que trae consigo el inminente riesgo de una homogenización de los proyectos, como ya se ha señalado.


b) Es igualmente equivocado exigir la acreditación en cinco dimensiones (docencia, gestión institucional, extensión, investigación y post grado) lo que apunta a la existencia de solo un tipo de universidad compleja, lo que no tiene sentido en un sistema diverso como el chileno.

5.- En cuanto a la gratuidad:


a) Es importante transparentar cual ha sido el resultado final de la promesa de gratuidad del actual gobierno, en donde se señaló que se alcanzaría a un 70% al año 2017 y un 100% al 2020. Es, al mismo tiempo, elocuente que no se diga una sola palabra sobre el déficit que la gratuidad trae consigo para las universidades adscritas al sistema, lo que repercute en la calidad general del plantel universitario.

Sobre el particular, apuntó que de acuerdo a un informe del Instituto Libertad y Desarrollo,28 la situación del avance en gratuidad sería la siguiente:

	
	% de los ingresos estructurales en relación con el PIB tendencial29
	Año de cumplimiento del supuesto
	Años faltantes para cumplir el requisito

	Decil 7
	23,5
	2028
	11

	Decil 8
	24,5
	2039
	22

	Decil 9
	26,5
	2060
	43

	Decil 10
	29,5
	2088
	71



b) También es importante hacer notar que el sistema trae consigo una fijación de precios, que a su turno comprueba el mal cálculo de la gratuidad. Conforme al mismo, los planteles pueden cobrar 20% del arancel regulado a los estudiantes del séptimo decil, 60% más a los del octavo y noveno decil y no hay limitación para el décimo decil. 


c) Por último, no hay en todo el proyecto ninguna mención al sistema de financiamiento de las instituciones lo que es una omisión inaudita en una ley de esta naturaleza. Sin embargo, en paralelo se tramita una ley especial para las universidades estatales. 

6.- Finalmente, algunas omisiones:

a) El tratamiento que se le otorga a la educación técnico profesional no da cuenta ni de las particularidades ni de la importancia de este subsistema y solo se puede decir que lo mantiene en un papel postergado.

Además:

- No existe ningún organismo similar al CRUCH para un subsistema que tiene el 45% de la matrícula de la educación superior y que en primer ario ya supera a las universidades.


- No se innova en la anacrónica distinción entre títulos y grados académicos, como lo han venido solicitando diversos estudios e informes.

- No se justifica que exista un sistema común de acceso ya que el sector técnico profesional funciona con un criterio inclusivo y no selectivo. Un número importante de alumnos ingresa a la Educación técnico profesional años después de haber terminado la enseñanza media.

- No se avanza realmente en la articulación entre los diversos niveles de la Educación técnico profesional.

- No se considera en materia de acreditación las particularidades de la Educación técnico profesional que son distintas a las de Las universidades.


b) Las universidades regionales no tiene el trato que se merecen en conformidad a su importancia y también siguen en una situación de postergación.


c) Hoy está en avanzada tramitación un proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, y no hay mención alguna a cómo será la relación entre ambas normativas.

En resumen, concluyó, la iniciativa de ley en informe no deja conforme a ninguna de las universidades existentes en el país: ni a las estatales, ni a las públicas no estatales, ni a las privadas, ni a la educación ni a las universidades regionales que con razón consideran que siguen postergadas.

Sin perjuicio de lo anterior, afirmó que concurre con su voto para aprobar en general este proyecto, en el entendido que durante su tramitación en particular se formularán indicaciones y existirá la oportunidad para introducir todas las modificaciones de fondo que son indispensables.


Concluyendo las fundamentaciones de voto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que durante el  período legislativo próximo a concluir (2014 – 2018) el Congreso Nacional  ha despachado, entre otros, los proyectos de ley de inclusión, carrera docente, nueva educación pública, educación parvularia, centros de formación técnica estatales y la glosa presupuestaria en materia de gratuidad, por lo que a la reforma educacional anunciada por Su Excelencia la señora Presidenta de la República al asumir su actual mandato sólo le resta incorporar el proyecto que hoy está aprobando en general esta Comisión sobre educación superior y el de universidades estatales, que próximamente ingresará a tramitación en el Senado luego de que lo despache la Honorable Cámara de Diputados. 


A propósito de las observaciones formuladas por el Honorable Senador señor Quintana sobre la tramitación de esta iniciativa, expresó que, en su opinión, es la mejor forma de abordar un tema de esta trascendencia, toda vez que ello permitió escuchar a treinta y siete expositores que representaron a universidades, profesores, investigadores y federaciones de estudiantes, todos los cuales tuvieron la oportunidad de manifestarse, permitiendo que hoy el Gobierno concurra con una propuesta de nuevos ejes temáticos para la discusión en particular. Al mismo tiempo, agradeció el trabajo de la Secretaría de la Comisión en la elaboración de un documento que consolidó las exposiciones respecto de cada uno de los temas que aborda este proyecto de ley. 30

En ese mismo orden de consideraciones, solicitó que el eje ordenador para la discusión en particular sea la calidad, sin dejar de considerar que el proyecto tiene como pilares fundamentales la institucionalidad y la gratuidad. Sobre este último asunto, afirmó que la iniciativa en ninguna norma de su articulado permanente se refiere a la misma y de cómo será abordada. Sí lo hace en las disposiciones transitorias que serán, en definitiva, las que actuarán como el eje rector para los próximos años y que establecen un sistema gradual y mixto que comparte, como es la instalación de una mezcla entre gratuidad, becas y crédito, las que deben ser el pilar de la aplicación de un mecanismo permanente de gratuidad en la educación superior. Según dijo, será una gratuidad en la medida de lo posible. Esto es relevante, puesto que de acuerdo con sus cálculos, el financiamiento de una gratuidad universal es inalcanzable dado su costo, que es de, según dijo, U$4.000.000.000.


Finalmente, respecto de la institucionalidad, hizo presente que gran parte de los expositores expresó sus reparos a una eventual sobre regulación, lo que deberá ser revisado durante la discusión en particular, lo que se vio reflejado en el documento acompañado por la señora Ministra antes de la votación en general de esta iniciativa. Sobre este tema (la regulación), expresó que colocará especial énfasis en lo concerniente  a la admisión, el número de vacantes y los aranceles. 


Concluyó su fundamento de voto, afirmando que la aprobación de este proyecto de ley obedece a una necesidad muy sentida en el país y que no puede llevarse a cabo de manera antojadiza, sino que debe obedecer a criterios de gradualidad que permitan contar con una legislación que no asfixie a los planteles pero que sí permita contar con un nuevo modelo educacional para las nuevas generaciones, lo que implica, necesariamente, estudiar y repensar el concepto de universidad. 
- - -


Concluida la fundamentación de voto, la señora Ministra de Educación agradeció a la Comisión por la aprobación en general del proyecto y se comprometió a que todos los aspectos contenidos en el documento presentado, precedentemente reseñado, serán impulsados por el Ejecutivo por medio de indicaciones durante la discusión particular. Al mismo tiempo, señaló que existen otros temas que surgirán durante el estudio y que el Ejecutivo está dispuesto a seguir en la línea del debate amplio de ideas con el objeto de contar con una buena legislación que modifica un modelo instalado hace más de treinta años. 


De esta manera, la nueva legislación significará  un cambio conceptual hacia un nuevo modelo regulatorio que transita desde una lógica puramente economicista a una dirigida a la construcción de un nuevo concepto de universidad.


Hizo presente que buena parte de las dudas que manifestó el Honorable Senador señor Allamand están resueltas no sólo en el proyecto de ley aprobado en general, sino que también en las indicaciones que se formularán por el Ejecutivo y en leyes que ya están vigentes. 


Finalmente, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel De la Fuente, agradeció también a los miembros de la Comisión por la aprobación unánime de esta iniciativa en general, lo que es una muestra más de que frente a los grandes temas las distintas corrientes políticas son capaces de llegar a acuerdos que beneficiarán a miles de estudiantes en el país.


Enseguida, precisó que el proyecto tiene dos ejes fundamentales: la calidad y la gratuidad. Sobre esta última, afirmó que está asegurada en el texto permanente de la iniciativa por medio de un sistema que la establece de manera explícita, y que el país cuenta con las condiciones económicas para ejecutarla de manera gradual. Por esta última razón, se establecen una serie de normas transitorias que generan ese carácter que responsablemente se regula por medio de la verificación de algunas condiciones que tienen que ver, fundamentalmente, con la calidad y la acreditación de las instituciones, así como también con requisitos que aseguren la fe pública y que las instituciones de educación superior están entregando contenidos para un mejor futuro. 


En cuanto a la institucionalidad, destacó la creación de una Superintendencia de Educación Superior, que velará precisamente porque estos requisitos se mantengan en el tiempo y que todas aquellas instituciones que accedan a la gratuidad cumplan con ellos.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En consideración a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación y Cultura propone aprobar, en general, el siguiente texto del proyecto, que corresponde al que despachó la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:


“PROYECTO DE LEY:
“TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES Y SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN SUPERIOR
Párrafo 1° Disposiciones Generales


Artículo 1.- La educación superior es un derecho, cuya provisión debe estar al alcance de todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos, para que puedan desarrollar sus talentos; asimismo, debe servir al interés general de la sociedad y se ejerce conforme a las normas, condiciones y requisitos que se establecen en la ley y sus normas complementarias, a las garantías constitucionales y a los tratados internacionales ratificados por Chile, en el marco de un Estado democrático de derecho.

La educación superior cumple un rol social que tiene como finalidad la generación y desarrollo del conocimiento, sus aplicaciones, el cultivo de las ciencias, la tecnología, las artes y las humanidades; así como también la vinculación con la comunidad a través de la difusión, valorización y transmisión del conocimiento, además del fomento de la cultura en sus diversas manifestaciones, con el objeto de aportar al desarrollo sustentable, al progreso social, cultural, científico, tecnológico de las regiones, del país y de la comunidad internacional.

Asimismo, la educación superior busca la formación integral y ética de las personas, orientada al desarrollo del pensamiento autónomo y crítico, que les incentive a participar y aportar activamente en los distintos ámbitos de la vida en sociedad, de acuerdo a sus diversos talentos, intereses y capacidades.

La educación superior debe orientarse y tener como base la transformación del pensamiento, que permita la renovación de los actuales paradigmas, considerando el fenómeno de la globalización y la creciente interdependencia de los ámbitos económicos, sociales ambientales, así como la gestión de un devenir común y el desarrollo de una identidad local y planetaria, de la conciencia y la responsabilidad compartida. A su vez, debe tener siempre como finalidad el desarrollo humano, de las sociedades y el respeto por otras formas de organización social, modos de vida y cultura, los demás seres vivos y el medio ambiente en que estos viven y se desarrollan.


Artículo 2.- El Sistema de Educación Superior (en adelante en este título, indistintamente, “el Sistema”) se inspira, además de los principios establecidos en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, (en adelante en esta ley “decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”) en los siguientes principios:

a) Autonomía. El Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como la potestad para determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales, dentro del marco establecido por la ley. Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, provenientes de controladores o entes externos a la misma, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones.

La autonomía comprende la dimensión académica, económica y administrativa, de conformidad a la ley y, en especial, las normas del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

b) Calidad. El Sistema debe orientarse a la búsqueda de la excelencia, al asegurar la calidad de los procesos y resultados en el cumplimiento de sus funciones, además de fomentar el desarrollo de trayectorias formativas a lo largo de la vida de las personas.

En la búsqueda de la excelencia, la educación superior debe estar motivada en alcanzar una mejor construcción y transmisión del conocimiento en conjunto con los estudiantes y la promoción de su creatividad, de una actitud crítica, orientada a la superación de los límites del conocimiento, a la constante innovación para alcanzar el bienestar, y al respeto por el medio ambiente.

c) Cooperación y colaboración. El Sistema fomentará la efectiva cooperación y colaboración, entre los subsistemas y las instituciones de educación superior que los componen, como factor importante para la búsqueda de la calidad y la equidad, así como también para promover la transmisión y construcción permanente del conocimiento y de las buenas prácticas académicas e institucionales. De igual manera, la actuación conjunta de ellas, estará orientada a la consecución de sus objetivos, en el marco de los fines de la educación superior, de su naturaleza transformadora y de sus principios, siendo un aporte a la paz, al respeto mutuo y a la convivencia democrática.

d) Diversidad de proyectos educativos institucionales. El Sistema promueve y respeta la diversidad de procesos y proyectos educativos, que se expresa en la pluralidad de visiones y valores sobre la sociedad y las formas de búsqueda del conocimiento y su transmisión a los estudiantes y a la sociedad.

e) Inclusión. El Sistema promoverá la inclusión de los estudiantes en las instituciones de educación superior, velando por la eliminación y prohibición de todas las formas de discriminación arbitraria, de conformidad a los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, en especial, la discriminación en contra de la mujer.

Del mismo modo, al Sistema le corresponderá resguardar y promover el respeto y coexistencia, a nivel institucional e interinstitucional, de personas con diversidad de talentos, ideas, formas de vida, afiliación política, religión, culturas, orígenes socioeconómicos, orientación sexual e identidad de género, en situación de discapacidad y de pertenencia a pueblos indígenas, entre los distintos integrantes de los estamentos de las instituciones.

Igualmente, asegurará la accesibilidad a las instituciones de educación superior mediante ajustes razonables en los procedimientos de admisión y todos los demás aspectos cubiertos por la educación superior.

f) Libertad académica. La educación superior debe sustentarse en el respeto y la libertad académica, que incluye la libre expresión de opiniones, ideas, e información; así como también en la libertad de cátedra, estudio, creación e investigación para los miembros de las comunidades académicas y docentes, sin discriminación arbitraria, dentro del marco establecido por la ley.

g) Participación. Las instituciones de educación superior promoverán y respetarán la participación de todos los estamentos en su quehacer institucional, con el propósito de fomentar la convivencia democrática al interior de aquéllas y el ejercicio de una ciudadanía crítica, responsable y solidaria.

h) Pertinencia. El Sistema promoverá que las instituciones de educación superior en su quehacer, y de conformidad con sus fines, contribuyan permanentemente al desarrollo del país, sus regiones y comunidades. Para ello, el Sistema, en particular a través del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, fomentará la vinculación de sus integrantes con las necesidades de la sociedad, a fin de establecer y fortalecer dicha relación.

i) Respeto y promoción de los derechos humanos. El respeto y promoción por los derechos humanos deberá regir siempre la actuación del Sistema y de las instituciones de educación superior en relación a todos los miembros de su comunidad, tanto en sus propuestas formativas, de desarrollo organizacional, como también en las relaciones de trabajo y aprendizaje.

j) Transparencia. El Sistema y las instituciones de educación superior proporcionarán información veraz, pertinente, suficiente, oportuna y accesible a la sociedad y al Estado.

La transparencia es, a su vez, la base para la rendición de cuentas académica, administrativa y financiera de las instituciones de educación superior, a través de los mecanismos y obligaciones de entrega de información que establezca la ley, en particular aquellos establecidos en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

k) Trayectorias formativas y articulación. El Sistema promoverá la adecuada articulación de los estudios para el desarrollo armónico y eficiente del proceso formativo de las personas a lo largo de su vida, reconociendo los conocimientos adquiridos previamente.

l) Acceso al conocimiento. El conocimiento humano es un elemento fundamental para el desarrollo de la sociedad y de cada uno de sus integrantes. El Sistema promoverá, en el marco de la legislación vigente, mecanismos para el acceso abierto al conocimiento desarrollado dentro del sistema de educación superior, particularmente respecto de aquél financiado con recursos públicos.


Artículo 3.- Las universidades son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las ciencias, las humanidades, las artes y las tecnologías, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar graduados y profesionales. Corresponde a las universidades contribuir al desarrollo de la cultura y la satisfacción de los intereses y necesidades del país y sus regiones. Éstas cumplen con su misión a través de la realización de docencia, investigación, creación artística, innovación y vinculación con el medio. La formación de graduados y profesionales se caracteriza por una orientación hacia la búsqueda de la verdad y hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento fundamental de las disciplinas.

Los institutos profesionales son instituciones de educación superior cuya misión es la formación de profesionales capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores productivos y sociales del país, como también crear, preservar y transmitir conocimiento. Cumplen su misión a través de la realización de la docencia, innovación y vinculación con el medio, con un alto grado de pertinencia al territorio donde se emplazan. Asimismo, les corresponde articularse especialmente con la formación técnica de nivel superior y vincularse con el mundo del trabajo para contribuir al desarrollo de la cultura y a la satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones. Dicha formación se caracteriza por la obtención de los conocimientos y competencias requeridas para participar y desarrollarse en el mundo del trabajo con autonomía, en el ejercicio de una profesión o actividad y con capacidad de innovar.

Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos. Les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstas cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio. Esta formación es de ciclo corto.

La formación de profesionales y técnicos se caracterizará por una orientación hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento y técnicas particulares de cada disciplina.

Los institutos profesionales y centros de formación técnica deberán promover la articulación con todos los niveles y tipos de formación técnico profesional, en conformidad a lo establecido en el artículo 14 de la presente ley, y vincularse con el mundo del trabajo.


Artículo 4.- El Sistema de Educación Superior está integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materias de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y busca cumplir con las normas y principios establecidos en la ley.

El Sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. El subsistema universitario lo integran las universidades estatales creadas por ley, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores, y las universidades privadas reconocidas por el Estado. El subsistema técnico profesional lo integran los centros de formación técnica estatales, y los institutos profesionales y centros de formación técnica privados reconocidos por el Estado. Asimismo, forman parte del Sistema las instituciones de educación superior referidas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, será el órgano rector del Sistema. En tal calidad, le corresponderá proponer las políticas para la educación superior y será responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen.

Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, la Superintendencia de Educación Superior, la Comisión Nacional de Acreditación y el Consejo Nacional de Educación.


Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público a la que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. Se relacionará con la Subsecretaría de Educación Superior.

Las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar ser admitidas como integrantes del Consejo de Rectores. En su solicitud, la institución respectiva deberá fundamentar el cumplimiento de las siguientes condiciones:

a) Poseer una antigüedad mínima, contada desde la fecha de su establecimiento, de quince años, tiempo durante el cual se deben haber desarrollado de manera consistente las características que exhiben las Instituciones del Consejo.

b) Pertenecer al Sistema Único de Admisión o al equivalente que, al tiempo de la solicitud, exista al interior del Consejo.

c) Exigir a sus postulantes, en los tres últimos períodos académicos, un puntaje de admisión ponderado no menor al que exige el Consejo en las pruebas estandarizadas.

d) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional de al menos cinco años en las áreas obligatorias de acreditación, incluida la  investigación.

e) Mantener sus programas de magister y doctorado acreditados, nacionales o internacionales.

f) Demostrar trabajo académico sustantivo en red con otras universidades nacionales o extranjeras.

g) Poseer una forma de gobierno que contemple la participación deliberativa de estudiantes y académicos.

h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad.


i) No tener personas jurídicas con fines de lucro entre sus sostenedores.

j) Adscribir al régimen de gratuidad de la educación superior en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.

El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de cada una de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Párrafo 2° De la Subsecretaría de Educación Superior


Artículo 6.- Créase la Subsecretaría de Educación Superior (en adelante la “Subsecretaría”) que estará a cargo del Subsecretario de Educación Superior (en adelante el “Subsecretario”), quien tendrá el carácter de colaborador o colaboradora directa del Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas y programas para la educación superior, especialmente en materias destinadas a su desarrollo, promoción, internacionalización y mejoramiento continuo, tanto en el subsistema universitario como en el técnico profesional.


Artículo 7.- Serán funciones y atribuciones de la Subsecretaría:

a) Proponer al Ministro de Educación las políticas en materias de educación superior, tanto para el subsistema universitario como técnico profesional. En este último caso, para la elaboración de dichas políticas deberá considerar la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 15.

b) Proponer al Ministro de Educación una Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del Sistema de Educación Superior.

Esta Estrategia tendrá por objeto promover el desarrollo del Sistema para el adecuado cumplimiento de los fines y principios de la educación superior. Para ello contemplará un diagnóstico sobre el estado actual y los desafíos de futuro del Sistema en función del desarrollo cultural, social y económico del país y sus regiones; así como objetivos y propuestas para el desarrollo del mismo, tanto a nivel nacional como regional.

La Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior deberá considerar prioritariamente la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 15 de la presente ley, y deberá coordinarse con las prioridades estratégicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo del país.

c) Proponer al Ministro de Educación políticas que promuevan el acceso e inclusión, permanencia y titulación o graduación oportuna de estudiantes de la educación superior.

d) Proponer la asignación de recursos públicos que disponga la ley, así como la gestión de sus instrumentos.

e) Administrar el procedimiento de otorgamiento y revocación del reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra f) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

f) Administrar el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior establecido en la ley N° 20.129.

g) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo, con y entre las instituciones de educación superior, y promover la vinculación de éstas con el nivel de educación media.

h) Solicitar al Consejo de Rectores y a las instituciones de educación superior, antecedentes e informaciones sobre la situación general de la enseñanza superior del país.

i) Participar de la institucionalidad encargada de diseñar, coordinar, evaluar y ejecutar las políticas, planes y programas en materia de ciencia, tecnología e innovación; y dentro de ese marco, en instancias de coordinación enfocadas, entre otras materias, en aquellas relacionadas con educación superior.

j) Proponer al Ministro de Educación el Marco Nacional de Cualificaciones, que deberá considerar tanto el subsistema universitario como el técnico profesional, de conformidad a la ley.

k) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.


Artículo 8.- Un reglamento del Ministerio de Educación establecerá la estructura interna de la Subsecretaría, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Con todo, la Subsecretaría contará, al menos, con una división de educación universitaria y una división de educación técnico profesional de nivel superior.


Artículo 9.- El personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija escala única de sueldos para el personal que señala y su legislación complementaria.

Párrafo 3° Del Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior


Artículo 10.- Créase un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso”) cuya administración corresponde a la Subsecretaría, el que establecerá los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos o profesionales o grados académicos, excluyendo postgrados o postítulos. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes, pudiendo establecer procesos e instrumentos que podrán ser diferenciados para cada subsistema, según el tipo de institución o carrera, sea ésta del subsistema universitario o técnico profesional, zona geográfica o pertenencia a un grupo prioritario, tales como pueblos originarios.

Los instrumentos señalados en el inciso anterior serán de aplicación general y en su elaboración y diseño se deberá considerar el principio de inclusión. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar sus propios instrumentos, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.

El Sistema de Acceso podrá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.

Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior, no podrán afectar en su esencia a los definidos en el Sistema de Acceso, ni impedir su efectivo ejercicio y aplicación.

El Sistema de Acceso será obligatorio para todas las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que reciban recursos públicos y/o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado. Asimismo, las demás instituciones podrán adscribir voluntariamente al Sistema de Acceso, en cuyo caso deberán solicitarlo a la Subsecretaría.


Artículo 11.- Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico de acceso para el subsistema universitario y otro para el subsistema técnico profesional, cuyo objeto será definir los instrumentos del Sistema de Acceso. Asimismo, para la definición de los procedimientos del Sistema, la Subsecretaría consultará al respectivo comité.

El comité de acceso del subsistema universitario estará integrado por:

a) Cinco rectores miembros del Consejo de Rectores indicado en el artículo 5, o quienes éstos designen, tres de los cuales deberán provenir de universidades cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana. En todo caso, tres de éstos deberán ser de universidades estatales.

b) Un rector de universidades privadas, o quién éste designe, que no pertenezcan al Consejo de Rectores señalado en el artículo 5, de aquéllas adscritas al financiamiento establecido en el título V de esta ley.

c) El Subsecretario de Educación Superior o a quien éste designe.

Por su parte, el comité de acceso del subsistema técnico profesional estará compuesto por:

a) Tres rectores de los centros de formación técnica estatales, o quienes éstos designen, al menos dos de los cuales deberán provenir de instituciones cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana.

b) Tres rectores de los institutos profesionales y centros de formación técnica privados que adscriban al financiamiento establecido en el título V de esta ley, o quienes éstos designen. Al menos uno de ellos deberá provenir de una institución cuyo domicilio se encuentre en una región distinta de la Metropolitana.

c) El Subsecretario de Educación Superior o quien éste designe.


Artículo 12.- Corresponderá a la Subsecretaría establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso; estos últimos serán previamente definidos a través de un informe favorable del comité respectivo, en conformidad a lo establecido en el artículo precedente.

Asimismo, la Subsecretaría podrá encomendar la ejecución de las acciones necesarias para cumplir las funciones indicadas en el inciso anterior a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior, así como también consultar a los comités y solicitar su colaboración.


Artículo 13.- El Sistema de Acceso deberá resguardar especialmente los principios de transparencia, objetividad y accesibilidad universal, éste último de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Asimismo, el Sistema de Acceso deberá ajustarse a lo dispuesto en la ley N° 19.628 que establece normas sobre protección de la vida privada.

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias señaladas en el presente párrafo. El Ministerio de Educación fijará los aranceles que deberán pagar las instituciones de educación superior para la utilización del Sistema de Acceso, según corresponda.

TÍTULO II

DE LA FORMACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL EN EDUCACIÓN SUPERIOR


Artículo 14.- Se entenderá por formación técnico profesional todo proceso de enseñanza de carácter formal y no formal, que contemple el estudio de las tecnologías y las ciencias relacionadas, el desarrollo de aptitudes, competencias, habilidades y conocimientos relacionados con ocupaciones en diversos sectores económicos. Deberá promover el aprendizaje permanente de las personas y su integración en la sociedad.

En el ámbito de la enseñanza formal, la formación técnico profesional considera los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional, así como la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional. En el ámbito de la enseñanza no formal considera todo tipo de formación orientada al mundo del trabajo. Asimismo, contempla todos aquellos mecanismos que faciliten la articulación entre ambos tipos de enseñanza, permitiendo la conformación de trayectorias educativas y laborales.


Artículo 15.- El Ministerio de Educación establecerá la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional (en adelante “la Estrategia”) que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan en esta materia, debiendo ser revisada y actualizada cada cinco años.

La Estrategia fortalecerá tanto la articulación entre el sistema educativo como su vinculación con la educación universitaria, y las necesidades nacionales y regionales, facilitando la formación para el servicio del país y la construcción de trayectorias formativas y laborales coherentes y pertinentes a las necesidades de las personas, del sector público, de los sectores productivos y de la sociedad en general. Asimismo, deberá establecer objetivos de desarrollo prioritarios para la formación técnica y profesional y proponer un plan para su implementación que considere plazos para su ejecución.

Su contenido mínimo será:

a) El análisis de las tendencias del desarrollo productivo, social y cultural de cada una de las regiones del país.

b) Análisis de la oferta formativa y la demanda de técnicos y profesionales por parte del sector productivo, la administración pública, instituciones vinculadas al desarrollo social, cultural y demás sectores del quehacer regional y nacional.

c) Definición de áreas de desarrollo estratégico para la formación técnica y profesional.

d) Recomendaciones a las instituciones educativas y a los sectores productivos en torno a la articulación de la oferta formativa, con énfasis en aquellos planes y programas que requieran ser priorizados.

e) Recomendaciones a la Subsecretaría y a los comités señalados en el artículo 11, sobre el diseño de los procesos e instrumentos propios del Sistema de Acceso, en relación al subsistema técnico profesional.

f) Propuestas sobre mecanismos de coordinación intersectorial entre el Ministerio de Educación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en temas relacionados con la formación técnica y profesional, y también proponer iniciativas de coordinación en la dimensión territorial con los gobiernos regionales, municipios y otros actores locales.

g) Una estrategia de inserción laboral y fomento de la empleabilidad dirigida a los estudiantes y los trabajadores para potenciar el desarrollo de sus trayectorias educativo-laborales.

h) El establecimiento de líneas prioritarias de investigación, desarrollo e innovación.

i) Una estrategia de vinculación entre la formación técnico profesional y la educación universitaria.

j) Propuestas que fomenten la educación técnica y profesional pertinente para promover el desarrollo sustentable del país y/o las regiones, según corresponda.


Artículo 16.- Para la elaboración de la Estrategia, el Presidente de la República establecerá mediante decreto supremo un Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, integrado por los Ministros de Estado con competencia en la materia, representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores con mayor representatividad del país, representantes de instituciones educativas y expertos de reconocida trayectoria y experiencia en materia de formación técnico profesional, considerando la representación regional en la designación de sus miembros. Este Consejo será presidido por el Ministro de Educación, quien coordinará la implementación de la Estrategia.
TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1° De la Superintendencia de Educación Superior


Artículo 17.- Créase la Superintendencia de Educación Superior (en adelante e indistintamente “la Superintendencia”) como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Superintendencia será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.

El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago.


Artículo 18.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior, así como las instrucciones y normas que ésta dicte en el ámbito de su competencia. Le corresponderá también fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos, y supervisar su viabilidad financiera.


Artículo 19.- Serán funciones y atribuciones de la Superintendencia:

a) Fiscalizar que las instituciones de educación superior, sus organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales y quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, según corresponda, cumplan con las normas aplicables vigentes.

b) Fiscalizar el mantenimiento de las condiciones materiales y cumplimiento de los requisitos o condiciones que dieron lugar al reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, sin perjuicio de las atribuciones en materia académica que sean propias de otros organismos del Sistema. Asimismo, que cuenten con las condiciones necesarias en caso de ampliación de matrícula.

c) Supervisar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior.

d) Fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.

e) Ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.800.

f) Fiscalizar que las instituciones de educación superior respeten los términos, condiciones y modalidades conforme a los servicios convenidos y demás compromisos académicos asumidos con los estudiantes.

g) Ordenar y realizar auditorías en materias de su competencia.

h) Ingresar a los establecimientos o dependencias académicas y administrativas de las instituciones de educación superior y de sus organizadores que tengan relación con la administración de la institución respectiva, cuando corresponda, con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior fiscalizada.

i) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior de que se trate, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización, tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones.

Aquellos terceros señalados en el párrafo anterior a los que la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, podrán solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva que se deje sin efecto total o parcialmente dicho requerimiento en caso que le irrogare perjuicio, y siempre que esto no se utilice para entorpecer el procedimiento.

La Superintendencia, mediante resolución fundada, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en las instituciones de educación superior.

j) Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de las personas e instituciones fiscalizadas, de los terceros con ellas relacionadas y de cualquier organismo público, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. La Superintendencia deberá determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere esta letra, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.

Aquellos terceros señalados en el párrafo anterior a los que la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, podrán solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva que se deje sin efecto total o parcialmente dicho requerimiento en caso que le irrogare perjuicio, y siempre que esto no se utilice para entorpecer el procedimiento.

k) Citar a declarar, dentro del ámbito de sus competencias, a los organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones fiscalizadas o de quienes ejerzan dichos cargos en instituciones relacionadas con ellas, y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza, como asimismo testigos, respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones.

La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación de lo contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.

l) Atender las consultas que se le formularen en materias de su competencia, recibir y resolver reclamos, y actuar, cuando corresponda, como mediador de ellos.

m) Investigar y resolver las denuncias que se presenten en materias de su competencia.

n) Formular cargos, sustanciar su tramitación, adoptar medidas provisionales y resolver los procesos que se sigan respecto de cualquier infracción de que conozca en materias de su competencia.

o) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la ley.

p) Aplicar e interpretar administrativamente las normas cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser actualizadas, sistematizadas y mantenidas en registros de libre acceso electrónico de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas.

q) Remitir a la Comisión Nacional de Acreditación los antecedentes que, en ejercicio de sus funciones y atribuciones, tuviere conocimiento y en los cuales aparecieren indicios de incumplimientos en materias de su competencia.

r) Remitir al Ministerio Público los antecedentes de que tuviere conocimiento en el ejercicio de sus funciones y en los cuales aparecieren indicios de haberse cometido algún hecho constitutivo de delito, especialmente en los casos señalados en los artículos 65 y 78.

s) Administrar la información que recopile en el ejercicio de sus competencias y proporcionar la información correspondiente al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, en coordinación con la Subsecretaría.

t) Elaborar índices, estadísticas y estudios con la información entregada por las instituciones fiscalizadas, y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

u) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado, o con entidades privadas, la realización de acciones específicas, la prestación de servicios, y la transferencia electrónica de información para facilitar el cumplimiento de sus funciones.

v) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

w) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Las funciones anteriores se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República y en coordinación con ésta.


Artículo 20.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio, o previa denuncia o reclamo. La Superintendencia instruirá el respectivo procedimiento en caso de advertir la existencia de una o más contravenciones a las normas que le corresponde fiscalizar.


Artículo 21.- Para los efectos de esta ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos constatados en dicha acta constituirán presunción legal de veracidad.


Artículo 22.- Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la respectiva institución. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los funcionarios fiscalizadores.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán informar al sujeto o institución fiscalizada la materia específica objeto de la fiscalización y de las normas pertinentes, dejando copia íntegra de las actas levantadas y realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El sujeto o institución fiscalizada podrá, en el mismo acto, hacer constar en el acta aquellos errores de hecho o transgresiones de derecho que, a su juicio, se hayan producido durante la fiscalización.

Los sujetos o instituciones fiscalizadas podrán denunciar conductas ilegales de los fiscalizadores ante el Superintendente. En caso que cualquier fiscalizador deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar dicha circunstancia a su superior jerárquico, quien iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor de las instituciones fiscalizadas.

Párrafo 2° De la organización de la Superintendencia


Artículo 23.- El Superintendente de Educación Superior, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 24.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente:

a) Los miembros, asociados, propietarios, socios o fundadores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

b) Los integrantes del órgano de administración superior de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

c) Los rectores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

d) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

e) Quienes ejerzan labores docentes en alguna de las instituciones de educación superior sujetas a su fiscalización.

Asimismo, son incompatibles las actividades de las exautoridades o exfuncionarios de la Superintendencia en la misma forma, plazo y condiciones que sean aplicables a las instituciones fiscalizadoras, en conformidad a la ley.

Artículo 25.- Corresponderá al Superintendente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer las atribuciones propias de Jefe Superior de Servicio.

b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

d) Nombrar, remover y adoptar las demás decisiones que correspondan respecto del personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias correspondientes.

e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.

f) Impartir instrucciones y circulares de general aplicación para las instituciones de educación superior, en materias propias de su competencia.

g) Coordinar la labor fiscalizadora de la Superintendencia con las demás instituciones públicas con competencia en materia de educación superior, en particular, con los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

h) Nombrar, de conformidad con la ley N° 20.800, un administrador provisional, decretar su alzamiento, aprobar planes de recuperación y de administración provisional.

i) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y demás normas que rijan a las instituciones de educación superior.

j) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley.

k) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

l) Rendir cuenta pública, al menos una vez al año, de su gestión y de la Superintendencia.

m) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, salvo las materias señaladas en las letras b), f), h), i), j) y k) de este artículo.

n) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos públicos los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento en ejercicio de sus funciones, a fin de que éstos ejerzan a su vez las facultades que les son propias.


Artículo 26.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Superintendencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Con todo, las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio, y la de aplicación de sanciones, estarán a cargo de unidades diferentes.


Artículo 27.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, por las normas del título I del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y sus modificaciones y las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 9 y 12 de la ley N° 20.212, en el artículo 5 de la ley N° 19.528, y en el artículo 17 de la ley N° 18.091, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.


Artículo 28.- El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones directivas o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.

El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.


Artículo 29.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, el personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las que tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, y deberá abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.


Artículo 30.- Las autoridades o funcionarios de la Superintendencia que correspondan a cargos de exclusiva confianza del Superintendente estarán sujetos a las mismas inhabilidades que pesen sobre éste, y cesarán también en el cargo por las mismas causas de inhabilidad sobreviniente.


Artículo 31.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar servicios a las entidades sujetas a su fiscalización, ya sea en forma directa o indirecta.

Cualquier contravención a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 32.- El personal de la Superintendencia que ejerza cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva, y no podrá ejercer labores docentes en conformidad al artículo 8 de la ley N° 19.863. Sin perjuicio de lo anterior, podrán ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.


Artículo 33.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.


Artículo 34.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y los frutos, rentas e intereses de estos bienes.

d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.

e) Los aportes provenientes de la cooperación nacional e internacional que reciba a cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3° De la supervigilancia de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior y de sus obligaciones de informar


Artículo 35.- La Superintendencia deberá supervigilar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, y que los recursos y condiciones financieras de éstas les permitan el cumplimiento de sus fines.

Para el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, la Superintendencia podrá determinar, mediante norma de carácter general, condiciones e indicadores de riesgo, como referencia para las instituciones en dicha materia. En el ejercicio de esta función, la Superintendencia podrá hacer recomendaciones a las instituciones en materias relacionadas con este artículo, sin perjuicio de las atribuciones de la ley N° 20.800.

Se considerará que existe viabilidad financiera, cuando los resultados y proyecciones económicas, así como las fuentes de financiamiento de la institución de educación superior, son suficientes y realistas, y no ponen en riesgo el proyecto educativo ni desatienden los fines propios de la misma, sin perjuicio de las demás normas legales, reglamentarias y normas de carácter general que se dicten al efecto.

Para efectos de supervisar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, la Superintendencia deberá considerar las características específicas de cada proyecto, los planes de inversión y cualquier otro elemento que justifique el riesgo asociado a sus decisiones estratégicas.


Artículo 36.- Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, de acuerdo a las normas de carácter general que al efecto podrá dictar la Superintendencia, y deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa de la ley N° 18.045.


Artículo 37.- Las instituciones de educación superior deberán enviar a la Superintendencia:

a) Los estados financieros consolidados, debidamente auditados, que contemplen, de manera desagregada, los ingresos y gastos de la institución, así como activos y pasivos.

b) Una lista actualizada con la individualización completa de sus socios, asociados o miembros, y de quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, cualquiera sea su denominación. Asimismo, las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en la última lista enviada.

c) Información sobre los actos, convenciones y operaciones celebradas con personas relacionadas de acuerdo a lo establecido en los artículos 71 al 80 de la presente ley.

d) Información respecto de las donaciones recibidas asociadas a exenciones tributarias.

e) Una lista actualizada de las entidades en cuya propiedad la institución de educación superior tenga participación, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la institución de educación superior pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración.

f) Información sobre todo hecho esencial que afecte significativamente su situación financiera y patrimonial.

g) Información entregada en cumplimiento de las obligaciones que contemplan los artículos 4, 6 y 7 del decreto N° 180, de 1987, del Ministerio de Hacienda, que fija norma para la presentación de presupuestos, balance de ejecución presupuestaria e informes de gestión de las instituciones de educación superior que indica, por las instituciones de educación que correspondan.

h) Información entregada por las instituciones de educación superior estatales, en cumplimiento del artículo 50 de la ley N° 18.591.

La Superintendencia determinará la forma, contenido y periodicidad de la información requerida en el inciso precedente. Con todo, la información señalada en las letras a), c) y d) deberá enviarse, al menos, de forma anual a la Superintendencia.


Artículo 38.- La Superintendencia deberá incorporar y mantener actualizada la información señalada en los artículos anteriores en el Sistema Nacional de Información de Educación Superior que desarrollará y mantendrá la Subsecretaría, coordinándose con esta última, de acuerdo a los convenios de colaboración que para estos efectos celebren ambos organismos, y los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, según corresponda.


Artículo 39.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 20.285, la Superintendencia mantendrá a disposición del público a través de su sitio electrónico, al menos, lo siguiente:

a) Las normas de carácter general e instrucciones dictadas por ésta.

b) Registro Público de los administradores provisionales y de cierre que se hayan designado.

c) Informes de los administradores provisionales, de conformidad con lo dispuesto el artículo 10 de la ley N° 20.800.

d) Registro Público de Sanciones.

e) Registro Público de socios, miembros y de quienes ejerzan funciones directivas en las instituciones de educación superior.

f) Todo antecedente que refiera a la sanción propiamente tal, como el expediente, descargos, informes o pruebas, decisión final, entre otros. Para su cumplimiento, deberán observarse especialmente los artículos 5, 10, 11 y 21 de la ley N° 20.285.

Párrafo 4° De la atención de reclamos y denuncias


Artículo 40.- La Superintendencia recibirá los reclamos y denuncias que se le formulen y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.


Artículo 41.- El reclamo es la petición formal realizada a la Superintendencia por una persona o grupo de personas interesadas, para que ésta intervenga como mediador en la controversia existente entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento.

Recibido el reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar una mediación o un procedimiento sancionatorio o su rechazo fundado, según corresponda. Con todo, dicho plazo no podrá exceder de quince días hábiles.

Artículo 42.- Admitido un reclamo a tramitación, el funcionario competente ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al reclamado.

El funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto. Dicho proceso deberá constar en un acta, firmada por los comparecientes, en la cual deben constar las medidas propuestas y el hecho de haberse alcanzado o no acuerdo sobre la materia.

Si no se llegare a acuerdo, y en caso que corresponda de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente, el reclamante podrá seguir su pretensión como denuncia. Asimismo, si la Superintendencia considera que los hechos objeto del reclamo afectan a otras personas además del reclamante, y que pudiesen configurar alguna de las infracciones de las señaladas en esta ley, podrá iniciar de oficio un proceso, de conformidad a los artículos siguientes.

La Superintendencia, con motivo de una mediación, reclamo o denuncia, podrá oficiar a cualquiera de los entes que forman parte del Sistema para informar, solicitar antecedentes o pedir que se incorporen a dichos procedimientos, con el fin de propender a la coordinación para el esclarecimiento y solución de la eventual controversia.


Artículo 43.- La denuncia es el acto escrito por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas y previamente individualizadas ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan, en conformidad a lo señalado en esta ley.

Las denuncias deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación y la individualización completa de el o los denunciantes, quienes deberán suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.


La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad, significa una eventual infracción a la ley y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al denunciante.


La Superintendencia podrá ordenar directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento cuando se trate de denuncias realizadas por el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación.


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, las denuncias de infracciones podrán ser realizadas bajo reserva de identidad, si el denunciante así lo solicitare. En este caso, el acto de instrucción que dé comienzo al procedimiento deberá dar cuenta de que éste se ha iniciado en virtud de denuncia reservada.


Artículo 44.- Formulados los cargos a una institución de educación superior, o una vez sancionada o absuelta, no podrá tomar ningún tipo de represalia en contra del denunciante, cualquiera sea la forma en la que éste se relacione con la institución, cuestión para la cual la Superintendencia arbitrará todas las medidas que sean necesarias de acuerdo a las facultades que le confiere la ley.

Se considerarán represalias, especialmente, el despido, traslado, degradación de funciones, la cancelación de la matrícula, reprobación arbitraria de asignaturas, y cualquier otro hecho u omisión sin justificación suficiente, arbitraria o desproporcionada, que constituya una denigración u hostigamiento en contra del denunciante.

Para el caso de instituciones de educación superior estatales, sus funcionarios, incluidos quienes presten servicios mediante un contrato a honorarios o del Código del Trabajo, que formulen denuncias previstas en este artículo, gozarán de los derechos previstos en el artículo 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, en lo que sea aplicable.

Párrafo 5° Del procedimiento sancionatorio


Artículo 45.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse por denuncia, regulada en los artículos anteriores, o de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción sobre materias de su competencia.


Artículo 46.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de veinte días, prorrogables por diez días más en caso de infracciones graves o gravísimas, para formular los descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.


Artículo 47.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día hábil siguiente a la fecha de su recepción en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico para que se practiquen las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su envío.

La realización de la notificación señalada en el artículo precedente deberá hacerse constar en el expediente administrativo correspondiente.


Artículo 48.- El instructor podrá solicitar antecedentes adicionales dentro del plazo de quince días hábiles contado desde el vencimiento del plazo para presentar descargos. La parte de quien se hubiere requerido la presentación de antecedentes adicionales tendrá diez días hábiles para acompañarlos, bajo apercibimiento de tenerse por no acompañados si no se presentaren dentro de dicho plazo.

Presentados los descargos y antecedentes, o transcurridos los respectivos plazos sin que se hubieren presentado, el fiscal instructor, dentro del plazo de diez días hábiles, evacuará un informe y propondrá al Superintendente la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.
La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.


Artículo 49.- Transcurridos dos años de inactividad dentro del procedimiento sancionatorio por parte de la Superintendencia, se producirá la caducidad del procedimiento, debiendo dictarse una resolución que la declare y ordene su archivo.

La caducidad no implicará la prescripción de la infracción ni de la facultad de la Superintendencia para iniciar un nuevo procedimiento sancionatorio por los mismos hechos. En este último caso podrá agregar al nuevo expediente todos los antecedentes, informes y actuaciones útiles efectuadas en el procedimiento caducado, debiendo en cualquier caso realizar todas las etapas del procedimiento nuevamente.

La Superintendencia no podrá perseguir las infracciones cometidas transcurridos cuatro años desde que hubiere terminado de cometerse el hecho. Este plazo se suspende cuando se inicia el procedimiento sancionatorio, con la notificación del infractor y se interrumpe cada vez que se cometa una nueva infracción. En caso de declararse la caducidad del procedimiento, se entenderá que no se interrumpió ni suspendió el plazo de prescripción.

Las sanciones impuestas por acto administrativo firme no podrán ejecutarse una vez transcurridos más de tres años desde que éste quede firme. Este plazo se interrumpe cuando la Superintendencia inicie la ejecución.


Artículo 50.- Las resoluciones de la Superintendencia que determinen la imposición de sanciones serán susceptibles de recurso de reposición, el que podrá interponerse en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución.


Artículo 51.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación de la resolución impugnada.

El reclamante señalará en su escrito, con precisión, el acto u omisión objeto del reclamo de ilegalidad, la norma legal que se supone infringida, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto u omisión le perjudican.

La Corte dará traslado a la Superintendencia por el término de diez días. Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.

Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia.

La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo de ilegalidad, ordenará, según sea procedente, la anulación total o parcial del acto impugnado; la dictación de la resolución que corresponda para subsanar la omisión o reemplazar la resolución anulada; y el envío de los antecedentes al Ministerio Público, cuando estimare que la infracción pudiere ser constitutiva de delito o en el caso que, como producto de la investigación, se concluya la existencia de hechos constitutivos de delito.

Párrafo 6° Infracciones y sanciones


Artículo 52.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones establecidas en esta ley.

Para los efectos del ejercicio de dicha potestad sancionadora las personas e instituciones fiscalizadas podrán incurrir en infracciones gravísimas, graves, y leves.


Artículo 53.- Son infracciones gravísimas:

a) Destinar los recursos de la institución de educación superior a fines distintos a los que le son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos, en los términos establecidos en el artículo 65 de esta ley.

b) Realizar operaciones en contravención a lo señalado en el artículo 73.

c) Realizar operaciones con personas relacionadas sin dar cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 74 a 76 de la presente ley. 

d) Cualquier acción u omisión dolosa destinada a obtener acreditación o años de acreditación mayores a los que correspondan en conformidad a la ley N° 20.129.

e) No cumplir con las obligaciones señaladas en los artículos 36 y 37 o hacerlo de forma distinta a lo prescrito en dicho artículo o de manera tardía.

f) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.

g) Entregar información falsa u ocultar cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción.

h) Efectuar publicidad que exceda la información objetiva y verificable acerca de la institución y sus carreras o programas. El gasto total anual por este concepto no podrá ser superior a la suma equivalente al 1% del total de lo que reciban por concepto de aranceles, comprendido el financiamiento para la gratuidad. Para efectos de la fiscalización, tanto los ingresos por aranceles como el gasto en publicidad deberán estar desagregados por partidas o cuentas en los balances consolidados que se remitan a la Superintendencia.

i) Incurrir reiteradamente en infracciones calificadas como graves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses se incurre en dos o más infracciones graves.

j) Efectuar publicidad falsa o engañosa, en los términos que se indican en el artículo 54.

k) Incurrir en toda otra infracción que sea calificada como gravísima por la ley.


Artículo 54.- Se entenderá por publicidad engañosa cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de:

a) El valor correspondiente a matrícula, aranceles, becas y en general a cualquier desembolso o prestación pecuniaria exigida por una institución a sus estudiantes.

b) Los años de acreditación, que de conformidad a la ley haya obtenido la respectiva institución de educación superior y de la acreditación de sus carreras y programas de estudio, según corresponda.

c) Las perspectivas generales de empleabilidad de los estudiantes de la respectiva institución o de cualquiera de sus carreras o programas, de conformidad a lo que establezca la Superintendencia mediante instrucciones de carácter general.

d) Los niveles formativos, las cualificaciones, las alternativas de continuidad de estudios o denominación de las carreras y programas de estudio de la oferta académica.

e) La infraestructura, el cuerpo docente, campos clínicos, equipamiento y espacios para pasantía o práctica profesional con que cuente la respectiva institución o cualquiera de sus sedes, carreras o programas.

f) Cualquier materia relacionada a la actividad de la institución de educación superior que conduzca a información equivocada respecto a la investigación, prestigio, posición internacional u otras, que no tenga sustento real.

g) La información respecto a la investigación, prestigio y posición internacional, que no tenga sustento real.


Artículo 55.- Son infracciones graves:

a) No remitir la información requerida por el Ministerio de Educación, la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación, en ejercicio de sus facultades legales, o hacerlo de forma tardía, incompleta o inexacta, de manera injustificada.

b) Informar erróneamente respecto del número de estudiantes por carrera o programa, el número de académicos o cualquier información, si de ello resultare un incremento del financiamiento o aportes que la institución recibiría del Estado, de manera directa o indirecta.

c) Negarse a efectuar o entorpecer la auditoría externa de sus estados financieros de conformidad a la ley.

d) Modificar unilateralmente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales la institución de educación superior hubiere convenido con el estudiante la prestación de los servicios educativos.

e) Condicionar la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones a exigencias pecuniarias, distintas al pago de aranceles previamente establecidos por la institución de educación superior en su reglamentación e informados a los estudiantes al momento de suscribir el contrato respectivo.

f) Incurrir en cualquier otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.

g) Reiterar el incumplimiento de infracciones calificadas como leves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses incurren en dos o más infracciones leves.

En caso de infracciones que tengan el carácter de graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.


Artículo 56.- Son infracciones leves aquellas en que se incurra contra las normas que regulan la educación superior y que no tengan señalada una sanción especial, sin perjuicio de las atribuciones expresas que sobre éstas tengan la Contraloría General de la República, el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Acreditación y otros organismos públicos.

En caso de infracciones que tengan el carácter de leve, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley. Con todo, las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el Superintendente.


Artículo 57.- Comprobada la infracción, y sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y administrativas que procedan, el Superintendente podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 58:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa a beneficio fiscal de hasta quinientas unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones leves.

c) Multa a beneficio fiscal de hasta mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones graves.

d) Multa de hasta diez mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones gravísimas.

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para concurrir, directa o indirectamente, a la constitución de instituciones de educación superior o para ocupar el cargo de rector o ser integrante del órgano de administración superior en cualquiera de dichas instituciones. La sanción de inhabilitación temporal se podrá extender hasta por un plazo de cinco años, y se aplicará para el caso de infracciones gravísimas.

Para la determinación del monto específico de la multa se deberán considerar los criterios establecidos en el artículo 58 de la presente ley.

La Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas que resulten responsables de las infracciones cometidas. La multa se comunicará al infractor y al representante legal de la institución. La Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución, a fin de que aquélla pueda removerlos de sus cargos en caso que corresponda de acuerdo a sus estatutos y la ley, sin perjuicio de ejercer las acciones judiciales que crea pertinentes. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano de administración superior deberá dar cuenta a la asamblea más próxima de las sanciones de que ha sido objeto la institución o sus funcionarios.

En todo caso las multas siempre serán pagadas con el patrimonio propio de la persona o de la institución infractora. En ningún caso podrá utilizarse para ello los recursos públicos que se hubieren percibido.

Artículo 58.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerará la naturaleza y gravedad de la infracción; el beneficio económico obtenido con motivo de ésta; la intencionalidad y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma; la conducta anterior del infractor; el cumplimiento con los planes de recuperación, en su caso; la concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes; y el tamaño de la institución, teniendo en especial consideración el número de estudiantes y docentes con que ésta cuenta, el número de carreras y programas de estudio que imparte, el grado de desarrollo en las áreas de gestión institucional y docencia, y el número de sedes y extensión territorial de la misma, cuando corresponda.


Artículo 59.- Sin perjuicio de las sanciones señaladas en el artículo 57, y en caso que sea procedente de acuerdo a la ley N° 20.800, la Superintendencia podrá disponer el cumplimiento de un plan de recuperación o la designación de un administrador provisional.


Artículo 60.- La sanción de multa no impide la aplicación de las demás sanciones establecidas en el artículo 57. Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo una vez que se hayan resuelto los recursos que correspondan de acuerdo a la ley o que se haya cumplido el plazo legal sin que éstos hayan sido presentados.

El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a este título deberá ser acreditado ante la Superintendencia dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada. Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente, o que actúen en su nombre, serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.


Artículo 61.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad:

a) Subsanar los reparos u observaciones representados por la Superintendencia dentro del plazo que ésta determine.

b) No haber sido objeto de alguna de las sanciones previstas en las normas aplicables a la educación superior en los últimos seis años tratándose de una infracción gravísima; en los últimos cuatro años si esta fuere grave, y en los últimos dos años, en caso de una infracción leve.

c) Colaboración sustancial en el proceso.


Artículo 62.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad:

a) No presentarse a declarar, salvo caso fortuito o fuerza mayor, por parte de los organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de la persona jurídica fiscalizada, cuando haya sido solicitada por la Superintendencia.

b) El incumplimiento reiterado de las normas aplicables, o de las instrucciones o requerimientos de información formulados por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.

c) Haber sido anteriormente objeto de la medida de designación de administrador provisional.

En caso de concurrir una o más circunstancias agravantes, la multa aplicable al infractor podrá ascender hasta el doble del monto máximo previsto en la ley para la infracción de que se trate.

Párrafo 7° Reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro


Artículo 63.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro sólo podrán tener como controladores, miembros o asociados a personas naturales, personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o que deriven su personalidad jurídica de éstas, u otras entidades de derecho público reconocidas por ley. Tales instituciones se regirán por las normas de la presente ley y las normas especiales aplicables a la educación superior, y de forma supletoria, por las disposiciones del título XXXIII del libro I del Código Civil.


Artículo 64.- Se entenderá por controlador toda persona o grupo de personas que, actuando coordinadamente o con acuerdo de actuación conjunta, y siendo miembro o asociado de la institución de educación superior, ya sea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, tenga poder para asegurar mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros; o para elegir a la mayoría de los directivos o designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos; o para influir decisivamente en la administración de la institución.

Las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia quién es su controlador y, en caso que no tuviese, deberán señalar esta circunstancia expresamente.


Artículo 65.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro tienen la obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que generen, según sea el caso, en la consecución de los fines que les son propios según la ley y sus estatutos, y en la mejora de la calidad de la educación que brindan.

Los actos, convenciones u operaciones realizadas en contravención a lo establecido en el inciso anterior constituirán infracciones gravísimas, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g) del artículo 6 de la ley N° 20.800, los artículos 70 a 80 de la presente ley y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.

El que administrando a cualquier título los recursos o excedentes de la institución de educación superior, los destine a una finalidad diferente a lo señalado en el inciso primero de este artículo, estará obligado a reintegrarlos a la institución, debidamente reajustados conforme a la variación expresada por el Índice de Precios al Consumidor, en el período comprendido entre el mes anterior a aquel en que se llevó a cabo el desvío y el mes anterior en que se produjere la restitución. Comprobada la infracción, ésta será sancionada por la Superintendencia, conforme a las normas del presente título, con una multa desde un 50% hasta un 200% de la suma desviada. Dichos montos en ningún caso podrán ser descontados o pagados con cargo a recursos de la institución.

En este caso, la Superintendencia deberá denunciar ante el Ministerio Público los hechos de los que tome conocimiento para los fines correspondientes.


Artículo 66.- Las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar con un órgano de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior u otro órgano colegiado, cualquiera sea su denominación (en adelante “órgano de administración superior”), el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos.

Los integrantes del órgano de administración superior podrán gozar de una dieta, y en tal caso, ésta deberá estar establecida en los estatutos.


Artículo 67.- Es función esencial del órgano de administración superior el control superior de la administración financiera y patrimonial de la institución, así como de su gestión académica y desarrollo estratégico, en concordancia con su plan de desarrollo institucional.

Se prohíbe cualquier acto o contrato mediante el cual el órgano de administración superior delegue, total o parcialmente, y a cualquier título, sus funciones esenciales o se comprometa a ejercerlas bajo una determinada modalidad, salvo que se trate del otorgamiento de mandatos especiales cuyas facultades han sido indicadas de manera precisa.


Artículo 68.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán velar por el interés de la institución de educación superior y el cumplimento de los fines establecidos en sus estatutos, y no podrán ser removidos de su cargo sino por mayoría absoluta del órgano de administración superior en los casos señalados previamente en sus estatutos.

Las funciones esenciales de los integrantes del órgano de administración superior no serán delegables y se ejercerán colectivamente, de conformidad a las formalidades que establezcan sus estatutos.


Artículo 69.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios, y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la institución, en su caso, por sus actuaciones dolosas o culpables. Toda estipulación o acuerdo que tienda a liberar o a limitar la responsabilidad de los integrantes del órgano de administración superior es nula.


Artículo 70.- Los integrantes del órgano de administración superior no podrán realizar o aprobar actos contrarios al interés de la institución de educación superior o que contravengan lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65, ni usar su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para terceros relacionados, en perjuicio del interés de la entidad.

Los beneficios percibidos por quienes infrinjan lo dispuesto en este artículo pertenecerán a la institución de educación superior, la que además deberá ser indemnizada de cualquier perjuicio en conformidad a lo establecido en el artículo 79.


Artículo 71.- Para efectos de esta ley, se entenderá por personas relacionadas a la institución de educación superior:

a) Las personas naturales o jurídicas que sean fundadores, asociados o miembros de la institución.

b) Sus controladores, de conformidad al artículo 64.

c) Los integrantes del órgano de administración superior.

d) Sus rectores.

e) Los cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

f) Las personas jurídicas en que las personas señaladas en las letras precedentes sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

g) Las personas naturales o jurídicas que sean miembros, asociados o fundadores, según corresponda, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a); sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

h) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a), según sea el caso; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

i) Las demás personas que desempeñen funciones directivas en la respectiva institución de educación superior, de acuerdo al artículo 72; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

j) Las personas jurídicas en que las personas naturales señaladas en las letras precedentes sean directores, gerentes, administradores, o ejecutivos principales de las mismas.

k) Las personas jurídicas en que la institución de educación superior sea propietaria, socia, fundadora, asociada o miembro o que, conforme a los estatutos de éstas, pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración respectivo.

La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, que es relacionada a una institución de educación superior toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación haga presumir que sus operaciones con la institución originan conflictos de interés.


Artículo 72.- Para efectos de esta ley, se entenderá que ejercen funciones directivas de una institución de educación superior los integrantes de el o los órganos colegiados de administración superior, sea cual fuere su denominación, el rector, así como cualquier autoridad unipersonal de la institución, que tenga atribución de decisiones estratégicas y patrimoniales, así como los directores o decanos de sus sedes, facultades o campus, o los integrantes de órganos académicos superiores.


Artículo 73.- Las instituciones de educación superior que estén organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro no podrán realizar actos, contratos, convenciones u operaciones con las personas indicadas en las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 71.


Con todo, se exceptuarán de la prohibición establecida en el inciso anterior aquellos actos, contratos, convenciones u operaciones cuando:

a) La contraparte sea una persona jurídica sin fines de lucro, de derecho público, creada por ley o cuya personalidad jurídica derive de corporaciones de derecho público.

b) Se trate de donaciones cuyo beneficiario sea una institución de educación superior sin fines de lucro o creada por ley o que derive su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público.

c) Se trate de contratos de trabajo u honorarios para desempeñar labores académicas o docentes, según corresponda, en la institución.

El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 65 y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.


Artículo 74.- Las operaciones señaladas en el inciso segundo del artículo anterior, o aquéllas que se realicen con personas relacionadas distintas a las señaladas en su inciso primero, deberán contribuir al interés de la institución de educación superior y al cumplimiento de sus fines; ajustarse en precio, términos y condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración, salvo que dicho precio, términos o condiciones sean más ventajosas para las instituciones de educación superior, y cumplir estrictamente con los requisitos establecidos en los artículos siguientes, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.

El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.


Artículo 75.- Las operaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser aprobadas, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los integrantes del órgano de administración superior de la institución de educación superior o su equivalente, debiendo excluirse de la votación aquéllos que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate, en su caso.

El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.

Con todo, lo dispuesto en el inciso primero no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto sea inferior a 2.000 unidades de fomento, sea considerada individualmente o en conjunto con otras operaciones que tengan igual causa u objeto, y se celebren con una misma parte dentro de un período consecutivo de doce meses.


Artículo 76.- La reunión del órgano de administración superior que apruebe la operación de conformidad al artículo anterior deberá constar en un acta firmada por todos los integrantes presentes y deberá contener, a lo menos, lo siguiente:

a) La descripción del objeto, monto, plazo de duración y demás condiciones comerciales de la operación de que se trate.

b) La individualización de la contraparte en la operación y el tipo de relación existente con la misma.

c) La indicación de que la operación es necesaria y de cómo contribuye al interés de la institución de educación superior.

d) La individualización de los integrantes del órgano de administración superior que aprobaron la operación.

e) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración superior que se hayan abstenido por tener interés en la operación respectiva, con indicación de la relación que tuvieren con la contraparte en la operación.

f) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración que se hayan opuesto a la aprobación del acto u operaciones.

g) Las deliberaciones efectuadas para la aprobación de los términos y condiciones de la operación, con indicación precisa de los antecedentes concretos que se hayan tenido en consideración a efectos de determinar que la operación se ajusta a lo dispuesto en el artículo 74.


Artículo 77.- El cumplimiento de los procedimientos descritos en los artículos anteriores, en caso alguno eximirá a los integrantes del órgano de administración superior o su equivalente de la responsabilidad que corresponda, en caso que la operación respectiva no se ajuste a lo dispuesto en el artículo 74.


Artículo 78.- El que, administrando a cualquier título recursos de una institución de educación superior, se interesare, directa o indirectamente, en cualquier negociación, acto, contrato u operación que involucre a la institución, con infracción a lo previsto en los artículos 71 a 77, ambos inclusive de la presente ley, será sancionado con reclusión menor en su grado medio y con multa del tanto al duplo del valor del interés que hubiere tomado en el negocio.

Las mismas penas se le impondrán si, en cualquiera de las situaciones señaladas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.

Lo mismo valdrá en caso que el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que dichos terceros o esas personas tengan interés social, superior al diez por ciento si la sociedad es anónima, o ejerzan su administración en cualquiera forma.


Artículo 79.- La Superintendencia, cualquier asociado, miembro o fundador de la institución de educación superior, o quienes ejerzan funciones directivas y no hubieren concurrido al acuerdo de aprobación de la operación celebrada en contravención a las normas de este título podrán, a nombre de la institución de educación superior, perseguir judicialmente la responsabilidad civil de los directores que hubieren aprobado la operación.


Artículo 80.- Las normas establecidas en los artículos 71 a 79 de este párrafo les serán aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.

TÍTULO IV

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR


Artículo 81.- Modifícase la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase el artículo 1 por el siguiente:


“Artículo 1.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (en adelante también “el Sistema”) que estará integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior.

Al Sistema, en su conjunto, corresponderá:

a) El desarrollo de políticas que promuevan la calidad, pertinencia, articulación, inclusión y equidad en el desarrollo de las funciones de las instituciones de educación superior.

b) La identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del Sistema, y la información pública.

c) El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al Consejo Nacional de Educación, en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

d) La acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas de conformidad a lo establecido en el título II del capítulo II, y la acreditación de carreras o programas de pregrado y postgrado de conformidad a lo dispuesto en el título III y IV del capítulo II, y de carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales.

e) La fiscalización del cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las normas aplicables a dicho sector, en especial de la obligación de destinar sus recursos al cumplimiento de sus fines, así como la supervisión de su viabilidad administrativa y financiera, y del cumplimiento de los compromisos académicos con sus estudiantes.”.

2) Elimínase el artículo 2.

3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:

“Artículo 3.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a) El Subsecretario de Educación Superior, quien lo presidirá.

b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación.

c) El Superintendente de Educación Superior.

d) El Presidente del Consejo Nacional de Educación.

Corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior brindar soporte técnico para el funcionamiento del Comité de Coordinación. Los miembros del Comité deberán designar a un secretario, quien llevará las actas y desempeñará las demás funciones que se le asignen.”.

4) Reemplázase el artículo 4 por el siguiente:

“Artículo 4.- Corresponderá al Comité de Coordinación:

a) Velar por la coordinación de los organismos que lo integran en lo relativo a su relación con las instituciones de educación superior.

b) Colaborar con la Comisión Nacional de Acreditación en el proceso de elaboración de los criterios y estándares de calidad, según ésta defina.

c) Establecer y coordinar mecanismos para el intercambio de información entre los órganos que componen el Sistema y las instituciones de educación superior.

d) Establecer un Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior, el cual contemplará, a lo menos, los compromisos y objetivos del Sistema, las acciones necesarias para alcanzarlos, y la identificación de las áreas que requieran de especial coordinación.

e) Constatar, respecto de los comisionados de la Comisión Nacional de Acreditación, la verificación de las causales de cesación en el cargo establecidas en el artículo 12 quáter, así como si se encuentran afectos a una inhabilidad para desempeñar el cargo. En estos casos, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación participará sólo con derecho a voz.”.

5) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase las dos veces que aparece la palabra “Coordinador” por las palabras “de Coordinación”.

b) Reemplázase la palabra “tres” por “seis”.

6) Reemplázase en el artículo 6 la palabra “verificar” por la frase “evaluar, acreditar”.

7) Reemplázase el artículo 7 por el siguiente:

“Artículo 7.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:

a) Cuatro académicos universitarios de reconocido prestigio y amplia trayectoria en gestión institucional, docencia de pregrado o formación de postgrado. De éstos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna universidad cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

b) Cuatro docentes o profesionales de reconocido prestigio y amplia trayectoria en formación técnico profesional o en gestión institucional en centros de formación técnica o institutos profesionales. De ellos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna institución de educación superior cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

c) Un docente o profesional de reconocido prestigio y amplia trayectoria en el área de la innovación, seleccionado por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Corporación de Fomento de la Producción.

d) Un académico universitario de reconocido prestigio y amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica seleccionado por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica o su sucesor.

e) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobada al menos la mitad de la carrera en la que estén inscritos y encontrarse dentro del 10% de los estudiantes de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento y deberán ser representativos de cada subsistema, resguardando la participación de las Federaciones de Estudiantes, en su caso.

Las designaciones de las letras c) y d) serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes. El nombramiento de las personas seleccionadas se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.

Tres de los comisionados señalados en la letra a) y tres de los señalados en la letra b) anteriores, serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de tres quintos del Senado, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882. Los demás comisionados de las letras a y b) serán designados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882, uno de los cuales será designado por el Presidente de la República como el Presidente de la Comisión. Asimismo, uno de estos últimos comisionados deberá tener trayectoria en gestión financiera y organizacional.

Corresponderá al Presidente citar y presidir las sesiones de la Comisión, establecer la tabla de materias a ser tratadas en cada sesión, dirigir sus deliberaciones, dirimir sus empates, y participar en el Comité de Coordinación en conformidad con lo establecido en el artículo 3. Asimismo, le corresponderá la representación de la Comisión en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera.

El Presidente se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Comisión.

Los comisionados señalados en las letras a), b), c) y d) anteriores durarán seis años en sus cargos, no podrán ser designados nuevamente para un período consecutivo, y se renovarán por parcialidades cada tres años. En caso que no se efectuare el nombramiento del nuevo comisionado antes de la expiración del plazo de duración en el cargo del comisionado saliente, éste podrá permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de su reemplazante, por un máximo de tres meses adicionales. Si su nombramiento requiere de acuerdo del Senado y éste no se hubiere pronunciado en los términos señalados una vez vencido dicho plazo, se nombrará al candidato propuesto por el Presidente de la República, sin más trámite.

La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras a), b), c) y d) a un Vicepresidente, que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.

La Comisión requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, cuatro sesiones al mes.

La Comisión Nacional de Acreditación podrá desarrollar su labor en dos salas. La sala universitaria estará integrada por los comisionados a que se refieren las letras a) y d), más uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La sala de formación técnica será integrada por los comisionados a que se refieren las letras b) y c), más el restante representante de los estudiantes. La sala en que no participe el Presidente de la Comisión, será presidida por uno de los restantes comisionados designados por el Presidente de la República. Sin perjuicio de lo anterior, será la Comisión en pleno la que deberá adoptar acuerdos respecto de las materias señaladas en las letras a), b) y d) del artículo 8.

Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, la que podrá ascender hasta 10 unidades tributarias mensuales con un máximo de 90 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.

A los integrantes de la Comisión, salvo el caso del Presidente, no les serán aplicables las normas de la ley N° 19.882, salvo en lo relativo a su nombramiento, de conformidad a lo señalado en los incisos anteriores.

Los comisionados deberán declarar intereses y patrimonio conforme a lo establecido en el capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880.”.

8) Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:

“Artículo 8.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Administrar y resolver los procesos de acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas, y de las carreras y programas de estudio de pre y postgrado que éstas impartan, incluidos los programas on line tanto en su modalidad b-learning como e-learning, conducentes a un título o grado, según corresponda.

b) Elaborar y establecer los criterios y estándares de calidad para la acreditación institucional, y de las carreras y programas de pregrado y postgrado, de acuerdo al tipo de institución, sea ésta del subsistema técnico profesional o universitario, previo informe del Comité Coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

c) Ejecutar y promover acciones para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, en particular, identificar, promover y difundir entre las instituciones de educación superior buenas prácticas en materia de aseguramiento de la calidad de la educación superior.

d) Resolver la solicitud de apertura de nuevas sedes, carreras o programas de pregrado en nuevas áreas del conocimiento, por parte de las instituciones de educación superior autónomas, según corresponda, de conformidad con lo establecido en el artículo 25 ter.

e) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo, y proporcionar al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior los antecedentes correspondientes.

f) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

La Comisión deberá someterse, cada cinco años y por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia, a una evaluación externa en materias relacionadas con el aseguramiento de la calidad de la educación superior, en particular, respecto al desarrollo de los procesos de acreditación que le correspondan de conformidad a esta ley.”.

9) Modifícase el artículo 9 en el siguiente sentido:

a) Incorpórase en la letra a), después de la coma, la frase “previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública de conformidad a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882”.

b) Elimínase su letra c), pasando su actual d) a ser c) y así sucesivamente.

c) Intercálanse las siguientes letras d), e), f), g) y h), pasando la letra e) a ser i) y así sucesivamente:

“d) Dictar normas de carácter general en materias de su competencia, en especial respecto de la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación, tanto institucional como de carreras y programas de estudio de pre y postgrado;

e) Disponer la incorporación de pares evaluadores al registro establecido en el artículo 19, designar a los que actuarán en un determinado proceso de acreditación y resolver las impugnaciones que presenten las instituciones de educación superior a la designación de los mismos, de conformidad con lo establecido en el referido artículo;

f) Solicitar informes a las instituciones de educación superior acerca del cumplimiento de los estándares de calidad;

g) Disponer la realización de visitas de seguimiento del cumplimiento de los estándares de calidad a las instituciones de educación superior;

h) Disponer el adelantamiento de la acreditación institucional en el caso del artículo 25 bis de esta ley;”.

d) Intercálase en la letra e), que ha pasado a ser i), después del punto y coma, que pasa a ser coma, lo siguiente: “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 de la Ley de Educación Superior”.

10) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el encabezado por el siguiente:

“La Comisión nombrará, a partir de una terna que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882, a un Secretario Ejecutivo a quien le corresponderán las siguientes funciones:”.

b) Elimínase en su letra c) la locución “y”.

c) Reemplázase en su letra d) el punto final por una coma seguida de la locución “y”.

d) Incorpórase la siguiente letra e):

“e) Participar en las sesiones de la Comisión, con derecho a voz.”.

11) Incorpórase el siguiente párrafo 2° bis:

“Párrafo 2° bis De las inhabilidades e incompatibilidades


Artículo 12 bis.- No podrán ser nombrados comisionados:

a) Quienes ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad con lo establecido en el artículo 72 de la Ley de Educación Superior.

b) Los miembros o asociados, socios o propietarios de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.

c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

d) Quienes ejerzan el cargo de Ministro de Estado o Subsecretario; Senador o Diputado; ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; Intendente, Gobernador o Consejero Regional; Secretarios Regionales Ministeriales o Jefe del Departamento Provincial de Educación, Alcalde o Concejal; los que sean miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; los miembros de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y los miembros de los demás Tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado, salvo que desempeñe funciones en instituciones de educación superior estatales, y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

Asimismo, no podrán ser nombrados como comisionado quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en las letras e) y f) del artículo 12 quáter.

Las inhabilidades contempladas en este artículo serán también aplicables a quienes ejerzan funciones directivas en la Secretaría Ejecutiva, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.


Artículo 12 ter.- Los comisionados deberán informar inmediatamente al Presidente de la Comisión de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus acuerdos o decisiones, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

En particular, los comisionados deberán abstenerse de intervenir en aquellos asuntos que afecten a las instituciones de educación superior con que tengan una relación contractual.

Los comisionados que, debiendo abstenerse, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Presidente de la República y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.

Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de abstención deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de un año, contado desde que éste fue emitido.


Artículo 12 quáter.- Serán causales de cesación en el cargo de comisionado, las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño de su cargo.

d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.

e) Haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada, por delitos que merezcan pena aflictiva.

f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como comisionado. Para estos efectos, se considerará falta grave:

i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.

ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.

iii. Dar por acreditados hechos a sabiendas de que son falsos u omitir información relevante para el proceso.

El comisionado respecto del cual se verificare alguna causal de incapacidad sobreviniente o que se encontrare en una situación que lo inhabilite para desempeñar el cargo, o alguna causal de incompatibilidad con el mismo, deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia a la Comisión. En caso de constatarse por el Comité de Coordinación alguna de dichas causales, el comisionado cesará automáticamente en su cargo. De igual forma, cesará en su cargo el comisionado cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República.

El comisionado que incurra en alguna de las situaciones descritas en la letra f) de este artículo será destituido por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministerio de Educación, previo procedimiento administrativo, aplicándose supletoriamente las normas del Título V de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fijó el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Mientras se lleva a cabo este proceso, el comisionado quedará inhabilitado temporalmente para ejercer su cargo, perdiendo en tal caso su derecho a percibir la dieta establecida en la presente ley. El acto administrativo en virtud del cual se haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos. El comisionado que hubiere sido destituido de conformidad a lo dispuesto en este inciso no podrá ser designado nuevamente en el cargo.

La destitución establecida en el inciso anterior procederá sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.

Si quedare vacante el cargo de comisionado, deberá procederse al nombramiento de uno nuevo de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 7. El comisionado nombrado en reemplazo durará en el cargo sólo por el tiempo que restare para completar el período del comisionado reemplazado. Si quedare menos de la mitad del período de duración del cargo, dicho comisionado podrá ser reelecto.

Una vez que los comisionados hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener participación en su propiedad, o ser miembros o asociados de éstas, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.


Artículo 12 quinquies.- Los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva, los integrantes de los Comités Consultivos y el personal que preste servicios a la Comisión, deberán guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo, tendrán prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios, sean éstos remunerados o gratuitos, ya sea en forma directa o a través de terceros, salvo labores docentes en los términos del artículo 8 de la ley N° 19.863.

Las infracciones a esta norma serán consideradas faltas graves para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y para perseguir la responsabilidad administrativa, que se exigirá sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.”.

12) Elimínase el inciso segundo del artículo 14.

13) Incorpórase un párrafo 1° al título II denominado “De la acreditación institucional”.

14) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 15.- La acreditación institucional será obligatoria para las instituciones de educación superior autónomas y consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de estándares de calidad, los que se referirán a recursos, procesos y resultados; así como también, el análisis de mecanismos internos para el aseguramiento de la calidad, considerando tanto su existencia como su aplicación sistemática y resultados, y su concordancia con la misión y propósito de las instituciones de educación superior.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La acreditación institucional será integral y considerará la evaluación de la totalidad de las sedes de la institución de educación superior, y de aquellas carreras y programas de estudio de pre y postgrado que hayan sido seleccionados por la Comisión para dicho efecto.”.

c) Reemplázase en su inciso segundo, que pasó a ser tercero, la frase “La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo” por “En el desarrollo del proceso de acreditación institucional”.

d) Agrégase en su inciso final, después del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Asimismo, un reglamento de la Comisión establecerá el procedimiento de selección de carreras y programas de estudio de pre y postgrado que serán evaluados en la acreditación institucional. Este procedimiento deberá asegurar la evaluación de una muestra representativa e intencionada de las carreras y programas de estudios impartidos por la institución en la totalidad de sus sedes, la que deberá considerar carreras y programas de estudio de las distintas áreas del conocimiento en las que la institución desarrolla sus funciones, evaluando integralmente la diversidad de la institución. La institución evaluada podrá seleccionar una carrera o programa para su evaluación, la que podrá ser considerada como parte integral de la muestra por la Comisión.”.

15) Reemplázase la letra a) del artículo 16 por la siguiente:

“a) Autoevaluación institucional. Examen crítico y analítico que realizan las instituciones de educación superior, utilizando diferentes fuentes, tanto internas como externas, para identificar y determinar, de modo sistemático y objetivo, sus fortalezas y debilidades en las dimensiones sometidas al procedimiento de acreditación, en relación con los criterios y estándares de calidad y con los fines que se propone la institución.

Los resultados de este examen se contendrán en un informe, que deberá incluir la autoevaluación de la totalidad de las sedes de la institución.

El informe deberá contemplar un Plan de Mejora, en el que la institución de educación superior deberá identificar sus principales debilidades, las áreas en las que ha determinado necesario desarrollar acciones de mejoramiento y los mecanismos mediante los cuales les dará solución, además de los resultados esperados y los plazos en los que se espera alcanzarlos.”.

16) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis:

“Artículo 16 bis.- Desde el inicio del proceso de acreditación institucional se entenderá, para todos los efectos legales, que la acreditación institucional vigente se prorrogará hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso.

En caso que una institución de educación superior no se someta al proceso de acreditación una vez vencida su acreditación vigente, se entenderá que a la institución no se le ha otorgado la acreditación institucional, debiendo aplicársele a este respecto lo establecido en el artículo 22 de esta ley.

Las instituciones de educación superior en proceso de licenciamiento, deberán someterse al proceso de acreditación una vez obtenida su autonomía. En este primer proceso de acreditación se deberán incluir aquellas carreras de acreditación obligatoria que esté impartiendo la respectiva institución, de conformidad a lo dispuesto en el título III del capítulo II.”.

17) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:

“Artículo 17.- La acreditación institucional se realizará evaluando dimensiones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior, a partir de criterios y estándares de calidad definidos para dichas dimensiones.

La Comisión deberá elaborar criterios y estándares de calidad que sean específicos para instituciones de los subsistemas universitario y técnico profesional de nivel superior.

Las instituciones de educación superior deberán acreditarse en las dimensiones de docencia y resultados del proceso de formación; gestión y recursos institucionales; aseguramiento interno de la calidad; generación de conocimiento, creación y/o innovación; y vinculación con el medio.

Un reglamento de la Comisión determinará el contenido de cada una de las dimensiones de evaluación.”.

18) Incorpórase el siguiente artículo 17 bis:


“Artículo 17 bis.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá por:

a) Dimensión de evaluación: ámbito en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, conforme a criterios y estándares de calidad.

b) Criterio: objetivo específico de una dimensión de evaluación que enuncia categorías o principios generales de calidad aplicables a todas las instituciones de educación superior. Estos criterios se deberán elaborar considerando el tipo de institución, ya sea para el subsistema universitario o técnico profesional.

c) Estándar: grado o medida de cumplimiento de un criterio, ya sea de carácter cuantitativo o cualitativo, que una institución de educación superior debe alcanzar, medidos de manera objetiva mediante indicadores que establecen evidencia de dicho cumplimiento.”.

19) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Los criterios y estándares de calidad se revisarán y establecerán por la Comisión cada cinco años, previo informe del Comité de Coordinación.

La Comisión elaborará los criterios y estándares de calidad, los que deberán considerar las especificidades de los subsistemas técnico profesional y universitario y los niveles formativos que las instituciones de educación superior impartan. Para estos efectos, la Comisión deberá consultar la opinión técnica de las instituciones de educación superior, así como también la de comités consultivos compuestos por expertos chilenos o extranjeros y representantes del sector productivo.

La Comisión deberá remitir los criterios y estándares al Comité de Coordinación antes de seis meses de la fecha en que deban entrar en vigencia, para que este último emita su informe.

Se establecerán criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional, de acreditación de las carreras y programas cuya acreditación sea obligatoria y de acreditación de programas de doctorados y especialidades médicas.

Con todo, los criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional deberán considerar, al menos, los siguientes aspectos de cada una de las dimensiones de evaluación:

1.- La institución debe contar con un sistema interno de aseguramiento de la calidad que sea transversal a sus políticas y a las funciones que le son propias. Los mecanismos aplicados para estos efectos deben garantizar esta transversalidad, aplicada sistemáticamente en las instancias orgánicas correspondientes, y cuyos resultados impacten al desarrollo institucional.

2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los fines institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones a desarrollar.

3.- La gestión de la docencia debe considerar políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza y resultados del proceso de formación, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados.

4.- En la generación de conocimiento, creación y/o innovación, la institución debe contar con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y debe demostrar que el desarrollo de estas funciones aseguran resultados de calidad. Asimismo, se tendrá en consideración la existencia de mecanismos que permitan un libre acceso al público por medio de la apertura digital de los contenidos de sus cursos y publicaciones.

5.- En relación a la vinculación con el medio, la institución de educación superior debe contar con políticas y mecanismos sistemáticos de vinculación bidireccional con su entorno significativo y con otras instituciones de educación superior, que aseguren resultados de calidad. Asimismo, deberán incorporarse indicadores que reflejen los aportes de la institución al desarrollo sustentable de la región y del país.”.

20) Modifícase el artículo 19 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su segundo inciso la frase “o jurídicas”.

b) Elimínase en su inciso tercero lo siguiente:

i. La frase “personas naturales”.

ii. La siguiente oración: “Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en dichas actividades.”.

c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

“Asimismo, en la designación de la Comisión de los pares evaluadores que participarán en cada caso, se deberá cautelar que se respete un adecuado equilibrio de personas con experiencia en instituciones de educación superior regionales y de la Región Metropolitana de Santiago.”.

d) Reemplázase en su inciso quinto lo siguiente:

i. La frase “, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores” por “a los pares evaluadores que actuarán”.

ii. La frase “tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores. La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable”, por la siguiente: “podrá impugnar fundadamente a uno o más de los pares evaluadores por una sola vez, ante la Comisión, cuando concurra alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso siguiente, u otras circunstancias que a juicio de la institución puedan afectar la imparcialidad o normal desarrollo del proceso evaluativo, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la resolución que designa a los pares evaluadores”.

e) Reemplázanse los incisos sexto, séptimo y octavo por los siguientes:

“No podrán ser seleccionados como pares evaluadores las personas que:

a) Hubieren cursado estudios de pre o postgrado en la institución a ser evaluada.

b) Tengan vigentes o hayan celebrado contratos, por sí o por terceros, con la institución a ser evaluada, dentro de los tres años anteriores al inicio de sus funciones, según corresponda.

c) Tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad, de quienes ejerzan funciones directivas, cualquiera sea su denominación en la institución a ser evaluada.

d) Se hallen condenadas por crimen o simple delito.

Asimismo, los pares evaluadores no podrán mantener ningún tipo de relación contractual, tener participación en la propiedad, o ser miembros o asociados en una institución de educación superior, ni ejercer funciones directivas en éstas, hasta doce meses después de haber participado en la evaluación externa de la institución respectiva.”.

21) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero las palabras “criterios de evaluación” por la frase: “estándares de calidad”.

b) Reemplázase en su inciso segundo lo siguiente:


i. La primera vez que aparece la palabra “criterios” por la palabra “estándares”.

ii. La palabra “inferior” por la siguiente frase: “de cuatro, cinco o seis años”.

iii. Las palabras “criterios de evaluación” por las siguientes: “estándares de calidad”.

c) Reemplázase su inciso final por el siguiente: 


“La resolución final que otorgue la acreditación deberá incorporar un pronunciamiento respecto del Plan de Mejora del que trata el artículo 16. El cumplimiento del Plan de Mejora será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación institucional.”.

22) Elimínase en el artículo 21 la frase “Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión.”.

23) Agrégase el siguiente artículo 21 bis:

“Artículo 21 bis.- Al siguiente período de acreditación, las instituciones acreditadas por cuatro y cinco años, en el marco de la mejora continua, deberán ser capaces de obtener los estándares correspondientes al siguiente nivel de acreditación.”.

24) Sustitúyese en el artículo 23 toda referencia al “Consejo Superior” por “Consejo Nacional”.

25) Reemplázase en el artículo 24 la oración “Si como resultado del proceso de acreditación,” por la frase “Si en el ejercicio de sus funciones”, y la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.

26) Incorpórase el siguiente artículo 25 bis:

“Artículo 25 bis.- Con todo, la Comisión podrá, de manera excepcional y por resolución fundada, adelantar el proceso de acreditación institucional, antes del término del plazo por el cual fue concedida, en aquellos casos en que obtenga antecedentes que hagan presuponer que una institución de educación superior ha dejado de dar cumplimiento a los estándares de calidad que justificaron su acreditación institucional vigente.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Comisión deberá notificar a la institución afectada, la que tendrá un plazo de treinta días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.

De acuerdo a los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento de cumplimiento de estándares, la Comisión podrá representar a la institución observaciones respecto de ellas, las que se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación.”.

27) Incorpórase al título II del capítulo II el siguiente párrafo 2º, que consta de los artículos 25 ter, 25 quáter y 25 quinquies:

“Párrafo 2° Del Proceso de apertura y cierre de sedes, carreras o programas


Artículo 25 ter.- Las instituciones de educación superior acreditadas, podrán abrir nuevas sedes, o impartir nuevas carreras o programas de pregrado, debiendo cumplir con lo dispuesto en el presente artículo.

Las instituciones de educación deberán informar previamente a la Comisión Nacional de Acreditación sobre la apertura de nuevas sedes o impartir nuevas carreras o programas de pregrado.

Por su parte, aquellas instituciones que cuenten con cuatro años de acreditación institucional deberán solicitar autorización a la Comisión para abrir nuevas sedes, o impartir nuevas carreras o programas de pregrado en áreas del conocimiento distintas a aquellas evaluadas en el último proceso de acreditación al que se sometió la institución de educación superior, de conformidad con el procedimiento regulado en el artículo siguiente.


Artículo 25 quáter.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior, las instituciones de educación superior deberán presentar a la Comisión un proyecto que contenga, a lo menos, lo siguiente:

a) Justificación de la coherencia, necesidad y pertinencia de la nueva sede, carrera o programa.

b) Indicación de los objetivos de la nueva sede, carrera o programa.


c) Especificación de la infraestructura y de los recursos docentes, académicos, didácticos y financieros con que cuenta la nueva sede, carrera o programa.

d) Especificación de los resultados de aprendizaje previstos, para el caso de la nueva carrera o programa de estudio.


e) Especificación del sistema interno de gestión de la calidad, para el caso de una nueva sede.

f) Etapas y plazos de ejecución del proyecto.

La Comisión, previo informe de la Superintendencia de Educación Superior en lo que respecta a la viabilidad financiera del proyecto, deberá resolver la respectiva solicitud. El plazo máximo de duración de este procedimiento de autorización no podrá exceder de tres meses.


Mediante resolución la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo del proceso de autorización de apertura de sedes, carreras y programas.


Artículo 25 quinquies.- Para efectos del cierre de una sede, carrera o programa, las instituciones de educación superior deberán presentar un Plan de Cierre a la Subsecretaría de Educación Superior, el que previamente deberá ser notificado a los estudiantes matriculados en la respectiva carrera.

El Plan de Cierre deberá contener, al menos, lo siguiente:

a) Antecedentes sobre la necesidad de cerrar la sede, carrera o programa.

b) Información relativa a matrícula de la sede, carreras, y programas, planta docente, datos de titulación y retención.

c) Copia de los planes y programas de estudio.

d) Indicar los mecanismos a través de los cuales se resguardará la integridad de los registros académicos de las carreras.

e) Señalar la manera en que se resguardará y garantizará la continuidad de estudios de los estudiantes, además de la forma en que éstos recibirán el servicio educativo comprometido hasta finalizar sus carreras, en la medida que cumplan con los requisitos académicos que correspondan, lo que en ningún caso podrá contemplar cobros adicionales.

f) Información detallada sobre etapas y plazos de ejecución del cierre.

La Subsecretaría deberá pronunciarse sobre el Plan de Cierre, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas, las que deberán ser subsanadas por la institución.

Sólo una vez aprobado el Plan de Cierre por la Subsecretaría, la institución de educación superior podrá ejecutarlo. Una vez finalizado el Plan de Cierre, la institución de educación superior deberá presentar los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste dicte el acto administrativo correspondiente.

El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima para los efectos de lo dispuesto en la Ley de Educación Superior.

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias que trata este artículo.”.

28) Reemplázase el epígrafe del título III por el siguiente “De la acreditación de carreras y programas conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano y demás profesiones de la salud que se indican, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos”.

29) Elimínase en el título III la referencia al “Párrafo 1° Del Objeto de la acreditación”.

30) Elimínase el artículo 26.

31) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:

“Artículo 27.- Las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Cirujano Dentista, Enfermero, Matrón, Kinesiólogo, Terapeuta Ocupacional, Fonoaudiólogo, Nutricionista, Tecnólogo Médico, Químico Farmacéutico, Bioquímico, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo.

La acreditación de estas carreras y programas consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de estándares de calidad, y tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte.

Esta acreditación se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los estándares de calidad. Con todo, a la carrera o programa que no presente un cumplimiento aceptable de los estándares de calidad, no se le otorgará la acreditación.

Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de estas carreras y programas, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.”.

32) Modifícase el artículo 27 bis en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero la oración “carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Técnico Profesional, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos” por la siguiente frase “las carreras y programas referidas en el artículo anterior”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación, y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir las carreras referidas en el artículo anterior hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía, momento en el cual deberán iniciar su proceso de acreditación y acreditar la o las respectivas carreras. Con todo, las carreras o programas podrán funcionar mientras se tramite este primer proceso de acreditación.”.

c) Intercálase en su inciso tercero, antes de la segunda coma, la frase: “de pedagogía”.

d) Reemplázase en su inciso final la frase “de pedagogía” por la oración “referidas en el artículo anterior”.

33) Modifícase el artículo 27 ter en el siguiente sentido:

a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual inciso primero a ser segundo:

“Para efectos de otorgar la acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27, la Comisión Nacional de Acreditación deberá establecer criterios y estándares de calidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 18 de esta ley.”.

b) Reemplázase en el encabezado del inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, la palabra “orientaciones” por la frase “estándares de calidad”.

c) Reemplázase en el inciso final la frase: “de evaluación” por “y estándares de calidad”.

34) Reemplázase el artículo 27 quáter por el siguiente:

“Artículo 27 quáter.- La acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27 será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación. Con todo, para efectos del financiamiento de dichas acreditaciones, se procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14.”.

35) Modifícase el artículo 27 quinquies en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero:

i. Reemplácese la frase: “En caso de que la carrera o programa no obtuviera o perdiese la acreditación a que se refiere este artículo” por la siguiente: “En caso que alguna carrera o programa referidos en el artículo 27 no obtuviera o perdiese la acreditación”.

ii. Incorpórase después de la palabra “supervisión” la segunda vez que aparece, la siguiente frase: “o, si sometiéndose, no obtiene un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.

b) Elimínase en su inciso final la frase: “o un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.

36) Intercálase en el artículo 27 sexies, en su inciso primero, después de la frase “prosecución de estudios” la siguiente alocución “de las carreras de pedagogía”.

37) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la oración “Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen” por la siguiente: “Si en el ejercicio de sus funciones, la Comisión toma”.

b) Reemplázase la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.

38) Elimínanse los artículos 30, 31, 32 y 33.

39) Elimínanse los párrafos 2° y 3° del Título III.

40) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso primero las frases “postgrado correspondientes a magíster,”, “y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”, y la palabra “autónomas”.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“La acreditación de estos programas de postgrado será obligatoria.”.

41) Modifícase el artículo 45 en el sentido que se indica a continuación:

a) Reemplázase la frase “de evaluación” por la siguiente: “y estándares de calidad”.

b) Incorpórase a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “de conformidad con lo establecido en el artículo 18 de esta ley.”.

42) Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“La acreditación de programas de postgrado y especialidades en el área de la salud será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación.”.

b) Elimínase su inciso segundo.

c) Incorpórase los siguientes cambios en su inciso tercero, que pasó a ser segundo:

i. Reemplázase la oración “En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación” por la siguiente frase: “En el caso en que un programa de los referidos en el inciso anterior no cumpla íntegramente con los criterios y estándares de calidad”.

ii. Elimínase la frase “agencia o”.

d) Incorpórase en su inciso cuarto, que pasó a ser tercero, las siguientes modificaciones: 

i. Reemplázase la frase “de evaluación” por la oración “y estándares de calidad”.

ii. Reemplázase la palabra “Superior” por “Nacional”.

43) Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el inciso primero la frase: “; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado”.

b) Elimínase en el segundo inciso la frase: “las agencias acreditadoras y”.

c) Elimínase en el inciso final la frase “profesionales y técnicas”.

44) Modifícase el artículo 48 en el sentido que se indica a continuación:

a) Elimínase su letra b), pasando la actual c) a ser b).

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso final: “En el caso de la información referida a las carreras o programas de estudio, deberá señalarse el estado de la acreditación institucional, según se establece en el inciso anterior. Además, deberá informarse si se les ha otorgado la acreditación a la carrera o programa respectivo, y si se encontraren en proceso de acreditación, cuando corresponda.”.

45) Reemplázase en el artículo 49 la frase “su División” por “la Subsecretaría”.

46) Modifícase el artículo 50 en el sentido que se indica a continuación:

a) Reemplázase la palabra “División” por “Subsecretaría”.

b) Elimínase la palabra “estadísticos”.

47) Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- El Sistema de Información contendrá los datos que remita la Superintendencia de Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación. Para estos efectos, la obligación de recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla e incorporarla al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior corresponderá a la Superintendencia de Educación Superior y a la Comisión Nacional de Acreditación, respectivamente.

La coordinación de los órganos en la incorporación de la información al Sistema Nacional de Información corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior.”.

48) Elimínanse los artículos 52, 53 y 54.

TÍTULO V

DEL FINANCIAMIENTO INSTITUCIONAL PARA LA GRATUIDAD

Párrafo 1° Del financiamiento institucional para la gratuidad


Artículo 82.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que cumplan con los requisitos señalados en esta ley, podrán acceder al financiamiento institucional para la gratuidad de conformidad a las condiciones que establece este título.


Artículo 83.- Para optar a este financiamiento, las instituciones de educación superior señaladas en el artículo anterior deberán:

a) Contar con cuatro o más años de acreditación institucional, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 20.129.

b) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o cuya personalidad derive de éstas u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.

c) Estar adscritas, al menos un año antes de la solicitud respectiva, al Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior regulado en la presente ley. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá criterios de selectividad para las universidades que reciban este financiamiento, basados en desempeños mínimos que deberán tener los estudiantes matriculados en primer año en dichas instituciones en los instrumentos del Sistema de Acceso.

d) Aplicar políticas, previamente autorizadas por la Subsecretaría de Educación Superior, al menos un año antes de la solicitud respectiva, que permitan el acceso equitativo de estudiantes; y contar con programas de apoyo a estudiantes vulnerables que promuevan su retención, fomentando que al menos el 20% de la matrícula total de la institución corresponda a estudiantes de hogares pertenecientes a los cuatro primeros deciles de menores ingresos del país.

e) Cumplir estrictamente las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulen diversos aspectos de la vida nacional en todos sus ámbitos, especialmente en educación y salud.

Sin perjuicio de los requisitos establecidos anteriormente, si una institución se encuentra en el caso regulado en el artículo 112, no podrá acceder al financiamiento regulado en el presente título, durante el plazo que dicho artículo dispone.

Las instituciones de educación superior estatales que cumplan los requisitos anteriores accederán a este financiamiento por el solo ministerio de la ley, debiendo dar cumplimiento a las obligaciones señaladas en el presente título, no siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 84 y 86.


Artículo 84.- Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado, que deseen acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán solicitarlo a la Subsecretaría hasta el 30 de abril de cada año.

La Subsecretaría tendrá un plazo de treinta días corridos, contado desde la fecha de la solicitud, para verificar el cumplimiento de los requisitos.

Acogida la solicitud, el financiamiento se otorgará a contar del año siguiente y se entenderá que la institución lo mantiene mientras cumpla con lo dispuesto en el presente título y no manifieste su voluntad en contrario de conformidad al artículo 86.


Artículo 85.- La Subsecretaría determinará un monto anual en dinero expresado en pesos para las instituciones que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad. Dicho monto considerará la información del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula establecidos de conformidad a este título. Asimismo, deberá tener en consideración el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años.

Para establecer el volumen de estudiantes en el caso de instituciones nuevas se considerarán, mientras no alcancen el mínimo de años señalado en el inciso anterior, los años para los cuales la institución disponga de información.


Artículo 86.- La institución reconocida oficialmente por el Estado que opte por dejar de recibir el financiamiento de que trata este título deberá comunicarlo a la Subsecretaría antes del 30 de abril de cada año, lo que se materializará el año siguiente a dicha comunicación.

Con todo, la institución deberá asegurar que los estudiantes matriculados con anterioridad a dicha comunicación, mantengan la misma situación respecto de todos los cobros que les efectúe la institución o su exención, según corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.

La institución de educación superior que comunique la decisión de dejar de percibir el financiamiento, podrá volver a solicitarlo sólo una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha de la referida comunicación.


Artículo 87.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad deberán dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a) Regirse por la regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, establecidas en el párrafo 2° y en conformidad al párrafo 5° del presente título.

b) Regirse por la regulación de vacantes establecida en el párrafo 4° del presente título.

c) Otorgar estudios gratuitos de conformidad al párrafo 5° de este título.

Párrafo 2° De los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación


Artículo 88.- Aquellas instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad se regirán por los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Los valores de los aranceles regulados se determinarán en razón a “grupos de carreras” definidos por la Subsecretaría, los que corresponderán a conjuntos de carreras o programas de estudios que tengan estructuras de costo similares entre sí. Para ello, la Subsecretaría deberá considerar, al menos, los recursos que se requieran para impartirlas en razón de su estructura curricular, si se trata de carreras o programas de estudios profesionales o técnicos de nivel superior, los años de acreditación institucional con que cuentan las instituciones que las imparten, el tamaño de estas últimas y la región en que se imparten.

Los valores de los derechos básicos de matrícula corresponderán a un valor anual por estudiante, determinado según tipo de institución, es decir, universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Por su parte, los valores de los cobros por concepto de titulación o graduación corresponderán a un valor único por estudiante para uno o más grupos de carrera.

Los valores que trata este artículo se establecerán, cada cinco años, mediante resoluciones exentas del Ministerio de Educación, las que deberán ser visadas por el Ministro de Hacienda y publicarse en abril del año anterior al que se aplicarán dichos valores.


Artículo 89.- El arancel regulado deberá dar cuenta del costo de los recursos materiales y humanos que sean necesarios y razonables, de acuerdo a lo previsto en las bases técnicas señaladas en el artículo 90, para impartir una carrera o programa de estudios de los grupos de carreras respectivos.

Dicho arancel deberá considerar tanto los costos anuales directos e indirectos como el costo anualizado de las inversiones en infraestructura, tales como laboratorios, servicios, edificios y uso de dependencias.


Artículo 90.- La Subsecretaría establecerá, mediante resolución exenta, visada por el Ministro de Hacienda, las bases técnicas para la realización del cálculo de los valores regulados de arancel, cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras y de los derechos básicos de matrícula. Estas bases contendrán el mecanismo de elaboración de los grupos de carreras, las hipótesis, criterios de cálculo, metodologías y procedimientos conforme a los cuales se determinarán los valores que trata este artículo.


Artículo 91.- Para la elaboración de las bases técnicas que trata el artículo anterior, la Subsecretaría deberá presentar una primera propuesta a la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente (en adelante “la Comisión”), dentro de los tres años siguientes a la publicación de la resolución exenta que determinó, para el último quinquenio vigente, los valores del arancel regulado, los derechos básicos de matrícula y cobros por titulación o graduación para el grupo o los grupos de carreras respectivos. Para la elaboración de la propuesta deberá considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título.

La propuesta presentada a la Comisión deberá adjuntar los antecedentes relacionados con el proceso de consulta señalado en el inciso anterior.

La Comisión deberá pronunciarse respecto de las bases técnicas dentro de tres meses desde la recepción de la propuesta. En el caso que la Comisión realice observaciones a la propuesta, éstas serán enviadas a la Subsecretaría, la que tendrá un plazo de dos meses para remitir una nueva propuesta que considere las modificaciones necesarias o dé respuesta fundada del rechazo de las observaciones.

La Comisión deberá pronunciarse respecto de esta nueva propuesta dentro del plazo de un mes contado desde su recepción. Este pronunciamiento será vinculante y podrá modificar de manera fundada la proposición de bases técnicas de la Subsecretaría, la que deberá dictar la resolución exenta de conformidad al último pronunciamiento de la Comisión.

La resolución exenta que establezca las bases técnicas de que trata este artículo deberá entrar en vigencia dentro del plazo de ocho meses contado desde la presentación de la propuesta a la que alude el inciso primero.

En caso que la Subsecretaría no presente las bases técnicas o que no se cumpla el plazo señalado en el inciso anterior, se aplicarán aquellas que se encuentren vigentes, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa según corresponda.


Artículo 92.- Dentro del plazo de ocho meses contado desde la dictación de la resolución exenta que establece las bases técnicas, la Subsecretaría deberá presentar a la Comisión un informe que contenga el cálculo de los valores de los aranceles regulados, los derechos básicos de matrícula y los cobros por concepto de titulación o graduación, de conformidad a dichas bases técnicas, así como también las memorias de cálculo que correspondan.

La Comisión, dentro del plazo de dos meses contado desde la recepción de dicho informe, se pronunciará al respecto, pudiendo aprobarlo o realizarle observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.

Dichas resoluciones exentas deberán dictarse en el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 88.


Artículo 93.- Las resoluciones exentas señaladas en el artículo anterior deberán establecer, al menos, lo siguiente:

a) La definición de el o los grupos de carreras que se hubieren determinado, debiendo explicitar las carreras o programas de estudios que se incluyan en cada grupo.

b) Los valores de los aranceles regulados y cobros por concepto de titulación o graduación expresados en pesos por estudiante para cada grupo de carreras señalados en la letra a).

c) Los valores de derechos básicos de matrícula, expresados en pesos por estudiante, de conformidad a la resolución vigente correspondiente a cada tipo de institución de educación superior, sin perjuicio de los reajustes que establece esta ley.


Artículo 94.- La Subsecretaría actualizará en octubre de cada año, mediante resolución exenta, los valores establecidos en las resoluciones vigentes de que trata el artículo anterior, de conformidad al reajuste que señale la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año respectivo. Este reajuste aplicará para los aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de todos los estudiantes matriculados en la institución respectiva.

Asimismo, en dicha resolución se deberá incorporar una nómina de las instituciones de educación superior que acceden al financiamiento institucional para la gratuidad, indicando los años de acreditación institucional vigente para dicho año, debiendo considerar para ello los años de acreditación institucional del mes inmediatamente anterior a la fecha de dictación de la resolución.

En caso de que la acreditación institucional cambie durante la vigencia de la resolución regulada en este artículo, se deberán considerar los nuevos años de acreditación en la resolución para el año siguiente.
Párrafo 3° De la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles


Artículo 95.- Créase una Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, de carácter permanente. Corresponderá a la Comisión:

a) Aprobar o modificar fundadamente las bases técnicas para el cálculo de los valores de aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, presentadas por la Subsecretaría.

b) Aprobar u observar fundadamente y de conformidad a las bases técnicas vigentes, el cálculo de los valores de los aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación propuestos por la Subsecretaría.

c) Emitir informes sobre otros requerimientos de opinión o asesoría técnica solicitados por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría.

d) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Para el cumplimiento de sus funciones, la Comisión podrá solicitar información a la Subsecretaría.


Artículo 96.- La Comisión estará integrada por siete profesionales nacionales o extranjeros, de amplia trayectoria profesional o académica, que acrediten al menos diez años de experiencia laboral o profesional, y dominio y experiencia laboral mínima de cinco años en materias económicas o jurídicas de regulación económica de servicios públicos, o en gestión de educación superior en el subsistema universitario o técnico profesional.

La integración de la Comisión deberá reunir experiencias profesionales o laborales, tanto del subsistema universitario como técnico profesional, así como experiencias regionales, distintas a la Región Metropolitana, y promover la paridad de género.

Los integrantes de la Comisión serán seleccionados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, dicho Consejo deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de incompatibilidades e inhabilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de noventa días. Para ello, la Subsecretaría propondrá al Consejo de Alta Dirección Pública perfiles profesionales, y de competencias y aptitudes.

El nombramiento de los seleccionados se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.

Los integrantes de la Comisión permanecerán en sus cargos seis años. Podrán ser designados para un nuevo período, debiendo para ello presentarse al concurso público correspondiente.

La renovación de los integrantes de la Comisión se efectuará por parcialidades, las que como máximo podrán considerar dos miembros. Las designaciones serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes.


Artículo 97.- No podrán ser nombrados integrantes de la Comisión:

a) Las personas que ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad al artículo 72.

b) Los miembros, asociados o fundadores; o socios o propietarios, según corresponda, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de una institución de educación superior.

c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

d) Los funcionarios públicos, con excepción de aquellos que posean dicha calidad en razón de ejercer labores académicas en las instituciones de educación superior estatales. Así también, quienes detenten convenios de honorarios en ministerios u otros servicios públicos.

Las personas que al momento de su nombramiento se encuentren en cualquiera de las condiciones señaladas en el inciso anterior deberán renunciar a ellas para poder ser nombrados en el cargo.

Una vez que los consejeros hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener cualquier participación de aquellas señaladas en la letra b) del presente artículo, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.

Asimismo, no podrán ser nombrados integrantes de la Comisión quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 100 de esta ley.


Artículo 98.- El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría, financiará los gastos de administración y funcionamiento de la Comisión, así como también el monto de los honorarios de sus integrantes, incluyéndolos en las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, la Subsecretaría deberá coordinar y ejecutar las actividades necesarias para la administración de gastos y el funcionamiento de la Comisión, brindándole asistencia administrativa.

Los honorarios mensuales de cada integrante corresponderán a diez unidades tributarias mensuales, por cada sesión, con un tope total mensual de cien unidades tributarias mensuales.


Artículo 99.- La Comisión elegirá de entre sus integrantes a quien la presidirá por los siguientes tres años o hasta que expire su cargo, lo que ocurra primero.

El quórum mínimo para sesionar será de cuatro integrantes y los acuerdos se adoptarán por simple mayoría, decidiendo el voto del Presidente en caso de empate.

De los acuerdos de la Comisión se dejará constancia en los libros de actas respectivos y en las resoluciones que se emitan.


Artículo 100.- Serán causales de cesación en el cargo de integrante de la Comisión:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Ministro de Educación.

c) Incapacidad legal sobreviniente.

d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.

e) Faltas graves al cumplimiento de las obligaciones en su calidad de integrante de la Comisión de Expertos. Se entenderán faltas graves:

i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.

ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.

Párrafo 4° Regulación de las vacantes de las instituciones de educación superior


Artículo 101.- La Subsecretaría, mediante resolución, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda y que deberá dictarse a más tardar el 30 de abril del año anterior al que se aplique la regulación, determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, para aquellas carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Dicha resolución considerará, entre otras, las siguientes variables:


a) Los años de acreditación institucional.

b) El tipo de institución, ya sea universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.

c) La cobertura regional de la educación superior.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá considerar antecedentes tales como la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, regulada en el artículo 15, así como otras estrategias y políticas relevantes para los subsistemas universitario y técnico profesional.

Párrafo 5° Del deber de otorgar estudios gratuitos y cobros regulados


Artículo 102.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional de que trata este título deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que, de acuerdo a la condición socioeconómica que la ley disponga, cumplan los siguientes requisitos:

a) Ser chileno, extranjero con permanencia definitiva, o extranjero con residencia, y respecto a éste último caso, que haya cursado la enseñanza media completa en Chile.

b) No poseer un título técnico de nivel superior, ni un título profesional o una licenciatura; ni un título o grado académico reconocido o revalidado en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108 de esta ley.

Se entenderá que cumplen este requisito los estudiantes que hayan obtenido una licenciatura en carreras o programas de estudio conducentes a un título profesional, mientras no obtengan este último.

c) Estar matriculado en alguna de las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.


Artículo 103.- Para efectos de esta ley, se entenderá que la institución de educación superior cumple con otorgar estudios gratuitos si exime a los estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo anterior de cualquier pago asociado a arancel y a derechos básicos de matrícula, cualquiera sea su denominación, respecto de aquellas carreras y programas de estudio presenciales conducentes a los títulos y grados señalados en las letras a), b) y c) del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación. En caso que dichas carreras o programas de estudio sean impartidas en modalidad semipresencial, su financiamiento deberá ser autorizado por resolución de la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a criterios objetivos establecidos en el reglamento respectivo.

En lo relativo a los cobros por concepto de titulación o graduación, las instituciones de educación superior sólo podrán cobrar como máximo aquel valor definido de conformidad al párrafo 2º de este título.


Artículo 104.- La obligación de otorgar estudios gratuitos de que trata este párrafo será exigible respecto de aquellos estudiantes que permanezcan matriculados en la respectiva carrera o programa de estudio por un tiempo que no exceda la duración nominal de éstas.

La duración nominal de la carrera o programa de estudio corresponderá al tiempo de duración del plan de estudios y los procesos asociados a la titulación o graduación de los estudiantes. Dicha duración nominal será informada por las instituciones de educación superior de conformidad a las normas vigentes.

Para el caso de los programas de formación inicial general, tales como bachilleratos u otros equivalentes de conformidad a las normas vigentes, su duración nominal se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante.


Artículo 105.- Tanto para los efectos del cálculo de la permanencia de un estudiante del artículo anterior, como para aquella a la que se refiere el artículo 107, no se considerará el tiempo en el cual el estudiante suspenda justificadamente sus estudios, siempre que dicha suspensión sea aprobada por la institución respectiva y se haya notificado a la Subsecretaría según lo disponga el reglamento.


Artículo 106.- En caso de estudiantes que realicen cambios de carreras o programas de estudio dentro de una institución de educación superior o entre instituciones que acceden al financiamiento institucional, éstas mantendrán su obligación de otorgar estudios gratuitos a aquellos que cumplan lo dispuesto en el artículo 102 sólo respecto del cambio de la primera carrera o programa de estudios a otra.


Para la determinación de la duración de dicha obligación se considerará la duración nominal de la carrera o programa de estudio en curso, descontándosele el total del tiempo que el estudiante haya cursado de forma gratuita en la anterior carrera o programa de estudio.


Artículo 107.- En caso que la permanencia de un estudiante que cumple con los requisitos para acceder a estudios gratuitos en una institución de educación superior que recibe el financiamiento institucional exceda el plazo de la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, la institución podrá cobrar a dicho estudiante de conformidad a lo dispuesto a continuación:

a) En caso que el tiempo de permanencia exceda hasta un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta sólo podrá cobrar al estudiante hasta el 50% del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional a dicho plazo.

b) Si el tiempo de permanencia excede más de un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta podrá cobrar al estudiante hasta el total del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional al señalado en la letra a).

La determinación del porcentaje de cobro lo realizará la institución de educación superior en la cual el estudiante se encuentre matriculado, de conformidad a los límites máximos señalados en el inciso anterior.


Artículo 108.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 102, las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad deberán otorgar estudios gratuitos a aquellos estudiantes que cumplan con lo dispuesto en las letras a) y c) de dicho artículo, y que posean un título técnico de nivel superior otorgado por instituciones de educación superior, para cursar una segunda carrera o programa de estudios cuya finalidad sea la obtención de un título profesional o grado académico de licenciado impartido por una institución que reciba dicho financiamiento.

Para la determinación de la duración de los estudios gratuitos, se considerará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 106.

Asimismo, dichas instituciones deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 102 y que posean el grado de licenciado o licenciada otorgado por instituciones de educación superior, para cursar un módulo de licenciatura conducente a título pedagógico otorgado por una institución que reciba el financiamiento institucional cuya duración no exceda de cuatro semestres. Para este caso, no le será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo.


Artículo 109.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, podrán cobrar como máximo a aquellos estudiantes que cumplan solo lo dispuesto en las letras a) y c) del artículo 102, y a aquellos estudiantes que cumpliendo con los requisitos del referido artículo realicen más de un cambio de carrera en conformidad a lo dispuesto en el artículo 106, el arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación fijados para la carrera o programa de estudio respectivo de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2º de este título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108.

Los nuevos valores establecidos en las resoluciones exentas señaladas en el artículo 92, serán aplicables a los nuevos estudiantes matriculados el año en que se inicia la vigencia de la resolución respectiva.

Respecto de aquellos estudiantes que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 102 o aquellos matriculados en carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales que, en este último caso, no hayan sido autorizadas por la Subsecretaría, no aplicará el límite dispuesto en el inciso anterior.

Párrafo 6° Infracciones y sanciones a este título


Artículo 110.- La Superintendencia de Educación Superior fiscalizará el cumplimiento de las obligaciones y requisitos establecidos en el presente título, sin perjuicio de las facultades que le corresponden a la Subsecretaría de Educación Superior.


Artículo 111.- Sin perjuicio de las demás infracciones que la ley establezca, el incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras c) y d) del artículo 83 se considerarán infracciones graves.

En caso que una institución de educación superior pierda su acreditación, se requerirá únicamente la notificación de esta circunstancia que realice la Comisión Nacional de Acreditación a la Subsecretaría para que ésta determine la pérdida del financiamiento público regulado en este título.

Por su parte, en caso que la institución de educación superior incumpla el requisito establecido en la letra b) del artículo 83, la Subsecretaría determinará la pérdida del financiamiento público regulado en este título.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 87 de la presente ley se considerarán infracciones gravísimas. En caso que la institución incumpla lo dispuesto en la letra b) de dicho artículo se descontará de los recursos que se le transfieran por los nuevos estudiantes matriculados, una proporción equivalente al porcentaje del total de estudiantes nuevos matriculados por sobre el límite correspondiente. En este caso la institución igualmente deberá otorgar estudios gratuitos a todos aquellos estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo 102, y que mantengan las condiciones señaladas en el párrafo 5° del presente título.

Con todo, la Superintendencia podrá, atendida la gravedad y las consecuencias del hecho o la existencia de infracciones reiteradas a esta regulación, resolver la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior que ejecute dicha medida, a partir del año siguiente a la fecha de la resolución final del procedimiento sancionatorio. Se entenderá, para estos efectos, que son infracciones reiteradas cuando se hayan cometido dos o más de ellas en los últimos tres años.

La Superintendencia podrá establecer devoluciones de dinero a favor de los estudiantes, así como también otras medidas correctivas. El cumplimiento de estas medidas se considerará como una circunstancia atenuante de conformidad a lo dispuesto en el artículo 61.

En caso que se disponga la pérdida del financiamiento público regulado en este título de conformidad a este artículo, la institución sancionada sólo podrá solicitar nuevamente el acceso a dicho financiamiento diez años después de la resolución final del procedimiento sancionatorio de la Superintendencia. Con todo, este plazo no regirá cuando la pérdida del financiamiento se deba a la no obtención de la acreditación.


Artículo 112.- Si una institución que recibe el financiamiento público regulado en el presente título es sancionada por infracciones graves o gravísimas cinco o más veces dentro de tres años, el Superintendente resolverá la pérdida de dicho financiamiento, solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior la ejecución de la medida.


En este caso, la institución sancionada sólo podrá solicitar el acceso al financiamiento público regulado en el presente título diez años después de la resolución final en que la Superintendencia resolvió la pérdida del financiamiento.


Artículo 113.- El Estado transferirá recursos públicos a las instituciones que dejen de recibir el financiamiento institucional para la gratuidad, respecto de aquellos estudiantes que con anterioridad a la comunicación regulada en el artículo 86 o a la determinación de la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título, cursaban sus estudios de forma gratuita, en la medida que éstos mantengan los requisitos y condiciones regulados en el presente título.

Las instituciones de educación superior que sean sancionadas de conformidad a lo dispuesto en el presente párrafo, deberán asegurar que aquellos estudiantes matriculados con anterioridad a la verificación de la infracción, mantengan la misma situación respecto de los cobros que efectúe la institución o su exención, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.


Artículo 114.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, regulará las materias y procedimientos necesarios para la aplicación del presente título.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES


Artículo 115.- La Subsecretaría de Educación Superior será la sucesora legal de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 6) del artículo quinto transitorio de esta ley.

En consecuencia, toda referencia que las leyes, reglamentos y demás normas hagan a la División de Educación Superior y al Jefe de División de dicha repartición, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Superior y al Subsecretario de Educación Superior, respectivamente, desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior.


Artículo 116.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.591, que establece normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y personal:

1) Reemplázase en el artículo 79, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

2) Reemplázase en el artículo 80, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

3) Reemplázase en el artículo 80 bis la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.


Artículo 117.- Modifícase la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en la letra i) del artículo 2 bis, a continuación de la palabra “Educación” la frase “o la Superintendencia de Educación Superior”.

2) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:

a) Introdúzcase la siguiente letra d) nueva, pasando la actual letra d) a ser letra e):

“d) La Subsecretaría de Educación Superior.”.

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:



“El Ministro de Educación será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Educación, y a falta de éste, sucesivamente por el Subsecretario de Educación Parvularia y por el Subsecretario de Educación Superior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.


3) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Intercálase, a continuación de la expresión “Tendrá a su cargo la coordinación”, la frase “de las Subsecretarías que componen el Ministerio,”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


“Asimismo, contará con una unidad de formación técnico profesional, encargada de la coordinación de las iniciativas relacionadas con la modalidad formativa técnico profesional a nivel sectorial, entre la Subsecretaría de Educación y la Subsecretaría de Educación Superior del Ministerio de Educación, asegurando que las políticas de formación técnico profesional de cada subsecretaría se articulen en pos del desarrollo de trayectorias educativo- laborales. Además, le corresponderá apoyar técnicamente al Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, para la elaboración de la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional.”.

4) Derógase el artículo 8.


Artículo 118.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación:

1) Agrégase en la letra d) del artículo 52, a continuación de la frase “Suboficiales de Carabineros de Chile,” la frase “la Escuela de Gendarmería de Chile;”.

2) Agrégase, en el inciso final del artículo 53, a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “excepto la Escuela de Gendarmería de Chile, la que se relacionará con el Estado a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

3) Agrégase en el artículo 54 letra a) a continuación de la frase “de una duración mínima de mil seiscientas clases” la oración “o cuatro semestres”.

4) Agrégase en el artículo 82, a continuación de la frase “de Carabineros” la expresión “, Gendarmería”.

5) Agrégase en el artículo 84, a continuación de la frase “Escuela de Suboficiales de Carabineros” la expresión “, así como la Escuela de Gendarmería de Chile”.

6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 100 por los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:

“En caso contrario, el Consejo deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de dicha institución.

Con todo, el Consejo Nacional de Educación podrá ampliar el período de verificación hasta por tres años. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de educación superior no diere cumplimiento a los requerimientos del Consejo, éste deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial.”.

7) Derógase el artículo 114.


Artículo 119.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales:


1) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio,” por “La Superintendencia de Educación Superior (en adelante “la Superintendencia”), de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“La Superintendencia podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma.”.

c) Reemplázase en los incisos tercero, cuarto y quinto, la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

2) Modifícase el artículo 4 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “preliminar, el Ministerio de Educación” por “, la Superintendencia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Proponer al Ministerio de Educación que dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial, en caso de que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquella. De decretarse la revocación, el Ministerio procederá al nombramiento de un administrador de cierre.”.

c) Reemplázase en el inciso final la referencia a “N° 19.880” por “de Educación Superior”.

3) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse todas las referencias a “el Ministerio de Educación”, a “al Ministerio de Educación” y a “el Ministerio” por la frase “la Superintendencia” o “a la Superintendencia”, según corresponda.

b) Incorpórase en el inciso segundo después de “plan” la frase “previo informe favorable del Ministerio de Educación,”, precedida por una coma.

c) Elimínase en el inciso tercero la palabra “ministerial”.

d) Reemplázase en el inciso cuarto la palabra “decretará” por el vocablo “resolverá”.

4) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación” por “la Superintendencia”.

b) Incorpórase en el inciso primero, en la letra d), después de “la ley N° 20.720” la frase “en cuyo caso la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar dicha circunstancia a la Superintendencia de Educación Superior”, precedida de una coma.

c) Incorpórase en el inciso primero las siguientes letras f) y g) nuevas:


“f) En caso que una institución de educación superior autónoma no se acredite de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.129.


g) Si una institución de educación superior constituida como persona jurídica sin fines de lucro no cumple con su obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que genere, según sea el caso, en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brinda.”.

d) Elimínanse sus incisos tercero, cuarto, quinto y sexto.

5) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 8 la frase “entenderán que son entes relacionados,” por “entenderá por personas relacionadas” y la referencia a “el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores” por “el artículo 71 de la Ley de Educación Superior”.

6) Reemplázase en el artículo 9:

a) En el inciso segundo la referencia “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia” y la palabra “Éste” por “Ésta”.

b) En el inciso tercero la referencia “el Ministerio” por “la Superintendencia”.

7) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:



“El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior. Asimismo, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento deberá realizar un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la institución. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.”.

b) En el inciso segundo reemplázase la palabra “treinta” por “sesenta”.

c) En el inciso segundo reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia, con informe favorable del Ministerio de Educación”.

d) En el inciso tercero reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.

e) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”.

f) En el inciso quinto:

i. Reemplázase la referencia “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

ii. Reemplázase la frase “División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por “misma”.

8) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) En el inciso cuarto, reemplázase “al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.

b) En el inciso quinto, reemplázase “al Consejo” por “a la Superintendencia”.

c) En el inciso sexto, reemplázase “El Consejo” por “La Superintendencia”.

9) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero reemplázase las frases “un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período” por “por un plazo de hasta dos años, prorrogable hasta por un año más” y “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio” por “la Superintendencia”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los demás a ordenarse sucesivamente:

“Con todo, en caso que, de conformidad a la letra f) del artículo 6 de esta ley, se nombre un administrador provisional por la no acreditación según la ley N° 20.129, éste durará tres años en su cargo, prorrogables hasta por un año más.”.

c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto la expresión “El Ministro de Educación,” por “La Superintendencia”, y elimínese la frase “previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto,”.

10) Reemplázase en el artículo 13 en su inciso segundo, letra g) la palabra “tres” por la expresión “cuatro”.

11) Reemplázase en el artículo 16 la frase “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia, para que ésta proceda de conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.

12) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 18 por el siguiente:

“El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del Administrador Provisional y deberá ser aprobado por la Superintendencia. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12, la designación del Administrador Provisional será alzada por la Superintendencia, una vez aprobado el referido informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a la medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el Administrador Provisional.”.

13) Reemplázase en el artículo 19 la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

14) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero la oración “el Ministerio de Educación dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “la Superintendencia enviará los antecedentes al Ministerio de Educación para que, de estimarlo procedente, dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior”.

b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto”.

c) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”, la palabra “éste” por “ésta” y la oración “El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “La Superintendencia, si lo estima pertinente y mediante resolución fundada, podrá proceder en conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.

d) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Para efectos de lo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar a la Superintendencia de Educación Superior la circunstancia de haberse dictado una resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley N° 20.720.”.

15) Reemplázase en el artículo 21 la frase “y al Superintendente” por “, a la Superintendencia de Educación Superior y a la Superintendencia”.

16) Sustitúyese en el artículo 24, inciso quinto, la palabra “tres” por “cuatro”.

17) Reemplázase en el artículo 25 la palabra “División” por “Subsecretaría” y elimínese la frase “provisional o”.

18) Incorpórase el siguiente artículo cuarto transitorio:

“Artículo cuarto.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 13 letra g) y 24 de la presente ley, también podrán suscribirse convenios con instituciones de educación superior que cuenten con al menos cuatro años de acreditación conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129 y sus modificaciones.”.


Artículo 120.- Derógase el artículo 3, que establece un aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades.


Artículo 121.- Derógase la ley N° 20.027, que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior, a partir del 1 de enero de 2019. Dicha derogación entrará en vigencia siempre que comience a regir otro mecanismo de financiamiento de estudios de educación superior que lo reemplace, el cual será administrado por el Estado y será propuesto por la Presidenta de la República a través de un proyecto de ley que presentará durante el año 2017.


Artículo 122.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones que se establezcan en las siguientes disposiciones transitorias.

Párrafo 1° De la transitoriedad de las normas relativas al Título I


Artículo segundo.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren bajo régimen de supervisión por parte del Ministerio de Educación, y aquellas que se encuentren bajo régimen de examinación por parte de otra institución de educación superior, tendrán el plazo de un año contado desde la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior para iniciar el proceso de licenciamiento administrado por el Consejo Nacional de Educación. En caso de no iniciar dicho proceso en el plazo indicado, el Ministerio de Educación iniciará el procedimiento de cancelación de la personalidad jurídica y revocación del reconocimiento oficial de conformidad a los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, según corresponda.

Para los efectos del presente artículo, se entenderá que la institución de educación superior ha iniciado el proceso de licenciamiento una vez que se cumplan las siguientes condiciones copulativas:

a) Que la institución presente los antecedentes y formularios solicitados por el Consejo Nacional de Educación para estos efectos.


b) Que presente el informe de análisis institucional para el proceso de autonomía ante dicho organismo.

c) Que pague los aranceles fijados por el Consejo por concepto de verificación de proyectos institucionales establecidos en la circular respectiva.


Artículo tercero.- El Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior establecido en el párrafo 3° del título I de esta ley será obligatorio para las instituciones establecidas en el inciso quinto del artículo 10 de esta ley a partir del año 2020, iniciando su funcionamiento para los procesos de admisión del año 2021.


Artículo cuarto.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá que el Marco Nacional de Cualificaciones (en adelante también “Marco”), es un instrumento para organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias. Su objetivo es contribuir a la generación de un sistema coordinado e integrado de cualificaciones, que considera tanto la educación formal como no formal, ayudando a articular las demandas del mundo del trabajo y la sociedad con la oferta formativa y educativa, de acuerdo a las necesidades del país. Asimismo, este instrumento busca fomentar la calidad y pertinencia de la oferta de educación y formación, así como promover los aprendizajes a lo largo de la vida de las personas, orientándolas en la conformación de sus trayectorias formativo-laborales.

Corresponderá al Ministro de Educación establecer, por decreto supremo dictado bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, un primer Marco Nacional de Cualificaciones, dentro del plazo de un año desde la publicación de la presente ley.

Adicionalmente, la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a lo establecido en el artículo 7 letra j) de la presente ley y dentro del plazo de tres años contado desde su publicación, deberá proponer al Ministro de Educación el procedimiento para revisar y actualizar el Marco, así como la institucionalidad encargada de administrarlo. Con todo, el Marco deberá ser revisado y actualizado, al menos, cada cinco años, considerando la participación de los organismos y entidades públicas con competencia en la materia, especialmente del sector educativo, laboral y productivo, tales como el Consejo Asesor de Formación Técnico-Profesional, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la Corporación de Fomento de la Producción, y las instituciones que conforman el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad Escolar y el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales. Asimismo, deberá considerar la participación de representantes de las instituciones educativas y formativas, tanto de la educación formal como no formal, así como también representantes del sector productivo, trabajadores y expertos.


Artículo quinto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta podrá incluir a los funcionarios de la División de Educación Superior, y adicionalmente, podrá incluir a los funcionarios de la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de personal a contrata desde la División de Educación Superior, y desde la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación, si procede, a la Subsecretaría de Educación Superior. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Superior. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fijen la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento de la planta de la Subsecretaría de Educación Superior. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en la ley N° 19.553, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Asimismo, podrá determinar la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que se practique a dicha planta. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior y la fecha de supresión de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, la cual será la misma de entrada en vigencia del numeral 4) del artículo 117 de la presente ley.


Artículo sexto.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo séptimo.- El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Superior, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo octavo.- Los procedimientos administrativos, de fiscalización y sancionatorios, iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, especialmente aquellos regidos por la ley N° 20.800, y que se sustancien ante la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, continuarán su tramitación ante la Subsecretaría de Educación Superior desde la fecha de entrada en vigencia de esta última, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 6) del artículo quinto transitorio de esta ley, y conforme a las normas vigentes a la época de su iniciación, hasta su total terminación.

Párrafo 2° De la entrada en vigencia de la Superintendencia de Educación Superior


Artículo noveno.- Desde de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Superintendente de Educación Superior, quien asumirá de inmediato, y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la ley N° 19.882 para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, tendrá derecho a una remuneración equivalente al grado 1 de la Escala de Fiscalizadores del decreto ley N° 3.551, de 1981, que será financiada con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación mientras no entre en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior. Al Superintendente le corresponderá realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de dicha Superintendencia.


Artículo décimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta, cuando proceda, podrá incluir personal del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, podrá determinar el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882 y los niveles para la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, podrá establecer las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en las leyes N° 19.528 y N° 18.091, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Además, podrá fijar la fecha de los traspasos y encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior.


Artículo décimo primero.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


Artículo décimo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación Superior, y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


Artículo décimo tercero.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación Superior. El Superintendente de Educación Superior requerirá de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.


Artículo décimo cuarto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 119 entrarán en vigencia desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior, de acuerdo a lo establecido en el número 6) del artículo décimo transitorio, a excepción de las indicadas en los números 5) y 7) letra a) del señalado artículo 119.


Por su parte, lo dispuesto en la nueva letra f) del artículo 6 de la ley N° 20.800, incorporada por el letra c) del número 4 del artículo 119, entrará vigencia el 1 de enero del año 2020.

Párrafo 3° De la transición de la supervigilancia de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior y de sus obligaciones de informar


Artículo décimo quinto.- La obligación de llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados establecida en el artículo 36 a las instituciones de educación superior, será exigible en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, sin perjuicio de aquellas obligaciones en materias relacionadas que se establezcan en otras leyes.


Artículo décimo sexto.- Las obligaciones de informar que establece el artículo 37 a las instituciones de educación superior, serán exigibles en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, ejercer las facultades que dicha norma confiere a la Superintendencia de Educación Superior en tanto ésta no inicie sus funciones.

Párrafo 4° De la transición a las nuevas regulaciones y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro


Artículo décimo séptimo.- Las instituciones de educación superior deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 63 y 64 de esta ley dentro del plazo de dos años contado desde su publicación.


Artículo décimo octavo.- Para cumplir con las regulaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 73 a 80 de esta ley, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado, dentro del plazo de tres años contado desde su publicación.

Párrafo 5° De las transiciones de los procedimientos de acreditación


Artículo décimo noveno.- El Comité de Coordinación a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.129, deberá constituirse dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha de inicio de actividades de la última de las instituciones que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

A más tardar dentro de seis meses de constituido el Comité, deberá establecerse el primer Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior del que trata la letra d) del artículo 4 de la ley N° 20.129.


Artículo vigésimo.- Los numerales 14, 15, 16, 17, 20, 21 y 26 del artículo 81 de la presente ley, que modifica la ley N° 20.129 entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del 2020.

Por su parte, las disposiciones del artículo 81 de la presente ley que modifican el capítulo III de la ley N° 20.129 entrarán en vigencia una vez que inicie su funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior de conformidad con el artículo quinto transitorio.


Artículo vigésimo primero.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá elaborar una primera propuesta de los criterios y estándares de los que trata el nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 que se entregará al Comité Coordinador para su aprobación, dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha en que el Comité se haya constituido. En caso que el Comité no aprobare la propuesta en el plazo señalado, se entenderá aprobada la propuesta de la Comisión.

Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación deberá iniciar el proceso de consulta del que trata el inciso segundo del nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 dentro del plazo de ocho meses de publicada esta ley.

Con todo, dichos criterios y estándares de calidad deberán estar aprobados y publicados antes del 1 de enero del año 2020.


Artículo vigésimo segundo.- La obligación de las instituciones de educación superior autónomas de estar acreditadas institucionalmente, de conformidad con lo establecido en el nuevo artículo 15 de la ley N° 20.129, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.

Con todo, a aquellas instituciones de educación superior autónomas que no se encontraren acreditadas institucionalmente al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 22 de la ley N° 20.129, sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación institucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Las acreditaciones institucionales otorgadas por la Comisión Nacional de Acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán su vigencia por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación establecida en el inciso primero de este artículo.


Artículo vigésimo tercero.- La obligación de acreditar las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y a las otras profesiones de la salud, de conformidad con el numeral 31 del artículo 81 de esta ley, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.

Con todo, a aquellas carreras y programas que no se encontraren acreditados al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 27 quinquies de la ley N° 20.129 sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación de dichas carreras y programas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Aquellas carreras y programas de estudio a los que la Comisión Nacional de Acreditación o una agencia acreditadora les otorgó la acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán la vigencia de la misma por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación señalada en el inciso primero de este artículo.


Artículo vigésimo cuarto.- Aquellas instituciones de educación superior no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar procesos de acreditación institucional ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. Por su parte, aquellas instituciones cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante los años 2018 y 2019 podrán iniciar sus procedimientos de acreditación de conformidad con la normativa vigente.

Asimismo, aquellas instituciones de educación superior que dicten carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar sus procesos de acreditación ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. 


Artículo vigésimo quinto.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar antes del 15 de enero de 2020 a aquellas instituciones de educación superior autónomas, cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante dicho año, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación institucional.

Asimismo, la Comisión notificará a aquellas universidades que impartan carreras y programas de acreditación obligatoria, cuyas acreditaciones vencieren durante el 2020, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación.

Con todo, las acreditaciones institucionales y de carreras y programas de acreditación obligatoria que vencieren durante el año 2020 se entenderán, para todos los efectos legales, vigentes hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso de acreditación institucional conforme al presente artículo.


Artículo vigésimo sexto.- Aquellas instituciones de educación superior autónomas y las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano no acreditadas al 31 de diciembre del año 2019, se sujetarán a las siguientes reglas para el inicio de sus procesos de acreditación obligatoria:

1) La Comisión Nacional de Acreditación establecerá, a más tardar el 1 de diciembre de 2019, mediante un sistema aleatorio, las fechas de inicio de los procesos de acreditación.

2) La Comisión Nacional de Acreditación comenzará a tramitar dichos procesos de acreditación según el orden establecido de conformidad con el numeral anterior, a partir del 1 de enero del año 2020, los que no podrán extenderse más allá del año 2024.


Artículo vigésimo séptimo.- Las carreras y programas conducentes al título profesional de médico cirujano que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren en proceso de acreditación ante agencias de acreditación continuarán con dicho proceso hasta su finalización. Dichos procesos no podrán extenderse más allá del 31 de diciembre de 2019.


Artículo vigésimo octavo.- Los procedimientos de acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica iniciados con posterioridad al 31 de diciembre de 2019 se regirán por las siguientes reglas:

1) En los procesos de acreditación institucional iniciados dentro del plazo de quince años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional y la acreditación institucional condicional, la dimensión de generación de conocimiento, creación y/o innovación.

2) Adicionalmente, en aquellos procesos de acreditación institucional iniciados dentro del plazo de siete años, contado desde la publicación de la presente ley, tampoco será exigible para obtener la acreditación institucional y la acreditación institucional condicional, la dimensión de vinculación con el medio.

Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos de acreditación deberá evaluarse el cumplimiento de los criterios y estándares correspondientes a todas y cada una de las dimensiones señaladas en el nuevo artículo 17 de la ley N° 20.129.

Con todo, los aranceles regulados que sean fijados por la Comisión de Expertos de los que trata el título V de la presente ley se determinarán por grupos de carreras y considerarán los años de acreditación institucional; las dimensiones o áreas en las que se encuentre acreditada la respectiva institución; el tamaño de estas últimas; y, la región en que se imparten; hasta el vencimiento de todas las acreditaciones obtenidas por las instituciones de educación superior en conformidad a las reglas de los numerales 1) y 2) del presente artículo.


Artículo vigésimo noveno.- Se entenderá que la Universidad de Aysén y la Universidad de O’Higgins, creadas mediante la ley N° 20.842, así como también los centros de formación técnica estatales creados mediante la ley N° 20.910, cumplen con la obligación señalada en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 20.129, incorporada por el numeral 14 del artículo 81 de esta ley, mientras den cumplimiento a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.842, y el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.910. Vencidos tales plazos, dichas instituciones deberán acreditarse de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.

Párrafo 6° De la designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación

Artículo trigésimo.- La designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, de conformidad con lo establecido en la presente ley, deberá efectuarse dentro del plazo de nueve meses contado desde su publicación.

Con el objeto de permitir la renovación parcial de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, la mitad de los consejeros señalados en las letras a) y b), y el consejero de la letra c) del artículo 7 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 7 del artículo 81 de esta ley, serán nombrados por un período de tres años. En el acto de nombramiento deberá constar la circunstancia de ejercerse el cargo por este período especial.

Por su parte, los representantes estudiantiles que integran la Comisión a la fecha de la publicación de esta ley, se mantendrán en sus cargos hasta el vencimiento de su período, momento en el cual tendrán que ser reemplazados en conformidad a la normativa vigente.


Artículo trigésimo primero.- La Comisión Nacional de Acreditación, dentro del plazo de tres años contado desde que se haya integrado de conformidad a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio, desarrollará una propuesta para el establecimiento de un nuevo procedimiento de acreditación, la que deberá contemplar, al menos, el establecimiento y la definición de nuevos niveles de acreditación, que reemplazarán la acreditación por años.

Párrafo 7° De las transiciones del financiamiento institucional para la gratuidad


Artículo trigésimo segundo.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de publicación de esta ley reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, se entenderá que continuarán recibiendo dicho financiamiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estas instituciones podrán manifestar al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar recibiéndolo. Para ello, desde la fecha de publicación de esta ley, tendrán un plazo de sesenta días para solicitar su retiro, caso en el cual, se mantendrá el financiamiento solamente para aquellos estudiantes que hayan sido beneficiarios en años anteriores y cumplan los requisitos para mantener sus estudios gratuitos, según los requisitos y condiciones en las que fueron otorgadas.

Con todo, las instituciones señaladas en el inciso primero, para mantener el financiamiento público regulado en el título V, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de la presente ley de conformidad a lo dispuesto en el artículo trigésimo noveno.


Artículo trigésimo tercero.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad cumplirán la obligación señalada en la letra c) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el siguiente cronograma y a lo dispuesto en dicho título.

a) Desde el año 2018 hasta el año en que se verifique lo dispuesto en la letra siguiente, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los seis primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

b) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 23,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los siete primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

c) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 24,5% respecto del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los ocho primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

d) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 26,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los nueve primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

e) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 29,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5º del título V.

Desde el año 2020, el Ministerio de Hacienda verificará, a más tardar el 15 de julio de cada año, el cumplimiento de los requisitos antedichos referidos a los ingresos fiscales estructurales. Para ello utilizará las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, y las estadísticas de PIB tendencial reportadas en el acta del Comité Consultivo del PIB Tendencial más próximo a la fecha señalada, llevadas a moneda de cada año con el deflactor del PIB del año respectivo, reportado por el Banco Central de Chile.

Un reglamento del Ministerio de Hacienda, que deberá ser firmado por el Ministro de Educación, regulará las materias señaladas en el presente artículo.


Artículo trigésimo cuarto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, cumplirán la obligación señalada en la letra a) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el artículo trigésimo tercero anterior y a lo dispuesto en el título V de la presente ley.

Las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo los derechos básicos de matrícula y el arancel regulado más un porcentaje adicional de éstos, fijados para la carrera o programa de estudio respectivo, a:

1) Aquellos estudiantes que cumplen los requisitos para cursar estudios gratuitos, señalados en el párrafo 5° del título V, mientras no cuenten con la condición socioeconómica señalada en las letras del artículo anterior.

2) Aquellos estudiantes señalados en el inciso primero del artículo 109.

La determinación del porcentaje adicional se establecerá según la condición socioeconómica del estudiante de la forma que sigue:

a) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan a los primeros siete deciles de menores ingresos del país: hasta un 20%.

b) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan al octavo y noveno decil de menores ingresos del país: hasta un 60%.

Con todo, las instituciones que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, no podrán cobrar a los estudiantes señalados en las letras a) y b) anteriores, aranceles cuyo monto supere el arancel informado por la institución en la oferta académica del año 2017 para la respectiva carrera o programa de estudio, reajustado anualmente en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor del año anterior, más dos puntos porcentuales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, para el caso de los estudiantes extranjeros que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 102 o aquellos estudiantes que se encuentren matriculados en carreras o programas de estudio no comprendidos en el artículo 103 o aquellos estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al décimo decil, no se les aplicarán las limitaciones anteriores.


Artículo trigésimo quinto.- Para la determinación de los deciles señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar a los estudiantes, la presentación de antecedentes en el Formulario Único de Acreditación Socioeconómica (FUAS). El Ministerio de Educación podrá verificar y complementar la información proporcionada por los estudiantes para acceder a este beneficio, pudiendo solicitar antecedentes a diversas entidades públicas y privadas, considerando entre otros, el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.

Sin perjuicio de lo anterior, a partir del año 2020, se utilizará el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.


Artículo trigésimo sexto.- La primera resolución exenta que establezca las primeras bases técnicas para el cálculo del arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras, deberá dictarse dentro del plazo de dos años contado desde la fecha de publicación de la ley. Para estos efectos, se aplicará el procedimiento regulado en los incisos siguientes.

La Subsecretaría deberá presentar a la Comisión de Expertos, establecida en el párrafo 3° del título V, una primera propuesta de bases técnicas a que se refiere este artículo, debiendo considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior, de conformidad a los incisos primero y segundo del artículo 91.

La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de tres meses, aprobando dicha propuesta o realizando observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, tomando en consideración dichas observaciones deberá dictar las resoluciones exentas que establezcan las primeras bases de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2° del título V de esta ley, la que deberá dictarse en el mes de diciembre del año correspondiente.

Para la determinación de los valores señalados en el inciso primero, se estará a lo dispuesto en el artículo 92 de la presente ley.


Artículo trigésimo séptimo.- Mientras no se encuentren vigentes la o las resoluciones exentas que establezcan los valores regulados de arancel, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de un grupo de carreras o programas de estudio determinado, dictadas en conformidad a lo establecido en el título V de esta ley, el cálculo del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula para dicho grupo, se realizará de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes.

La fórmula de cálculo de arancel regulado de los grupos de carreras o programas de estudio se establecerá mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, la que se determinará en base a los derechos básicos de matrícula promedios por el tipo de institución que corresponda, determinados conforme al inciso quinto del presente artículo, y al promedio ponderado de los aranceles de referencia del año 2017 de las carreras o programas de estudio de dicho grupo de las instituciones que durante dicho año se encontraban adscritas al financiamiento regulado en las asignaciones 24.03.198 y 24.03.199, asociadas al programa 09.01.30, Educación Superior, de la ley N° 20.981 y contaban con el mismo número de años de acreditación institucional al 31 de diciembre de 2016, considerando también las áreas o dimensiones de acreditación de las instituciones a la misma fecha. 

El Ministerio de Educación deberá publicar en el Diario Oficial y en la página web del Ministerio, el valor del arancel regulado calculado según lo dispuesto en el inciso anterior, el que deberá ser actualizado anualmente de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Para cada año, el arancel regulado de cada carrera o programa de estudio en cada institución será asignado según el grupo que le corresponda de acuerdo a la acreditación institucional y las áreas o dimensiones de acreditación al 31 de diciembre del año anterior.

El monto que corresponda transferir a las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad para aquellas carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 respecto de cuyos grupos de carreras o programas no se haya dictado una resolución exenta que establezca el cálculo de los valores señalados en el inciso primero, se determinará sumando los siguientes valores:

a) El resultado de multiplicar el valor del arancel regulado, calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes respecto de los cuales la institución tenga la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V y según el cronograma señalado en el artículo trigésimo tercero transitorio, al año académico correspondiente.

b) El resultado de multiplicar la diferencia entre el valor del arancel real más derechos básicos de matrícula reajustados, según se establece en el párrafo siguiente, y el del arancel regulado calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes señalados en la letra anterior, al año académico correspondiente. Con todo, este valor no podrá superar el 20% del valor resultante de la letra anterior.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, en el caso de las universidades, se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2015, reajustados de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2014 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero. Por su parte, para el caso de los centros de formación técnica e institutos profesionales se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2016, reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2015 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero.

Si algún programa de estudios no tuviera información del arancel real o derechos básicos de matrícula según lo considerado en el inciso anterior, se utilizará el valor correspondiente al primer valor del arancel real y derecho básico de matrícula que registre el programa de estudio, el que será reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre enero del primer año de registro y noviembre del año anterior para el cual se calculan los valores. 


Artículo trigésimo octavo.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberá procederse al nombramiento de los profesionales que integrarán la Comisión de Expertos y a la instalación del mismo, de acuerdo al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título V.

Para los efectos de la renovación parcial de la Comisión de Expertos, el período inicial de vigencia del nombramiento de los integrantes será:

a) De tres años para dos de sus integrantes.


b) De cuatro años para dos de sus integrantes.


c) De cinco años para dos de sus integrantes.


d) De seis años para uno de sus integrantes.

Lo anterior se aplicará de conformidad a la designación que efectúe el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, el cual oficiará al Ministro de Educación, para efectos de que curse la correspondiente resolución de nombramiento.


Artículo trigésimo noveno.- Aquellas instituciones de educación superior que soliciten acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de conformidad a lo dispuesto en el presente artículo.

Los requisitos de las letras a) y b) del artículo 83 serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado para cumplir con lo establecido en los artículos 73 a 80 de la presente ley.

Por su parte, lo dispuesto en la letra c) del artículo 83 será exigible desde que el Sistema Común de Acceso sea obligatorio. Con todo, mientras no entre en vigencia el Sistema Común de Acceso será exigible a las instituciones que cuenten con un sistema de admisión transparente, objetivo y que no implique discriminaciones arbitrarias, para el caso de universidades este sistema debe estar basado en el mérito, mientras que para el caso de instituciones pertenecientes al subsistema técnico profesional, el sistema de admisión deberá favorecer a estudiantes egresados de los establecimientos de enseñanza media técnico - profesional y a trabajadores cuyas trayectorias educativas y laborales se vinculen con las carreras y programas a los que postulen. Dicho sistema deberá encontrarse publicado en su página web.

Además, para el caso de universidades, deberán cumplir con que al menos el 80% de los estudiantes matriculados para el año correspondiente, en primer año en licenciaturas no conducentes a título o carreras profesionales con licenciatura, cuenten con un puntaje ponderado promedio, igual o mayor a 450 puntos entre la Prueba de Selección Universitaria de Lenguaje y Comunicación, la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas, el puntaje de notas de enseñanza media y el puntaje de ranking de notas, los que se considerarán en idéntica proporción.

Respecto del requisito establecido en la letra d) del artículo 83, éste entrará en vigencia un año después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría.


Artículo cuadragésimo.- Para el ingreso de las instituciones al financiamiento institucional para la gratuidad para el año siguiente a la publicación de la presente ley, el plazo señalado en el inciso primero del artículo 84, se extenderá hasta el 15 de octubre del año de publicación.


Artículo cuadragésimo primero.- Lo dispuesto en el párrafo 4° del título V entrará en vigencia el año siguiente a la entrada en vigencia del Sistema de Acceso regulado en el párrafo 3° del título I.

Mientras no entre en vigencia lo dispuesto en el inciso anterior, el número de estudiantes nuevos matriculados para cursar las carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 para el año académico correspondiente, no podrá superar en un 2,7% de los estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en dichos programas. Podrá autorizarse un incremento superior al 2,7% antes señalado en los programas de estudio con admisión regular de las instituciones que se encuentren adscritas al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en esta ley, si éste obedece a decisiones institucionales adoptadas antes del 31 de diciembre de 2015, o derivadas de requerimientos formulados por la Comisión Nacional de Acreditación como resultado del último proceso de acreditación institucional, o que sean producto de la participación de la institución en el Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo (PACE), o aquellas convenidas, de manera excepcional, entre el Ministerio de Educación y las instituciones que adscriban al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, que tengan como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En este último caso, la referida autorización se realizará mediante resolución fundada del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.

En caso que el incremento total de estudiantes nuevos matriculados supere el límite establecido o autorizado en el párrafo anterior, se estará a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 111 de la presente ley.

Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será aplicable en caso que una universidad adscrita al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, incumpla lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo trigésimo noveno transitorio.

Párrafo 8° De las transiciones a otras disposiciones de esta ley


Artículo cuadragésimo segundo.- Lo dispuesto en el artículo 116 comenzará a regir un año después de la entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior.


Artículo cuadragésimo tercero.- En el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores entregará a las comisiones de Educación y de Hacienda de la Cámara de Diputados un informe sobre el estado general de los instrumentos de financiamiento crediticio regulados por las leyes N° 20.027 y N° 19.287, y otros análogos, incluyendo en su informe, a lo menos, un balance general que dé cuenta del porcentaje de cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones contraídas; información respecto a los créditos que se encuentren en un proceso de cobranza judicial, precisando la etapa procesal correspondiente en que se encuentren; una caracterización socioeconómica de los deudores de acuerdo a instrumentos de medición generalmente aceptados para ello y un monto estimado de las obligaciones exigibles a esa fecha, distinguiendo aquellas cuyo acreedor es una entidad privada, de las que son estatales.


Artículo cuadragésimo cuarto.- En el plazo de tres años contados desde la publicación de la presente ley, la Subsecretaría de Educación Superior presentará una propuesta de actualización de la estructura de títulos y grados del sistema de educación superior chilena contenida en el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.
Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 9, 21 y 23 de agosto; 4,11 y 13 de septiembre; 2 y 4 de octubre, y 6 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Carlos Montes Cisternas (Rabindranath Quinteros Lara) y Jaime Quintana Leal.


Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2017

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.

____________________

1 El listado de las personas que se consignan a continuación, en lo sustantivo, no incluye a los invitados que tuvo la Comisión para exponer respecto de este proyecto de ley, los que se consideran más adelante en este informe, en un apartado especial.

2 El listado que sigue está elaborado en el mismo orden en que expusieron ante la Comisión.

3 La sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 28 de julio de 2009, recaída en el proyecto de ley que estableció la Ley General de Educación (Boletín N° 4.970-04), dispuso, en su considerando octavo, que solamente los artículos 11, incisos segundo y siguientes, 12 y 16 de dicha iniciativa, no “legislan sobre materias propias de la leyes orgánicas constitucionales referidas en los considerandos cuarto y quinto” (sic). De conformidad a lo anterior, todas las demás disposiciones de dicha legislación tienen dicho carácter normativo.

4 Se trató del proyecto de ley que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, correspondiente al BOLETÍN Nº 3.849-04, que estuvo en tramitación entre los años 2005 y 20014, el que finalmente fue rechazado, al no aprobarse por la Honorable Cámara de Diputados el informe evacuado por la Comisión Mixta.

5 Todos los invitados acompañaron presentaciones o minutas, las que se encuentran a disposición de los Honorables señoras y señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

Al mismo tiempo, hacemos presente que en un anexo de este informe se acompaña un cuadro resumen de las posturas de los expositores sobre los principales aspectos a los que se refiere este iniciativa de ley.

6 El sistema de transparencia pública es aplicado a las universidades estatales y no a las privadas. Esta asimetría de información impide que el control social se pueda ejercer de igual forma. Privadas: por el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, tienen obligación de informar solo algunas operaciones con terceros relacionados, y no de manera pública. Estatales: por Transparencia Activa, están obligados a poner a disposición del público de modo permanente toda la información respecto de actos y convenciones con efectos sobre terceros.

7 En un reciente estudio del Banco Mundial se señala: “Chile is one of the most successful countries in terms of reducing inequality in access to higher education. This is largely explained by the introduction of government-backed student loans during 2006. Between 2000 and 2013 our index G declined by 24 points (from 41 to 17). This is driven by a general increase in the higher education access probability, which was chiefly captured by the poorest percentiles (see figure B2.1.1, panel a and b). The largest absolute increment in access is observed for the poorest 50 percent of the population, which faced an around 24 percentage increment in their likelihood of accessing higher education. The richest percentiles, on the other hand, only increased this probability by 13 percentage points. As a consequence, the B50 youths went from representing 23 percent of higher education students to 41 percent (see figure B2.1.1)”.  The World Bank, At a Crossroads: Higher Education in Latin America and the Caribbean, 2017, p. 88. 
8 Ranking disponible en: https://www.timeshighereducation.com/world-university-rankings/2018/world-ranking#!/page/0/length/-1/locations/MX/sort_by/rank/sort_order/asc/cols/stats. Población de países
9 Disponible en: http://www.webometrics.info/en/node/54

10 Literacy is the ability to understand, evaluate, use and engage with written texts to participate in society, to achieve one's goals, and to develop one's knowledge and potential. Literacy encompasses a range of skills from the decoding of written words and sentences to the comprehension, interpretation and evaluation of complex texts. It does not, however, involve the production of text (writing). Information on the skills of adults with low levels of proficiency is provided by an assessment of reading components that covers text vocabulary, sentence comprehension and passage fluency.
11 El Proyecto de ley (presentado originalmente el 4 de julio de 2016) ha tenido una tramitación agitada, con una indicación sustitutiva (ingresada el 7 de abril de 2017) y la presentación del proyecto paralelo de fortalecimiento a las universidades estatales (presentado el 2 de junio de 2017).

12 El sistema universitario en chile contaba con 20 mil estudiantes en 1960; alrededor de 200 mil en 1973 y en 1990; un millón 250 mil, hoy en 2017.

13 Más allá de todas las disputas, en esto coinciden tantos las universidades públicas no estatales del G9, como las del CUECH. “Sin embargo, la sobrerregulación de la Subsecretaría, que toma a cargo el sistema de admisión, aranceles y cupos, junto con el exceso de atribuciones de la Superintendencia, amenazan la autonomía y eficiencia universitaria…”, señala el G9 en un inserto de página completa en el Mercurio de ayer domingo 10  de septiembre. 

14 Las reparaciones necesarias por el abandono por parte del Estado de sus universidades, al punto que universidades regionales han abierto sedes en Santiago para sobrevivir, no impide apoyar también a otras universidades regionales con un trato preferente dada la dificultad de levantar proyectos universitarios en regiones. Inversamente, el hecho que varias universidades comenzaron como un negocio para sus dueños, el que algunas incumpliendo la ley lucrando (o no distinguieron suficientemente la empresa de la universidad), el que algunas sean de dudosa calidad, no obliga a denostar a todas las privadas, o negar por principio la posibilidad de una universidad privada de calidad y con aportes públicos. Si el daño lo ha hecho una, no se debe decir muchas; si el daño lo han hecho algunas, no se debe decir todas.   

15 ¿Si en los años 50 del siglo pasado institucionalmente el Estado pudo reconocer por ley dos universidades estatales y cuatro privadas, laicas y católicas, por qué en este comienzo de siglo con una modernidad tardía que aprecia la diferencia, no podemos reconocer la riqueza de proyectos intelectuales que nos enriquecen con su diversidad? 

16 Sorprende el lugar que ha ocupado en este debate el equívoco de reducir lo público a lo estatal, olvidando que existen universidades desde el Medioevo, muy anteriores al surgimiento de los estados nacionales. Lo público no es sinónimo de lo estatal, lo público va más allá de lo estatal. Y en el caso de las universidades, el carácter público no dice relación ni con la propiedad de la institución, ni siquiera con que estas producen bienes públicos, sino con que en ellas se hace un “uso público de la razón”, al punto que decir universidad pública, es casi tautológico.   

17 De esta manera, el carácter público de una universidad se configura de la siguiente manera:

a) La complejidad se entiende en la configuración de proyectos universitarios que desarrollan de manera integrada y con calidad acreditada no sólo la docencia, sino también la investigación y la vinculación con las comunidades en las cuales se insertan.

b) Junto a su complejidad o calidad académica, el carácter de públicas de estas instituciones está dado por el imperio en ellas de ciertos valores universitarios esenciales, como (i) la autonomía en la autodeterminación de sus proyectos, (ii) la libertad académica de sus integrantes, (iii) la adscripción a la gratuidad, entendida como la política pública que busca eliminar la discriminación económica de las personas, entre otros.

c) Se acepta una concepción de lo público desde la diversidad de proyectos, todos universitarios, estatales y no estatales. Se supera la dicotomía que considera que las universidades estatales son las únicas que se ocupan del bien general o del bien común, mientras las universidades privadas solo se ocupan de bienes particulares o intereses privados. Esta nueva simplificación, desconoce que todas las universidades son “proyectos intelectuales determinados”, con características específicas, con identidad, misión y convicciones. Todas las universidades regionales, sean estatales o privadas, están determinadas por su región; las vinculadas a asociaciones de la sociedad civil, sean congregaciones religiosas o iglesias; las que cultivan determinadas disciplinas y no otras. El sistema universitario chileno se ha construido en esa diversidad, siendo innegable la calidad pública alcanzada.

18 El CRUCH ha sido la manera en que el Estado ha reconocido y promovido las condiciones de desarrollo de los proyectos universitarios complejos. El CRUCH es el foro o instancia presidido por el Ministro de Educación y que reúne a las universidades creadas previo a 1981, así como a aquellas instituciones estatales creadas luego de ese año y a aquellas regionales derivadas de la Universidad Católica de Santiago. En el Mensaje de la indicación sustitutiva se define al CRUCH como “el órgano que coordina a distintas universidades con el objeto de mejorar el rendimiento y la calidad de la enseñanza superior, buscando unificar las mejores prácticas y estándares entre las entidades que lo componen.” Se agrega que el CRUCH es el “organismo público que ha liderado las políticas y acciones orientadas a mejorar la calidad de la educación superior”.

19 Ante las dificultades que hoy enfrentamos con la gratuidad, se podrían explorar diversas soluciones, de las cuales no se debe desechar a priori la fijación de cuotas para ella. Cada universidad indica que porcentaje de estudiantes en gratuidad puede asumir. Otro enfoque complementario podría ser el incremento directo y permanente de los aportes fiscales a las instituciones que adscriban a la gratuidad, dependiendo de los años de acreditación, sus niveles de investigación y la calidad de sus doctorados.

20 Sobre los dilemas de futuro de la educación superior chilena puede verse: Andrés Bernasconi. 2017. Desafíos del futuro de la educación superior chilena. Temas de la Agenda Pública Núm. 96, Centro de Políticas Públicas UC, pp. 1-2.http://politicaspublicas.uc.cl/publicacion/serie-temas-de-la-agenda/desafios-del-futuro-de-la-educacion-superior-chilena/
21 La Secretaría de la Comisión elaboró un documento denominado “Aspectos claves del Proyecto de ley de Educación Superior” en que a partir de la estructura del mismo, se consigan las distintas opiniones expuestas a favor y en contra de sus distintas regulaciones. Dicho documento se agrega como anexo de este informe.

22 Establece los principios del Sistema de Educación Superior: a) Autonomía; b) Calidad; c) Cooperación y colaboración; d) Diversidad de proyectos educativos; e) Inclusión; f) Libertad académica; g) Participación; h) Pertinencia; i) Respeto y promoción de los DD.HH.; j) Transparencia; k) Trayectorias formativas y articulación; y, l) Acceso al conocimiento. Contiene una definición de universidades, centros de formación técnica e institutos profesionales. Se reconoce la provisión mixta del Sistema, distinguiendo entre IES estatales, IES no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores e IES privadas, además de los subsistemas universitario y técnico-profesional. 
Se crea la Subsecretaría de Educación Superior, entre cuyas facultades se enlista la de proponer políticas; proponer la Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior; y proponer al Ministro el Marco Nacional de Cualificaciones. Se crea el Sistema Común de Acceso, administrado por la Subsecretaría, que será objetivo y transparente, y que será obligatorio para todas las universidades, IP y CFT que reciban recursos públicos o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado. El Sistema Común de Acceso se conforma por dos comités: uno universitario y otro técnico profesional. Estos comités estarán compuestos por Rectores y Rectoras de las instituciones y por la Subsecretaría de Educación Superior.

23 Crea un Consejo Asesor de Educación Técnico Profesional, que tendrá un carácter “público-privado”, integrado por los ministerios con competencia en la materia y que contará con la participación del sector productivo, así como expertos, para orientar la pertinencia de la oferta de formación técnico profesional. El Consejo propondrá al MINEDUC una “Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional” que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan en esta materia.

24 Crea una Superintendencia de Educación Superior, cuya función es fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulan la educación superior, así como el uso de los recursos de las IES. Este título también contiene las obligaciones de informar de las IES y establece las infracciones en que pueden incurrir (las que pueden ser gravísimas, graves o leves). Finalmente, se regula la prohibición efectiva del lucro, en la cual se establece una nueva estructura corporativa para las IES de derecho privado sin fines de lucro; nuevos deberes para los directores y su responsabilidad por los perjuicios que ocasionen a las IES; la regulación sobre las operaciones con personas relacionadas, incluyendo prohibiciones, y el delito de negociación incompatible en la educación superior (o “delito lucro”). 

25 En esta materia, el proyecto mantiene la actual Comisión Nacional de Acreditación, pero modifica su composición y el mecanismo de designación de sus miembros, eliminando a los representantes de las IES. De este modo, se previenen potenciales conflictos de interés entre incumbentes e integrantes del organismo. Además, establece la acreditación institucional integral obligatoria en base a criterios y estándares. La acreditación es de carácter integral porque comprende un muestreo de carreras de pre y postgrado. Los criterios y estándares para la acreditación son elaborados y aprobados por la referida Comisión, previo informe del Comité de Coordinación. Se mantiene la acreditación obligatoria de las carreras de pedagogía; y se establece como condición de existencia la acreditación obligatoria de las carreras de medicina (hoy sólo es para acceder a recursos públicos). Se eliminan las agencias acreditadoras privadas que realicen acreditación de carreras (magíster, especialidades del área de salud y carreras).

26 El proyecto establece la gratuidad para los estudios de pregrado de los y las estudiantes en las instituciones de educación superior que cumplan requisitos de calidad y los demás que establece la ley. Se mantiene en la transición el avance hacia la gratuidad universal mediante indicadores de crecimiento económico y recaudación tributaria. El 2018 la gratuidad se extenderá al sexto decil. En la medida que el país crezca económicamente la gratuidad se extenderá a los deciles 7, 8, 9 y 10. Los aportes basales de las universidades estatales (Convenio Marco) se establecerán en el proyecto de ley que las regulará. Por otra parte, se mantiene el Aporte Fiscal Directo así como también otros recursos basales que se establecen en la Ley de Presupuestos, tales como el Basal por Desempeño.
27 Cabe recordar que dentro de los invitados que fueron recibidos por la Comisión, asistieron los representantes de la Corporación de Beneficencia Alemana, quien plantearon los problemas que representaba la iniciativa de ley para su actual relación de funcionamiento con la referida casa de estudios.
28 El documento se denomina “Estimación Trayectoria de ingreso a la política de gratuidad en la Educación Superior”.

29 En dicho informe se dispone que se estima que los ingresos fiscales estructurales representan un 22.6% del PIB tendencial para el año 2018 y que la elasticidad de los ingresos fiscales estructurales en relación con el PIB tendencial se estima en 1.15.

30 Documento ya citado.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DEL SEÑOR CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE PROMUEVE UNA CONTIENDA DE COMPETENCIA, AL TENOR DE LO DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 53, N° 3, DE LA CARTA FUNDAMENTAL, EN RELACIÓN CON EL RECURSO DE CASACIÓN EN EL FONDO DEDUCIDO ANTE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA EN LOS AUTOS ROL N° 76325-2016, CARATULADOS “RODRÍGUEZ MENDOZA HÉCTOR EDUARDO CON DIRECCIÓN GENERAL DE AERONÁUTICA, FISCO DE CHILE”, RADICADOS EN LA CUARTA SALA DE ESA EXCELENTÍSIMA CORTE

(S 1.913-03)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar la contienda de competencia indicada en el epígrafe.


A las sesiones en que se analizó este asunto asistieron el Honorable Senador señor Carlos Bianchi; el Ministro de la Excma. Corte Suprema, señor Sergio Muñoz; el Contralor General de la República, señor Jorge Bermúdez; el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, señor Juan Ignacio Piña y los abogados, señores Héctor Rodríguez, Cristián Maturana, Raúl Núñez, Sebastián Soto, Raúl Tavolari, Alejandro Vergara, y Francisco Zúñiga.


Concurrieron, asimismo, el Contralor Regional de Valparaíso, señor Víctor Hugo Merino; la Fiscal, señora Carolina Requena; el Jefe de Gabinete del Contralor, señor Carlos Peña; la Jefa de la Unidad de Estudios Legislativos, señora Pamela Bugueño y el abogado de esa Unidad, señor Nelson Salazar; el Jefe Jurídico, señor Camilo Mirosevic; los asesores, señores Alejandro Valenzuela y Julio Recordón; la Jefa del Departamento de Comunicaciones, señora Elena Martínez; el Encargado de Protocolo, señor Andrés Marchant; las abogadas, señoras Loreto Valenzuela y Liliana Díaz; el periodista, señor Hans Lagos y la fotógrafa, señora Grisell Fuentealba. 


Asistieron, además, la Directora de Estudios de la Excma. Corte Suprema, señora Constanza Collarte y el Subdirector de Estudios, señor Alejandro Soto. 


También concurrieron la Jefa de Gabinete del señor Presidente Del Consejo de Defensa del Estado, señora Pamela Villagrán y el periodista, señor José Berríos. 


Asimismo, concurrió el Presidente Nacional de la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, señor José Pérez; el Secretario Nacional, señor Javier Norambuena; el Secretario, señor Juan Cárcamo; el Tesorero Nacional, señor Oscar Araya; la Presidenta de la Base Regional Metropolitana, señora Beatriz Cares; los Directores Nacionales, señora Lucrecia Flores y señor Javier Villarroel; el Director Nacional de Isla de Pascua, señor Gonzalo Silva; el Dirigente Nacional, señor Christian Miranda; las Dirigentes Regionales, señoras Macarena González y Delia Gaete, y la periodista, señora Verónica Torres.


Igualmente estuvieron presentes, el abogado, señor Hugo Botto; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señoras Vanessa Astete y Francisca Soto y señor César Pérez; el Jefe de Asesores Jurídicos del Ministerio de Defensa, señor Sebastián Salazar acompañado por la asesora Jurídica del Gabinete del Ministro, señora Javiera Ascencio y por el asesor, señor Iván Couso. De igual manera asistieron el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; la asesora del Honorable Senador señor Lagos, señora Leslie Sánchez; los asesores del Honorable Senador señor Espina, señores Nicolás Duhalde, Pablo Urquízar y Andrés Aguilera; los asesores del Honorable Senador señor De Urresti, señor Claudio Rodríguez y señora Melissa Mallega; el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Juan Pablo Olmedo; la asesora de prensa del Honorable Senador señor Larraín, señora Daniela Lazo; el asesor de la Honorable Senadora señora Allende, señor Rafael Ferrada; el asesor del Honorable Senador señor Bianchi, señor Claudio Barrientos; el Jefe de Asesores del Comité PS, señor Héctor Valladares; el asesor del Comité PS, señor Juan Peña; el asesor del Comité DC, señor Robert Angelbeck; los asesores del Comité PPD, señora Catalina Wildner y señor Sebastián Abarca, y el asesor del Comité UDI, señor Héctor Mery.


Finalmente, hacemos presente que durante el estudio de esta materia, ejercieron sucesivamente la Presidencia de la Comisión, el Honorable Senador señor Pedro Araya Guerrero y el Honorable Senador señor Felipe Harboe Bascuñán.

.-.-.-

ANTECEDENTES DE DERECHO

I. Constitucionales

1. El artículo 53, N° 3), de la Constitución Política prescribe que es atribución exclusiva del Senado “conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia.”.

II. Reglamentarios y práctica parlamentaria

En la resolución de este asunto se debe cumplir con el siguiente procedimiento.

2.1. Una vez presentada la contienda de competencia se debe dar cuenta de ella en la Sala del Senado. 

2.2. Resuelto lo anterior, esta Corporación debe comunicar al organismo requerido que se ha suscitado la mencionada contienda y que comenzará a conocer de ella.

2.3. Posteriormente se deben remitir los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que informe acerca de la misma.

2.4. Antes de adoptar una resolución, la Comisión debe reunir los antecedentes que se vinculan con la controversia y escuchar los planteamientos del órgano requirente y del ente requerido.

2.5. La Comisión no tiene un plazo fijo o determinado para resolver este asunto.

2.6. Concluido el trámite anterior, se debe informar a la Sala del Senado, según lo prescribe el artículo 205 del Reglamento del Senado.

2.7. La Sala del Senado debe conocer el informe y pronunciarse aceptando o rechazando la mencionada contienda de competencia.

ANTECEDENTES DE HECHO

1.- Mediante oficio N° 093000, de fecha 28 de diciembre de 2016, el señor Contralor General de la República ha promovido una contienda de competencia con la Excma. Corte Suprema.
En el aludido documento el señor Contralor explica que actualmente se encuentra en conocimiento de la Excma. Corte Suprema un recurso de casación en el fondo deducido contra la sentencia de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en causa rol 4049-2016. Agrega que la mencionada sentencia revocó el fallo de primera instancia dictado por el 29° Juzgado Civil de Santiago en causa rol 4017-2012, que rechazó la acción declarativa de mera certeza impetrada en contra del Fisco de Chile por 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), por la se que pretendía que el tribunal declarara el sistema previsional que le es aplicable.
A juicio del requirente esta es una materia que corresponde de manera exclusiva a la Contraloría General de la República, pues este órgano tiene la competencia para informar acerca del sentido y alcance de las leyes y reglamentos que rigen a los órganos de la Administración del Estado y a sus funcionarios, sin que en nuestro ordenamiento exista una acción jurisdiccional de interpretación o declaración en cuya virtud los tribunales de justicia puedan, ante una pretensión general y abstracta, declarar cuál es la preceptiva aplicable a tales órganos y servidores públicos, sustituyendo a la Entidad de Control en el ejercicio de sus atribuciones.

Añade que dado que la actuación de la Excma. Corte Suprema vulnera las atribuciones que la Constitución y la ley han entregado a la Contraloría General de la República, se ha visto en la obligación de presentar esta contienda de competencia con el objeto de que esta Corporación se pronuncie al respecto, declarando la incompetencia de la Excma. Corte Suprema para conocer de la causa rol N° 76325-2016, resguardando así las competencias que constitucional y legalmente corresponden a la Contraloría General de la República.

Luego, el señor Contralor se refiere a un conjunto de hechos que sirven de fundamento a su presentación.

En primer lugar, recuerda que con fecha 6 de marzo de 2012, el Sr. Héctor Rodríguez Mendoza, en representación de 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, interpuso una acción declarativa de mera certeza en contra del Fisco de Chile y de la Dirección General de Aeronáutica Civil, con el objeto de “poner término a la situación de incertidumbre jurídica que se ha producido con motivo de un vacío legal” relacionado con el sistema previsional que debe corresponder a los citados funcionarios. Mediante esta acción se solicitó a un juez de letras determinar cuál es el régimen previsional que correspondía al personal de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), que en concepto de la parte demandante es aquel que rige para las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile.

En segundo lugar, precisa que el 29° Juzgado de Letras en lo Civil de Santiago dictó sentencia en la causa rol N° 4017-2012 con fecha 18 de marzo de 2016, en que rechazó la acción presentada y declaró que los funcionarios de la DGAC no son parte del personal de las Fuerzas Armadas y que por ende, quedan sujetos al régimen de capitalización individual de las Administradoras de Fondos de Pensiones (A.F.P)

Posteriormente, la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, en fallo dividido, revocó la sentencia de primera instancia, acogiendo la demanda originalmente interpuesta, considerando que los funcionarios de la DGAC tienen la calidad de empleados civiles de las Fuerzas Armadas y que, por lo tanto, pueden acogerse al régimen previsional de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA).

Con fecha 26 de agosto de 2016 el Consejo de Defensa del Estado interpuso en contra de la sentencia de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago un recurso de casación en el fondo fundado en el error de derecho en que incurrió dicha Corte en su fallo.

En tercer término, hace presente que la Contraloría General de la República no fue emplazada en la causa mencionada, razón por la que solicitó tanto a la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago como a la Excma. Corte Suprema que se declarara la nulidad de todo lo obrado en la causa para ordenar la corrección del libelo y que se demande al órgano contralor en su calidad de parte interesada en el proceso. En ambos casos las Cortes denegaron estas solicitudes

En cuarto lugar, agrega que de los antecedentes expuestos queda claro que los tribunales han accedido a conocer de una acción declarativa de mera certeza que busca, sin existir algún caso controvertido en particular, que estos organismos jurisdiccionales se pronuncien de manera general y abstracta sobre el régimen previsional aplicable al personal de la DGAC, buscando de esta forma eludir la jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República, órgano al que corresponde legalmente la atribución de interpretar la normativa previsional aplicable a los funcionarios públicos.

Finalmente, puntualiza que si lo que los demandantes pretenden que se modifique el régimen previsional que les es aplicable, la vía idónea para ello la dictación de una ley que así lo disponga.

Seguidamente, el señor Contralor General se refiere a las disposiciones constitucionales y legales que respaldan su presentación.

En primer lugar señala que la Contraloría tiene la competencia para interpretar la normativa administrativa

Recuerda que el artículo 98 de la Constitución Política preceptúa que “un organismo autónomo con el nombre de Contraloría General de la República ejercerá el control de la legalidad de los actos de la Administración, fiscalizará el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes; examinará y juzgará las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de esas entidades; llevará la contabilidad general de la Nación, y desempeñará las demás funciones que le encomiende la ley orgánica constitucional respectiva”.

Luego, explica que el artículo 1° de la ley N° 10.336, Orgánica Constitucional de Organización y Atribuciones de la Contraloría precisa estas atribuciones al señalar que corresponde al citado organismo fiscalizar el debido ingreso e inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades, de la beneficencia pública y de los otros servicios sujetos a su fiscalización; vigilar el cumplimiento de las disposiciones del Estatuto Administrativo, y desempeñar, finalmente, todas las atribuciones que le encomiende dicha ley y los demás preceptos que le den intervención.

En seguida, indica que el inciso tercero del artículo 5° de ley N° 10.336 prescribe que “En los casos en que el Contralor informe a petición de parte o de jefaturas de Servicio o de otras autoridades, lo hará por medio de dictámenes”.

Asimismo, recuerda que el inciso primero del artículo 6° de la referida ley dispone que “Corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen”.

Agrega que el inciso segundo del precitado artículo dispone que “Del mismo modo, le corresponderá informar sobre cualquier otro asunto que se relacione o pueda relacionarse con la inversión o compromiso de los fondos públicos, siempre que se susciten dudas para la correcta aplicación de las leyes respectivas”.

En tanto, su inciso final preceptúa que “sólo las decisiones y dictámenes de la Contraloría General de la República serán los medios que podrán hacerse valer como constitutivos de la jurisprudencia administrativa en las materias a que se refiere el artículo 1°”.

A continuación, hace presente en atención a lo prescrito en los artículos 9° y 19 de la citada ley N° 10.336, los dictámenes de la Contraloría General son obligatorios para los órganos sujetos a su fiscalización, como también para las autoridades y funcionarios de los mismos.

Concluye esta parte de su exposición, señalando que resulta manifiesto que dicha Entidad de Control está dotada de la potestad de emitir dictámenes, facultad que importa, según se ha explicado, informar cuál es el sentido y alcance de las normas aplicables a los servidores de la Administración del Estado, entre las cuales se encuentran, por cierto, las referidas al régimen previsional al que están afectos los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, comoquiera que esta última repartición forma parte de la Administración del Estado.

Puntualiza que dicha potestad ha sido entregada a la Contraloría General de la República para que sea ejercida de una manera exclusiva, y se enmarca dentro de su función de control de juridicidad, toda vez que implica velar por el respeto al marco legal vigente.

A continuación, pasa a referirse a la jurisprudencia que la Contraloría General de la República ha dictado en materia previsional de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.

Hace presente que este organismo ha elaborado una jurisprudencia reiterada y uniforme acerca del régimen previsional que rige al personal de la mencionada Dirección. Al respecto, menciona los dictámenes números 57.281, de 2004; 4.796 de 2005; 37.117 de 2006; 42.994 de 2007; 74.525 de 2011; 57.679 de 2014, y 78.329 de 2016. En  todos ellos se ha señalado expresamente que los funcionarios que ingresaron a la Dirección General de Aeronáutica Civil después de la entrada en vigencia de la ley N° 18.458 –el 11 de noviembre de 1985- no pueden ser imponentes de la CAPREDENA, al no estar mencionados en algunas de las situaciones de excepción  que menciona el artículo 1° de dicho cuerpo legal.

Por estas razones insiste que resulta improcedente que tanto la Excma. Corte Suprema como la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago se hayan avocado al conocimiento de los asuntos vinculados a la acción declarativa de mera certeza, toda vez que tal pretensión importa que un tribunal sustituya -y no que controle- a la Contraloría General en el ejercicio de su potestad dictaminadora. Por esta vía, arguye, se persigue que un órgano jurisdiccional interprete una norma administrativa de pensiones en un sentido determinado y afirme que los funcionarios demandantes gozan de un régimen previsional que legalmente no les corresponde.

Hace presente que lo anterior resulta contrario a las bases de la institucionalidad y en particular a lo ordenado por el artículo 7° de la Carta Fundamental, en cuanto establece que los órganos del Estado actúan válidamente “dentro de su competencia” y que ninguna magistratura puede atribuirse otra autoridad que la que expresamente se le haya conferido en virtud de la Constitución o las leyes. El deber de respetar el margen de las competencias constitucionales y legales alcanza, por cierto, a todo órgano del Estado, lo que incluye también a los tribunales de justicia.

Luego el señor Contralor General se refiere a la incompetencia de los tribunales para declarar en forma general y abstracta cuál es la normativa que rige a los órganos de la Administración del Estado y a sus funcionarios.

Recuerda que el artículo 76 de la Ley Fundamental y el artículo 1º del Código Orgánico de Tribunales establecen que la “la facultad de conocer las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley”.

Añade que el artículo 4° del mencionado Código Orgánico dispone que “Es prohibido al Poder Judicial mezclarse en las atribuciones de otros poderes públicos y en general ejercer otras funciones que las determinadas en los artículos precedentes”.

Además, consigna que, de acuerdo al artículo 5° de dicho cuerpo normativo, el Poder Judicial, está integrado, entre otros tribunales, por la Excma. Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y los Juzgados de Letras.

Luego, destaca que del análisis del Título III “De los Jueces de Letras” del Código Orgánico de Tribunales no se advierte la existencia de disposición alguna que confiera a dichos tribunales la facultad de declarar, en forma general y abstracta –y no en el marco de un conflicto específico entre partes-, cuáles son las normas que rigen a la Administración del Estado y a sus funcionarios y mucho menos los preceptos sobre pensiones y jubilaciones que les resulten aplicables.

Agrega que lo que piden los demandantes en la acción interpuesta originalmente ante el 29° Juzgado de Letras en lo Civil de Santiago, no es que éste revise la legalidad de un determinado acto administrativo, o que analice alguna actuación o decisión de la Contraloría, ni que decida si a determinada persona le asiste un derecho que le es denegado por otra. Por el contrario, lo que se pretende es que el tribunal declare en abstracto cuál es el régimen previsional que rige a la generalidad de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, es decir, que interprete una norma administrativa sobre pensiones y jubilaciones.

Hace presente que al avocarse los mencionados tribunales al conocimiento de esta causa, están vulnerando la prohibición expresa del citado artículo 4° del Código Orgánico de Tribunales, y contravienen el artículo 7° de la Constitución Política de la República, toda vez que ello implica inmiscuirse en el ejercicio de una atribución propia de la Contraloría General, no mediante el control de su actuación, sino lisa y llanamente sustituyéndola en tal cometido.

Precisa que esta situación altera el sistema y orden institucional establecido en nuestro ordenamiento jurídico e implica una transgresión de los límites que la Constitución y las leyes han fijado con el fin de que los distintos órganos del Estado actúen dentro de su ámbito de competencia.

Seguidamente explica que el principio de inexcusabilidad no puede utilizarse en este caso como justificación para que los tribunales de justicia conozcan de todos los asuntos que son promovidos ante ellos. Asevera que en conformidad al inciso segundo del artículo 76 de la Constitución y del artículo 10 del Código Orgánico de Tribunales, tal principio sólo rige cuando se trata de “negocios de su competencia”, condición que no se verifica en este caso.

Asimismo, hace presente que la Contraloría General ha intentado hacerse parte en el mencionado juicio, con el objeto de ejercer las vías procesales para que fuera el propio tribunal el que declarase su incompetencia para conocer de este asunto. Sin embargo, en  resoluciones de fecha 30 de septiembre y 7 de diciembre de 2016, de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago y la Excma. Corte Suprema, respectivamente, denegaron estas solicitudes resolviendo, sin más, “ocúrrase ante quien corresponda”.

Puntualiza que lo que busca la Contraloría General con la promoción de la presente contienda de competencia es evitar que ella sea sustituida por los tribunales en el ejercicio de una atribución que el ordenamiento jurídico le confiere en forma exclusiva –cual es la de dictaminar en las materias ya señaladas-, con una grave afectación de la autonomía que la propia Constitución le otorga.

Precisa que lo anterior no obsta, por cierto, a que los dictámenes de ese Organismo Contralor puedan ser impugnados y controlados en sede jurisdiccional a través de las acciones y mecanismos procesales correspondientes.

Seguidamente, el señor Contralor General pasa a referirse a la forma en que se produce la contienda de competencia.

Explica que una contienda de competencia supone que dos órganos distintos se atribuyen facultades para resolver una misma materia. Siguiendo a la doctrina autorizada en la materia, para plantear una contienda de competencia “es preciso que concurran los siguientes requisitos: que al menos dos órganos, de igual o de distinta naturaleza, pretendan estar habilitados para conocer y decidir el mismo asunto; que se trate de un asunto concreto y determinado; y que su resolución definitiva se encuentre pendiente al momento de plantearse el conflicto” (Lautaro Ríos, 1994).

Así, la contienda de competencia supone la existencia de dos órganos ejerciendo igual función en relación con una misma materia, situación que es imperativo superar a través de los mecanismos previstos en el ordenamiento constitucional, por cuanto su subsistencia pugna con principios fundamentales de la organización del Estado.

Agrega que es precisamente esto lo que sucede en la especie, toda vez que mediante la acción declarativa de mera certeza los demandantes han pretendido que un organismo jurisdiccional se pronuncie sobre el sistema previsional aplicable a los funcionarios civiles de la Dirección General de Aeronáutica Civil, materia sobre la cual corresponde informar de forma exclusiva a un órgano constitucionalmente autónomo, a saber, la Contraloría General de la República.

Añade que lo que realmente persiguen los actores mediante esta acción es dejar sin efecto la jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República, toda vez que las declaraciones que solicitan son discordantes con la interpretación sostenida por la Entidad Contralora en diversos dictámenes. Puntualiza que se trata de una acción sibilina que busca eludir la jurisprudencia del organismo contralor.

Manifiesta que señalar que la atribución de informar sobre este asunto que corresponda a la Contraloría General de la República en caso alguno significa que se esté negando la posibilidad de los funcionarios afectados de recurrir a los tribunales de justicia, ni se pretende que las actuaciones de la Contraloría queden exentas del control judicial. Sin embargo, la vía legal para que un tribunal pueda avocarse al conocimiento de esta materia es a través de la impugnación del acto administrativo correspondiente, cosa que no ha ocurrido con la especie.

Luego hace presente que las acciones de interpretación –tales como la acción declarativa de mera certeza que se intenta en la especie- no tienen un reconocimiento general en la legislación nacional, ya que el requisito esencial para demandar es que exista una controversia. Prueba de ello son los casos en que el legislador ha entregado expresamente a un tribunal dicha competencia interpretativa. Al respecto cita el ejemplo de las atribuciones interpretativas reconocidas en jurisdicciones especiales, tales como la que detenta el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en virtud del artículo 18 N° 2 del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973.

Explica que la inexistencia de este tipo de acciones judiciales en el ámbito del derecho administrativo tiene su justificación, precisamente, en que tal función interpretativa le está encomendada por ley a la Contraloría General de la República. Ello, tal como lo ha reconocido la doctrina (Pedro Pierry Arrau, 2005, p 81) y la jurisprudencia de la Excma. Corte Suprema que dentro de los dictámenes que corresponde emitir al citado órgano Contralor, distingue aquellos “que no son creadores de derechos y que tienen por objeto instruir a la Administración respecto al alcance o interpretación que debe darse a algún precepto legal”. (SCS. Roles N° 10.449-2011 y N° 1201-2013).

Luego, insiste que el hecho de que tanto la Excma. Corte Suprema como la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago se hayan avocado al conocimiento del asunto ventilado en la mencionada demanda constituye una interferencia de funciones, que representa un menoscabo en el ejercicio de las competencias que de acuerdo a la Constitución y la ley corresponde ejercer a la Contraloría General de la República. En efecto, según dispone el artículo 6° de la ley N° 10.336, corresponde exclusivamente al Contralor pronunciarse sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen.

Así lo ha reconocido la misma jurisprudencia de los tribunales de justicia, pudiendo citarse al efecto el fallo del 3er Juzgado Civil de Santiago, confirmado por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, dictado en demanda de nulidad de derecho público rol N° C-20082-2013, caratulada “Norambuena con Contraloría General de la República”, en cuyo considerando décimo séptimo sostuvo que “ la competencia de la Contraloría General de la República para informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, está expresamente radicada en ella y en forma exclusiva por el artículo 6° de la ley N° 10.336, previamente citado, debiendo el Contralor abstenerse de tomar razón de aquellos actos que en su criterio pugnen con la legalidad, facultad que le es propia”. 

Reitera que el artículo 7° de la Constitución Política de la República, establece que “Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley”. Agrega esta disposición que “Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.  Todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale”.  La norma constitucional citada es expresión del principio de legalidad que forma parte de las bases de la institucionalidad del ordenamiento jurídico nacional. Para su cumplimiento, es esencial que todos los órganos  estatales, lo que incluye a los tribunales de justicia, actúen dentro de su ámbito de competencias, estándoles vedado atribuirse competencias que la ley ha conferido a otros órganos, como ocurre en particular con la Excma. Corte Suprema, que actualmente conoce del recurso de casación en el fondo respecto del fallo de segunda instancia dictado en la causa planteada por los demandantes, el que también fue dictado fuera de la competencia de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago.

Conforme a lo anteriormente expuesto, afirma que resulta evidente que se configura una contienda de competencia, al atribuirse un organismo jurisdiccional –en este caso, la Excma. Corte Suprema y previamente, la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago- el ejercicio de una competencia que tanto la Constitución como la ley han radicado en la Administración, y específicamente en la Contraloría General de la República, tal como lo ha reconocido la jurisprudencia judicial y administrativa.

A continuación, en el acápite cuarto de su presentación, el señor Contralor General se refiere a las atribuciones del Senado para conocer de la presente contienda de competencia.
Recuerda que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 53 N° 3) de la Constitución Política de la República, el Senado es competente para conocer de “las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia”. 

En consecuencia, dado que, por una parte, la Contraloría General de la República constituye una autoridad administrativa y, por otra, que la Excma. Corte Suprema forma parte de los tribunales superiores de justicia, corresponde a esta Corporación conocer y resolver esta contienda de competencia.

A mayor abundamiento indica que en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.575 -Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado-, la Administración del Estado está constituida, entre otros órganos creados para el cumplimiento de la función administrativa, por la Contraloría General de la República. Por otra parte, la Excma. Corte Suprema es el máximo tribunal del país y es indiscutible que forma parte de los tribunales superiores de justicia, así como la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, que se pronunció sobre la causa en segunda instancia.

Recuerda que en el pasado esta Corporación conoció diversas contiendas de competencia promovidas por la Contraloría General de la República, en los años 1993, 1994 (dos), 1999 y 2000. Mientras la contienda de competencia promovida el año 2000 no concluyó su tramitación, en las restantes el Senado declaró la incompetencia de los tribunales superiores de justicia para conocer de las causas que motivaron las respectivas contiendas de competencia, por tratarse de atribuciones propias de la Contraloría General de la República.

Finalmente, con el mérito de los antecedentes y consideraciones expuestos, hace presente que promueve esta contienda de competencia ante el Senado, en conformidad con el mencionado artículo 53 N° 3) de la Constitución Política.

En particular formula las siguientes peticiones a esta Corporación:

I. Que el Senado se sirva darle trámite y que, en definitiva, declare que la Excma. Corte Suprema, al avocarse al conocimiento del recurso de casación en el fondo rol N° 76325-2016, deducido en contra de la sentencia de segunda instancia dictada por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en la causa “Rodríguez Mendoza con Fisco”, se ha atribuido una competencia que no le corresponde, desconociendo las facultades que de forma exclusiva el artículo 6° de la ley N° 10.336 otorga a la Contraloría General de la República.

II. Se sirva oficiar a la Excma. Corte Suprema, a fin de que se inhiba de seguir conociendo del citado recurso en causa rol N° 76325-2016, suspendiendo su tramitación mientras se resuelve la presente contienda.

III. Se sirva citar al Contralor General para oír sus planteamientos respecto de la contienda de competencia que se promueve.


2.- Mediante oficio Nº 360/SEC/16, de 28 de diciembre de 2016, el señor Presidente del Senado puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema que se había suscitado la mencionada contienda de competencia y que se harían llegar los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para los fines reglamentarios pertinentes.


3.- Con fecha 3 de enero de 2017, se dio cuenta de este requerimiento en la Sala del Senado y se determinó que pasara a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


4.- Mediante oficio CL/06/ 2017, de 5 de enero de 2017, se invitó al Contralor General de la República, señor Jorge Bermúdez Soto, para que expusiera ante esta Comisión.


En la referida oportunidad, el señor Contralor General, expresó que concurría a esta Comisión con el objeto de hacer su planteamiento en función de la contienda de competencia que ha interpuesto ante el Senado, solicitando que esta Corporación ejerza las atribuciones establecidas en el artículo 53, número 3 de la Constitución Política, y declare que la Excma. Corte Suprema carece de la competencia para seguir conociendo de la causa rol N° 76.325-2016. 


Agregó que la contienda se originó por la acción declarativa de mera certeza en la que 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC) solicitaron a los tribunales civiles que interpretaran la normativa administrativa para definir el régimen previsional aplicable a ellos.  


Manifestó que no es la intención de la Contraloría General de la República, y menos del Contralor, estar en conflicto permanente con el Poder Judicial. Indicó que tanto los tribunales de justicia como el máximo órgano contralor forman parte de la institucionalidad del Estado de Derecho en nuestro país.


Declaró que la contienda de competencia es un mecanismo institucional establecido en la Carta Fundamental, la cual dispone que el Senado debe conocer de aquellas que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia. Afirmó que el referido mecanismo constitucional se ejerció reiteradamente por parte de la Contraloría en la década de 1990, a propósito de recursos de protección que se interponían respecto del ejercicio de la facultad de toma de razón que corresponde a dicho organismo.


Hizo presente que el mecanismo de la contienda de competencia busca que se respete lo establecido en el artículo 7° de la Constitución Política de la República, es decir, que los órganos del Estado actúen en la forma en que prescribe la ley y dentro de su competencia. La mencionada norma establece, además, que ninguna magistratura, ni aun a pretexto de circunstancias excepcionales, puede atribuirse otra autoridad o derechos que los que expresamente les hayan entregado la Constitución o las leyes.


Apuntó que se trata de una contienda en sentido estricto, toda vez aborda el ejercicio de una facultad que la Contraloría entiende que le corresponde, esto es, la de interpretar en un sentido general una disposición administrativa, y que hoy está siendo conocida por la Cuarta Sala de la Corte Suprema.


Sostuvo que la mencionada contienda afecta también al Congreso Nacional y al Ejecutivo en su calidad de colegislador, porque la solución al problema que han planteado los demandantes es de índole legislativa. Advirtió que el legislador resolvió el tema el año 1985 y tuvo la oportunidad de volver a hacerlo el año 2014, dejando sentado que esas modificaciones no incluían a los demandantes, porque no consideraba a la Dirección General de Aeronáutica Civil.


Reiteró que la contienda de competencia surge a partir de una demanda denominada de declaración de mera certeza, en la que se busca que, atendida la situación de incertidumbre jurídica y de vacío legal, los tribunales de justicia reviertan la situación de incertidumbre y colmen el mencionado vacío.


Sin embargo, aclaró, en la demanda no se menciona que existe un cuerpo legal que resolvió el asunto sometido al conocimiento de los tribunales de justicia, a saber, la ley N° 18.458 del año 1985 y que, además, existe una copiosa jurisprudencia administrativa que ha hecho aplicación de dicha ley en esta materia. Por lo tanto, recalcó que no existe tal vacío y tampoco puede decirse que haya incertidumbre jurídica respecto del régimen legal que es aplicable a esos funcionarios.


Consignó que la Constitución Política, en su artículo 98, dispone que la Contraloría General de la República es un organismo autónomo, al que le corresponde ejercer el control de la legalidad de los actos de la Administración. 


Asimismo, connotó que al mentado organismo se le ha conferido la facultad dictaminadora. Subrayó que ella se ejerce intensamente por la Contraloría y consiste en informar de una manera obligatoria y exclusiva sobre ciertas materias administrativas.


Añadió que dicha facultad se traduce, básicamente, en informar sobre el derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones y montepíos que afectan a los funcionarios del sector público. Por lo tanto, destacó que es claro el tenor literal que consagra el artículo 6° de la Ley sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.


Recordó que la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado, define que un tipo de acto administrativo es el dictamen. Destacó que este último es impugnable. 


Subrayó que lo que hubiese deseado la Contraloría, como ocurre en cientos de casos, es que esos dictámenes fuesen impugnados y que, por lo tanto, el organismo que representa hubiese sido emplazado y llevado a juicio, para tener la oportunidad de decir qué es lo que según su perspectiva corresponde en derecho, generándose asimismo la debida bilateralidad que debe existir en todo proceso. Aclaró, en ese mismo orden de ideas, que no se puede sustituir el ejercicio de la facultad dictaminadora por la acción declarativa de mera certeza interpuesta. 


Señaló que la mencionada atribución le corresponde a la Contraloría el cumplimiento de lo estipulado en el artículo 6° de la ley N° 10.336 que, en lo pertinente, dispone. Corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen.”.


Agregó que ese es el ámbito en que la Contraloría debe ejercer su facultad. Lo anterior se plasma en la jurisprudencia administrativa, obligatoria para el sector público. Expresó que la referida jurisprudencia es acotada, es decir, versa solo sobre materias administrativas. 


Precisó que, desde el punto de vista de sus efectos, los dictámenes son revisables por los tribunales de justicia.


Hizo presente que la Contraloría, al ejercer la facultad antes nombrada, está diciendo cuál es el sentido y alcance de la ley y, si alguien no está de acuerdo con su interpretación, puede acudir a los tribunales e impugnarla a través de las vías procesales existentes.   


Acto seguido, el señor Contralor señaló que en materia de pensiones, la aplicación que se ha hecho por parte de la Contraloría de la ley N° 18.458 ha sido consistente, reiterada y está plenamente vigente. Relató que es uniforme, a diferencia de otros casos más complejos, porque lo único que se hace es aplicar directamente la ley, toda vez que esta última es clara.


Asimismo, indicó que es reiterada, ya que son seis los Contralores Generales que sucesivamente han hecho la misma aplicación de la normativa vigente, a saber, los señores Osvaldo Iturriaga, Arturo Aylwin, Gustavo Sciolla, Ramiro Mendoza, Jorge Bermúdez y señora Patricia Arriagada, quien subrogó en el cargo al titular. 


Reiteró que si alguien no estuviera de acuerdo con lo que ha dictaminado la Contraloría debe impugnar la actuación del mencionado organismo. Sin embargo, cuando se ejerce la acción declarativa de mera certeza, que busca determinar en abstracto cuál es el régimen jurídico aplicable, lo que se está haciendo es sustituir al organismo contralor y a la ley, por la vía de una acción sibilina, a fin de obtener un resultado que no corresponde.


Recalcó que la Contraloría General de la República está sometida al control de los tribunales de justicia, pero para que ello acontezca debe ser llevada a juicio. Asimismo dicho organismo es sujeto de control por el Poder Legislativo. Hizo referencia a las diecisiete ocasiones que ha asistido al Congreso Nacional para dar cuenta en las distintas Comisiones y en Sala de distintas actuaciones de la institución a su cargo.


Hizo presente que en otra contienda de competencia planteada en virtud de una demanda que conocía el Vigésimo Noveno Juzgado Civil de Santiago, este último invocando, el principio de inexcusabilidad, no se abstuvo de conocer del asunto sometido a su decisión.


Remarcó que para que pueda operar el precitado principio deben darse ciertos supuestos, así, debe ser reclamada la intervención del tribunal en forma legal. 


Añadió que, en segundo lugar, debe existir una cierta bilateralidad, es decir, que los sujetos a quienes va afectar el fallo también hayan podido plantear sus alegaciones y sus defensas, situación que no ha acaecido en el presente caso.


Consignó que la Contraloría solicitó la nulidad de todo lo obrado en las causas respectivas, debido a la falta de emplazamiento. Sin embargo, la respuesta que obtuvo fue un lacónico: “Ocúrrase ante quien corresponda”.


Expuso que para que el juez pueda entrar a conocer de un asunto, debe tratar de una materia que sea de su competencia. Advirtió, en ese sentido, que el artículo 4° del Código Orgánico de Tribunales señala: “Es prohibido al Poder Judicial mezclarse en las atribuciones de otros poderes públicos y en general ejercer otras funciones que las determinadas en los artículos precedentes.”.


Apuntó que para que un tribunal conozca de un asunto y lo falle, previamente debe existir un conflicto jurídico, y aquello no ha existido. Reiteró que los demandantes solicitaron que se fije, a través de una interpretación, cuál es el régimen previsional aplicable a un grupo de 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.


Enfatizó que este solo hecho debiese llevar a concluir que la contienda de competencia debe ser acogida. 


Manifestó que ha sido muy criticado por una expresión utilizada ante el Tribunal Constitucional, en que dijo que “acoger lo pretendido por los demandantes en el otro juicio y al sustituir tanto al Poder Legislativo como a la Contraloría se podría llegar a un pretendido gobierno de los jueces”. Se ha señalado que correspondió a una frase agraviante. No obstante, en ningún caso fue su intención causar esa reacción, sino más bien todo lo contrario, ya que aquella es una expresión académica de antigua data y que busca graficar qué ocurre cuando un poder ingresa en el ejercicio de las atribuciones de otro. 


Reseñó que fue la propia Corte Suprema la que utilizó dicha expresión en un fallo del año 2014. En él se dijo: “Al juez le corresponde el control de la legalidad de los actos de la Administración, pero bajo ningún aspecto puede sustituirse a ella, ordenándole la actuación a seguir. No puede caer en la tentación de hacerlo, siendo ello una de las primeras reglas en materia contencioso administrativa, como corolario de la separación de poderes. El juez no es un gobernante y como se señala por los autores: “Ay del país en el que gobiernen los jueces, ya que ellos no son los elegidos por el pueblo para gobernar y su legitimidad se fundamenta en lo que se refiere a lo contencioso administrativo en la necesidad de un Estado de Derecho, de resguardar el principio de legalidad, contando para ello con un control jurisdiccional de la actividad administrativa.”.”.


Recalcó que la mencionada locución no es ofensiva e insistió que el propio Máximo Tribunal, en sentencia de la Tercera Sala, del 4 de noviembre de 2014, la utilizó.


Añadió, entonces, que se está ante una paradoja cuando se demanda la mera certeza, porque si se acogiese lo que pretenden los demandantes, lo que se produciría sería todo lo contrario a la mera certeza, porque no existe ningún vacío legal respecto de esta materia. Connotó que la jurisprudencia de la Contraloría solo ha aplicado lo que prescribe la ley N° 18.458. Hizo presente que si prosperase lo que persiguen los actores de autos solo beneficiaría a 1.331 funcionarios. Se preguntó, por tanto, qué pasaría con los demás funcionarios del mismo servicio.


Sostuvo que la acción incoada también genera incerteza, toda vez que la Contraloría no ha sido emplazada. Agregó que no se ha respetado ningún plazo de prescripción, porque desde el año 1991 la jurisprudencia administrativa ha utilizado un mismo criterio en relación con las pensiones. 


Precisó que 68 de los demandantes ya están pensionados en el sistema de las Administradoras de Fondos de Pensiones. Es decir, no son solo funcionarios de la DGAC, sino que también se está en presencia de ex funcionarios que ya están recibiendo su jubilación.


Manifestó que los funcionarios del organismo antes mencionado históricamente han reclamado por su situación previsional. En efecto, ellos han pretendido ser incorporados al régimen de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional o que les mejoren sus futuras pensiones. 


Relató que también han realizado gestiones ante el propio Congreso Nacional. De hecho, el señor Bermúdez destacó que conoce tres proyectos de acuerdo del Parlamento en que se insta al Ejecutivo a que envíe un proyecto de ley que solucione el problema previsional de los funcionarios de la DGAC. Dichas acciones dan cuenta de que la solución a su problema se enmarca en la vía legislativa.


En cuanto a los efectos prácticos de que se acoja la demanda, expuso que se proyectan en tres dimensiones. La primera, de índole administrativa, ya que en la medida que se jubilen deberían ser pensionados por parte de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional. Esa resolución tendría que enviarse a la Contraloría para la correspondiente toma de razón. Se preguntó cómo podría tomar razón este organismo si la decisión va en contra de la ley N° 18.458, y de la jurisprudencia administrativa. Cómo podría ser obligada la Contraloría si ni siquiera ha sido parte en el juicio que ordena el traspaso de los funcionarios al sistema de Capredena, se preguntó.


El segundo problema, aseguró, es de orden legislativo, ya que la ley N° 20.735, que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile, expresamente dejó fuera de ese sistema de previsión a los funcionarios de la DGAC.


Destacó que el tercer efecto corresponde al económico, puesto que de acuerdo a los cálculos que ha hecho la Contraloría General de la República, si se acoge la demanda de los 1.331 funcionarios, en un lapso de 30 años impactaría al erario público en la suma de $300.000.000.000.-


Añadió que, según la Dirección de Presupuestos, si todos los funcionarios de la DGAC pasasen al sistema de Capredena, costaría en el lapso de 30 años la cifra de $900.000.000.000.-


Recordó que la Caja de Previsión de la Defensa Nacional cada año requiere más de $ 1.000.000.000.000 de presupuesto.


Enseguida, indicó que el ordinal 2° del artículo 19, de la Carta Fundamental, a propósito del principio de igualdad, dispone: “En Chile no hay persona ni grupo privilegiados.” Hizo presente que de acogerse la demanda de los funcionarios latamente mencionados se consolidaría una situación de privilegio que deberían solventar todos los chilenos con sus impuestos.


Concluyó señalando que solicita se acoja la contienda de competencia, que se declare que la Corte Suprema no tiene competencia para conocer de este asunto y que se disponga que la resolución de la materia en disputa corresponde exclusivamente a la Contraloría General de la República.


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra a los Senadores presentes.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que de lo señalado por el señor Contralor se puede deducir que la Contraloría no está objetando que los tribunales de justicia puedan pronunciarse respecto de la legalidad de un dictamen. Entendió que se está en presencia de una acción de mera certeza de carácter genérico abstracto, en el que la Contraloría no ha sido emplazada, y que la atribución de definir concretamente los sistemas previsionales de los funcionarios de la Administración corresponde a la Contraloría General de la República. Agregó que el procedimiento correcto consistíría en recurrir del dictamen respectivo al tribunal de justicia competente.


Preguntó si los dictámenes tienen plazo de prescripción.


El Honorable Senador señor Larraín agradeció, en primer término, la exposición del Contralor. Consultó cuándo los tribunales de justicia pueden ejercer control jurisdiccional sobre los dictámenes o resoluciones de la Contraloría. Constató, asimismo, que la Contraloría objeta que la declaración de mera certeza priva al mencionado organismo de la decisión que a éste le corresponde de acuerdo al artículo 6° de la ley N° 10.336.


Destacó que la contienda de competencia se traba por el hecho de que la Contraloría no pudo ejercer la atribución conferida por el artículo 6° de la ley orgánica que la rige.


Solicitó al señor Contralor una explicación respecto del alcance del artículo 6° antes citado. Le consultó, asimismo, a quién informa sobre la correcta aplicación de una ley. Inquirió si ello consiste en un acto de interpretación o de jurisprudencia administrativa. Por último, pregunto cuál es el alcance exacto de la expresión “informar para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen”. Lo anterior, para entender si la función privativa de la Contraloría sería incompatible con un acto o pronunciamiento de un tribunal de justicia.  


Además, pidió que se tenga a la vista el fallo del Tribunal Constitucional recaído en contienda de competencia sobre la misma materia entre la Contraloría y el 29° Juzgado de Letras en lo Civil de Santiago.


Constató que no es competencia de la Comisión pronunciarse sobre el fondo del asunto. Planteó la circunstancia de que existe en Chile un régimen común y general de pensiones, que se aplica a todos los funcionarios públicos y privados, salvo las excepciones que la ley determine. Afirmó que éstas están concentradas en el régimen especial que se les aplica a las Fuerzas Armadas y de Orden, por sus características especiales. 


Finalmente, consultó cuántos serían los posibles beneficiarios si se aceptara el planteamiento de los funcionarios de la DGAC y se incluyera a otros por alcance de jurisprudencia.


El Honorable Senador señor De Urresti manifestó no estar de acuerdo con lo señalado por el señor Contralor sobre el hecho de que la acción declarativa de mera certeza apunta a una situación abstracta. Constató que los funcionarios que interpusieron la acción están ejerciendo legítimamente un derecho.


En segundo lugar, expresó que el Consejo de Defensa del Estado ha representado los intereses del Estado en el juicio que provocó la contienda. Por lo tanto, entiende que ha habido bilateralidad de la audiencia.


Finalmente, consultó al señor Contralor por la forma en que han fallado los tribunales en estas materias, dado que de su postura se infiere que se da por entendido que la Corte Suprema ratificará el fallo de la Corte de Apelaciones.


El Honorable Senador señor Bianchi agradeció la presentación del señor Contralor. Luego, pregunto cómo se puede entender hoy que al interior de la DGAC existan dos categorías de funcionarios, puesto que alrededor de 800 funcionarios están bajo el régimen previsional de las Fuerzas Armadas y de Orden.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, inquirió si existe alguna persona que haya recurrido en contra de un dictamen de la Contraloría, que le haya negado la posibilidad de pensionarse a través de Capredena.


Solicitó información respecto del juicio, ya que resulta sorprendente el desconocimiento por parte de la Contraloría del conflicto judicial que dio origen a la contienda. Inquirió por la relación de este último organismo con el Consejo de Defensa del Estado.


Finalmente, preguntó quién lleva a cabo la representación judicial de la Contraloría General de la República.


El Contralor General de la República, señor Bermúdez, manifestó que la Contraloría debe acatar la decisión de un tribunal de justicia que se pronuncia sobre un dictamen que ha sido impugnado. Connotó que no hay un problema de sometimiento al control jurisdiccional. Agregó que la situación que motivó la contienda es distinta, ya que habiendo jurisprudencia, y no existiendo dudas respecto a la aplicación de la preceptiva, los demandantes obviaron la jurisprudencia, la normativa y la Contraloría.       


Recalcó que el gran problema que aquí se presenta es que se produce un conflicto de sustitución de facultades.


En relación con los plazos de prescripción, expresó que los actos administrativos se pueden impugnar. Así, se puede solicitar la invalidación del acto administrativo en un plazo de dos años ante la propia Administración y aquello puede ser luego impugnado. Incluso, en algunos casos se ha dicho que el plazo para impugnar es imprescriptible. Relató que en otras situaciones la Corte Suprema ha aplicado la regla de la prescripción que está establecida para las acciones de lato conocimiento en el Código Civil, es decir, 5 años. 


En lo que atañe a las preguntas formuladas por el Honorable Senador señor Larraín, destacó que en cuanto al contenido y alcance del artículo 6° de la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República, le corresponde a la Contraloría informar sobre determinadas materias, con el objetivo de que se apliquen correctamente las leyes y reglamentos por parte del sector público. 


Remarcó que los artículos 5°, 9° y 19 del cuerpo legal antes mencionado dan respuesta a este asunto, porque éstos le otorgan al órgano contralor la atribución de resolver y dictaminar de manera definitiva. 


Añadió que cada vez que se le ha otorgado potestades interpretativas de la ley administrativa a un servicio público nuevo ha sido en desmedro de la facultad interpretativa general que tiene la Contraloría. 


Advirtió que no puede tener conocimiento de lo que resolverá la Cuarta Sala de la Corte Suprema, pero sí tiene certeza respecto de que la fijación del régimen previsional corresponde a la facultad dictaminadora de la Contraloría, atribución que no tiene un tribunal de justicia. Lo anterior, por aplicación del artículo 4° del Código Orgánico de Tribunales.


En relación con el fallo del Tribunal Constitucional, en una materia exactamente igual a la que dio origen a la presente contienda de competencia, se señaló que los tribunales de justicia eran incompetentes para conocer de este asunto, concluyó.


A continuación, destacó que la ley Nº 18.458 aclaró las dudas que se generaron con la dictación del D.L. N° 3.500. En efecto, el primer cuerpo legal detalló quiénes se regirían por el sistema previsional de Capredena y no incluyó a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. Por lo tanto, desde el año 1985 en adelante, todo aquel funcionario que ingresó a la DGAC estuvo adscrito al régimen general de pensiones. Agregó que la afiliación a Capredena es excepcional y así debe ser entendida. Graficó que quienes se encuentran sometidos al mencionado sistema, son aquellos que han jurado a la bandera defender con su vida a la Patria. 


Consignó que el número de beneficiarios del sistema, si se acoge la demanda, incluidos aquellos que se puedan encontrar en una situación similar (Asmar, Enaer, Famae, etcétera) asciende a un número entre 15.000 y 20.000 funcionarios. Reiteró que si se considera solo a los 1.331 funcionarios demandantes, significaría un costo para el Estado de $300.000.000.000.-


Respecto de lo preguntado por el Honorable Senador señor De Urresti, indicó que utilizó el concepto “abstracto” porque los funcionarios han señalado en su demanda que, atendido el vacío legal y la incertidumbre jurídica, solicitan que esas normas se interpreten de una determinada manera. 


En lo atingente a la representación judicial por parte del Consejo de Defensa del Estado, aseveró que la Contraloría General de la República es un órgano constitucional autónomo, por lo tanto, no siempre la posición jurídica de esta última coincide con la del Consejo. Añadió que lo que hace la Contraloría es solicitar a esa entidad su intervención cuando es recurrida y esta última debe acordar representarla.


En cuanto a cómo han fallado los tribunales, precisó que no se puede anticipar una sentencia. Confirmó que una de las condiciones para que se pueda interponer una contienda de competencia es que efectivamente no exista una sentencia ejecutoriada. 


Demostró su extrañeza respecto de que la causa no esté radicada en la Tercera Sala de la Corte Suprema, dado que conoce de asuntos contencioso administrativos. Indicó que la causa se encuentra sometida a la consideración de la Cuarta Sala del máximo Tribunal.   


Aseveró que la pregunta sobre las dos categorías de funcionarios en la Administración del Estado, debe ser respondida indicando que ello ocurre en toda la Administración Pública. Relató que en la propia Contraloría ello también se verifica.


Respecto de la consulta del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, reconoció que existe jurisprudencia administrativa en materia de pensiones que ha sido impugnada, con resultados disímiles.


En relación con el juicio que motivó la contienda de competencia, observó que la Contraloría no fue notificada de la existencia del mismo. Manifestó que el citado organismo cuenta con una Fiscalía que se  dedica, entre otras cosas, a revisar las causas y en dicha labor se percataron del proceso.


Finalizó señalando que, igualmente hay un contacto permanente con el Consejo de Defensa del Estado, quien informa periódicamente sobre juicios que puedan afectar a la Contraloría General de la República.

5.-  Mediante oficio N° CL/24/2007, de fecha 12 de enero de 2017, esta Comisión invitó a S.E. el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema a exponer sobre este asunto ante la Comisión


6.- En oficio Nº CL/24/2017, de fecha 17 de enero de 2017, esta Comisión solicitó al Excma. Corte Suprema que dada la trascendencia de esta materia, el referido recurso de casación en el fondo, pendiente de resolución en la Cuarta Sala de esa Excma. Corte Suprema, no fuera resuelto mientras se encuentre pendiente esta contienda de competencia.


7.- Mediante oficio Nº 08, de 23 de enero 2017, el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema informó a esta Comisión que la Cuarta Sala de la Excma. Corte Suprema había dispuesto, con fecha 12 del mes de enero de 2017, suspender el decreto que ordenó traer los autos en relación, hasta que se resuelva por el Honorable Senado de la República la contienda de competencia promovida por la Contraloría General de la República.
8.- Con fecha 23 de enero de 2017, asistió a esta Comisión el Ministro de la Excma. Corte Suprema, señor Sergio Muñoz Gajardo, en su calidad de Presidente del Máximo Tribunal, actuando por subrogación legal. En dicha sesión hizo una presentación sobre el parecer de la Excma. Corte en relación a esta contienda de competencia. 
Inició su intervención señalando la Corte Suprema concurre ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado a expresar su parecer sobre la materia y viene en solicitar se rechace la petición del señor Contralor General de la República o se dirima la contienda, declarando que es competente la autoridad jurisdiccional para conocer del recurso de casación en el fondo interpuesto en los autos rol N° 4.017-2012 del Vigésimo Noveno Juzgado Civil de Santiago.

Sostuvo que estamos ante una contienda positiva, lo que implica que hay dos autoridades involucradas, a saber, la Contraloría General de la República y la Corte Suprema, que concurren ante un tercero imparcial para que dirima a quién le corresponde la competencia.

Agregó que el señor Contralor ha dicho que debió existir un pronunciamiento previo de la Contraloría y que, una vez emitido su parecer, podría recurrirse ante los tribunales de justicia. Además, señaló la mencionada autoridad, el legislador es quien debe resolver la materia que se demanda, si se aduce un vacío legal.

Reseñó que desde hace tiempo se han desarrollado las garantías procesales que deben estar presentes en cada uno de los litigios de carácter jurisdiccional y ellas son, principalmente, las siguientes: independencia, imparcialidad, conducta ética, probidad, respeto de los derechos fundamentales y obrar conforme a derecho.

Estimó que la más relevante en el presente caso es la que está vinculada con la imparcialidad del tercero que le corresponde resolver.

Apuntó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado: “La imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad. El juez debe aparecer actuando sin estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o indirecta, sino única y exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho.”.

Lo anteriormente transcrito corresponde asimismo a la confianza que deposita la Corte Suprema en el Senado de la República. Confirmó que el Máximo Tribunal espera que la Cámara Alta actúe como un tercero imparcial.

Precisó que el Senado no puede avocarse al conocimiento de una causa pendiente entre particulares, en este caso, la signada con el rol 4.017-2012.

Luego, indicó que la Cámara Alta tampoco puede reservar para sí, mediante una decisión oblicua, la resolución de la materia, porque la garantía fundamental de imparcialidad también debe estar dirigida a la comunidad.

Agregó que la Corte Suprema estima que las máximas instituciones nacionales siempre procederán con estricto apego al ordenamiento constitucional y legal. Ratificó que las autoridades no pueden adoptar determinaciones corporativas y afectar las garantías de las personas. Hizo presente que el Senado no puede manifestar interés de ninguna naturaleza, directo o indirecto, en la cuestión promovida.   

Señaló que en relación con la demanda, ella fue interpuesta por 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil (DGAC), en contra del Fisco de Chile, de la misma Dirección y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional.

Expresó que la acción judicial se presentó el día 6 de marzo del año 2012. Añadió que el tribunal de primera instancia dictó sentencia definitiva el 18 de marzo de 2016. La Corte de Apelaciones de Santiago, en tanto, se pronunció el 9 de agosto del mismo año.

Advirtió que el Contralor General de la República compareció en autos el 8 de septiembre de 2016, es decir, al mes siguiente de haberse dictado la sentencia de segunda instancia. Recalcó que la Contraloría se apersonó en el juicio sin hacerse parte como tercero independiente, excluyente o coadyuvante, requiriendo que se le demandase para ejercer sus facultades procesales, toda vez que tendría interés directo y actual en el juicio, atendida la materia controvertida.

Consignó que la Corte de Apelaciones de Santiago rechazó el incidente planteado por la Contraloría en razón de que su competencia específica ya había sido agotada al fallar el recurso de apelación impetrado y devolvió al tribunal de primera instancia las compulsas respectivas. Así, con fecha 30 de septiembre de 2016, la Ilustrísima Corte resolvió “ocúrrase ante quien corresponda”.

Destacó que ingresada la casación en el fondo a la Corte Suprema, con fecha 17 de octubre de 2016, el Contralor reiteró su escrito de nulidad de lo obrado por idénticos argumentos. Esta solicitud fue desechada también por la Cuarta Sala de la Corte Suprema, mediante una resolución similar.

Remarcó que con fecha 23 de diciembre de 2016, el Contralor General de la República presentó idéntico escrito de nulidad de todo lo obrado en el juicio por falta de emplazamiento, ahora ante el 29° Juzgado Civil de Santiago. Este último también rechazó lo solicitado, en razón de que la referida autoridad no se hizo parte en el juicio y dado que la pretensión de la demandante no se encuentra dirigida en contra de dicha entidad, de ahí que tampoco se la trató de emplazar en esos autos, de manera que no se cumpliría con los requisitos mínimos para pedir la declaración de nulidad. Llamó la atención que según consta en el sistema de tramitación, la resolución hasta la fecha no ha sido recurrida.

Seguidamente, se preguntó cuál ha sido la lucha de los ciudadanos por controlar a la Administración. Reseñó que ello proviene desde la Revolución Francesa, en que se discutieron las garantías a la libertad y a la igualdad. Recordó la existencia del principio de la inmunidad de la corona, que consistía en que el monarca no respondía de sus actos, y por lo tanto estaba libre de la acción de los tribunales. 

Sostuvo que el Consejo de Estado Francés, el 6 de diciembre de 1855, dispuso que esa inmunidad se desarrollaba conforme a principios especiales que no eran del derecho común o civil y, en ese sentido, se comenzó a crear jurisprudencialmente una serie de recursos, tales como el de nulidad, el de plena jurisdicción, y otros de carácter disciplinario cautelar, de certeza y de interpretación.

Precisó que lo anterior llegó al país previo al establecimiento de la Constitución de 1925. Detalló que dicha Carta Fundamental consagró tribunales contenciosos administrativos, pero no los desarrolló. Lo mismo sucedió con la Constitución Política de la República de 1980.

Luego, expresó que la ley N° 18.825, de 1989, eliminó la referencia a los tribunales contencioso administrativos, manteniéndose la competencia en los tribunales que determina la ley.

Reseñó que el caso “Mario Granja con Fisco” de 1938 marcó una regresión que duró medio siglo. Éste hacía referencia a la incompetencia de los tribunales para pronunciarse sobre conflictos contenciosos administrativos.

En relación con el principio de inexcusabilidad, precisó que éste se encuentra consagrado en  el inciso segundo del artículo 76 de la Constitución Política de la República que establece a propósito de la función jurisdiccional de los tribunales lo siguiente: “Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aún a falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometidos a su decisión.”.

A continuación, citó a Piero Calamandrei, quien señaló: “La experiencia de los tiempos pasados ha demostrado, en efecto, que la intervención del Poder Legislativo para resolver una por una las innumerables dudas jurídicas que se presentan cada día al juez no solo constituiría la destrucción de toda garantía de imparcialidad con el predominio de la ‘justicia de gabinete’, sino que equivaldría en la práctica, dada la lentitud con que los órganos legislativos llegan a sus decisiones, a la suspensión de la función jurisdiccional.”.

Volviendo al caso que motiva la presente contienda, sostuvo que el señor Contralor advirtió que se está en presencia de un vacío legal y que los demandantes han deducido una acción de mera certeza. Rechazó dicha afirmación. Recalcó que las sentencias constitutivas son las que modifican un estatuto jurídico, y las de mera certeza son aquellas que solo lo corroboran.

Expuso que Chiovenda aseveró que las acciones de mera certeza, por ser ratificatorias de un estatuto establecido, no necesitan del imperio de la cosa juzgada, porque ratifican lo que está.

Agregó que es distinto si se quiere innovar o modificar el estatuto, ya que en ese caso se constata una sentencia constitutiva de un nuevo estado o situación jurídica. 

Reiteró que en el caso en estudio no se evidencia una acción de mera certeza. En efecto, los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil no quieren permanecer en el régimen previsional del decreto ley N° 3.500.

Apuntó que el objeto de la acción consiste en obtener que se determine por el tribunal que el sistema previsional que les corresponde es el de las Fuerzas Armadas y de Orden. Acotó que el fundamento de los demandantes es que se les ha encasillado erróneamente en el sistema consagrado en el decreto ley N° 3.500 y, por tal motivo, el acto impugnado busca rechazar el mencionado encasillamiento. 

Detalló que los demandantes pretenden: a) Se declare que les corresponde la aplicación del sistema previsional contemplado en el DFL N° 1 de la Subsecretaría de Guerra, y b) que los demandados deben revertir los efectos de la aplicación errónea de las normas previsionales a los actores.

Se mostró contrario a la utilización, por parte del Contralor, de la expresión “vacío legal”. Expresó que la ley N°18.458, de 11 noviembre de 1985, es la norma que debe aplicarse.

Añadió que el señor Contralor ha afirmado que debió pedirse un dictamen previo; que lo que correspondía era demandar a la Contraloría, y que los tribunales son incompetentes. Enfatizó que todas esas afirmaciones no son efectivas.

Seguidamente, manifestó que se ha dicho en múltiples oportunidades que el agotamiento de la vía administrativa previa es una garantía exclusiva para los administrados. 

Hizo presente que Eduardo Couture señaló: “La ley procesal que, por razones de hecho o de derecho, prohibiera el acceso al tribunal sería una ley inconstitucional. Igual fundamento se esgrime para los impedimentos administrativos o fácticos que el Estado pueda imponer, por cualquier motivo. Ello, porque el derecho de petición (acción) no pregunta por anticipado al actor si tiene razón o no para poner en movimiento la jurisdicción; el actor tiene un derecho que nadie puede discutirle, a dirigirse a la autoridad.”.

En seguida, sostuvo que la Convención Americana de Derechos Humanos dispone en su artículo 8.1: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.”.

Reafirmó que también se ha señalado que no puede obstaculizarse el acceso a la justicia. Reiteró que el agotamiento de la vía previa es optativo, es una garantía para las personas, en este caso para los funcionarios. Acotó que el interesado debe decidir cuál opción le puede resultar más eficaz para sus intereses. Connotó que puede ejercer el recurso administrativo, como alternativa para no acudir a los tribunales.

Sobre el mismo punto, agregó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha declarado: “Cualquier norma o práctica del orden interno que dificulte el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado artículo 8.1 de la Convención”. 

Enfatizó que, incluso, el accionar de la Contraloría General de la República podría comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile. Así lo expresó Karl Müller, quien, a propósito de los 85 años de vida de dicha institución dijo: “Sin duda la Contraloría General de la República debe aplicar el derecho internacional y, a su vez, sus actos pueden generar responsabilidad internacional del Estado chileno”.

Abogó que no es necesario pedir dictamen previo a la Contraloría como requisito para poder recurrir a los tribunales.

Señaló que el señor Contralor manifestó que el órgano autónomo que dirige tiene la facultad de dictaminar, pues posee competencia exclusiva, excluyente. El señor Ministro ratificó que efectivamente es así, pero al interior de la Administración. Ello no afecta ni a los tribunales ni a la jurisdicción.

Indicó que Manuel Daniel Argandoña ha dicho: “Debe tenerse presente que los dictámenes, aunque obligatorios, no constituyen la decisión o resolución administrativa contra la cual habría que accionar o recurrir jurisdiccionalmente”. 

Reiteró que la Contraloría no representa a la Administración, sino que es un órgano de control de ésta. Agregó que quien ejerce la actividad, el acto, en este caso, es la Dirección General de Aeronáutica Civil. Expresó que ésta emitió su parecer al encasillar a los funcionarios en el sistema previsional regulado por el decreto ley N° 3.500. 

Añadió que lo del agotamiento de la vía administrativa previa se verifica en tres normas fundamentales, a saber:

1.- La ley N° 19.880 que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado. En el inciso final de su artículo 54 dispone: “Si respecto de un acto administrativo se deduce acción jurisdiccional por el interesado, la Administración deberá inhibirse de conocer cualquier reclamación que éste interponga sobre la misma pretensión.”.

Agregó que en la historia de la ley del artículo citado precedentemente se sostenía que: “Los tribunales cuando conozcan de una causa que se dirija en contra de la Administración deberán emplazar a la autoridad recurrida.”. La norma transcrita fue eliminada por innecesaria. 

2.- La Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República. El inciso tercero del artículo 6° que regula la facultad de informar dispone: “La Contraloría no intervendrá ni informará los asuntos que por su naturaleza sean propiamente de carácter litigioso, o que estén sometidos al conocimiento de los Tribunales de Justicia, que son de la competencia del Consejo de Defensa del Estado, sin perjuicio de las atribuciones que, con respecto a materias judiciales, reconoce esta ley al Contralor”.

3.- Ley Orgánica Constitucional del Consejo de Defensa del Estado. En este cuerpo legal se señala que el Consejo es el organismo competente al impetrarse un recurso judicial ante la Administración. Recalcó que es éste quien ha sido emplazado en la presente causa. 

Resaltó que paradójicamente, la Contraloría ha sostenido en un sinnúmero de dictámenes que, siendo emplazada la Administración, no puede pedírsele dictamen o intervención de manera alguna. Asimismo, consignó que la Corte Suprema, en este caso, no se arroga la facultad de dictaminar. Recalcó que ella está ejerciendo su facultad jurisdiccional.

Enfatizó, asimismo, que si el Senado otorga la competencia a la Contraloría para conocer del asunto planteado, quedaría impedida la Corte Suprema de emitir un pronunciamiento sobre el recurso de casación en el fondo. Advirtió que, de acuerdo a la jurisprudencia, quedaría a firme la decisión de la Corte de Apelaciones, porque no se ha impugnado la decisión de esta última.       

Hizo presente que las peticiones de la Contraloría General de la República van en contra de la lógica formal. De hecho, el señor Contralor ha señalado que se está en presencia de un vacío legal y, por lo tanto, la materia debe ser resuelta por el legislador. Ante dicha afirmación debe concluirse que tanto los tribunales como la Contraloría serían incompetentes. Si se adoptara dicha hipótesis, se constataría una contienda negativa y carecería de interés el señor Contralor en promoverla.

Luego, destacó que la Contraloría ha expresado que no ha tenido la posibilidad de emitir un dictamen respecto de la materia que motiva la demanda. Recalcó que eso no es efectivo. Añadió que ha dictaminado, en general, y en reiteradas ocasiones acerca de la situación de funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil.

Aseveró que de la totalidad de los demandantes, han solicitado dictamen al señor Contralor los siguientes funcionarios de la DGAC: señores José Pérez Debelli, en representación de la Asociación de Funcionarios de la entidad; Cristian Fuentealba Pincheira; Enrique Valenzuela Núñez, y Pedro Leiva Hewstone, emitiéndose a su respecto los dictámenes  N° 4.796, de  28 de enero de 2005; 42.994, de 24 de septiembre de 2007, y 74.525, de 29 de noviembre de 2011.

Consideró, entonces, que se evidencia un conflicto artificial. Al respecto, manifestó que el interés pecuniario no puede confabularse para expropiar a un conjunto de chilenos del derecho que tienen para obtener pronunciamiento de los tribunales. Subrayó que lo anterior puede hacerlo, incluso, el Parlamento, pero con la correspondiente indemnización.      

Reiteró que no se trata de una declaración de mera certeza y que la acción solo afecta a los demandantes.

Sostuvo que hay un cuento que se llama “El molinero y el rey”. Relató que hace 200 años vivía el rey Federico Segundo de Prusia. Federico era uno de los reyes alemanes más poderosos de su tiempo. Doscientos mil soldados formaban su ejército. Los territorios de su reino eran casi tan grandes como el territorio que ocupan El Salvador, Nicaragua y Costa Rica o la Amazonía. La capital del reino era la ciudad de Berlín.

El rey Federico tenía un palacio en las afueras de la capital. Ahí se retiraba a descansar y gozar de la tranquilidad de sus jardines y bosques. Pero desgraciadamente junto al palacio había un molino de viento. Este molino pertenecía a un señor que lo usaba para moler los granos de trigo hasta convertirlos en fina y blanca harina. Apenas soplaba el viento, comenzaban a girar las grandes aspas. Estas a su vez movían las ruedas de piedra, que comenzaban a moler; y todo junto hacía un escándalo que llegaba a muchos metros de distancia. El rey se molestaba, pues decía que con ese escándalo no podía ni pensar ni trabajar. Mucho menos descansar.

Por fin un día mandó llamar al molinero y le dijo: Usted comprenderá que no podemos seguir juntos en este lugar. Uno de los dos tendrá que retirarse. ¿Cuánto me puede dar usted por este palacio?

Al principio el molinero no le entendió y por eso el rey le explicó: Usted no tiene dinero como para comprar este palacio. Por eso será mejor que me venda su molino.

Bueno, le dijo el molinero, yo no tengo dinero como para comprarle su palacio, pero usted tampoco puede comprarme el molino. El molino no está a la venta.

El rey pensó que el molinero quería lograr un buen precio y por eso le ofreció más de lo que valía la propiedad. Pero el molinero volvió a decir: El molino no está a la venta. El rey le ofreció una suma aún mayor. Entonces el molinero le dijo: No venderé el molino por ninguna suma. Aquí nací y aquí quiero morir. Yo recibí este molino de mis padres y quiero dejárselo a mis hijos para que vivan al amparo de las bendiciones de sus antepasados.

El rey perdió la paciencia. De mal talante le dijo: Hombre, no sea terco. Yo no tengo por qué seguir alegando con usted. Si no quiere hacer un trato que le conviene, llamaré a unos entendidos para que digan cuánto vale en realidad ese molino viejo. Eso será entonces lo que se le pagará a usted y mandaré arrancar esa máquina.

Tranquilamente el molinero se sonrió y le contestó a Federico: Eso lo podrá hacer usted si no hubiera jueces en Berlín. El rey lo contempló en silencio. 

Contaba la gente de aquel tiempo, que en lugar de enojarse, agradeció esas palabras. El molinero confiaba en los jueces de su reino; el molinero sabía que el rey respetaría la ley. Federico no insistió más. El molino quedó en su lugar como un monumento a la justicia ciega. Tan ciega, que no distingue a un rico de un pobre ni a un rey poderoso de un humilde molinero. Durante 200 años llegaron personas de todas partes del mundo a visitar ese lugar y a oír la historia del molinero y el rey.

En la última guerra mundial, una bomba de las tropas enemigas destruyó tanto el palacio como el molino. Pero la historia no se olvidará.

Añadió que es de esperar que las máximas autoridades de la República sean deferentes con los demandantes, quienes confiados en sus instituciones han recurrido a la jurisdicción, sometiéndose a todos los trámites establecidos por el legislador. Por ello, en la resolución de la presente contienda, insistió, solamente corresponde tener en consideración el tema planteado, no otro. 

Recalcó que es una contienda de competencia entre la Contraloría General de la República y la Corte Suprema de Justicia. Manifestó que no se puede resolver el asunto teniendo en cuenta que la materia debe ser regulada por los poderes colegisladores, puesto que ello siempre es posible, respetando la propiedad de la acción de los demandantes. Considerar que es la ley la competente desvirtúa el tema en discusión y la contienda, caso en el cual se podría externalizar el conflicto y ya que el final del cuento no estaría en la confianza en las instituciones nacionales, sino que en las del sistema interamericano.

Solicitó al Honorable Senado, por la dignidad del país y de sus instituciones, que no se involucre en la materia controvertida. Requirió a la Cámara Alta que tenga presente sus propias funciones, cautelando sus potestades, atribuciones, competencias e intereses institucionales al resolver la contienda. 

Expresó que nunca el tercero imparcial llamado a resolver una contienda de cualquier naturaleza debe tener en consideración y privilegiar sus intereses, por sobre los de los litigantes; nunca la autoridad, que es mandatario de todos los ciudadanos, puede tener presente un provecho propio y relegar a un segundo plano o no considerar o agraviar los derechos de sus mandantes, con mayor razón si tales mandantes son el pueblo y la Nación toda. Es una ofensa, un agravio inmerecido y gratuito que se use tal antecedente para argumentar y pedir una decisión favorable respecto de una de las autoridades en contienda.

Hizo presente que el desarrollo de la humanidad, el reconocimiento de los derechos de las personas y el papel que el Estado tiene en relación a sus ciudadanos ha variado, puesto que, sin duda alguna, el centro de todas las preocupaciones de las autoridades deben ser las personas y es por ello que la Administración está bajo control político y de los tribunales. Son evidentes, entonces, los principios que deben orientar la toma de decisiones por parte del Estado, sin que sea posible sostener hoy que un derecho fundamental pueda ser obstaculizado en su reconocimiento por otro derecho.

Consignó que debe asignarse a la Corte Suprema la competencia y por no existir contienda, debe ser rechazado el libelo del señor Contralor, dado que esa jurisdicción no reprocha sus facultades.

Culminó su exposición señalando que la Corte Suprema de Justicia ha concurrido ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Honorable Senado de la República, a proporcionar los antecedentes pertinentes a la contienda, la que entiende que en el fondo no existe, por lo cual debe ser rechazada la solicitud del señor Contralor o, en su caso, dirimirla declarando que es competente para continuar conociendo del recurso de casación en el fondo la Corte Suprema. Enfatizó que esta última constituye la garantía final respecto a las contiendas entre partes.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, dejó constancia que la Comisión y el Senado de la República tienen claridad sobre el rol de imparcialidad que debe cumplir en la presente contienda de competencia. Afirmó que a esta Corporación solo le corresponde pronunciarse respecto de cuál es el organismo competente para seguir conociendo de la materia. Postuló que en ningún caso la Comisión se referirá al fondo del asunto que actualmente está conociendo la Corte Suprema.

Precisado lo anterior, ofreció la palabra a los Honorables Senadores miembros de la Comisión. 

En primer lugar, intervino el Honorable Senador señor Larraín quien agradeció al Ministro señor Muñoz por la completa y sólida exposición. Señaló que en alguna parte de su intervención, el señor Ministro manifestó que los administrados tenían el derecho a recurrir ante algún acto de la Administración, indistintamente, a la Contraloría General de la República o a los tribunales de justicia. También indicó que el hecho de acudir a los tribunales no significa restarle atribuciones a la Contraloría, sino que simplemente aceptar la legítima facultad de los funcionarios a ejercer sus derechos como lo estimen conveniente. 

Al tenor de lo anterior pregunto al señor Ministro cómo interpretaba la norma del artículo 6° de la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría que dispone: “Corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen.”.

Recordó que una sesión anterior, el señor Contralor manifestó que una vez que la Contraloría pronuncia un dictamen, él o los funcionarios pueden impugnarlo ante los tribunales de justicia. 

Por lo mismo, le preguntó al señor Ministro cómo ha de comprenderse la expresión “exclusivamente” utilizada en el recién transcrito artículo 6°. Reflexionó que ella no admitiría excepciones, y daría a entender que los tribunales de justicia carecerían de competencia para conocer de las materias que allí se señalan. 
   

Vinculado con lo anterior, recordó que el Ministro señor Muñoz dio ejemplos de casos, entre los demandantes, que habrían obtenido un dictamen en esta materia específica. Preguntó si esos funcionarios recurrieron ante los tribunales impugnando el dictamen, o simplemente se sumaron a la acción ejercida.

Agregó que si no estamos en presencia de una acción de mera certeza, lo que la jurisprudencia puede terminar haciendo es incorporar no solo a los funcionarios demandantes, sino que por extensión de ella, dada las características del caso en cuestión, a otros funcionarios y así modificar el sistema previsional general impuesto. Destacó que ello puede llegar a significar un cambio legislativo. 

Finalmente, recabó la opinión de la Excma. Corte Suprema sobre el fallo del Tribunal Constitucional que, en una materia similar, resolvió en favor de la Contraloría General de la República. Por lo mismo preguntó acerca del efecto podría tener dicha sentencia en la determinación que debe adoptar el Senado.

Luego intervino el Honorable Senador señor Espina quien agradeció, igualmente, la detallada exposición que realizó el Ministro señor Muñoz.

Indicó que se ha señalado que de determinarse que el órgano competente es la Corte Suprema y de acoger, a su vez, la Cuarta Sala de dicho tribunal, la pretensión de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, serían tantos los recursos involucrados que tendría una repercusión muy grande en el presupuesto del país. Afirmó, no obstante, que la Comisión no está resolviendo un tema presupuestario, esa no es la facultad que confiere la Constitución al Senado.

Constató que el señor Contralor manifestó que se ha interpuesto frente a los tribunales de justicia una acción de mera certeza y que ella consiste en pronunciarse de manera abstracta acerca de la interpretación de una norma de carácter general. Agregó la mencionada autoridad que no tendría ninguna objeción si quienes se ven afectados por un dictamen pronunciado por la Contraloría los impugnan posteriormente ante los tribunales de justicia. 

Asimismo, declaró que de acuerdo a lo señalado por el Ministro señor Muñoz, no cabe referirse a una declaración de mera certeza, sino que, en definitiva, se trata de una acción constitutiva.

A partir de este antecedente, preguntó cuál sería el procedimiento a seguir por parte de quienes se sientan afectados por una resolución de índole administrativa. 

Consultó, también, por la naturaleza del pronunciamiento que deben dictar los tribunales en esta materia y si se trataría de una resolución de carácter abstracto o concreto, que afecta o beneficia solo a quienes han interpuesto la acción. 

Finalmente, solicitó al señor Muñoz profundizar acerca de la aseveración que señala que en este caso no cabe hacer mención a una declaración de mera certeza.

Luego, intervino el Honorable Senador señor De Urresti, quien sostuvo que la Comisión debe recibir a académicos para que ilustren a la Comisión respecto a quiénes pueden impetrar acciones de mera certeza y si la que dio inicio a la presente contienda reúne dichas características.

Consultó al Ministro señor Muñoz si tiene conocimiento de otras causas de declaración de mera certeza que se hayan impetrado ante los tribunales de justicia.

Manifestó que compartía la cita a Piero Calamandrei, quien señaló: “La experiencia de los tiempos pasados ha demostrado, en efecto, que la intervención del Poder Legislativo para resolver una por una las innumerables dudas jurídicas que se presentan cada día al juez no solo constituiría la destrucción de toda garantía de imparcialidad con el predominio de la ‘justicia de gabinete’, sino que equivaldría en la práctica, dada la lentitud con que los órganos legislativos llegan a sus decisiones, a la suspensión de la función jurisdiccional.”.

Sostuvo que los tribunales de justicia tienen las facultades para resolver estas controversias y, en este caso, la pretensión de 1.331 funcionarios que han demandado legítimamente para que el tribunal se pronuncie respecto del régimen previsional que les es aplicable.

Solicitó que el Ministro señor Muñoz ahonde sobre el principio de la inexcusabilidad y la expresión “justicia de gabinete”.

En seguida, intervino el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, quien preguntó cuál era la razón por la que se había cambiado la Sala de la Excma. Corte Suprema que conocería de este asunto. Reseñó que inicialmente estaba radicada en la Tercera Sala, especializada en materias contencioso administrativas, y que actualmente está en la Cuarta Sala, que se dedica a causas de naturaleza laboral.

Apuntó que dado que la contienda de competencia no tiene una tramitación en nuestra Carta Fundamental, es preciso que el señor Ministro aclare su afirmación que de resolver el Senado la contienda en un sentido o en otro, quedaría a firme la sentencia ya dictada por la Corte de Apelaciones.

A continuación, intervino, el Honorable Senador señor Harboe, quien consignó que el Ministro señor Muñoz citó el artículo 6° de la ley N° 10.336 que en su inciso primero dispone que: “Corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen.”. Luego, advirtió que en otros incisos de la misma norma se establece la facultad del órgano contralor de interpretar la ley administrativa mediante dictámenes.

Consultó cómo se compatibiliza el texto expreso de la ley con la aparente incompetencia que se alega para informar a este respecto.

Concluida las intervenciones del Honorables Senadores, el señor Presidente de la Comisión otorgó el uso de la palabra al Ministro señor Muñoz, quien comenzó señalando que en ningún caso se pretende desconocer la atribución que otorga el inciso primero del artículo 6° de la ley antes mencionada. Connotó que el texto de dicha ley regula las facultades de un órgano administrativo. Precisó que la única potestad jurisdiccional que se  le confiere a la Contraloría es la del juicio de cuentas.

Agregó que el inciso tercero del artículo antes citado reitera la atribución de informar por medio de dictámenes. Dispone dicho inciso lo siguiente: “La Contraloría no intervendrá ni informará los asuntos que por su naturaleza sean propiamente de carácter litigioso, o que estén sometidos al conocimiento de los tribunales de justicia, que son de la competencia del Consejo de Defensa del Estado, sin perjuicio de las atribuciones que, con respecto a materias judiciales, reconoce esta ley al Contralor.”

Postuló que si el Contralor observa que está ante un asunto de carácter litigioso, debe abstenerse de conocerlo. Además, debe hacerlo respecto de los asuntos que estén siendo abordados por los tribunales. 

Ante la pregunta de cómo se compatibiliza el texto expreso de la ley con la aparente incompetencia para informar a este respecto, señaló que la acción de los tribunales es una y la de la Administración es otra. Añadió que la Contraloría es un órgano que controla a toda la Administración e incluso a otras autoridades. Advirtió que, por lo anterior, no debe interferir con la función jurisdiccional.

En cuanto al derecho de opción, remarcó que la jurisprudencia internacional ha señalado que el recurso administrativo debe ser útil, eficiente e idóneo. Ello significa que debe estar destinado a obtener un pronunciamiento que otorgue respuesta al requerimiento de los administrados, haciendo que sea innecesario recurrir a los tribunales. La jurisprudencia ha expresado que el derecho de recurrir a la Administración no puede oponerse a otra que es la verdadera garantía, a saber, recurrir a los tribunales.

Recordó que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado: “Ninguna autoridad puede obstaculizar que un administrado acceda a los tribunales, porque esa es la garantía final.”.

Ratificó que la norma en conflicto debe comprenderse de esa manera.

En cuanto a los casos que se han planteado ante la Contraloría, indicó que como esos funcionarios ya ejercieron la acción correspondiente ante ella, el Senado deberá desechar la contienda respecto de ellos, o declararla en favor de la Corte Suprema. 

Agregó que Manuel Daniel Argandoña en la década del 1970, dijo: “La decisión a recurrir es la de la autoridad administrativa, no es la del ente de control. Lo anterior se sostiene por el hecho que la potestad de dictaminar no es un juicio, solamente es el ejercicio de una potestad de dictaminar que la ley otorga a un órgano que en este caso no es jurisdiccional, sino de control administrativo; no hay, por eso, un proceso en el cual se abra, ampliamente, la posibilidad de que las partes prueben o intervengan activamente en la defensa de sus derechos. La Contraloría se pronuncia o informa o dictamina a la luz de lo que exponga el peticionario y de los antecedentes que el servicio proporcione.”.         

Manifestó que los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil no conseguirán nada recurriendo a la Contraloría, porque los dictámenes que se han referido al régimen previsional de los mencionados funcionarios han sido unánimes desde el año 2004. Por lo tanto, no resulta útil, ni efectivo ni idóneo para solucionar el problema.

En cuanto a si la acción ejercida por los demandantes es de mera certeza y si se puede extender los efectos de la sentencia a otros funcionarios que no ejercieron la acción, sostuvo que se persigue obtener un efecto declarativo relativo entre partes. Hizo presente que los tribunales de justicia han resuelto miles de procesos vinculados con los sistemas previsionales. Apuntó que el Poder Legislativo igualmente ha dictado normas precisas respecto los regímenes previsionales y a quiénes se les aplica.

Consignó que la ley N° 19.260, del año 1993, resolvió el tema para todos los casos que surgieron con posterioridad a su dictación.

Connotó que el único antecedente por el que se podría aplicar para casos no comprendidos en la acción interpuesta, es que el fallo de la Corte Suprema fuera tan contundente que convenciera a los magistrados de la instancia y lo aplicaran en las otras causas. 

En relación con el fallo dictado recientemente por el Tribunal Constitucional, sobre la misma materia, expresó que éste también tiene un efecto relativo. Recalcó que éste se refiere solo a ese proceso y ha resuelto la contienda entre un tribunal de primera instancia y la Contraloría General de la República. Enfatizó que la mencionada sentencia viene a poner término a la discusión. 

Agregó que el Tribunal Constitucional dispone en los considerandos del fallo que: “Esta normativa puede ser modificada, con imperio por sobre todo el Estado, pero únicamente por decisión de los Poderes colegisladores y, eventualmente, del propio Tribunal Constitucional.”. 

Reconoció no compartir los avances del fallo del Tribunal Constitucional. Se excusó de efectuar cualquier juicio de valor, porque incluso la sentencia emite pronunciamiento sobre el fondo, lo que a su juicio no correspondería.

Declaró que al mencionado Tribunal se le estaba pidiendo que dirimiera una contienda positiva entre dos autoridades. Demostró su contrariedad respecto al interés demostrado por él.

Manifestó, por otra parte, que no se está ante una declaración abstracta, ya que involucra a 1.331 funcionarios. Agregó que no varía su naturaleza por la cantidad de personas que ejercen la acción. Expresó que no consiste en una declaración de mera certeza, sino que una de carácter constitutivo.

Detalló que existe un sinfín de acciones declarativas o de mera certeza, como por ejemplo, la de prescripción adquisitiva. Aclaró que la naturaleza de la acción será litigiosa si los demandantes en el ejercicio de su acción pretenden que se les reconozcan derechos que no han adquiridos. 

Reiteró que la Contraloría, como órgano de control, no representa a la Administración. Ante la pregunta si se puede recurrir ante un dictamen del señor Contralor, la respuesta es afirmativa, arguyó.

En cuanto a la inexcusabilidad y la expresión “justicia de gabinete”, señaló que antes y después de la Revolución francesa se estudió el tema de cómo unificar la jurisprudencia y se fijó la competencia de los tribunales. Reseñó que en un principio a los jueces les estaba prohibido interpretar la ley; solo estaban autorizados a aplicarla. 

Connotó que si se producía algún problema de interpretación, el legislador era el encargado de resolverlo. Lo anterior provocó que se produjeran muchos reenvíos a ese Poder del Estado. Ello causó que este último, al resolver, comenzó a analizar cuánto le costaba la solución al erario nacional y de acuerdo a ello tomaba decisiones. A la mencionada situación se le denominó peyorativamente “justicia de gabinete”. Lo descrito no puede acontecer, culminó.

Admitió que si se acoge el recurso de casación  podría significar un mayor gasto al Estado, pero si el legislador dispuso que la materia debía ser resuelta de una determinada manera es esa la forma en que hay que hacerlo, no otra. Enfatizó que la garantía es que los tribunales resuelvan conforme a derecho.

En lo que atañe al cambio de la Sala que conocerá del recurso de casación en el fondo, advirtió que la Corte Suprema ha regulado las materias por especialidad de las Salas y ha asignado las de carácter contencioso administrativo a la Tercera y las de índole previsional a la Cuarta. Subrayó que, dada esa circunstancia, la Sala llamada a conocer del recurso es la Cuarta, pues se trata de un asunto de carácter previsional. 

Afirmó, en otro ámbito, que el asunto queda resuelto por la jurisdicción si se asigna la competencia para conocer del asunto a la Contraloría, porque se ha impugnado la competencia de la Corte Suprema y no la de la Corte de Apelaciones. Esta última ya se había pronunciado. Sostuvo que el Contralor intervino posteriormente al fallo del Tribunal de segunda instancia. Subrayó que no se ha desconocido la competencia de la Corte de Apelaciones, y ello tampoco se puede hacer, porque esta última ya la ejerció.    

Recordó un caso en que la Corte de Apelaciones dictó sentencia en primera instancia, rechazando un recurso de protección. Posteriormente se trabó contienda entre la Corte Suprema y la Contraloría para conocer del recurso de apelación del mencionado recurso. Destacó que en esa oportunidad el Senado resolvió la contienda en favor de la Contraloría, y la resolución de la Corte Suprema fue: “Se omite pronunciamiento del recurso de apelación” y se devolvió el expediente al tribunal inferior y quedó ejecutoriada la sentencia de la Corte de Apelaciones.

Por lo tanto, si eventualmente el Senado acogiera el postulado del señor Contralor, la Cuarta Sala de la Corte Suprema deberá disponer que se omita pronunciamiento respecto del recurso de casación en el fondo y volverá el asunto al tribunal inferior que deberá ordenar el cúmplase.

Concluyendo su intervención, hizo presente que no ha tenido la intención de agraviar a ninguna autoridad y ha tratado de ser lo más claro y directo, pero también lo más cortés. Expresó sus más sentidas excusas si alguna persona o institución se ha sentido deshonrada.

9.- Con fecha 3 de marzo de 2017, el señor Contralor General de la República presentó un escrito que contiene el siguiente Téngase Presente.

“En relación con la exposición efectuada ante la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Honorable Senado por el señor Ministro don Sergio Muñoz, en representación de la Excma. Corte Suprema, respecto de la contienda de competencia promovida por este Organismo Fiscalizador, el Contralor General de la República se encuentra en el imperativo de formular las siguientes puntualizaciones y solicita a dicha Comisión se sirva tenerlas presente.

1) La Contraloría General de la República no pretende sustraer sus actos del control jurisdiccional.

El señor Ministro se refirió a la evolución histórica que ha existido en materia de control de los actos de los órganos del estado, indicando que de la figura de la “inmunidad de la Corona” predominante en épocas pasadas se ha avanzado al control jurisdiccional del actuar de la Administración, sugiriendo una supuesta pretensión anacrónica de Contraloría de que sus actos sean inimpugnables. 

Al respecto, como este Contralor General indicó en su exposición ante la Comisión que su señoría preside, en ningún caso se ha pretendido que los actos de la Contraloría General de la República queden exentos del control jurisdiccional y es más, sólo en el último año esta Contraloría ha sido demandada o recurrida en decenas de oportunidades. El problema en este caso en particular es que no se ha impugnado dictamen alguno, como tampoco se han citado las normas que resuelven el asunto, a saber la ley N° 18.458. Como lo indica el propio Ministro Sr. Muñoz, la Contraloría ha emitido dictámenes que se refieren a la situación de algunos de los funcionarios demandantes en particular. Si no estaban de acuerdo con dichos dictámenes debieron impugnarlos judicialmente, cosa que no han hecho. Pero no pueden pretender que el juez sustituya a la Contraloría General de la República, ni mucho menos al legislador.   

2) El Contralor General nunca ha señalado que en este caso exista un vacío legal.

Sostiene el Ministro Sr. Muñoz que “hay una afirmación que se desarrolla por el señor Contralor. Aquí, le dice a vuestra señoría que hay un vacío legal. Hay un vacío legal, y en definitiva se ha deducido una acción de mera certeza. No es así vuestra señoría (…). Las autoridades se han apoyado en lo que ha dicho la propia ley, su señoría. En eso se han apoyado. En lo que es específicamente la ley 18.458 de 11 de noviembre de 1985. Esa es la legislación”.

Se hace presente que este Contralor General en ningún momento ha señalado que en este caso exista un vacío legal. Muy por el contrario, como indicamos en el escrito por el que se promovió la contienda de competencia, es la parte demandante la que interpuso una acción declarativa de mera certeza con el objeto de “poner término a la situación de incertidumbre jurídica que se ha producido con motivo de un vacío legal”. El régimen previsional aplicable a los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, tal como reconoce el señor Ministro, ha sido determinado por la Ley N° 18.458, y sobre la base de dicha norma la Contraloría General de la República ha emitido su jurisprudencia al respecto.

3) La Contraloría General de la República sí se hizo parte en el proceso.

En su exposición, el señor Ministro afirma que la Contraloría General de la República “no se ha hecho parte en el proceso”. 

Sin embargo, como puede apreciarse en el primer otrosí del escrito presentado con fecha 17 de octubre de 2016 ante la Excma. Corte Suprema, esta Contraloría General sí se hizo parte. No obstante ello, la respuesta de la referida Corte al respecto fue, sin más “ocúrrase ante quien corresponda”.

4) La contienda de competencia no sólo se configura respecto de la intervención de la Corte Suprema en el asunto.

Señala el Ministro Sr. Muñoz que “se ha impugnado la competencia de la Corte Suprema ante este Senado, no se ha impugnado la competencia de la Corte de Apelaciones (…) Lo que se está controvirtiendo es la competencia de la Corte Suprema para conocer del recurso de casación en el fondo. Y por lo tanto, no se ha desconocido la competencia de la Corte de Apelaciones”. Añade a continuación que a consecuencia de ello, de acogerse la contienda, la Excma. Corte Suprema debiera omitir pronunciamiento, debiendo cumplirse lo fallado por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago.

Al respecto, cabe considerar que la contienda de competencia se promovió respecto de la Excma. Corte Suprema por el sólo hecho de que, al momento de su promoción, la causa se encontraba entregada a su conocimiento por vía del recurso de casación en el fondo. Ello no implica que se esté reconociendo la competencia de la Iltma. Corte de Apelaciones para conocer del asunto. Por el contrario, como sostenemos en el oficio por el cual se promueve la contienda de competencia, ésta se configura “al atribuirse un organismo jurisdiccional -en este caso, la Excma. Corte Suprema y previamente, la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago- el ejercicio de una competencia que tanto la Constitución como la ley han radicado en la Administración, y específicamente en la Contraloría General de la República”.

Si la contienda de competencia dijera relación solamente con el tribunal que en un momento determinado conoce de un asunto y no empeciera a los tribunales que lo conocieron en otras instancias, se llegaría a un absurdo: para evitar dichos efectos, la contienda sólo podría interponerse ante el tribunal de primera instancia. Si así fuera, la norma del artículo 53 N° 3 de la Constitución Política, que otorga competencia al Senado para conocer de las contiendas promovidas entre la Administración y los tribunales superiores de justicia, perdería todo sentido.

Por otra parte, ha de tenerse presente que la contienda de competencia puede promoverse en cualquier estado del juicio y los efectos de la declaración de incompetencia son absolutos. El único límite, fijado por el artículo 76 de la Constitución Política, es que el proceso no se encuentre fenecido. Por lo tanto, sin importar el tribunal específico que esté conociendo la causa en un determinado momento, la resolución de la contienda producirá efectos respecto de cualquier tribunal que se haya avocado al conocimiento del asunto.

5) La Contraloría General de la República no ha vulnerado su deber de abstención de informar en asuntos de carácter litigioso.

El Ministro Sr. Muñoz sostiene que esta Contraloría General ha infringido su deber de abstenerse de informar los asuntos que por su naturaleza sean propiamente litigiosos o que estén sometidos al conocimiento de los tribunales de justicia, consagrado en el artículo 6° de su Ley Orgánica.

Dicha supuesta infracción no existe, toda vez que en la especie no existe un asunto de naturaleza propiamente litigiosa, sino que se trata del conocimiento de una acción declarativa de mera certeza por la que los demandantes buscan que los organismos jurisdiccionales se pronuncien de manera general y abstracta sobre una materia cuyo conocimiento compete a la Contraloría General de la República. Por otra parte, el ejercicio de la facultad de informar sobre esta materia ha sido ejercida por este Organismo Fiscalizador desde hace más de 25 años, mucho antes de la interposición de la referida acción declarativa, por lo que el deber de abstención no resulta aplicable.”.

Finalmente, el Contralor General de la República solicitó a la Comisión se sirva tener presente las consideraciones anteriormente expuestas.

10.- Con fecha 6 de marzo de 2017, la Comisión celebró una nueva sesión para considerar este asunto.

Al inicio de la misma, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra al ex Presidente del Consejo de Defensa del Estado, señor Juan Ignacio Piña, quien agradeció la invitación a participar del estudio de este asunto. 

Comenzó  su presentación señalando que no se detendrá en los antecedentes de la causa que da origen a la presente contienda de competencia. 

Manifestó que el Consejo tiene dos obstáculos para pronunciarse sobre ella. Agregó que el primero de ellos radica en que el ya mencionado organismo cumple funciones de defensa y representación jurídica y se encuentra, en determinados episodios, enfrentado a los mismos conflictos de interés que afronta cualquier abogado en el ejercicio de su profesión. 

Destacó que tanto la Contraloría como la Corte Suprema, en distintos episodios actualmente en curso, son representados judicialmente por el Consejo de Defensa del Estado. Expresó que, en términos sencillos, ambas instituciones son asistidas por el Consejo.

Indicó que en el Código de Ética del Colegio de Abogados, específicamente en su artículo 73, se definen los conflictos de interés y en él se señala: “Existe conflicto de intereses toda vez que la intervención profesional en un asunto resulta directamente adversa a la de otro cliente…”  Asimismo, el artículo 83 del mencionado Código dispone: “Conflicto con el interés de otro cliente actual. El abogado no puede intervenir en un asunto en que deba representar intereses incompatibles con los de otro cliente actual del mismo abogado o del estudio profesional.”.

Consideró que el Código de Ética tiene una cierta pretensión de regulación, y es perfectamente aplicable al ejercicio profesional del Consejo, que debe resguardarse de no contradecir los intereses de sus representados.

Añadió que también es cierto que en determinadas causas al Consejo le ha correspondido ir en contra de determinados clientes. Consignó que no resulta extraño que en el marco de la representación judicial de una municipalidad, es decir, de un organismo descentralizado, con patrimonio propio, que en determinados casos requiere de la intervención del Consejo, éste asuma dicha representación, y que al mismo tiempo le corresponda, por otras vías, buscar ciertas responsabilidades de esa misma institución. 

Hizo presente que lo anteriormente descrito ocurre debido a un mandato legal inexcusable, cuestión que no acontece en la presente contienda de competencia.

Sostuvo que el Consejo fue llamado ante esta Comisión a pronunciarse respecto de la procedencia constitucional de la contienda de competencia y, por lo tanto, no se le está solicitando que determine quién es el competente. Afirmó que detrás de la pregunta que se está haciendo subyacen intereses de los intervinientes. Es decir, si el mencionado organismo señala que no procede la contienda de competencia en este caso, estaría pronunciándose en contra de los intereses de uno de los intervinientes que, además, es cliente suyo. 

Apuntó que el segundo obstáculo, que es salvable,  dice relación con la incumbencia del Consejo; en la especie, éste ha intervenido en representación de la Contraloría General de la República en la causa que da origen a la presente contienda de competencia. 

Agregó que los intereses del Consejo como litigante también están comprometidos en la decisión que adopte el Senado. Lo anterior significa que cualquier postura que sostuviera el organismo que representa, en esta sede, sería estratégica, por lo tanto, no es trivial lo que aquí se resuelva. 

Destacó que lo que no puede perderse de vista es   la incapacidad de neutralidad institucional. Aseveró que el Consejo carece de ella y no la puede tener la contraparte. Expresó que la contienda se transforma en un nuevo episodio del litigio existente. Lo anterior, reiteró, corresponde a un segundo obstáculo para que el Consejo se pronuncie sobre lo que se le consulta.    

Hizo presente que es posible hacer algunas reflexiones que la Honorable Comisión debe tener a la vista a la hora de resolver. Añadió que una de ellas tiene que ver con un principio fundamental, a saber, la obligatoriedad del respeto a la naturaleza jurídica de las cosas, es decir, dice relación con ese viejo aforismo del derecho que señala que “Las cosas son lo que son y no lo que se dice que son”. Expresó que debemos ocuparnos en el marco de las decisiones jurídicas por la naturaleza de los asuntos que se ventilan, es decir, existe una interdicción de nominalismo, de formalismo, a la hora de resolver estas cuestiones.

Desde esta perspectiva, manifestó que si se entiende esto como un imperativo de superar cualquier aproximación formalista, la pregunta que debe hacerse al resolver no es qué es lo que las partes están diciendo que está pasando, sino que debe preguntarse qué es efectivamente lo que está pasando.

En otros términos, expresó que el ejercicio que debe hacer la institución llamada a resolver una contienda de competencia no está vinculado a cómo las partes denominan a los instrumentos de los que se sirven.

Connotó que lo que se está discutiendo es si la resolución en sede de casación por parte de la Corte Suprema va a sustituir una atribución exclusiva de la Contraloría General de la República o no. 

Se preguntó si realmente se está ante una acción de mera certeza. Consignó que la respuesta es negativa. Precisó que basta analizar el petitorio de la demanda, para darse cuenta que no se está solicitando la conjura de una incertidumbre, sino que está requiriendo que sucedan cosas. Afirmó que se insta a que el Estado adopte medidas, que revierta decisiones ya dispuestas. 

Aseveró que lo que no puede suceder es que por argumentos formales se evada la discusión. Sostuvo que los intervinientes claman por certidumbre. 

Enfatizó que la resolución que adopte el Senado producirá efectos relevantes. 

Remarcó que en otra contienda de competencia del mismo tenor, pero respecto de tribunales inferiores de justicia, el Tribunal Constitucional ya resolvió quien era el competente.      

Se preguntó si es esa resolución vinculante para este Senado, de modo que no pueda ejercer las atribuciones contenidas en el artículo 53, número 3) de la Carta Fundamental. Remarcó que la respuesta es negativa. Señaló que es evidente que en el caso de que el Senado sostenga que la competencia para seguir conociendo de este asunto corresponde a la Corte Suprema se produciría una aporía entre las dos decisiones. 

Asimismo, hizo presente que cuando se ha entregado a un hemiciclo de carácter político la resolución del conflicto entre dos poderes del Estado las consecuencias que derivan de ello no son triviales, por lo tanto, deben ser consideradas. Manifestó que el alcance de una eventual definición es algo que el propio Senado deberá establecer.

Concluyó indicando que no puede representar una posición determinada respecto a quién es competente, puesto que el Consejo es incumbente. Destacó que al momento de resolver, la Cámara Alta debe tener presente qué es lo que está pasando y no debe dejarse llevar por la forma en que eventualmente, quien aquí se sienta, defendiendo una u otra posición, sostiene que está sucediendo. 

A continuación, intervino el Presidente Nacional de la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, señor José Pérez, quien agradeció la invitación de la Comisión.

Comenzó su presentación señalando que junto al equipo jurídico de la Dirección buscan determinar la situación previsional de tres mil ochocientas personas que no tienen una definición de cómo van a vivir una vez que dejen de trabajar en la institución. Recalcó que los funcionarios de la mencionada Dirección desempeñan una misión estratégica para el país y para el mundo.

Constató la importancia de lo observado, en una sesión anterior, por el Ministro de la Corte Suprema, señor Muñoz. Así, de su exposición se puede concluir que cualquier funcionario de este país puede recurrir a la justicia. 

Declaró que a partir del año 1985 los funcionarios de la D.G.A.C. fueron despojados del sistema previsional que los regía. Consideró, por lo mismo, relevante y completamente legítima la posibilidad de los funcionarios de la Dirección de recurrir a la justicia y ser ella, en definitiva, la que se pronuncie frente a esta materia tan sensible y estructural.

Hizo presente que han desarrollado una estrategia judicial que se inició hace ya siete años. Por lo tanto, la petición efectuada no responde a un capricho, sino que a un sentido de pertenencia a un servicio público que cumple un rol estratégico para el país, tanto tanto en la economía como en el turismo e, incluso, para el desarrollo internacional. Sostuvo que dichos funcionarios que prestan servicios desde Arica a la Antártica, están expectantes. 

Postuló que estiman que es la Corte Suprema la llamada a definir el rumbo, destino y definición de futuro en materia de previsión social para los tres mil ochocientos hombres y mujeres que trabajan en la D.G.A.C.

Manifestó que es relevante que dos poderes independientes del Estado se vean tensionados. Connotó que el accionar del señor Contralor ha tensionado la esperanza de recurrir a la justicia como derecho fundamental de cualquier ciudadano.

Concluyó señalando que seguirán con la presente lucha, ya que ella no obedece a un mero capricho, sino que es de carácter estructural.  

Luego, el señor Presidente de la Comisión, ofreció la palabra al abogado señor Héctor Rodríguez quien comenzó su presentación solicitando sea rechazada la contienda de competencia promovida por el señor Contralor General de la República, y consecuencialmente, se permita a sus representados el ejercicio de un derecho básico, a saber, el ser oídos por los tribunales de justicia.

Agregó que el asunto que se ha sometido al conocimiento de la Comisión consiste en determinar si la Excelentísima Corte Suprema tiene competencia para conocer del recurso de casación en el fondo, rol 76.325-2016.  

Expuso que carece de competencia el Honorable Senado para pronunciarse sobre la sentencia de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, rol 4.049-2016, que acogió la posición que han defendido en la representación de 1.331 funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. Añadió que la Cámara Alta no posee la referida facultad, por aplicación del artículo 76 de la Constitución Política que prohíbe a toda autoridad el pronunciarse sobre el contenido de lo resuelto por los tribunales de justicia.

Estimó que surge aquí la primera contradicción del señor Contralor, ya que lo que él pretende es que los mencionados funcionarios permanezcan encasillados en el sistema previsional regulado por el decreto ley N° 3.500 y no pasen al régimen que le corresponde a las Fuerzas Armadas.

Advirtió que si dicha autoridad resulta victoriosa en la presente contienda, el efecto es precisamente contrario a lo que él ha expresado que pretende. Reseñó que el Ministro de la Corte Suprema, señor Muñoz señaló que si el Senado resuelve acoger la contienda de competencia promovida por el señor Contralor, entonces el fallo de segunda instancia quedará firme y ejecutoriado. 

Manifestó, entonces, que el señor Contralor ha conceptualizado erróneamente la demanda interpuesta.

Remarcó que no se está en presencia de una demanda de clase, no es sibilina, no es engañosa, no tiene efectos erga omnes, y no pretende que los tribunales de justicia informen de manera genérica el sistema previsional de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. Por el contrario, expresó que en ella se pide claramente que se ponga término al incumplimiento de diversas normas legales que han advertido los demandados, sobre el sistema previsional de, exclusivamente, 1331 funcionarios de la D.G.A.C.

Agregó que sin ser materia propia de esta Comisión, y solo con el fin de aclarar ciertas imprecisiones esgrimidas por su contradictor, parece adecuado señalar en términos generales, los fundamentos del libelo. 

Precisó que la demanda interpuesta no se fundamenta solo en principios generales del Derecho, ni en la conveniencia de un sistema previsional frente a otro, no constituye una crítica a esta último, y tampoco refleja una alabanza al sistema de reparto.

Recalcó que la acción se fundamenta en los artículos 21 de la ley Nº 16752 y 2° de la ley Nº 17931. Añadió que ambos cuerpos legales establecen expresamente que el sistema previsional que les corresponde a los funcionarios de la D.G.A.C. es el de las Fuerzas Armadas.

Consignó que el Consejo de Defensa del Estado, al presentar el recurso de casación en el fondo, lo que señala es que las normas previamente citadas se encontrarían tácitamente derogadas. Por lo tanto, con ello se está reconociendo que no existe ninguna norma posterior que las haya derogado expresamente. Remarcó que, dado lo anterior, la Corte Suprema debe determinar si esas normas se encuentran derogadas tácitamente.

Destacó que son los tribunales de justicia las únicas autoridades que se pueden pronunciar respecto a si existe o no la mencionada derogación. 

Indicó que la demanda que dio origen a la contienda ha sido presentada en conformidad a lo dispuesto por el artículo 38 inciso segundo de nuestra Carta Fundamental, que establece que cualquier persona que sea lesionado en sus derechos por la administración o sus organismos, puede reclamar ante los Tribunales de Justicia. 

Agregó que el señor Contralor pretendió intervenir en esta causa en el mes de septiembre del 2016, solicitando la nulidad de todo lo obrado en el juicio, fundándose en que no fue notificado, ni demandado. Aseveró que surge la pregunta de por qué no fue notificado, y la respuesta se encuentra en la Ley Orgánica del Consejo de Defensa del Estado, que establece que es este organismo, y no otro, el que debe representar los intereses del Fisco.

Manifestó que el señor Contralor ha ironizado en estrados respecto las resoluciones de la Ilustrísima Corte de Apelaciones y la Excma. Corte Suprema, que en relación a sus escritos solicitando la nulidad de lo obrado, han señalado un escueto “ocúrrase ante quien corresponda”.


Confirmó que ella es la única resolución posible. Añadió que el señor Contralor presentó su solicitud ante la Corte de Apelaciones cuando ésta ya había resuelto el asunto sometido a su conocimiento, produciéndose desde ese entonces el efecto del desasimiento. Posteriormente recurre a la Corte Suprema, quien por disposiciones expresas del Código Orgánico de Tribunales y del Código de Procedimiento Civil no tiene competencia para conocer el incidente de nulidad. 

Señaló que el señor Contralor también recurrió ante el único tribunal que tenía competencia para conocer su solicitud, desde siempre, el tribunal de primera instancia, que por errores de fondo y forma del escrito termina, fundadamente, rechazando su pretensión de anular el juicio iniciado por 1331 funcionarios.

Subrayó que cuando el señor Contralor solicitó la nulidad de todo lo obrado, está reconociendo la competencia de los tribunales de justicia, pero como el resultado fue negativo para sus intereses, recurre ante el Senado planteando la presente contienda de competencia.

La petición de la mencionada autoridad se fundamenta en el artículo 6° de la Ley Orgánica de la Contraloría, pero haciendo una interpretación de sumo incorrecta.

Enfatizó que el mencionado precepto le otorga al Contralor la facultad exclusiva de informar, no de resolver asuntos particulares, ni menos de carácter litigioso, como el que sus representados han sometido al conocimiento de los Tribunales de Justicia. Resaltó que es evidente que ambos verbos no son sinónimos. 

Luego, añadió que otro error que se ha cometido en esta materia ha consistido en que el Contralor posee la facultad de informar sobre las pensiones y jubilaciones, y no sobre el sistema previsional, que es la materia sobre la que se está consultando a los tribunales de justicia. 

Precisó que la facultad de informar, en forma exclusiva del Contralor, también se extiende al funcionamiento de los servicios públicos, como lo señala el mismo inciso primero, que reiteradamente esgrime el requirente. Entonces siguiendo la misma lógica del Contralor, nadie podría concurrir a los Tribunales de Justicia frente a un acto ilegal de la administración. Atendido lo anterior, los tribunales tributarios no debieron haber sido creados, debido a que ellos conocen precisamente del actuar del Servicio de Impuestos Internos que, según lo que expresa el requirente, es de su competencia.

Agregó que de esta misma manera, si se acogiese la teoría propuesta por la autoridad de control, ningún ciudadano podría demandar a ningún organismo de la administración. Esto implicaría un retroceso de siglos en el avance de la protección de los derechos humanos, toda vez que la administración sería una entidad no sometida a los Tribunales de Justicia.

Sostuvo que el artículo 6°, en su inciso tercero, establece una limitación a su facultad de informar en forma exclusiva, sobre las materias mencionadas. Éste dispone: “La Contraloría no intervendrá ni informará los asuntos que por su naturaleza sean propiamente de carácter litigioso o estén sometidos al conocimiento de los Tribunales de Justicia…”.

Remarcó que lo que pretende el Contralor, en esta ocasión, es interpretar en forma absolutamente contraria dicha norma, ya que cuando éste informa no podrán intervenir los tribunales de justicia o que éstos solo pueden pronunciarse después que él haya informado. 

Señaló que en esta ocasión la Contraloría pretende interpretar de esta manera el artículo citado, debido a que durante toda su historia en más de 2 mil dictámenes ha expresado que no puede pronunciarse debido a que el asunto se encuentra sometido al conocimiento de los tribunales de justicia.

En este punto, al abogado señor Rodríguez acompañó a la Comisión un dictamen de julio de 2016 donde se establece que el señor Contralor se abstiene de emitir un pronunciamiento requerido debido a que el asunto está siendo conocido por los tribunales de justicia.

Al continuar su exposición, indicó que lo que el señor Contralor pretende es que primeramente los demandantes le soliciten a él un pronunciamiento respecto al sistema previsional aplicable y frente a su respuesta podrían concurrir a los tribunales de justicia.

Advirtió que la mencionada tesis del Contralor viene a ignorar la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado, en particular su capítulo IV, denominado “Revisión de los actos administrativos”. En efecto, dicha norma legal establece el derecho de toda persona de elegir entre reclamar administrativamente de un acto o recurrir a los tribunales de justicia. El Contralor pretende privar a los ciudadanos, en general, y a sus representados, en particular, de dicho derecho. Añadió que el derecho a elegir está consagrado en favor de los ciudadanos y no  del Estado.

Hizo presente que lo señalado por la mencionada autoridad no solo vulnera el cuerpo legal antes nombrado, sino que también infringe el inciso segundo del artículo 38 de la Carta Fundamental, que establece que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración puede reclamar ante los tribunales de justicia. Subrayó que no se pueden establecer limitaciones para el ejercicio de ese derecho.

Sostuvo que si se considera que la facultad de informar es sinónimo de resolver, cuestión que claramente no es así, interesaría saber cómo se debería interpretar armónicamente el artículo 76 de la Constitución Política con el artículo 6° de la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República. 

Precisó que ambas normas tienen jerarquías distintas. Sobre el punto no cabe más que citar la tan conocida “pirámide kelseniana”. Es evidente que no resulta posible, como lo sostiene el recurrente, hacer primar una norma de rango legal sobre una de jerarquía constitucional. 

Expresó que el Contralor, al solicitar que se decrete que la Corte Suprema carece de facultades para conocer del incumplimiento legal que alegan sus representados por parte de la administración, está solicitando a este Honorable Senado que infrinja el artículo 8° numeral 1° del Pacto de San José de Costa Rica, que establece: “Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.”

Hizo presente que de acogerse la contienda de competencia promovida, señalando que la Corte Suprema carece de facultades para conocer de los derechos que reclaman los funcionarios de la D.G.A.C., se les estaría privando de las garantías judiciales básicas y esenciales que dicho tratado establece, dejando a nuestro país en una posición de infractor de dicha convención internacional, con las consecuencias que ello acarrearía. 

Declaró que si el Senado considera que la Corte Suprema carece de competencia para conocer de la presente materia, lo que ocurrirá es que sus representados no podrán ser oídos por los tribunales de justicia.   

Añadió que la solicitud del señor Contralor también resulta inconducente. Detalló que éste ha señalado, de forma majadera, que primeramente se debe recurrir a su Institución y posteriormente a los tribunales de justicia. La pregunta obvia es para qué, si el mismo ha señalado en estos estrados, que su posición es que a los funcionarios demandantes no les corresponde el sistema previsional de las Fuerzas Armadas.

Señaló que las consecuencias de acoger las peticiones del Contralor destruirían el Estado de Derecho, al resolver que todas las instituciones de la administración pública están liberadas del control de los tribunales de justicia, únicos órganos que garantizan la legalidad de los actos.

Se preguntó de qué Estado de Derecho se podría jactar el país, si la Administración se encuentra eximida de cumplir las normas legales.  

Concluyó su intervención solicitando que la presente contienda de competencia sea rechazada.

Una vez escuchadas las intervenciones precedentemente indicadas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra a los Honorables señores Senadores.

En primer lugar, el Honorable Senador señor Larraín agradeció las exposiciones. Destacó lo ilustrativo de ellas. Estimó que el proceso sometido a la consideración de la Comisión es complejo y debe ser estudiado acuciosamente. 

Consultó al señor ex Presidente del Consejo de Defensa del Estado por la posición del organismo que dirige ante los tribunales de justicia. Inquirió si, en particular, ha utilizado la línea argumental consistente en que  el Contralor debe pronunciarse previamente. 

Asimismo, preguntó al abogado señor Rodríguez por el alcance del artículo 6º de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Consultó qué se entiende por informar previamente todo lo que dice relación con sueldos, pensiones, etcétera. 

Finalmente, inquirió al señor Rodríguez la razón por la que siguió el camino de la declaración de mera certeza, ya que pareciera que lo que se persigue es una aclaración de la naturaleza del derecho, que pudiera ser similar a la naturaleza de la función que le corresponde a la Contraloría en conformidad al artículo mencionado.  

Seguidamente, el Honorable Senador señor De Urresti preguntó al señor Juan Ignacio Piña si el Consejo fue válidamente emplazado y si los intereses del Estado están siendo debidamente representados.

Agregó que cuando la Comisión recibió al Ministro de la Corte Suprema, señor Muñoz, éste señaló que el acto recurrible es el que corresponde al encasillamiento. Sostuvo que con la acción interpuesta, los funcionarios están ejerciendo el legítimo derecho a demandar ante los tribunales de justicia. 

Preguntó al representante de los funcionarios de la D.G.A.C. cuál es el motivo por el cual recurren ejerciendo una acción de mera certeza. 

El Honorable Senador señor Espina manifestó que el Presidente del Consejo de Defensa del Estado, señor Piña, ha señalado que al momento de defender el patrimonio del Estado han tenido que representar tanto a la Corte Suprema como a la Contraloría. Consideró relevante conocer la posición del Consejo de Defensa del Estado en la presente contienda. 

Preguntó si es efectivo que de determinarse por el Senado que la Contraloría es competente, el efecto que se produciría es que la resolución de la Corte de Apelaciones quede ejecutoriada. Remarcó que en esa hipótesis carecería de sentido el debate sobre la contienda. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, sostuvo que la representación del Fisco le corresponde al Consejo de Defensa del Estado respecto de los órganos centralizados. Agregó que cuando compareció el Contralor ante la Comisión mencionó que existía un convenio con el mencionado Consejo para la defensa de los intereses de la Contraloría en tribunales, pero que ello se analizaba caso a caso. Inquirió cuál es la naturaleza de la actual representación. 

Hizo presente que el señor Contralor fue enfático en expresar que la Contraloría debió ser la directamente emplazada.

El Presidente del Consejo de Defensa del Estado, señor Piña, precisó que la interpretación sistemática de las normas que han regulado el sistema previsional que afecta a las Fuerzas Armadas y eventualmente a los funcionarios civiles de éstas, no son aplicables a los miembros de la Dirección General de Aeronáutica Civil, puesto que ellos no son funcionarios civiles de las Fuerzas Armadas. 

Agregó que lo anterior se encuentra resuelto por abundantes dictámenes de la Contraloría. Desde esa perspectiva, precisó que se ha defendido la facultad de esta última para resolver exclusivamente sobre estas cuestiones, entendiendo además que ello es perfectamente compatible con los textos legales. Es decir, se ha defendido la legalidad de lo resuelto por la Contraloría. 

Sostuvo que la defensa sustantiva de la causa está circunscrita al régimen legal aplicable. Es decir, lo que ha hecho el Consejo en la defensa de los intereses fiscales, es precisar cuál es el régimen previsional, cuáles son las normas aplicables, y de dicha perspectiva no cabe hacer el ejercicio analógico de considerar a los funcionarios de la D.G.A.C. como funcionarios civiles de las Fuerzas Armadas.    

Dado lo anterior, señaló que el análisis del Consejo es coherente con las argumentaciones respecto de la legalidad de los dictámenes de la Contraloría.

Luego, añadió que lo que el señor Contralor manifiesta es que detrás de este conflicto, hay otro. Llamó la atención que se están vulnerando las atribuciones exclusivas del órgano contralor. 

Hizo presente que lo que aquí se pretende es  determinar quién fija el régimen previsional aplicable.

Destacó que no hay detrás de las preguntas formuladas la afirmación de que los actos de la Administración no son susceptibles de control judicial.

Acentuó que lo que aquí se está sosteniendo, entre otras cosas, es que cuando se impugnan los actos de la Administración es imprescindible identificar el acto administrativo impugnado.

En relación a la pregunta del Honorable Senador, señor De Urresti, resaltó que el Fisco ha sido adecuadamente emplazado, y no existen problemas en relación a la representación del Estado. 

Sostuvo que lo anterior no es óbice para que el Contralor pueda defenderse cuando se afecten sus competencias. 

Determinó que es relevante la pregunta respecto a los efectos. Se preguntó hasta qué punto el Senado debe hacerse cargo de las consecuencias que genere su decisión. Agregó que se ha ventilado la tesis de que en caso de acogerse la contienda y, por lo tanto, privar de competencia a la Corte Suprema para que conozca del recurso de casación, se dejaría a firme la sentencia de la Corte de Apelaciones. Llamó la atención que detrás de la última afirmación hay una falacia, porque naturalmente existe el principio de la unidad del procedimiento, y es cierto que este último tiene distintas instancias, pero si el Senado termina señalando que no es la Corte Suprema competente, es inimaginable que la sentencia de la Corte de Apelaciones quede a firme. 

Recalcó que es absolutamente impensable que de negarse competencia jurisdiccional a la Corte Suprema, se sostuviera aquí que quedan como competentes los tribunales inferiores de justicia. Subrayó que no estamos ante una contienda de competencia, sino que de jurisdicción.

Sostuvo que sería muy útil que el Senado, al momento de resolver, precise los alcances de su declaración. 

En relación a la pregunta del Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, respecto al convenio, reseñó que históricamente la Contraloría ha confiado su representación al Consejo de Defensa del Estado, a pesar de la Contraloría posee la facultad de representarse judicialmente.

Seguidamente, intervino el abogado de los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, señor Héctor Rodríguez, quien manifestó que las cosas en derecho son lo que son, independiente de cómo se denominen. 

Recordó que ante esta misma Comisión el Ministro de la Corte Suprema, señor Muñoz, señaló que la demanda interpuesta por los funcionarios de la D.G.A.C. no corresponde a una acción declarativa de mera certeza. Reconoció que es posible que el mencionado Ministro tenga razón, y que la acción sea constitutiva. 

Sostuvo que la acción ejercida dice relación con algo concreto, a saber, se ha solicitado se corrija el erróneo encasillamiento, porque las normas vigentes establecen que el sistema previsional de la Dirección General de Aeronáutica Civil es el de las Fuerzas Armadas.    

Recalcó que la parte petitoria de la demanda es la que determina la naturaleza de la acción. Enfatizó que no es relevante la denominación dada a la acción. 

Hizo presente que aterran las tesis expresadas por el Consejo. Recalcó que el Presidente del Consejo está solicitando que el Senado declare que se deje sin efecto el fallo de la Corte de Apelaciones. Es decir, lo que pretende el señor Juan Ignacio Piña es que un órgano político como el Senado tenga la facultad de modificar los fallos de los tribunales de justicia. 

Se preguntó qué sucede si la resolución del Senado es distinta a la del Tribunal Constitucional en esta materia. La respuesta es sencilla: nada ocurrirá. 

Aseveró que el Tribunal antes mencionado cometió un gravísimo error, vulnerando normas básicas de nuestro ordenamiento jurídico. Solicitó encarecidamente que el Senado no cometa la misma equivocación.  

En esta parte del debate, el Presidente Nacional de la Asociación de Funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, señor José Pérez, reseñó que en el Congreso Nacional existen, a lo menos, siete proyectos de acuerdo que tienen por objeto dilucidar cuál es la situación previsional de los funcionarios de la D.G.A.C.

Resaltó que cuando recurren a la justicia como camino alternativo, pero estratégico, entienden que es ella quien tiene la última palabra.  

Agregó que la organización sindical que preside, el año 2005 consultó a la Contraloría General de la República respecto del tema que aquí se ha planteado. La respuesta de parte de dicho organismo fue negativa. Manifestó que en la Dirección General de Aeronáutica Civil cohabitan dos regímenes previsionales, a saber, el sistema de reparto de Capredena y el del D.L. N° 3.500. 

Destacó que el artículo 21 de la ley Nº 16.752 resuelve la situación. Éste señala: “El personal de las Plantas y el contratado de la Dirección General de Aeronáutica Civil, tiene para todos los efectos legales, la calidad de Empleado Civil de las Fuerzas Armadas.

En consecuencia, les son aplicables las disposiciones establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1968, "Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas" y las de su Reglamento Complementario, aprobado por Decreto Supremo N° 204, de 28 de mayo de 1969, como asimismo, las disposiciones sobre remuneraciones para el personal del Ministerio de Defensa Nacional y de las Fuerzas Armadas contenidas en los decretos con fuerza de ley N° 3, de 1968, y N° 1, de 1970, y sus modificaciones posteriores.

Advirtió que, de acuerdo al artículo 2° de la ley citada, el cargo de Director General de Aeronáutica Civil será desempeñado por un Oficial General de la rama del Aire de la Fuerza Aérea de Chile, en servicio activo, que será el Jefe Superior del Servicio.

Solicitó encarecidamente a la Comisión que liberen la contienda de competencia y permitan que la justicia sea la que decida.

A continuación, se ofreció el uso de la palabra al Presidente del Consejo de Defensa del Estado, señor Juan Ignacio Piña, quien destacó que no puede olvidarse que el artículo 53 Nº 3) de la Constitución Política faculta al Senado para conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia. 

Sostuvo que el mentado precepto no se refiere específicamente a la Corte Suprema. Por lo tanto, la decisión que adopte la Cámara Alta afectará a la Corte de Apelaciones. Reiteró que resulta inimaginable que si el Senado resuelve en favor de la Contraloría General de la República, la sentencia de la Corte de Apelaciones quede a firme.

Indicó que soluciones como las referidas no constituyen un atentado contra el Estado de Derecho y la autonomía de los tribunales.

11. - En una sesión posterior la Comisión recibió a destacados profesores de derecho constitucional, administrativo y procesal, con el fin de aclarar y precisar algunos de los temas que se han presentado en el estudio de esta contienda de competencia.

En primer lugar, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra al profesor titular del Departamento de Derecho Público de la Universidad de Chile, señor Francisco Zúñiga, quien comenzó su presentación señalando que, a su juicio, en este caso no existe contienda de competencia. Manifestó que la impropiamente denominada contienda de competencia es un conflicto de atribución-jurisdicción; positivo o negativo. Es decir, en el que las autoridades contendientes reclaman para sí, competencia o niegan poseerla.

Agregó que tales conflictos están materialmente racionalizados en democracias contemporáneas, ya sea siguiendo la tradición francesa del tribunal de conflictos o la tradición germana del tribunal constitucional. Expresó que lo anterior en el entendido de que el Tribunal Constitucional en el diseño kelseniano es heredero del tribunal imperial. 

Recalcó que lo que se está salvaguardando es un tipo de separación de poderes imperante, horizontal o vertical, dependiendo de la configuración estatal y del reparto territorial del poder estatal.

Precisó que la reforma constitucional de 2005 finalmente estableció un mecanismo dual para asignar competencia en la  heterocomposición de estas contiendas, repartiéndolas entre el Tribunal Constitucional y el Senado. Ratificó que para establecer una contienda de competencia, positiva o negativa, se requiere de un conflicto atributivo de potestad de la misma naturaleza formal o material. 

Sostuvo que en la especie se afirma la inexistencia de una contienda de competencia porque se constata, por una parte, una atribución de fuente legal, que es la potestad dictaminante de la Contraloría General de la República y una potestad de fuente constitucional y legal de la Corte Suprema, abierta vía casación fondo sobre un conflicto acerca del derecho objetivo, consistente en el encasillamiento en un sistema o régimen previsional de funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. 

Consignó que asimismo, en tal conflicto, intervienen como sujetos procesales 1317 funcionarios demandantes, no siendo parte o tercero el organismo contralor.

Indicó que la determinación del sistema previsional al que pertenecen los trabajadores del sector público, específicamente el encasillamiento previsional, es a su juicio una materia de dominio legal en lo básico, tal cual lo prevé el artículo 63 N°4 de nuestra Carta Fundamental, asunto que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo a lo prescrito por los artículos 64 N° 14 y 65, inciso 4°, N°6 de la Constitución, y en ambos casos se trata de una materia de competencia del legislador de quórum calificado, es decir, se ha diseccionado la competencia legislativa entregándole a este tipo de ley la regulación de las cuestiones básicas relativas al régimen previsional.

Añadió que ni los tribunales de justicia que integran el Poder Judicial ni la Contraloría General de la República poseen competencia legislativa, por lo que ni en sede judicial declarativa de mera certeza ni en sede administrativa, vía dictamen, se pueden establecer o fijar normas generales, abstractas, ciertas y obligatorias sobre un "sistema previsional". 

Hizo presente que la generalidad, la abstracción, la certeza y la obligatoriedad, constituyen los caracteres propios de la ley, en sentido material. Sostuvo que si bien en la Constitución coexisten un concepto material y otro formal de ley, en lo que dice relación con la regulación de derechos fundamentales es una exigencia constitucional que se trate de relaciones jurídicas reguladas por la técnica de la ley material. Por tanto, como segunda conclusión, ligada a la anterior, apuntó que se está ante una materia que debería ser abordada por el legislador.

Aseveró que ni la decisión judicial en sede declarativa, ni la potestad dictaminante pueden suplir o reemplazar a la potestad legislativa. Advirtió que se trata de potestades, la dictaminante que es sub lege (de fuente legal y subordinada a la ley), y es de naturaleza administrativa, y la judicial sub Constitutione y sub lege, no siendo de recibo el principio de inexcusabilidad en razón de la naturaleza pública del conflicto relativo al régimen previsional y su derecho material.

Destacó que lo precedentemente señalado es una cuestión relevante, porque la potestad dictaminante, solo por la vía de remisión del artículo 98 de la Carta Fundamental, corresponde a una potestad del Contralor General de la República y, por tanto, ella tiene su fuente en la ley N°10.336, que por exigencia de la propia Constitución es una ley orgánica constitucional ficta, conforme a lo prevenido a la disposición cuarta transitoria del mismo Texto Fundamental.  

Remarcó que mientras no se dicte una nueva ley orgánica constitucional del organismo contralor, la actual ley de la Contraloría seguirá vigente. Por tanto, subrayó que los artículos 6° y 9° de la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría son la fuente de la potestad dictaminante y no lo es la Constitución Por tanto, advirtió que no se está frente a un conflicto de jurisdicción que tenga por lo menos una de sus fuentes materiales de decisión o heterocomposición en la propia Constitución.

En seguida, manifestó que es menester subrayar que el abordaje de esta contienda de competencia debe hacerse en su lectura o clave hermenéutico constitucional desde las definiciones fundamentales que adopta la Constitución acerca de la forma de Estado. Precisó que dichas definiciones son: república democrática y Estado de Derecho, siendo prevalente entonces la salvaguarda del principio de separación de poderes, y el control judicial de los actos de la Administración.

Señaló que tanto el oficio del señor Contralor que motiva la presente contienda de competencia, como el informe entregado ante esta Comisión por el Ministro, señor Muñoz, denotan esta cuestión de manera candente. Estimó que la necesidad de afirmar el control judicial de los actos de la Administración constituye una exigencia central a la estructura misma del Estado de Derecho.

Agregó que la pretensión de áreas exentas al control judicial es incompatible con el Estado de Derecho y lo anterior obedece a una definición básica.

Luego, hizo presente que la definición de las vías procesales en un contexto de inexistencia de tribunales de lo contencioso administrativo es una cuestión relevante, porque ella abre la competencia de los tribunales de justicia, pero no es óbice para sostener inmunidades de jurisdicción de manera explícita o implícita.

Concluyó afirmando que, por todo lo anterior, a su juicio, en la materia que ha sido objeto del planteamiento de la contienda de competencia no hay tal contienda, porque en definitiva las potestades concernidas en ella son de distinta naturaleza, formal y material; una corresponde a una potestad administrativa, de determinación del sentido y alcance de las leyes administrativas, y la otra es una potestad jurisdiccional. Reiteró que, más allá de sus fuentes, se verifican potestades de distinta naturaleza que difícilmente podrían entrar en concurso, sea de contienda negativa o positiva.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, concedió la palabra al profesor de derecho constitucional de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Sebastián Soto.

El señor Soto comenzó su presentación sosteniendo que la contienda de competencia debe ser acogida y, para ello, anunció que construirá su argumentación, en primer lugar, sobre la naturaleza jurídica de la atribución del Senado, luego sobre las características del caso concreto y, finalmente, sobre ciertos precedentes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.

En relación con la naturaleza jurídica de la atribución del Senado, señaló que la Cámara Alta cuando debe conocer de contiendas de competencia actúa como un órgano de control judicial, es decir, no estamos aquí frente al ejercicio de sus atribuciones tradicionales, sino que, en esta instancia, el Senado se acerca al ejercicio de una función jurisdiccional.

Hizo presente que en las actas de las sesiones del Senado, los Honorables Senadores, señores Miguel Otero y Hernán Larraín suscribieron la tesis de que se trata de una expresión de control judicial.

Apuntó que es una forma de control jurisdiccional concreto y no abstracto, es decir, se pone especial atención al caso particular. 

Aseveró que si se observa lo que se ha escrito en materia de inaplicabilidad, que también constituye una forma de control judicial concreto, es posible hacer la distinción, citando al profesor señor Rodrigo Pica, que en el control concreto la inconstitucionalidad que se declara, más que en la norma aparece claramente en los efectos de su aplicación. 

Luego, añadió que en el caso del control abstracto, la inconstitucionalidad, dice el profesor Pica, se desprende de la norma misma sin referencia alguna al caso ni a la aplicación de ella.

Connotó que pensando esta distinción entre control concreto y abstracto, siendo la contienda de competencia una forma de control concreto, se debe poner especial atención al caso sobre el cual la norma recaerá.

Atendido lo anterior, detalló que sirve como antecedente el precedente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado del año 1998 donde se dijo: “Los acuerdos que la Cámara Alta adopte en ejercicio de la mencionada atribución no pueden ir más allá de los límites del asunto debatido, toda vez que resuelve un conflicto que presenta contornos determinados. En efecto, cada contienda de competencia configura una situación particular determinada, cuyos elementos constitutivos pueden variar de un caso a otro, por lo que no sería posible resolver uno nuevo aplicando un dictamen emitido en otro diferente.”.

Ello fue ratificado por los Honorables Senadores señores Hernán Larraín y Juan Hamilton en sesión de la mencionada Comisión en el año 1998.

Consideró que es relevante poner atención en el caso específico. Agregó que no puede responderse desde una perspectiva abstracta, es decir, no se puede preguntar aquí si las acciones de mera certeza deben ser conocidas por los tribunales. 

Manifestó que dado que se trata de una cuestión en que hay que pronunciarse tomando en consideración el caso concreto, no se debe discutir si la Contraloría está o no sujeta a control judicial. Enfatizó que tanto en los precedentes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado como en la doctrina tienen claro que no es esa la cuestión relevante, ya que es evidente que la Contraloría sí está sujeta a control judicial. 

Consignó que la consulta que corresponde hacer es si, dadas las características del caso concreto planteado, son los tribunales los competentes para pronunciarse, o existen otros órganos que tienen tal competencia.

Opinó que los tribunales superiores no son competentes, porque ante todo se trata de una materia eminentemente legislativa. Remarcó que es evidente que las cuestiones previsionales son materias de ley. 

Asimismo, hizo presente que así lo disponen expresamente los siguientes artículos de la Carta Fundamental:

- Artículo 63 N° 4 (Solo son materias de ley) “Las materias básicas relativas al régimen jurídico laboral, sindical, previsional y de seguridad social”. 

- Art. 65, N° 4 cuando dice: “fijar, modificar, conceder o aumentar remuneraciones, jubilaciones, pensiones (…) y cualquier otra clase de emolumentos, préstamos o beneficios al personal en servicio o en retiro y a los beneficiarios del montepío, en su caso, de la Administración…”

- Art. 65, N° 6 cuando dice: “establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del privado.”.

Subrayó que lo mismo puede concluirse al analizar una serie de normas vinculadas con el régimen previsional de las FFAA.

Aseveró que el Tribunal Constitucional ha arribado a la misma conclusión en la sentencia recientemente dictada en una contienda similar cuando dice que: “Esta normativa puede ser modificada con imperio por sobre todo el Estado, pero únicamente por decisión de los poderes colegisladores y desbordaría las potestades judiciales.”.

Apuntó que tratándose de una materia eminentemente legislativa conviene detenerse en algunos precedentes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, que permiten llegar a la conclusión que la materia en discusión no es de competencia de los tribunales superiores de justicia. Indicó que los precedentes son los siguientes:

1.- La contienda corresponde al año 1940. En esa instancia se enfrentó el Presidente de la República con la Corte de Apelaciones de Santiago, a propósito de un juicio de devolución de rebajas hechas en las pensiones de algunos oficiales del Ejército. La contienda se falló en favor de la Corte de Apelaciones respectiva.

La mencionada Comisión determinó: “Son de competencia de los Tribunales ordinarios de justicia todos los asuntos judiciales que se promuevan en el orden temporal dentro del territorio de la República, cualquiera que sea su naturaleza o la calidad de las personas que en ellos intervengan sin más excepciones que las relativas a las facultades privativas de algún poder del Estado o las entregadas por la ley a Tribunales especiales”.

Seguidamente, argumentó que la definición del régimen previsional de un grupo de funcionarios es una cuestión legislativa, pudiendo aplicarse, por tanto, el precedente al caso en estudio.

Agregó que se presenta una discusión del régimen previsional de un considerable número de personas. Detalló que, adicionalmente, el debate se enmarca en las facultades privativas de algún poder del Estado, en este caso, del Legislativo. 

Apuntó que si se quisiera hacer referencia a la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría, es a este órgano al que le corresponde informar sobre  derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios o pensiones de retiro.

2.- Contienda de competencia del año 1951, suscitada entre la Corte Suprema y el Contralor General de la República. El Contralor de la época, señor Humberto Mewes, ordenó que se investigara acerca de ciertas actuaciones de los organismos del Estado vinculados con un conflicto maderero. Una de las autoridades intervinientes era un juez de indios en Victoria y la Corte Suprema reclamó que la Contraloría no podía llevar a cabo dicha investigación. 

La citada Comisión señaló: “Esta Comisión consideró que la jurisdicción disciplinaria que corresponde al más alto tribunal de la República es por su naturaleza y por su esencia privativa, exclusiva y excluyente. Consideró además, que no obstante el juez de indios ejercía ciertas labores administrativas, esas atribuciones administrativas formaban un “todo indivisible” con sus otras labores.”.

El profesor señor Soto expresó que la determinación del régimen previsional de un grupo de funcionarios corresponde al legislador y si bien aspectos del presente debate poseen características jurisdiccionales, el caso concreto constituye un todo indivisible con materias legislativas propias de la determinación del sistema previsional.

Aseveró que de la anterior tesis, unida al precedente del año 1940, en el que se excluye de la competencia de los tribunales aquellas materias que son facultades privativas de otro poder del Estado, se deduce que es la Contraloría la que en esta ocasión debe primar.

Manifestó que se ha planteado que los tribunales superiores de justicia están sometidos al principio de la inexcusabilidad, y por ello deberían fallar. Afirmó que, en el presente caso, el mencionado principio cede ante las cuestiones políticas. Éstas últimas no son justiciables porque importan el ejercicio de facultades privativas de los poderes políticos, e implican un juicio de valor, labor propia y exclusiva de los poderes políticos e impropia del Poder Judicial.

Concluyó su presentación señalando que la pregunta de fondo es cuál es el régimen previsional de cientos de funcionarios civiles de la D.G.A.C. Reiteró que ello corresponde a una cuestión política, no es justiciable y debe ser definida por los poderes políticos.  

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra al profesor titular de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Alejandro Vergara.

El profesor señor Vergara comenzó agradeciendo la invitación formulada por la Comisión. Aclaró que entregará elementos jurídicos para una resolución más adecuada del asunto sometido a la decisión de la Cámara Alta.

Manifestó que se está en presencia de una acción de mera certeza, y el Senado deberá observar la naturaleza de dicha acción. Precisó que allí encontrará respuesta de si se está o no ante una función que debe cumplir un tribunal de justicia.

Agregó que la acción que dio origen a la presente contienda fue interpuesta por funcionarios de la D.G.A.C. ante los tribunales de justicia. Recalcó que ella no fue presentada en contra de actos específicos de algún órgano de la Administración. Hizo presente que fue incoada en términos genéricos para que el tribunal realice una declaración general y abstracta ante una situación de incertidumbre jurídica, de vacío legal, tal como argumentan los referidos funcionarios.

Consignó que el demandado es el Fisco y no tienen la mencionada calidad ni la Dirección General de Aeronáutica Civil, ni Capredena, ni la Contraloría General de la República. 

Expresó que el Consejo de Defensa del Estado ha asumido la representación del Fisco. Este último corresponde a la faz patrimonial del Estado y carece de potestades administrativas, y atendido lo anterior, no puede pronunciarse sobre el régimen previsional de los funcionarios de la D.G.A.C.

Indicó que la contienda de competencia promovida por la Contraloría es contra un tribunal específico, a saber, la Cuarta Sala de la Corte Suprema y no es una contienda en contra del Poder Judicial.

Consideró extraña la intervención ante el Senado de un representante de la Corte Suprema y no del tribunal específico ya señalado. Enfatizó que no puede transformarse la presente contienda en una disputa entre poderes del Estado.

En relación con el sistema de separación de poderes, reseñó que existen tres, a saber, el Legislativo, compuesto por la Cámara de Diputados y el Senado; el Ejecutivo que cumple las funciones de gobernar y administrar, y el Judicial, que tiene un Pleno que lo representa en muchas decisiones importantes y tiene asimismo la superintendencia respecto de todos los tribunales.

Reiteró que es la Cuarta Sala de la Corte Suprema sobre quien recae la contienda de competencia. 

Sostuvo que la Constitución le ha encargado a una de las Cámaras del Poder Legislativo la resolución de este tipo de contiendas.

Señaló que en los procedimientos de naturaleza contencioso administrativo se pueden resolver pretensiones que tengan los ciudadanos en relación a decisiones u omisiones o actos de responsabilidad de la Administración. Agregó que los mencionados conflictos pueden enfrentar, por ejemplo, a un órgano con sus administrados. Precisó que las solicitudes deben ser resueltas a través de un acto administrativo.

Sostuvo que a raíz de cualquiera de esas decisiones u omisiones en que incurre un órgano de la Administración, todas ellas tienen cauces específicos en la institucionalidad. Enfatizó que la Administración tiene regulada no solo la competencia, sino que también la forma y la oportunidad para actuar. 

Añadió que los tribunales pueden ejercer la labor jurisdiccional solamente en aquellos casos que las leyes o la Constitución  indiquen.

Consignó que se observa más detenidamente la presente contienda se colegirá que ella dice relación con una acción que no tiene naturaleza jurisdiccional, ya que ella es de mera certeza y mediante su ejercicio se busca, únicamente, llenar un vacío legal.

Destacó que se quebranta la legítima oportunidad y la forma en que se resuelve lo contencioso administrativo y origina una actuación judicial ilegítima, puesto que invade potestades legislativas y, al mismo tiempo, hace imposible la actividad contralora.

Subrayó que, en distintos momentos, ambos órganos en disputa tienen potestades para dirimir el tema de fondo. 

Hizo presente que la Contraloría tiene un momento para ejercer su potestad dictaminadora, a saber, cuando es consultada por un órgano de la Administración o por los administrados, ante un interés concreto. Recalcó que luego que la Contraloría pronuncia un dictamen pueden los afectados recurrir ante los tribunales de justicia.

Apuntó que la mayor observación que debe realizar el Senado deberá consistir en verificar si los tribunales tienen competencia para conocer la acción antes mencionada.

Luego, expresó que la Contraloría no está solicitando conocer la acción de mera certeza. Lo que ella viene advirtiendo es que si se pronuncian los tribunales sobre la materia en litigio, se verá afectada su actividad dictaminadora.     

Recalcó que la acción de mera certeza no está contemplada en nuestro ordenamiento jurídico. Ella no está consagrada para ejercer el control de los actos de la Administración, ni como un proceso legal al cual pueden ocurrir los particulares o que puede utilizar un tribunal para ejercer la jurisdicción. Subrayó que dicha acción es un invento de la praxis que se ha dado en algunos casos muy limitados y de modo problemático.

Aseveró que lo que sí está consagrado legalmente son acciones declarativas de derechos en que los tribunales pueden adjudicar el derecho de acuerdo al ordenamiento legal.

Destacó que los tribunales, sin observar acuciosamente la cuestión sometida a su decisión, intentan ejercer una facultad normativa frente a la Administración, reemplazando al legislador y haciendo imposible la actividad dictaminadora de la Contraloría a futuro. 

Llamó la atención el hecho de que el Consejo de Defensa del Estado no interpusiera, en el juicio que da origen a la contienda, ninguna excepción de ineptitud del libelo o de incompetencia. 

Reiteró que es particular que el Fisco haya sido el único demandado, toda vez que éste carece de atribuciones administrativas respecto de las pensiones de los funcionarios de la Dirección. Hizo presente que la causa que están conociendo los tribunales puede tener graves problemas al momento de su eventual cumplimiento.

Concluyó señalando que le causa extrañeza que el Senado no le haya solicitado un informe a la Cuarta Sala de la Corte Suprema, porque ese es el órgano involucrado en la presente contienda. Recalcó que cada Sala de la mencionada Corte es un tribunal en sí mismo.          

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra al profesor de derecho procesal de la Universidad de Valparaíso, señor Raúl Tavolari.

El profesor señor Tovolari comenzó su presentación agradeciendo la invitación a participar en la presente sesión. Reseñó que ella enfatiza la solicitud de pronunciarse respecto de las acciones de mera certeza. Agregó que en ese aspecto centrará su intervención. 

Manifestó que en la ciencia procesal contemporánea este tipo de acciones son las que con mayor lentitud se incorporaron al ámbito académico, básicamente porque hay conciencia en estimar que la ocupación preferente de la ciencia procesal estuvo centrada en las acciones llamadas a dirimir conflictos, a buscar la paz social.

Recordó que la Corte Suprema, a fines del siglo XIX, sostenía que no es lícito para los tribunales de justicia resolver aquellas cuestiones suscitadas entre partes que no tienen por objeto la declaración de un derecho sino la solución en abstracto de una cuestión legal para amoldar a ella los actos posteriores de los interesados.

Recalcó que la anterior postura está enteramente superada en la ciencia procesal contemporánea. Hizo presente que hoy nadie discute que la función jurisdiccional no solo se verifica resolviendo conflictos que importen la vulneración de derechos, sino particularmente cuando se busca evitar que tales conflictos se produzcan.

Indicó que los grandes maestros del derecho procesal han sido prácticamente unánimes en estimar la procedencia de estas acciones.

Puntualizó que ya en el Congreso Internacional de Derecho Comparado de La Haya del año 1932 -siempre al influjo de  la actividad e influencia notables de Chiovenda- estas acciones constituyeron especial tema de estudio, bajo el rótulo de “Les jugements déclaratoires”, lo que representó, diríamos, el reconocimiento definitivo de la doctrina procesal a las mismas.

Consignó que el mencionado Congreso proclamó entre sus conclusiones -más de 80 años atrás- que la función de declaración de mera certeza constituye “la forma más elevada y más delicada de ejercicio del poder judicial, que debe ser considerada como utilísima a los litigantes y a la vida social, en cuanto asegura el normal desenvolvimiento de las relaciones jurídicas, previene los actos ilegítimos, en lugar de afectarlos con el peso de graves responsabilidades, y da a las partes una regla para su conducta futura”. 

Reseñó que se seguía, de este modo, lo que ya años atrás había adelantado Chiovenda, cuando escribía que “esta producción de la certidumbre jurídica como fin en sí misma es, por una parte, la función más autónoma del proceso, porque procura un bien que no puede conseguirse de otra manera; por otra parte, es realmente la función más elevada del proceso civil.” Agregó que “se presenta no como un organismo de coacción, sino en el aspecto más perfeccionado y refinado de puro instrumento de integración y especificación de la voluntad que está expresada en la ley únicamente en forma general y abstracta; de facilitación de la vida social mediante la eliminación de dudas que se cruzan en el normal desenvolvimiento de las relaciones jurídicas. Asegurar en las relaciones de los hombres la certidumbre, prevenir los actos ilegítimos antes de castigarlos con el peso de graves responsabilidades, ¡he aquí una tarea bien digna del proceso de un pueblo civilizado.”.

Expuso que los Códigos de esta parte del mundo recogen estas acciones con términos más o menos parecidos, pero todos en la misma dirección. Destacó, entre otros:

a) Código Procesal Civil Comercial de la Nación argentina: 

Acción Meramente Declarativa “Art. 322.- Podrá deducirse la acción que tienda a obtener una sentencia meramente declarativa, para hacer cesar un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance o modalidades de una relación jurídica, siempre que esa falta de certeza pudiera producir un perjuicio o lesión actual al actor y éste no dispusiera de otro medio legal para ponerle término inmediatamente.

El Juez resolverá de oficio y como primera providencia, si corresponde el trámite pretendido por el actor, teniendo en cuenta la naturaleza de la cuestión y la prueba ofrecida.”.

b) Código Procesal Civil del Perú:

“Artículo III.- El Juez deberá atender a que la finalidad concreta del proceso es resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos sustanciales, y que su finalidad abstracta es lograr la paz social en justicia.”.

Observó que el Código del Brasil, en su artículo 19, dispone que se admiten las acciones meramente declaratorias. 

Recordó que en Chile el primer fallo que recogió esta modalidad de demanda, fue el dictado en los ya clásicos autos “Otero con Falabella” por el Cuarto Juzgado Civil de Santiago, el 23 de marzo de 1963.

Sostuvo que la Corte Suprema, a partir de entonces, ha ratificado esta idea de un modo que no admite discusión.

Enfatizó que hace más de 70 años Couture había escrito que: “La resistencia que hallaron las sentencias de esta índole (meramente declarativas o de mera declaración) en ciertos tribunales, inspirada en la idea de que no es función de la justicia hacer meras declaraciones, sino dirimir conflictos reales y efectivos, ha sido abandonada últimamente, incluso por aquellos que más firmes se mostraron en sustentar esta tesis…”.

Concluyó que en Chile no hay tribunal en el país, que ignore qué son las acciones de mera certeza y que, al propio tiempo, desconozca la competencia de los tribunales ordinarios para conocer de ellas.

En relación con los requisitos o condiciones de procedencia de las acciones de mera certeza, indicó que deben concurrir los siguientes: 

a) Existencia de un estado de incertidumbre jurídica.

Aseveró que debe haber una referencia a la efectiva existencia de un estado de duda. Recalcó que hay aquí un problema manifiesto de buena fe procesal. 

Añadió que la acción de mera certeza supone la existencia efectiva de un estado de incertidumbre. Se discurre exclusivamente a partir de una interpretación del ordenamiento jurídico. Confirmó que no se está en presencia de problemas de hecho. Detalló que la acción no está destinada a declarar que los hechos ocurrieron o no, simplemente buscan fijar el modo de interpretar una normativa jurídica.   

Connotó que la acción de mera certeza no está destinada a  que un tribunal declare que tales o cuales hechos ocurrieron o no. Esto no constituye la incertidumbre jurídica que se satisface por la acción de mera certeza, porque de ser así, se trastocaría todo el sistema judicial.

b) Presencia de legítimo contradictor.

c) Que no exista en el ordenamiento jurídico, un órgano o institución llamado a esclarecer la duda que provoca la incertidumbre.

Luego, manifestó que si hay otros órganos o institutos a los que el ordenamiento jurídico les otorgue la facultad de dirimir, aclarar o resolver, no puede recurrirse a los tribunales de justicia.

Precisó que, sin embargo, –en términos penales– ésta es la fórmula de la última ratio: se debe acceder a ella, solamente, si no existen otros mecanismos, órganos o caminos que tengan a su cargo la tarea de dilucidar las dudas, interrogantes u oscuridades que se requiere contestar o aclarar.

De allí que resulte ilustrativa la coincidencia que, casi con medio siglo de diferencia, se advierte entre los dichos de Couture y de Chiovenda.

Agregó que, refiriéndose a las acciones de mera certeza, Chiovenda escribe: “Esta producción de la certidumbre jurídica como fin en sí misma es, por una parte, la función más autónoma del proceso, porque procura un bien que no puede conseguirse de otra manera.”.

Recordó que muchos años más tarde, Couture dirá “La doctrina admite que todo estado de incertidumbre jurídica, que no tenga otro medio de solución que el de un fallo judicial, justifica una acción de mera declaración y una sentencia de esta naturaleza.”.

Sostuvo que los mencionados criterios son compartidos estrictamente por la Corte Suprema, cuando sostiene que se trata de situaciones que: “… solo cabe resolverlas por una sentencia meramente declarativa que las dilucide, dando certidumbre a los interesados.”.

d) Que se formulen la o las peticiones compatibles y propias con el requerimiento que se deduce, procurando la certeza.    

Hizo presente que la pretensión de mera certeza se agota con su acogimiento; nada más hay que verificar; nada más es necesario. El interés jurídico queda satisfecho con el término del estado de incertidumbre. 

Puntualizó que la idea mencionada la ha destacado la Corte Suprema, reconociendo que, según se ha entendido por la doctrina y la jurisprudencia la acción de mera certeza, "sólo puede tener por objeto la declaración de un derecho que una parte estima asistirle, para evitar o componer un litigio que le afecta o puede afectarle en el futuro, agotándose la jurisdicción del Tribunal en la mera declaración de certeza sin que pueda imponer una prestación a la contraria.".

Asimismo, recalcó que expuestos los requisitos que deben concurrir para que una acción de esta naturaleza pueda ser acogida, esto es, para que se dicte sentencia estimatoria, parece evidente que en la especie ellos no están todos presentes.

Manifestó que el Tribunal Constitucional ya ha declarado que los actores no podían ignorar que aquí ya había una situación  resuelta desde 1985. Dicho organismo reprocha a los actores, ya que en lugar de buscar la certidumbre, lo que han hecho con la acción es producir un estado de evidente incertidumbre.

Se formuló las siguientes preguntas: ¿Es razonable estimar que los demandantes ignoraban los dictámenes emitidos por la Contraloría General de la República sobre la materia, a los que no hacen mención alguna en el libelo?; ¿tampoco conocían los términos de la ley N° 18.458? ¿Desconocían, igualmente, lo resuelto por el Tribunal Constitucional en sentencias roles N°s. 98-90; 237-96; 1192-08; 1587-10, y 2621-14…? 

Manifestó que en el caso en estudio claramente no había un estado de incertidumbre.

Añadió que son efectivos los juicios que emite el señor Ministro de la Corte Suprema en su informe a la Honorable Comisión, en especial cuando afirma que la Contraloría General de la República no representa judicialmente al Estado o que ella no tiene “interés” en la causa, todo lo cual justificaría que no se la haya emplazado al juicio, habida  consideración, adicional, de que Consejo de  Defensa del Estado ha asumido la defensa del Fisco, sujeto patrimonialmente expuesto por la posibilidad de que la demanda se acoja.

Destacó que no obstante, bajo los criterios adelantados, esto es, enfocada la situación con buena fe y con conocimiento razonablemente profundo de la cuestión en debate, nadie ignora que el órgano contralor mantiene una jurisprudencia administrativa constante, en sentido contrario a lo que la demanda persigue, por lo que  la notificación y consecuente emplazamiento de la Contraloría a la causa, importaba hacer partícipe del debate al órgano al que constitucional y legalmente, el estado de derecho nacional, le confiere tan relevantes y, en algún sentido, excluyentes atribuciones en la materia.

A continuación, recalcó que si no era imperativo, igual pudo haberse emplazado a la Contraloría con provecho para la justicia.

Dado que el Poder Judicial tiene tantas causas pendientes que fallar, tanto atraso judicial, se preguntó cómo era posible que los tribunales estén asumiendo estas labores que no le son procedentes, particularmente si la Ley Orgánica de la Contraloría dispone lo contrario.

Reiteró que Couture recalca la idea de que no debe haber un órgano llamado a resolver para que pueda proceder esta acción de mera certeza.

Subrayó que lo que más llama la atención es cómo se ha distorsionado la acción, porque basta leer la demanda presentada para concluir que no han hecho valer una acción de mera certeza, sino que han deducido una acción de condena. Precisó que la mencionada acción supone una declaración previa. Agregó que si se pide que se condene a una persona a indemnizar perjuicios lo primero que se solicita es que se declare que esa persona es responsable de los hechos perjudiciales y que respecto de ella concurren las condiciones para que asuma responsabilidades patrimoniales y jurídicas.

Seguidamente, sostuvo que basta revisar la demanda, específicamente la petición signada con la letra b) del petitorio: Se solicita en él que, como consecuencia de formularse la declaración de ser aplicables a los actores, el sistema previsional contemplado en el DFL Nº 1 de la Subsecretaría de Guerra, se condene a las demandadas a “revertir los efectos de la aplicación errónea de las normas previsionales a los actores…”

Es decir, aclaró, se está pidiendo que se formule una declaración y que luego se deje sin efecto la situación que afecta a los demandantes. Enfatizó que se está ante una acción de condena y no de mera certeza.

Agregó que esta solicitud –propia de las demandas de condena– echa por tierra la idea de tratarse de una acción de mera certeza y justificaría el rechazo de la demanda. Lamentablemente para el Fisco, el Consejo de Defensa del Estado no hizo valer esta insuperable argumentación.

En consecuencia, opinó que la “acción de mera certeza” debería denegarse por inconcurrencia de las condiciones que se exigen para que se dicte sentencia estimatoria a su respecto, pero como expresó en el párrafo que antecede, las razones procesales que conducían a esta conclusión, no se han hecho valer.

Subrayó, entonces, que se verifica una contienda de competencia entre los tribunales superiores de justicia y el Contralor General de la República.

Lo anteriormente indicado es relevante, porque en la exposición del Ministro, señor Muñoz, sostuvo que la contienda de competencia no tenía ningún destino porque si ésta se acogiera subsistiría la sentencia ejecutoriada de la Corte de Apelaciones, lo que revela que hizo una lectura parcial. El profesor señor Tavolari confirmó que el señor Contralor aludió que la contienda es respecto de la Corte de Apelaciones y la Corte Suprema.  

Añadió que no se puede hablar de la presente contienda sin hacer referencia al fallo del Tribunal Constitucional dictado en enero del año 2017, que acogió una contienda de competencia. Expresó que al final del día, lo que se está discutiendo es si de estas materias deben o no conocer los tribunales. El mencionado fallo establece que estas materias no son de competencia de los tribunales de justicia, no obstante que aquél está referido a los tribunales inferiores.       

Resaltó que los dictámenes emitidos por la Contraloría están sujetos a control jurisdiccional. Ello significa que si los administrados se ven afectados por ellos, tienen la facultad de recurrir ante los tribunales de justicia. Indicó, por tal razón, que no se puede sostener que se debe rechazar la contienda de competencia porque ésta sería una pretensión de la Contraloría de escapar al control jurisdiccional.

Manifestó que el Ministro señor Muñoz señaló que el requerimiento de la Contraloría vulnera la lógica formal y el principio de identidad. Expresó además que habría un tema de incompetencia que no se podría subsanar.

El profesor señor Tavolari admitió no compartir la opinión precedente.   

Estimó que no parece razonable lo que con tanta contundencia afirma la Corte Suprema, porque, por ejemplo, el artículo 5 del Código Orgánico de Tribunales, declara que: “…a los tribunales mencionados en este artículo corresponderá el conocimiento de todos los asuntos judiciales que se promuevan dentro del territorio de la República” – lo que comprende, obviamente, el juzgamiento de los delitos –. Asimismo el artículo 13 del Código Procesal Penal, reiterando que “… nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual hubiere sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo a la ley y al procedimiento de un país extranjero….” abre la puerta a la regla contraria, sosteniendo que “…a menos que el juzgamiento en dicho país hubiere obedecido al propósito de sustraer al individuo de su responsabilidad penal por delitos de competencia de los tribunales nacionales o, cuando el imputado lo solicitare expresamente, si el proceso respectivo no hubiere sido instruido de conformidad con las garantías de un debido proceso o lo hubiere sido en términos que revelaren falta de intención de juzgarle seriamente….”.

Agregó que la total incompetencia del país para juzgar a personas - nacionales o extranjeras -  por delitos cometidos fuera de sus fronteras, concluye, deja de existir, deviene en competencia, si se cumple un requisito determinado, esto es, si el imputado lo solicita haciendo valer determinadas justificaciones.

Seguidamente, indicó que el tribunal incompetente de ayer, es hoy competente para conocer del asunto, si se cumple el requisito de solicitarlo la persona imputada, bajo ciertas condiciones, lo que desmiente la categórica afirmación de la Corte Suprema, de haber en la especie una vulneración al principio de identidad, integrante de la lógica formal.

Precisó que sostiene el informe del Máximo Tribunal que, además, se vulnera la regla o principio lógico de falta de contradicción, esto es, “no es posible sostener la competencia de la Contraloría y de los poderes colegisladores al mismo tiempo, en relación a la controversia radicada en los autos rol Nº 4.017 del 29 Juzgado Civil de Santiago, puesto que ambos juicios son contradictorios. No es posible que dos diferentes órganos den una solución al mismo conflicto…”

Añadió que aunque en los términos indicados, no se encuentra en la petición u oficio solicitando dirimirse la contienda la opinión contralora que se censura; lo que aparece es, claramente, la idea de una competencia dictaminadora, previa y excluyente de la Contraloría. Todavía más, la referencia a los “poderes colegisladores”, que no se evidencia en el documento del señor Contralor, es parte del fallo del Tribunal Constitucional, de 18 de enero de este año, dictada en causa rol Nº 3283/2016, en el que se expresa:

“Mediante una sentencia judicial, se busca suplantar las facultades constitucionales exclusivas del Presidente de la República para proponer proyectos de ley, en materias de seguridad social o que incidan en ellas (artículo 65, inciso cuarto, N° 6). A un tiempo que se quiere reemplazar la atribución radicada exclusivamente en los órganos Legisladores, tocante a aprobar las materias básicas relativas al régimen jurídico previsional (artículo 63, N° 4); en este caso a través de leyes orgánicas constitucionales (artículo 105, inciso primero), cuya conformidad con la Carta Fundamental corresponde resolver a esta Magistratura, en definitiva (artículo 93 N° 1)”

Consignó que no se desprende del requerimiento o solicitud del señor Contralor la idea de que se otorgue, al mismo tiempo, competencia a dos órganos para decidir el asunto.

Puntualizó que en cuanto a que cuatro funcionarios y otro por la Asociación de Funcionarios de la D.G.A.C. hayan requerido al Contralor su opinión – lo que importaría cumplir con acatar la competencia de la Contraloría – no cabe sino destacar que en la demanda presentada a los tribunales no solamente no existe la menor referencia a ese hecho, sino que además, el libelo no impugna ni objeta los dictámenes. Para dar la apariencia  de acción de mera certeza – que ha quedado establecido, no lo es – se formulan peticiones con pretensiones de generalidad sobre el estatuto previsional que correspondería a los actores. 

Para exponerlo con claridad: una sería la situación si quienes recurrieron previamente a la Contraloría vieron desestimadas sus pretensiones y se han alzado, vía jurisdicción ordinaria, en contra de tal rechazo y, otra, la que acontece en este caso, en el que en la demanda no se hace la menor referencia a esa incursión previa y a la que, sin embargo, se hace mención en el documento de la Corte Suprema.

Por lo expuesto, argumentó, no parece ser procedente el reproche de ese documento al oficio del señor Contralor, por el que se le imputa vulnerar el principio de lógica indicado.

Hizo referencia a la curiosa redacción de las normas que asignan las competencias. Destacó que el número 13 del artículo 93 de la Carta Fundamental dispone que al Tribunal Constitucional le corresponde resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado. Agregó que cuando se trata del Senado, el artículo 53 del texto constitucional precisa que  son atribuciones exclusivas suyas:

“1) Conocer de las acusaciones que la Cámara de Diputados entable con arreglo al artículo anterior.

El Senado resolverá como jurado y se limitará a declarar si el acusado es o no culpable del delito, infracción o abuso de poder que se le imputa.”.

“3) Conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia;”.

Llama la atención que al Senado se le confiera la atribución de “conocer” de las contiendas de competencia, en tanto que al Tribunal Constitucional se le encarga “resolver” tales contiendas.

Hizo presente que existe una marcada diferencia entre estos vocablos que describen los denominados momentos jurisdiccionales, respecto de los cuales, empero, el constituyente pareciera otorgar una competencia limitada al Senado, atribuyéndole, meramente, el  “conocer” de las contiendas y, a  diferencia de lo que acontece en todos los restantes casos, no se hace mención alguna a la actividad de “juzgar” tales contiendas.

Resaltó que se trata de una situación compleja. 

Estimó que pareciera que se pudiera llegar a una situación de conflicto entre poderes u órganos de la más alta jerarquía. Agregó que si el Tribunal Constitucional acaba de declarar que los tribunales de justicia no son competentes para conocer de una cuestión propuesta por los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, el hecho de que se dirimiere esta contienda en favor de los tribunales superiores, dejaría la situación en un grado de mayor incertidumbre.

Es cierto, aclaró, que las sentencias tienen efectos relativos. Añadió que no cabe duda que se produciría una situación para la cual el ordenamiento jurídico chileno no tiene una adecuada solución. 

Sostuvo que el Ministro, señor Muñoz, acaba de decir, en un voto reciente que no hay reparo alguno en privilegiar la institucionalidad especial por sobre el régimen jurídico general y común. Lo anterior significa que nadie pone en tela de juicio la competencia absoluta de los tribunales de justicia para resolver cualquier conflicto que se promueva en el orden temporal en el territorio nacional, pero hay ciertas materias respecto a las cuales el ordenamiento tiene un modo diferente de resolver.

El profesor señor Tavolari concluyó su exposición señalando que al final del día todos pueden acceder a los tribunales, pero en el camino intermedio hay que respetar los pasos que fija el ordenamiento, porque esa es la base de un Estado de Derecho en una república democrática.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya ofreció la palabra al profesor de derecho procesal, señor Carlos Maturana.
El profesor señor Maturana comenzó su presentación agradeciendo la invitación de la Comisión. 

Seguidamente, expresó que la forma en que las instituciones republicanas adoptan soluciones abstractas y generales, es a través de la ley.

Manifestó que la Contraloría General de la República no está facultada para ejercer facultades jurisdiccionales, ni avocarse al conocimiento de acciones, cualquiera sea su naturaleza.

Indicó que al redactarse la Constitución Política se dejó expresa constancia en la historia de la ley que la Contraloría carece de facultades de ejercicio jurisdiccional. Declaró que el único caso en que ejerce dichas funciones es en el juicio de cuentas. Destacó que la Contraloría está autorizada para informar. 

Agregó que los dictámenes están sometidos a lo que resuelvan los tribunales. Precisó que lo resuelto por la Contraloría tiene un carácter obligatorio para los órganos de la Administración.

Puntualizó que el inciso 2° del artículo 38 de la Constitución Política dispone que cualquier persona que sea lesionada en sus derechos por la Administración del Estado, de sus organismos o de las municipalidades, podrá reclamar ante los tribunales que determine la ley. Añadió que ningún acto de la Administración que tenga por objeto interpretar, invalidar o reparar a los ciudadanos que se vean afectados por la Administración puede ser obviado.

Apuntó que en el libro de autoría del señor Contralor, denominado “Derecho Administrativo General” se señala que la Contraloría General de la República carece de personalidad jurídica y de patrimonio propio, sin que tampoco pueda ejercer su representación judicial su autoridad máxima, toda vez que la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría no le otorga esa función. Por lo tanto, el citado organismo no puede ser emplazado en juicio, debiendo demandarse en su lugar al Fisco.

Hizo presente que tanto la historia constitucional como la ley orgánica antes mencionada, establecen que la representación del Fisco en nuestro ordenamiento jurídico le corresponde al Consejo de Defensa del Estado. 

Agregó que uno de los requisitos para que los tribunales de justicia puedan actuar es que se ejerza una acción y, para ello, es necesario que concurra el requisito de la accionabilidad, entendida como la posibilidad que tiene los tribunales de conceder la protección jurídica que solicita el actor y que se verifica a la luz del ordenamiento jurídico.

Destacó que el profesor de derecho procesal, señor Alejandro Romero, en el tomo I del “Curso de Derecho Procesal Civil”, manifestó: “La falta de accionabilidad puede provenir, por ejemplo, de la naturaleza del derecho reclamado. Los casos más típicos surgen con los denominados derechos económicos-sociales, que en nuestro sistema jurídico son considerados sólo como anhelos o aspiraciones, que no pueden ser satisfechas, a lo menos ejerciendo el derecho de acción. Su protección se debe buscar en instrumentos distintos de los que concede el derecho de acción.”.

Subrayó que el derecho previsional constituye un ejemplo de lo citado precedentemente. 

En seguida, se preguntó si podemos llenar vacíos legales para los efectos de establecer regímenes previsionales. La respuesta es negativa. Ratificó que la solución está prevista por el propio ordenamiento constitucional quien establece muy claramente quién es el único sujeto encargado de establecer los regímenes previsionales.

Señaló que desde el año 1985, los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil ingresaron al sistema previsional de las Administradoras de Fondos de Pensiones y no al de Capredena. Agregó que hace más de veinticinco años que dichos funcionarios, como todos los civiles pertenecientes a las Fuerzas Armadas, tienen una previsión que está sometida al régimen de pensiones.

Consignó que en virtud de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, el sistema de jubilación que se les ha impuesto está reservado a los funcionarios de planta de dichos organismos.   

Asimismo, advirtió que en la demanda que da inicio a la presente contienda no se configura una acción declarativa. Esta última jamás puede, en un sistema regido por el principio de legalidad, llenar vacíos normativos en materias en que hay reserva legal.

Enfatizó que la acción declarativa busca interpretar la ley y nunca podrá crearla. Hizo presente que dicha acción está diseñada con el fin de prevenir el conflicto. Una vez que éste se produjo se deberá interponer una acción de condena.

Recalcó que, de este modo, no se puede entender que se interponga una acción declarativa por un conflicto que se generó hace veinticinco años. Asimismo, agregó que una acción de este tipo debe presentarse respecto de hechos concretos y no de situaciones abstractas.

Expresó que, atendido el efecto relativo de las sentencias, no comprende que personas que ejercieron la acción pudiesen estar sujetos a una determinada situación previsional y aquellos que no lo hicieron no estarán sometidas a ella. Lo anterior significaría contrariar flagrantemente la igualdad y el trato general que prevé la Constitución.

Connotó que existe una frase señera, que emana del Congreso Internacional de Derecho Comparado de La Haya del año 1932, en que se señala: “En la acción declarativa lo que se trata es que no demos un paso primeramente en la oscuridad y después encendamos la luz para ver si hemos caído en un pozo, sino que primero encendamos la luz y después demos el paso.”.

Subrayó que la mencionada frase demuestra que la acción declarativa previene el conflicto, no lo soluciona. Construye la paz para otorgar certeza sobre el derecho antes de producirse el problema. 

Exclamó que si todas las partes involucradas no han sido emplazadas, la sentencia que se debiera dictar en el proceso que dio origen a la contienda, tampoco podría prosperar y los tribunales no podrían pronunciarse sobre la materia, porque falta un presupuesto procesal indispensable.    

Reiteró que la acción declarativa tiene por objeto precisar el alcance de una situación legal respecto de una materia dudosa y que es susceptible de ser prevenida antes de que se produzca el conflicto.

Apuntó que su gran contribución es que se agota con su dictación. Recalcó que el único efecto que podría generar con posterioridad es una condena en costas, pero jamás podría producir una situación de condena, o generar un estado jurídico nuevo.

Expresó que no se debe olvidar lo dicho por el árbitro Juan Colombo en el considerando 165 de la sentencia pronunciada en la causa “Inversiones Socoroma con Carter Hold Harvey International Limited”, en que señala: “Existe un límite para la legitimidad del uso del proceso, el que no debe ser empleado con una finalidad distinta a la que constituye su fin esencial. Recordemos que -al decir de Josserand- las acciones procesales son armas lícitas que se convierten en armas envenenadas cuando se utilizan de cierta manera.”.

Advirtió que, en consecuencia, la acción que se ejerció en este caso es una acción constitutiva, porque pretende crear una nueva situación jurídica para los actores como lo es la de imponentes en  CAPREDENA y no en el régimen de AFP al cual hoy están afiliados, lo que no es posible si no existe una ley que así lo contemple; y menos puede ser pronunciada una sentencia sobre esa materia si no se han emplazado al proceso a todos quienes se ven afectados por esta acción, como son las Administradoras de Fondos de Pensiones en las cuales cotizan los actores.    

Seguidamente, aclaró que un tribunal no puede llenar un vacío legal. Ello, en virtud de la distribución de funciones esenciales de un Estado de Derecho.

Manifestó, a continuación, que el dictamen no es un acto jurisdiccional, sino que es un acto administrativo. Hizo notar que no emana de un debido proceso, porque se dicta por la Contraloría General de la República quien debe cautelar el patrimonio fiscal, organismo que, en consecuencia, no es independiente ni imparcial. Subrayó que los dictámenes no generan cosa juzgada, por tal motivo, pueden estar sujetos al control jurisdiccional.

Concluyó su presentación señalando que los tribunales, en conocimiento de una acción de mera declaración de certeza o constitutiva no pueden pretender modificar un régimen previsional con un carácter general y abstracto para que rija respecto de los funcionarios de una institución pública, por ser su determinación una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República y propia de ley, y menos puede resultar ello posible desde un aspecto procesal, si no se han cumplido con los requisitos que se señalaron para que sea posible la accionabilidad y se dé cumplimiento a los diversos presupuestos procesales requeridos.

Finalmente, postuló que la Contraloría General de la Republica no tiene competencia para conocer de acción judicial alguna y que los dictámenes que pronuncia no privan a los afectados de su garantía a acudir a los tribunales en la protección de sus derechos mediante el ejercicio de acciones judiciales, por ser aquéllos obligatorios solo para la Administración del Estado.    


A su turno, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció la palabra al profesor de derecho procesal de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Raúl Núñez. 

El profesor señor Núñez comenzó su exposición agradeciendo la invitación de la Comisión.

Luego, señaló que su ponencia será complementaria a lo dicho por los profesores, señores Maturana y Tavolari, ya que coincide con lo expresado por ellos.

Indicó que en esta materia  se deben esclarecer ciertos conceptos básicos. El primero de ellos dice relación con la función de los tribunales de justicia cuando adjudican. Para explicar lo anterior, citó al filósofo alemán Jürgen Habermas, quien ha manifestado que lo que hacen los tribunales de justicia no es un discurso de fundamentación que busque generar normas generales y abstractas, legales y legítimas, sino que lo que éstos realizan, cuando adjudican, es lo que se denomina un discurso de aplicación o adecuación. Lo anterior consiste en poner en correspondencia las hipótesis que tuvo en cuenta el legislador al momento de dictar la norma con los supuestos de hecho del caso concreto que se le presenta.

Consignó que es importante tener en cuenta, desde esta perspectiva, que cuando la jurisdicción funciona y realiza el mencionado discurso, tiene en consideración esas hipótesis de aplicación y de no aplicación que están en cada norma que dicta el Parlamento.

Puntualizó que la función jurisdiccional es el discurso de adecuación o aplicación que realizan los órganos independientes e imparciales, cuyas resoluciones presentan el mayor grado de irrevocabilidad posible dentro del sistema jurídico.

Precisó que en la actualidad se ha definido el derecho de acción como un derecho subjetivo público, de carácter constitucional, consistente en provocar o poner en funcionamiento la actividad de adjudicación del Estado.

En ese sentido, a la jurisdicción no le corresponde expedir normas legales y legítimas, sino que solamente en el caso que no haya coincidencia entre el discurso de adecuación o aplicación dentro del caso concreto, declarar la derrotabilidad de las normas jurídicas. 

Asimismo, hizo presente que en la clasificación de las acciones se distinguen las acciones de condena, que son aquellas que solicitan que se imponga una prestación a la parte perdedora; las declarativas, que buscan la declaración de un derecho por medio de la sentencia; las constitutivas, que buscan crear, modificar o extinguir situaciones o un estado jurídico; las ejecutivas, que persiguen forzar la ejecución de una prestación, y las cautelares, que están establecidas para el aseguramiento, resguardo y protección de una pretensión reconocida.

Subrayó que las acciones declarativas o de mera certeza, ponen fin a un estado de incertidumbre jurídica. Así, su contenido viene dado por la sola constatación judicial de la existencia o no de una relación o situación jurídica. Remarcó que ella no busca llenar vacíos legales, sino simplemente persigue una interpretación.

Luego, precisó que la mencionada acción no se ejecuta, aunque igualmente goza de la fuerza de la cosa juzgada.

Admitió que dicha acción no se encuentra consagrada en el Código de Procedimiento Civil, pero desde hace mucho tiempo los tribunales la han reconocido y exigido ciertos requisitos de procedencia.     

En relación con las características de la acción de mera certeza, observó que ésta debe encaminarse exclusivamente a que se resuelva judicialmente la existencia o inexistencia de una situación jurídica; ella no puede recaer sobre situaciones hipotéticas o futuras, sino sobre una controversia actual. Agregó que para deducirla se debe acreditar un interés material, patrimonial o moral. Detalló que la protección jurídica que se logra por esta vía queda amparada por la fuerza de la cosa juzgada.

Expresó que como se agota a sí misma con la sola dictación, por regla general, la tutela que surge de la sentencia no requiere de una etapa de ejecución.

Hizo presente que en el fallo del Tribunal Constitucional, rol 3.283-16, pronunciándose respecto a la contienda de competencia entre la Contraloría y el 29° Juzgado de Letras en lo Civil de Santiago, se determinó que solo la Contraloría General de la República puede interpretar, de un modo generalmente obligatorio, la normativa sobre el régimen previsional (Considerando vigesimoprimero).

Desde esa perspectiva, indicó que es preciso preguntarse si en la presente acción declarativa se verifica una incertidumbre jurídica.        

Consultó si es posible pensar en falta de certeza desde el año 1985 si existen dictámenes y jurisprudencia que resuelven el tema que convoca a la Comisión. Recalcó que la respuesta es negativa, ya que nunca ha existido incertidumbre.

Expresó que si hay otro órgano encargado de esclarecer un determinado aspecto, es a éste a quien le corresponde hacerlo en primer lugar. Citó al profesor Tavolari, quien señaló que la jurisdicción es la última ratio.

En cuanto al carácter general y abstracto de la declaración de mera certeza, consignó que si se está frente a una sentencia, éstas producen efectos solo respecto a los intervinientes en el proceso. Constató que el universo de personas que están en la misma situación descrita en la demanda es más amplio que aquéllos que ejercieron la acción.

Reseñó que en esta sede se ha planteado la siguiente duda. Si el Senado falla en favor de la Contraloría, quedaría a firme la sentencia que dictó la Corte de Apelaciones de Santiago. Afirmó que la respuesta es negativa, porque en ese caso se estaría privando de conocer del asunto al Poder Judicial. En consecuencia, si sucede lo anteriormente planteado, lo que correspondería es que la materia en cuestión sea resuelta por los órganos colegisladores.

Concluyó su presentación señalando que la acción en estudio no es meramente declarativa, ya que los funcionarios están persiguiendo una condena. Estimó que los argumentos dados por los profesores, señores Tavolari y Maturana llevan siempre al mismo camino, a saber, la presente acción no es de mera certeza y tampoco constitutiva.

Finalmente, añadió que, tal como lo mencionó el Tribunal Constitucional en la sentencia aludida precedentemente, la ley es clara y no existe ninguna posibilidad de interpretar judicialmente cuál es el régimen previsional al que suscriben los funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, inició la ronda de preguntas consultando por el efecto jurídico en el evento que el Senado acoja la contienda en favor de la Contraloría General de la República. Además, solicitó que los profesores especifiquen si en el caso puntual se configura una contienda de competencia o de jurisdicción.

Inquirió al profesor Zúñiga respecto de su afirmación de que no se estaría en presencia de una contienda de competencia.     

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín preguntó por las implicancias de que la acción que dio inicio a la demanda sea o no de mera certeza. Consultó cuál sería la relevancia si ella efectivamente se constata.

Inquirió si los tribunales al conocer de la presente acción de mera certeza están afectando el efecto relativo de las sentencias. Relevó que en ese caso, más que un conflicto entre la Contraloría y los tribunales, habría un problema entre estos últimos y el Parlamento. 

Asimismo, preguntó si en el caso en estudio debió ser requerida previamente la Contraloría. Destacó lo prescrito por el inciso 1° del artículo 6° de la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República, que señala: “Corresponderá exclusivamente al Contralor informar sobre derecho a sueldos, gratificaciones, asignaciones, desahucios, pensiones de retiro, jubilaciones, montepíos y, en general, sobre los asuntos que se relacionen con el Estatuto Administrativo, y con el funcionamiento de los Servicios Públicos sometidos a su fiscalización, para los efectos de la correcta aplicación de las leyes y reglamentos que los rigen.  Definir cuál es la tarea del Senado.” 

Subrayó que la Contraloría ha expresado que los funcionarios de la D.G.A.C., antes de recurrir a los tribunales, debieron haber solicitado un dictamen al órgano contralor.

Recordó que al Senado le corresponde definir  quién tiene la competencia específica respecto de cada caso, y en cada oportunidad.

Adhirió a la pregunta formulada por el Presidente de la Comisión respecto de la afirmación del profesor Zúñiga en cuanto a que no se configuraría una contienda de competencia.

Seguidamente, el profesor señor Zúñiga recordó que don Alejandro Silva Bascuñán, en su Tratado de Derecho Constitucional, abordó esta cuestión con motivo de anteriores contiendas de competencia sometidas al conocimiento del Honorable Senado. Agregó que el profesor Silva Bascuñán plantea la cuestión relativa a la dificultad de establecer cuándo se constata ese conflicto.

Puntualizó que no se advierte una contienda de competencia propiamente tal, porque para ello debe haber un conflicto positivo o negativo respecto de una atribución de la misma naturaleza, material o formal. Apuntó que para que aquí hubiese contienda de competencia, las atribuciones reclamadas deberían ser análogas u homologables desde el punto de vista material, al menos, a la potestad dictaminante reclamada para sí por el organismo contralor al plantear la contienda; debería haber una potestad análoga por parte de los tribunales a ésta, desde el punto de vista de su capacidad para interpretar la ley previsional. 

Asimismo, afirmó que sus colegas procesalistas, con los que ha coincidido en esta cuestión, han observado las limitaciones que las acciones declarativas tienen, ya que ellas no pueden suplir la voluntad del legislador. No están llamadas a llenar vacíos legislativos. Recalcó que tampoco puede hacerlo la potestad dictaminante del Contralor, pues no le está permitido determinar la adscripción a un determinado régimen previsional de trabajadores del sector público.

Constató que no hay una competencia homogénea, homologable, reclamada para sí por uno u otro que sea objeto del conflicto en estudio. Expresó que el Senado, al ejercer esta atribución, está desempeñando una función de naturaleza judicial. Reseñó que Silva Bascuñán llega a decir que la decisión de la Cámara Alta es una sentencia.

Añadió que el Senado debe resolver la contienda de competencia en función del principio del imperio del derecho y de la  supremacía constitucional y, por tanto, puede acogerla, fundado en el hecho de que esta competencia es de carácter legislativa, y no corresponde a una competencia administrativa derivada de la potestad dictaminante.  

Seguidamente, el profesor señor Maturana indicó que a los ciudadanos no se les puede negar el acceso a la justicia, a menos que exista un texto expreso de ley. Agregó que así lo ha dispuesto el inciso 2° del artículo 38 de la Carta Política, que consagra el derecho a acudir a los tribunales en contra de los actos de la Administración. 

Recordó que en el derecho comparado, antes de acudir al contencioso-administrativo, se debe agotar la vía administrativa.

Concordó con el profesor Zúñiga cuando señala que el Senado actúa como tribunal en estas instancias. 

Recalcó que en la materia en estudio estamos ante una nulidad manifiesta. Añadió que cualquier tribunal puede así declararlo de acuerdo con la legislación procesal general, y sin perjuicio de que en la resolución de ese conflicto se determinen cuáles son los efectos de la misma, para que no quepan dudas respecto de las interpretaciones.

Hizo presente que se evidencian dos contiendas de competencia, y debe determinarse cuál debe prevalecer. Se preguntó si el Tribunal Constitucional desplaza al Senado si previene en el conocimiento del asunto.

Luego consultó si es más importante resolver los conflictos que tiene entregado a su conocimiento la Cámara Alta, que los del Tribunal Constitucional, atendida la mayor envergadura de sus órganos.

Respondiendo a las preguntas precedentes, detalló que frente a esa estructura y para poner término a cualquier conflicto que se pudiera presentar, claramente la decisión que adopte la Cámara Alta debería primar respecto de cualquier otra situación que se dé, porque ambas recaen sobre la misma disputa.     

A continuación, el profesor señor Tavolari manifestó que hay un tema relacionado con el ejercicio de una acción de mera certeza y la Comisión ha pedido la opinión a distintos profesores sobre las condiciones teóricas de ese tipo de acciones. 

Connotó que, en general, todos han coincidido en que la acción que funda la demanda está mal planteada. Expresó que los actores la denominaron de mera certeza y la plantearon como tal. Constató que el tribunal ordinario de primera instancia la rechazó como tal, y la Corte de Apelaciones la acogió posteriormente. 

Consignó que parte importante de los operadores que han intervenido en este conflicto consideran que efectivamente se trata de una acción declarativa.

Agregó que si así fuera, entonces se puede realizar la siguiente lectura, a saber, cuál es la función que le da la Contraloría el artículo 6º de su ley orgánica. Destacó que en el fondo sería la de informar y realizar una interpretación vinculante para los empleados públicos. Puntualizó que si eso es así, nadie podría desconocer que es una tarea prácticamente idéntica a lo que se espera de una acción de mera certeza.

Declaró que si en esa disyuntiva, si en verdad de lo que se trata es de resolver acerca de esta incertidumbre sobre el régimen previsional, pareciera que para preservar el estado de derecho lo que corresponde es que efectivamente se dé preferencia a la Contraloría. De otro modo, tendríamos que convenir que de aquí en más, nadie va ir a solicitar un dictamen a dicho órgano.  

Aseveró que el Senado tiene que acudir al fallo del Tribunal Constitucional. Admitió que no se puede discutir la jerarquía de la Cámara Alta, pero asimismo hay que reconocer el rol que la Constitución le otorga al Tribunal Constitucional, a saber, la labor de interpretar las normas de mayor jerarquía del ordenamiento. 

Recalcó que el Senado es un órgano político, no es un tribunal. Reconoció que en el ordenamiento ya hay una decisión adoptada por el Tribunal Constitucional. Ante ello, el Senado tiene respaldo jurídico para compartir el juicio de dicho tribunal. 

Reiteró que el error cometido por los actores al presentar su acción de mera certeza no los puede favorecer. Agregó que si se intenta una acción de condena, la Contraloría no tiene nada que hacer, pero si, por el contrario, la acción fuese de mera certeza surge un legítimo derecho de que el Senado, actuando en la condición de órgano político superior, resuelva que le parece respetable, acatable, la decisión del Tribunal Constitucional.

Sugirió que la Cámara Alta dirimiera la contienda de competencia en favor de la Contraloría argumentando a partir de esas ideas matrices. 

Por su parte, el profesor señor Vergara manifestó que lo que aquí ocurre responde a un reclamo institucional de un órgano administrativo que persigue que los tribunales no profundicen en el conocimiento de una causa de naturaleza no jurisdiccional.

Agregó que la contienda no se debe resolver  entregándole a la Contraloría la competencia. Indicó que hay que observar el momento, la oportunidad y la forma en que se tiene que declarar lo que piden los funcionarios. 

Destacó que a lo que está llamado el Senado es a determinar si los tribunales pueden seguir conociendo este tipo de acciones, por la oportunidad en que se plantea, por la naturaleza de la acción, y asimismo, considerar lo que significa desconocer otras competencias de otros órganos que se ejercen en otro momento, en otras oportunidades y a través de otros cauces.  

Connotó que la Contraloría General de la República emitió un llamado institucional cuando tomó conocimiento de la sentencia de la Corte de Apelaciones, ya que observó que no funcionó ninguna de las vallas institucionales para evitar el quebranto que significa la acción de mera certeza.

Hizo presente que en casos como éstos, el Pleno de la Corte Suprema puede observar en su función de superintendencia si los tribunales están incurriendo en tales quebrantos de su jurisdicción o de su competencia. 

Estimó inexcusable la decisión del Senado, el que deberá dirimir diciendo que la causa específica, dada la naturaleza de la acción que se interpuso, no tiene una naturaleza jurisdiccional y puede en el futuro producir algún desajuste o corrosión institucional.  

El profesor señor Sebastián Soto en relación al efecto de acoger la contienda, coincidió con el profesor Núñez, en cuanto a que no es posible argumentar que queda a firme el fallo de la Corte de Apelaciones. 

Agregó que lo que falla el Senado al acoger la contienda es que los tribunales no pueden pronunciarse en este caso concreto, y por lo tanto, al resolver de esa manera dejaría sin efecto toda actuación judicial.

En cuanto a la consulta planteada por el Honorable Senador señor Larraín, admitió que si todos los presentes fuesen jueces, rechazarían en los tribunales la acción de mera certeza, por lo fundamentos ya dados. 

Se preguntó si el Senado debe hacer algo similar. Respondió que tratándose las contiendas de competencia como cuestiones concretas, es decir, en que las características del caso concreto son relevantes, es importante discutir la naturaleza de las acciones de mera certeza y ahí definir quién no tiene la atribución respectiva. 

Advirtió que los tribunales de justicia carecen de la competencia para definir un régimen previsional de modo general y abstracto.

Declaró que al acogerse la contienda de competencia no se está diciendo que la Contraloría General de la República es la competente, sino que simplemente se estaría confiriendo cierta razón a los dictámenes del Contralor que han señalado que se trata de un asunto de exclusiva resolución legislativa.

Concluyó su presentación expresando que al acoger la contienda y negar la competencia de la Corte Suprema se estaría vigorizando la decisión del legislador en un caso como éste. 

El Honorable Senador señor De Urresti reflexionó que el país se enfrenta hoy en día a una situación de colapso del sistema previsional. 

Señaló que el Contralor afirmó en el escrito que dio origen a la presente contienda de competencia que los tribunales de justicia se inmiscuyeron en las atribuciones exclusivas de la Contraloría al avocarse al conocimiento del régimen previsional de los funcionarios de la Dirección ya mencionada. Preguntó la opinión de los profesores sobre la afirmación anterior.

Consultó cómo se compatibilizan en el sistema constitucional chileno las atribuciones que se le otorgan a la Contraloría para dictar de forma general la jurisprudencia administrativa, con la competencia que tienen los tribunales de justicia para revisar los actos de la Administración en cada caso concreto.

Considerando que el Contralor General de la República ha planteado en su presentación que existe un ámbito que regula el régimen previsional de los funcionarios públicos, en que los tribunales de justicia carecen de competencia para revisar los actos dictados por el órgano contralor, inquirió cómo es compatible esta posición con el principio general de que los actos de la Administración están sujetos al control de los tribunales.

Preguntó si es la acción impetrada por los trabajadores una acción efectivamente de mera certeza.

Finalmente consultó si una acción de mera certeza que fija la forma general de interpretación, podría afectar el efecto relativo de la sentencia.

Sobre esta materia, el profesor señor Zúñiga manifestó que la Contraloría General de la República es parte de la Administración del Estado y está dotada de autonomía constitucional. Agregó que al igual que toda la Administración está sometida al control de legalidad. 

Expresó que la Contraloría expide actos de control que son actos administrativos. Añadió que tales actos de control son actos sometidos al control judicial. Ello es una exigencia básica de un Estado de Derecho. 

Asimismo, consignó que el Contralor no se plantea el problema de inmunidad de jurisdicción. Advirtió que lo que tiene que resolverse es dirimir la contienda en función de la vinculación que el Senado tiene ejerciendo una atribución de naturaleza judicial. 

El profesor señor Sebastián Soto coincidió plenamente con lo señalado por el profesor Zúñiga en esta última parte. Estimó que es base en el sistema de pesos y contrapesos que los actos de la Administración estén sujetos a control por parte de los tribunales. Agregó que efectivamente la Contraloría puede tener competencias exclusivas en el sentido que las ejerce sin intervención de otro órgano administrativo, pero ello no quiere decir que no sean revisables.  

Aseveró que esa discusión, en abstracto, la resolvió el Senado en la década de 1990 y nadie pone en duda aquello. Reconoció que la presente contienda no lo discute. Advirtió que el mismo Contralor admite que no está en debate el control judicial de los dictámenes o de los actos de la Contraloría, lo que sí está en discusión es este caso concreto latamente explicado en esta sede. 

Concluyó señalando que por las razones que ya ha expuesto debe acogerse la presente contienda.

En seguida intervino el profesor señor Vergara, quien expresó que en ningún caso el Contralor desea quedar en una situación de exclusión del control jurisdiccional. Incluso él lo dice expresamente.

Connotó que lo que lleva al Contralor a presentar esta contienda es la oportunidad en que se está llevando adelante este control jurisdiccional y la naturaleza de la acción que se está acogiendo, pues en ningún momento la mencionada autoridad pone en duda la competencia de los tribunales para controlar a la Administración.

Éste señala que un tribunal no puede en este tipo de acción pronunciarse sin que hubiese existido antes por parte de la Administración o de la Contraloría, alguna decisión específica.

Reiteró que lo que está en juego para el Contralor es la oportunidad que se presenta la acción y el proceso legal que se utiliza.  

12. Con fecha 14 de marzo de 2017, el abogado de los funcionarios demandantes de la DGAC, señor Héctor Rodríguez hizo llegar a la Comisión el siguiente Téngase Presente:

“Héctor Rodríguez Mendoza, abogado, por sus mandantes, en autos sobre Contienda de Competencia, Boletín N° S-1913-03, a US. Honorable digo:

Que solicito se tengan presente las siguientes consideraciones, al tiempo de resolver la materia sometida a su decisión, a saber;

1.-  El asunto que se encuentra sometido a su conocimiento, dice relación con la petición que formula el Contralor General de la República:

“1. Se sirva darle tramitación y que en definitiva, declare que la Excma. Corte Suprema, al avocarse al conocimiento del recurso de casación en el fondo Rol N° 76325, deducido en contra de la sentencia de segunda instancia dictada por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago en la causa “Rodríguez Mendoza con Fisco”, se ha atribuido una competencia que no le corresponde, desconociendo las facultades que de forma exclusiva el art. 6° de la Ley N° 10.336 otorga a la Contraloría General de la República”.

2.- Aplicando principios generales del derecho, no resulta posible a ningún tribunal, extenderse más allá de lo solicitado. En este sentido, no es posible que este H. Senado se pronuncie sobre la validez del fallo de la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, bajo riesgo de resolver en Ultra Petita, a pesar que su intención sea de sumo destacable, “hacer justicia”, como han sugerido los profesionales invitados.

Por cierto que ellos, más allá de su destacable e indiscutible erudición se centraron en la naturaleza jurídica de la acción (o pretensión) más que en las consecuencias de resolver sobre la incompetencia misma.  De otro modo, las alturas que cobraron los temas doctrinarios impidieron que se diera una respuesta coherente y clarificara a la H. Comisión acerca del tema debatido.  Tanto así que algunos de los fallos citados como jurisprudencia devienen de la Constitución de 1925, en la cual se mentaban, de una manera ambiciosa e incipiente, de los Tribunales Contenciosos Administrativos, órganos que nunca existieron y cuyas materias quedaron, en la Constitución que nos rige, entregada al conocimiento de los Tribunales Ordinarios de Justicia.

Nada dijeron tampoco acerca del principio de inavocabilidad, en base al cual no le es permitido a ningún órgano avocarse al conocimiento de las materias sometidas a decisiones judiciales.  

3.- Así las cosas, el requirente pidió lo que en su escrito se indica, ni más ni menos, quedando así circunscrita la decisión a si la Excma. Corte Suprema tiene o no la competencia para conocer del recurso de casación interpuesto, en tiempo y forma, por el Consejo de Defensa del Estado. Más aún, incluso si lo hubiese solicitado el Contralor esta petición sería, evidentemente, contraria al artículo 76 de la Constitución Política del Estado, el cual impide a toda autoridad pronunciarse sobre los fundamentos y contenidos de los fallos de los tribunales de justicia.

No resulta posible anular la sentencia de la Corte de Apelaciones sin pronunciarse sobre su contenido.

4.- No es posible, que como lo han sugerido, los  juristas invitados en la sesión del día 6 de marzo de 2017, se pretenda instrumentalizar la facultad de resolver controversias de competencias, corrigiendo supuestos errores judiciales.

5.- Las exposiciones de los profesionales, critican severamente, tanto el tenor de la demanda, como la defensa esgrimida por el Consejo de Defensa del Estado, el Profesor Alejandro Vergara Blanco, califica de “ciego”, el actuar de dicho organismo. Podrán tener razón o no los profesores de derecho desde su mirada académica, pero en nuestro sistema son los Tribunales, a través de sus resoluciones, los que resuelven dicha temática.  

6.-  En este mismo sentido el profesor Sr. Tavolari, que recomienda acoger la contienda se contradice y señala en su escrito, a fojas 12:

“De las opiniones doctrinales transcritas como de los fallos compilados, aparece que, en nuestros días, nadie discute ya la competencia de los tribunales ordinarios para conocer de estas acciones de mera certeza”. 

Por otro lado concluye que la demanda presentada por 1331 funcionarios no tiene dicha calidad, pero no es él, ni menos este H. Senado quien debe resolver si la demanda ha sido bien o mal presentada, puesto que, como se sabe y se ha dicho, son precisamente los Tribunales de Justicia quienes tienen la facultad, el derecho y hasta la obligación de resolver sobre estas materias.

Tampoco se pidió, en momento alguno en el juicio, que se llenase un vacío legislativo, por cuanto, dicho vacío no existe.  Lo que existe es una ley sobre cuyo alcance y aplicación esta defensa ha solicitado se ordene, por los Tribunales de Justicia, su aplicación respecto de los demandantes.  Asunto, por cierto, propio de las competencias de los mismos tribunales que, para bien o para mal, ejerciendo el ministerio que la Constitución, la ley y tratados internacionales han colocado, indiscutible e indefectiblemente, bajo su exclusiva esfera de atribuciones.

No se está discutiendo ni en el aula ni en el laboratorio, se trata pues de un caso concreto cuya resolución radica, como se ha insistido hasta el hartazgo, en determinar por esta H. Comisión, acerca de si el máximo Tribunal del país puede o no conocer del tantas veces mentado recurso de casación.   

POR TANTO:

Solicito a esta H. Comisión tener presente lo expuesto.”

13. Posteriormente, con fecha 20 de marzo de 2017, el Presidente subrogante de la Excma. Corte Suprema, señor Sergio Muñoz hizo llegar a la Comisión el siguiente Téngase Presente.

“Mediante oficio N° CL/50/2017, de fecha 07 de marzo de 2017, se remite a esta Corte Suprema el escrito presentado por el Contralor General de la República, mediante el cual formula un conjunto de puntualizaciones relativas a la presentación que hiciera el suscrito ante Vuestra Comisión, con motivo de la contienda de competencia que está siendo analizada por la misma (Boletín N° 1913-03), y recaba la opinión que se pueda tener sobre las mismas.

Honorable Comisión: 

El conocimiento de conflictos jurídicos por toda una vida permiten reflexionar en torno a la litigación, la cual indudablemente debe centrarse en los temas fundamentales, sin que sea necesario distraer la atención de quien debe resolverlos con observaciones accesorias, las que en nada contribuyen al debate. 

V. S. tendrá la sabiduría de aquilatar todos los antecedentes en su real y efectiva dimensión, conforme a las argumentaciones substanciales que se expresen por las autoridades en contienda.

La Corte Suprema ha estimado pertinente evacuar los traslados que el procedimiento contempla y, en esta ocasión, sólo ante la invitación expresa y por deferencia a Vuestra Señoría, estima conveniente reiterar lo siguiente:

1.- La contienda se encuentra trabada entre el Contralor General de la República y la Corte Suprema de Justicia.

Se ha promovido contienda positiva de competencia exclusivamente por la Contraloría General de la República con la Corte Suprema, puesto que expresamente se solicita que “se declare que la Excma. Corte Suprema, al avocarse al conocimiento del recurso de casación en el fondo rol N° 76325-2016, deducido en contra de la sentencia de segunda instancia dictada por la Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, en la causa ‘Rodríguez Mendoza con Fisco’, se ha atribuido una competencia que no le corresponde, desconociendo las facultades que de forma exclusiva el art. 6° de la Ley N° 10.336 otorga a la Contraloría General de la República.” 

En consecuencia, no existen otras autoridades concernidas en la presente contienda. Es así como el señor Contralor, en el tercer párrafo en que promueve la contienda, al plantear el objeto de su planteamiento ha señalado: “Dado que la actuación de la Excma. Corte Suprema constituye una intromisión en las atribuciones que la Constitución y la ley han entregado a la Contraloría General de la república, se promueve la presente contienda de competencia con el objeto que el H. Senado se pronuncie al respecto, declarando la incompetencia de la Excma. Corte Suprema para conocer de la causa rol N° 76325-2016, resguardando así las competencias que constitucional y legalmente corresponden a esta Entidad Contralora.”

Se expuso ante V. S. que en casos anteriores la resolución de la Corte Suprema, ante el hecho de dirimirse una contienda en favor de la Contraloría y dando cumplimiento a lo resuelto por el H. Senado, la resolución pronunciada ha sido que se omite pronunciamiento del recurso pendiente y se han devuelto los autos al tribunal que lo elevó a su conocimiento. No es otra la decisión que le corresponde adoptar, ante tal determinación.

Correspondía al señor Contralor determinar la oportunidad en que promueve la contienda con los tribunales y es, precisa y determinadamente con ese tribunal con el cual trabará la cuestión. Es ese tribunal quien resolverá autónoma e independiente la conducta que adoptará frente al requerimiento, pudiendo aceptar o controvertir el planteamiento, es por ello que no involucra a otras autoridades.

Los recursos procesales tienden a la revisión de una decisión judicial. Emitida una sentencia por un tribunal es el legislador, quien en el artículo 174 del Código de Procedimiento Civil, reguló cuando una resolución se entiende firme o ejecutoriada al proceder recursos en su contra, esto es, “desde que se notifique el decreto que la mande cumplir, una vez que terminen los recursos deducidos”; término que, tanto la doctrina como la jurisprudencia se encuentran contestes en que puede ser normal o extraordinario, encuadrándose en esta última hipótesis el evento en que no se emita pronunciamiento respecto de un recurso por diferentes causas, como puede ser la declaración de inadmisibilidad, deserción, prescripción, desistimiento, transacción, avenimiento o por cualquier otra razón, entre las que por cierto se encuentra la incompetencia del tribunal, que en este caso puede ser dispuesta por el H. Senado al dirimir la contienda en favor de la Contraloría General de la República.

La particularidad se encuentra en el hecho que la sentencia de la Corte de Apelaciones, impugnada de casación ante la Corte Suprema, acogió la demanda, razón por la cual, en el evento que omita pronunciamiento respecto del recurso de nulidad por el Máximo Tribunal, se debe devolver el expediente a la Corte de Apelaciones y este tribunal deberá cumplir tal determinación y, a su vez, devolver la causa al juzgado de primer grado, el cual deberá ordenar cumplir la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones.

La dictación de todas estas resoluciones sí son de competencia exclusiva y excluyente de los tribunales de justicia.

2.- El asunto en que incide la contienda es de naturaleza litigiosa y se encuentra sometido al conocimiento de los tribunales de justicia.

 La Corte Suprema de Justicia ha reconocido expresamente la competencia legal del señor Contralor, en los términos que le ha sido conferida por el artículo 6° de la Ley 10.336. Pero, de la misma forma ha destacado los alcances reales de la norma y su excepción, que, en términos generales de competencia, reitera el artículo 54 de la Ley 19.880, determinando la incompetencia de la autoridad administrativa desde que el interesado recurre a los tribunales para su resolución, planteando una controversia entre partes. Derechos que adquieren carácter de litigioso “desde que se notifica judicialmente la demanda” (artículo 1911 del Código Civil de 1855). En este sentido en claro el mandato legislativo: “La Contraloría no intervendrá ni informará los asuntos que por su naturaleza sean  propiamente de carácter litigioso, o que estén sometidos al conocimiento de los Tribunales de Justicia, que son de competencia del Consejo de Defensa del Estado, sin perjuicio de las atribuciones que, con respecto a materias judiciales, reconoce esta ley al Contralor.

”

Son dos las excepciones. Los asuntos que por su naturaleza sean litigiosos y los que estén sometidos al conocimiento de los tribunales. Encargándose de aclarar el punto el Código Civil, el cual otorga el carácter de litigioso a todo derecho o materia demandada ante los tribunales desde la notificación de la acción.

Eso es lo sustancial.  

No es un aspecto relevante –por lo menos para la Corte Suprema de Justicia–, pero que no deja de sorprender, la doble precisión que realiza el señor Contralor, en orden a que no obstante haber emitido Dictamen N° 4.796, de 28 de enero de 2005, solicitado por don José Pérez Debelli; Dictamen N° 37.117, de 9 de agosto de 2006 que se relacionan con don Carlos Quintana Arias y don Ricardo Valásquez Aravena; Dictamen N° 42.994, de 24 de septiembre de 2007, respecto de don Enrique Valenzuela Núñez; Dictamen N° 74.525, de 29 de noviembre de 2011, requerido por don Cristian Fuentealba Pincheira; Dictamen N° 43.070, de 13 de junio de 2014, referido a doña Myriam Soto Vega, y Dictamen N° 78.329, de 25 de octubre de 2016, en relación con don Pedro Leiva Hewstone, todos demandantes de autos, sosteniendo, además, que no pretender sustraerse a la Contraloría del control jurisdiccional, sin embargo agrega:

a)
Para que la jurisdicción sea competente para emitir pronunciamiento respecto de la materia sometida al conocimientos de los tribunales en el proceso en que recae la presente contienda, requieren que se impugnen expresa y precisamente tales dictámenes, 

b)
No se ha vulnerado su deber abstención, al dictaminar respecto de algunos actores, luego de notificada la demanda al Consejo de Defensa del Estado, por cuanto la materia objeto del pleito seguido ante la jurisdicción, no es un asunto de naturaleza propiamente litigiosa, guardando silencio en torno al segundo fundamento de su inhabilidad, esto es, que esté sometido “al conocimiento de los Tribunales de Justicia”. 

No se califica, solo se expone: 

a) El Dictamen N° 43.070, es de fecha 13 de junio de 2014 y está referido a doña Myriam Soto Vega, demandante en los autos en que recae la contienda; 

b) El Dictamen N° 78.329, es de 25 de octubre de 2016, que se relaciona con don Pedro Leiva Hewstone, igualmente demandante en dicho proceso; 

c) Esos dictámenes fueron emitidos con posterioridad a la notificación de la demanda en los autos en que recae la contienda, hecho producido el 06 de mayo de 2013 respecto del Consejo de Defensa del Estado y el 29 de mayo de 2013 respecto de la Dirección General de Areonáutica Civil; 

d) Las afirmaciones del señor Contralor se expresan en el escrito presentado a la Comisión de Constitución, Justicia y Reglamento del H. Senado de fecha 3 de marzo en curso, y 

e) La sentencia del Tribunal Constitucional por la que dirimió la contienda en otro juicio entre el Contralor General de la República y la señora Juez del Vigésimo Noveno Juzgado Civil de Santiago es de dieciocho de enero del presente año, en que era parte el señor Contralor y el tribunal especial sostuvo que “por efecto de la sola interposición de la aludida acción, la Contraloría General de la República ha quedado además inhabilitada para dictaminar en la materia, habida cuenta que el artículo 6°, inciso cuarto, de la Ley N° 10.336, le impide informar sobre los asuntos que estén sometidos al conocimiento de los Tribunales de Justicia.” (Párrafo primero del considerando tercero).

3.- La acción interpuesta en los autor rol N° 4017-2012 del Vigésimo Noveno Juzgado Civil de Santiago, no es de mera certeza.

Reclamar un derecho judicialmente, que implique una alteración de una condición jurídica, no es una acción de mera certeza. Lo anterior se puede sostener con mayor razón si se tiene en consideración que se está solicitando una declaración específica y concreta para 1317 personas precisas y determinadas, funcionarios de la Dirección General de Aeronáutica Civil, quienes impugnan su incorrecto encasillamiento previsional en el régimen previsto por el Decreto Ley 3.500 de 1980, en circunstancias que les corresponde estar adscritos al sistema previsional de las Fuerzas Armadas regulado por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de la Subsecretaría de Guerra (Ley 16.752).

Cualquier comentario que se pueda hacer al respecto en sentido contrario no guarda relación con el objeto de la acción planteada por los actores en la causa en que incide la contienda.

Se ha tenido ocasión de señalar cuál es el objeto de la acción, su fundamento, el acto impugnado, la solicitud formulada al tribunal, los derechos afectados y la petitoria concreta, como también la determinación del tribunal de primera y segunda instancia, adjuntando copia del proceso.

No se observa la razón por la cual se insiste en señalar que se ha ejercido una acción general y abstracta cuando no es así. Se desconoce con ello tanto el inciso segundo del artículo 3° del Código Civil, como el artículo 8° del mismo cuerpo legal.

Se debe reiterar que lo impugnado en la causa que incide la contienda es el erróneo encasillamiento previsional de los 1.317 funcionarios de la DGAC, según afirman los demandantes.

4.- El señor Contralor sí pretende sustraerse del control jurisdiccional.


Existen al menos dos aspectos que permiten reafirmar el efecto de inimpugnabilidad jurisdiccional de la actividad del órgano fiscalidor que se podría producir de prosperar el presente proceso incoado por el Sr. Contralor.

Sin dejar de sostener que, los funcionarios públicos afectados por la administración pueden recurrir directamente a los tribunales para obtener el reconocimiento de un derecho o una situación juridica determinada, aún a falta de un pronunciamiento del órgano fiscalizador al que alternativamente aquellos pueden recurrir en forma previa, cabe señalar que, tal como el propio requirente lo ha señalado en forma reiterada, el dictamen 57.281 de 2004, fijó una interpretación de general aplicación, que define la exclusión del régimen previsional aplicable a las Fuerzas Armadas para funcionarios ingresados durante la vigencia de Ley 18.458, que no se encuentran en alguna de las situaciones de excepción que el mismo cuerpo normativo contempla. De esta forma, ha sido ese instante y ese dictamen el que ha fijado el criterio de la Contraloría General de la República respecto a la situación previsional de estos funcionarios de la DGAC. Ha reiterado su parecer ante requerimientos diversos de funcionarios e, incluso del Director de esa repartición, con lo cual ha puesto en igual e invariable situación jurídica previsional a todos los empleados de dicha institución, ciertamente que se hallen en el mismo presupuesto de la hipótesis prevista en el referido dictamen, parecer que ha reiterado ante esta Comisión y ante el H. Tribunal Constitucional, pretender impedir el pronunciamiento de la jurisdicción en este escenario, expresando que previamente se requiere solicitar su dictamen y luego recurrir de éste, prolonga la vigencia de su parecer e impide la revisión judicial, además de atentar en contra de los principios de gratuidad, celeridad, economía procedimental y no formalización.

En segundo término, se advierte otro razonamiento de la presentación escrita y oral del Contralor que lleva a reiterar, con igual ahínco, un peligroso riesgo de inimpugnaibilidad jurisdiccional en la actividad del requirente. En efecto, se ha señalado por el Jefe del ente Contralor que corresponde a él “informar el sentido y alcance de las normas aplicables a los servidores de la Administración del Estado”, potestad “que ha sido entregada a la Contraloría General de la República para que sea ejercida de una manera exclusiva”. En función de esa prerrogativa, es que el órgano requirente emite dictámenes que, si bien nacen de solicitudes concretas de determinado o determinados funcionarios, tienen un efecto que excede, con creces, a los involucrados, con impacto de alcance general. Esta consecuencia es la que se desea que perdure y no se tenga la posibilidad que la jurisdicción pueda resolver la materia. 

Todo lo anterior trae aparejada la peligrosa consecuencia de sustraer de la revisión judicial tales ámbitos de actuación del órgano administrativo.

5.- ¿La Contraloría General de la República puede tener legitimación pasiva y debe ser emplazada en juicio, especialmente si ya asumió la representación del Fisco y la Administración el Consejo de Defensa del Estado? 

Se abordó esta temática con anterioridad, transcribiendo el inciso tercero del artículo 6° de la Ley 10.336, disposición reproducida en esta presentación, la cual entrega al Consejo de Defensa del Estado la representación de los intereses de la Administración y el Fisco, en coincidencia con su ley orgánica.

Pero al respecto puede destacarse lo sostenido por el propio señor  Jorge Bermúdez, en cuanto “la CGR, de acuerdo con su ley orgánica N°10.336, no tiene ni personalidad jurídica ni patrimonio, e incluso, no está definida como organismo descentralizado, sino como organismo “independiente” de todos los ministerios, autoridades y oficinas del Estado. Ello se ve confirmado en la falta de legitimación pasiva de la CGR, así, a modo meramente ejemplar, puede citarse la resolución de la CA de Santiago (RGJ N°162, p. 51) que en fallo de 22 de diciembre de 1993 señaló que, aunque constitucionalmente autónoma, la CGR carece de personalidad jurídica y de patrimonio propio, sin que tampoco pueda ejercer su representación judicial el Contralor, toda vez que la ley orgánica constitucional de la Contraloría no le otorga esta función. Por lo tanto, el citado organismo no puede ser emplazado en juicio, debiendo demandarse en su lugar al Fisco” .

En conclusión, la Contraloría General de la República no representa a la Administración. Quien tiene la representación judicial de la Administración y del Fisco de Chile en el proceso es el Consejo de Defensa del Estado.

5.- Improcedente evaluación anticipada del señor Contralor de la decisión que dirima la contienda por el H. Senado.

Existen ciertos aspectos señalados por el señor Contralor en su exposición a esta Comisión que parecen de especial preocupación y que no podemos dejar de relevar, en función de que, por un lado, anticipan el resultado final de la acción judicial y, por otro, formula una crítica directa a ese escenario eventual, aludiendo a las consecuencias incluso extrajurídicas que la decisión podría implicar.

Así, el requirente aduce que los efectos del acogimiento de la demanda de los funcionarios de la DGAC se proyectan en tres dimensiones: una administrativa, una legislativa y una económica.

En relación a la primera dimensión, esto es, la administrativa, indica el requirente: “Si se acogiese lo que demandan esos funcionarios, lo que ocurriría seria que en la medida que ellos vayan jubilando, ellos deberían ser pensionados por parte de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, esa resolución debería ir a la contraloría para hacer toma de razón ¿Cómo podría hacer toma de razón la CGR si iría en contra de la propia ley? ¿o en contra de la propia jurisprudencia que ha expedido de manera uniforme durante todo este tiempo? ¿Cómo podría ser obligada la CGR si ni siquiera ha sido parte en este juicio que ordena el traspaso al sistema de CAPREDENA. Por lo tanto aquí hay un problema administrativo y dificulto la manera en que podría ser llevada a la práctica esta sentencia, y que da cuenta del carácter abstracto que tiene la acción que se ha intentado.”.

Esta aseveración trae aparejada un serio problema, pues se advierte en ella una postura que insinúa su proceder en el escenario que alude, por lo cual no se podrá decir que cualquier incumplimiento o desacato a la determinación jurisdiccional no será voluntario. 

Respecto a la segunda dimensión, el Contralor indica que “hay un problema legislativo, porque la ley 20.735 de febrero de 2014 que se conoce como la ley que corrige las distorsiones del sistema previsional, expresamente en su historia como en la discusión, dejó fuera de la discusión a los funcionarios de la DGAC, es decir, está yéndose en contra de lo que el legislador, [en] este caso por omisión, porque no lo consideró, había resuelto con ocasión de la ley 20.735.”. 

Con esta afirmación se entra en una evaluación de la legislación y un cuestionamiento de la determinación jurisdiccional.

Finalmente, el Contralor se explayó con detalle respecto a la tercera dimensión que a su juicio el acogimiento de la acción judicial de los funcionarios DGAC produciría, y a cuya preocupación llama a esta Comisión: las implicancias económicas. Sobre el particular el requirente dijo que “…de acuerdo a los cálculos que ha hecho la CGR en un lapso de 30 años, si se acoge la demanda, solo si se acoge la demanda de estos 1331 funcionarios y pensionados, esto costaría al erario público 300 mil millones de pesos. Evidentemente es difícil hace el cálculo, porque esto se basa en la expectativa de vida, el grado con el que jubilen y evidentemente esto puede sufrir variaciones. Pero según la propia dirección de presupuestos, si todos los funcionarios de la DGAC pasasen al sistema de CAPREDENA, esto costaría, en 30 años, 900 mil millones de pesos. Hay que recordar que CAPREDENA, quien paga las pensiones del sector de fuerzas armadas, cada año requiere del erario público un billón de pesos, un millón de millones, de plata que viene de cada uno de los contribuyentes. El articulo 19 N° 2 de la CPR,  a propósito del principio de igualdad, dice que en Chile no hay persona ni grupo privilegiado, cuando se acoge la demanda de estos funcionarios, en el fondo lo que se está haciendo, es consolidando una situación de privilegio que deben solventar todos los chilenos y chilenas con sus impuestos y eso creo yo no resiste mucho más análisis.”.

Es de esperar que no sea éste el real y genuino objeto de la contienda. 

Sin embargo, preocupa el cálculo detallado con que sostiene sus apreciaciones relativas a la Dirección General de Aeronáutica Civil y la Caja de Previsión de la Defensa Nacional, como igualmente la alusión a cálculos proporcionados por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.

No obstante lo anterior, la Corte Suprema de Justicia reitera su confianza histórica en las instituciones republicanas, de las que requiere, solicita e implora por la dignidad de nuestro país, que resuelva la presente contienda con imparcialidad, según se ha tenido oportunidad de suplicarlo verbalmente y por escrito, por cuanto es lo que 1.317 ciudadanos y sus familias, como todo el pueblo de Chile esperan y merecen.”.

-.-.-

VISTOS: Los antecedentes legales y de hecho reseñados precedentemente, y 

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de la República consagra en los artículos 6° y 7° del Capítulo I, denominado "Bases de la Institucionalidad", los principios de supremacía constitucional y de legalidad.


En efecto, el artículo 6° dispone, en el inciso primero, que "los órganos del Estado deben someter su acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a ella, y garantizar el orden institucional de la República". Añade en su inciso segundo que “los preceptos de esta Constitución obligan tanto a los titulares o integrantes de dichos órganos como a toda persona, institución o grupo”.


El artículo 7°, por su parte, establece que "los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley", agregando que "ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes”.


Finalmente, agrega que todo acto en contravención a este artículo es nulo y originará las responsabilidades y sanciones que la ley señale.


En definitiva, bajo el imperio de los principios de supremacía constitucional y de legalidad se garantiza el sometimiento integral de las autoridades públicas al ordenamiento jurídico;


2.- Que el Texto Fundamental, en múltiples disposiciones, instaura diversos órganos del Estado, asignándoles potestades y funciones específicas.


En ese contexto, los artículos 98 y 99 de la Carta Política conceden a la Contraloría General de la República atribuciones para ejercer el control de la legalidad de los actos de la Administración; fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes; examinar y juzgar las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de esas entidades; llevar la contabilidad general de la Nación, y desempeñar las demás funciones que le encomiende la ley orgánica constitucional respectiva.


Por su lado, el artículo 76 de la Ley Suprema preceptúa, en la primera oración del inciso primero, que "la facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley”;


3.- Que el numeral 3) del artículo 53 de la Carta Fundamental otorga al Senado de la República la atribución exclusiva de conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia;


4.- Que la esencia del asunto sometido a la decisión del Senado es determinar si la Corte Suprema puede avocarse al conocimiento del recurso de casación en el fondo deducido en contra de la sentencia de la Corte de Apelaciones de Santiago dictada en los autos rol N°  4049-2016, que revocó el fallo emanado del 29° Juzgado Civil de Santiago en la causa rol N° 4017-2012, que rechazó la acción incoada en contra del Fisco de Chile y de la Dirección General de Aeronáutica Civil por don Héctor Rodríguez Mendoza, en representación convencional de los funcionarios de esa última repartición.

TENIENDO PRESENTE:


1.- Que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento ha dado cumplimiento a su deber recabar los antecedentes que se vinculan con esta contienda de competencia, para lo cual recibió en audiencia al señor Contralor General de la República y al Ministro señor Sergio Muñoz, en representación de la Excma. Suprema, quienes expusieron sus puntos de vista sobre este asunto.


2. Que, asimismo, escuchó a los representantes de los trabajadores de la Dirección General de Aeronáutica Civil, a sus abogados y a diversos profesores de Derecho Constitucional, Procesal y Administrativo que ilustraron a esta Comisión sobre el sentido y alcance del asunto controvertido, y


3. Que existen precedentes de contiendas de competencia examinadas por esta Corporación, en que la Sala del Senado recibió en audiencia al señor Contralor General de la República y a un representante de la Excma. Corte Suprema, oportunidad en cada parte pudo presentar nuevos argumentos a favor de su posición. (Sesión 4a, en martes 11 de octubre de 1994 y sesión 37a, en miércoles 5 de mayo de 1999).


Teniendo en cuenta estos antecedentes:

SE RESUELVE:


Poner a disposición del Senado el presente informe que da cuenta de la contienda de competencia formulada por el señor Contralor General de la República, y recomendar que la misma sea resuelta por esta Corporación a la luz de los antecedentes ya consignados y  los argumentos que presentarán el señor Contralor General de la República y el representante de la Excma. Corte Suprema, cuando este asunto sea examinado por la Sala de la Corporación.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento adoptó este acuerdo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Araya, Espina, Harboe y Larraín, dando así cumplimiento a lo establecido en el artículo 205 del Reglamento del Senado que prescribe que los asuntos que importen el ejercicio de alguna de las atribuciones constitucionales exclusivas del Senado, no se podrán resolver sin informe de la Comisión que corresponda.

-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 17 y 23 de enero; 6 y 15 de marzo, y 4 de diciembre, todas del año 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero (Presidente), Alberto Espina Otero, Alfonso De Urresti Longton (Honorable Senadora señora Isabel Allende Bussi), Felipe Harboe Bascuñán (Presidente) y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 6 de diciembre 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión.
8
MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y GUILLIER CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL PARA SANCIONAR LA FIGURA DE LA ASOCIACIÓN ILÍCITA CONSTITUIDA PARA ABUSAR DE LA CREDULIDAD DE LAS PERSONAS

(11.531-07)
INTRODUCCIÓN

Por años hemos apreciado en los últimos tiempos, se han multiplicado en nuestro país diversas prácticas, que apelando a un presunto sentimiento de religiosidad de las personas, y explotando su fe, a través del despliegue de una fraudulenta actividad, promueven la participación en asociaciones místicas de naturaleza irregular. Atrayendo adeptos con supuestos medicamentos o falsas intervenciones quirúrgicas, estas verdaderas sectas religiosas, utilizan incluso a los medios de comunicación para promocionar sus productos y curas milagrosas. Las inseguridades, la impotencia ante enfermedades y crisis personales de diversa índole, han hecho recurrir a un número de personas que no es menor, ante tales estructuras, que aprovechándose del estado de necesidad, pretenden llenar esos vacíos.

Nos reconocemos un Estado laico, que respeta todos los credos y confesiones religiosas. Sin perjuicio de ello, no podemos tolerar la radicación de instituciones manejadas por inescrupulosos, que amparándose en una pseudo organización en casos hasta con giros comerciales, lucran abusando de la ingenuidad, estimándose sus ganancias en millones de pesos.

El surgimiento de estas instituciones atentan directamente en contra de nuestra históricamente arraigada y diversa cultura religiosa, que es fuente de rica vida espiritual para las personas de nuestro país, que encuentra expresión en diversas organizaciones religiosas que se ven afectadas muchas veces en su propia credibilidad por el descrédito que para la fe significan estas inescrupulosas asociaciones que sólo buscan el lucro a costa de la defraudación económica de muchas personas.

Lamentablemente, en nuestro país, se han propagado diversas asociaciones de este género. Lo reprochable de las mismas, insistimos, no dice relación con la libertad de conciencia, ni de culto, sino con el hecho de manipular a sus adeptos, en muchos casos personas en absoluta vulnerabilidad emocional, con formas de condicionamiento mental, que en un principio, de apariencia inofensiva, terminan conduciendo a sus seguidores hacia verdaderos trastornos emocionales y principalmente su ruina económica,  ya  que   sus   engaños tienen como fundamental finalidad inducirlos a la adquisición de supuestos productos milagrosos, amuletos con poderes especiales o asistencia a ceremonias de curación, tras las cuales deben efectuar suntuosos donativos.

Es evidente que nos encontramos ante una deficiencia normativa, que ha negado a numerosas personas la posibilidad de hacer justicia por los abusos a los que han sido sometidas, lo que genera la necesidad de una modificación cada vez más urgente al código penal, introduciendo artículos que consagren como un delito especial el abuso de la credulidad popular, ya existente en la legislación comparada, V.gr. la italiana, que lo consagra entre las "contravenciones al orden público y la tranquilidad pública".-

Este delito, generalmente afecta a personas de escasos recursos y educación, las cuales, como señalábamos anteriormente, en su consternación ante las contrariedades cotidianas, recurren ante estas instituciones o personas de baja moral que vilmente las despojan de sus pocos ingresos, con falsas promesas de salud, fortuna, etc.

Los elementos que es posible detectar en este tipo penal son:

1) manipulación psicológica;

2) timo;

3) ocultar bajo fachada de religión, o de medicina alternativa, prácticas inmorales e ilegales;

4) ánimo de lucro

Siguiendo el criterio italiano, nos parece adecuado incorporar las disposiciones en el título VI del Libro II de nuestro Código Penal, "De los Crímenes y Simples Delitos contra el Orden y la Seguridad Públicos, cometidos por particulares", consagrándolo como un figura calificada de asociación ilícita.

Un país en vías de desarrollo si bien no puede limitar la libertad de autodeterminación y conciencia, debe proteger al segmento más sugestionable del la sociedad de los abusos económicos a los que nos hemos referido.

Por las razones expuestas, venimos en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo Único: Agréguense a continuación del artículo 293 del Código Penal el siguiente artículo:

Art. 293 (bis): Cuando la asociación descrita en el artículo 292, tenga por objeto lucrar abusando de la credulidad popular, explotando el sentimiento religioso de la gente, o la ignorancia, será sancionado:

1° Con presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 30 a 50 UTM, a las que se promuevan o difundan a través de INTERNET, de medios radiales, televisivos, medios escritos o cualquier otro medio de comunicación.

2° Con presidio menor en sus grados mínimos a medio y multa de 20 a 40 UTM en cualquier otro caso.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y GUILLIER CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY PARA INTRODUCIR UN ARTÍCULO NUEVO EN EL CÓDIGO CIVIL PARA REGULAR LA IMPREVISIÓN CONTRACTUAL

(11.532-07)

FUNDAMENTOS

La denominada "doctrina de la imprevisión", ha sido latamente debatida en la doctrina nacional, fundamentalmente a la luz del principio en virtud del cual los pactos han de respetarse, como se expresa tradicionalmente en el aforismo "pacta sunt servanda". En nuestro Código Civil dicho principio está consagrado en el artículo 1545 del Código Civil, según el cual: "Todo contrato legalmente celebrado es una ley para las partes contratantes, y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas legales".

Sin embargo, no podemos desconocer que en ciertas oportunidades la aplicación estricta de la norma y sus consecuencias, pueden configurar situaciones de extrema injusticia: "summun jus summa injuria".

En oportunidades las condiciones existentes al momento de celebrarse un contrato, han podido variar de manera de hacer desproporcionadamente gravosas las obligaciones del deudor. En ciertos contratos, especialmente de tracto sucesivo y a plazo, es posible que después de la celebración de éstos, en el lapso de su cumplimiento, a veces prolongado, puedan sobrevenir hechos imprevistos que la voluntad no pudo anticipar. Frente a este conflicto, surge la "imprevisión".

Tradicionalmente, se ha sostenido que el deudor sólo puede excusarse de cumplir lo convenido alegando "caso fortuito o fuerza mayor". Esto supone la existencia de un impedimento que hace imposible ejecutar la prestación, fundado en lo que expresamos con el aforismo "imposissibilium nulla obligatio". Sobre el la recepción en nuestro Derecho de la imprevisión, como justificación para una alteración judicial de los términos acordados en un contrato existen diversas posiciones e interpretaciones en doctrina, que van desde su plena aceptación, de acuerdo a los principios generales del derecho civil de la actualidad, pasando por aquellas que no obstante aceptar su cabida, consideran necesario una reforma legislativa que expresamente regule la figura y aquellos que rechazan de plano la aceptación de la imprevisión, dado los principios establecidos en los artículos 1545 y siguientes del Código Civil.

Una visión particular sobre el tema la tiene el civilista Pablo Rodríguez Grez, quien afirma innecesaria la consagración explícita de la imprevisión. El autor señala que los usuales análisis de la materia prescinden de aquello que constituye la obligación. Ésta, en cuanto vínculo jurídico que liga a un sujeto con un sujeto pasivo, no impone una prestación, sino un "deber de conducta" y ningún sujeto puede obligarse a dar, hacer o no hacer algo, sino sólo a desarrollar una conducta determinada que tiene por objeto la satisfacción de una prestación que consistirá en dar, hacer o no hacer algo. Toda norma jurídica puede regular sólo la conducta humana, dado que la prescindencia de la conducta para definir la obligación trasunta un contrasentido, dejando al sujeto pasivo en una suerte de relación directa con la prestación y no con el sujeto activo. La obligación, constituye en consecuencia un deber de conducta en función de la ejecución de una cierta prestación, la cual podrá consistir en dar, hacer o no hacer algo en favor de otra persona.

Señala Rodríguez Grez que el artículo 1547 del Código Civil distingue los contratos que por su naturaleza son útiles para el acreedor, caso en el cual el deudor responderá de culpa grave, los contratos que por su naturaleza son útiles para el deudor, en cuyo caso éste responderá de culpa levísima, y los contratos que se hacen para beneficio recíproco de las partes, caso en el cual el deudor responderá de culpa leve, pudiendo las partes alterar esta norma.

El artículo 1546 del Código Civil establece que los contratos "deben ejecutarse de buena fe", imponiendo un deber de comportamiento a las partes. Interesa determinar la diligencia con la que deben actuar acreedor y deudor, para lo cual el artículo 44 del Código Civil nos entrega parámetros de la culpa (grave, leve y levísima) estableciendo en cada caso el deber de comportamiento del deudor.

De lo expresado, se concluye que el "caso fortuito" o "fuerza mayor" configura imposibilidad jurídica de ejecutar la prestación convenida. El deudor que emplea la diligencia a que se obligó, sin lograr con ello cumplir la prestación, cuando sobreviene un hecho imprevisto e irresistible que se lo impide.

Si nos detenemos en el artículo 45 del Código Civil que define el "caso fortuito" o "fuerza mayor", como el imprevisto a que no es posible resistir, deducimos que el caso fortuito genera una imposibilidad física que impide absolutamente realizar la prestación. No fue racionalmente posible anticipar su ocurrencia. Un hecho irresistible, es aquel que no puede

Evitarse pese a que se ha empleado la diligencia y el cuidado debidos, por lo que ocurrirá sin atender a la disposición del afectado. El caso fortuito exige que el hecho no haya sido provocado por el deudor ni por el acreedor, ya que nadie puede aprovecharse de su propio dolo o de su negligencia. El artículo 2178 N° 2 del Código Civil señala que si el caso fortuito fue provocado por el acreedor, no responderá el deudor ni aun en el supuesto de que éste haya asumido todos los casos fortuitos sin excepción.

No obstante compartir la interpretación dogmática referida precedentemente, creemos necesario efectuar una reforma legislativa que consagre y regule de manera explícita la figura de la imprevisión en nuestro Código Civil.

Qué sucede cuando un hecho imprevisto, independiente de la voluntad de las partes, hace más difícil la ejecución de la prestación. Particularmente, en contratos de tracto sucesivo. La obligación pactada, ofrece las dificultades que las partes contratantes conocen y han previsto, pero pueden surgir obstáculos, que la dificultan en términos de hacer su cumplimiento más oneroso para el deudor.

De acuerdo a la teoría sostenida por el profesor De La Maza los requisitos generales de la imprevisión son 5, a saber

- el obstáculo debe ser imprevisibles al nacer la obligación

- debe ser independiente de la voluntad de las partes

- debe afectar a toda una categoría de contratantes

- debe producir una alteración extraordinaria y grave en las condiciones normales de la vida social

- sin hacer material y absolutamente imposible la ejecución de la obligación, debe tornarla exorbitantemente más onerosa en perjuicio grave del deudor.

De la Maza sostiene que la doctrina de la imprevisión es una tendencia aceptable y fundada, pero que en la práctica se estrella contra la "rigidez de la legislación"

Nosotros adherimos a los requisitos planteados por De La Maza y estimamos necesario establecer un requisito adicional, cual es que la ejecución de las prestaciones emanadas de la obligación se torna exorbitantemente más onerosa en perjuicio del deudor cuando al momento de su cumplimiento, ésta excede en más del doble la obligación originalmente pactada, en términos semejantes a los de la lesión enorme regulada a raíz del contrato de compraventa de bienes inmuebles

Sobre el particular, creemos que un pilar en nuestro ordenamiento es el principio de la equidad contractual, puesto que el Código Civil posee diversas instituciones jurídicas establecidas con el fin de preservar el equilibrio racional entre las prestaciones. Verbigracia, el principio del enriquecimiento sin causa, en virtud del cual nadie puede enriquecerse sin una causa real y justa. Si no ocurre, surge la obligación de "restitución" (acción de in rem verso); el principio de la buena fe para contratar, para cumplir la prestación y para exigir el cumplimiento, que se consagra en el artículo 1546 del Código en comento; la teoría de la causa recogida en nuestro ordenamiento, evidencia la necesaria equivalencia que debe existir entre las prestaciones de los contratantes, lo que se aprecia del análisis del artículo 1467 del mismo Código; el principio de la conmutatividad de los contratos onerosos, de los artículos 1440 y 1441; el principio de la fuerza obligatoria del contrato ("pacta sunt servanda"), consagrado en artículo 1545 del mismo cuerpo legal; y por último, cabe destacar, entre otros, la consagración de la teoría que impide el abuso del derecho.

La interpretación tradicional no ha dado cabida a la imprevisión, cerrando espacio a la cláusula "rebus sic stantibus". La doctrina ha señalado que la teoría de la imprevisión, podría sufrir una extensión indebida y desproporcionada, sin embargo, no compartimos este criterio y nos parece oportuno introducir una reforma legislativa que consagre los criterios básicos a seguir si acontecimientos imprevistos acaban con los principios de equidad, evidentemente plasmados en nuestro ordenamiento, ilustrados con normativa específica.

Todo lo anterior tiene mayor asidero, considerando la realidad que impera en la mayoría de las contrataciones que se efectúan en la vida económica, tal como ya lo constataba en el año 1940 el profesor Arturo Alessandri señalando que "por encima del interés particular esta el colectivo. Los individuos al contratar, sólo miran el suyo propio y prescinden por completo de la conveniencia de la colectividad, ni siquiera consideran la del otro contratante. Dejar pues, a los particulares, en absoluta libertad para que contraten cómo y cuando se les antoje, es permitirles que puedan crear situaciones injustas o susceptibles de originar abusos que tarde o temprano han de repercutir en la colectividad toda, lo que puede ser fuente de trastornos y complicaciones en la vida social. Es deber del Estado prevenirlos y evitarlos"

Dicha realidad constatada por el profesor Alessandri en la década de los 40 del siglo pasado se ha evidenciado en nuestra actual vida económica, en donde existe una marcada tendencia a la imposición de condiciones a un contratante más débil, quien muchas veces se ve obligado a cumplir sus obligaciones pese al perjuicio grave que le genera, sin posibilidades de ajustar las cláusulas a la realidad imperante con posterioridad a la celebración del contrato.

Por lo expuesto, vengo en presentar el siguiente Proyecto de Ley:

Proyecto de Ley

Artículo Único: Incorpórese en el Código Civil el siguiente artículo:

"Artículo 1545 (bis): No obstante lo establecido en el artículo anterior, si la ejecución de las prestaciones emanadas de la obligación estipulada en los contratos onerosos, conmutativos y de tracto sucesivo o a plazo, se torne exorbitantemente más onerosa, cualquiera de los contratantes podrá ocurrir ante el tribunal competente, para que efectúe un llamado a conciliación, a fin de que las partes adecuen de común acuerdo las cláusulas contractuales a las nuevas circunstancias imperantes, o en su defecto, convengan la terminación o resciliación del contrato.

Se entenderá que la ejecución de las prestaciones emanadas de la obligación se ha tornado exorbitantemente más onerosa, cuando aquélla importe un cumplimiento en más del doble del valor de la obligación pactada

En caso de que no se produjere acuerdo, en los términos del inciso primero, el tribunal adoptará las medidas que estime convenientes para reestablecer la equidad de las prestaciones, en procedimiento breve y sumario."

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY PARA DEROGAR EL ARTÍCULO 394 DEL CÓDIGO PENAL QUE TIPIFICA EL DELITO DE INFANTICIDIO

(11.533-07)
I.- Antecedentes:

1.- El artículo 394 del Código Penal señala que: 1"Cometen infanticidio el padre, la madre o los demás ascendientes legítimos o ilegítimos que dentro de las cuarenta y ocho horas después del parto, matan al hijo o descendiente, y serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a medio."

2.- Dicha norma se encuentra contemplada dentro del Libro II, Título Octavo denominado "Crímenes y Simples delitos contra las personas" del Código del ramo.

3.- El artículo 394 del Código Penal no define el delito de infanticidio sino sólo se limita a indicar sus principales características y sus elementos constitutivos.

4.- El legislador al establecer el delito de infanticidio en los términos propuestos establece una diferenciación y, por cierto, una discriminación en cuanto a la consideración de persona en términos de tiempo de vida, ya que, en consideración a esto último el legislador penal establece una penalidad diferente (5 años y 1 día a 15 años) a la que establece en otras situaciones de homicidio teniendo en cuenta el parentesco. Así lo podemos ver en el caso del delito de parricidio tipificado en el artículo 390 del Código Penal (15 años y 1 día a presidio perpetuo calificado). No obstante que el bien jurídico protegido es el mismo. La vida.

5.- En ese sentido, conviene traer a colación lo que dispone el inciso primero del artículo 1° de nuestra Carta Fundamental al señalar que: 2"Las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos" y en el numeral 1° del artículo 19 establece que: 3"La Constitución asegura a todas las personas: El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona.".  De acuerdo con el artículo 55 del Código Civil 4"Son personas todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición. Divídense en chilenos y extranjeros.". Y, a su turno, el artículo 74 de la codificación civil consigna que 5"La existencia legal de toda persona principia al nacer, esto es, al separarse completamente de su madre.". Por ende, teniendo presente la igual consideración de derechos y dignidad que establece nuestra legislación a las personas y el principio de existencia legal, no entendemos por qué la muerte de una persona con menos horas de vida tenga una penalidad diferente y menor a aquella que ha vivido más allá de 48 horas, cuando lo que se ha perdido en ambos en casos es la vida.

6.- A mayor abundamiento, mientras el Código Penal sanciona al que le quita la vida a un recién nacido, dentro de las 48 horas, con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, es decir, de 5 años y 1 día a 15 años, al que mata a un niño o niña, después de las 48 horas, de haber nacido, lo castiga como parricida, es decir, de 15 años y 1 día a presidio perpetuo calificado.

7.- Finalmente, los antecedentes que motivaron la fijación de una pena más benigna para el infanticidio frente a otro tipo de homicidios en la actualidad serían anacrónicos, teniendo en especial consideración que el bien jurídico a proteger es la vida independiente del tiempo de vida después del parto.

Es por estas razones aquí expuestas que se viene en sugerir el siguiente:

PROYECTO DE LEY QUE DEROGA EL DELITO DE INFANTICIDIO TIPIFICADO EN EL ARTÍCULO 394 DEL CÓDIGO PENAL.

ARTÍCULO ÚNICO: Derógase el artículo 394 del Código Penal.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
__________

1 Fuente: https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1984 (Consultado: 5 de noviembre de 2017).

2 Fuente: https://www.leychile.cl/Navegar?idNorrna=242302 (Consultado: 5 de noviembre de 2017)

3 Ibídem 2.

4 Fuente: https://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=172986 (Consultado: 5 de noviembre de 2017).

5 Ibídem 4.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI Y GUILLIER CON LA QUE DAN COMIENZO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS SANITARIOS PARA CONSAGRAR COMO UN DERECHO HUMANO EL ACCESO AL AGUA Y REGULAR LA SUSPENSIÓN DE SU SUMINISTRO

(11.535-09)
I. Ámbito Internacional del Derecho Humano al Agua.

Indiscutiblemente el agua es esencial para la vida humana, para la salud básica y para la supervivencia, así como para la producción de alimentos y para todas las actividades económicas que se desarrollan por el hombre.

En estos tiempos en que nos enfrentamos a una emergencia global en la cual millones de personas carecen de acceso al suministro básico de agua potable y más de dos mil millones no tienen acceso a un saneamiento adecuado de la misma, siendo este hecho la causa primaria de enfermedades relacionadas con el agua, ha ido tomando fuerza en el ámbito internacional el reconocimiento del agua como derecho humano, para así dar un paso importante en cuanto a abordar el desafío de brindar a la población el elemento más básico de la vida.

Un tema recurrente en el debate sobre el agua como derecho humano ha sido reconocer que el agua es una condición necesaria para todos nuestros derechos humanos. Se sostiene que sin el acceso equitativo a un requerimiento mínimo de agua potable, serían inalcanzables otros derechos establecidos -como el derecho a un nivel de vida adecuado para la salud y para el bienestar, así como los derechos civiles y políticos. Comúnmente se piensa que el lenguaje de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que ha constituido el cimiento para declaraciones posteriores, no estuvo destinado a incluir todo, sino más bien a reflejar los componentes de un nivel de vida adecuado. La exclusión del agua como un derecho explícito se debió sobre todo a su naturaleza -al igual que el aire- fue considerada tan fundamental que se creyó innecesaria su inclusión explícita.

Es por esto que han surgido políticas que han realizado un llamamiento para que se reconozca el agua como un derecho humano y como un paso esencial para asegurar que se lleven a cabo acciones en nombre de aquellos que carecen de acceso a suministros de agua potable. La obligación legal proveniente de dicho reconocimiento motivaría a los gobiernos de los países en vías de desarrollo, y de los países donantes, a realizar cambios efectivos en las políticas internas y de ayuda y en la asignación de los recursos, así como a brindar a los grupos de ciudadanos bases sólidas sobre las cuales puedan ejercer presión sobre los gobiernos.

El derecho humano al agua es el derecho de todos: disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para uso personal y doméstico, esto tiene como consecuencia necesaria que:

1- El agua es un bien común de la humanidad, perteneciente a todos los organismos vivientes.

2- El acceso al agua es un derecho humano y social, individual y colectivo.

A principios de la década de los 70, una serie de conferencias internacionales sobre agua y medio ambiente abordaron el tema del acceso a los recursos básicos y los derechos al agua. La revolucionaria Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua llevada a cabo en Mar del Plata en 1977, acordó que todos los pueblos tienen derecho al acceso al agua potable para satisfacer sus necesidades básicas. La Declaración de 1986 sobre el Derecho al Desarrollo, adoptada por la Asamblea General de la ONU, incluye un compromiso por parte de los Estados de asegurar la igualdad de oportunidades para todos para disfrutar de los recursos básicos. La Declaración implícitamente incluye el agua como un recurso básico, al afirmar que las condiciones persistentes de subdesarrollo en las cuales a millones de seres humanos  "se les niega del acceso a recursos esenciales tales como alimento, agua, vestido, vivienda y medicinas en proporciones adecuadas representan una flagrante violación masiva de los derechos humanos.

El concepto de satisfacer las necesidades básicas de agua se fortaleció aún más durante la Cumbre de la Tierra de 1992, en Río de Janeiro, y se expandió al incluir las necesidades ecológicas. En la Agenda 21, los gobiernos acordaron que al desarrollar y usar los recursos hídricos, debe darse prioridad a la satisfacción de las necesidades básicas y a la conservación de los ecosistemas. Más allá de estos requerimientos, a los usuarios del agua se les debe cobrar adecuadamente por este recurso.

De igual forma, en el Plan de Implementación adoptado en la Cumbre de Johannesburgo de 2002, los gobiernos se comprometieron a emplear todos los instrumentos de políticas, incluyendo la regulación, el control y la recuperación de costos de los servicios de agua, sin que los objetivos de recuperación de costos se conviertan en una barrera para el acceso de la gente pobre al agua limpia.

En virtud de esto se han emitido numerosas resoluciones de organismos internacionales que reconocen los principios mencionados precedentemente; así por ejemplo, en 1995 se interpreta la existencia del agua como derecho humano por interpretación en la Observación General N° 6 en el 13° periodo de sesiones del Comité del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales - CPIDESC de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) donde se establece que: "Las personas mayores de edad deberán tener acceso a la alimentación, agua, vivienda, vestuario y atención de salud adecuada mediante la provisión de ingresos, el apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia".

De la misma manera el año 2002 en la Observación General N° 15 sobre la aplicación del Art. 11 y Art. 12 del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y  Culturales el  CPIDESC de  la ONU en el  29° periodo de sesiones interpreta incorporar como uno de los factores más importantes para una buena salud: el acceso al agua limpia para uso personal y doméstico; que es indispensable para llevar una vida digna, además de que el derecho al agua es pre-requisito para la realización de otros Derechos Humanos. El 20 de Noviembre de 1981 fue adoptada la Convención Sobre los Derechos del Niño exigiéndose en el párrafo 2 del Art. 24, inciso c); a los Estados Partes que luchen contra las enfermedades y la malnutrición mediante "... el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable saludable".

El 3 de septiembre de 1981 entró en vigor la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer que en el Art. 14, párrafo 2 dispone que los Estado Partes asegurarán a las mujeres el derecho: "... a gozar condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas del abastecimiento de agua…”.

II. Consecuencias inmediatas del reconocimiento del derecho humano al agua para nuestra legislación sanitaria.

Aunque estamos orgullosos de que nuestro país haya alcanzado un alto crecimiento en desarrollo humano y somos líderes en cuanto a desarrollo económico y servicios de agua, entre otras cosas, aún nuestro marco regulatorio en materia de servicio de agua no se ha esforzado lo suficiente como para asegurar el derecho humano al agua, en términos satisfactorios para nuestros ciudadanos. Resulta relevante precisar que el marco regulatorio actual no refleja apropiadamente el estado socioeconómico permanente de una cantidad significativa de nuestros ciudadanos. Del 60% de los más pobres, el 20% no recibe subsidios por agua.

Ahora bien, nuestro país tiene que priorizar de qué manera práctica puede avanzar más respecto del derecho humano al agua y qué aspectos deben ser priorizados dentro de la toma de decisiones en torno a cómo a avanzar en el aseguramiento del derecho al agua para la población, a fin de que se aseguren para las personas condiciones mínimas de acceso y disponibilidad del recurso agua.

A. No Cortar El Agua

Se encuentran pocas instancias (Brasil y Bélgica en particular) donde hay legislación o jurisprudencia que asegurar una cantidad mínima y continua (sin corte y/o gratis) de agua para sus ciudadanos'. Bien conocido es el hecho que el agua se pueda considerar tanto por sus aspectos económicos como por sus aspectos culturales. Pues, una opción práctica, entre otras, es fortalecer el marco de regulación en materia de corte de suministro.

Como el agua podría considerarse un "pre-requisito" para la realización de otros derechos humanos (como el derecho a la vida, la salud, a vivir en un ambiente saludable, etc.), creemos que la ley actual no es apropiada en materia del derecho humano al agua. La actual ley de servicios sanitarios, Decreto con Fuerza de Ley número 382 de 1988, señala el siguiente:

Las empresas sanitarias tiene derechos a:

Suspender, previo aviso de “15 días" los servicios a los clientes que adeudan una o más cuentas y cobrar el costo de la suspensión y de la reposición correspondiente."

De acuerdo con la ley, una empresa puede interrumpir el suministro de agua por el atraso de sólo "una cuenta" (es decir un mes) sin consideración de:

(1) Las circunstancias "económicas" y "físicas" del cliente y/o

(2) el monto de la deuda.

Por ejemplo, una deuda puede ser de $10.000 y las empresas sanitarias tienen el derecho de cortar el servicio; ello no se corresponde con circunstancia reales en cantidad significativa de ciudadanos a lo largo de nuestro país.

Si la empresa corta el agua o no es un tema aparte. El punto clave es el derecho que se les confiere en términos tan rigurosos y poco flexibles. A todas luces, el tiempo de un mes (sólo una cuenta) y por un monto tan bajo parece poco razonable cuando se trata de un derecho humano, como el agua.

Por justicia y respeto de los derechos humanos, la comunidad internacional ha dado pasos que se alejan de nuestra legislación en materia de servicios de agua. Por ello, planteamos las siguientes sugerencias para introducir a Chile en el movimiento internacional que asegura la mayor protección posible y práctica del derecho humano al agua:

(1) Legislar para que se requiera una autorización judicial previa para cortar agua; y/o

(2) Ampliar el plazo que debe otorgar una empresa antes de enviar el aviso de corte

(3) Legislar para que las empresas acepten pagos parciales de las cuentas, hasta un punto razonable.

Muchas veces las empresas sanitarias de acuerdo a sus políticas de atención, permiten que algunos clientes paguen en forma parcial sus obligaciones, dentro de procesos de reprogramación, pero ello no es una obligación legal. Es más, la práctica de las sanitarias es ofrecer convenios de pago después de que se ha cortado el suministro, con lo cual el convenio resulta más oneroso para el cliente dado que debe reprogramar sobre un saldo que ahora incluye cargos por corte y reposición de suministro. En este estadio de la relación, el no pago de una cuota del convenio deriva en un corte inmediato, en un círculo vicioso de sobreendeudamiento y carencia del vital elemento.

Además, las deudas y los incumplimientos en los pagos anulan el otorgamiento del subsidio estatal que se haya otorgado a esa familia, de acuerdo a la calificación socioeconómica que las haya acreditado como beneficiarios de estas ayudas.

B. Cobros por los gastos en corte y reposición del suministro de agua

Otro aspecto sensible en cuanto al acceso al agua, dice relación con el derecho de la empresa sanitaria establecido en el mismo artículo 36 de la ley de servicios sanitarios para hacer de cargo del usuario los costos de corte y reposición del servicio en caso de incumplimiento. Este derecho consagrado legalmente constituye una gran carga para muchos deudores, quienes encuentran además de su deuda por consumo un cobro adicional en sus cuentas, que en definitiva dificulta más aún la posibilidad de regularizar cualquier situación de morosidad.

Esta posibilidad de hacer de cargo del deudor los costos que signifiquen para la empresa el cobro forzado de la obligación, resultan del todo excepcionales en nuestro país, puesto que la regla general es que los costos que signifiquen la ejecución forzada de la obligación deban ser costeados por el acreedor.

Es por esto que creemos necesario, a lo menos morigerar de alguna forma estos cobros que se realizan, de manera que por lo menos se compartan en términos más equitativos entre usuario y empresa los gastos que signifiquen el cobro de una deuda por consumo de agua, en virtud de las consideraciones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo 1°: Modifíquese el Decreto con Fuerza de Ley número 382 de 1988 en la forma que indica:

1.- Agregue en el artículo 35 el siguiente inciso final nuevo:

Sin perjuicio de lo anterior, el prestador deberá siempre mantener una relación con el usuario que tenga en consideración el carácter del agua como un derecho humano insustituible y básico, dando según cada caso en particular, un trato que permita mantener un continuo e ininterrumpido acceso al servicio, otorgándose las facilidades que sean necesarias para el pago de deudas por cuentas atrasadas, y manteniendo siempre un mínimo de suministro asegurado, cualquiera sea la circunstancia de morosidad que afecte al usuario.

2.- Reemplazase el artículo 36 letra d por la siguiente:

d) Suspender en forma parcial, previa autorización judicial, y dando un aviso no menor a 20 días, los servicios a usuarios que adeuden dos o más cuentas. Sin perjuicio de ello el prestador siempre deberá asegurar un abastecimiento mínimo definido por el reglamento respectivo.

3.- Agréguese al final del artículo 36 bis la siguiente frase:

Igualmente será obligación de los concesionarios otorgar a sus deudores acuerdos de pago que permitan renegociar deudas vencidas, considerándose en esta negociación todas las circunstancias económicas y sociales que afecten al deudor usuario.

4.- En el artículo 38 sustitúyase la expresión “seis meses” por “un año”.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.
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(11.277-25)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República, respecto del cual no se ha hecho presente urgencia para su despacho.


Os hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.


Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.





A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Gabriel de la Fuente, y la Asesora, señora Vanessa Astete. De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de la División Desarrollo Regional, señor Rodrigo Suazo; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; el Asesor, señor José Luis Donoso, y el Periodista, señor Rodrigo O’Ryan. Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: la Asesora, señora Johanna Villalobos. De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Analista, señora Gabriela Dazarola. De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún. El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera. El Asesor del Senador Espina, señor Fredy Vásquez. El Asesor del Senador Quinteros, señor Jorge Frites. El Asesor del Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela. El Asesor del Senador Bianchi, señor Nickolas Mena.


Fueron además especialmente invitados Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: el Jefe de la División de la Policía de Investigaciones, señor Francisco Astudillo y la Inspectora de la PDI señora Oriela Aguilera, Coordinadora Policial de la División de la Policía de Investigaciones, de la Policía de Investigaciones de Chile: el Jefe de Brigada Congreso Nacional, Comisario Silvio Copello; el Subprefecto de Justicia, señor Jorge Román; Subcomisario Gonzalo Jara, y la Profesional, señora Paloma González.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Establecer la facultad del Director General de la Policía de Investigaciones de Chile para otorgar o proponer el ascenso extraordinario por excepcional abnegación en el cumplimiento de su deber, o como reconocimiento póstumo, a los funcionarios de dicha Institución. 
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que el artículo único del proyecto de ley y su artículo segundo transitorio, por cuanto inciden en materias propias de la seguridad social, deben ser aprobados como normas de quórum calificado, en conformidad a lo dispuesto en el número 18 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso tercero de la Carta Fundamental.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Decreto ley N° 2.460, de 1979, que dicta la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones e Chile.


2.- Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 1980, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile.

II. ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen a este proyecto de ley, señala que el Gobierno estima necesario reconocer  a los oficiales policiales y asistentes policiales de la Policía de Investigaciones de Chile que hubieren fallecido o resultado inválidos a consecuencia de actos de excepcional abnegación que ejecuten en el cumplimiento de su deber.


Agrega que tratándose de una institución jerarquizada una de las formas más significativas de de otorgar un reconocimiento es mediante el ascenso.


Indica que ni el decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile ni el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile facultan al Director General para proponer ni disponer el ascenso extraordinario en estos casos.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El  proyecto de ley en informe propone incorporar tres nuevos incisos al artículo 30 del Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile.


La referida disposición literalmente señala:


“Artículo 30°.- El sistema de Ascensos del personal de Policía de Investigaciones de Chile, se regirá por las normas del presente estatuto y por las disposiciones reglamentarias correspondientes.


Los Prefectos  Inspectores sólo ascenderán por antigüedad; los Prefectos y Subprefectos, sólo por mérito, y los demás Oficiales y personal de las Plantas de Apoyo Científico-Técnico y de Apoyo General, por mérito y por antigüedad.


No obstante, los funcionarios de las Plantas de Apoyo Científico-Técnico y de Apoyo General ascenderán al grado más alto de sus respectivos escalafones sólo por mérito.


Los ascensos sólo por mérito y por antigüedad se efectuarán de conformidad con lo prescrito en el reglamento respectivo.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo, en casos calificados y mediante resolución fundada en razones de mejor servicio, el Director General podrá dispensar a los Prefectos del requisito de tiempo en el grado para ascender al grado de Prefecto Inspector. No obstante, no podrá ejercer esta facultad más de tres veces en el año.”.


El primero de los incisos propuestos faculta al Director General para disponer ascensos extraordinarios del personal del escalafón de asistentes policiales para premiar actos de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo, y agrega que en el caso de fallecimiento de personal del grado 12 de ese escalafón y de aquellos que fallezcan por participar en un procedimiento estrictamente policial en el cumplimiento de su deber, podrá ordenarse la promoción póstuma hasta el grado 11.


El segundo inciso que propone indica que si se trata de personal del escalafón de oficiales policiales podrá disponerse la promoción extraordinaria al grado inmediatamente al que servía como reconocimiento póstumo, y que si resulta muerto o inválido por participar en un procedimiento estrictamente policial en el cumplimiento de su deber el ascenso podrá ser hasta en dos gados inmediatamente superiores al que servía.


Por último, el tercer inciso limita el ascenso de los oficiales policiales q a que se refiere el inciso anterior hasta el grado de Prefecto Inspector.


Pos su parte la primera disposición transitoria establece que estas modificaciones regirán desde el primer día del mes siguiente a la publicación de la ley.


La segunda, permite que los ascensos extraordinarios que establece el artículo 30 puedan realizarse respecto de los funcionarios cuyo fallecimiento o invalidez se haya producido en los seis años anteriores a la entrada en vigencia de esta ley, cumpliendo os requsitos que la norma señala, y agrega que la promoción extraordinaria sólo dará derecho a reliquidar .la pensión de montepío o de retiro a contar de la total tramitación del acto administrativo.


Por último, la tercera disposición transitoria señala la fuente de financiamiento de la iniciativa.

.o o o


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el señor Presidente informó que esta iniciativa es similar a la que para el mismo propósito aprobó recientemente para el personal de Carabineros de Chile, y destacó que la misma fue aprobada en general y en particular en la Cámara de Diputados, por la unanimidad de los 100 señores Diputados presentes en ese momento.


Finalmente recordó que la iniciativa tiene trámite ante la Comisión de Hacienda, haciendo presente que la sometería a votación en general y en particular, a menos que algún integrante de la Comisión formulara alguna peticiónen sentido contrario.

- Puesto en votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización os propone aprobar en general y en particular:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo:


“El Director General podrá disponer ascensos extraordinarios del personal del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo. En los casos de fallecimiento de personal del grado 12 del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en que participe en el cumplimiento de su deber, podrá ordenarse la promoción póstuma hasta el grado 11 del referido escalafón.


Tratándose del personal del escalafón de Oficiales Policiales, esta promoción extraordinaria podrá disponerse como reconocimiento póstumo mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General, al grado inmediatamente superior al del empleo que se encontraba sirviendo el causante. En caso de que un oficial del personal del escalafón de Oficiales Policiales resulte muerto o inválido con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado en que se encontraba sirviendo el causante.


El ascenso extraordinario de los Oficiales Policiales conforme a lo dispuesto en el inciso precedente, sólo se podrá cursar hasta el grado de Prefecto Inspector.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las modificaciones introducidas por esta ley entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- La facultad del Director General para disponer o proponer, según corresponda, el ascenso extraordinario de Asistentes Policiales u Oficiales Policiales, conforme con lo dispuesto en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, también podrá ejercerla respecto de aquellos cuyo fallecimiento o invalidez haya acaecido en los últimos diez años anteriores a la entrada en vigencia de esta ley, previa reapertura del sumario administrativo que haya calificado que el fallecimiento acaeció en actos de servicio o la invalidez se produjo con ocasión de lo previsto en los incisos sexto y séptimo del citado artículo 30.


Con todo, la promoción extraordinaria sólo conferirá el derecho a reliquidar la respectiva pensión de montepío o retiro vigente, a contar de la fecha de la total tramitación del correspondiente acto administrativo.


Artículo tercero.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos asignados a la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes, dichos gastos se financiarán con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de octubre de 2017, con asistencia de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer Jahn y los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 3 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán, Secretario de la Comisión.
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(11.277-25)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Jefe de la División de Investigaciones, señor Francisco Astudillo.

De la Policía de Investigaciones de Chile, el Jefe de Brigada Congreso Nacional, señor Silvio Copelo, y la Inspector, señora Oriela Aguilera.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

La asesora de prensa del Honorable Senador Pizarro, señora Andrea Gómez.

Los asesores del Honorable Senador Prokurica, señora Carmen Castañaza y señor Alejandro López.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe.
- - -





De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo único permanente, y de los artículos segundo y tercero transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Establecer la facultad del Director General de la Policía de Investigaciones de Chile para otorgar o proponer el ascenso extraordinario por excepcional abnegación en el cumplimiento de su deber, o como reconocimiento póstumo, a los funcionarios de dicha Institución.

- - -

DISCUSIÓN


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo único

Incorpora en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, referido al sistema de ascensos de dicho personal, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo:

“El Director General podrá disponer ascensos extraordinarios del personal del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo. En los casos de fallecimiento de personal del grado 12 del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en que participe en el cumplimiento de su deber, podrá ordenarse la promoción póstuma hasta el grado 11 del referido escalafón.

Tratándose del personal del escalafón de Oficiales Policiales, esta promoción extraordinaria podrá disponerse como reconocimiento póstumo mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General, al grado inmediatamente superior al del empleo que se encontraba sirviendo el causante. En caso de que un oficial del personal del escalafón de Oficiales Policiales resulte muerto o inválido con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado en que se encontraba sirviendo el causante.

El ascenso extraordinario de los Oficiales Policiales conforme a lo dispuesto en el inciso precedente, sólo se podrá cursar hasta el grado de Prefecto Inspector.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes y Prokurica.

Disposiciones transitorias

Artículo segundo

Su texto es el siguiente:

“Artículo segundo.- La facultad del Director General para disponer o proponer, según corresponda, el ascenso extraordinario de Asistentes Policiales u Oficiales Policiales, conforme con lo dispuesto en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, también podrá ejercerla respecto de aquellos cuyo fallecimiento o invalidez haya acaecido en los últimos diez años anteriores a la entrada en vigencia de esta ley, previa reapertura del sumario administrativo que haya calificado que el fallecimiento acaeció en actos de servicio o la invalidez se produjo con ocasión de lo previsto en los incisos sexto y séptimo del citado artículo 30.

Con todo, la promoción extraordinaria sólo conferirá el derecho a reliquidar la respectiva pensión de montepío o retiro vigente, a contar de la fecha de la total tramitación del correspondiente acto administrativo.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes y Prokurica.
Artículo tercero

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos asignados a la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes, dichos gastos se financiarán con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Montes y Prokurica.

- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de junio de 2016, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El presente proyecto de Ley tiene por objeto facultar a la autoridad para otorgar una promoción extraordinaria a aquellos funcionarios de la Policía de Investigaciones de Chile, que hubieren fallecido o que resulten inválidos a consecuencia de actos de excepcional abnegación que ejecuten en cumplimiento de su deber. Los ascensos extraordinarios conferirán derecho a reliquidar la respectiva pensión de montepío o retiro que se encuentre vigente, a contar de la fecha de la total tramitación del correspondiente acto administrativo.

2. En particular, tiene efecto sobre el presupuesto fiscal, en lo siguiente:

a. En el caso del Escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, el Director General de la Policía de Investigaciones podrá disponer ascensos extraordinarios, para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo. Se podrá disponer el ascenso del funcionario hasta el grado 11 del referido escalafón.

b. En cuanto al escalafón de Oficiales Policiales, se podrá otorgar un ascenso extraordinario como reconocimiento póstumo, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General de la Policía, al grado inmediatamente superior al del empleo en que se encontraba sirviendo el causante. En caso que un oficial de este escalafón resultase muerto o invalidado con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado en que se encontraba sirviendo el causante. El ascenso, solo se podrá cursar hasta el grado de Prefecto Inspector.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley, genera un mayor gasto fiscal anual, asociado con el incremento de la pensión de los beneficiarios, por un monto de $16.220 miles, bajo el supuesto de 6 beneficiarios.

El mayor gasto fiscal se financiará con los recursos consultados en el presupuesto vigente de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y en lo que faltare, con recursos de la Partida Tesoro Público.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 8 de agosto de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El presente Informe Financiero sustituye al I.F. N° 66, incluyendo en los efectos fiscales, el aumento de 6 a 10 años del período anterior a la entrada en vigencia de la ley, respecto de la facultad del Director General de la Policía de Investigaciones, para disponer o proponer ascensos extraordinarios para Asistentes Policiales u Oficiales Policiales, cuyo fallecimiento o invalidez, se haya producido a causa de actos de excepcional abnegación ejecutados en el cumplimiento de su deber.

2. El proyecto de Ley tiene por objeto facultar a la autoridad para otorgar una promoción extraordinaria a aquellos funcionarios de la Policía de Investigaciones de Chile, que hubieren fallecido o que resulten inválidos a consecuencia de actos de excepcional abnegación que ejecuten en cumplimiento de su deber. Los ascensos extraordinarios conferirán derecho a reliquidar la respectiva pensión de montepío o retiro que se encuentre vigente, a contar de la fecha de la total tramitación del correspondiente acto administrativo.

3. En particular, tiene efecto sobre el presupuesto Fiscal, en lo siguiente:

a. En el caso del Escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, el Director General de la Policía de Investigaciones podrá disponer ascensos extraordinarios, para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo. Se podrá disponer el ascenso del funcionario hasta el grado 11 del referido escalafón.

b. En cuanto al escalafón de Oficiales Policiales, se podrá otorgar un ascenso extraordinario como reconocimiento póstumo, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General de la Policía, al grado inmediatamente superior al del empleo en que se encontraba sirviendo el causante. En caso que un oficial de este escalafón resultase muerto o invalidado con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado en que se encontraba sirviendo el causante. El ascenso, solo se podrá cursar hasta el grado de Prefecto Inspector.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley, genera un mayor gasto fiscal anual, asociado con el incremento de la pensión de los beneficiarlos, por un monto de $27.456 miles, bajo el supuesto de 9 beneficiarios.

El mayor gasto fiscal se financiará con los recursos consultados en el presupuesto vigente de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile, y en lo que faltare, con recursos de la Partida Tesoro Público.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos expresados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Incorpóranse en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo:

“El Director General podrá disponer ascensos extraordinarios del personal del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo. En los casos de fallecimiento de personal del grado 12 del escalafón de Asistentes Policiales de la planta de Apoyo General, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en que participe en el cumplimiento de su deber, podrá ordenarse la promoción póstuma hasta el grado 11 del referido escalafón.

Tratándose del personal del escalafón de Oficiales Policiales, esta promoción extraordinaria podrá disponerse como reconocimiento póstumo mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a proposición del Director General, al grado inmediatamente superior al del empleo que se encontraba sirviendo el causante. En caso de que un oficial del personal del escalafón de Oficiales Policiales resulte muerto o inválido con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado en que se encontraba sirviendo el causante.

El ascenso extraordinario de los Oficiales Policiales conforme a lo dispuesto en el inciso precedente, sólo se podrá cursar hasta el grado de Prefecto Inspector.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Las modificaciones introducidas por esta ley entrarán en vigencia a contar del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- La facultad del Director General para disponer o proponer, según corresponda, el ascenso extraordinario de Asistentes Policiales u Oficiales Policiales, conforme con lo dispuesto en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, también podrá ejercerla respecto de aquellos cuyo fallecimiento o invalidez haya acaecido en los últimos diez años anteriores a la entrada en vigencia de esta ley, previa reapertura del sumario administrativo que haya calificado que el fallecimiento acaeció en actos de servicio o la invalidez se produjo con ocasión de lo previsto en los incisos sexto y séptimo del citado artículo 30.

Con todo, la promoción extraordinaria sólo conferirá el derecho a reliquidar la respectiva pensión de montepío o retiro vigente, a contar de la fecha de la total tramitación del correspondiente acto administrativo.

Artículo tercero.- El gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos asignados a la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público. Para los años siguientes, dichos gastos se financiarán con cargo a los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 12 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa y Baldo Prokurica Prokurica.


Sala de la Comisión, a 12 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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